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Aequarom-, don Eduardo, contra Luis, Agapito y Jóse 
A. lialbiani, |«r usurpación de nombre >8i 

Acuña, don Joaquín, en autos con la Sociedad Ganadera 
tle Tucumán, sobre reivindicación, Recurso de becho . ¿¿4 

Agüero, don Ramón !., en autos con don Julio Barrera. 

po r dcvol ución de un depósito. Recurso de becho jSo 

Albaca Hermanos, en autos con don Santón Suárez, so- 
bre imitación fraudulenta de marca. Recurso extraor- 
dinario ií<,¿ 

Alcántara, don Júán, y otro, en el juicio "Jerónimo Ce- 
vasco «Mitra Juan Alcántara, sobre tercería". Recurso 

Alcorta, don Rafael, en autos con don Domingo Arbeln. 

sobre consignación iSj 

Alonso. Fabián IV. criminal, contra. por malversación de 

caudales públicos ; recurso de revisión 40 

Alurralde, doña Elodia Y. do. y otros, en autos con ta 

Provincia de Mendoza, -obre inconslitncionalidad de 

ley. Recurso de hecho 114 

Arlielo. don Domingo, contra don Rafael Alcorta. sobre 

consignación 182 

Arena, dtin Pablo, en autos con la "Com|Kiñia l«i Nueva 

Zelandia". sobre cobro de ¡>esos. Recurso de hecho. . $$5 
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Ai gaña, don Fermín, en autos con doña Adela Cabrera 
v otros, sobre desalojamiento. Recurso de hecho ¿31 

Argentina Power And Railtes Company Limited, en autos 
con la empresa de "Luz y Fuerza", por nulidad de ac- 
tos ilícitos. Recurso de hecho m i 

Arigós Calderón, don Alberto, en autos con doña Dolores 

A. íle Muñoz, sobre comodato. Recurso de hecho . . . . 22f\ 

Arromú. don I. Horacio, en autos ton doña Rettv Schull 

de Ferrari, sobre cobro de peso*. Recurso de hecho. . 40 

Arteaga. don Rduardo, en el juicio seguido en su contra 

por cobro de una multa. Recurso de hecho 1 1 -J 

Aviles. Luis Rolierto, criminal, contra, por homicidio 2^2 

Avala, don Regino. criminal, contra, por homicidio. Re- 
curso de revisión 

Ayerza. don Hernán, contra la Provincia fie Buenos 

Aires, sobre devolución de una fracción de tierra . , 150 

B 

línea, don Joacpiin L.. en .ñutos con don Andrés Ferro, 
sobre consignación. Recurso de hecho no 

Bachelder, Rafael, y otros, criminal, contra, ]>or tenta- 
tiva <le estafa. Contienda de competencia t&+ 

líáez, Desiderio, criminal, contra, por homicidio. Recurso 

tic revisión • 3P4 

líaibiant, don Luis, ilon Agapito y don José A.» en autos 
con don Eduardo A et pía roñe, por tisuqxicióii de nom- 
bre 

Banco de la Provincia de Buenos Aires, en autos con la 
sucesión de don Rodolfo L Dobarán. |mr cobro de pe- 
sos. Recurso de hecho ■ 

Bañen Hipotecario Nacional, solicita la cooperación de la 
Jefatura de Policía de Concordia | Provincia de lint re 
Ríos), |«ira efectuar el desalojo en una fracción de 
veinticinco hectáreas afectadas por el Banco 250 

* 
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Banco Nacional, en Liquidación, en autos con la Empre- 
sa del Puerto del Rosario, sobre expropiación . . 174 

harón, don Wilfrid. contra la Provincia de Tuetimán, so- 
bre cobro de pesos • ■ , 48 

f larra), don Je-ois, en autos con doña liosa Colman de 

Montan, sobre- desalojamiento. Recurso de hecho .... 98 

Harrera Artas, doña Nicolasa, contra la Kmpresa del Fe- 
rrocarril del Sud. por indemnización de daños y per- 
juicios 3_\S 

iíarú, don Francisco, en autos con fio» José Hauri. sobre 
desalojo. Recurso extraordinario 50 

tktlí, don Tomás, contra la Provincia fie BuenóS Aires, 
.obre cobro de pesos. Excepción de incompetencia de 
jurisdicción , 333 

Béllucci, doña Serafina Cottini de. en la causa seguida 
contra José Fragapauc. por homicidio. Recurso de 
becbo . , . . 370 

líenhcz, Clemente, criminal, contra, por homicidio. Re- 
curso de revisión 370 

líernaseoni. Carlos, solicitando revjsión de su proceso. 

Recurso ile becbo 2¿S 

Betttnelü. dtin Juan, en autos con don Generoso Mon- 
tero, sobre desalojamiento. Recurso de hecho to.j 

II relia, Antonio y I tregua. Genaro, en la causa seguida en 
su contra ]>or infracción ;t ta ley 4007. Recurso ó-; 
hecho t 378 

Brttgucs, Prudencio, criminal, contra, por homicidio. 

Rejudo de revisión ¿ tu 

1 mía Pontificia, instituyendo Obispo Titular de la dió- 
cesis de Salta, a Monseñor Julio Campero 3-' 

Huía Pontificia, trasladando a Monseñor Piedra buena, de 
la diócesis de Cat.unarea a la de Tucumán 31 
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Calleri, dona .Masa tía lena, en autos con don Juan Conti, 
sobre entrega tic nn menor. Recurso de lieclio 

Campero, Monseñor Julio, Bula Pontificia, instituyéndolo 
Obispo Titular de la diócesis de Salta \ 

Caprite, don Esteban, en autos con don Bartolomé J. Ga- 
rihildi, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 

Carpy. don Pedro, sobre entrega de Registro de Kscri- 
bano. Recurso de hecho 

Casanovas. don Juan, en los autos seguido- |wr don José 
S, Malugani contra don Francisco Matrolíerti, sobre 
desalojamiento. Recurso de hecho 

Chaves, Pantaleón. criminal, contra, por lesiones graves. 
Recurso de revisión 

Cerme-isom, don Ricardo, en los autos "Caí i Mermo Tonel 1 i 
contra Rove y Compañía" (hoy su concurso i; sobre in- 
hibitoria . 

Castellanos, don Miguel, en autos con don Albino K. Reí- 
fino, sobre nulidad de un juicio reivindicatorío. Recur- 
so de hecho 

Cavañach, don Francisco, su convocatoria de acreedores. 
Recurso de hecho 

Cirio, don Juan José, en autos con don José Y. Gar- 
ntendia, sobre desalojamiento. Recurso de hecho .... 

Cirio, don Juan, en autos con Leoni y Adamo) i. sobre des- 
alojamiento. Recurso de hecho 

Cisneros, don Anselmo, en los autos "J. M. Tizado contra 
don Pedro T. Negri, sobre tercería de dominio". Recur- 
so de hecho 

Compañía Argentina de Hierros y Aceros Pedro Va sena e 
Hijos contra la Sociedad Anónima Lloyd Roy al fíeTge. 
por rescisión de contrato y cobro de pesos: sobre com- 
petencia , 

Compañía Azucarera Concepción contra la Provincia de 



22} 

m 

228 

4*4 

*5 
20 

m 
39 

39 
278 

191 
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Tucumán, |Hir devolución tic .sumas de dinero prove- 
niéhies dé impuestos fiscales al azúcar 295 

Compañía Azucarera Padilla Hermanos contra la Pro- 
vincia de Tucumán, por devolución de sumas de dinero; 
sobre revocatoria de tina resoítwiÓW que cita de remate j'i 

Compañía del Ferrocarril Midland, en autos con el Fisco 
Nacional, sobre expropiación . 231 > 

Compañía General de los Tranvías Eléctricos del Rosario, 
en autos con el Fisco Nacional, sobre defraudación a la 
renta fiscal 21 r 

Consta nt. Ihtmon Ghislaín Joscph, su extradición a solici- 
tud de las autoridades del Reino de Bélgica 04 

Córdoba, don Toribio, en los autos sucesorio- de don Ma- 
nuel L. Sanguinetti, sobre nulidad de testamento. Re- 
curso di- liedlo . 12Ó 

Corigliano, don Orenle, en autos con los señores Tueyro y 
Casciro. sobre desalojamiento. Recurso fie becbn 37 

Cueto, don Vicente del, contra el Gobierno Xacionat. so- 
bre jubilación , 315 

D 

Parrilicsse. don IVdro. en autos con don Leandro Gonzá- 
lez, sobre cobro de (tesos. Reeur-o de becbo 105 

iVKIia, don Peí 1ro. en aillos con don Autmiio ). Hties[ie. 
sobre cobro de alquileres. Recurso de hedió 100 

Dellepiane. don i lector, y otro, en autos con don Nicolás 
Urmtia, sobre consignación 33$ 

IV Pao! i, don Juan, en autos con don Eduardo García, 
Sobre cobro de ¡K'so-. Recurso extraordinario ¿o 

IVirv. don Amaro X. en los autos caratulados: 'Tarrago- 
na de ¿íhepherd. doña Elena, contra Shepherd, don Her- 
beti sobre divorcio". Recurso de hecho 107 

Díaz, Juan de n¡os. criminal, contra. ]K>r homicidio. Re- 
curso de revisión 102 
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Di lílasi, don Krnesto y don Eugenio, en ;mto¿ con don 
Francisco Francioni, sobre desalojamiento. Recurso de 
hecho , 

Donato, don Luis IX, en amos con don Félix Doblas, sohre 
desalojamiento. Recurso de hecho 227, 

Donato, don Luis D., en autos con don Félix Doblas, sobre 
desalojamiento >. Recurso de hecho 229 

Duodena, Enrique contra doña Octavia Bouvicr. sobre 
desalojo. Recurso extraordinario 416 

Dtiarte. don Juan Carlos, solicitando un pronunciamiento 
cu un:, contienda de coni|)etencia, Recurso de hecho .. 1 1 5 

Duc. dun Jorge F.. en autos con don José M. Fierro Fa- 
riña, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 223 



£ 

Kdreira. doña Celia Peña de. en autos con don Atibo So- 
legaroli. sohre desalojamiento. Recurso de hecho 231 

Ktizaldc. don Rodolfo M.. en autos con don Daniel Flia. 
sohre desalojamiento. Recurso de hecho 111 

Embajada de España, solicita la detención de Klias Abra- 
hánt Levy, imputado del delito de estafa 3S7 

Empresa del Ferrocarril del Sud. en autos con doña Ni- ^ 
colasa Burrera Arias. ¡>or indemnización de daños y per- 
jnicios , , , , # ( 

Empre<a del Puerto del Rosario contra el Ha neo Nacio- 
nal, en Liquidación, sobre expropiación 174 

Hpirichik. Faddey, criminal, contra. j>or homicidio 113 

Ksperón, don Gregorio (1.. contra la Provincia de Buenos 
Aires, sobre entrega del valor de un terreno y daños y 
perjuicios * * u ú 

KKheverry, Seryiltano, o Juan Andrade, (a) "Kl Sordo", 
criminal, contra, por rol«o y doble homicidio. Contien- 
da de competencia -í\ 
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Fernández, don Isaac, en autos con la Sociedad Anónima 
Pedro ttignoti limitada, sobre desaloj amiento. Recur- 
so lie luvhu i , . 23*} 

Fernández, Jacinto, hijo, criminal, contra, por homici- 
dio. Recurso de hecho 35 

Ferrocarril Central Córdoba contra los Ferrocarriles del 
Estado, |xir interdicto posesorio: sobre competencia .. ¿40 

Ferrocarriles del Estado, en autos con el Ferrocarril Cen- 
tral Córdotia. por interdicto posesorio; sobre competen- 
cia - M9 

Ferrocarril dei Snd. en autos con don Saturnino Gil, sobre 
daños y perjuicios. Recurro de hecho iqí> 

Ferrocarril de Rosario a Puerto Belgrano, en autos con 
don Edmundo Soldanes, sobre daños y iwrjuicios. Ex- 
cepciones de incompetencia de jurisdicción y de defecto 
legal *)o 

Fisco Nacional contra la Cotnpafiia del Ferrocarril Mid- 
land, sobre expropiación 336" 

Fisco Nacional contra la Conipimia General de los Tran- 
vías Eléctricos del Rosario, por defraudación a la renta 
jffiseal 1 211 

Flores, Esteban, criminal, contra, por. homicidio ........ 383 

Franke. Otto y Cía,, contra la Provincia de Huellos Aires, 
por constitución de tribunal arbitral» rescisión de con- 
trato e indemnización de daños y perjuicios. Incidente 
sobre cobro de honorario* (23 

Franke. Olio y Cía., contra la Provincia de Buenos Aires, 
-obre con st i ilición de Tribunal Arbitral, rescisión de 
contrato e indemnización de daños y perjuicios. Inci- 
dente sobre regulación de honorarios j,Í4 

Fréseos, don José y otro, en autos con don Pablo Zanoni. 
sobre escrituración. Recurso de hecho 30 
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Frigorífico La Plata Cold Storagc (hoy Swtft >, en autos 
con don Plutarco Sáenz y el Ministerio Fiscal, por de- 
fraudación a la renta de Aduana ......... . . . 3S}3 

Frigorífico Swift, en autos con el Ministerio Fiscal y don 
Eustaquio Soria, sobre defraudación a la renta adua- 
nera . . .1 ^ > • h 4' 8 

Fuentes, Francisco, criminal, contra, por homicidio 22R 

G 

García, don Ambrosio, en autos con Pascual Hermanos, 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho . . 

García, don Eduardo, contra don Juan De Paolt, sobre co- 
bro de pesos. Recurso extraordinario . . 20 

García, don Fernando, contra la Provincia de Buenos Ai- 
res. |x>r cobro de pesos - 4- 

García, don Miguel, en la causa seguida contra Francisco 
I,. Vetiini, por cobro de pesos. Recurso de hecho 105 

Garin, Manuel, criminal, contra, por homicidio 233 

Gobierno Nacional, en autos con don Vicente del Cueto, 
sobre jubilación 4 313 

Godinho. don José, en autos con la Municipalidad de Ba- 
bia Blanca, sobre cobro de pesos. Excepciones de in- 
competencia de jurisdicción y falsedad de título 220 

Gómez, don Ramón, en autos con la Provincia de Cór- 
doba, sobre reivindicación 10T 

González, don Domingo, en autos con la Compañía de 
Tranvías Eléctricos del Rosario, sobre defraudación a 
la rema fiscal. Recurso de hecho 200 

Gonzaüa, doña Ciriaca t. de. en autos c«n don Eugenio 
pumas y Compañía, sobre consignación. Recurso ex- 
traordinario 112 

Grande. Valentín, crimina!, contra. |wr homicidio. Recur- 
so de hecho .;. IO - 
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ilm ierre*, don Carlos, en autos con don Raúl M. Arce, 
sobre coI>ni de pe*os. Recurso de hecho 133 

(hitiérrez, Máximo, criminal, contra, jmr falsificación; 
sobre competencia . . . . f» 

H 

H arder, don Alejandro Von. en autos con la Municipali- 
dad de Ka Pa?. (Provincia de Entre Ríos), sobre in- 
constilucionaüdád de una ordenanza. Recurso de he- 
cho .. (36 

llauri. don José contra don Francisco ííarú, sobre des- 
alojo. Recurso extraordinario 5<> 

líenme, don Miguel C, en autos con los señores Salahe- 
rry y Bercetche, sobre cobro de pesos. Recurso de he- 
cho 3*t 

Hue.ha. Santiago, criminal contra. |xir homicidio. Recur- 
so de revisión n>5 

I 

Iháíiez. don Víctor M.» en los autos seguidos por doña 
Mercedes M. de Pescara contra don Severo ti. del Cas- 
tilín, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 22*, 

Igartúa, don Felipe Julio, en el juicio "Maycr Pablo con- 
tra F. V. Gutiérrez y Darío Solari, sobre embargo pre- 
ventivo. Recurso de hecho ¡¡¡$2 



J 

jefatura de Poticia de Concordia I Provincia de Futre 
Ríos), f insulta si debe prestar la cooperación que le 
solicita el Púnico Hipotecario Nacional, para efectuar el 
desalojo en una fracción de veinticinco hectáreas, afec- 
tada* por el Banco 2^, 
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Pajina 

Juárez, dnn Ksleban J.. en attjt05 con don Julio S'aplcr. so- 
bre desalojamiento. Recurso de hecho 23c 

K 

fvoch, Roberto, criminal, contra, ¡tor defrauda :ién y siiltí- 
traccíóñ de 01 res pendencia privada 235 

Kollcr. Luis. Kargus. Luis y Cejas Francisco, criminal, 
contra, por homicidio. Contienda de eomjwtencia 5 

L 

L-inastit 1 Otamcndi, don Alfredo, contra !a ÍVovincia de 
Mendoza, sobre cobro ejecutivo de ] tesos .,,.„...... 202 

Landaeta. Miguel, criminal contra, jkit hurto de ganado. 
Recurso de revisión 4' 

Larrahuru, don Juan IL. cu los autos '■Rodríguez versus 
Miró, sobre cobro de iwsos". Recurso de hecho 233 

Lascano. don Antonio, en los autos sucesorios de don An- 
tonio Lobo y doña Genoveva Rodríguez; incidente so- 
bre aprobación de mensura. Recurso de hecho ... lüá 

Letume, doña Angela Rocca de, en los autos de su con- 
curso civil. Recurro de hecho 2¿ó 

Levy, Klias Abraham. imputado del delito de estaia. su 
detención a solicitud de la Embajada de España 387 

López, don Alfredo, en autos con la Sociedad Comercial 
e Industrial de maderas, sobre rescisión de contrato y 
daños y perjuicios. Contienda de competencia 14- 

Lucern. IJkirio. criminal contra, por homicidio. Recur- 
so de revisión 195 

M 

M arengo. Antonio, criminal, contra, por estafa: recurso 
de revisión 36 

Marino. Manuel J. en autos con don Hc.tor K. Hor*, *o- 
bre desalojamiento. Recurso de hecho 383 
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Pinina 

Mármol, don Máximo del. contra ta Provincia de San- 



ta Fe, sobre interdicto de obra nueva. Recurso de hecho 180 

Martínez Diego Antonio, criminal contra, 1*1 r homicidio. 
Recurso de revisión • 102 

Martínez, don Francisco, en autos con los señores Solé y 
Zavala, sobre desalojamiento. Recurro de hecho 38 

Martin, José, crimina I contra, por homicidio. Recurso de 
revisión ! 1 107 

Massa, clon Salvador, en autos con rían Nicolás Pravia, 
jxir cobro ejecutivo de pesos: sobre embargo de jubila- 
ción ferroviaria { 145 

Micü, Jorge, criminal contra, por homicidio. Recurso de 
revisión 11 00 

Medina Peralta, Eufemio, criminal contra. |X>r homicidio 384 

Mcndicoa. clon Martiníano, en los autos "Borthiry, Ramón 
contra Martiníano Mendicoa. sobre remoción de tutela". 
Recurso de hecho 382 

Ministerio Fiscal y clon Eustaquio Soria, contra el Frigo- 
rífico Swíft, sobre defraudación a la renta aduanera 4 lS 

Molas, clon Mareos, en autos con don Martín Martínez, 
sobre incendio intencional. Recurso de hecho ........ 37 

Monkes. don Alberto, en autos con don José Prinei, robre 
desalojamiento. Recurso de hecho .". . 233 

Montes. Antonio, criminal contra, por homicidio. Recurso 
de hecho 3 S 7 

Moracich. doña María Duba de. Recurso de "halteas 
corpus" > '154 

Moyano. Benjamín, criminal contra. ]M>r substracción de 
un libro. Recurso 

Municipalidad de Bahía Illanca contra don José (íodinho. 
sobre cobro de pe*os, Excepciones de incompetencia de 
jurisdicción y falsedad de título 220 

Municipalidad de la Capital en autos con don Eugenio 
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Diaz Vélcz. sobre repetición de impuestos. Recurso de 

hecho 4 ,M 

Muñoz Cruces, don José, en autos con ¡' m Adam Zavalht. 
sobre rescisión de contrato y desaloja. mentó. Recurso de 
hecho . . . . . • ■ ■ 4" 



Muzzio, San Miguel y Compañía, contra don Manuel To- 
massí, sobre desalojamiento. Recurso extraordinario . . 3110 



N 

Neimán, don Fé'.i?;, en autos con doña Isatel Dasso. sobre 
desalojamiento. Recurso de hecho 

i^oguer, don Javier, en autos con don Noé Cocea, sobre 
consignación. Recurso de hecho 22 A 

Noguer. don Javier, en autos con don Noé Cocea, sobre 
consignación. Recurso de hecho 22 7 

Norverto. don José, en autos con la Compañía de Seguros 
"La Soberana*', sobre daños y perjuicios. Recurso de 

hecho ■ - ■• P 

• Novaro, don Bartolomé, en autos con don Manuel Souz;i. 

sobre desalojamiento. Recurso de hecho - $$3 



O 

Oliveira, Juan, ^criminal contra, por homicidio. Recurso de 

■ ' sgjS 
revisión ,v 

<>ñatc. Antonio y otro, criminal contra, por violación de 
dos menores ; recurso de revisión i°"J 

Orlandint, don Atilio, en autos, con el nuevo Banco Ita- 
liano, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 100 

P 

Padilla, don Pedro, y otro, en autos con don Domingo 
Isasmcndi. y otro, sobre reivindicación. Recurso de 
hecho \. i i 3^.1 



■jrio 
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Parera, clon Osan' Kloy, en la causa seguida a Francisco 
Manuel Santos Juárez [mr homicidio, Recurso 
ile hecho , . . y*) 

I'arry. don Roberto y <lou Rodolfo, contra don Nicolás » 
Repello, por calumnias e injurias 07 

Passera. don Francisco, contra la Provincia de Hendozj, 
sobre restitución de dir ,o 358 

IVdietti. don Juan, en autos con el I ; isco Nacional, sobre 
desalojamiento. Recurso de hecho 3H1 

IV rey ra Iraola, don Martin, contra la Provincia de Ruc- 
Aires. ];or devolución de simias de dinero; sobro 
aprobación de liquidación 65 

Pérez, don Renito, en los autos seguidos por don Félix 
Aquirn.- contra don Augusto Latur. sobre consignación 380 

IVtrvm. don Antonio, en autos con la -ucesióp de d"n , 
Manuel Pérez [«everato. sobre nulidad de procedimien- 
tos. Recurso de hecho 100, 

Piedra buena. Monseñor Reinal*. 1 . Rula Pontificia de su 

» 

traslado de la diócesis de Catamarca a la de Tucumán 31 
Poeliettiuo. Melchor, rabo del Ejército Nacional, criiui- 
nal contra. jmr violación de correspondencia y sus- 
tracción de valores. Contienda de competencia 370 

l'nletti, don Juan, en autos con don Manuel Srtider. so- 
bre desalojamiento. Recurso de hecho 230 

- - • 

Porthelance. don Marccl, en el sumario instruido a la em- 
presa v artistas de! Teatro Royal. por violación del ar- 
ticulo 2*) del Código Penal. Recurso de hecho 223 

Posadas, don Daniel (!., en la denuncia formulada contra 
"Los Establecimientos Argentino RovriP; sobre de- 
fraudación a la renta fie aduana. Recurso de hecho 37 

Pravia. don Nicolás, contra don Salvador Massa. por co- 
bro ejecutivo dé #£303 ; sobre embargo de jubilación 
ferroviaria T45 
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Páífn* 

Provincia de Buenos Aires, en autos con clon Fernando 

García, por cobro de pesos * • • 4¿ 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Gregorio 
G. Esperón, sobre entrega del valor de nn terreno y da- 
ños y perjuicios tío 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Hernán 

Aycrza. sobre devolución de una fracción de tierra . . 15 o 
Provincia de Buenos Aires, en autos con don Martín Pe- 
.-cyra Irania, por devolución de sumas de dinero: sobi" 

aprobación de liquidación <x z 

Provincia de Buenos Aires, en autos con Otto Frankc y 
Cia.. por constitución de tribunal arbitra!, rescisión de 
contrato e indemnización de daños y perjuicios. Inci- 
dente sobre cobro de honorarios t-3 

Provincia de Buenos Aires, en autos con Otto Franke y 
Cia.. sobre constitución de Tribunal Arbitral, rescisión 
de contrato e indemnización de daño* y perjuicios. In- 
cidente sobre regulación de honorarios ■ 2 34 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Tomás Bell, 
sobre cobro de i«sos. Excepción de incompetencia de 

jurisdicción - ,2 ~ 

Provincia de Córdoba contra don Ramón Gómez y otro. 

^bre reivindicación ■ 

Provincia de Entre Rios, en autos con don Tomás Zabur- 

lín. sobre devolución de sumas de dinero • • 37.H 

Provincia de Mendoza, en autos con don Alfredo Ubastié 

Otamciidi, sobre cobro ejecutivo de pesos 202 

Provincia de Mendoza, en autos con don Francisco Pas- 

sera, ¿obre restitución de dinero ■ ■ 35** 

Provincia de Santa Fe, en autos con doña Maria Angélica 

Mendoza de Roque Bouquet, sobre indemnización ... 8,1 
Provincia de Tucumán. en autos con la Compañía Azuca- 
rera Padilla Hermanos, por devolución de sumas de di- 
nero; sobré revocatoria de una resolución que cita de 
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Provincia de Tucumán, éri autos con don Wilfritl Barón, 
solirc cobro tic pesos , , 48 

Provincia de Tucumán, en autos con la Compañía Azuca- 
ren! Concepción, por devolución de suma* de dinero 
provenientes de impuestos fiscales al azúcar 295 

Provincia de Tuctmián, en autos con la Sociedad Anónima 



Ingenio y Refinería Santa Ana. Hileret y Compañía li- 
mitada, por devolución de sumas de dinero; sobre re- 
vocatoria de una resolución que cita de remate ... 74 

Pulitano, don Nicodemo. en autos con don Pablo Cotone, 
sobre desaloj amiento. Recurso de hecho iji> 

R 

Retalla, don R i nal do y otro, en la cauía seguida contra 
Knrique Maldes y otros, por defraudación. Recurso de 

hecho , 104 

. RebpH, (lima Robustiana Toledano de. f su sucesión). Con- 
tienda de competencia f| 

Repello, d<m Nicolás, en autos con don Rolierto y Ro- 
dolfo Parry. por calumnias e injurias 67 

Revilla, don Carlos A-, (su concurso) ; sobre mcortstftu- 
ciouaiidad de la ley 11.077 lo 

Rodríguez, Alberto, criminal contra, por homicidio; re- 
curso de revisión 31 

Rodríguez Suárez Vázquez e hijos, en aittos con el Fe- 
rrocarril fiel Sud. sobre danos y |>erj nidos. Recurso de 
hecho 100 

Roggero, don Hugo, en los autos "Roggero. Hugo, ter- 
cería de dominio en el juicio seguido por don Juan Wal- 
ter Davies conlra Arturo Man i ni. sobre cobro de pesos. 
Recurso tic* hecho 

Kojo, don Kurique, en autos con el Raneo Hipotecario 
"Suizo- Argentino, sobre entrega de cédulas. Recurso 
de hecho , 10 1 
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Roque Bouquet, doña María Angélica Mendoza de. contra 
la Provincia de Santa Fe, sobre indemnización ...... 83 

Rouge.* y Rouges, en autos <on el Poder Ejecutivo de la 
Provincia de Tucumán, sobre cobro de impuestos. Re- 
curso de liecho ....**. ■ * lo 3 



s 

Saavedra, Francisco, criminal contra, por homicidio; re- 
curso de revisión ... • — • 34 

Saavedra. don Francisco, en autos con la sucesión de doña 

Carolina Cuentón, sobre desalojamiento, Recurso de 
hecho i ; 22 * 

Sáenz, don Plutardo y Ministerio Fiscal contra el Fri- 
gorífico La Plata Cold Storagc (hoy Svvift), por de- 
fraudación a la renta de Aduana - 3f>3 

Sandoval. Tomás, criminal contra, por homicidio Re- 
curso de revisión 

Salinas, Manuel C, en autos con la Sociedad Anónima 
"La Hispano Argentina", sobre cobro de alquileres. Re- 
curso de hecho 22í) 

Sanglar. don Juan, sobre excepción del servicio militar. 
Recurso de hecho ,oí * 

Setiefart. Julio, criminal contra, por substracción y falsifi- 
cación de valores fiscales. Recurso de hecho 381 

Scntinelli, don Atilio. en autos con don Manuel Rodrí- 
guez, sohre cohro de pesos. Recurso ríe hecho 3**° 

Serpa, doña María C. V. de, cu autos con don Pedro P. 

Nasi, sobre desalojamiento. Recurso de hecho .... no 

S ignorell i, don Vicente, en autos con don Luis Contuso, 
sobre consignación de alquileres. Recurso extraordina- 
rio 

S¡:i»ersteui. don Adolfo, en autos con Mizraji Hermanos, 
sobre cobro de ]>csos. Recurso de hecho 1 oS 
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Sociedad Anónima de Empresa^ Marítimas "Italia Amé- 
rica", en autos con doña W&s líorrego de Unzué, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre competencia . \\y¿ 

Sociedad Anónima Ingenio y Refinería Santa Ana. Ht- 
leret y Compañía Limitada, contra la Provincia^dc Tu- 
ciuuán. jmr {(evolución de sumas de dinero ; sobre re- 
vocatoria de una resolución que cita de remate y\ 

Sociedad Anónima I.loyd lio val Relge, en auto-; con la 
Compañía Argentina de Hierros y Aceros Pedro Va- 
sena e lujos, por rescisión de contrato y colimóle pe- 
sos; sobre competencia roj 

Sociedad Comercial e Industrial de Maderas contra don 
Alfredo I.ójtez. sobre rescisión de contrato y daños y 
Perjuicios. Contienda de competencia 142 

Sola, don Fortunato, en autos con don Víctor Eoa, por 
cobro de alquileres. Re^irso de hecho iy: 

Soulage-i. don Edmundo, contra el Ferrocarril de Rosario 
a Puerto líclgrano, sobre daños y per juicios. Excep- 
ciones de incompetencia de jurisdicción y de defecto 
legal 2íjc¡ 

Stand y Cía., en autos con el líanco de la Provincia de 
Huenos Aires, sobre rescisión de un contrato de cambio. 
K*-curso de hecho 22.; 

Svetko. don Antonio en autos con los señore- Spencer, 
Kellog y Sons, por defraudación fiscal. Recurso de 
h echo i <s 

T 

Torres, K\arisiu, criminal contra, por homicidio. Recur- 
so de revisión 103 

u 

Tnzue. doña Inés 1 borrego de. contra la Sociedad Anó- 
nima de E:i>presas Marítimas "Italia América", por co- 
bro ejecutivo de jx'so* ¡ sobre Competencia . 197 
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Urrutia, don Nicolás, contra «Ion Hedor I>tr]K'|>i;me y 
otro, sobre consignación 333 

V 

Vega, clon José, cu los autos seguidos ¡*ir don Jos¿ MttztO 
coima don Isidro Dieste, sobre desalojamiento, líecúrso 
de ne-.bo • .í ; J 

Vidal, don Carmelo V,, en autos con don Luis • Soria y 
otro*, sobru responsabilidad civil, liccurso :le lucilo . -?¿o 

Vi liegas, den Antonio, en autos con la sucesión de dona 
María Aurel a Novillo de Cordón, sobre «moción de 
tutor. lieatíso de hecho -^4 

Y 

Yanorelli, don X -olás. en aut.«s con don Guido D. Z.iji;'.a. 
sobre desalojamiento. Recurro de hecho , 

z 

Zahurlín. don Tomás, contra la 1'rovÍneia de Ivnlre Ríos, 
sobre devolución de sumas de dinero .Í73 
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A 

Accidentes dd traba jó ( indemnización por concedo do. — A 
mérito de !o dispuesto en el artículo yo del convenio de 
reciprocidad celebrado entre la República Argentina y 
% Kspaña con fecha 27 de Noviembre de 1919, aprobado 
por el Congreso de la Nación por la ley número 
de 8 de Junio de 1921, no puede oponerse a una acción 
encuadrada en la* condiciones requeridas por el art. 8.", 
inciso a ) de la ley 9688 sobre accidentes del trabajo, pa- 
ra obtener los beneficios de la indemnización, la ex- 
cepción establecida en la segunda parte del articulo 14 
ile esta ú: ti nía ley, por el hecho de ser la victima un ex- 
Iranjero y recidir el actor fuera del país en el momento 
del accidente, cuando, como en el caso, uno y otro son 
subditos españole*. 

He acuerdo ;on lo entallecido en eí art 9." de la ci- 
tada ley 9088. que no ha sido derogada por el referido 
tratado, sólo corresponde mandar entregar al demau- 
dame, por intermedio de la oficina respectiva, la rcni.i 
correspondiente a la suma depositada en concepto de 
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indemnización por el patrón de la victima, y no ¡a suma 
depositada. Pág, 4 a - 



Banco Hipotecario Nacional. — Al organizar la sección hipo- 
tecaria del Banco Nacional, al establecer sucursales de 
esa institución en todas las provincias y al reglamentar 
las operaciones) derechos y obligaciones del Banco por 
medio de leyes orgánicas, el Congreso ha tjercitaoo po- 
deres expresamente conferidos por la Constitución ( ar- 
tículo 67. inciso 5."), y ha podido <l l *ar al Banco de 
todas aquellas prerrogativas que juzgare necesarias o 
sól». convenientes para el mejor resultado de sus ope- 
raciones, y ha estado, también, capacitado para subs- 
traerlo a la jurisdicción de los jueces tócales y a las 
normas establecidas en las constituciones y en las leve- 
de las respetivas -provincias, siempre que con ello no 
se afectare alguna prohibición constitucioiia!. Pág. 25»- 

c 

Citación de remate. — Procede la citación de remate en un caso 
en que depositada por el gobernador de una provincia 
en calidad de pago la suma reclamada, el apoderado de 
la prmincir', antes de que se consumara el piyo por !a 
entrega del dinero al cjecutmre, se opuso a dicha en- 
trega, solicitando en tiempo y forma la prosecución del 
juicio a fin de deducir las excepciones que hiciere ;i 
su derecho. Pág. 74. 

Compensación. — Véase "Defraudación a la renta de Aduana"'. 

Competencia. — Véase "Jurisdicción". 

Congrio 'su facultad para dictar determinadas disposiciones 
reglamentarias). — La indiscutible facultad constitucio- 
nal de las provincias para darse sus leyes locales, tío 



468 



FALLOS liK I,\ COKTK Sri'KKMA 



puede ser óbice a la atribución del Congreso para i linar 
determinadas disposiciones reglamentarias, fijando nor- 
mas de actuación que de otra manera quedarían libradas 
al arbitrio de interpretaciones contradictorias, en i>erjui- 
cios de intereses y derecbos derivados, en definitiva, cíe 
leyes fundamentales de la Nación dictadas por el mismo 
Congreso en uso de facultades exclusivas, Pag, "6, 
Contienda de competencia. — L,a controversia entre un Juez de 
Instrucción de la Capital y otro del Crimen de la ciudad 
de La Plata acerca de a cuál de los dos corresimnde 
juzgar en primer término a los procesados, constituye 
un conflicto de carácter jurisdiccional "comprendido en- 
tre los (me a la Corte Suprema corresponde dirimir, en 
ejercicio de facultades legales propias (ley 4055, ar- 
ticulo 9.". inciso </): Código de Procedimientos en lo 
• Criminal art. 43. inciso 3."), Pág. 5. 

Contienda de competencia. — La controversia entre un Juez de 
Sección y un Juez del Crimen de la justicia ordinaria 
acerva de a cuál de los dos corrcs|>ondc juzgar en primer 
ténninn a los procesados, constituye un conflicto de ca- 
rácter jurisdiccional comprendido entre a los que !a 
Corte Suprema eorres|>onde dirimir, eti ejercicio de 
facultades legales propias (ley 4055, articulo o. u . inci- 
so di ; Código de Procedimientos en lo Criminal, ar- 
ticulo 43, inciso 3."). Pág. 76. 

I osa ¡najada i excepción dé). — Xo habiendo identidad de 
personas, no procede la excepción de cosa juzgada. 

Resultando que los derechos ejercitados |jnr los ac- 
tores füérón ya materia de dilucidación judicial, por ba- 
ilarse emprendidos total o parcialmente en una deman- 
da entablada anteriormente a nombre del causante de 
aquéllos y desestimada por sentencia firme, procede la 
excepción de cosa juzgada, resjK-cto de esos derecbos, 
110 así res|Jt'Clo de los que 110 se babian incorporado aún 
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al patrimonio de la causante en la ¿poca en que ella de- 
dujo sus accione* en el citado juicio. Pág. S¡. 



Daños y perjuicios. — Véase "Ferrocarriles". 

Defensa en juicio (garantía de la). — Los juicios de concurso 
implican la supresión de la personalidad individual de 
los acreedores, por lo que, no puede decirse vulnerada 
la garantía constitucional de la defensa en juicio en un 
caso en que los acreedores lian estado representados por 
el síndico del concurso. Pág. 10. 

Defensa en juicio (garantía de la). — No hay violación de la 
defensa cuando la falta de intervención en el juicio es 
consecuencia de un acto u omisión discrecional del li- 
tigante. (En el caso, no haber designado nuevo man- 
datario que substituyera al fallecido, dejando que el 
pleito prosiguiera con el mandatario substituto). Pa- 
gina 20. 

Defensa en juicio ( garantía de la), — Let distribución de la 
jurisdicción entre los diversos jueces depende de \i apli- 
cación de las leyes procesales que la determinan y no 
del precepto del artículo 18 de la Constitución. Pág. 29- 

Defensa en juicio (garantía de la). — No pueden decirse vul- 
nerados los principios de la inviolabilidad de la defensa, 
ni el de que nadie puede ser obligado a hacer lo que la 
ley no manda, consignados en los artículos 18 y 19 de 
la Constitución Nacional, por quien ha discutido am- 
pliamente su derecho en dos instancias y se encuentra, 
además, obligado por las leyes del Código de Procedi- 
mientos de la Provincia de Santa Fe, según la interpre- 
tación que de ellas hagan los jueces llamados a ari- 
carlas, Pág. 126. 

Defraudación a Ut renta de Aduana. — No es lícita la aplica- 
ción de las disposiciones del decreto reglamentario de 
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la ley 5315, de fecha 7 de ¡Septiembre de 1910, a titulo 
de interpretación analógica, en un ra -o en que las im- 
|xtrtaciones efectuadas con exención de derechos adua- 
neros, se hizo acogiéndose a los beneficios que las leyes 
generales de Aduana números 4033 y 16.362 acuerdan 
a todo introductor de determinados materiales dest nía- 
do** a la instalación de vías féreas, sea quién fuese el 
importador. 

N'u hay base para un procedimiento criminal en un 
caso en que los materiales introducidos libres de derecho 
por una compañía de tranvía-; eléctricos, fueron vendi- 
dos cuando estaban ya inutilizados para los fines qnp 
motivaron su introducción, es decir, incorporado» co- 
rrectamente a la riqueza de! pais. 

Tratándose de artículos introducidos en virtud de las 
franquicias otorgadas por las leyes generales, la omisión 
del permiso de Aduana no podría tener el efecto que se 
perseguía en el juicio. Pág. ¿11. 
Dcfrandaf. ión a la renta rfc Adth-.va — VA derecho de estadís- 
tica establecido por los artículos 8." de la ley núin. $$$$ 
v 21 de la núm. 8t¿i f no es un "derecho a la exportación 
ni tampoco a la importación, ni está asimilado a éstos 
en cuanto a las penalidades creadas para evitar en ellos 
las falcas manifestaciones tendientes a disminuir su pro- 
ducido; por lo que no le son aplicables las Ordenanzas 
de Aduana, si bien no queda librado en absoluto el ¡>a- 
gr de los derechos de estadística a la buena o mala vo- 
luntad de los particulares a quienes afecta ( articu- 
les iuay y 1030 de las ( Irdenanzas de A Juana ; Fallos : 
temo oy. página 317. y 106, página 115). 

No es legalmente admisible la compensación entre hs 
hiuu"; ¡Migadas de más y las jugadas d» menos en pon? 
CfpiO de derechos de estadística, hasta donde alcance la 
cantidad menor (articulo 823 del Código Civil). 

Dado que únicamente tenían una designación espe- 
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cial en la Tarifa de Avalúos las tendías con servadas y 
saladas, careciendo de toda indicación las lenguas enn- 
eciadas y enfriadas; atento el informe de ta Aduana, se- 
gún el cual las lenguas enfriadas congeladas se inclu- 
yen entre las "menudencias" y se aforan como tales y 
no existiendo en autos prueba alguna que permita eSt&V 
Mecer que se exportó lenguas conservadas y sabrías co- 
mo congelada;; y enfriadas, a fin de hacerlas figurar en- 
tre las menudencias, corresponde, en el caso, declarar 
que no hubo infracción al respecto: no así, en cuanto a 
los óleos denunciados como sebo, es decir, el producto 
que abona menos. Pág. 393. 
I 'j v j rumiación ti h renl&dc Aduana — No existe en las Orde- 
nanzas de Aduana ni en 01ra ley. ni en los decretos re- 
glaméntanos, <Hs|M>sición alguna que desconozca a los 
cargadores el derecho de cancelar un permiso de embar- 
que cuando se trata de operaciones de expiación, siem- 
pre que el desistimiento, si es total, se produzca antes 
de la iniciación de la carga, pues cuando ésta ha dado 
comienzo, el tíoleto queda cumplido respecto de lo em- 
barcado y anidado en lo demás (artículo 558 de la OO. 
de Aduana). El derecho de cancelar los permisos no 
involucra la posibilidad de dar efecto retroactivo a la 
cancelación, respecto a los productos ya embarcados, eit 
cuanto al aforo, pues ello importaría violar lo dispuesto 
por el articulo 3." de la ley nñm. 10.340/que ordena pa- 
gar los derechos con arreglo al aforo vigente en la fe.-^a 
de la expedición del boleto de nnhjrrpic. 

Aún admitiendo que el frigorífico hubiera afirmado 
inexactamente ante la Aduana en el momento de pre- 
sentar los respectivos documentos, de que el embarque 
de todos los productos se había realizado conforme al 
certificado expedido en reemplazo de los cancelados, es 
decir, conforme al certificado con aforo menor, ese he- 
cho no constituiría un acto susceptible de caer bajo ¡as 
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sinciones establecidas por las OO. de Aduana, si tomo 
es de ley y jurisprudencia los jueces no pueden crear 
p$nas ni aplicarlas por analogía, puesto que la falsa de- 
claración imputada al frigorífico, no tenía relación ni 
con la cantidad de los productos embarcados, ni con 
la especie, ni menos con la calidad de los mismos, 
sino con la tarifa, variable cada mes en el índice del 
impuesto, y dado que toda cuestión sobre aforo y sobre 
dilucidación de las particularidades de su aplicación al 
caso singular, es de incuml>encta exclusiva de la admi- 
nistración aduanera, y (pie, cualquiera pretcnsión públi- 
camente expresada a los funcionarios aduaneros sobre 
la procedencia de un determinado arancel más que de 
otro cuando no promedia error en la cantidad, ca- 
lidad o especie, lejos de constituir un acto de fraude o 
de contravención, representa el ejercicio de un derecho 
legitimo. f*ág. 418. 
lUwha (su justificación k — La obligación que impone el ar 
tículo to de la ley 50 es únicamente la de acompañar 
con la demanda las escrituras y documentos que direc- 
tamente justifiquen el derecho que se deduce, y no re- 
cibos que sólo contienen la prueba del pago y cuya pre- 
sentación ulterior es admitida por la doctrina, cuando 
aquel hecho sea controvertido. Pág. 295. 

E 

llv^tUcntcs adwtmst dativos (valor de sus actuaciones). — Las 
actuaciones de expedientes administrativos tienen el víi- 
lor de instrumento auténtico y hacen plena fe de los he- 
chos a que se refieren mientras no sean argüidas de 
falsas. f% 373. 

l\xf>roph¡ínm. — En los juicios de expropiación las conclusio- 
nes de la mayoría de los peritos no son obligatorias para 
el juez. 
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Los intereses del»en computarse a estilo de los que eo- 
■ lira el í Sanco fie la Nación, a partir de la fecha en que se 
tomó posesión, de la tierra expropiada, pues ellos repre- 
sentan el equivalente del uso y goce que el expropiante 
ha disfrutado durante el mismo tiempo. Pág. i tó. 
Expropiación, — Reconocidos tos hechos en que se funda la 
demanda y el derecho del actor a retener en su dominio 
el terreno expropiado, sin oponer otro reparo (pie la ocu- 
pación precaria concedida |»or resolución de la demanda- 
da, corresponde ta fijación de un término prudencial pa- 
ra la efectividad del derecho invocado y reconocido ( ar- 
tículos 87 y 88, ley 50 y 576, 720 y 751 del Código Ci- 
vil). Pág. 150. 

Expropiación. — Tratándose de terreno< próximos a otros que 
fueron ya apreciados por la Corte Suprema y colindan- 
tes con otros (pie el goiuaAUOp uo \hiiau as omeidojdx.i 
privados, a pagarlos al mismo precio, corresponde que a 
aquellos se les fije el misino valor que a estos últimos. 

Representando lo:, intereses el valor de los frutos del 
inmueble ocupado, desde el momento de la toma de po- 
sesión hasta el día de la entrega del precio, su pago e* 
procedente. Pág. 174. 

Expropiación. — Kl punto relativo a salwr si una diferencia en 
la superficie total del bien a expropiarse, corresponde al 
Fisco Xacional. a la Provincia de Rueños Aires, a la 
Municipalidad tic la Capital o a la demandada y, en su 
caso, si es un bien del dominio público o del dominio 
privado, no puede ser dilucidado en un expediente ini- 
ciado como un simple juicio de expropiación sometido 
en su substanciación a trámites propios, de carácter 
I previ* y sumar io, muy di -tintos de las formas procesales 
del juicio ordinario en que corresponde eonlro\ertir 1o> 
dereclu s de propiedad sobre inmuebles. 

La propuesta Itecha al gobierno de resolver la expro- 
pia^ Vi mediante el pago de dclei-mn uh SUtna, cun ex- 
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chtsión (le ta indemnización correspondiente al traslado 
de t;is vías, instalaciones, etc.. formulada con ánimo* "de 
evitar el juicio", y con la reserva categórica de que su 
no aceptación, liaría tener como no pedida esa suma a 
los efectos del articulo 17 de la ley número 189 por ser 
exclusi v;imente precio de transacción, no constituye una 
estimación definitiva de indemnización en los término* 
señalados por la expresada disposición legal. Pág. 230. 
tradición. — VA procedimiento a que están sometidas ¡as so- 
licitudes de extradición no constituye un juicio propia- 
mente tal cpie prejuzgue sobre la inocencia o culpabili- 
dad del requerido, pues sólo se propone conciliar las exi- 
gencias de la administración de la justicia represiva en 
lns países civilizados, con los derechos del asilado, taxa- 
tivamente circunscriptos en el articulo 655 del Código 
He Procedimientos en lo Criminal. 

Estando llenados los requisitos establecidos en los ar- 
tículos 2.'\ incisos 22 y *8. y to del tratado vigente entre 
la República y el Reino de Bélgica, canjeado en 30 de 
Noviembre de 1877. procede la extradición de un súhdito 
belga, condenado jhh* las autoridades judiciales de aquel 
país por el delito de hurto doméstico |x>r abuso de con- 
fianza. Pág. 04. 

T 

dita tic lrivíí¡M (defensa de). — Se encuentra plenamente cum- 
plido el propósito perseguido por los artículo- 58 y 8. 
de la ley 50 y no puede dar fundamento a una defensa 
¿ falte de acción, la circunstancia de haliersc limitado 
el actor a entregar con la demanda, copia completa de 
una sola de las escrituras de protesta, agregando al pie 
de ella una unta en la cual se expresaba los números, la* 
cantidades y las techa- correspondientes a las escrituras 
no reproducidas en su contenido literal, en un caso en 
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<me el contexto tic los demás testimonios de escritura 
de protesta era igual é idéntica la causal determinante 
de la misma, i'ág. 295. 

Ferimh I su habilitación». — Procede la habilitación del feria- 
do para conocer de un recurso de <|»eja por denegación 
del recnr>o extraordinario, interpuesto contra una reso- 
lución que no hace lugar a la libertad de lina jwrsona 
detenida a solicitud de 11» ministril extranjero, |>or el 
delito de estafa cometido en SU paí-. Pág. 387. 

Ferrocarriles. — U disposición del articulo 5.". inciso 8." dé la 
ley 2873 establece categóricamente la obligación de co- 
locar barreras en los pases a nivel, y su falta ¡nipona 
negligencia culpable aún en los casos en que la autori- 
dad administrativa no exija el cumplimiento de la obli- 
gación aludida; y ya sea cpie el accidente se produzca 
por no existir barreras o por no bajarse éstas cuand" 
corresponde, hay. en tales casos, una violación de la ley. 
(pie basta a determinar la res]Hinsab¡lidad de la em- 
presas, Pag. 325. 

(•itero Federal <su renuncia». - Véase Jurisdicción. 

G 

Gt.nwtins constitucionales. — Véase " Defensa en juicio: 
"igualdad ante la ley". 

(/olHettíp NóxíGuqI ísu personería para estar en juicio I. — l'.l 
Gobierno Xactonal tiene personería para ser demandado 
por un empleado nacional para (pie se le reconozca el 
derecho a ser jubilado <pie !e fué desconocido en la via 
administrativa. 1 F-xistia la venia del Congreso). Pá- 
gina ,V5- 

H 

Habeos corpas (su procedencia cu favor de un supuesto ins;.- 
tto). — Ks insostenible ilentru ríe un régimen coiistitu- 
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aerial que ofrece las garantías de no poder ser arresta- 
tío sino en virtud di* orden escrita de autoridad cofojje- 
unte penado sin juicio previo, y que OiSSgüi-a la invio- 
labilidad de la defensa de ta pcr-oiia y de los derecho-;, 
ia facultad de un direanr de un hospicio de alienad-, - 
paila juzgar por si solo de la insania ele las personas in- 
ternadas en el establecimiento y para inatneiierh- re- 
cluidas por su propia autoridad. Kn consecuencia, pro- 
cede el recurso de habeos eWfiii interpuesto a favor de 
una persona recluida, que no aparece estaría con i neo. 
carácter preventivo, ni que haya sido puesta a dísposi- 
ción de algún juez, y en un cas*' en que no aparece, tam- 
poco, que se Hava iniciada procedimiento judicial enca- 
minado a obtener la declaración de insania. o> por ]rt 
menos, h autorización para mantener privada de fttl !*■ 
Iirrtad a la supuesta insana. PYig. 154 
Honorarios de iríñtro de un juicio anulado por hwbservaneht 
de fas forma* cstaNeeidas etí ¡a ley -contrato que :",Wt- 
Myó él arlHtrajc. — Él arbitro que concurrió al pronun- 
ciamiento de un laudo declarado nulo pnr U-h-ei-van- 
da de las formas establecidas en la ley-contrato (pie in¿- 
liinyó el arbitraje entre Jas partes, carece de ación pa- 
ra rechinar honorarios, y, por consiguiente, para reque- 
rir su estimación. IVig. I2,V 
HMómríos de letrado v füf$4 de ^juicio arbitral anidado. - 
U nuUdád de lili laudo arbitral, declarada exclusiva- 
mente por defectos del mismo, no perjudica el derecho 
del letrado v del perito prepuesto p«r la paite, a que le 
sean regulados su* honorarios. 

La anulación de los procedimientos de un juicio ar- 
bitral sólo puede producir efecto entre las parles, por lo 
c¡ne v. dere lio del peritn ilesignailo con el consentimien- 
to de las dos partes litigantes, para cobrar <n~ honora- 
rios, no puede hacerse depender de la- coníjiigeticias 
del pleito, qtte no !e imputables. Pag; 13$ 
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ffi'imrtirios de secretario de un juicio arbitral auulada par de- 
fectos de forma del laudo. — No habiéndose invocado 
contáiíia relativo ai rriernto del honorario o qwc defiera 
su estimación a oirá autoridad o persona, la remunera- 
ción a un secretario de un tribunal arl>itral. constítíiído 
ante la justicia federal, ééx apreciar-e en la forma csUt- 
hlccida eTi el artículo -V y siguientes de la ley .1004. 

Xo puede juzgarse perdido o perjudicado el derecho» 
a ser 1 enumerado por -us servicios, de un sceretnrio de 
tribunal arbitral cuyo laudo fué anulado jH>r la COTíe 
Suprema, por defectos de forma del mismo, que no dc- 
pendíó de la acción fiel secretario a c|iiicn no se le habia 
conferido la facultad de ase-orar a los jueces ni corre- 
gir sus errores. Pág. 234. 

I 

fyualdad ante tu ley (garantía de la). — ^a garantía constitu- 
cional de la igualdad ante la ley no puede decirse afec- 
tada por el pedido de allanamiento del fuero de un 
miembro del Poder Legislativo, dado que, la e»prissada 
garantía consiste en que no se establezcan excepciones o 
privilegios que excuyan a unos de lo que se cOncede a 
otros en iguales circunstancias. Pág. 07. 

Impuestas. - Xo es impuesto e! tributo que no tiene por mira 
costear gastos de la ndmini-t ración pública, sino acordar 
privilegios a determinadas ¡jersonas o instituciones pri- 
vadas dentro de una industria licita que puede ser libre- 
mente ejercida. Pág. 358, 

InconsfuuñoH-ndad de ley. (1.a de la' juinicm 11.077. Sobre 
concurso de acreedores. l,a ley número 1 1.077 »" 
es incompatible con el artículo 17 de la Constitución, y 
la facultad de legislar sobre bancarrotas no puede con-i 
derarse limitada a las quiebras de tos comerciantes. Pá- 
gin;: 10. 
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(m»»st¡tuciouaiidad de ley (la del art, 62 del Cód. de Procccli- 1 
mieutos de la Provincia de Hítenos Aires). — Kl ar* 
liculu (U2 del Código de Procedimientos de la Provin- 
ciá de Buenos Aires, en cuánto niega al demanda 'lo de 
desalojamiento, el recurso de a|ielación que concede al 
demandante, no es violatorio de los ar tí culón 16 y t8 r li- 
la Constitución Xacional. Pág. 50. 

hieotufituetotudidad de iry. I Alcance de su declaración |>or el 
Poder Judicial), — Al pronunciarse e) Poder Judicial 
sobre la constitucional i dad de una ley. lo hace con refe- 
rencia exclusivamente al caso traído a su jurisdicción ; 
es decir, que no resuelve en abstracto el punto constitu- 
cional controvertido en el juicio, pues ello importaría 
entorpecer la acción ¡tú lepen diente de los otros depar- 
tamentos del gobierno, por lo que, por idéntica que fue- 
se la situación del demándame relativamente a las nue- 
vas cuntas pagadas del impuesto, con la que existía res- 
pécto a las (pie fueron materia del pleito, la inconstítu- 
cionalidad declarada no tiene efecto sino sobre aquellas 
cuya devolución fué demandada y sentenciarla. Pág. 65. 

fiiconStitucionalidqd de ley (la del art. 53 de la ley 10.650, ¿li- 
bre embargo de pensiones y jubilaciones de ferrruia- 
r j,, s , — J, a excepción qué contiene el articule* 53 de la 
ley 10.650 no vulnera el principio de iguaddad consagra- 
do por el articulo tó de la Constitución ni es violatoria 
ile! derecho de propiedad, y, por enríe, incompatible con 
el articulo f 7 la tuisina. Tampoco existe incompati- 
bilidad cutre la citada ley y el articulo ¿8 de la Constí- 
í Lición, 

Siendo la ley 10.65o, rjue rige en el caso, esjtceial y de 
fecha ¡msierior a la 9511. es de preferente aplicación al 
mismo, Pág. 145- 

{itconstiiticiotwlídad de ley «la de la número 11.157, art. i-»). 
-La denegación cu el caso, de la aplicación del artículo 
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i." de la ley 1 1.157. interpreta y aplica correctamente la 
doctrina consignada en el fallo de ta Corle Suprema, pu- 
blicado en la página 47 «leí tomo 137 de sus fallos Pá- 
gina 182. 

Inconstiiuciomtidad de ley ( la de impuesto al azúcar de la Pro- 
vincia cíe Tucunián). — No es verdadero impuesto el 
tributo que 110 tiene en mira costear gastos de adroíní— 
t ración pública, sino acordar privilegios a determina- 
das personas o instituciones privadas dentro de una in- 
dustria licita que puede ser libremente ejercida; por I" 
0e son repúgnales a la Constitución Nacional las dis- 
posiciones tle la ley de la Provincia de Tucunián. de 24 
de Junio de iqiy, que permiten la aplicación de una par- 
te de los recursos obtenidos por el gravamen, a indem- 
nizar a los plantadores de caña que no hubiesen podid o 
vender su cosecha. Pág. 20,5. 

¡HCOHslilticionalidad de ley (la del art. tf de la ley 11.157. so- 
bre alquileres). — No es contrario a la Constitución 
Nacional el artículo t.° de la ley número 11.157 aplicado 
al caso de una locación regida por «n simple convenio 
verbal sin término definido. (Véase los sumarios de los 
Fallos, tomo 136. página tát, y tomo J38. página 122 I. 
Pagina 333- 

hlcOHStitucionalidod de leyes tías de impuesto a la uva. de la 
Provincia de Mendoza, números 758 y 75*>)- — A la ley 
750 de ta Provincia de Mendoza, le son apHcaMes las 
consideraciones y fundamentos del fallo de la Corte 
Suprema que declaró a la ley número 703 de la misma 
Provincia, contraria a los artículos 14. 16 y 28 de la 
Constitución Nacional (vvasc tomo i¿8. página 4351. 
Por lo qité la ley 758 y decreto reglamenta rio respecti- 
vo, que grava con un impuesto de diez centavos cada 
quintal métrico de uva, contrarían las garantías estable- 
cidas en la Constitución (artículo 14) relativas a la li- 
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bcri.nl ilc trabajo, industria y comercio, etc.; y la nú- 
mero 759 y decreto reglamentario correspondiente, que 
autorizan a gravar con una contribución extraordina- 
ria máxima de doce y medio i>or ciento el precio oficial 
fijad" a la uva que se coseche y venific|ue en la Provin- 
cia i articulo íoj; que restringe la producción de vino, 
gravando el exceso admitido con un impuesto adicional 
de dos centavos por litro ("artículo 2o) y destinado ese 
impuesto a fines que no son los fines públicos i|ite po- 
drían justificarlo, y, además, impone un seguro de Ks- 
tadq • artículos 22 y 23 1, contrarían, igualmente, las ga- 
rantias constitucionales antes citadas. ( Constitución, ar- 
tículos 14 y 16 ). Pág. 358. 

Itntmstituc'umalidad de leyes ( las de impuesto al ganado de la 
Provincia de Entre Ríos, números 2i8<> y 2508). — Las 
provincias pueden gravar el acto directo de la venta de 
su -i productos en el momento en que la transacción se 
celebra, como un acto de comercio, pero no cuando la 
extracción del producto se efectúa a nombre del dueño 
mismo y sin que medie transacción. 

La aplicación de las Leyes de Tablada (le la Provin- 
cia de Kntre Ríos, números 2189 y su modificatoria 
J508. en la parte que grava con un impuesto todo gana- 
do o sus productos "que se extraigan de la campaña por 
razón de venta o negocio", sin establecer previamente 
"la venta ó negocio", a que está cír cutis: ripia la facul- 
tad impositiva de la Provincia, importaría ta creación 
de un derecho de exportación, contrario a los artículos 
10, 1 1 y 67 de la Constitución Nacional, Pág. 373. 

íttconstitucwnalidad dé sentencia (Desalojamiento a >olicttini 
del lianen Hipotecario Nacional L — La aplicación de 
ta dispuesto en el articulo 73 de la ley 8172 en tin caso 
imi (pie el desalojamiento debe hacerse electivo respecto 
de personas que por circunstancias particulares 110 pitc- 
ilt'ii ampararle en los beneficios que acuerdan los nr- 
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ticulos 17 v 18 dé la Constitución, como son ios dt-n- 
for* del Banco, 11» es réíifgnante a las citadas cláu- 
sulas constitucionales. < Los pudores del Banco, ni ce- 
lebrar el contrato hipotecario o al admitir la transferen- 
cia del dominio con el gravamen a favor del expresad-, 
establecimiento, lo hacen en las condiciones determina- 
das i»or la ley orgánica; es decir, aceptando expresa o 
implísitamente la faadtad acordada al acreedor por la 
diaposición legal .en cuestión, que queda incorporada a 
la convención v renunciando, por lo tanto, a tos Ixme- 
ficios que pudieran derivar de la sub-tanciación de un 
procedimiento previo ante la justicia h Púg. 259- 

J 

Jurisdicción — De acuerdo con lo dispuesto i>or el articulo yj 
Código de Proce ümieulo* en lo Criminal de la Ca- 
pital de la República, qúc por tener sanción del Con- 
greso es de preferente aplicación respeto a la ley pro- 
vincial, corresponde, en el caso, que el Juez de la Ca- 
pital juzgue primeramente, l'ág. 5. 
dicción. — La rectificación de partidas de Registro Ci- 
vil es un incidente del juicio sucesorio; y, por consi- 
guiente, su conocimiento corre sponde al juez ante quien 
se tramita la sucesión. Pag. 15. 

Jurisdicción. - Al juez rmc conoce de un juicio hipotecan., 
corresponde conocer, como incidente del mismo. <le las 
actuaciones seguidas contra el comprador en venta ju- 
dicial del inmueble grava do. que no cumplió con sus 
obligaciones de tal. (Las impuestas por el artículo 511; 
del Código de Procedimientos de la Capital i . Pag. 25. 

Jurisdicción. - Xo corresponde mtiam Wtm$ " rc * ,a 
justicia federal y sí a la ordinaria «le la Capital, el co- 
nocimiento de una causa por presunta defraudación de- 
lictuosa a la ley de -ellos número 11.006, cometida i>or 
halierse empleado en documentos de créditos subscrip- 
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lo- y pagaderos en esta Cíij»ila!, estampillas que se di- 
cen haber sido ya utilizadas en oírpi doeun rentos, i tal 
impuesto fie sellos de la ley i i.noí» regia el convenio por 
<-;>/ón del lugar en que se celebró, y, j>or tatito, revestía 
el carácter de impuesto (peal, destinado a gravar un ac- 
to <jur si'iln caía bajo el imperio de la ley, i>or haberse 
realizado en esta Capital). Pág. Oo. 
htfluVwñón. — De acuerdó con ÍQ dispue-io por el artículo 3S 
del Código ríe Pnvedimienios en lo Criminal de la Ca- 
pital, que por tener sanción del Congreso es de prefe- 
rente aplicación resjweto a la ley provincial, corres- 
ponde, en el caso, ([tic el Juez ríe Sección juzgue pri- 
meramente, l'ág. /ó. 
?nri$dkción, — La justicia de Paz es competente para conocer 
ríe un juicio de un argentino contra un extranjero, por 
desalojo, que reúne las condicione- previstas en el ar- 
ticulo i." de la ley Q27. Pág. 139. 
Jurisdicción. — Siendo el demandado extranjero y domicilia- 
da en la Capital Federal, por ln qite se acogió al fuer-V 
federal, y determinado implícitamente Santa Fe como 
lugar del cumplimiento del contrato, corresponde al Juez 
Perlera 1 de elidía ciudad H conocimiento del litigio so- 
bre rescisión del contrato y daños y |>erjii icios, Pág. 14J 
Jtirlsdit'i'hhf. — Corresponde a la justicia federal ele la Capital 
conocer de un proceso por tentativa de estafa cometida 
en el puerto de la Capital. Pág. 184. 
jHrLuiicciot). — T,a autonomía de la voluntar! en materia de 
con venciones no reconoce otras limitaciones que las im- 
puestas por el orden publico y éste no se halla afectado 
por una cláusula que establece: "que toda contestación 
que pudiese surgir con motivo o en oca-ión del trans- 
porte objeto riel presente conocimiento será sometido a 
los Tribunales de Amberes y juzgarlo exclusiva mente 
ríe acuerdo con las leyes y usos belgas". Pág. m>i. 
Jurisdicción. (Prórroga). — Conforme al princio que consa- 
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gra el articulo 12. inciso 4" <lf ta ley 48. debe conside- 
rarse renunciado el fuero fetleral por razón de la dis- 
tinta vceindail. cu un ci-o en que las parí s estipulan -n 
un e! respectivo contrato íte loeac:'n. que los fcféctftS ju- 
ridicoü del mismo serian sometidos a ios irilHiiísde?. ordi- 
narios tuya jurisdicción prorrogaban. I'ág, 107. 
Jurisdicción, — I.os juicios jx>r cobro de impuestos son de la 
competencia de los tribunales locales respetivos ele ¡as 
provincias cuya* leyes U ordenanzas hayan establecido 
dichos impuestos, todo ello sin perjuicio del recurso del 
artículo 14 de la ley 4S. Pág. 220. 

lurísáikéhi — I*a Uy 307S se propone asegurar la píópiedad 
y el uso de las mareas y de los nombres comerciales, y 
stólc! confiere- acción páía requerir la aplicación ríe las 
sanciones penales a los que han sido burlados por lo* 
querellados en sus deveclios al uso de alguna marca de 
propiedad, o en el empleo de su nombre de agricultor, 
comerciante o fabricante, o en el de la razón social, 
mue-ira o designación de una casa o establecimiento que 
negocie en artículos o producios determinados: \»\t lo 
que. las cuestiones que puedan suscitarse con motivo del 
uso indebido del nombre de una persona que no revista 
la calidad de fabricante. agrvu!t,.r o coiiLiviante. son 
extrañas a la ley número 3075 >'. l*»r ende, a la jun- 
direíón de los tribunales nacionales. 

Las disposiciones de los incisos ¡r." y del artícítlo 
48 tic la ley 3075 tienen por principa] objeto defender 
al público contra las tentativas de engaño en cuanto a 
la calillad, cantidad, procedencia y demás condicione» 
atribuidas a las mercaderías que se ofrecen en venta; 
por lo que. la acción para querellarse (artículo 66) pue- 
de ponerse en movimiento por toda ¡>ersona que resulte 
perjudicada por las falsas enunciaciones que la ley se 
ha propuesto reprimir, sea o no propietario de marca. 
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comerciante, agricultor o fabricante, como lo es en el 
caso, mía persona cuyo nombre SC usa en una marca con 
fal>as enunciaciones respecto ¡i la procedencia del pro- 
i lucio. Pág. 281, 

Jurisdicción. — Corrcs]H>nde a la justicia federal el conoci- 
miento de una demanda contra Uti ferrocarril nacional, 
tendiente a obtener que se condene a éste a pagar el v«- 
lor ele lo* saldos que adeuda como consecuencia de la 
escritura de un contrato relativo a la construcción de 
ciento cincuenta kilómetros de tena [llenes y obras de 
arte de la linca de dicha empresa, y los daños y perjui- 
cios emergentes, tanto de su incumplimiento parcial, 
como de la inmotivada intervención de la empresa de- 
mandada en el convenio relativo a la construcción de 
diez estaciones (pie el a; tur había subcontratado con 
oirás personas; (Causa regula por el articulo 100 de la 
Constitución y lev de 14 de Septiembre de 180-3, dado 
(pie las obligaciones contraídas por el actor, con oca- 
sión de ese contrato de locación de obras, por SU natu- 
raleza y contenido han debido someterse y se han soine- 
lirlo en su ejecución a la lev de ferrocarriles nú me- 
m ¿873. que atribuye en los inciso- 2." y tV del articulo 
71 la inspección y vigilancia de (oda construcción de 
\ ias férrea-, a ki Dirección General de Ferrocarriles, 
creada por esa misma ley). 1.a cláusula, en virtud de la 
cual, -para el caso inesperado de que hubiere de recu- 
rrírse a los Tribunales de Justicia, las partes renuncian- 
do a su propio fuero se someten a los Jueces y Tribuna- 
les del Rosario", inserta en un contrato de la naturaleza 
del antes expresado, carece de valor de conformidad a 
lo dispuesto |H>r el articulo 12 de la ley 48: y la cues- 
tión de satier'st la aludida cláusula autoriza una pró- 
rroga de jurisdicción territorial entre juece- de! orden 
federal, no está comprendida dentro de las que pueden 
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ser resueltas jior la vía dei recurso extraordinario, Pa« 
gina 290. 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia nacional el eonoci- 
lírientó de una controversia cutre dos ferrocarriles na- 
cionales con motivo del cruzamiento de sus vías, por 
tratarse de un caso especialmente regido ]>or la ley na- 
cional número 2K73 y átenlo 1" dispúésto en el articulo 
2.", inciso 1." de !a ley 4S, Pág. 349. 

jurisdicción. — Corresponde al fuero ordinario entender en 
un delito de defraudación cometido por un militar, si 
aquél se ha llevado a cal« en una oficina ajena a la 
jurisdicción a que están sometidos por el artículo ti", 
inciso 2." del Código Militar, aún cuando la falsifica- 
ción de la firma de un documento — medio prepara- 
torio de su perpetración — se haya cometido en un hos- 
pital militar, Pág. 370. 

Jurisdicción originaria. — Corresponde a la jurisdicción ori- 
ginaria de la Corte Suprema el conocimiento de una 
causa criminal por detitos que ?e dicen cometidos en la 
Legación de Suiza por un empleado de la misma fár- 
denlo 1.". inciso 3, . ley 48. y 21 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal). Pág. 255. 

Jurisdicción aritjmaria. — Corresponde a la jurisdicción origi- 
naria de la Corte Suprema el conocimiento de un;i de- 
manda contra una Provincia, por devolución <le im- 
puestos locales, en el caso, de adoquinado, impugnados 
eoiro vioíatorios ele la Constitución Nacional. Pág. 322. 

Mandato 1 Poderes especiales). — No se requieren ixtderes es- 
peciales (articulo i88t. Código Civil! para protestar un 
pago realizado en ejercicio de un mandato concehido en 
términos generales y como inherente al mismo. No se 
consideran traspasados los límites del mandato cuando 
se lia cumplido de una manera más ventajosa que la se- 
ñalada por ét (articulo kjoíí. Código Civil). La deman 
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da, que constituye una rat i f icación de lo obrado fior el 
representante, equivale al mandato eim efecto retroac- 
tivo al din tic la protesta (artículo 1930, Código Civil l. 
Página 20,5. 
Marau de fábrica. — - Véase "Jurisdicción". 

P 

Pase. — Con las reservas que emanan de la Constitución y 
leyes sobre patronato, puede concederse el pase a la-* 
dulas pontificia* disponiendo la traslación de un obispo 
de una diócesis a otra. Pág. 31. 

/W, — Con las reservas míe emanan de la Constitución y le- 
yes sobre patronato, puede concederse el paso a las bu- 
las pontificias instituyendo obispo titular. Pág. 32. 

Prescripción. — La exección de prc-criprión debe ser resuel- 
ta en primer término. 

Ks de ley y jurisprudencia que el demandado puede 
unir su propia posesión a la de *us antecesores o invo- 
car la de éstos al efecto de computar el tienii,K> hábil 
para la prescripción. Pág. íni. 

Priviiajins i inmunidades de tos miembros de ¡as Lei/islaturas 
provinciales. — Los privilegio^ e inmunidades de que 
pueden gozar los miembros de tina legislatura provin- 
cial con relación a ta competencia de los tribunales de 
la misma Provincia están inmediatamente regidos por 
la Constitución y leyes locales y no por el a rúenlo 5." 
•le la Constitución Nacional, Pág, 04. 

f'rhilcf/ios e inmunidades de las miembros del Congreso, 

Los artículos 61 y 02 de la Constitución no se ojioncn a 
la iniciación de acciones criminales contra un miembro 
del I [onorab'e Congreso que no tuvieran origen en sus 
Opiniones como legislador, ni que se adelanten los proce- 
dimientos de los respectivos juicios mientras no se alee- 
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te su libertad jwrsonal, eS|o es. mientras no se dicte or- 
den arrelo o prisión, ya sea ésla preventiva de ca- 
rácter definitivo. Pág. d?. 



Recurso de nulidad (materia criminal). — l\l hecho de lia* 
berse substanciado en segunda instancia una causa so- 
bre defraudación a la renta de Aduana, con arreglo al 
procedimiento señalado para los juicios correccionales 
en los artículos 5Ó9 y siguientes del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, no constituye un vicio que ¡ilu- 
da autorizar el recurso de nulidad del artículo 500, del 
mismo Código, aún admitiendo que la causa haya de- 
bido substanciarse por los trámites ordinarios de! j.ii- 
cio criminal. Pág. Sil. 

Ñf curso de nulidad. - Atento lo dispuesto en el a rt i ai lo 535 
del Código de Procedimientos en lo Crimina!. 110 pro- 
cede el recurso de nulidad fundado en la eireunstanci.: 
de que por haberse producido la excusación de un miem- 
bro del tribunal después de la audiencia en que tuvo lu- 
gar el informe íii roce, el conjuez no tuvo oportunidad 
de concurrir con su presencia a esc acto de procedi - 
miento. Pág. 418. 

ftecnpo extraordinario. — Par:: (pie tenga apUcaciún lo d¡>- 
pUéttO en el articulo 18 de la Constitución sobre la ga- 
rantía de Ka defensa en juicio, es necesario que b:r a ba- 
ludí; privación o restricción substancial de la defensa; 
por lo que no procede el recurso extraordinario del ar- 
li.ulo 14, ley 48, en un caso en que no resulta ese he- 
cho, ni aparece, tampoco, que dicha cláusula ici>pa re- 
lación "directa c inmediata" con lo que fué materia de 
disensión en el pleito. 1 La sentencia recurrida fundaba 
la nulidad del juicio en disposiciones procesales y de 
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derecho civil, que eran las (|uc ripian directa e ñimc- 
dialatrente líi i^clm entablada L l'ág. -*0. 
tirso extraordinario. — La ley tle Justicia di 1 I*az ( núme- 
ro 2860, es una ley local, cuya intei^retaéión es extraña 
at recurso de] articulo 14 de la ley mime ra 48 y 6." de 
la 4055. cuando no ha sido impugnada como viola torta 
de la Constitución, de un tratado o ley del CottgyéSo¿ 
Página 29. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. contra una re-nlución que 
ordena que el rerurrenre preste destarad m indagatoria 
y se declara que el juzgado no es competente para de- 
cidir si aquél estaha bien o mal expulsado, es decir, si 
seguía (j no siendti diputado provincial, 1 Xo se trataba 
de sentencia definitiva), Pág. 04. 

S . . . 

Rcettrso extraordinario. — Entre las condicione* impuestas 

por la ley para la procedencia del recurso extraordma- 
rin, es iudisjH-usahle t[ue algunas tle las cucstirities fe- 
derales enumeradas en e! articulo 14 de la ley 48 haya 
sido [llameada ctt et pleito, o sea. en condicípttea tales 
que el trilumnl loca! ile ú'thna instancia haya podido 
pronunciarse sobré ella, 1 Kn el caso, la cuestión fede- 
ral fundada en los arliculos y\ y y 10 dé la Consti- 
tución, fué planteada con posterioridad al fallo de ul- 
tima instancia i- 

La I.cy Orgánica de la Municipalidad de la Capital 
ts de carácter loca!, y hallándose organizada é-ta en lo 
judicial como un gobierno propio e independiente cu 
jurisdicción amplia en lodo lo que es de régimen local, 
-n interpretación y aplicación eorres¡.mudc a los tribu- 
nales de ese orden >in t|iie puedan motivar el recui -» 
extraordinario p;.ra ante la Curie Suprema, eu tanto 
H0 haya sido impugnada c<»mo viotátoriá de la Consti- 
tución. I'ág. f|i . 
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t&tttrso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley 48. o mi ra una resolución tjuc no 
hace lugar a la excepción de incompetencia «le la justi- 
cia federal fundada en la circunstancia dé ser t|«ien la 
opone, argentino naturalizado. L*l yuto o sentencia afir- 
mando la competencia federal, por su propia naturaleza, 
no puede tener otro significado, que el de una mera 
interpretación de la ley cuya valuta se sostiene). Pá- 
gina «)S. 

¡\'ee tirso extraordinario. — Kl recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 48, como todo lo que al fuero federa! ata- 
ñe, es de interpretación restrictiva y nada autoriza ¡t 
extenderlo hasta rever la interpretación y aplicación que 
a su Con *l Unción y leyes procesales den los tribunales 
de Provincia : por lo que no procede dicho recurso con- 
tra una deeisiÓri pronunciada en un juicio cuya finali- 
dad se halla circunscripta al mantenimiento de una cons- 
titución local, y que se apoya exclusivamente en funda- 
mentos de carácter procesal. Pág. 114. 

h'ecurso extraordinario. — No procede ct recurso extraordina- 
rio autorizad» > |>or el inciso 20. del artículo 14 de la ley 
48. contra una resolución de un Superior Tribunal de 
Justicia de una Provincia que omitió pronunciarse so- 
bre la validez de una ley local impugnada como contraria 
a la Conslitución Nacional, en razón de que la impug- 
nación fué exliT-poraueaiuenie liedla, ai alegarse de 
(lién pn-liadu. es decir, cuando no jxidia ser objeto de 
prueba ni de solución. \mr no ser ptmto de la demanda 
i, contestación. Pág. u8. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48, contra una resolución de- 
negatoria del fuero federal, fundada en !a renuncia 1 na- 
de di 'to privilegio hizo el demandado en el contrato *\ 
locación. ($e trataba de un caso en une la jurisdicción 
de lo- jueces locales « ra prorrogare l . Pág. ¡30. 



180 PAI.1/>R tyjg L\ CoKTJ- Sl'PKKMA 

Recurso extraordinario. — Xn procede el recurso extraordina- 
rio de! articulo 14, ley 4K, contra una resolución que. 
fundada en dis|wisicinnes del Código de IVocediniienio... 
ordena la remisión de los autos de un juicio ejecutivo 
al juez que conoce en el JtticiO universal fie concurso 
formado al deudor ejecutado: resolución une. |Kir Otra 
parte, no reviste el carácter de sentencia definitiva in 
di-peiisable para autorizar el referido recurso, toda vex 
(¡lie no tiene otro alcance que determinar la competen- 
cia fiel Juez de la Capital que lia de en ten 1 ler en el jui- 
cio de que se trata, 

I.a mera invocación de cláusulas constitucionales no 
es bastante para justificar la instancia excepcional, sin.» 
tiene relación directa e inmediata con la cueítión del la- 
tida en el pleito, de tal manera que la decisión de csia 
dependa de la inteligencia que se atribuya a la~ prime- 
ras. t T ág. 1 3.V 

Recurso extraordinario. — A los efectos del recurso extraordi- 
nario del articulo 14, ley 4K. no basta invocar disposi- 
ciones de la Constitución o de las leyes nacionales si 
ellas no tienen relación directa cotí tas cuestiones delta 
lidas en el litigio, de tal manera que la solución de éste 
dependa necesariamente de la inteligencia que se atribu- 
ya a las primeras. IVig. 136. 

kei iirst) extraordinario. — Las re<o1ucú ni s !e tos Jueces ck- 
I*:i7 en los ci'o* d. 1 articulo 5^: de) Código de l'roec- 
itini'cntos \ ara la Capital, tienen fuerza definitiva a los 
fine- del ¡canso extraordinario del articulo 14, ley 48. 
I'.n consecuencia, iste dclte ser interpuesto ante dichos 
jueces dilectamente para ante la Corte Suprema, y en 
el termino legal. Kl recurso ordinario de apelación para 
ante el Juez de Iv Instancia, no interrumpe ese término, 
por lo que es extemjmráneo el recurso extraordinario 
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deducido de hecho, un Bies, y diez días después de no- 
li tirada aquídla. Página 130. 

Recurso extraordinaria. — Habiéndose cuestionado la autor! - 
dad de un director de hospital para tener privada de 
su libertad a una iwrsona por supuesta demencia, sos- 
teniéndose; tjue ella era repugnante a las garantías con- 
sagradas |íor el artículo 18 de ta Constitución Nacional, 
y habiendo sido la decisión de última instancia, dentro 
de la justicia ordinaria, favorable a la autoridad del re- 
ferido funcionario provincial, procede el recurso ex- 
traordinario del articulo 14, inciso 2." de la ley 48. Pá- 
gina 154. 

Recurso cxtfaordbmrio. — La apreciación de los contratos ce- 
lebrados por las )>artes y agregados a los autos, o sea, 
de la prueba producida en la causa, es ajena al recurso 
extraordinario del articulo 14 de la ley 48. Pág. 182. 

Recurso extraordinario. — No reviste carácter definitivo a los 
fines de! recurso extraordinario del articulo (4. ley 48, 
una resolución de una Cámara de Apelación provincial, 
que se Umita a declarar la incompetencia del Juez de [."" 
instancia para conocer de un interdicto, estableciendo 
que lia debido actuiirse a la via enntencioso-adminis- 
tn.tiva con recurso para ante el Superior Tribunal dé 
Justicia. Pág. i8f». 

Recurso extraordinario. — N'o procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley 48, con; ra una resolución que es- 
tablece que entre las marcas cuestionadas np existen 
semejanzas suficiente- qué autoricen a establecer que 
la una sea imitación fraudulenta de la otra. Conclusión 
de hecho, irrevisible en el expresado recurso). Pág. 1S0. 

Recurso extraordinario. — Las cuestiones relativas a los po- 
deres de la sociedad demandada para estipular la pró- 
rroga de jurisdicción y a la facultad de la demandada 
para impugnar en el juicio ejecutivo la validez de tal 
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impugnación, sim puntos de hecho y de derecho común 
y procesal extraños al recurso extraordinario. Pág. 197. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley 48, fundado en lialtersc cuestio- 
nado la inteligencia del articulo 7." de la Constitución 
Nacional, c interpuesto contra una sentencia pronuncia- 
da por la Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Capi- 
tal que, a mérito de disposiciones del Código Civil, re- 
chazó el pedido de remoción de un tutor nombrado por 
el juez de i." Instancia y mantiene esa designación. Pá- 
gina 304. 

Recurso extraordinario. — Denegado el fuero federal por ra- 
zón de la persona, procede el recurso extraordinario del 
articulo 14 de la ley 48. Pág. 220. 

Recurso ordinario de apelación. — Xo procede el recurso del 
articulo 208 de la ley número 50, contra sentencia de 
una Cámara Federal pronunciada en una causa criminal 
sobre defraudación de la renta aduanera, seguida con 
intervención del Ministerio Fiscal. Tampoco procede 
contra la misnia sentencia el recurso del artículo 3" 
de la ley 4055, si el demandado y el Fisco consintieron 
el pronunciamiento. Pág. 18. 

Recurso extraordinario. — Invocada por el recurrente ante la 
justicia la ley nacional número 8172 con las modifi- 
caciones introducidas jwr la número 10.676. procede 
el recurro extraordinario contra la decisión definí tipa 
dentro de la jurisdicción local, denegatoria del derecho 
fundado en ellas, sin eme sea un óbice contra ello, la 
circunstancia de que el fallo* recurrido haya sido pro- 
nunciado en un juicio contencioso-administrativo. Pá- 
gina 259. 

Recurso exlruo$dinwio. — Xo basta para la procedencia del 
recurso extraordinario autorizado por el articulo 14 de 
la ley número 48 que se haya planteado en el juicio al- 
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gima de jai cuestiones previstas en el mismo, si ella 
no ha sido resuella en la sentencia definitiva. Pág. 278. 
Recurso extraordinario. — Es extraño a la jurisdicción de la 
Corte Suprema en el recurso extraordinario, el pro- 
nunciamiento sobre la cuestión de hecho relativa al ca- 
rácter de comerciante que se atribuya al recurrente- Pá- 
gina 281. 

Recurso extraordinario. — Desconocido el privilegio del fue- 
ro federal fundado en el articulo 100 de la Constitución 
Nacional y en ei articulo 2.". inciso ¿° de la ley 48, 
procede c! recurso del articulo 14 de la misíria ley. Pá- 
gina 290. 

Recurso extraordinario. — Una cuestión planteada y resuelta 
por nplicación de preceptos de la ley 41 $ó que lia que- 
dado incorporada al Código de Comercio por disposi- 
ción expresa de la misma, no puede ser materia del 
recurso extraordinario del artículo 14. ley 48. 

La resolución que manda reabrir el juicio de convo- 
catoria a solicitud de un acreedor, sin oir al recurrente, 
deudor convooatario, no reviste el carácter de definitiva 
en el respectivo juicio, a los fines del recurso extraor- 
dinario del articulo 14, ley 4& Pág. 3°7- 
Recurso extraordinario, — No tienen el carácter de cuestiones 
federales a los fines del recurro .extraordinario del 
artículo 22 del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal, las de determinar si hay recurso legal en el caso, 
contra una sentencia que se declara pasada en autoridad 
de cosa juzgada, y la de establecer si en un proceso 
criminal, el hermano de la víctima tiene o no persone- 
ría para asumir, como querellante, la representación 
de la misma, puntos ambos de derecho común, fundados 
y resueltos por aplicación del misino, y ajenos, en con- 
secuencia, a la jurisdicción de la Corte Suprema en la 
tercera instancia extraordinaria. 
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La decisión que confirma la de primera instancia, 
denegatoria dé ia apelación, no autoriza el incíitso ex- 
traordinario, dado que se limita a interpretar y aplicar 
las leyes procesales (le caráctei ocal en la parte que 
fijan las instancias para la tramitación. 

A los efectos tle] recurso extraordinario no basta eiur 
preceptos de la Constitución o de leyes federales. reqni- 
riendose, ademaS ( que el derecho que se pretende hacer 
valer se halle directa c inmediatamente regido j>or las 
disposiciones invocadas, de tal manera que la decisión 
del pleito dependa necesariamente de la inteligencia que 
se les atribuya. 

La Corte Suprema no puede rever las decisiones de 
las Cortes provinciales, respecto al alcance de la plfis- 
diefión que tes hayan atribuido las constituciones y 
leyes locales respectivas; y la garantía dei articulo 18 
de la Constitución -cgún la cual ningún hal litante de ta 
Nación puede ser sacado de los designados por la lev 
antes del hecho de la caima, directamente acordarla :i 
los procesados, no autoriza a la Corte Suprema a rever 
mediante el recurso extraordinario del articulo 14» ley 
y (t:\ ley 4«55- 'a inlerpret ación <lc las leyes comu- 
nes o de carácter local, hecha jxir los tribu nales de Pro- 
vincia en cuanto deslinda la competencia de sus pro- 
piba jueces, l'ág. 3Ü9, 

Recurso extraordinario. — No tiene carácter de sentencia de- 
finitiva a los fines del recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 48. y su correlativo artículo 6." de la ley 
núin. 4055, una resolución (pie deniega la lil«ertad de 
una persona detenida a solicitud de un mini-tro extran- 
jero, por el delito de estafa, mientras esté pendiente la 
detención de los elementos que establezcan ta existen- 
cia de los delitos que se imputan al causante y su par- 
ticipación en él, I*ág. 387. 
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í.'ccnrso extraordinario. — procede el iecur>o ex*, raordi- 
nnrio dd artículo 14, ley 48, contra una sentencia nuc 
csfnWece que las leyes de emergencia núme-oá 11.1 $6 
y ir. 157 son ittrplteabks al caso, no porq'ie ellas «trez* 
can de tmltd&s constitucional, sino porqué son de fecha 
posterior ni contrato en litigio, que se declara fíe precio 
determinado y término vencido. fCa-o de interpre- 
tación y aplicación de preceptos y disposiciones de 
derecho román, de estipulaciones contractuales y de 
cuestiones de hecho). Pág. 300. 

Recurso extraordinario. — Constituyen puntos de hecho y de 
prueba y sólo comprenden cuestiones que *c resuelven 
por interpretación y aplicación del dererho común, y. 
por consiguiente, fuera del alcance jurisdiccional de la 
Corle Suprema en el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14 de ta ley 48, los de si el recurrente es o no 
parte en el juicio, si es propietario, poseedor o subin- 
qltitmo de la casa en litigio y si se demostró o no el 
título de dominio que se invoca. Pág. 41». 

Recurso extraordinario. — Véase 'Jurisdicción", 

Recurso ordinario de apelación. — T.a tercera instancia ins- 
tituida por el artículo 37, inciso $f de la ley 4055, tiene 
por fundamento et interés de la Nación en el resultado 
de los juicios en que ella sea parle: en consecuencia, 
un denunciante carece de personería para interponer 
ese recurso, en una causa ]«>r defraudación a la renta 
fiscal en la que por la ablación del Ministerio Publico 
y por la intervención del Procurador (icncral, el inte- 
rés de la Xacíón se encuentra suficientemente protegi- 
do. Pág. 209. 

Recurso órdímrh de apelación. — Procede el recurso oj£j na- 
no de apelación contra una sentencia dcfiniíiva que de- 
clara impnKedentc una demanda contra ia Nación, -o- 
bre jubilación, por entenderse que ella debía ser diri- 
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gtda contra la Caja Nacional de Juhi Liciones y Pensio- 
nes Civiles, y no contra la Nación. Tág. 315. 

ticiviiuíkanón. — Es imprcícedente una demanda por reivin- 
dicación en un caso en que se dio ta posesión a los ante- 
cesores de los demandad**-, en tres de Febrero de mil 
ochocientos ochenta y la demanda fué interpuesta en 
diez y nueve de Febrero de mil novecientos diez, es de- 
cir, cuando había transcurrido el termino que establecen 
los artículos 4015 y 4016 del Código Civil. Página 161. 

Hevhhhi tic sentencia ísn procedencia). — Condenado un pro- 
cesado j»or homicidio, j>or aplicación de to dispuesto en 
el articulo 17, capitulo 1.*. inciso 4". letra a de la ley 
41K9 a. la pena de seis años y seis meses de pítenciaria, 
y reprimido esc delito en las condiciones expresadas, 
|n»r el nuevo Código Penal con la pena más benigna, de 
reclusión de tres a seis anos o prisión de uno a tres, 
como lo dispone el artículo 81, letra «. procede la revi- 
sión de la sentencia, y la condena a la pena de ciñen 
años ele reclusión, a cumplirse con los efectos legales 
determinados en el articulo 12 del mismo Código. Pá- 
fíina 195 

Revisión de senUncfo ( su procedencia ) . — Proocede el recur- 
so de revisión en un caso en que el procesado fue con- 
denad" por aplicación fie Jo dispuesto en el articulo 17. 
capítulo i.*, inciso 4.° letra a) de la ley 4» 89,, como 
autor del delito de homicidio provocado, que el nuevo 
Código reprime en el artículo 81, inciso t.'\ letra a) con 
la pena de reclusión de tres a seis años, pena más lienig- 
na ; y su condena a la de cinco años de reclusión con 
tos efecto* legales determinados en e! articulo 12. I Vi- 
gilia 279. 

kaisión de sentencio (su procedencia). — Procede la revi- 
sión de una sentencia qué condenó al reo por el delito 
de lesiones graves con la agravante de reincidencia, a 
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la pena de cinco años de penitenciaría con arreglo a los 
artículos 15 y 17, -capítulo 1.". inciso 2." de la ley 41K0. 
tic reformas al antiguo Código Penal, dailo que la pena 
de uno a seis años dé prisión o reclusión que señala el 
articulo <>o del mismo Código para ese ilelito, es distin- 
ta y más 1 «nigua, ya por razón del iiem|>o T como jwr la 
calidad de la misma, Pág. 4H- 

5 

Substracción de correspondencia y defraudación, — Al autor 
de los delitos de substracción de correspondencia priva- 
da y defraudación mediante el cobro bajo nombre su- 
puesto de un giro contenido en dieba correspondencia, 
legislados, respectivamente, en los artículos 153 y 172 
del Código Penal y perpetrados sin cncunsUncias agra- 
vante y con la atenuante de haber reintegrado el imi>ortc 
de la defraudación, y de su encomiable sinceridad du- 
rante el juicio, corresponde se le aplique la pena de dos 
años de prisión y el pago de las costas del proceso, coi 
el beneficio de la condenación condicíanl, Pág. 255. 

T 

Título ejecutivo. — No procede la vía ejecutiva para el cobjro 
de un titulo de un empréstito provincial a oro, si de la 
demanda y de la escritura de protesto, resulta que la 
Provincia demandada resistió el pago de los cupones en 
moneda nacional oro, invocando tas cláusulas consigna- 
das en el mismo instrumento en (pie se funda la acción 
ejecutiva. Pág. 202. 

Titulas de la deuda pública de la Próvida de Tuca man. — La 
cláusula contenida en los títulos emitidos en virtud de 
la autorización conferida por la ley de la Provincia de 
Tucuinán, de 6 de julio de hjoó. respecto al lugar y 
moneda de jKigo de los intereses, establece una obliga- 



488 



I AJ.I.iéS DK I.A CORTE SUPREMA 



i'i -n alternativa, lauto los términos tfd contrato 

respectivo como la naturaleza de la operación realizada 
por la expresada Provincia y los mismos antecedentes 
de la operación, deftft&tran el pro|ió>ito memmoco de 
acordar a los tenedores de los títulos fa elección del 
pago* y. por lo tanto, de la moneda correspondiente. 

La clausura de ía Caja de Conversión no comprueba 
por si sola la imposibilidad dé efectuar pagos en metá- 
lico; y si hien el artículo 2." de la ley número 9478 auto- 
riza a lus deudores de obligaciones a metálico a demorar 
su pago mientras se encuentre suspendida la entrega de 
oro a cambio de papel por la Caja de Comersión, la 
excepción contenida en la citada disposición legal ira- 
I orta colocar al deudor de obligación a oro en la misma 
situación en eme se hallaría si la Caja de Conversión no 
hubiera sido clausurada para las oraciones de entre- 
ga de metálico. 

Aún admitiendo míe en el caso hubiesen existido dos 
formas de pago, la disposición del articulo 030. del Có- 
digo Civil no podría servir de fundamento a las pre- 
tensiones de la demandada, de alionar el inijiortc de los 
cuprmes en francos en París, puesto míe la ley de emer- 
gencia invocada, número 94-$. no habría hecho des- 
aparecer una de las prestaciones al prorrogar la exigi- 
bilidad de la- deuda* a oro. sino que la habría snhstilui- 
do transitoriamente por la |ln pujji | p'||n 1 J f 
cambio de uuj.!ii 1 J f I ■ 1 111 t Pág. 4*. 

V 

i'itt rji-rntívu. — Véa-e "Titulo ejecutivo". 
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Criminal contra Luis Kollcr. Luis Karyus y Francisco Cejes, 
por homicidio. Contienda de competencia. 

Sumario: (," La controversia entre un Juez de Instrucción tic 
la Capital y otro del Crimen de la ciudad de La Pfcita 
acerca de a cuál de los dos corresjxíitde juzgar en primer 
lérniino a los procesados, constituye un conflicto de ca- 
rácter jurisdiccional comprendido entre a los que a !a 
Corte Suprema corre- ponde dirimir, en ejercicio de facul- 
tades legales propias (ley 4055. artículo 9 '. inciso d); Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, articulo 43. 
inciso 3-"). 

2." I> acuerdo con lo dispuesto por el articulo ¡gg del 
Código de Procedimientos en la Criminal de ta Capital de 
]a República, que por tener sanción del Congreso es de 
preferente aplicación respeto a la ley provincial, corres- 
ponde, en el cb-o, que el Juez de la Capital juzgue prime- 
ramente, ■„- „ 

Caso; Lo explican las piezas siguientes : 



AUTO ]Jlir< SE NOH Jt'RZ p| INSTRUCCIÓN 

Buenos Aitci, jull* 35 d* m 

Autos y Vistos: 

Kt oficio remitido por el señor Juez del Crimen de la ciu- 
dad de La Plata, doctor J. Adolfo Clianetón, contestando at 
exhorto remitido mot este juzgado en el que se solícita la reini- 
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sión ffe todos los antecedente relacionados con la muerte de 
Mariano Poch. 

Y Considerando ; 

yue -ame la prescripción terminante «leí articulo 39 del 
Código d$ Procedimientos en lo Criminal, el subscripto sos* 
tiene la jurisdicción del juzgado para entender en el proceso que 
determinó esta cuestión de competencia. 

yue en tal virtud y aceptando la invitación formulada por 
el señor juez exhortando, el subscripto resuelve: dar por tra- 
luda la cuestión de competencia y en consecuencia elévese este 
incidente" a la 1* xana. Corte Suprema de Justicia de la Xación 
y hágase salier al señor juez exhortando esta resolución. — 
Jainh- Uttratht. — Ante mi : Orcstcs ¡K Potito, 



.DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Mw Alrc$, ScvtitMfeft 7 da l«a 

Suprema Corte: 

FÍI señor Juez de Instrucción en lu Criminal de esta Oapi- 
tal, doctor Jaime LlavaUol, ¡mr ante cuyo juzgado se instruye 
un sumario relacionado con el homicidio y robo perpetrado en 
la persona de Mariano Poch, hecho ocurrido en esta Capital el 
día iK de Abril próximo pasado, se dirigió al señor Juez del 
Crimen lie la Ciudad de La Plata, doctor Adolfo L. Chanetón, 
solicitando la entrega y el sometimiento a su jurisdicción de los 
sujetos Luis Kargus, Luis Koller y Francisco Cejas, que se 
encuentran detenidos a la orden ilel señor Juez doctor Chane- 
tón por seguírseles ante este último juzgado una causa criminal 
por homicidio en la persona de F.nrique Forte, hecho que ha- 
hria ocurrido en jurisdicción del partido de Vicente López, 
Provincia de Buenos Aires, en la noche del 13 ele Mayo ppdo. 
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¡vi señor Juez de Instrucción tic e*ta Capital, doctor Lla- 
vollol, funda mentó su requerimiento en la circunstancia de 
haber obtenido inforiiKic iones suministradas por la Comisaria 
de Investigaciones de esta Capital que presentan a los referido* 
sujetos Kargus, Koller y Cejas como autores confesos del ho- 
micidio y robo a Mariano Poch, y, consiguientemente, en la 
disposición del articulo 39 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal que dispone que en el caso de que uno o más delitos 
imputables a una persona pertenecieren a la jurisdicción ordi- 
naria de ta Capital o de los territorios nacionales, y otro u otros 
a la jurisdicción provincial, juzgarán primeramente los tri- 
bunales de la Capital. 

Kt señor Juez del Crimen de Ln Plata, doctor Chanctón, 
se ha negado, en virtud de las razones que expone en la resolu- 
ción transcripta en su exhorto de fojas i, a acceder a la peti- 
ción formulada por el señor Juez, d(»cior Llavallol. y como éste 
ha insistido en su solicitud, ambo* señores jueces lian elevado 
a V. E. las actuaciones de la incidencia, a fin de que e'te tri- 
bunal dirima la cuestión suscitada. 

Como es fácil advertirlo, ninguno de los dos jueces aludi- 
do* se atribuye competencia para conocer en una misma causa, 
ni tampoco se descocen la que recíprocamente se atribuyen en 
las causas (pie respectivamente instruyen, de modo que en el 
presente caso podría -concluirse que no existe una contienda de 
competencia propiamente dicha, dado que. conforme lo obser- 
vaba V, E. en el caso del tomo 21, página 204. de la colección 
de fallos dicha contienda "sólo tiene lugar cuando dos jueces 
sostienen ser competentes para conocer en una misma causa, 
excluyéndose recíprocamente". 

Itro sea de ello lo que fuere, lo cierto es que se ha susci- 
tado un conflicto de jurisdicción entre ambos señores jueces, 
puesto que éstos no han logrado establecer cuál de las causas 
que respectivamente instruyen debe seguirse preferentemente: 
siendo también evidente que e*ta cuestión <hr preferencia puede 
y debe en rigor conceptuarse como una de las varias modal ida- 
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des con que se presentan las cuestiones de competencia, según 
a-si lo ha entendido implícitamente V. E-, toda ve?, que lia diri- 
mido reiteradas cuestiones análogas. 

En este concepto, estimo míe corresponde a V. E. en el 
ejercicio de la atribución qnc le confiere el articulo o,.", inciso d) 
de la ley número 4055, dirimir la cuestión suscitada, ya que, 
por otra parte, ésta aparece tratada en forma. 

Fin cuanto al fondo de la cuestión planteada, debo recor- 
dar ípie al respecto iya existe un precedente establecido por 
V. K, en e! ea*o, absolutamente análogo al presente, que se re- 
gistra en fci página ¿Kj del tomo 98 de la colección de fallos y 
que se suscito entre un juez de instrucción de esta Capital Fe- 
deral y 1111 juez correccional de la Capital de la Provincia de 
Bbenos Aires para conocer con preferencia en las causas res- , 
pectivaménte Cumiadas, por hurto en esta Capital y por rol» 
en la ciudad de Ua Plata, a un sujeto llamado Amadeo Enrique 
Causa o Ricardo Asti o Enrique Krause o Laproto. 

En el caso de la referencia. V, Fv declaró que el artículo 30. 
del Códfgo de Procedimientos cti Ib Criminal, el cual, según ya 
hemos visto, diseñe que cuando uno o más delitos pertene- 
cieren a la jurisdicción ordinaria de la Capital y otro a la. juris- 
dicción provincial, juzgarán primeramente los tribunales de !a 
Capital, es de preferente aplicación respecto a 9a ley provincia;, 
porque aquél tiene sanción del Congreso — articulo 31 de la 
Constitución Nacional — y que, |^»r consiguiente, correspondería 
la prdaeión para conocer del delito jjerpetrado en la Capital al 
señor juez de instrucción de Eá misma, a cuya db]W-ictún debía 
ser puesto el procesado, sin perjuicio de pasarlo en oportunidad 
a! señor juez de la Provincia, a los efectos del proceso radi- 
cado en su jurisdicción. 

Pido, pues, a V. E. que en ese mismo sentido quiera ser- 
virse resolver ta presente cuestión. 

Ilortii'io A*. I.arrcta. 
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Suenes Alrtt, Septimkn IT 4c I9U 

Autos y Vistos : 

Los de enmienda de competencia entre un Juez de Instruc- 
ción de la Capital y otro del Crimen de la ciudad de La Plata, 
para conocer con preferencia en las causas respectivamente for- 
madas por homicidio y tobo a los sujetos Luis Kargus. Luis 
Koller y Francisco Cejas, 

Y Considerando: 

(Jue si liien en el estricto sentido legal de la ex pregón no 
habría en realidad en el caso una contienda de competencia, 
positiva o negativa, por cuánto los dos jueces no se atribuyen 
potestad exclusiva sobre determinado juicio, ni se eliminan res- 
pectivamente del conocimiento de la misnta causa, el hecho es 
<pte. como se observa en el dictamen de fojas 7. el sitb judice 
constituye un conflicto de carácter jurisdiccional, comprendido 
sin duda entre los que a e*te tribunal corresponde dirimir en ejer- 
cicio de facultades legales propias (ley 4055, artículo 9.". inci- 
so d); Código de Procedimientos en lo Criminal, artículo 43, 
inciso 3"). 

Que limitándose c! punto controvertido a determinar el 
Juez tpie ha de juzgar en primer término a los procesados, sin 
que ello importe exclusión o menoscabo de jurisdicción alguna, 
es evidente, desde luego, la insnbsistcncia de las conclusiones 
en que funda el Juez exhortando el auto denegatorio que ha 
dado origen al caso sitb ¡ítem. 

Que aparte de la consideración precedente, cabe observar, 
(ftte la indiscutible facultad constitucional de las provincias 
para darse su i leyes locales, no puede ser óbice al ejercicio de la 
atribución del Congreso para dictar determinadas disposiciones 



■ 



1-Ai.i.us i*: la curtí; suprema 



reglamentarias, fijando, como en vi caso, normas de actuación 
que efe otra manera quedarían libradas at arbitrio de interpreta- 
ciones contradictorias, en perjuicio de interese* y derechos dc- 
ri vados en definitiva de leyes fundamentales de la Nación dio- 
tadas por el mismo Congreso en uso de facultades exclusivas 
(Argumento de los Fallo*: tomo 138, páginas 154 y 157). 

(Jue el artículo 39 del Código «le Procedimientos en lo 
Criminal de la Capital de la República, ijue por tener sanción 
del Congreso es de preferente aplicación respecto a la ley pro- 
vincia) (articulo 31 de la Constitución), dispone: que cuando 
un delito correspondiese a la jurisdicción ordinaria de la Ca- 
pital y otro a la jurisdicción provincial, juzgarán primeramente 
los tribunales de aquélla (Fallos: tomo 08. página 283). 

Por elto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se declara: que corres|ioiide la prelación 
para conocer «le! delito perpetrado en esta Capital al Juez de 
Instrucción de la misma, a cuya disposición serán puestos los 
procesados, sin perjuicio de pasarlos en oportunidad al Juez de 
la Provincia a los efectos del proceso radicado en su jurisdic- 
ción. Devuélvanse, en consecuencia, al Juzgado de Instrucción 
de la Capital, con aviso al Juez del Crimen de La Plata. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Fhíueroa Al- 
corta. — Ramón- Méndez. 



1*011 Carlos A. Resilla (su concurso) ; sttbn* ¡itconstitucio^HJafi 
de lú ley Miiwro //.077. 

Sutnamp: i." I,a ley número 11.077 e<i incompatible con eí 
articulo 17 de la Constitución, y la facultad de legislar so- 
bre bancarrotas no puede considerarse limitada a las quie- 
bras de los comerciantes. 
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2." Los juicios de concurso implican la supresión de la 
l>ersonalidad individual de los acreedores, por lo que, no 
puede decirse vulnerada la garantía, constitucional de la 
defensa en juicio en un caso en que los acreedores lian 
estado representados |wr el sindico del concurso. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL SEÑOR JUEZ EN LO CIVIL 

Imim Airee, AfMlo si dt Itt3 

Autos y Vistos. Considerando: 

Que conio resulta del cargo puesto por el actuario al escrito 
de fojas i. este concurso fue iniciado con fecha cinco de Junio 
de mil novecientos diez ¡y seis. H-a transcurrido, pues, con exce- 
so, el término de tres atún fijado en el artículo r>°, inciso b) cíe 
la ley 1 1 .077, sin que aparezca ele autos razón alguna que se 
oponga a la petición formulada a fojas 204. 

Por estos fundamentos y la conformidad expresada por el 
señor Sindico en el présenle escrito, se resuelve: declarar ce- 
rrado este concurso civil formado a clon Carlos A. Kevilla y 
dársele caria de |«igo. _ 

Levántese la inhibición decretada en estos autos y el em- 
bargo sobre el sueldo del mismo* a cuyo efecto se libraran los 
oficios correspondientes al Registro de Propiedad y al Minis- 
terio de (luerra. previa reposición de sellos. — H. H»mji\ — 
Ame mí: F. !>. Qucsada. 

m 

SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ EN LO CIVIL. 

Bnhi Aire», Scptienfcre ao «■ t«K 

Autos y Vistos : 



Para resolver la articulación planteada a fojas 210, 
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Y Considerando: 

De acuerdó con lo dispuesto en el articulo i.", inciso b) tle 
la ley 11.077. cuando hubieran transcurrido tres años desde ta 
iniciación del concurso, quedan extinguidas todas las obliga- 
ciones del deudor y se le otorgará carta de irago. siempre que 
no se trate de alguno de los casos de excepción expresamente 
determinados. Desde la fecha de la presentación del escrito de 
fojas 1 hasta que se dictó el auto de fojas ¿08 vuelta, ese plazo 
se había cumplido con exceso v el juzgado, ante la -olicitud de 
fojas J04 y lo expuesto por e! señor Sindico, procedió a de- 
clarar cerrado este concurso y di ó carta de pago al deudor i»or 
no concurrir ninguna causal legal que a ello se opusiera. 

Ks:* ley previsora para la economía de la colectividad tiende 
a evitar los graves daño» que tururrion antes de su sanción al 
inhabilitar en absoluto al concursado para tuda actividad que 
pudiera beneficiar sus intereses particulares, hasta tatito no 
estuvieran ¡Ktgados integramente todos sus acreedores. 

Xo hay ataque alguno a las garantías constitucionales ipie 
se invocan y el Congreso tle la Nación pudo dictar esa ley por 
otar dentro de sus facultades y atribuciones que contempla el 
artículo 07 de la Constitución. Los intereses generales asi lo 
requerían y su sanción tuvo |>or única finalidad resolver de 
una vez la situación extrema en que se encontraban los deudo- 
res en estado de concurso. 

l'nr ello y lo resuelto por el Superior en el fallo publicado 
en la "(".aceta del Foro", número 130.1. página 39, se resuelve: 
declarar c|ue la ley n.077 no ataca las garantías consagradas 
¡11 ir la Constitución Nacional y se mantiene con cu-tas. el* auto 
recurrido ile fojas -*o8 vuelta. Regulo en sesenta pesos moneda 
nacional para cada uno los honorarios del doctor García l*aí 
y sindico doctor Auitúa. y en veinte pesos de igual moneda 
los derechos procuratorios de de la Villa. Concédese en rela- 
ción el recurso de ablación subsidiariamente interpuesto, de- 
biendo elevarse los autos al Superior en la forma de estilo. 
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Notifique el empleado Granillo Possc. Repóngase el — 
A*. Bmujc. — Ante mí: % ¡>. Qnesada. 

SENTENCIA m KA t'ÁMAKA PRIMERA DE APELACIONES 

BMOM Alrtf. NovitMlwc 5 de m 

Y Vistos : 

Maniendo transcurrido con exceso los tres años desde (pie 
el presente concurso tiene existencia legal ; por elK> y por loi 
demás fundamentos del auto de fojas 218 vuelta, que concuer- 
dan con los de ta jurisprudencia de este tribunal, se confirma, 
con costas, el auto recurrido de fojas 208 vuelta, regulándose 
en ochenta pe«os moneda nacional y en veinticinco pesos de 
igual moneda, respectivamente, los honorarios del doctor Gar- 
cía y cid a(>oderado de la Villa, poÉ sus trabajos en esta instan- 
cia. Dev. rep. los scllus. — Juárez CV/wtito. — K, Kcfelto. — 
A. Cotmo. — Ante mi : Jorge Sauze. 
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Bucto» Airci, St»Ui»bfe \i dt 1W3 

Vistos y Considerando: 

Que la sentencia recurrida ha declarado terminado el con- 
curso^aY-il de acreedores formado a don Carlos A, Revilla con 
arreglo a lo dispuesto en el articulo i.\ inciso b) de la ley nú- 
mero 11.077. I*"" habcr transcurrido más de tres años desde ta 
iniciación del juicio. 

Que el levantamiento del concurso no ha tenido |mr resul- 
tado en el caso, excluir de la acción de los acreedores algún bien 
que hubiera ingresado a ta masa, sino, solamenie, extinguir los 
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derechos de aquéllos respecto de los bienes que e! deudor ad- 
quiera en el futuro. 

Que en tales condiciones, no puede sostenerse que ¡a lev 
número 11.077, sea incompatible con el articulo 17 de la Consti- 
tución, en cuanto éste asegura la inviolabilidad de ta propiedad 
desde que la misma tey fundamental autoriza al Congreso para 
dictar leyes sobre bancarrota y esta facultad comprende la de 
reglamentar el ejercicio y la extinción de las acciones contra los 
fallidos y la de permitir la rehabilitación de éstos en los caso* 
y en las condiciones que el legislador considere procedente. 

Que la facultad de legislar sobre bancarrota no puede con- 
siderarse limitada a las quiebras de los comerciantes. Por el 
contrario, la amplitud de los términos del poder conferido al 
Congreso. la analogía de tas situaciones y lo» antecedentes de 
doctrina y de jurisprudencia tenidos en cuenta en casos análo- 
gos (Fallos: tomo 135. página 122), demuestran que el propó- 
sito de los constituyentes ha sido autorizar ta sanción de reglas 
/festinadas a resolver la situación excepcional que se presenta 
^en todos los casos de quiebra o de insolvencia, sean o no comer- 
ciantes los deudores. 

* 

Que tampoco puede considerarse vulnerada en el caso la 
garantía de la defensa en juicio ]*>r el hecho de 110 haberse dado 
a la recurrente intervención directa en los procedimientos alie 
dieron por resultado el pronunciamiento recurrido, ya que los 
juicios de concurso implican ta supresión de la jtfrsonalidad 
individual de !os acreedores y toda vez que en la especie suh 
fíte los acreedores, entre los cuales se encuentra la recurrente, 
han estarlo re presentados por el sindico del concurso. 

Kn su mérito, se confirma la sentencia apelada en cuanto 
lia sido materia del recurso. Notifiqticsc y devuélvanse, repo- 
niéndose él papel en el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méx'dez. 
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Pf>íí ( i Robustiana Toledano de ReboH (su sucesión). Contienda 

de competencia. 

Sumario: La rectificación de partidas de Registro Civil es un 
incidente del inicio sucesorio; y. por consiguiente, su co- 
nocimiento corresponde al juez ante quien se tramita la 

Cuso: toa explican las piezas siguientes: 



jr PROCURADOR CKNERAL 

Atril. SwtkMbtt »4tlM3- 



Suprema Corte: 

En el juicio sucesorio de doña Robustiana Toledano de 
Reboli que tramita ante el Juzgado de i.' Instancia en lo Civil 
de la Capital de la Nación, el apoderado de los herederos soH- 
citó se produjera una información sumaria para acreditar el 
verdadero apellido de la causante y rectificar con ella algunos 
errores cometidos en las |iartidas presentadas. 

Ordenada v producida la información, antes de dictarse la 
correspondiente declaratoria de herederos, fué aprobada por el 
juzgado con la intervención y asentimiento del agente f.scal. 

El juzgado dispuso, asimismo, la rectificación de los erro- 
res en las partidas originales que se encontraban protocola- 
das en los Registros Parroquiales de Villaguay y 
del Uruguay (Entre Rios). librándose a tal Un el exhorto nc- 



cesano. 



Pero el juez en lo Civil y Comercial de esta Ciudad se ha 
negado a diligenciar dicho exhorto por estimar que la rectifi- 
cación de partidas pedida sólo puede ser decretada por et. pre- 
vta ^forn^ión directa tramitada ante su juzgado ya que se 
trata de documentos producidos dentro de su junsdiccion. 
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Con estos antecedente* e insistiendo ambos magistrados en 
sus respectivas resunciones, han elevado a esta Corte Suprema 
Tas actuaciones para que dirima ta contienda de competencia en 
uso fie la facultad que le acuerda el artículo o." de la ley 4055, 

1\J punto en discusión ha sido ya resuelto por V*. E. en un 
caso idéntico al sub judicc que se registra en el tomo 134, pá- 
gina m de la colección de los fallos fiel tribunal, por lo que 
vuv a referirme a ¿I en este dictamen. 

V. E. dijo; "Que en tal concepto cabe observar que el jui- 
cio sucesorio de Di líenedetto se tramita ante el Juez de esta 
Capital y como quiera que se aprecie la rectificación referida y 
mis efectos, es indudable que se trata de un incidente ríe dicho 
juicio : y en tal concepto el juez de la sucesión es el competente 
para colimar en el mismo, según lo reiteradamente resuelto". 

"Que las leyes de carácter local que se invocan en el dic- 
tamen de fojas 175 determinan como juez competente el del 
lugar en que se encuentra la oficina de registro para los casos 
comunas de rectificaciones cuestionadas entre las partes, fuera 
del juicio universal de sucesión que por su mismo carácter 
atrae todas las cuestiones sol > re el derecho a los bienes que la 
constituyen y el titulo con que son reclamados. ( Artículo 12, 
inciso 1.", ley número 48: artículo ¿284. Código Civil: artícu- 
lo 2.". ley número 27; Fallos: tomo iy>. página SO. consideran- 
do 7."V. 

"Que si para ordenar la rectificación de las partidas de 
que se trata, se han cumplido o no los requisitos de procedi- 
miento exigidos i>or leyes locales de la Capital, es cuestión 
ajena a la competencia, al igual que los efectos que puede pro- 
ducir tal medida.'* 

"One, de otra manera, resultaría el juicio sucesorio en su 
tramitación y finalidad, subordinado al es|)cc¡al que se seguiría 
en llalli a Blanca para !a rectificación de las partidas, lo que es 
inaceptable, teniendo en cuenta el fuero de atracción del juicio 
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universal establecido por la ley y f*>r la jurisprudencia cons- 
tante del tribunal." 

Atento la doctrina de V. E. que comparto, soy de opinión 
(¡ue corresponde dirimir esta contienda en favor de la compe- 
tencia del juez de la Capital. 

Horacio R. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

Bmhm tín», Septicabrt 14 dt Itf» 

Por los fundamentos legales y antecedente* de jurispru- 
dencia que consigna el precedente diclamen del ?eñor Pro- 
curador General, se declara que e1 Juez competente para el 
conocimiento y resolución de la incidencia de que se trata, es el 
de la sucesión, esto es, el Juez en lo Civil de esta Capital, a 
quien se devolverán los autos, avisándose al de Concepción del 
Uruguay en la forma de estilo y con transcrij>ción de esta reso- 
lución y del dictamen de referencia. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figukroa Ar.- 
corta. — ' Ramón- Méxhhz, 




18 



FALLOS DE LA CORTE StfHKMA 



Don Antonio Sivtko. en autos ton ios señores Spencer. h'elloy 
V Sons, por defraudación fiseaí. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso del artículo ¿08 Uc la ley nú- 
mero 50, contra sentencia de una Cámara Federal pronun- 
ciada en una causa criminal sobre defraudación dtr la 
renta aduanera, seguida con intervención de) ministerio 
fiscal. Tampoco procede contra la misma sentencia el re- 
curso del articulo 3." de la ley 4055, sí el demandado y el 
Fisco consintieron el pronunciamiento. 

t uso: I,o explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑO» PIOCUIADOI CENTRAL 

Bnfftot Aér«t, SepKembfe 7 i* tm 

Suprema Corte: 

De la exposición que hace el recurrente don Antonio Svvt- 
ko. corroborada por el informe expedido de fojas o, a fojas réj 
por la Cámara Federal de Apelación del Horario, en la causa 
seguida contra S|*ncer, Kellog y Sons, por defraudación a la 
i-enta aduanera interpuesto por Svetko. que corre testimoniada 
a fojas 14 vuelta, es el ordinario de apelación para ante V. K. 

Pero tal apelación no ha podido fundarse, como lo hace el 
recurrente, en el articulo 208 de! Código de Procedimientos Ci- 
viles en lo Federal, jior tratarse de una causa criminal como 
son todas las que se tramitan por defraudación de rentas adua- 
naras. 

Aún en el supuesto de que el recurrente hubiera entendido 
invocar, al a|*lar. el articulo 3. de la ley 4055, que autoriza la 
tercera instancia ordinaria para ante esta Corte Suprema, dicha 
apelación tampoco sería procedente, porque no resulla de autos. 
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ni de lo expuesto \x>r Svetko. que se encuentren reunidos los 
requisitos legales que prescribe el artículo citado para que V. K. 
pueda conocer en esta causa. 

Opino, por tanto, que la apelación ha sido bien denegada. 
Respecto a ia cuestión federal que se promueve ante V. E. al 
recurrir de hecho, ella es extemporánea, aparte de que debió 
constituir el fundamento de la queja (artículo 15. ley 48) ante 
el tribunal apelado, no siendo aceptable suplir esta deficiencia 
en Ja Corte Suprema, como lo hace el recurrente a fojas 1. 



FALLO DK LA CORTK SUPREMA 

BucMt ÜÜ Septimbr* 10 de IW» 

Vistos y Considerando:' 

Que según resulta de los antecedentes relacionados en el 
informe expedido ]»r la Cámara Federal' de Ablaciones del 
Rosario, el recurso de apelación inter]>uesto para ante esta 
Corte ha sido el ordinario establecido por el artíailo .íoK de ta 
ley nacional de procedimientos. 

Que dicho recurso es improcedente en el caso por tratarse 
re una sentencia pronunciada en una cansa criminal sobre de- 
fraudación de ta renta de aduana, seguida con intervención ckt 
Ministerio Fiscal. 

ijw no seria tampoco procedente el recurso que autoriza 
el articulo 3." de la ley número 4055, porque tanto el Fisco como 
la sociedad demandada han consentido el pronunciamiento de la 
Cámara Federal de Apelación, de-ia pareciendo, por consiguiente, 
en el caso sub judie*, el interés de la Nación, que es la causa de- 
terminante de la institución de dicha tercera instancia. 
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IV>r ello y lo dictaminado por el señor Procurador General, 
se declara bien denegado el recurso. Notifkpiese y repuesto el 
papel, archívese. 

A. BERMEJO. — Nica no» G. DEL 
SOLAB. — J. FlGUEROA Al- 

coftTA. — Ramón Mlndkz. 



i ion Miguel Castellanos rn tintos con don Albino E. He f fino, 
sobre mdidad de un juieto reh-iiidicatorio. Recurso de 
hecho. 

Sumario: i." Para que tenga aplicación lo dispuesto en el ar- • 
ticulo iK de la Constitución sobre la garantía de la defensa 
en juicio, es necesario gafe haya habido privación o restric- 
ción substancial de la defensa: \nn lo i|ue no procede el 
recurso extraordinario del artículo 14, ley 48, en un caso 
en que no resulta esc hecho, ni aparece, tampoco, que dicha 
cláusula tenga relación "directa e inmediata" con lo que 
fué materia de discusión en el pleito. ( La sentencia recu- 
rrida fundaba la nulidad del juicio en disposiciones proce- 
sales y fie derecho civil, que eran las que regían directa c 
inmediatamente la acción entablada). 

No hay violación de la defensa cuando la falta de 
intervención en el juicio es consecuencia de un acto 11 omi- 
sión discrecional del litigante. ( K11 el caso, no halier de- 
signado nuevo man ¡lata rio que substituyera ;d fallecido, de- 
jando que el pleito prosiguiera con el mandatario subs- 
tituto). 

Ceso; Ix> explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DKI, SEÑOR PBOCUKADOR GENERA!. 

BucftM Alrt», AgOitO 2Ü de IttS 

Suprema Corte: 

En la causa seguida por don Albino E. Re f fino contra den 
Miguel' Castellanos jior reivindicación, ejecución de sentencia 
y cobro de pesos que tramitó ante el Juzgado Federal de Para- 
ná, el demandado solicitó se declarase la nulidad de todo lo 
actuado en virtud de haber estado interviniendo en su nombre 
un apoderado substituto cuyo mandato había caducado por falle- 
cimiento de su mandante a quien Castellanos había otorgado 
poder para representarlo en el litigio. 

Invoco, en apoyo de su pedido, disposiciones del Código 
Civil que se refieren a ta caducidad de ¡os mandatos. 

Substanciada la causa, el Juez hizo lugar a la demanda cu 
sentencia de fojas 69. 

Pero la Cámara Federal de Apelación de Paraná la ha re- 
vocado, ilcsestimando la nulidad de procedimientos pedida. 

Funda su resolución el tribunal en la inoportunidad en que 
aparece deducida la acción, la que, entiende, debió entablarse en 
forma de recurso en los mismos autos en que se produjo la 
supuesta nulidad. Además, interpretando y aplicando las dis- 
posiciones del Código Civil y del de Procedimientos Nacionales 
citados en la demanda, relativos al mandato, declara que snh- 
sisiia a sus efectos legales el apoderamiento con que intervino el 
mandatario substituto en nombre del demandad? en la causa 
referida. 

Evidentemente, resulta de estos antecedentes que no se ha 
planteado en !a causa cuestión federal alguna que autorice ¡;i 
interposición para ante V. E. del recurso extraordinario de ape- 
lación que aparece deducido por Castellanos y que le ha dene- 
gado con justicia la Cámara Federal. Todo el litigio se desen- 
vuelve en torno a la interpretación que corresponde dar a las 
mencionadas disposiciones legales de derecho común o procesal 
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No obsta a esta afirmación la circunstancia <Ie que el juez 
se refiriera en su sentencia a la garantía que acuerda c! ar- 
ticulo 18 de la Constitución Nacional relativa a la inviolabili- 
dad de la defensa en juicio, ya que tal garantía lia sido poste- 
riormente reglamentada por el Congreso de la Xación en uso 
de la facultad que le acuerda el artículo 67, incido 11, al dictar 
ios códigos generales y de procedimientos judiciales y' por las 
provincias al sancionar sus propias instituciones locales (ar- 
tículo 105 ile la misma ) ; ninguna de cuyas leyes aparece en esta 
causa tachada de inconstitucionalidad por el recurrente. 

La sentencia del juez contiene la interpretación tle las dis- 
jKisiciones de derecho común citadas por el actor, quien no 
había imocado en la demanda, como erróneamente lo sostiene a 
fojas 152. la referida garantía del artículo 18, habiéndolo becliu. 
extemporáneamente, recién al expresar agravios, como ío obser- 
va Ta Cámara Federal a fojas 153. 

Por lo demás, se trata de la apelación de una sentencia que 
no es definitiva, ya que aparece dicta<la en actuaciones segui- 
das con motivo de la ejecución de sentencias anteriores según 
lo establece el fallo apelado de fojas 142, 

Por lo expuesto, opino que el recurro deducido ha sido 
bien denegado. 

Mortfcio fí, Larrcia. 



FALIO DE LA CORTE SUPREMA 

Éunoi Airtf, Septiembre ¡íl de \m 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por denegación dé] extraordinario. ¡11- 
íerpuesto contra sentencia de la Cámara Federa] de Paraná 
en la causa seguida por don Miguel Castellanos contra don Al- 
bino, K. Keffino. sobre nulidad de un juicio rei vindicatorio, 
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Y Considerando: 

Que el peticionante funda su recurso en que al demandar 
la nulidad par haberse seguido el pleito con el apoderado sub- 
titulo desde la fecha del fallecimiento de su mandatario directo, 
debe entenderse que tal defensa se apoyaba en el artículo 18 de 
la Constitución que declara inviolable la defensa, pues la causa 
no pudo seguir su curso en tales condiciones porque ello signi- 
fica que el litigante no había sido oído. 

Que la falta de audiencia se hace derivar en el caso de las 
siguientes circunstancias; don Miguel Castellanos otorgó poder 
a favor del tloctor José h. Churruarín para que lo representara 
en el juicio reivindicatorío que le seguía don Albino H. Ref fino : 
eJ doctor Churruarín substituyó el mandato a favor de don Ma- 
nuel (i. Kiiut ; y fallecido el doctor Churruarín en Abril 27 de 
looíí, el mandatario substituto prosiguió ?1 juicio hasta su ter- 
minación sin habérsele otorgado nuevo poder por el doctor Cas- 
tellanos. En tales condiciones, según lo sostiene el apelante, el 
juicio era nulo a partir de la fecha del fallecimiento referido, 
con arreglo a las disposiciones de los artículos 1962, 1963 y co- 
rrelativos del Código Civil (fojas 4 y siguientes de los autos 
venidos por vía de informe). 

Que según se advierte, e! artículo 18 de ¡a Constitución 
no aparece invocado "en el juicio", sin que sea dado pretender 
que haya de entenderse que tas defensas alegadas tenían su 
apoyo en dicha garantía constitucional, porque según es de 
jurisprudencia, las cuestiones federales que pueden autorizar el 
re .rurso extraordinario, deben plantearse concretamente, requi- 
sito que no se cumple con referencias generales c indetermina- 
das como ocurre en el caso stib lite (Fallos; tomo \2o y pági- 
na 329; tomo 126, página 139, entre otros). 

Que si bien la sentencia de primera instancia (fojas 69. 
considerando 8. ü , autos citados), alude al artículo 18 de la 
Constitución para establecer que con arreglo al precepto que 
consagra la disposición citada, la defensa en juicio es inviolable. 
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calie observar que ile las propia* consideraciones que se atliieeri 
en esa sentencia, no resulta que haya habido privación o rcstrie- 
C10H substancial de la tieíensa. como seria necesario |>ara que 
l uera I legado el caso de aplicar la referida disposición coUsli- 
¡mional f Fallos; tomo 108. página 240; tomo tío. página 32»: 
ni aparece tamgioco que dicha cláusula tenga relación "'directa 
e inmediata" con lo que ha sido materia de discusión en el 
pleito f Fallos: tomo 115. página 341: lomo 124. página (ti ; 
tamo (25. página 3461, pues la ilecisión aludida funda la nu- 
lidad en disposiciones procesales y de derecho civil, qué son las 
que rigen directa e inmediatamente I- acción entablada [ Fallos ; 
tomo ip página p% entre otros!. Si la invocación de una cláu- 
sula constitucional fuera bastante para autorizar la instancia 
extraordinaria conferida a esta Corte Suprema, su jurisdicción 
serla mucho más amplía que la que determina el artículo 14 
de la ley 4» y ó." de la lev 4055. comfc quiera que, en definitiva, 
no h. ( v derecho que no esté indirectamente fundado en ta Cons- 
titución, aunque como en el caso, su fundamento directo resulte 
de dis¡tosicioncs de! Código Civil y de leyes pn resales que >e 
pretenden infringidas (FaKos: lotífa [||, página 352). 

(Jue el recurso extraordinario no puede conceptuarse pro- 
cede.ite por el *>Iti hecho de que la sentencia recurrida cite dis- 
posiciones de la Constitución o de leyes especiales l Fallos: 
tonm 119, página tg y jurisprudencia allí citada; tomo 131. pá- 
gina 280, j, desde que el actor no las alegó en apoyo de su aeeión. 
siendo de considerar, j>or lo demás, que según lo ha establecido 
esta Corte, no hay violación de defensa citando la falta de inter- 
vención en el juicio es consecuencia de un acto 11 omisión dis- 
crecional <lel litigante i Fallos; tomo 132. página 360), omisión 
que consistiría en el sub judie? en no haber designado nuevo 
mandatario que substituyera al fallecido, dejando que el ¡>leito 
prosiguiera con el mandatario substituto. 

ÍJue es de tener en cuenta, por t'ihimo. que cualquiera que 
fue-e el mérito de las defensas aducidas por el recurrente, ¡a 
sentencia ríe fojas 142, se funda: a/ en que la nulidad alegada 
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sólo pudo deducirse ]>or via de recurso y en el término .señalado 
jxjr la ley procesal ; b) en que no se ha proliado que el señor 
Re f fino hubiese tenido noticia del fallecimiento del doctor Chu- 
rniarín; c) en que nadie puede alegar sus propias nulidades 
pues Castellanos tuvo conocimiento de la muerte del doctor 
Ghtimiarín desde el año ujoó y, no obstante, dejó que el juicio 
se siguiera con el a|x)derado substituto. >y recién en al año 1910, 
intentó la nulidad de las actuaciones, fundamento* estos, de 
hecho y de derecho común que son listantes para sustentar la 
sentencia apelada, cualquiera que fuese la cuestión federal plan- 
teada en forma y condiciones capaces de autorizar el recurso 
extraordinario. (Fallos: tomo 122, página 79. entre otro*). 

Por ello y lo expuesto por el señor Procurador General, se 
declara bien denegado el recurso. Notifiquese y repuesto el pa- 
pel, archívese. Devuélvanse al tribunal de procedencia los autos 
venidos por via de informe, con transcripción de la presente. 

A, Bermkjo. — Nicanor G, wkl 
Solar. — J. Figukroa Al- 
corta, — Kamó.v Mkndkz. 



¡ion Ktt ardo Ccrmcson¡ cu ios autos ''Guillermo Tonclli contra 
fíoiv y Compañía*' (hoy su cotyursó); sobn- inhibitoria. 

Sumario: Al jtiea que conoce de un juicio hipotecario corres- 
ponde conocer, como incidente del mismo, de las actuacio- 
nes seguidas contra el comprador en venta judicial del in- 
niuelile gravado, que no cumplió con sus obligaciones de 
tal. ítas impuesta- por el artículo 519 del Código de Pro- 
cedimientos de la Capital). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: ■ 
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OlCTAMEX UKL SKÑOR rttiKURAIMlK UKNfiRAL 

Bhmm Airtt, Sl»tkNbM 12 ** »«* 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comer- 
cial de Mercedes tramitó una ejecución hipotecaría seguida por 
don Guillermo Tonelli contra Bovc y Compañía < hoy su con- 
curso). 

Kn dicha ejecución fué sacada a remate la propiedad hipo- 
tecada, la que fué adjudicada al mejor postor don Ricardo Cer- 
mesoni. Este obló parte del precio y subscribió el boleto de 
compra-venta míe corre testimoniado a fojas 23 de estos autos. 

Ku virtud de no haber abonado el saldo de precio, el acree- 
dor responsalnlizó a Cermesoni -por la diferencia que se obtuvo 
t-n un nuevo remate ontenado por el Juzgado, después (le de- 
clarar rescindida la venta anterior. 

Citado Cermesoni en su domicilio en Buenos Aires a oponer 
excepciones, por medio de un exhorto que fué librado al señor 
Juez en lo Civil tic e-ta Capital, doctor, Juan Carlos Lagos, 
requirió ante dicho magistrado se plantease, por inhibitoria, 
cuestión de competencia con el Juez de Mercedes para conocer 
en la demanda, por entender Cermesoni, que se trataba del 
ejercicio de una acción personal ejecutable ante los jueces ile su 
domicilio. 

I'or razones de procedimiento, el Juzgado no hizo lugar a 
la inhibitoria, denegando así mismo los recursos de apelación 
<iuc. simultáneamente, interpuso Cermesoni para ante la Cá- 
mara de Apelación y la Corte Suprema de Justicia Nacional. 

Posteriormente el demandad» promovió la misma cuestión 
ante otro Juez en lo Civil de esta Capital, quien, habiéndola 
substanciado, se ha declarado competente para conocer en la 
causa planteando la' contienda cute viene a resolución de V. H. 
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Los antecedentes preinsertos me inducen a afirmar que la 
demanda no puede ser tramitada sino ante el Juez de Mercedes. 

Se trata, en efecto,* de un incidente del juicio principal 
— Tonel) i contra Bove y Compañía — ya que el hecho de que 
depende la responsabilidad del comprador Cennesoni está ínti- 
mamente ligado a) trámite de dicho juicio; y la competencia 
para lo principal comprende la para lo accesorio o accidental. 

Por otra parte, el demandado Cennesoni ha prorrogado 
tácitamente la jurisdicción del juez de Mercedes al concurrir a 
comprar un inmueble vendido en una ejecución tramitada en su 
j uzgado y en ta que ha oblado parte del precio. 

La circunstancia de tener el demandado su domicilio en 
esta Capital no ,>osta a estas conclusiones ya que el lugar de- 
signado para c| cumplimiento de su obligación, atento además 
a la naturaleza de la misma, ha quedado en los termino s de los 
artículos 618. 1198 y 1212 del Código Civil, implícitamente de- 
signado en Mercedes. 

Por todas estas consideraciones soy de opinión que corres- 
ponde dirimir ta presente contienda en favor de la competencia 
del Juez de Mercedes. 

Horacio R. Larreta. 

t 

FAUjO de la corte suprema 

turco* Alrti, teftteabrt 14 *t íwa 

Autos y Vistos: 

La contienda de competencia trabada entre el juez de lo Ci- 
vil de Mercedes. Provincia de Buenos Aires, y el de igual clase de 
la Capital de la Nación, para conocer en los procedimientos eje- 
cutivos seguidos contra don Ricardo Cennesoni en los autos 
' Guitlemiofonelli contra Bove y Compañía*' (boy su concurso 1, 



Y Considerando: 
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Qué en el mencionado juicio hipotecario de * 'Tonel I i versns 
llovó y Compañía" se dispuso la venta judicia! del inmueble 
gravado, recitando comprador don Ricarda Cermesoni. No 
habiendo cumplido dicho comprador las obligaciones que le im- 
DOnia el contrato, se declaró rescindida la venta, ordenándose un 
nuevo remate, ha jo la resjWnsábilídad del primer adquirente. 

One en las actuaciones, materia de la presente contienda, 
se esiá haciendo efectiva dicha responsabilidad contra Cernu- 
SOníj y. ]x>r consiguiente, aquellas constituyen una incidencia 
del juicio hipotecario cuyo conocimiento compete al juez une 
conoce en la causa principal (Fallos; tomo 14. página 267 ; 
tonto 17. página 17K: tomo ¡oX. pagina 207). 

Une, |»or otra ]>arte. tratándose de las consecuencias de un 
contrato que debió cumplirle ante la autoridad judicial de Mer- 
cedes, es a los júécñs de dicha ciudad y 110 a los del domicilio 
del deudor a quienes corresponde el conocimiento del asunto 
1 Fallos: tomo So, página 383: tomo (14. página 261 ; tonto im, 
página 4<>; tomo 117, página 54 y otros!. 

I'i>r ello y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General se declara que e¡ conocimiento de este 
■asunto corresponde al juez de Mercedes, a quien se remitirán 
'os autos. previa reposición de sellos, haciéndose saber a) de la 
Capital en la forma de estilo. 



A, Rkrmkjo. — Nicanor G. roa 
Solar. — }. FiGUÉROA Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
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Dm litliuirtio Carda contra don Juan De Paoti, sobre cobro de 
/v.íí>j. Recurso c.rtrtrordinario. 

Sumario: i." La ley de Justicia de Paz f número 2860. es una ley 
lucal, cuya interpretación es extraña al recurso del artícu- 
lo f4 de ¡a ley número 48 y 6." de la 4°55- cuando 110 lia 
sido impugnada como violaturia de la Constitución, de un 
tratado <p ley del Congreso. 

¿f Ka distribución de la jurisdicción entre los di\er- 
so!¡ jueces depende de la aplicación de las leyes procesales 
(pie la determinan y no del precepto del articulo 18 de la 
Constitución. 

Cojo.; Lo explica el siguiente: 

r 

1-AU.n DE LA CÓJtTg SUPRfMA 

Buenos Aire». Septiembre 28 de lira 
\"istos y Considerando: 

Oue para fundar el recurso extraordinario interpuesto a 
fojaé 42 y concedido a fojas 43- se alega ix>r don Juan De Paoü 
Vil el memorial de fojas 47 que el recurrente lia sido sacado de 
sus jueces naturales porque con arreglo a los articules to. 20 
y 30 de la ley de justicia de paz de la capital, número 2860. no 
debió pasar su causa del juzgado de la sección 21,' al de la 15.". 

Que como lo lia repetido esta Corte, la ley de justicia de 
paz. número 2860, "es una ley local cuya interpretación es extra- 
ña al recurso extraordinario que autoriza el articulo 14 de la 
ley 48 y ó." de la ley 4055, en cuanto no ha sido impugnan":? 
como vejatoria de ta Constitución o de un tratado o ley del 
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Congreso" (Fallos: lomo 120. página 42: considerando y. pá- 
gina 44, y los allí citados). 

Qilf la distribución <le la jurisdicción entre los diversos 
jueces depende de la aplicación <le las leyes procesales que la 
determinan y mi del precepto constitucional del artículo ift de 
l;i Constitución que se cita (Fallos: tomo 12,1, papua 82; con- 
siderando ,V>. a que se agrega que el recurrente ha sido oído 
en ambas instancia- y lucilo valer ampliamente sus medios de 
defensa. 

(Jtte. por lo demás, con anterioridad al fallo de última ins- 
tancia, o sea, eu el pleito, como lo requiere el articulo 14 de la 
ley '48 y lo reiteradamente resuello, no se ha planteado cuestión 
ni gima ífe carácter federal que pudiera autorizar el recurso 
t-st rao n lina rio para ante esta Corte a que esa disposición -e 
refiere. 

P6r ello, se declara mal concedido el recurso. Repuesto el 
papel, devuélvase. 

A. iÍKHMICjO. — J, FlCt/EROA Al,- 
corta, — Ramón MÉNntiZ. 



Coa esta causa, fueron elevadas conjuntamente en apcla- 
ciofli agregadas por cuerda separada, las seguidas contra el 
mismo demandado, sobre cobro de pesos, por José Martínez. 
Manuel Uópez, Vicente Lóitez, Manuel líarbeilo. Camilo Blan- 
co v Ramón Muñoz. 
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Halo pontificia, trasladando a monseñor Bernabé Piedra BitéM, 
de la diócesis de Cciamarca a ¡a de Tttcmnán. 

Sumario: Con las reservas que emanan de la Constitución y 
leves sobre patronato, puede concederse el pase a las bulas 
pontificias disponiendo la traslación de un obispo de una 
diócesis a otra. 

Caso: Lo explica el siguiente : 



DICTA M KS DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bucnm Alf«. S«pti«nb» 25 de iwa 

vSuprcnia Corte : 

No cncut-iitro inconveniente en que V. K. presté su acuerdo 
«ira que «1 Poder Rjecutico conceda el pase, con las reservas 
de práctica, a la bula expedida por el San» Pontífice dispo- 
niendo la traslación de monseñor Bernabé Piedrabuena de la 
diócesis de Cataniarea a la de Tncumán. desde que. según infor- 
ma el referido Poder, dicha traslación fué oportunamente indi- 
cada por el Gobierno Argentino, conforme a las disposiciones 
de la Constitución sobre el ejercicio del derecho de patronato 

nacional. . 

Horacio R, Larreto. 



FALLO HE LA CORTfi SUPREMA 

But»i MW. SeHfemtft » ** 

De conformidad con lo dictaminado por el señor Procura- 
dor General, la Corte Suprema de Justicia de ta Naco., presta 
n acuerdo para que el Presidente de la Nación Argentina, con- 
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ceda el pase a la 1>tila cx¡>edida por su Santidad Fio XI, dtspu- 
uicndo la traslación de monseñor líernal>é Piedra buena de Ni 
diócesis de Calamarca a la de Tiieiimán, con las reservas ema- 
nadas de la Constitución y las leyes dictadas con arreglo a elia 
-obre el Patronato Xacional. 

Devuélvanse, en consecuencia, estas actuaciones al Poder 
Ejecutivo ron el oficio cor recudiente. 

A. Bkrmkjo — X ka ñor G. DEt 
Solar. — J, Fioueroa Aí.- 
oirta. — Ramón Méndez, 



BiilM pontificias, instituyendo obispo titular tic k diócesis de 
Salta cí monseñor Julio Campero. 

Sumario: Con las reseñas (pie emanan de la Constitución v 
leve.» *ol»rc patronato, puede concederse el pase a las huía- 
pontificias instituyendo obispo titular 

Caso Lo explican las piezas siguientes: 



tUCTAMKX DEL SKÑOK I'Rot'L'R ADOR GENERAL. 

Bucüoi Aírei, Seplfembrt % do 1928 

Suprema Corte: 

Xci encuentro inconveniente en (pie V. I\. preste >u acuerdo 
para que el Poder Kjecutñn conceda el pa»e, con Jas reservas 
-<k.^r¿u:tka. a la huía ex|«edtda ]«or d Sumo Pomíficr nom- 
brando obispo de Salta a monseñor Julio Campero, desde que» 
<*j¡úu informa el referido Poder, dicho prelado fué oportuna- 
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niéritc j.nsvntado |x.r d GuIhciiv. Argentino para tal designa- 
ción conforme a las disposiciones dé la Constitución sofere el 
ejercicio det derecho di- patronato nacional. 

Horacio k. f.twtu. 



tAiüa dé i.a o<kn: si-1-Mr.MA 

Buenos Airo, Septiembre 4s de ln*i 

l>c omüniuulul con lo dictaminado ]l0 r el seijpr Procura- 
dor r.tiK-ral. la Cui k- Suprema (te Justicia de la Marión presta 
su adíenlo parn qw el Presidente le la Nación Argi-mína. cou 
ceda i-| [Mise a la bula expedida por su Santidad Pió XI, insti- 
tuyendo obispo titular de la diócesis de Salla a monseñor Julio 
Campero, con Jas reservas enaltadas de la Constitución y las 
leyes dictadas con arreglo a ella, sjrfc el Patroitato Nacional. 

Devuélvanse, ni eonseettenda, estas actuaciones al Poder 
Ejecwtivo o 'ii el oficio correspondiente. 

A, l:j:k\tK.io. - Nicanor G. mu. 
Solar. — J, PiGUÍROA Al.- 
cokt\. — Kwión Mknm». 
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N O T A S 

Con fééha cima <lc Septiembre de mil novecientos vcínti- 
ir¿-, la Corte Suprema no hizo lugar al recurso de revisión m- 
terpuesto 'ptfé el procesado Alberto Rodríguez, condenado ;i su- 
frir h pena de veinticinco años de penitenciaria p>r el delito 
de homicidio perpetrado en la persona de Ildefonso Siínentes. 
el mis de Mayo de mil novecientos ocho, en Chos Mala!, juri>- 
diccióil del Territorio del Neiiquen. eu razón de míe el nilevo 
Código Penal, i rutando del mismo delito, dispone en Sü articu- 
|n So. inciso >:\ "que se aplicará reclusión perpetua, podiendo 
" aplicarse lo dispuesto en el articulo 52, al que matare a otro 
"con alevosía ensañamiento . . . impulso dé perversidad btu- 
" tal". \Kt\H, indudablemente, más grave míe la impuesta al pro- 
ie-adii. desdi? ipic establece una reclusión o prisión perpetua; y 
de conformidad con lo expuesto y pedido por el señor Procu- 
rador General y lo dispuesto en el articulo J05. resolvió substi- 
tuir la pena impuesta al procesado por la de reclusión, que de- 
berá cumplirse con los efectos legales del artículo 13 del mí ¿mu 
Código. 



Kn la misma fecha, de conformidad con lo espuesto y pe- 
dido por el señor Procurador General, la Corte Suprema de- 
claró procedente el recurso de revisión interpuesto por el pro- 
cesado Francisco Saavcdra. condenado a sufrir la ]>ena de diez 
y siete añt>; de presidio por el delito de homicidio perpetrado 
en la persona tle Guillermo Villa, el día It¡ de Octubre de luoo. 
en el paraje denominado Guer-Aike. jurisdicción del territorio 
nacional de Santa Cruz, aplicada con arreglo al articulo ir. 
inciso i.', capitulo r." de la ley número 4189. vigente entonces, 
en razón de que el nuevo Código Penal, tratando de los delitos 
contra la vida, di-pone en su artículo 70 que se aplicará reclu- 
sión o prisión de ocho a veimicin.o años al que matare a otro. 
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siempre que en dicho Código no se estableciere otra, pena tijas 
benigna en cuanto al mínimum de duración que se autoriza a 
imponer; y dada la naturaleza y circunstancias en que el cielito 
fué cometido y ¡o dispuesto en los artículos 40, 41 y 305 del 
citado Código, resolvió substituir la pena de presidio impuesta 
;d reo, por la de diez y seis años y seis meses de reclusión, con 
los efectos legales determinados en el artículo 12 y las costa- 
de! juicio. 



En la misma fecha no se hizo lugar al recurso extraordi- 
nario de apelación, interpuesto por el defensor del procesado 
Jacinto Fernández, hijo, contra sentencia pronunciada ]>or el 
Superior Tribunal de Justicia de la Provincia *te lint re Rio-, 
rjtie lo condenó a sufrir la pena de doce años de reclusión, inha- 
hilitacióii absoluta |x»r el tiempo de la condena e interdicción 
civil |mr igual término, por el delito de homicidio, en razón de 
que para la procedencia del recurso extraordinario previsto en 
el inciso 2." del artículo 14 de ta ley 48, es indispensable que en 
la causa se baya invocado y sido desconocidas las garantías de 
ta defensa, que se citaban extemporáneamente al interponer el 
recurso, y la sentencia recurrida se había limitado a la inter- 
pretación y aplicación de las disposiciones del Código Penal y 
leves de procedimientos, ajenas al recurso extraordinario auto- 
rizado por la citada ley 48. como lo dispone el articulo 15 de [a 
misma ■ agregándose, además, que el solo hecho de no halier sido 
nido el defensor del procesado en la segunda instancia de la cau- 
sa, no podía ser considerado como una violación de la garantía de 
ia libre defensa en juicio, como en el caso, según constaba en 
amo*, el defensor había tenido oportunidad de hacer valer sus 
defensas, de lo que dejó de hacer uso antes de ser fallada la 
can -a. consintiendo sin observación el llamamiento de *'autoü" 
„_.beeliu por el Superior Tribunal, que le fué notificado. 



FAINOS Dfi U CORTE Sl'VKIÍM A 



ICn la misma fecha se declaró bien denegado d ocurso tic 
hecho deducido por don José Fresens y otro, en autos c»n don 
Pablo Zanoni, sobre escrituración, por cuanto de la propia ex- 
IHísiciún del recurrente resultaba iii^liéitamente establecido que 
el caso re-ueho por las autoridades judkiales de Santa Fe, lo 
habla sido por interpretación y aplicación de disposiciones de 
derecho común, esto es. ajenas al recurso que autoriza el ar- 
ticulo 14 de la ley 48 y 6.» de la 4055. sin que fuera aei-ptal.le 
lií argumentación relativa a los efectos y consecuencias de una 
decisión sobre él punto litigado, pues, en tal caso, todos los fallos 
.me resuelven sobre adquisición o pérdida de derechos civiles, 
serian susceptibles por su mlnndeza de la tercera instancia 
extraordinaria y. además, porque la garantía constitucional in- 
vocada lo halda sido al mtérponersie él recurso para ante la Cor 
te Suprema, esto es. exieiiq*iráneameiUe. 



I'.n siete del mismo no se hizo lugar al pedido de revisión 
de sentencia formulado por el procesado Antonio .M arenco, 
condenado a siete nños de |>enitenciaria. por el delito de estafa, 
por resultar de la propia exposición del recurrente, que ia sen- 
tencia de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal, se liabia 
limitado a interpretar y aplicar dis]K»s¡ dones del nuevo Código 
l'enal, lo que ha sido excluido del recurso extraordinario para 
ante la Corle Supremo por el articulo 15 de la ley nacional 
número 48. 



Kn ia misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Kmesto y (ingenio Di Blasi en autos con don Francisco 
l-'raneiont. sobré desalojamiento, por desprenderse, con toda 
evidencia, de la exposición de los recurrentes, que en el pleito 
no se había planteado cuestión alguna de carácter federal que 
pudiera dar margen al recurso extraordinario, y porque sólo »e 
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habían debatido y resuelto cuestionéis relacionadas con la iuter- 
; «marina y aplicación fe ta lev número 11,157, que es ríe de- 
recho común, según lo Feiteraítónieiité resuélto. 



En la nisma fecha n«> se hizo lugar, igualmente, a ta queja 
de Incida por (toíi Oreste Corigíiaíio, en autos coji Tueyro y Ca- 
setro, sobre deslizamiento, ¡km- constar de la exposición del re- 
currente c|ue en el caso se había tratado de la interpretación y 
aplicación del articulo 1O44 del Código Civil .ou relación a las 
disposiciones de la lev 11.15:1. modificatoria de aquel, lo que 
está lucra del alcaee del recurso extraordinario, con arreglo a 
¡■i dispuesto en el articulo 15 de la ley número 4N. 



Un diez di t mismo se declaró 119 haber lugar a la queja de- 
ducida por don Marcos Mola*, en autos con don Martin Mar- 
liuex. sobre incendio intencional, por resultar de la propia expo- 
sición de! recurrente que el caso no encuadraba en ninguna de 
las sil naciones previstas por el articulo ,\." de la ley número 
4055. para que procediera la apelación ordinaria para ante la 
Corte Suprema, y porque tampoco aparecía que se hubiera 
planteado cuestión federal alguna, que pudiera dar lugar al re- 
curso extraordinario. 



Con fecha doce se declaró improcedente la queja deducida 
por don Daniel <1. Posadas, en la denuncia formulada contra 
"Los Kstablcchnientos Argentino Mcn-ril". sobre defraudación 
a la renta aduanera, ]*>r resultar de la exposición del recurrente, 
que la sentencia de que se trataba había sido pronunciada en 
causa criminal por la Cámara Federal de Apelación de la Capi- 
tal (articulo 4." de la ley número 4055). 



as 
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Kn la misma fecha no se Hüo lugar a la queja deducida por 
don Francisco Martínez en auto* con l«s señores Solé y Za- 
v;da, sobre desalojamiento, por desprenderse, con inda eviden- 
cia, que las cuestiones plan lea i las en el juicio y resueltas en las 
instancia- ordinarias del mismo, se encontraban regidas por la 
ley local número ¿Sito y por las disposiciones de la ley 11.15^. 
reformatoria del Código Civil, cuyas leyes son extrañas al re- 
curso extraordinario, con arreglo a lo dispuesto en el articulo 13 
de la lev 48: agregándose, además, que el punto relativo a la 
existencia de contrato, asi como a la exigibdidad de las obliga- 
ciones que de él emergen contra el nuevo adquireiUe del inmue- 
ble arrendado, constituyen cuestiones de liedlo y de derecho 
común, cuya decisión no puede ser revisada por la Corte Su- 
prema en el recurso extraordinario, y, además. | tonque no basta 
alegar violaciones » la Constitución para hacer procedente dicho 
recurso, desde que no aparecía t¡ue la cuestión federal hubiera 
sitio planteada opon unan tente en el juicio, ni se Citaba siquiera 
la cláusula fundamental que se pretendía violada por la senten- 
cia del señor juez a ifiHK 



IC11 catorce del misino se decían» improcedente la qtit ja de- 
ducida por don Xieolár. Vanorelli en amos con don Cuido I>. 
Zappa, sobre de-alojamiento, por resultar de la exposición del 
rt cúrrenle que 'a ctieslión resuelta |>or el juez a ijiti), era la re- 
lativa ;il plazo que debia acordarse al inquilino comerciante; 
1 tara ej desaloja del inmueble, es decir, un punto regido exclu- 
sivamente por el ilerecho cpnuttl, y, ppf lo tanto, exlniño a la 
jurisdicción de la Corte Suprema, y. además, porque ni siquiera 
se ci;ah:i la cláusula constitucional que se decía (fipladáj ni apa- 
recía, Tampoco, qtte *e bu hiera planteado alguna cuestión de 
carácter federal. 
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Kn la rflísina fecha no se hizo lugar a ta queja deducida por 
rlon Juan Cirio, en auto* con Leoni y Adamuli, sobre desaloja- 
11 liento, por resulta* q»é el iriburtid a (jito se lia limitado en la 
decisión recurrida, a declarar improcedente un recurso que le 
fué llevado, a mérito de disposiciones de las leyes locales que 
rigen su propia jurisdicción, y cuya interpretación y aplicación 
n< i puede ser revisada por la Oírte *Suprema, en el recurso ex- 
traordinarin interpuesto. 



fín la misma fecha se decían» improcedente La queja dedu- 
cida por don José Vega, en el juicio seguido por José Muzio 
contra Isidro Dieste, sobre desalojamiento, por no aparecer de 
la exposición del recurrenie, que a éste se le hubiera denegado 
alguna apelación para ante la Corle Suprema. 



Kn la misma fecha no se hizn lugar a la queja deducida por 
dOíl Juan José Cirio, en autos con don Jiwé Y. Garinendia, 
sobre desalojo, por resultar de la propia exposición del recu- 
rrente, que el caso que originó el recurso extraordinario inter- 
puesto, haliia sido resuelto por interpretación y aplicación de 
disecciones de derecho común y procesal, ajenas al recurso 
previsto por el artículo 14 dé la ley 48 y &° de la 4055: agre- 
gándose, además, que según se desprendía de las mismas mani- 
festaciones del recurrente, éste fué oído en dos instancias, en 
las (pie había podido e Hiato valer sus derechos, lo que era bas- 
tante pava considerar que no le fueron denegadas la- garantías 
constitucionales que invocaba, con las que, por Otra parte, no 
tenia la cuestión resuella, la relación directa e inmediata que 
requiere la ley (artículo 15. ley número 48). 



o 



W. LA CORT15 SUPKICMA 



Con fecha catorce fué confirmada, por la Corte Suprema, 
la sentencia pronunciada i»or la Cámara Federal tic Apelación de 
La Plata, que no hacia lugar al recurso de revisión interpuesi- i 
por el procesado Fabián V. Alonso, condenado a siete año- y 
siete meses de trabajos forzados por el delito de malversación 
de caudales públicos, de conformidad a. lo dispuesto en el ar- 
tículo 80 de la ley número p), vigente en la ¿poca en que se 
cometió el hecho delictuoso, en razón de que el nuevo Código 
l'ena!. tratando del mismo delito en el capitulo VU del titulo XI. 
dispone en su articulo ¿ói que; "Será reprimido on reclusión 
o prisión de dos a diez años e inhabilitación absoluta y perpe- 
tua, el funcionario público que substrajere caudales o efectos 
cuya administración, percepción o custodia le baya sido con- 
fiada en razón de su cargo", pena, indudablemente, más grave 
que la establecida |nir la ley anterior aplicada al procesado, dada 
¡á i ni m bit ilación absoluta y perpetua que impone al penado. 



En diez y siete del mismo no se hizo (ligar a la queja de- 
ducida por don J. Horacio Arroqni, en autos con doña Keuy 
Schull de Ferrari, sobre cobro de pesos, por re-ttltar de la ex- 
posición de] recurrente que el juicio se había substanciado en 
dos instancias, lo <|ue demostraba que el recurrente debió nece- 
sariamente ser oído un alguna de ella- y. además, porque ia 
decisión apelada había recaído en una incidencia sobre nulidad 
dé actuaciones, y. por consiguiente, sé había limitado a juzgar 
de ia validez de la< notificaciones y a resolver cttest u mu*-* d«? 
hecho y de derecha procesal extrañas ; J recursti extraordinar-; 
para ante la Corte Suprema. 



Con fecha veintiuno la Corte Suprema, de conformidad cun 
tu dictaminado por el señor Procurador Cunera!, no hizo lugar 
a la queja deducida pur di mi José Muñoz Cruces, en autos cun 
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don Adání Za valla, sobre rescisión fie contrato y desalojamiento, 
en razón (le que la queja era motivada por la resolución denega- 
toria del recurso interpuesto contra sentencia, de la Cámara en 
lo Civil ele la Capital que consideró prorrogada la jurisdicción 
ordinaria para conocer de ta causa; y la interpretación y apli- 
cación de tas leyes procesales de carácter local, son ajenas al 
fecürso extraordinario para ante el tribunal, con arreglo a lo 
di -puesto por el artículo 15 de la ley 48 V 1» reiteradamente 
resuelto. 



En veinticuatro del mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida ]x>r don José Norverto en autos con la Compañía de 
Seguros *"I«a Soberana", sobre daños y jicrjuieios. por resultar 
de la propia ex]>osieióu del recurrente, que había sido oido en 
dos instancias del juicio, en la segunda de las cuales había in- 
formado in PO'Cé, haciendo valer los derechos que creía tener 
para pedir la nulidad de las actuaciones a que se referia; a lo 
que se agregaba, que tanto las defensas aducidas por el litigante 
como la decisión de que se recurría, se habían fundado en ante- 
cedentes de hecho y en disposiciones de derecho común ¡y pro- 
cesal, ajenas al recurso extraordinario que autorizan los ar- 
tículos 14 de la ley 4* y n." de la número 4055. 



En la misma fecha fué cotí firmada, por sus fundamentos, 
la sentencia de la Cama ni Federal de Apelación de La Plata, 
pronunciada en él recurso de revisión interpuesto por el pro- 
ce -ado Miguel Landaeta. condenándolo, dada la clasificación 
legal del hecho delictuoso, a sufrir la |wna de tres años y seis 
meses de prisión, en substitución de la de cuatro años y medio 
de penitenciaría y accesorias legales impuesta por el hurlo de 
ganado en la estancia "Las Coloradas", jurisdicción del terri- 
torio nacional del \ cuquen. 



FAUOS UK LA COME SUl'KI;MA 



Ihm fu-mundo Gartffl, contra la Provimia «V BÜentUS Amw. 
- por (Obro de pesos. 

Sumario; i* A mérito de 1t> dispuesto en el áítíéfllp 30 del con- 
venio (te reciprocidad celebrado entre* la República Argen- 
tina y España con fecha -7 (le Noviembre de tojo, apro- 
hado ¡iiir ti Congreso de la Nación por la ley número 1 i.Uj, 
de 8 de Junio de io¿r. no puede oponerse a una acción 
encuadrada en las condiciones requeridas por el articula 8.", 
inciso í») de ia ley yó88 sobre accidentes del trabajo, para 
obtener los licneíicios de la indemnización, la excepción 
establecida en la segunda parte del articulo 14 de esta últi- 
ma ley. f*>r el hecho de ser la victima un extranjero y reci- 
dir el actor fuera del país en el momento del accidente, 
cuando, como en el caso, uno y otro «oñ subditos espa- 
ñoles. 

De acuerdo con lo establecido en el articulo y." de 
la citada ley o/>88, que no ha sido derogada por el referido 
tratado, sólo corresponde mandar entregar al demandante, 
por intermedio de ja oficina respectiva, la renta correspon- 
diente a la suma depositada en concepto de indemnización 
por el patrón dr la victima, y 110 la suma depositada. 

Coso: Lo explica el siguiente: 

t í 

I \L1,0 Di LA iOKll.: Sl'l'RLMA 

* \ 

Bueno» Altes. Octubre M d« l«ft 

Y Vistos: 

Don Roberto O. Doler, en su calidad de mandatario de don 
Fernando (barcia, promueve demanda contra la Provincia de 
Buenos Aire-, por entrega de la suma de tres mil pesos, con sus 
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respeethos intereses y las costas del juicio, fundado en los 
antecedentes que a continuación se expresan : 

Con fecha 26 de Julio de 1918. Angel García, hijo de su 
mandantes fué víctima de un accidente del trahajn en estación 
l.umli (Ferrocarril Sudi, Partido de Nccochea, a consecuencia 
ílel cual Fallecía esc mismo día. 

Kl patrón de la victima. de|msiió. poco tiempo después, en 
la Sucursal del Banco de la Provincia, en Tres Arroyos, la 
cantidad de tres mil pesos, en concepto de indemnización por la 
muerte del obrero García. 

La victima del accidente tenía diez y ocho años de edad, 
era soltero >y con su trahajo subvenía a bis necesidades de su 
padre don Fernando García, residente en F.spaña, quien es su 
único heredero, según lo comprueban los documentos que acom- 
paña. 

Al reclamar en !a < >f icina Provincial del Departamento de 
Trabajo la entrega de la indemnización depositada por el pa- 
trón de la víctima, se le ha manifestad») que no es posible hacer 
lugar a >*u solicitud por cuanto la 2." parte det articulo 14 de la 
ley número 0688 dispone (pie "los sucesores del obrero exlran- 
" jero no percibirán ninguna indemnización si en el momento del 
" accidente 110 residieran en el país". 

Esta manifestación coloca a su mandante en el caso de 
entablar la presente demanda en defensa de loa derechos que le 
asisten, desde que como heredero del obrero fallecido se le h;i 
trasmitido |)nr ministerio de la ley del país el derecho del cau- 
sante a la indemnización. 

Para el caso de que la Provincia invoque en el juicio ia 
-».* parte del articulo 14 de la ley precedentemente mencionada, 
sostiene que ella es incon-litiicional por hallarse en pugna con el 
articulo 20 de la ley fundamental de la República que consagra 
la honrosa garantía de que ' Jos extranjeros gozan en el terri- 
" torio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano", 
entre cuyos derechos se encuentran lo-, de poseer bienes, ilispo- 
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ner de éÜPSj testar y trasmitirlos por herencia a sus legitimo- 
stia\sore-. cualquiera c ( Tie sea el lugar en que residan al tiempo 
de <n fallecimiento. 

Ningún motivo de orden moral, social o económico puede 
fundar una desigualdad injusta entre sucesores del obrero resi- 
dentes en el país en el momento del accideale y -ticcsorvs que 
residen en el extranjero desde míe en ambos casos la victima 
contribuye con su trabajo al sostenimiento de las personas que 
están ligadas ;. él por U>s vínculos de la sangre y oVmro de las 
condiciones que exije el inciso A. parte artículo S," de la 
lev miniero t|(>88. 

Kl hedió de apropiarse e¡ Kstado el importe de la indemni- 
zado:! es contrario en el caso, no 'sólo a la generosa amplitud 
de nuestra Constitución Nacional, dictada "para tydus los hom- 
bres del mundo que quieran habitar el suelo argentino", sino 
también a los más elementales principios de buena política encw* 
graunva. tlesdc que no será una buena propaganda para nuestro 
país que en las comarcas europeas se conozca que los heredero- 
de las victimas de! trabajo, que no están radicadas en la Repú- 
blica, quedan privado* de lodo derecho a indemnización. 

Considerándose acreditada la jurisdicción originaria de esta 
Corte, corrióse traslado de !a demanda, la que fué contestada a 
fojas 2tf por el representante ele la FfOVÍnCfa demandada, quien 
manifiesta : 

( Míe reconoce en lo fundamental lo* liedlos alegado», por el 
actor. 

One de ellos tu» resulta que é-tc tenga el derecho que pre- 
tende hacer valer, desde que la ley ijí»f<8 sobre accidentes del tra- 
lla jo no acuerda ningún benefído a los parientes de la victima 
cuando ésta es un extranjero y aquellos residen fuera del pal-, 
y toda vez que los documentos acompañados con la demanda 
acreditan que el obrero fallecido era español y que su padre 
residía en España en el mi miento del accidente. 

Que no puede sostenerse qué dicha disposición de la le} 
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cecial de que se trata sea repugnante al articulo 20 de la 
Constitución, porque ésta establece en la cláusula invocada que 
*■ W extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos 
los ílerecbos civiles del ciudadano", y en el caso no se ha pri- 
vado de su derecho, en virtud «le la aplicación de la ley </688. a 
nttíguii extranjero residente en el país, únicos que gozan de la 
protección de nuestras leyes, pues consta de autos que él de- 
mandante reside en lí u ropa, 

(Jue. por Ut demás, la ley de accidentes del trabajo es una 
ley dé exección que confiere el derecho a ser indemnizado, 
siempre que el accidente se h:;ya producido |«>r razón del tra- 
bajo «leí obrero, i ndependieni emente de la culpa o negligencia 
del principal. Ks una ley de exección destinarla a poner a cu- 
bierto «le la miseria a ios obreros y a sus familias residentes 
en el país y por su naturaleza debe interpretarse y aplicarse 
restrictivamente. Nada tiene qüe ver dicha ley con las disposi- 
ciones generales del Código Civil «pie rigen la responsabilidad en 
b»> casos de delito o de cuasi delito, a las cuales debió acogerse 
en todo caso el demandante, justificando la culi» del patrón. 
p or todo ello, solicita el rechazo de la demanda, con costas. 
Recibida la causa a prueba y producida la «pie se indica en 
el certificado respectivo, los litigantes presentaron sus alegatos 
quedando el pleito en estado de sentencia, 



V Considerando: 



Hue no existe divergencia entre la- partes acerca de tos 
améllenles substanciales del presente caso judicial, los que, 
por otra parte, se encuentran suficientemente acreditados por 
las constancias de estos autos y las del expediente administrati- 
vo que corre agregado. De todo ello se deduce con evidencia el 
hecho del fallecimiento del obrero menor de edad, Angel Gar- 
fia, a consecuencia de un accidente del trabajo : el depósito efec- 
tuado por el patrón «le la victima, de la cantidad de tres mil 
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pesos, importe de ta indemnización ; y el carácter de padre legi- 
i! mu de! obrero fallecido míe se imoca como fundamento de la 
demanda ( I 'anidas de fojas i a fojas 8 de tus presentes autos 
> & instancias del expediente agregado |. 

(Jue hallándose, además, acreditado el fallecimiento de doña 
Felisa Morís Toral, madre del causante (partida de fojas 10) 
y acreditado por información testimonial el hecho de que el 
acttír es Un anciano enfermo que vivía bajo él amparo y con c! 
producto del trabajo de s» hijo Angel ( declaraciones de fojas 45 
a fojas 51 1. queda suficientemente demostrado sit carácter de 
único derecho-habiente de la víctima y que se encuentra en la* 
condiciones requeridas ]>or el artículo 8.". inciso a) de la ley 
para obtener tos beneficios de la indemnización. 

(¿ue no puede oponerse a la acción entablada la excepción 
establecida en la segunda parte del articulo 14 de la recordada 
ley oi»88, por el hecho de -¡er la victima un extranjero y residir 
el actor fuera del país en el momento de! accidente, porqüe 
hiendo uno y otro subditos españoles, el demandante se encuen- 
tra amarado por tas disposiciones del convenio de reciprocidad 
celebrado entre ¡a República Argentina y España, con fecha 27 
de Noviembre de 1910, cuyas ratificaciones fueron canjeada* 
el .'8 de Septiembre de nt22> después de haber sido aprobado 
por el Congreso de la Nación ( Ley muñen, 1 1.125 (fe S de Junio 
de H)Jt 1. Kl articulo y de dicho convenio estatuye tpie "cuando 
a consecuencia de un accidente del tratwjo falleciere en la Re- 
pública Argentina un obrero español o en España im obrero 
argentino, los herederos del damnificado tendrán derecho a 
recibir la indemnización legal correspondiente, cualquiera que 
sea el paí* en que éstos residieren". Y en el artículo 6.? se dis- 
pone ipie "se aplicará el presente convenio a los casos de indem- 
nizaciones pendientes cuyo pago no haya caducado para tos 
damnificados o sus herederos en la Caja Nacional de Jubila- 
ciones y Pendones y en ta oficina análoga de Kspaña" 

< Míe encontrándose comprendido el actor en los beneficios 
de diehe tratarlo que e- lev Suprema -le la Nación y que. por lo 
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tamo, deroga en el caso; !a disposición recordada de la ley de 
accidentes del trabajo, dada la nacionalidad de la víctima y de 
su derecho-habiente, y dada asimismo la circunstancia de no 
halierse alegado ninguna causa de caducidad del derecho a la 
indemnización, corresponde reconocer ese derecho a favor de 
don Fernando García, en su calidad de padre de la víctima. 

Qtítle no procede, sin embargo, hacer lugar a la demanda en 
todas sus partes, pues en c|la se reclama la entrega del importe 
de la indemnización, o sen. !a suma de tres mil pesos depositada 
por el patrón, en tanto que el artículo 9/ de la ley ofí88. que 
no ha sido derogado por las disposiciones del tratado, establece 
como norma general que las indemnizaciones serán depositadas 
en una -ección especial que se establecerá bajo la dependencia 
y dirección de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones, la 
que. inviniendo el importe de dichas indemnizaciones en títulos 
de crédito, entregará mensual mente a los Interesados las reutas 
qiu- a ellos corresponda. 

Por estos fundamentos y los consignados en el fallo regis- 
tradn en el tomo 338, página 138. de las decisiones de esta 
Cone. se declara que la Provincia de Buenos Aires está obli- 
gada a entregar al actor don Fernando García, por intermedio 
de la oficina respectiva la renta correspondiente a los tres mil 
pesos depositados como indemnización por la muerte de su hijo 
Angel García. Notifiquese, re|>óngase el pajtel en la parle que 
corresponde a la demandada y archívese. 

A, Bermejo. — Nicanor p. 
Sou\k, — J. FiguEroa Al- 
corta. — Ramón Mkvukz. 

ACLARACIÓN 

Buenos Alte* Octubre <¡ ds 1923 

Autos y Vistos: 
Por los fundamentos consignados en el precedente escrito 
se declara que la obligación de entregar al actor las renta- de la 
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suma pagada por iadennmaoión. deberán computarse desde i; t 
ft cl»;i de la notificación tic Ja demanda. 

Kit cnanto d pago de los gastos causídicos, teniendo en 
cuenta que la Provincia ru\o razón bastante [>ara oponer-e a iti 
solicitado en la demanda, tanto por no estar vigente en esa épo- 
cn el tratado de reciprocidad entre la República Argentina y 
Kspaña. ciiantu por ta improcedencia del pedido de entrega del 
capital de la indemnización, se declara (pie deberán soportarse 
pur su orden. 

A. Bermejo — Nicanor G. i*x 
Sola». — J. Figui-roa Aif 
corta, — Ramón MÉNDEZ, 
— KoitKRTo RKpmo, 



Don tt'Ufhd Bwón mtfm Ai Brw'mt'm de Tucumáii, sobré 

sobro </e* pesos. 

Sumario; i." 1.a clausula contenida en los litulos emitida- en 
virtud de la autorización conferida por la ley de la Provin- 
cia de Tu aunan, de o de julio de míoo. rcs|>ecto ¡d lugar y 
moneda de pago de los intereses, establece una obligación 
alternativa, que tanto los términos del contrato respectivo 
como Ja naturaleza de la operación realizada pór la expre- 
sada Provincia y ¡os misino- antecedentes de la operación, 
demuestran el proposito inci|UÍvoeo de acordar a los tene- 
dores de los títulos la elección del pago, y, por lo tanto, de 
la moneda correspondiente. 

2." í,a clausura de la Caja de Conversión no comprue- 
ba por si sola la impu-ibilitJnd de efectuar p:¡gos en metá- 
lico; v si bien el articulo ¿." de la ley número 9478 autori/a 
a los deudores de obligaciones a metálico a demorar mi 
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pago mientras se encuentre suspendida la entrega de oro 
a cambio de papel por la Caja de Conversión, la excepción 
contenida en la citada disposición legal importa colocar al 
deudor de obligación a oro en la misma situación en que se 
hallaría si la Caja de Conversión no hubiera sido clausurada 
para las operaciones de entrega de metálico, 

$? Aún admitiendo que en el caso hubiesen existido 
dos formas de pago, la disposición del articulo Ó39 del Có- 
digo Civil no podría servir de fundamento a las pretensio- 
nes de la demandada, de abonar el importe de ios cupones 
en francos en París, puesto que la ley de emergencia invo- 
cada, número 9478, no habría hecho desaparecer una de las 
prestaciones al prorrogar la exigibilidad de las deudas a 
oro, sino que la habría substituido transitoriamente por La 
forma de pago a papel al cambio de cuarenta y cuatro cen- 
tavos oro. 

Cfl.w. Lo explica c\ siguiente: 



FALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

Buenoi Aire*. Octubre B dt 1K 

Y Vistos; 

El procurador Harbuhet, invocando la representación de 
don Wilfrid liaron, comparece y entabla demanda contra la pro- 
vincia de Tucumán, jxjr cobro de mil ochocientos treinta y cinco 
pesos moneda nacional oro sellado, a mérito de los antecedentes 
que a continuación se expresan. 

Que el Gobierno de dicha Provincia, autorizado por la ley 
de 2 de Julio de 1909. contrató un empréstito exterior por un 
total de cinco millones de pesos moneda nacional oro sellado, 
o veinticinco millones de francos, representados por cincuenta 
mil obligaciones de cien pesos oro sellado o quinientos francos 
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cada una. I,a operación financiera fué concertada cll la ciudad 
de Tiunmán. interviniendo los representantes del Poder Kje- 
cutivn Provincial y los del Banco Kspañol del Rio de la Plata 
y (te Louis Dreyfus y Compañía, que fueron los banqueros que 
tomaron a su cargo la financiación del empréstito, deleniúián- 
dose en dicho acto las condiciones de la comisión, la- obliga- 
ciones <pte contraía la Provincia, las garantías que acordaba, los 
derechos de los tenedores de los títulos y demás estipulaciones 
del caso. De acuerdo con dicha convención, el Gobierno de Tu- 
cumán constituyó por su apoderado especial en la Ciudad de 
París al señor Krnesto Boseh. Mini-tro Plenipotenciario de la 
República Argentina en Francia, rujien en ejercicio de su man- 
dato subscribió la obligación general del empréstito, y los res- 
pectivos títulos. Kntre otras cláusulas, la obligación general qíté 
se encuentra transcripta en los documentos emitidos, dispone 
que los títulos devengarán un interés de cinco por ciento al año, 
pagadero en francos, en París, en la Caja de! Banco Español del 
lito de la Plata, de los señores LoUis Dreyfus y Compañía y de 
los señores üernard y Jarilowsky: o en pesos oro en Buenos 
Aires, en ta Caja que el Gobierno de-ignará, [ndependientcnicuie 
del contexto de la obligación general, los títulos del empréstito 
establecen de una manera expresa que los intereses serán paga* 
deros por trimestres, en las fechas t¡? de Febrero, i." de Mayo, 
i." de Agosto y i.* de Noviembre: que el pago se efectuará 
contra ¡os cupones vencidos, en París en francos, en las casas 
expresadas precedentemente ; en Buenos Aires en pesos oro. en 
el Banco Kspañol del Río de la Plata y en todas sus sucursales 
de la República Argentina; y que el pago de las obligaciones a 
reembolsar tendrá lugar en las o f ninas de los mismos banqueros 
por tí valor nominal de quinientos francos o de cien pesos oro, 
según el caso. 

(Jue su maliciante adquirió, en determinada oportunidad, 
mil seiscientos cuarenta y ocho títulos de dicho empréstito; de 
valor de cien pesos oro sellado cada uno. los cuales radico en 
esta Capital, depositándolos en la casa central del Banco Gspa- 
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ítol «id Río de la Plata; y en diversas o|jortunidudt> cobró, por 
intermedio de dicho establecimiento lus intereses trimestrales, 
a razón de un peso veinticinco centavos oro sellado por cada 
uno de los cupones. 

Que el i." de Mayo de ty2l venció el cupón número 47 y al 
reipierir su pago, fué informado por el banquero, encargado de 
efectuar el .servicio del empréstito, que la Provincia de Tucnniáu 
les había dado instrucciones para efectuar el pago, entregando 
el equivalente a ra^ón de seis francos veinticinco céntimos en 
moneda nacional, al cambio del día. o una letra nanearía sobre 
Paris. Lvl señor Harón negóse a aceptar ese pago, sosteniendo 
que el titula de que era tenedor le acordaba el derecho de exi- 
gir en Parí* el cumplimiento de la obligación en francos y en 
tíñenos Aires en pesos oro, y que la Provincia de Tucumán se 
1 labia obligado a j)agar en esos dos lugares y en la moneda res- 
pectivamente señalada para cada uno de ellos, de modo que a! 
presentar el cupón al cobro en Buenos Aire* debía serle alio- 
nado en pesos oro sellado y no en francos, pues ésta era la mo- 
neda designada ]>ara el pago de los titulos que se presentasen en 
casa ile los banqueros en París, mencionados en el mismo do- 
cumento. 

Que los banqueros, representantes de la Pruvincia, sin dis- 
cutir él punto, se negaron a efectuar el pago en pesos oro o su 
e:|ii!v;:leiile en moneda nacional, con arreglo al artículo 2." de ta 
ley número 0478. por lo cual formuló protesta ante escriliano 
que fué notificada al Banco ya mencionado y a los funciona rin- 
de la intervención nacional en la Provincia emisora. 

Que no habiéndose modificado dicha actitud del deudor, 
promueve demanda l*ir cobro del importe total de los mil eua- 
trociéntOS sesenta y siete ciq»oiies de que es tenedor su repre- 
sentado, o sea. ta cantidad de mil ochocientos treinta y cinco 
pesos oro, equivalentes a cuatro mil ciento setenta pesos con 
cuarenta centavos de curso legal, acompañando como funda- 
mento de la acción, un título de obligación, número 41 12, que 
contiene las estipulaciones expresólas los cupones cuyo pago 
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reclama y un testimonio de la escritura tic protesta. sóHeiíaílcio 
que oportunamente se condene a la Provincia de Tueumán a 
pagar la Siiítta adeudada, en oro a en moneda legal, al cambio 
(íe ley, con más los intereses y las costas. 

Acreditado el liedlo generador de la jurisdicción originaria 
«le la Corte, se corrió traslado de la demanda, la une fué con- 
testada i>or el representante de la Provincia demandada 
fojas 41 de los autos, reconociendo; a) el hedió de la emisión 
del empréstito, en virtud de la autorización acordada ¡hm' la ley 
de J He Jidi<> de ioxxj, promulgada el (* de dicho ine^; h) la ne- 
gociación de dicho empréstito con los representantes del llamo 
Español del Rio de la Plata y de la casa Louis Dreyfus y Com- 
pañía, banqueros que compraron los títulos crearlos por la nien- 
eioníida ley. determinándose en el respectivo contrato en la Ca- 
pital de la Provincia las condiciones de esa negociación, asi 
cotilo las de la emisión iy las obligaciones de las partes: c) la 
constitución de un mandatario especia! de la Provincia eit la 
persona del doctor Knicsto líoseli, Ministro I 'k uiftotcm iarío de 
la República Argentina en Francia, para efectuar dicho emprés- 
tito y subscribir en Paris las obligaciones correspondiente." ; 
<t ) que en ejercido del mandato. v\ rloetor l'oscb subscribió la 
"obligación genera 1" del empréstito, compróme! icndri a la Pro- 
vincia al cumplimiento de las estipulaciones comprendidas en 
aquella. 

Después de transcribir d texto de la "obligación general" 
fjue se encuentra inserto en idioma f raneé- al dorso de los mis- 
mos títulos emitidos, agrega: que con arregla al verdadero con- 
cepto ile la< obligaciones contraídas, el pago de los intereses del 
empre>[ilo. representados por los cupones. iIcIk- efectuarse en 
francos y en París, por medio del Banco Hspañul del Río de la 
Plata ¡M»r liernard y Jarilowsky o por I.uu¡s Dreyfus y Com- 
pañía, donde se encuentran los fondos necesarios [tara dar ¡cum- 
plimiento a lo- compromisos contraídos por la Provincia de- 
mandada, en virtud de la ley de <» de Julio de njo j. 

ijuc el articulo 5." de la "obligación «enerar', concordante 
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con la redacción y leyenda de los titnhw. establece tute el inte- 
r,s S f pagará en francos en París, en la Caja del lianm E^fiól 
<lcl Kii» de tS Piala: de los señores Uernard y Jariloyskv y se- 
ñores Uwís Drcyfus y Compañía, o en pesois oro iÉti Pítenos 
Aires, m la caja que el gobierno d&puSienB, 

thie el arííéülo dispone también que mdos lp_5 pagos* 
por íntiepeses □ ajritorii^cídtiés, sét&ú efectuados en írfnppa -» 
en pe»os 0*0, 

Qüe se trata, por lo tanto, de una obligación alternativa, 
ni la cual corresponde al deudor la elección de la prestación 
(«da vez ipie las partes no lian derogado por medio de una csti 
pülaeíón expresa la solución establecida por el a rúen lo. 637 del 
Cóííigo Civil, y porque, además, en los casos dudosos, las cláusu- 
la.- amplias delien interpretarse en favor del deMor (Código 
dé Omento, artículo 218 1. Que los lugares del, pago son pane 
de la alternativa en razón de ias formas del pago estipulada*. 

Que, por otra parte, la intención dé tos contratantes ha sitio 
garantir a los tenedores de los liúdos contra las fluctuaciones 
de la moneda argentina y no contra la baja del franco, pues cu 
la ópoca de ln emisión no |>odian preverle los acontecimientos 
fie la guerra que debían ocnsínnar la depreciación de la última 
de las monedas mencionadas. 

Que el acreedor no puede invocar íi su ia\wr el precedente 
rfe pagos anteriores de e*n>s mismos aipones ni pueden tam- 
poco interpretarse tales pagos como una renuncia del dereclm 
de elección en ta alternativa, atento lo establecido por el artículo 
i,.,o del Código Civil y porque el uso no puede asimilarse a un 
convento expreso. 

Que, además, el pago que pretende el actor (pie se le llaga 
en moneda nacional de curso legal, con arreglo a la ley <>47 s - 
no se encuentra ni ha podido encontrarse prevista, aun remota- 
mente, en el convenio. Dicha ley implica la imposibilidad de 
payar tu oro en Buenos Aires; un queda, entonces, dentro del 
convenio, «-ira f»rtna de pago que en franco* en París, y a ella 
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deben sujetarse Ips contratantes con arreglo al articulo 639 del 
Código citado. Kt equivalente contractual del |kso om os i-l 
fmm ta Paris. 

Qíic. por consiguiente, en todos los caso- y cu i oí las las 
lli jw'*t€'sis y désde Cliaííqtlier punto de vista que se coloque l:i 
Provincia de Tu.umán ciitii|ile su obligación pagando en francos 
en Paris. sin que el ador eneiieuire algún fuudauiento atendi- 
ble para exigir el pago en oro cu Buenos Aires y mucho menos 
en papel. 

lince untar, en seguida, que ta obligación del empréstito tía 
-ido contri; i da en Francia y que fas leves francesas pueden o 
deben aplicarse en el caso, no obstante que la cuestión carece 
de trascendencia, purqtte tos principio- de dicha legislación ex- 
tranjera son idénticos a los de la nacional y termina solicitando 
el rechazo de (a demanda, con la t léela ración de que la Provincia 
cumple su obligación ihhiíi-.hIo a disposición del acreedor el 
importe de les cupones en francos, en Paris, coil especial con- 
denación eñ las costas del juicio. 

Recibida la causa a prueba i fojas nj vuelta t, producida la 
que se expresa en el certificado de fojas \¿H y agregados los 
.dígalos de las partes i fojas 141 y 155 1. quedó la causa en esta- 
do ¿e sentencia : 

V Considerando: 

Que en el pleito no -e ha desconocido la autenticidad de tos 
cupones cuyo pago constituye el objeto de la demanda; un se 
lia discutido Ja legitimidad de la emisión de los til utos a que 
mr responden .-.queJlos cupones; ni se ha puesto en cuestión la 
validez de ninguna de Jas cláu-ulns u obligaciones consignadas 
en dicho- documentos, l.a controversia ha versado únicamente 
-obre el derecho que. respectivamente, se atribuyen las partes 
dt* elegir el lugar y moneda ríe pago de curre los mencionados 
Wl el insinmiunto de obligación y subsidiariamente, .-obre los 
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efectos de las leyes números 04/** >' 'U^i con relación :il > 
.(/f/> ífiff, 

y m- de ¡icti«f&o con el ÉeaítíS de. los misinos titule * emitidos 
vn virtud de ta autorización conferida [>ur la ley provincial de 
6 de Julio de i«joo. "l,ns Intereses cuyo importe nominal se halh 
" impreso sobre los eui>oues, son pagaderos contra los mismos 
"cupones vencidas: En París, en francos, en el Manco Español 
'del Ríf) de la Plata; en casa de los señores Itennird y jari- 
" l( )W skv y en casa de los señores I.ouis Hreyín- y Compañía. 

" Hit Bichos /íífM m « >ro - W. 4 Íf?N*^ <lcl ,<ío 

" de la l'lata y en todas sus sucursales de la Ucpúblna Ar- 

'* gemina". 

tjur la cláusula precedentemente transcripta establece púa 
ólllgacídn alternativa desde que señala distintos lugares para 
efectuar cada una de las prestaciones a une -e ha obligado el 
emisor (Código Civil, artículos í»J5 y í>.$o>. 

(Juc en principio corresponde al deudor la elección de! 
objeto de la prestación en las obligaciones alternativas 1 Código 
litado, artículo 6.17). Pero esta regla no es inquebrantable j 
puede modificarse por voluntad de los contratantes. 

(Jne en el presente caso, tanto los términos del contrato 
como la naturaleza de la operación realizada i>or la Provincia 
de Tueumáu y los mismos antecedentes de tlicha operación, de- 
muestran el proposito inequívoco de acordar a los tenedores de 
lo- títulos, es decir, al acreedor, la elección del lugar del pago 
V« ñor f" lamo, de la moneda currespo odien le. 

One, en efecto, al consignarse en la cláusula precedente- 
utente transcripta, que los intereses representados por los cupo- 
nes, serán pagados en l*aris y en Huellos Aires contra presen- 
tación de los mismos cupones vencidos, se ha dejado bien ela- 
1 ámeme expresada la voluntad de que el pago se efectuaría e i 
aquel de los lugares designados en que fueran presentados tos 
rlonm entos al cpbm y en la moneda designada para el lugar 
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elegido, quedando, por lo tanto, sutofdjtoada la elección ;i la 
votuintad dé) acreedor. 

Que, ademán, tratándose 8e la emisión de títulos dé ti 11 em- 
préstito externo, no puede tampoco considerarse dudosa ia intc- 
iigeneia de dicha cláu-ula en manto a la |x.*rs»na .1 quien Incum- 
be ta elección del lugar del pagó y de la moneda. Los gobiernos 
emisores necesitan el concurso de los capitalistas y ho se hadan 
en situación de imponer condiciones restrictivas al ejercicio de 
I"* derechos de] subscripto! ni de ampliar sus propias faculta- 
des, reservándose ventajas o comodidades en lo relativo a ¡os 
pagos. l*or el contra río. su empeño en atraer los capitales y en 
despertar el interés de las dislima* plazas n mercados los lleva 
a ofrecer las mayores facilidades, tanto para la adquisición de 
los* títulos como para el cobro de los intereses. De ahí la deter- 
minación de diverso- Jugare* para t i pago de los cu]>oncs ven- 
cidos o títulos sorteados y la designación de l;i> respectivas mo- 
nedas de airso i-ii e>u> logare*-, condicione- tpie importan el 
ntorganuento de prerrogativas a favor de los tenedores de los 
mulos a fin de estimular sii adquisición y qite no pueden inter- 
pretarse coiucj e-lahlecidas en beneficio del emisor sin desna- 
turalizar el propósito de la estipulación y sin torturar la verda- 
dera \ leal intención de los contratantes. 

CJue si alguna din la pudiere sulisistir aún acerca de la inte- 
ligencia de esa modalidad de la obligación, quedaría despejada 
en presencia del atilecedente que suministra el contrato cele- 
luado entre el gohiemo de la provincia demandada y los ban- 
Kjtterps míe adquirieron al firme los títulos del empréstito de 
que se trata y tomaron a su cargo la entisión de los mismos 
1 testimonio- de fojas too y siguientes y de fojas 1,11 y siguien- 
tes). Kl articulo ')■" del contrato, tic fojas 13J establece que: 

"los cup mes vencidos y |os títulos sorteados se pagarán por su 
valor nominal res] lectivamente, a la elección del portador, en 
liiietm- Aire*, en el lianco físpafiol del Ni>> de la l'lata: en Tu- 
cumán, en el Banco de la Provincia de Tueumán, y en K 11 ropa. 
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I» ir rl Hamo Kspaño! del Kio de la t'tata y los señores Lotus 
Dreyfus y Compañía". 

Que si bien es cierto se lia alegado i|ne en dicho contrato el 
Gobierno de la Provincia de Tucumán aparece representado por 
el Silímstro de lía-ienda y no pur el I V-tk-r Ivjecutho, como 
correspondía, es de observar, -in embargo, que el poder otor- 
gad" al doctor don Krnesto liosch para subscribir en París el 
bonó ¿ertétatíi bis certificados y títulos a nombre de] gobierno, 
aparece 'otorgado por el Gobernador de ta Provincia y el rés- 
ped i Vu Ministro, lo ipte br<poriaría una ratificación del con- 
trato con los banquero, si fuese objetable la personería del 
representante de la Provincia de Tiicitmáii en aquel acto, desde 
que el recordado mándalo al doctor Boséli era conferido en vir- 
tud de lo que establee el artículo 14 del objetado contrato de 
emisión del empréstito. 

Que por lo míe respecta a la imposibilidad de efectuar pa- 
gos en metálico, por el hecho de bailarse suspendidos los efec- 
tos de! articulo 7." de la ley número 3871. en virtud de lo dis- 
puesto en la ley número 9481, procede observarse, desde luego, 
que !; L clausura de la Caja de Conversión no comprueba por sí 
-ola ta imposibilidad de efectuar pagos en metálico, y, poi otra 
parte, el demandante no reclama necesariamente el pago en oro, 
pues admite que se efectúe en moneda legal en la proporción 
establecida por la lev número 

tjne -i bien el articulo de esta última ley autoriza a los 
deudores de obligae iones a metálico a demorar su pago mien- 
tras se encuentre suspendida la entrega de oro a cambio do 
papel por la Caja de Conversón, debe recordarse también «|ue 
el citado precepto exceptúa el caso en que el acreedor acepte el 
pago en billetes de curso legal al cambio establecido por el ar- 
ticulo i; tic la ley número 3K71. ú sea. a razón de un jieso papel 
por . nareiila y cuatro centavos oro. lo que importa colocar al 
deudor; de obligación a oro en la misqta situación en que se 
italiana -i la Caja de Conversión no hubiera sido clausurada 
para 1 - "¡«-raciones .le entrega de metálico. 
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Oue mi puede hacerse valer en el casi» e! argumento de que 
T;i ley <lf emergencia a hecho desaparecer una de las furnias de 
pago comprendidas en la obligación, o sea, el pago ni pesos oro, 
porque, independientemente de otras razones, debe tenerse en 
cuenta que en la especie sub títé solamente existe alternativa 
piopiatueule ti ¡cha respecto al lugar del pago, pties que elegido 
e-e lugar por el acreedor, la obligación *e hace juna y simple fie 
pagar pesos 0*0 o <le pagar francos, Kl liedlo solo de reclamarse 
en Buenos Aires el cumplimiento ile la obligación, flecarla por 
■inpk'to el pago en francos, porque el recibo de ésa moneda 
sólo puede imponerse, con arreglo a la convención, al tenedor 
qtie.se presente al robro en París, Tara el demandante, que lia 
exigido el pítgo en Muenos Aire*, no existe oirá moneda ehan- 
eelalofta r|ue el peso oró t> el suh-iimtivo de éste, establecido 
por Ui lev número l M7& 

Que aun admitiendo que en el presente caso existiesen dos 
fi»nn,i- tle pago, a pesar de lo precedentemente i-x prosa tío, un 
se llegaría. -i:i embargo, a la conclusión que sostiene la Pro? 
viñeta, apoyada en el artículo <\\'t del Código Civil, porque la 
ley de emergencia invocada número im habría hecbo des- 

aparecer una de la> prestaciones al prorrogar la exigí bilí dad de 
las deuda> a oró, sino que la habría substituido transitoria- 
mente por ta forma di- pago a papel al cambio de cuarenta y 
cuatro centavo- Oró, de ntodo qtte el acreedor que se hubiere 
resignado a recibir esie equivalente legal de su crédito 110 se 
habría colocado fuera de la convención, como se pretende, desde 
que habría hecho valer 1n> derechos que le confería el contrato 
en ta extensión ,'iUtnri/ada por la lev tle emergencia. 

Por estos fundamentos y los consignado» en el fallo pro- 
nunciado en el juicio seguido por don Amaldo Luchinciti cen- 
tra ta Provincia de Mendoza, y atento lo dispuesto en los ar- 
iiculo- <)L<|. (>_'_». 747 y 1104 del Código Civil, se hace lugar ¡1 la 
demaiuh y en consecuencia se declara que la Provincia de Tu- 
cumán está obligada a pagar a don Wílírid Barón, dentro del 
término de diez día-, la cantidad de mil ochocientos treinta y 
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cinco pesos oro sellado o su equivalente en moneda de cuiso 
legal, al cambio de doscientos veintisiete pesos con veintisiete 
centavos moneda nacional por cien pesos oro, con sus intereses 
destle ¡a fecha de la notificación fie la demanda. Pagúense las 
costas un el orden causado, en atención a la naturaleza de las 
cuestiones debatidas. Notifiques.-, repóngale el papel y archí- 
vese. 

A. Bermkjo. — Nicanor d. DKL 
Solar. — ]. Figukroa Al- 
corta. — Ramón Mknokz. 
— KoitKHTO Kkit.tto. 



Pnti J&$é ílthiri contra dttll $?T0!0mo Burú. sobre tUsahjo. 

Hit nrso ext ra $r4 Unirlo . 

Sumario: 151 articulo <n¿ del Código de Procedimientos de la 
Provincia de Buenos Aires, en cnanto niega al demandado 
de desalojamiento, el recur-o ¡le ablación que concede al 
demandante, no es viólalo rio de los artículos if> y iS de '.a 
Constitución Nacional. 

ÓMp: Lo explica eí siguiente: 



PALLO m la curte SUPREMA 

Buenos Aire*. Octul>rc í de IftÓ. 
Vistos y Considerando; 

tjtte en el supuesto de que la cuestión federal hubiera sido 
oportunamente planteada, es de observar, que como lo ha decía - 
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rado e-Ea Curte en ca>os análogo.--, el articulo 012 del Código ¡le 
Procedimientos de la [*rovmeia de Buenos Aires en cumulo 
niega al demandado de desalojamiento, el re^Ufesq ile apelación 
que loneede al demandante no es violalorio de li anicnlu> 
l6 y t8 de la Constitución Nacional (Fallos: tumo \s¡, pági- 
na 1(17, considerando 5." ; li ttitt j 137. página 105). 

23.0 lo es del primero, purouc la igualdad ante la ley ¡-nta- 
nientc exige qué rió se conceda a uno lo <|iie >e niega á otro 
i'ji ¡tfttalcs cm twstaitcias. y no son iguales los del tenedor pre- 
cario que resiste la entrega de 1111 predio y los del propietario o 
poseedor legítimo del misino que lo reclama. 

Tampoco lo es del segundo, o sea, la inviolabilidad de la 
defensa, porque ésta no depende del número de la> instancia- 
en ta substanciación de tos juicios. 

Por ello y 1<i resuelto en los caso- citados. se de /la ra impro- 
cedente él rectirso interpuesto, y devuélvanse previa imposición 
del papel. 

A. Bermejo. — Nicanor Gt. hi:i, 
Soi,\R. — j, Ficueiioa Ai.- 
tukTA. — Ramó.v Mi:mh:z. 

— ROHtSRTO R^PETTO. 



Gtíti¿*re$, .\fó.vim,\ crimiuol,. contra, por el delito de fafjtifka- 
c'tón; sobre e"iuf>eteueiti. 

Sumario; \'o corresponde nrlione materia* m e faci a la justicia 
íedera! y si a ía ordinaria de la Capital, el conocimiento 
de una causa |ku- presunta defraudación delictuosa a la ley 
di- sellos número 11,000. cometida ]*>r haberse empleado 
en documentos de créditos subscriptos y pagaderos en esta 
Capital, estampillas que <e dicen haber sido ya utilizadas 
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en otros documentos. (El impuesto de sellos de la ley 
i t.uoo regia el convenio por razón del lugar en que se cele- 
bró, \. por tanto, revestía el carácter de impuesto local, 
destinado a gravar un acto que sólo caia bajo el imperio 
ile la ley, por haberse realizado en esta Capital). 

Cato: Lu explican las piezas siguientes: 



UKTAMi;\ lii-I. SICÑOR 1'KOCURAlXtR CKNÜKAL 

Bueno! Aires, Ajlcito .u de llüa 

Suprema Corte: 

Viene a resolución de V. E. una cuestión de competencia 
negativa, tramitada entre el Juez Federal en !o Criminal y Co- 
rreccional <le la Capital de la Nación y el de Instrucción de la 
misma, para conocer en la causa que se inicia contra Máximo 
Gutiérrez por falsificación. 

Consistiría el delito inmutado a éste, a estar i\ las constan- 
cias acumuladas, en la indebida habilitación de documentos prc- 
eentadps al cobro ante 'a Justicia de Paz con estampillas nacio- 
nales qué ya habían sido usadas en otras ocasiones. 

Se trata, evidentemente, de un delito de carácter federa!, 
ya cpie es el Gobierno de la Nación el que resulta defraudado 
con esa doble utilización de valores fiscales nacionales, como lo 
son todos aquellos creados y a que se refiere la ley sobre papel 
sellado, de aplicación ésta en todo el territorio de la República, 
,- |)or razón del lugar o d$ la fwfiojA'^a del arro", según lo pres- 
enil el articulo t.° de la ley 1 1.000 sobre la materia. 

La circunstancia de haberse descubierto la falsificación en 
actuaciones producidas ante la Justicia de Paz de la Capital, en 
!cj que funda su incompetencia, el Juez Federal no cree que pue- 
da modificar la regla sobre jurisdicción contenida en el artícu- 
lo inciso 3." de la ley 48. que establece que los jueces de 
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Sección conocerán ten las causas por crímenes qué tiendan a la 
defraudación las reutas de ta Nación, 

La disposición modificatoria de la ley anterior, número 
I0$i, contenida en el artículo i." de la ley 11,000 relativa a la 
jurisdicción, <jue dice: "I^as acciones contra particulares püi 
cumplimiento de esta íey corresponden a la Justicia Federal o a 
la ordinaria fie la Capita-I, según la naturaleza del caso'", sólo 
puede referirse a los casos de interpretación y aplicación de 
dicha lev y no al presente, ajeno a ella.. ya que se trata de un 
cielito de falsificación en perjuicio del tesoro nacional, pre- 
visto y castigado por el artículo jejo del Código iVnal. 

t >pino. por tanto, que corresponde dirimir la presente con- 
tienda en favor de la competencia del Juez Federal. 

Horacio A\ l.arrcta. 

PALCO D£ I.A eORTE Sfl'RHM A 

Buenoi Airei, Ociubrc tu út IfCS 

Autos y \ i -tos; 

Los de contienda de competencia negativa suscitada entre 
un Juez de Sección de la Capital y otro de Instrucción de la 
misnta, para conocer deJ proceso que por defraudación por mi- 
dio de c-uampillas se sigue contra Máximo Gutiérrez, 

Y Considerando: 

Que las constancias de autos caracterizan y definen el ca.-o 
como una presunta infracción delictuosa a la ley de sellos vi- 
-nile. jiur haberse empleado' en docuuieutos de crédito «ul)*- 
criptos y pagaderos en esta Capita!, estampillas íjue se dice 
habfer -ido ya utilizadas en otros documentos, y a las que se le- 
hatirian borrado los sellos anteriores (ior procedimientos quí- 
micos. 
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Oue con arreglo al artículo i." de la ley ii.ooó. las acciones 
coriiTa particulares por cumplimiento de esta ley, corresponden 
a la justicia federal o a la ordinaria de la Capital, según la na- 
turaleza del caso. 

Qüfi en el .fiifí /Wírr las estampillas de t|ue se trata han sido 
puestas en pagarés sometidos al impuesto de la ley it.oofi, por 
haberse otorgado, contó queda ilíclio, en la Capital de Ea Repú- 
blica, de suerte que la jurisdicción federal no surte en el caso 
por la naturaleza del acto, porque ni el documento en si mismo, 
ni el acto contractual qué acredita, están por esencia sujetos a la 
jurisdicción federal, F,l impuesto aludido rige el convenio de 
referencia por razón del lugar en que se celebra, y, por tanto, 
reviste el carácter de impuesto local, destinado a gravar un acto 
que sólo cae bajo el imperio de la ley por haberse realizado en 
esta Capital (Fallos: tomo 137, isigina 417). 

Que la aplicación de hi< leyes en cuanto revisten el carácU-r 
i xpresado de leyes locales, como asimismo la sanción que co- 
rresponda a delitos que hay;m podido cometerse en violación de 
disposiciones legales de igual naturaleza, son cuestiones ajenas 
a la jurisdicción federal mientras no afecten o comprometan 
disposiciones tte la Constitución, untados o leyes especiales de 
carácter federal. 

Que, en consecuencia, y no tratándose en el sub litt' de mi 
rlcÜto que se diga cometido en un lugar sujeto exclusivamente a 
la jurisdicción federal, ni en documento o mediante acto que por 
su naturaleza determine esa jurisdicción, debe conocer del caso 
la justicia ordinaria. 

t'or ello y oído el señor Procurador General, se declara que 
la justicia federal es incompetente para conocer de esté juicio. 
Remítanse, en consecuencia, los autos al Juez de Instrucción de 
la Capital, avisándose por oficio al Juez de Sección. Repóngase 
el papel. 

A. Bhrmkjo. — Nicanor G. mi. 
Solar. — J. Figueroa Ai.- 
corta, — Ramón Mknokz. 

— K0HKKT0 RKl'KTTO. 
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Benjamín Moyana, criminal, contra, par substracción de un 
libro. Recurso de hecho. 

Sumario: i." No procede el recurso extraordinario del artieu- 
lo 14, ley 48. contra una resolución que ordena que el recu- 
rrente preste declaración indagatoria y se declara que el 
juzgado o iu> es competente para decidir si aquél estala bien 
n mal expulsado, es decir, si seguía o no siendo diputado 
provincial. | So se trataba de sentencia definitiva |¿ 

2° Los privilegios e inmunidades de que pueden gozar 
los miei n Uros de una legislatura provincial con relación a Ja 
ediripetertciá de Ins tribunales de ln misma Provincia están 
inmediatamente regidos por la Constitución y leyes locales 
y no por el articulo 5." de la Constitución Nacional 

Casti: l.o explica ej siguiente: 
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■ 

Buenos Aires. Oclubre IB de Isei 
Auto* y Vistos. Considerando: 

* 

Qiie según resulta de ja propia exposición del reeurrcuie. 
la sentencia de la Sn,irema Corte de la Provincia de Tucnmán 
se lia limitado a confirmar un auto del inferior en que se le 
conminaba por la fuerza pública "a que prestara indagatoria", 
lo que considera viulalorio de sus fueros como diputado a ¡a 
legislatura ¡ocal, manifestándose también por el señor diez míe 
"no era cartlpctéflte para decidir si estaba bien o mal expulsado, 
es decir, si seguía o no siendo diputado" 

One de ello se infiere, míe 110 se imlri de sentencia de fin i* 
t»;i como I., determina el articulo 14 de la ley 4S para la proce- 
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delicia «leí recurso en él prevUto en razón dé que no define el 
juicio que se dice iniciado "por substracción de un libro de asis- 
tencia" ni hace imposible su ei mtiniiacióii (Fallos: tomo no, 
página 2*), considerando 2."). 

Que, ]Ktr lo demás, lt>s privilegios e inmunidades de que 
puedan gozar lo- miembros de una legislatura provincial con re- 
lación a la competencia de los tribunales de la misma Provincia, 
están inmediatamente regidos por la Constitución y leyes locales 
y no por el articulo 5 " se cita de la Constitución Nacional. 

Por elío no ha lugar a la queja deducida. Notiíiquese y 
repuesto el papel, archívese. 

A. ÜCftMIÍJO — Nicanor G. ni-L 
SOI^K. — j\ FtCUKROA Al- 

cciKTA, — Ramón Mk\'i»x 



Pon .l/iiríí/j Pcreyra huoh contra ta Frot im ia de Buenos 
Aires, por devolución de sin* .* de dinero; sobre aproba- 
ción de HijmdaeiótK 

Sumario: Al pr< mudarse el Poder Judicial sobre la eonsti- 
huionalidad de una ley, lo hace coa referencia exclusiva- 
mente al caso traido a su jurisdicción; es decir, ipie no 
resuelve en abstracto el punto constitucional controvertid*» 
en el juicio, pues ello importaría entorpecer la acción inde- 
pendiente de los otros departamentos del gobierno, por ¡o 
(pie. por idéntica que fuese la situación del demandante 
relativamente a las nuevas cuotas pagadas del impuesto, 
con la que existía respecto a las que fueron materia del 
plcrto, la imonstitucionalidad declarada no tiene efectn 
sino sobre aquellas cuya devolución fué demandada y sen- 
tenciada. 
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Suenoí Air». Ottobie :t dt Iff* 

Y Vistos: 

ü¡ liquidación presentada por la parte actora a fojas _mjj; 
la* observaciones de la demandada, fojáa -'17; y la contesta- 
ción de aquella, f*»j:*~ ; 

V Considerando : 

tjue en e! presente juicio el objeto de la demanda, clara 
mente expresado en el escrito de tojas o. lia sido obtener la 
devolución de !a suma de setenta y cuatro mil doscientos eua- 
'eutn y ocho jiesos con .ineuenta y nueve centavos moneda na- 
cional, con sus intereses, pagada por el actor indebidamente y 
bajo protesta, en concepto de impuesto especial de afirmado del 
ca nino público de l.a l'lata a Avellaneda. 

Que el pnnumciamicmo de ota Corte, emendóse a !a nor- 
ma del procedimiento. -;egún la cual la sentencia definitiva debe 
••untener decisión positiva y pre.'isa con arreglo a las acciones 
deducidas en el juicio, declarando el derecho de lo- litigantes 
j condenando o absolviendo de la demanda en todo o en piarte 
Jiclar • t |iir la Provincia demandada estaba en la obligación 
ile devolver al ;ictor la suma reclamada, o sea. setenta y cuatro 
mi! doscientos cuarenta y ocho pesos con .-ineuenta y nueve cen- 
tavos moneda nacional, con sus interese- desde b techa de la 
ti< -tifie. ¡cion de ta demanda. 

(Jue las cantidades pagadas por el demandante a titulo del 
mismo impuesto, cu posterioridad a !a demanda, no ha sido 
materia de ampliación de esta ni tenidas en cuenta en la sen- 
tencia que ha definido el derecho de los litigantes. 

Que. por otra parle, id pronunciarse el Poder Judicial -obre 
onstitucionalidad de una ley. k) hace eó.1 referencia exclu- 
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siva al caí** traído a §¡a jurisdicción, es decir, que no resuelve 
i n abstracto el pumo constitucional controvertido en el juicio, 
mies ello importaría entorpecer la acción independien:? de los 
ntr«i- departamentos del gobierno. Fin consecuencia, por idén- 
tica ¡que fuese la situación del demandante dativamente a fes 
nuevas cuotas juagadas del impuesto, cutí la que existía res¡x-cM 
a las que tuero» materia del pletto, la inconstitucionatidad de- 
clarada no tiene efecto sino sobre aquellas cuya devolución t'iv 
demandada y sentenciada. 

«Jue. en lo tocante a intereses, debiendo ajustarse esto* 
i los que cobra el Banco de la Nación, según se ha establecido 
en la -emenda de tojas iSj. y resultando del informe que ante- 
cede que en dicho establecimiento ha repido el interés de siete 
por ciento hasta el \.' de Enero de mi! novecientos veintidós 
; el de seis y medio por ciento desde esa fecha en adelante, la 
liquidación de los que corresponde pagar la demandada debe 
y radicarse con arreglo a las mencionadas bases. 

Por ello y no ajustándose la presentada por el actor a 1c* 
establecido en los considerando precedentes, se la desaprueba, 
con costas, y practiques? dicha liquidaron ]x>r secretaria con 
arreglo ,i ¡o determinado eti esu- pronunciamiento, repontén- 
(tose el ivipe 1 . 

A. Bermejo. — S'rc.vxott C kkl 
Solar, — |. Fk;uekoa Al- 

CORTA. — KvMÓV MLNIHV, 
— Ro&EKTO Kkvktto. 



D u Robrri \ \ AWo/rv Parry contra tion Nifáfds Repitió, /vr 

Citíumtmu c infurtas. 

Sumario: t Los anteulos «>t y 02 de la Constitución no se 
oponen a la iniciación de acciones criminales contra un 
miembro dvl Honorable Congreso que no tuvieran origen 
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t u mi* opiniones eoirtb legislador, ni que se adefauien los 
procedimiento* de los resistivos juicios mientras no se 
afecte a mi libertad persoña-i esto e$; iHientraa no so dicte 
orden Je arresto o prisión, ya sea esta preventiva i> dé ca- 
rácter definitivo. 

La garantía constitucional de la igualdad ante la ley 
tu. puede decirse aíéeiadíi ¡un* el pedido de allanamiento del 
filen de un miembro del Poder Legislativo, dado que. a 
expresada garantía cosiste en que Bü se establezcan tv 
a'ivu'tu»> ^ privilegio» qü« excluyan a iUlftÉ de lo q:u- w 
concede a otros i>íW.-.< ri>cii»wí«tc*«j 

t",?r I,... explican las siguientes piezas: 



>l VTKM-IN PEI. H KZ OKI, t'Kl MHV 

i!.:fMi Air». Mi>o 11 de I«á 

Y \ ;s:i>*. Considerando: 

i ijue ci artu-ulo "j de ta Constitución Nacional esta 
Mece, que citando se forme querella por escrito ante ta justicia 
ordinaria, contra cualquier senador o diputado, exainittando e 1 . 
mérito del suníario en juicio publico, podrá cada Cámara, con 
dos tercios de votos* suspender en sus funcione?- al acusado 1 
ponerlo ,t dtSposici >n del Juez entupiente para su juzgamiento. 

j. Que la Suprema Corte, a fojas y* de esto? autos. Ha 
declarado que no puede obstaculizar el pedido dé desaforo, la 
circunstancia de que en los juicios de calumnia el projcedMieni 
sea exclusivamente contradictorio, pues si bien el articulo - 
de ta Constitución dispone que el sumario -ea examinad.» en 
juicio público, ante» de pronunciarse sobre e! allananuerito dfcl 
fuero, lógicamente debe entenderse tute se trata de anteceden- 
tes que haya remitido al Juez de la causa, sea que ccmstintyan 
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a ÚO m sumario en b acepción rigurosamente jurídica. de«dc 
uc ut> es dado presumir que la Constitución se proponga excluir 
iqueilai acusaeioue* que rio tienen un tramite inquisitivo pre- 
vio; niño que S€ ha referido al sumario, por ser e-a la torni . 
común ile cmen/ar los juicios criminales. Por otra pane, lo 
pie' los vtierpo> legislativos deben verificar en estos caso- es si 
lt l acusación tiene twi proposito serio o si pof ei contrario ha 
sido entablada con el único fin de atacar su integridad y su inde- 
pendencia y e- evidente que esa necesidad se satisface igwal- 
:vcn*.e en ei sumario • ■ d'ii ia acusación. 

|> Que concluida la secuela do esta querella y dictada i.v 
. idencia de autos, que ha «do notificada a las partes y que 
ip« ló debidamente consentida (articulo 4 l >3 del Cnlign de Pro- 
cediruientos). h- hace neces. rio e! previo pronunciamiento de 
la H Cámara de Diputad os. acerca de la suspensión en mis tuu- 
eioues del señor diputado nacional doctor Nic 4a- Repelió, que* 
filado en esta causa para que si asi lo considera procedente i" 
ponga luego disposición del infrascripto para su pagamiento, 
de acuerdo con el va citado articulo (ia de h CiwtsíSwctón Xa- 
cona! ( Montes de <Va. Derecho Constitucional, ionio tí. pá- 
gina i-?: Matie.i/o. IV Constitucional, tomo H. fagina Ót: 
Perfecto A raya. Comentario a la Constitución de la Nuri n 
\rgemina. tomo !i. fiág. 07" 

4. Ouo t-e pronunciamiento e* indi -pon sable se produzca 
ei no requisito absoluto previo a cualquier examen sobre ei im- 
• io de estas actuaciones! de jwrte del infrascripto, que esta obli- 
gado .i abstenerse de formar criterio sobre su procedencia, toda 
iez que es precisamente la talla de suspensión del miembro 
..cusa io l> que lo inhabilita para avocarse el eon-vimu uto pre- 
\ io > estudio del fallo, sea absolutorio sea condón : >. ya que 
como lo ha establecido la Suprema Corte, es la Canura la *ptc 
debe e.\.n i uar si la acusación tiene o no un propósito serio a 

MI inicio. 

; gue habiendo la Suprema Corte declarado, como queda 
dicho, que él ¡roce— substanciado : > r calumnia o injurias equi- 
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vale ¡A -iisiH.it u> i urtíailus 43» j¡ 4113 del Código de Procedí 
miento- Criminales >. en los «lemas delitos de activación juiblica. 
deben t'A-vnrM* estas actuaciones a la H. Cámara de Diputados 
en el concepto y a Jos electos que quedan referidos 

Por estos fundamentos y las <1Isj»osÍcione- constitucionales 
y legales recordadas, elévese a la H. Cámara de Diputados esta 
causa numero -h>~»l seguida por tus señores Rolferto y Adolfo 
Parry contra el doctor Nicolás Kepeito. por calumnias e in¿::- 
•ia> graves, a los efectos de lo proscripto en el articulo t>¿ de 
Constitución Nacional. — Afilie Pessogno, — Ame mí : <£ AV- 

Kv tKVUA DÉ LA C\M \K\ i:N LO CRIMINAL V CORRECCION \L 

B.ieaos Aire*. Julio ir de i*¡s 

Y Visto*. Considerando: 

Que el arttculi 62 de la Constitución dispone, u-.te cuantío 
se formule ./ur»v//<í contra un cenador o diputado ante la jnsti- 
U 'Cámara respectiva, previo examen dd mérito que ofrezca 
j* ■• podrá stispeiuler al acuario 5 ponerlo a disposición 
del huv competí ore para >u iuztíü»iú m nt.\ 

One e! precepto cotMitu.iotial e> claro y preets.. en sus tér- 
minos, pujfcü se refiere al acusad* y a su suspensión y desafuero 
fus efectos de su u:im»»hVm/.'. iodo lo que sin lugar .1 la nie- 
iiór <i.i.l supone «1 proceso abierto, \ excluye, por lo tanto, 
la posibilidad de Un caso de condena. 

Qat dkjlo precepto es igualmente claro en su espíritu, dado 
.1 tiende a poner a cubierto la estabilidad e independencia del 
!' L de las trabas qué pudrían oponérsele con querellas malí- 
• e infundadas, m nación que no es posible suponer en un 
fall • ■■>Ti>!enaiorio «le !.i justicia, 

«Jue, ulem.iv e' pn\ üeg ■ pai i.uuentariu comprende nú 
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• 

solamente la garantía de la libertad material necesaria para el 
funcionamiento del cuerpo, libertad que quedaría traUula i>or 
el arresto del legislador, sin» también la autoridad moral del 
mismo: autoridad que quedaría afectada ¡*»r un fallo condena- 
torio de la justicia dictado contra un miembro en ejercicio del 
I\ L, situación que es precisamente lo que se propone evitar la 
Constitución, al referirse al desafuero del acusado, no al c.»h- 
df Hado. y, ¡wr lo tanto, durante ei proceso o sumario como le 
Uania, no a la srntrtoña. 

tjue es de tener en cuenta asimismo que la independencia 
del t\ 1.. que el recordado privilegio se propone tutelar, se llalla- 
ría menoscabada si la justicia pudiese desintegrarlo por medio 
de condenas a pena* de encierro u inhabilitación y desauton- 
zarlo en todos los casos, sin haberle presentado la oportunidad 
de evitarlo concediendo el desafuero ames del fallo, a menos 
■me se reconociese al 1*. I-. la facultad tie revisión de! fallo de la 
justicia, lo que importaría salvar la independencia de un poder 
a costa del sacrificio del otro. 

<Jue esta tesis es tinto menos aceptable, cuanto que esa 
facultad de revisión de los faltos de la justicia ¡>or un poder 
extraño correspondería Solo a una de ías ramas del í\ I... contó 
sena la Ca ñara a que perteneciere el condenado, rompiéndose 
. si dos veces el equilibrio de los poderes y especialmnte la itide- 
¡ en* leticia del Poder Indicia!. 

Que ta independencia de lo- poderes, liase del sistema de 
gobierno adoptado, no admite en el sistema de la Constitución 
, tu lo que ai iVder Judicial <c refiere, mas excepciones que la 
de las fa.UL-..ide> de amnistía e indulto expresamente atribuidas 
en los artículos v-. inciso 17. y S«\ inciso 6fi, a". P, L. y al P. E., 
respectiva rente. j es evidente que aceptar que la justicia p -d-.a 
condenar a condición de consultar el cumplimiento de la con- 
dena a ¡a Cámara respectiva, importaría crear, por interpreta- 
ción > extensivamente, una excepción no prevista, coa viola- 
ción evidente de la- reglas tua» elementales de la hermenéutica. 
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Que esta interpretación, fundada en la letra y el esptruu 
dé! articulo es la que este trílmual ha aplicado en la causa 
seguida contra "1. Z. Agúeru Vera, por calumnia", resuelta |H>r 
el iribunal con fecha de Septiembre de h»_m. la que -urge de! 
fallo (le la Corte Suprt'm de foja- ¿.í- > la que le da e! Código 
Penal en el articula jj^í a! reprimir et hecho, de! funcionario 
público. de ni» observar en el arresta y formación de causa con- 
ira un miembro del poder publico o de muí convención consti- 
tuyente o colegio electora!, la forma preseripta en la? constitu- 
ciones o leyes respectivas, 

Por CStOS fúndame tito- y lo., concordante* tie los auto* de 
fojas l6> > 177. se continua el ..uto apéíado de fojas 107. - 
Scch'r. - González Kmira. — R,imos Mata. — Ante mi: Án- 
tf*mo /. Bcruti. 



IHCTAMKN PEU SKÑOR PROCURADOR OEXERAI, 

Buenof AwM, Ocntbrt * de (¡es 

Suprema Corte : 

Los doctores Roberto 3 Adolfo' Parry, en el juicio que 
siguen contra el doctor Nicolás Kepetto. por calumnia- e inju- 
rias, interponen ei recurso de apelación ijue autoriza et articu- 
lo 14. inciso de ¡a ley numero 4X. contra la -emenda dictada 
por Ta Exctna Cámara en 1*» Criminal \ Correccional, «q que 
procede y es cóncejrfido a fojas 196. 

Kn el fallo dictado por Y H. a fojas .í.; de este exj*edieñte 
y jurisprudencia que cita, han quedado establecidos ios casos 
en que gozan de inmunidades los miembros det Congreso, ¡mv 
excepción en la medida indispensable para asegurar la nde 
: endencia del Poder Leg&latwo de que forman parte, tie acuer- 
do con el precepto que contiene e: articulo 60 de la Consti- 
tución 

Fuera de c«<» casos claramente sintetizados en dicha sen- 
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t encía, tas acciones criminales de la naturaleza dé] sub judies, 
-'tí tu seguir mi iramitación con el objeto de reunir todos lo* 
antecedentes que permita & la Cámara respectiva,, previo exa- 
men, pronunciara sobre el ilesa ú»ro del legislador querellado, .1 
tes efecto- de su juzgamiento, poniéndolo a disposición de la 
autoridad competente si considerara procedente e' pedido iar- 
ticulo oj «le l;t Constitución). 

Llenada esta diligencia, seria recién llegado el rajo de que 
ti juez de la cansa dictara sentencia definitiva; la que no \m- 
dría hacer cuuplir inmediatamente si el legislador querellado 
fuera condenado ¡.mes de producido e! allanamiento de! tuero, 
dada ía inmunidad de arresto de que goza actualmente. 

i'or lo expuesto, soy de opinión que debe confirmarse la 
-enuncia recurrida de toias 187. que. a su vez, confirma la del 
interior de fojas 1(17. que manda elevar la causa a ia H. Cá- 
mara de IV pinado? a los efecto» de lo prescribió en el articulo 
le la Carta Fundamenta!, y pido a V. E. que asi se >ir\a resol- 
verlo. 

// *racia R. [¿trreta. 



VM.I.V UE 1¿A VoKTt: StTRKM A 

Bueno» Airct. Octubre t: Je !+.' ■ 
Visto? 1 Considerando: 

ijue como lo hizo constar esta Corte, en el fallo corriente 
a fojas J.í. fielmente interpretado en las resoluciones de primer.!. 
; segunda instancia y en e', dictamen del -eñor Procurador Ct- 
neral, los artículos 01 y 02 de la Constitución no se oponen a la 
miciacion de acciones criminales contra un miembro del Hono- 
rable Congres*' que no tuvieran origen en sus opiniones corno 
legislador, ni que se adelanten los procedimientos de los respec- 
tivos juicios mientras no se afecte su libertad persona!. e*:*> es, 



bAUOS I>E LA CORTE SUPREMA 



mientra* tío se dicte orden de arresto o privón, ya >ea r-ta- 
preventiva o de carácter definitivo. 

A ello se agregaba que lo que los cuerpos legislamos nece- 
sitan verificar en estos casos e* si la acusación tiene un propó- 
sito serio o si. por el contrario, ha sido entablad» con el único 
fin <le atacar su integridad > >u independencia, siendo evidente 
que esa necesidad se satisface igualmente con e! sumario o con 
la acusación. 

*Jue cuanto n la garantía constitucional de la ¡gualda 1 ante 
la "c\ (articulo km. tjiie también se inwica. ella no puede de- 
cirse afectada t*>r el pedido de allanamiento del fuero del acu- 
sado desde que. como lo ha hecho jonstar la jurisprudencia de 
este tribunal, ella consiste en que no se establezcan excepciones 
(» privilegio* que excluyan a unos de lo que so concede a otros 
i n tffU6f£$ íin niisiünt ttts i i'a.'fos: tomo it>. pagina il& \ oirw. 

I'or ello, lo dictaminado i>or el señor Procurador tteneraj y 
fumlamentoj concordantes de la sentencia afielada, >e la con- 
firma j devuélvanse, reponiéndose el papel ante el juzgado de 
origen. 

A. fÍERiiKjo, — Xicanhk bel 
Solar. — | . Figueroa Ai - 

CORTA. ~ KaMoN MkM'I-7. 
— RoüKkVo ttKI'ETTO, 



S*H'n'dad úiiánitita "¡kíftnio y Refinería Sonta .ith\ HUérti v 
CoiHfaHta himitihía ". contra hi Provincia *ie Tuctunán, pat 
devaJueién (fe sumas de dinero sobre r$wc4tvria de wwti 

tSúhit ii'rs .;», , /fíi de remate . 

Sun; >..>* Procede la citación de reñíale en un caso en que de- 
positada por el golwmador de una Pnniucia en calidad de 
pago ta suma reclamada, el apoderado de te Provincia, 
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antes de tptc se consumara ei pagu ¡u»r l;i entrega del dinero 
al ejecutante, se opuso a dicria entrega. o'icuando Cti tiém- 
po y forma la prosecución del juicio a fin de deducir la» 
excepciones ipie lucieren a su derecho. 

*.".í.f.' I." explica el siguiente: 
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Bueooi A\:ts, Octubre ¡"' d< 19Ü. 

Y Vistos: 

La revocatoria interpuesta por el ejecutante contra la reso- 
lución de fojas 537. en tpie se cita de remate a la Provincia de 
Tncunián. pedido de revocatoria fundado en que el juicio eje- 
1 kittivt» ha concluido porqtie en la diligencia de intimación co- 
rriente a fojas 510, el Gobernador de la Provincia hizo entrega 
de la suma que motiva esta ejecución, eil calidad de p;.g". 

< >tie. entre tanto, v >ean cuale- fue>eu la> manifestaciones 
de referencia, es lo cierto que con interioridad a ellas y ante- 
de que se consumara el pago por la entrega del dinero al eje* 
cútante, ta Provincia, por medio de su apoderado se ha Opuesio 
a dicha entrega, solicitando en tiempo y forma la prosecución 
dei juicio a fin de deducir las excepciones que hicieren a íit 
derecho 

Que, con tales :.ntecedeme^. tu- puede pretender-e qUe el 
depósito de la suma, importe de los honorarios, subsista con ca- 
rácter de pago, ^ino con calidad de embargo, y. en consecuencia, 
procede en tal cae» la citación (te remate, «.egun expresa dhq* - 

sittón Ugal (.articulo adjfi ley 50 >. 

Oiu est.! SOlUCton IW afecta, en rigor. U>> derechos del éje- 
cutante. pues si bieu suspende ia entrega de k»a fondos por el 
reclamados, pennitirá establecer expUeitamente ¡-ti derecho a 
éretbirios con audiencia de Ui Provincia ejecutada, facilitando 
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;i las panes la oportunidad de ejercitar con amplitud las facul- 
tades legales encaminadas a demostrar la excedan alegada a su 
nnpn >eci leticia. 

l*i ü- ello tío se hace lugar a l;i revocatoria solicitada: y de la 
excepción de pago opuesta p^r la IVovinciá, traslado al eje. li- 
tante por éJ término de h'y _\ amos. Kep, vi papel. 

A |íi-:km kji». — Xicam'k G, íwtt 
Solar. — J. Ficuíiwm At- 
x&Kts. — Ramón Minm. 
K Km: . rn 



K« la misma fecha se *lici« * igual resolución en la> can-. .» 
seguida.» por la Compañía Azucarera Padilla Hermanos y la So- 
ciedad Vriómma ingenió y Refinería Santo Ana. por idéntica 
causa. 



Crimina} rtrntra .\Y> : ; iano EtcHéivfry o Juan AnJradt- 'u> '7.7 
Sürdi> , \ por roba y doble homicidio. Contienda de eómfw- 

Sumario: i. 1.a controversia entre un Jtuv de Secei"u > un 
Itif.» del Crimen de la justicia >»i\imaria acerca le a cuál de 
h-- dos corresponde juzgar vn primer tvniuuo a los proce- 
sados, constituye mi conflicto de carácter jurisdiccional 
comprendHlo entre a los qne a ta Corte Suprema corre*- 
ponde dirimir, ni ejercicio de facultados legales propias 
ley 4055. articulo o', inciso di. Código de Proceduniemós 
en lo Criminal, articulo 43. inciso 3. L_. 

_"■ K.l indiscutible facultad constitucional de las pro- 
vincias para darse sus leyes Uvales, tu» puede ser óbice a "a 
atribución del Congreso para dktar determinadas, d&post- 
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ciónes regtauteatarias. fijando normas de actuación (pie de 
<nra manera quedarían tibiadas al arbitrio de imev]MvucH»- 
«es contradictorias, en perjuicios de intereses > derechos 
derivado*, en definitiva, de leyes fundamentases de la Na- 
ción dictada- por el mismo Congreso en nx' de facultades 
exclusivas. 

3, ¡V acuerdo con |o dispuesto por el articulo „íS dei 
Código de Procedimientos en lo Criminal de la Capital. que 
por tener san.ión del Congreso es ite preferente aplicación 
respecto a la >y provincial, et>rre-ponde. en el caso, quilfe el 
Juez de Sección juzgue primera mente, 

C>JtP Lo explican las siguientes piezas : 



\l*TO ÓtL SKXOR JVK2 HnKRVL 

La Plat», Aiottü » de 1*3 

Autos v Vistos. Considerando: 

t Que es indiscutible la competencia del subscripto para 
entender en esta causa t|iie se instruye contra Serviliano Eíche- 
um o Juan Andrade ui • "Kl SbrHo" \*k robo a Vicente Qaí- 
tetta, hecho ocurrido dentro de la zona propia del puerto de esta 
Ciudad, lugar donde es evidente la jurisdkvion exclusiva de la 
\'acio:i, coníornie lo establecen los artículos JJ¡. inciso -*. ' de ta 
lev- 48, y _7. de !a ley numero 4055. ta que. por "tra parte, ha 
-ido expresamente reconocida y aceptada por el señor Jue. 
doctor J. A. 0ianetón. cOtno resulta de ía comunicación de 
fojas 10 y resolución testimoniada de fojas -\í vuelta. 

2f tjue, como consecuencia de ese derecho, el Juagatk», 
teniendo conocimiento que por ante el Juzgado del Crimen de 
esta ciudad, a cargo del doctor I. A. Chaneton. se seguía cansa 
contri, el mismo encausado. por doble homicidio ocurrido den- 
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ir»» iU- la ¡tiviMÜiVi pii de dieh<« magistrado, ie pruüuni.i., a 
fojas 14, la cuestión de prioridad que establece el artículo 
del Código de IVocediniiem»* diado. !a que lia sitio desenlio - 
ckta por el nombrado señor Juez, arguyendo que dicha iüsjh»- 
>¡ció:i legal sólo legisla el procedimiento a seguirse ¡>or los ¡ue- 
e#fj nacionales, sin míe. pueda tener vigor para los jueces de las 
provincias. ya que ¿* l a;> se lian reservado el (krceho de legislar 
en materia de procedmttentos. 

3* Oue. es cieno, que dentro de nuestro sistema federal, 
las provincias conservan todo el derecho nn delegado por !a 
Constitución al t»obierno Federal «articulo 104 de la Constitu- 
ción \:¡ci»»na! t y que al Congreso curj^pondfe dictar jos Códi- 
...... r,vi) Comercia 1 . Penal y de Minería, para todo ei territorio 

de la Nación (artículos r^. inciso it. y 10S), de lo que resulta, 
ntte las provincias se han reservado e! derecho de legislar en 
materia de Procedimientos a la inversa de lo que acontece pii 
■ :ia- naciones que han adoptado y pra.'.iean ei sistema l'edev.o 
I Memauia. dnide los procedim ientos judiciales son federales. 
> Canadá* que es federa), solamente etí nuieria penal), cabe 
observar que dicha-* atribuciones tío han sido desconocidas por 
el juzgado en la resolución de tojas 14. de la que se remitió 
testimonio al señor Jüei del Crimen, en cuya resolución tau 

hace prevalecer el fÍcr.vJW> tic prioridad que asiste al subs- 
cripto con respecto al citado magistrado provincial, para juzgar 
al prevenido Kieheverry. en esta causa. 

4. Qíie, aparte de que los jueces de provincias, son agen 
14 * naturales de los Jueces Federales, puesto que están obliga- 
dos a cumplir las diligencias que estos les encomendaren (ar- 
ticulo i.í de ¡a ley número 4S'. el Código de IVocedittiiehtos en 
materia tíenaj dp U Capital dé la Nación, es aplicable iht K-s 
tribunales foterátes, en virtud de haberlo asi dispuesto la te} 
nacional número 2 m \-j. sancionada ton techa 4 de Octubre de 
j promulgada el día.. 17 del mismo me> y año. Se irata, 
piu*. de una !e\ nacional, que prima sobre !as leyes y hasta 
bte las mismas constituciones provinciales, conforme al píinci* 
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;-u> del articulo de la Constitución Nacional, que dios: "Ksta 
Constitución, :as leyes de la Nación une en su consecuencia se 
iluten por el Congreso y los tratados con las potencias extran- 
jera!! son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de 
cada Provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante 
cualquier disposición en contrario que contengan las leyes o 
constituciones provinciales, salvo para la Provincia de líuenos 
Aires, los tratados ratificados después de! pacto de 1 1 de No* 
viembre ile 1859". 

5^ (Jue, siendo asi. e! argumento deí señor Juez del Crimen, 
cíe que los preceptos contenidos en el Código de Procedimientos 
Penales de los tribunales nacionales, soto rigen las normas pro- 
cesales aplicables por los jueces de dicha jurisdicción, sin que 
estas pueden tener vigor para los jueces de las provincias, es 
erróneo: por consiguiente, emanando de una ley naeior.:! et de- 
recho de prioridad que confiere al subscripto el artículo $3 
citado, es ohHgatorc a las autoridades provinciales reconocerlo 
y acatarlo. 

Por ello así se resuelve y oficíese, con transcripción de la 
presente al señor Juez del Crimen de esta Ciudad, doctor J. A. 
Clianetón. pura que disponga 'a anotación a la orden di-1 intra-- 
cripto. del detenido y encausado Serviliano Ktcheverry o Juan 
Andrade * a 1 'i\ I Sordo", para ser juzgado primero \**r la jus- 
ticia federa!; haciéndole presente que. oportunamente, se ]hhi- 
drá de nuevo. a sn disposición, al citado detenido, páía que lo 
juzgue ]x>r el delito cometido en su jurisdicción, y que en casi* 
de perseverar en su negativa que comunicará a: juzgado. ?t . ele- 
varan los autos a la Corte Suprema de Justicia, para que eri de- 
finitiva dirima la cuestión (articulo ü>*, inciso b ) de la ley $955» 
y artículo 4.í. inciso 3.* del Código de Procedí miento* Penales. 
— C. Zai alUt. 
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HH l \.\U-\ DKL SEÑOR PROCUÍtVDOa tíKSl-B \l, 

tabla Bimct. Ociubr* 18 4* 19. 3 

Stíprcnia Curte: 

Se procesa a Serviliano Ktcheverry tai "121 Sordo" por ¡a 
comisión de varios delitos en jurisdicción de (a Provincia dé 
Buenos Aires y en la ¡torta del Puerto de La Plata. 

Kl Juez de Sección de esta ciudad entiende i|iie le corres- 
ponde la prioridad en el juzgamiento del imputado en cuanto a 
los delitos cometidos en la zona del Puerto, sometida a la abso- 
luta y exclusiva jurisdicción nacional; de acuerdo con lo di- 
putóte por los artículos 3,^ inciso 4." de la ley 48. y 38. de la ley 
nacional sobre procedimientos criminales. 

Kstc último dice: "En el caso de (pie tino de los delitos 
I erteneciera al fuero federal y el otro a la jurisdicción provin- 
cial o a la ordinaria de La Capital o Territorio Nacionales, de- 
ln-rá ser juzgado primero por la justicia federal". 

El Juca; deJ Crimen de La Plata, doctor Adolfo Chanelan, 
entiende, («ir su parte, qué tal prioridad le corresponde y des* 
conoce míe la disposición legal transcripta pueda tener efecto 
«" -nlro dr b» limites de la jurisdicción provincial. Se ha negado, 
por <-l!o. ¡i poner al procesado a disposición del Juez Federal, 
curtió éste lo requería. 

Con tal motivo quedó planteado el conflicto de jurisdicción 
entre a mi jos magistrados ipie han sometido a resolución de V. K. 

Aunque rio se trata de una cuestión de competencia de las 
mu* a V K, corresponde dirimir de acuerdo con lo dispuesto pos- 
eí articulo <►." de la ley 4055. ya que los jueces no discuten ei 
derecho que cada uno se atribuye para juzgar los delitos en su 
respectiva jurisdicción, los conflictos de la naturaleza del pré- 
sertié han sillo considerados ¡>or e-la Corte Suprema como cuín 
prendidos entre los que por el articulo g* citado deben some- 
terse a la resolución de V. K. 
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En cuanto al fondo de In cuestión de jurisdicción planteada 
en estas actuaciones, ella c* análoga a otra promovida recien- 
temente entre el misino Juez, doctor Chanetón. y e! de Instruc- 
ción de la Capital, doctor Llavallol, en el proceso seguido a 
Mariano Poch. en el que, al expedir mí dictamen, recordé la 
doctrina de V. H. {tomo 98. página 283), relativa al alcance 
tle las disposiciones del Código de Procedimientos en lo Crimina! 
de la Capital de la Nación frente a prescripciones contenidas 
en las leyes tic procedimientos de las provincias. 

La Corte Suprema dijo al respecto que la primera ley es de 
preferente aplicación respecto de la ley provincial, por cuanto 
aquella tiene sanción del Congreso (articulo 31 de la Constitu- 
ción Nacional ) y. por consiguiente, correspondía La prelación 
para conocer del delito perpetrado en la Capital al señor Juez 
de Instrucción de la misma, a cuya disposición debía ser puesto 
el procesado, sin perjuicio de pasarlo en oportunidad al Juez 
de la Provincia a los efectos del proceso radicado en *u juris- 
dicción. 

Por estas consideraciones, atento la analogía con el caso de 
autos, soy de opinión que corresponde dirimir este conflicto en 
favor de la prioridad del Juez Federal. 

HoTucio R< barreta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butwi Aire», üetuiw* 1» de tan 

Autos y Vistos: 

Ijjs de contienda de competencia entre el Juez de Sección 
cié la Ciudad de La Plata y el del Crimen de ta misma, para 
conocer con preferencia en la< causas, respectivamente, forma- 
das por doble homicidio y robo a Serviliano Etcheverpy o Juan 
Audrade. wtias "El Sordo", 
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Y Considerando : 

{¿im si bien en él estricto sentido legal de la expresión no 
habría en réalidad en e) caso una contienda de competencia, 
jKisitiva u negativa, por cuanto los jueces aludidos no se atri- 
buyen potestad exclusiva y 'bre determinado juicio, ni se elimi- 
nan, res] lectivamente, del conocimiento de la misma causa, el 
hecho es t|iie. como se observa en el dictamen de fojas 35, el 
Sub jadice constituye un conflicto de carácter jurisdiccional, 
comprendido, sin duda, entre los que a este tribunal corre p-"ide 
dirimir en ejercicio de facultades legales propias l ley 4055, 
articulo <>. ', inciso fr); Código de IWedi miemos en lo Crimin;d. 
articulo 43. inciso 3."). 

<jne limitándose el punto controvertido a determinar, el 
liu'z que ha de juzjjar en primer término al procesado, sin que 
ello importe exclusión o mefloaeabo de jurisdicción alguna, es 
evidente, desde luego, la insnbsistencia de las conclusiones en 
<jtie funda el juez exhortado el auto denegatorio que motiva la 
contienda. 

Que la indiscutible facultad constitucional de las provincias 
para darse sus leyes locales, no puede ser óbice a la atribución 
del Congreso para dictar determinadas disposiciones reglamen- 
1 arias, fijando, como en el caso, normas de actuación que de 
otra manera quedarían libradas al arbitrio de interpretaciones 
contradictorias, en perjuicio de intereses y derechos derivados, 
en definitiva, de leyes fundamentales de la Nación, dictadas por 
el mismo Congreso en uso de facultades exclusivas ( Argumento 
de los Fallos: tomo 138. página-. 154 y 157). 

Que el artículo 38 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal de la Capital de la República que es ley de la Nación 
(ley número ¿37 2 \ y que por tener aquel carácter es de prefe- 
rente aplicación respecto a la ley provincia! (Constitución, ar- 
ticulo 31 ). dispone (pie en el caso de que uno de los delitos per- 
teneciera al fuero federal y otro a la jurisdicción provincial 
a la ordinaria de la Capital o Territorios Nacionales, deberá 
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>cr juzgado primero por la jurisdicción federal ( Fallos : tomo 98, 
página 28$. y contienda de competencia en la causa contra los 
reos Luis Kargus. Luis Koller y Francisco Cejas, resuelta por 
este tribunal en Septiembre 17 del corriente año). 

Por ello y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Pro- 
curador General, se declara: que corresponde la pretación para 
conocer del delito penetrado en el puerto de La Plata al Juez 
de Sección de la misma, a cuya disposición será puesto el pro- 
cesado, sin perjuicio de pasarlo en oportunidad al Juez del Cri- 
men de la Provincia a los efectos del proceso radicado en su 
jurisdicción, Devuévansc. en consecuencia, al Juez Federal de 
La Plata, con aviso al Juez del Crimen de dicha jurisdicción 
provincial. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dEi. 
Solar. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roiierto Repetto. ■" 

■ 



Doña María Angélica Mendoza de Roque Bouquet contra la 
Provincia de t Sania Fe. sobre indemnización. 

Sumario: 1 ° No habiendo identidad de personas, no procede 1a 
excepción de cosa juzgada. 

2. Resultando que los derechos ejercitados por los 
actores fueron >ya materia de dilucidación judicial, por 
hallarse comprendidos total o parcialmente en una demanda 
entablada anteriormente a nombre de la causante de aquellos 
y desestimada por sentencia firme, procede ta excepción de 
cosa juzgada, respecto de esos derechos ; no asi respecto de 
los que no se habían incorporado aún al jiatrimomo de la 
causante en la época en que ella dedujo 'sus acciones en el 
citado juicio. 



Caso; Lo explica el siguiente: 
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V.WAfl I>K LA CORTE SUPREMA 

•utaoa Airt», Octubre d« ist» 

Y Vistos : 

Ivi apoderado substituto de la señora María Angélica Men- 
doza Hotiquct de Roqué y de los señores Jorge y Ricardo Men- 
doza llouquet, se presenta exponiendo : 

Que sus representados heredaron <Je su señor padre don 
Domingo Mendoza, derechos de propiedad y dominio sobre seis 
leguas ochocientos noventa y un mil a vos de legua en los campos 
conocidos ]>or la "Merced de Arrasceta'', que fueron inventa- 
riados y adjudicados en mi juicio sucesorio. 

Que esta extensión de campo inventariada bajo el núme- 
ro 399>y tasada en la smna de seis mil ochomientos noventa, y 
nn pesos bolivianos, fue adjudicada a sus hijos legítimos de la 
manera que indica por un total de dos mil novecientos cincuenta 
> cinco pesos. 

Que, además, correspondió a sus hermanos Arturo, Carlos, 
Carmen y Domingo, novecientos ochenta y cuatro pesos boli- 
vianos a cada uno de ellos en las seis leguas ochocientos no- 
venta y un mil a vos de leguas referidas, lodo lo que está com- 
probado por el documento autenticado que bajo el número, i 
acompaña en 13 fojas útiles. 

Qw habiendo fallecido Arturo. Carmen y Domingo Men- 
doza, fué declarada heredera de ellos la señora Aurora Bouquet 
de Mendoza, madre legitima de los mismos y de sus represen- 
tados, pasando a la misma.. a título hereditario, los derechos que 
ellos tenían a esas tierras cuya posesión hereditaria le fué dada 
por el Juez de la sucesión, según se comprueba por el docu- 
mento acompañado bajo el numero 2 en 4 fojas útiles. 

tjue por fallecimiento de esta señora fueron declarados úni- 
cos y universales herederos sus hijas María Angélica Mendoza 
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Itouquct de Roque y Jorge, Ricardo y Cario* Mendoza Bouquet 
y heredaron de ella en tal carácter In parte de sus hermanos Ar- 
turo, Carmen y Domingo, todo lo que se justifica por el docu- 
mento que bajo el número i también acompaña en 13 fojas 
útiles. 

Que asi es que vienen a corresponder a sus representados 
por herencia materna dos mil doscientos catorce pesos bolivia- 
nos, que unidos a los que les correspondió en la herencia pa- 
terna da la suma total de cinco mil ciento sesenta y nueve pesos 
bolivianos ($ 5.169) sobre los seis mil ochocientos noventa y 
un pesos en que fué tasada la tierra, lo que representa cinco 
leguas ciento sesenta y nueve mil avos de legua sobre las seis 
leguas ochocientos noventa y un mil avos de legua. 

Que la propiedad y dominio de sus representados deriva 
de compras que hizo su padre legitimo don Domingo Mendoza, 
a sucesores de don Miguel Arrascaeta. entrando así en la comu- 
nidad de dicha Merced con una porción de cuarenta y dos leguas 
ochocientos noventa y un mil avos de legua, que le correspondió 
eíi la división de derechos practicada por el perito Thiriot. 
judicialmente aprobada, porción que quedó reducida por tíos 
ventas que realizó, quedándole, en <on*ecuencia. la porción antes 
dicha y que fué la que pasó a sus herederos. 

Que tales derechos han sido también reconocidos en las 
sentencias de este tribunal que cita, en cuanto mandó indemni- 
zar a Gaündez, Irigoycn e Iturras|)e, sucesores de derechos de 
Mendoza. 

Que fundada la acción en las diversas disposiciones legales 
que invoca, concluye expresando que demanda a la Provincia 
de Santa Fe para que indemnice a sus representados el valor 
correspondiente a sus derechos en las seis leguas ochocientos 
noventa y un mil avos de legua que pertenecieron a su causante 
don Domingo Mendoza, o sea, la extensión de cinco leguas 
sesenta y nueve mil avos de legua que es la cuota que les ha 
correspondido por herencia paterna v materna, con costa* en 
caso de oposición. 
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Acreditada la jurisdicción originaria de esta Corle y co- 
rrido traslado de la demanda a la Provincia de Santa Fe, el 
apoderado de ésta se presentó y ex|iuso. 

<¿ue la Merced de Arrascaeta no puede ponerse en discu- 
sión y deben aceptarse de plano las conclusiones que en el sen- 
tido expuesto contienen las sentencias de esta Corte recaídas en 
los autos de Ismael Oalindez y de Berna rdu l\ de luir raspe 
y otros. 

Chic toe actores deben acompañar con la demanda las escri- 
turas y documentos en que fundan su derecho o por lo menos 
mencionarlos con la individualidad posible, pues en la que con- 
testa sólo se acompañan con ta! fin los documentos detallados 
de fojas 1 a 21, incompletos c insuficientes para justificar el 
derecho que invocan, como to es >ta mención que hacen del árbol 
genealógico de la familia de Arrascaeta. 

(¿lie doña Aurora Houqiiet de Mendoza intervino en el 
juicio que don Bernardo P. de Iturraspe siguió en representa- 
ción de vario* comuneros de ta referida Merced contra la Pro- 
vincia de Santa Pe ; y en I." sentencia que pronunció esta Curte 
dejó establecido, considerando jo. que no aparecía justificado, 
entre otros, el derecho que particularmente reclamaba dicha 
señora. 

(¿lie tal pronunciamiento definitivo inhabilita a los deman- 
dantes para hsecr valer nuevamente sus pretendidos derechos» 
porque será siempre uno de los principales fundamentos de la 
rosa juzgada la necesidad de poner fin a los pleitos. 

(¿lie Ins efectos ile la cosa juzgada para doña Aurora liou- 
quet. emergentes de la sentencia recordada, tiene aplicación a 
los demandantes universales, herederos de aquélla, pues la sen- 
tencia dada a favor o ^mrra el causante se extiende en sus 
efectos a favor o contra sus herederos o sucesores universales. 

(¿ue los derechos, entonces, de los herederos de doña Auro- 
ra Bouquet de Mendoza en la indemnización reclamada en estos 
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autos no pueden -ser otros que los que tuviera su causante y que 
fueron ya desestimados en el juicio de Iturraspe. 

Examina en seguida las condiciones legales de la cosa juz- 
gada que oíkkic como excepción a la demanda y agrega : 

Que oj)one. además, la prescripción en que para el caso se 
ampara su parte por haber transcurrido con evidente exceso los 
términos que la ley señala para que se opere, tanto la prescrip- 
ción adquisitiva (artículos 4033, 4049 y 4050, Código Civil), 
como la extintiva de la acción personal instaurada (artículo 
4057, Código citado). 

Que hace presente que alega esta excepción hecha valer en 
los juicios de Galindez e Itarnaspe, en razón de las diversas 
fechas y fie no existir en ésta los mismos actos interruptivos 
que se apreciaran en dichos auto- para motivar su rechazo. 

Que en mérito de lo expuesto solicita que se absuelva a su 
parte (k* la demanda con las costas del juicio. 

Corrido traslado de la excepción de prescripción opuesta, 
la parte de los Mendoza la evacuó diciendo: 

Que si hay cosa juzgada como sostiene la parte contraria 
es porque cree que la demanda se entabla por las mismas partes, 
por la misma cosa y por la misma causa inmediata. 

Que si esto es así» ia prescripción que invoca Santa Fe 
quedó interrumpida por ta demanda sentenciada el 9 de Sep- 
tiembre de 1913, desde cuya fecha hasta el presente no puede 
haberse cumplido ninguna prescripción. 

Que habiéndose rechazado la misma excepción opuesta por 
la Provincia de Santa Pe en los juicios seguidos con Galindez 
e Iturraspc, la defensa de prescripción debe ser rechazada en el 
presente juicio. 

Abierta la causa a prueba ( fojas 51 \ y producida la que 
expresa el certificado de fojas 84, se presentaron los alegatos 
de foja* 92 a 103, llamándose autos para definitiva (fojas io6>, 

Y Considerando: 
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i." Que trabada ta litis de la manera que queda antes ex- 
presa da. corresponde examinar en primer término la excepción 
de cosa juzgada opuesta por parte de La Provincia de Santa Fe. 

Que dicha excepción se ia funda, en el hecho de haber 
esta Corte declarado en el fallo «pie obra Oh el tomo 117, pá- 
gina 268 de la colección, que doña Aurora Bouquet de Mendoza, 
madre de los actores no justificó los derechos individúale» que 
invocara. 

3, Que doña Marta Angélica Mendoza Bouquet de Roqtté, 
don Jorge y don Ricardo Mendoza Bouquet, reclaman, desde 
Juego, derechos que han recibido directamente ]>or herencia pa- 
terna, según se comprueba con los testimonios debidamente 
autenticados de sus respectivas hijuelas corrientes de fojas 3 
a fojas 8. Pero la demanda comprende asimismo derechos que 
los actores habrían recibido posteriormente por herencia de su 
señora madre, la cual a su turno los tenia como sucesora de sus 
lujos Carmen, Domingo y Arturo, y a quienes en la testamen- 
taria paterna les fuera adjudicado, fojas 3 a 8. una parte en la 
Merced de Arraseaeta. equivalente a la de sus hermanos, los 
actuales demandantes. 

4 " Que acerca de los derechos de la primera clase es evi- 
dente que la excepción de cosa juzgada debe ser desestimada. 
Xo se ha probado, en efecto, que la madre de los actores en el 
juicio anterior de Iturraspe contra la Provincia de Santa Fe, 
litigare con la representación fie ellos, pues de su compulsa sólo 
se infiere que lo hizo en su nombre personal. Véase testimonio 
de fojas 38Ó. La identidad de personas necesarias para la pro- 
cedencia de la excepción de cosa juzgada, faltaría, en el caso. 

5." Que no ocurre lo misino respecto de los derechos ejer- 
citados por los actores en su calidad de sucesores de doña Aurora 
ííouquet de Mendoza. Esos derechos habrían sido materia de 
dilucidación judicial por hallarse comprendidos total o parcial- 
mente en la llenan da entablada por lturraspe en representación 
de doña Aurora, a virtud del poder otorgado por feta el año 
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1897. El testimonio de íoj;is 14 certifica que el año 1892 habían 
fallecido ya los hijos de doña Aurora, Carinen y Domingo, y el' 
de fojas 17 que, Arturo, otro de los hijos, había muerto en 
Octubre de 1905. Quiere, pues, decir que si en el año 1897 al 
otorgarse poder a los efectos del juicio anterior, doña Aurora 
había sídb ya declarada heredera única y universal de sus hijos 
Carmen y Domingo, los derechos adjudicados a éstos en la 
Merced de Arrascacta, fueron necesariamente comprendidos en 
la demanda anterior, lis más. a estar a las constancias de estos 
autos, doña Aurora no invocó ni .pudo invocar otros derechos 
que los de sus mencionados hijos, pues la confrontación de la 
tasación corriente a fojas 17 vuelta, practicada en los autos 
sucesorios de don Domingo Mendoza con las hijuelas demues- 
tra qne las seis leguas ochocientos noventa y un mil a vos f nerón 
vainadas en seis mil ochocientos noventa y un pesos, y la suma 
de los valores adjudicados a cada uno de los siete hijos tía pre- 
cisamente esa cantidad. Lo cual, al significar que doña Aurora 
no heredó nada de su esposo en la Merced de Arrascaeta, prueba 
que sólo hizo valer los derechos recibidos de dos de ellos. 

ó." Que en tales condiciones la sentencia dictada en juicio 
con doña Aurora, tiene efecto de cosa juzgada para sus here- 
deros uní versales. Jos actuales demandantes, a quienes la Pro- 
vincia de Santa Te ha podido o|>onerles válidamente lo juzgado 
respecto de tos derechos corresponditntes a los hijos de aquella. 
Carmen y Domingo. 

7." Que respecto de los derechos heredados por doña Auro- 
ra de su otro hijo don Arturo Mendoza, quien aparecí- de autos 
fallecido en una fecha muy posterior al año 1X07 < testimonio 
de fojas 17). no es posihle admitir la excepción de cos;i juzgada, 
por cuanto tales derechos 110 se habian incorporado al pairi- 
n ionio de doña Aurora en la época en que ella dedujo sus accio- 
nes en el citado juicio anterior. 

8. 1 ' Que los derechos de don, Domingo Mendoza no sólo no 
han sido impugnados, sino que están comprobados por las cscri- 
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turas de fojas 28 a 34 de los autos de Ittirraspe contra Santa Fe, 
árbol genealógico y convenio de división de fojas 94 a 121, res- 
pectivamente, aparte de que fueron reconocidos en los misinos 
autos al mandar indemnizar at doctor don Bernardo de Irigo- 
yen y a don Bernardo Ittirraspe derechos cedidos por Men- 
doza, pertenecientes al mismo titulo, 

9." Que la Provincia de Santa Fe, en forma vaga e impre- 
cisa invoca la prescripción adquisitiva y liberatoria, refirién- 
dose a ¡guales defensas que formulara en los juicios de Galindez 
e Iturraspc contra la misma (Fallos: tomos 107 y 117, pági- 
nas 63 y 268, respectivamente), sin reparar que tales defensas 
fueron desestimadas totalmente jwir esta Corte en los fallos de la 
referencia. 

tn Que siendo el último de dicho fallos de fecha 9 de 
Septiembre del año 1913, no han corrido términos hábiles para 
fundar dichas defensas desde que la presente demanda tiene 
fecha 21 de Mayo de 1920 í cargo de fojas 27 vuelta). 

1 í. Que acreditado como está el derecho de Mendoza a las 
tierrii* de la referencia, lo está el de los actores como sucesores 
de aquél, derechos bien comprobados con las escrituras públi- 
cas que obran de fojas 2R a 34. árbol genealógico fojas <)4- con- 
venio de división fojas 121 de los autos Ilurraspe versus S;mta 
Fe v hijuelas de fojas 3. 3 vuelta. 5 vuelta de los presentes. 

Por estos fundamentos se resuelve: hacer lugar a la excep- 
ción de cosa juzgada tn cuanto a los derechos cor rescindientes 
a doña Carmen y Domingo Mendoza Bouquet y se la desestima 
en lo demás ; rechazar la prescripción opuesta y condenar a ¡u 
Provincia de Santa Fe a indemnizar a los señores Angélica 
Mendoza Bouquet de Roque. Jorge y Ricardo Mendoza Bou- 
quet el valor de las porciones que como herederos de SU padre 
rloii Domingo Mendoza y de su madre doña Aurelia B. de Men- 
doza, en cnanto :i los derechos que originariamente pertenecie- 
ron a don Arturo Mendoza Bouquet, les correspondió sobre la 
Merced de Arrascáeta, conforme con la pericia corriente a fojas 
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700 de los aiitoü de I tur raspe por reputarse equitativa ia esti- 
mación practicada en la misma. Xotifitjuese y previa reposición 
del sellado, archívese. 

Nicanor G. pel Solar. — Ra- 
món Méndez. — Roberto 
Repétto. 



Municipalidad de fa Capital en autos con don Eugenio Días 
Vélcz, sobre repetición de impuestos. Recurso de hecho. 

Sumario: i.° Entre las condiciones impuestas por la ley jiara ia 
procedencia del recurso extraordinario, es indispensable que 
algunas de las cuestiones federales enumeradas en el articu- 
lo 14 de la loy 48 haya sido planteada en el pleito, o sea, 
en condiciones .tales que el tribunal local de última instancia 
haya podido pronunciarse sobre ella. ( En el caso, la cues- 
tión federal fundada en los artículos 3. , 5." y 19 de la 
Constitución, fué planteada con posterioridad al fallo de 
última instancia). 

2° La Ley Orgánica de la Municipalidad de la Capi- 
tal es de carácter local, y hallándose organizada ésta en lo 
judicial como un gobierno propio e independiente con juris- 
dicción amplia en todo lo que es de régimen local, su inter- 
pretación y aplicación corresponde a los tribunales de ese 
orden sin que puedan motivar el recurso extrordinario para 
ante la Corte Suprema, en tanto no haya sido impugnada 
como violatoria de la Constitución. 



Caso: Lo explica el siguiente : 
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FALLO HE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aim. Octubre so de l«s 

Autos y Vistos, Considerando : 

Que el recurso <le queja que se interpone por el represen- 
tante de la Municipalidad de la Capital, del auto denegatorio 
del recurso extraordinario dictado por la Cámara Segunda de 
Apelaciones en lo Civil, en el juicio seguido por don Eugenio 
Piaz Vélcz, sobre repetición de impuestos, es improcedente. 

Que a los fundamentos consignados en esc auto, testimo- 
niado a fojas 3. se agrega, que si en el pleito, o sea, con ante- 
rioridad al fallo de última instancia, la Ordenanza Municipal 
hubiera sido impugnada de meonstttucionalidnd por el señor 
Díaz Vele*, la decisión apelada estaría fuera del caso previsto 
en el indio 2." del artículo 14. ley 48, por no ser contraria, sino 
favorable al derecho apoyado en la Constitución Nacional. 

Que en el mismo escrito de queja se hace constar que 9a 
cuestión federal fundada en los artículos 3.°, 5." y 19 de la 
Constitución, de cuya inteligencia no depende evidentemente la 
solución de la causa sobre ilegalidad de una contribución, ha 
sido | flauteada con posterioridad al fallo de última instancia, lo 
tjuc basta para reconocer que el recurso extraordinario era 
extemporáneo y, por lo mismo, bien denegado. 

Que, en efecto, entre las condiciones impuestas por la ley 
y reconocidas |>or la jurisprudencia [jara la procedencia del re- 
curso extraordinario ante esta Corte, es indispensable que alguna 
de las cuestiones federales enumeradas en el articulo 14 de la 
ley 48, haya sido planteada ty el pleito, o sea, en circunstancias 
tales que el tribunal local de última instancia haya podido pro- 
nunciarse sobre ella. 

Que esa es la jurisprudencia uniforme de esta Corte deri- 
vada del texto del articulo 14 de la ley nacional de jurisdicción 
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y competencia (Fallos: tomo 75. páginas 183 y 404; tomo 104. 
página 146: tomo 1 10, página 85 ; tomo U2, página 24 y otros), 
y concordante con la jurisprudencia americana, como consta en 
la copia misma del sumario de los rio* fallos que se citan por el 
recurrente y en todos los rjue se mencionan en la página 29 de 
¡as Limitaciones Constitucionales de Cooley, bastando traducir 
fiel caso líollin versas Ncbra-fca. 176. U. S., 83, página 91, lo 
siguiente, que precisa el alcance de ese recurso: "Hemos re- 
suelto repetidamente que una apelación a la jurisdicción de la 
Corte no debe ser una mera sujestión posterior (afterthough), 
y que si algún derecho, privilegio o inmunidad es fundado en la 
Constitución o leyes <le los Estados Unidos, del»e ser especial- 
mente alegado y reclamado antes de la decisión final del caso 
( before tbe final adjudteatibn of lite case) por la Corte de que 
se apela". 

Que, además, y corno lo hace constar la 'resolución denega- 
toria del recurso de fojas 2, "el pronunciamiento del tribunal se 
ha limitado a declarar la ilegalidad del artículo 8.° de la orde- 
nanza de impuestos municipales correspondiente al año 1922 y 
no se ha ocupado en forma alguna de las supuestas garantías 
constitucionales que invoca el recurrente". 

Que siendo la Ley Orgánica de la Municipalidad de carác- 
ter local y hallándose organizada la misma en lo judicial como 
un gobierno propio e independiente con jurisdicción amplia en 
todo lo que es de régimen local, su interpretación y aplicación 
corresponde a los tribunales de esc orden sin que puedan moti- 
var el recurso extraordinario ¡jara ante esta Corte, en tanto no 
haya sido impugnada como \io! atona de la Constitución Na- 
cional (Fallos: ionio 48, página 71 ; tomo 56, página 312). 

I*or ello se declara bien denegado el recurso. Notifiques^ 
y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — J. Ficuehoa Al- 
corta. — Ramón* Méndez. 
— Roberto RepETto. 
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lixtradicián de Duntoti Uhisfaiti Joseph Comtaní, a solicitud 
de las antoridhdes judiciales del reino de Bélgica. 

Sumario: i. u li\ procedimiento a que están sometidas las solici- 
tudes di extradición no constituye un juicio propiamente 
tul que prejuzgue sobre la inocencia o culpabilidad del re- 
querido, pues sólo se propone conciliar las exigencias dé la 
administración ríe 1» justicia represiva en los países civili- 
zados, con los derechos del asilado, taxativamente circuns- 
criptos en el articulo (155 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal. 

2. a Estando llenados lo* requisitos establecidos cu los 
artículos 2", incisos 22 y 28, y 10 del tratado vigente entre 
la República y el Reino de Hélgica, canjeado en 30 de No- 
viembre de 1877, procede la extradición de un subdito belg.i. 
condenado por las autoridades judiciales de aquel país por 
el delito de hurto doméstico |*>r abuso de confianza. 

Cmo; Ia) explican las siguientes piezas : 



«K.VTKXCIA J>Ki. SKÑOR jt KZ l-KUKKAL 

U Plata, Mayo 14 da USA 

V Vistos: 



1.a extradición solicitada |»or las autoridades judiciales de 
I.kja (Bélgica), del subdito de esa Nación, Duiiion Chislaín 
Juseph Constant. de 28 años de edad, casado, empleado y do- 
miciliado en este país. 



Y Considerando : 



Primero. — (Jue el tratado de extradición celebrado por 
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nuestro país con el Reino de llélgíca. establece la reciproca en- 
trega ¡le los individuos detenidos, acusados o condenados como 
autores O cómplices de los crímenes o delitos que se mencionan 
en el mismo. 

Segundo. — Que el requerido se haba asilado en la Repú- 
blica y condenado por tas autoridades judiciales de Bélica a 
sufrir la pena de un año de prisión y 20 francos de multa por el 
delito de hurto doméstico por abuso de confianza, previsto en el 
artículo 2.°, inciso 22 del tratado. 

Tercero. — Que la identidad del requerido ha quedado jus- 
tificada con la información acompañada y declaración del pre- 
venido y los requisitos del artículo 10 del citado tratado, han 
quedado cumplidos con los documentos acompañados. 

Cuarto. —Que la objeción hecha por el señor defensor a 
fojas 24. no puede oponerse a las disposiciones del tratado que 
rige especialmente tas relaciones de las altas partes contratan- 
tes: además, no es indispensable que el auto de captura con- 
tenga la resolución de extender ésta a países extranjeros, porque 
la sola requisición dirigida en ese sentido, suple la forma que 
menciona aquél. Por lo que hace a la invocación de la ley 161 2. 
debe decirse que ésta no rige el caso de autos, desde que él está 
sometido al tratado de que se ha hecho mérito ( articulo 646. 
inciso i." y 648 del Código de Procedimientos). 

Por tanto y de conformidad con el dictamen del señor 
Procurador Fiscal y disposiciones legales citadas, se hace lugar 
a la extradición solicitada, librándose las órdenes necesarias a 
fin de que se ponga al reo a disposición del señor Ministro de 
Relaciones Exteriores, a quien se remitirán estas actuaciones 
dejándose testimonio de las fojas 5 a 9 v de ta presente que 
quedarán archivadas. — C, Zaralia. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Y Vistos U Plgt *' Ag0 **° W de 183 

Por sus fundamentos se confirma la resolución apelada de 
fojas veintisiete, Devuélvanse. — José Marcó. — R. Guido La- 
-tiile. — A. L. Marccmiro. 

DICTAMEN DEL SEÑOR j>Roa:H.\DOR GENERAL, 

Bueno» Airci. Srptltnbrc 2Í de litis 

Suprema Corte : 

l*o> documentos presentados por la Legación del reino de 
l'.élgica. en apoyo del presente pedido de extradición del sujeto 
Ghislain üumon, de nacionalidad lR'lga, llenan cumplidamente 
tos exigencias del articulo 10 del respectivo tratado celebrado 
en Bruselas el 12 de Agosto de ifW», toda vez que se ha acom- 
pañado no solamente copia autenticada de un mandato de pri- 
sión expedido contra la persona del requerido por el Tribunal 
Correccional de Líe ja, sino también copia nulentícíida ile la sen- 
tencia de condenación pronunciada en rebeldía por el mismo 
tribunal contra dicho requerido, forma ésta autorizada y pres- 
v -ripia en el pais requeriente, según la disposición del artículo rSG 
del Código de Instrucción Criminal Béjga, transcripto a fojas 7. 

Kl delito por el cual se persigue al requerido es de lu^ que 
autorizan la extradición, ¡xir estar comprendido en la enumera- 
ción del articulo 2:: inciso 22 de! Tratado, siendo de advertir, 
atento n lo estatuido en la ¡Kirie final del citatlo artículo 2.", que 
se trata de un hecho castigado por nuestra legislación penal con 
pena corporal hasta dos años de privón (artículo 102, C. P¿)¿ 
> según la ley pena! del ¡jais requeriente, también con jwna cor- 
poral hasta cinco años de prisión (artículo 463. C. P. Belga». 
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De manera, pucs,*qnc m> estando, como no está, el caso 
comp rendido dentro de las excepciones del articulo y del Tra- 
tólo «v apareciendo en autos plenamente comprobada la iden- 
tidad del requerido, nada se opone al otorgamiento de la extra- 
dición solicitada, ya que no cabe considerar las objeciones for- 
muladas |K>r la defensa a base de la interpretación de preceptos 
de la ley número 1012, puesto que. cuando como en el Sfit> jmHcc 
hay tratado, el pedido de extradición debe sujetarse Únicamente 
a ía forma y requisitos que en él se prescriban (artículo 648 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal: fallos de V. E.: 
Mino 130, página 200 y otros). 

I *ur tanto y por las consideraciones aducidas en la sentencia 
de fojas 27. pido a Y. E. quiera servirse confirmar la resolución 
apelada de fojas 33 vuelta, que declara haber lugar a la extra- 
ilición de Ghislain Dnnion solidada jíor la Legación de Bélgica. 

Horacio R. Lar rda. 



V.\U» DE L.\ CORTE SUPREMA 

é Bueno* Aire», Octubre de IDSl 

Vistos y Considerando : 

Que en esta instancia la defensa del requerido de extradi- 
ción Dumon Ghislain Josepb Constant, nada alega respecto al 
recurso de apelación y se limita a fundar el de nulidad de la 
sentencia de fojas 33 vuelta, confirmatoria de la de fojas 27. en 
razón de que la Cámara a qüo dictó la providencia de "■autos" 
que le fué notificada por nota fojas 33 vuelta -y no ha observado 
las formalidades del titulo Vil, libro III "del modo de proce- 
der en segunda instancia", establecidas en el Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 

Que el mismo Código se ha apartado de e<as fornlRSidadcs, 
consignando las reglas del "procedimiento en los vasos de extra- 
dición de criminales" en el titulo V de la Sección Segunda "de 
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los juicios es|¡cciates" en su libro Cuarto, ¡o que hace improce- 
dente la declaración de nulidad solicitada. 

Que como lo ha hecho constar esta Corte en diversos fallos, 
el procedimiento a que están sometidas las solicitudes de extra- 
dición no constituye un juicio propiamente tal que prejuzgue 
sobre la inocencia o culpabilidad del requerido* pues sólo se pro- 
pone conciliar las exigencias de la administración de la justicia 
represiva en los ¡mises civilizados, con los derechos del asilado, 
taxativamente circunscriptos en el artículo 655 dei Código de 
Procedimientos en lo Criminal (Fallos: tomo ni. página 35; 
•orno 117, página 145). 

tjue, además, el presente pedido de extradición está regido 
por el Tratado vigente entre la República y el Reino de Bélgica, 
canjeado en 30 de Noviembre «le 1887, y como lo hace constar la 
resolución apelad* por su referencia a los fundamentos de la 
del señor Juez Federal de fojas 27, se han llenado los requisitos 
establecidos en los artículos 2.". incisos 22 y 28, y artículo 10 
del misino. 

Cor ello y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, se co.i firma la resolución de fojas 33 vuelta y 
devuélvanse * 

A. Hkrmejo. — Nicanor O. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Rouerto Repetto. 



fUttt Jesú.<¡ Hawai cu aillos can doñi: Rosa Colman efe Montón, 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho. 

Sumario: K«> procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 4S. contra una resolución que no hace lugar a la excep- 
ción de iiuom]>elencia de la justicia federal fundada en la 
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circunstancia de ser quién la oi*one argentino naturalizado. 
(El auto o sentencia afirmando Ja competencia federal, por 
su propia naturaleza, no puede tener otro significado que 
el de una mera interpretación de la ley cuya validez se 
sostiene). 

Caso: IvO explica el siguiente: 



FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Imim Atm, Octukrt W «i 1«S. 
Autos y Vistos, Considerando: 

Que la excepción de incompetencia deducida ante la Justi- 
cia Federal y fundada en la circunstancia ele ser quien la opone 
argentino naturalizado, no es susceptible de generar una cues- 
tión como la prevista en el artículo 14, inciso 1 * de la ley nú- 
mero 48 por referirse éste a la validez de un tratado, de una ley 
del Congreso o de una autoridad ejercida en nombre de la Na- 
ción, y el auto o sentencia afirmando la competencia federal, 
por su prcjpia naturaleza, no puede tener otro significado que el 
de una mera interpretación de la ley ctiya validez se sostiene. 

Que tampoco encuadraría el recurso dentro del inciso 3. 
del mismo artículo 14 de ta ley 48 I*"* no existir resolución con- 
traria a ningún privilegio, derecho, garantía o exención emer- 
gentes de las leyes del Congreso, ya que el fnero federal, única- 
mente debe reputarse un privilegio cuando se lo desconoce, no 
cuando, como en el caso, se lo admite (Fallos: tomo 05- In- 
gina 406; tomo ioi. páginas 70 y 257). 

Por ello se declara improcedente la queja. Notifíquese y 
archívese, y repóngase la foja. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto RepETto. 
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N O T A S 

Con fecha primero de Octubre de mil novecientos veinti- 
trés la Corte Suprema hizo lugar al recurso de revisión inter- 
puesto I*>r el procesado Jorge Mieú. condenado a sufrir la pena 
de diez y siete años y medio de presidio, accesorias lega tes v 
costar con arreglo a lo dispuesto por el artículo i". Capitulo I 
de la ley número 4189. vigente entonces, t*>r el delito de homi- 
cidio perpetrado en la irersona de Andrés Llodovenco. en el 
paraje denominado "Sierra Nevada", jurisdicrión del territorio 
nacional del Cliubtit : y dado que el nue\0 Código Penal reprime 
el mismo delito en el articulo 79 con reclusión o prisión de ocho 
a veinticinco años, pena indudablemente más benigna como se 
observaba por el señor Proctrador C.eneral, y en atención a las 
circunstancias y condiciones cu que fué ejecutado el hecho de- 
lictuoso, resolvió substituir la pena de presidio impuesta, por la 
de diez y seis años y medio de reclusión, míe delierá cumplirse 
con los electos legales determinados en el artículo 12 del citado 
Código y las costas del juicio. 



lía la misma fecha 00 se hizo lugar a la queja deducida 
por don A tifio Orlandini, en autos con el Nuevo Banco Italiano, 
sobre desalojamiento, por inferirse de ia propia exposición del 
recurrente que en el juicio sólo se había tratado del desalojo de 
una finca alquilada sin contrato escrito y cuyo alquiler mensual 
era inferior a quinientos pesos, y, además; en atención a lo dis- 
puesto en los arriados 1." de la ley 927, y 13, inciso 3." de la 
ley 2SÜ0, y lo resuelto por el tribunal en el caso que se registra 
en el tomo uy, página iíh de sus decisiones. 



Con fecha tres 110 se hizo lugar a la queja deducida por 
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doña Josefa Rodríguez Stiárez Vázquez y sus hijos menores, en 
autos con el Ferrocarril del Sud, sobre daño* y ¡«rjuicios, por 
resultar de la exjKJsicióu de la recurrente que el tribunal a quo 
(Cámara Federal de Apelación), había basado su decisión abso- 
lutoria en que "la circunstancia de que existieran barreras cu el 
paso a nivel en que ocurrió el accidente y de que estas se encon- 
traran cerradas, demuestra suficientemente la imprudencia de la 
victima" ; es decir, en consideraciones de hecho y tic prueba que 
ho pueden ser revisadas en el recurso extraordinario para ante 
la Corte Suprema ; a lo que se agregaba, que no podía afirmarse 
que en el caso la decisión del pleito dependiera de la interpre- 
tación que se dé al artículo 5.". inciso 8." de la ley 2873, desde 
que 110 puele existir relación alguna entre el accidente motivo 
del pleito y el hecho de no levantarse tas barreras después del 
paso de los treneí. 



Kn la misma fecha 110 se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por don Enrique Rojo, en autos con el I lauco Hipo- 
tecario "Suizo-Argentina'*, sobre entrega de cédulas, en razón 
de t|ue según la exposición del recurrente, el juicio de referen- 
cia, fallado en tíos instancias contra el actor, había versado sobre 
el derecho que éste invocó a la restitución de cédulas nacionales 
de su propiedad depositadas en el expresado Banco y que se 
decia indebidamente retenidas por éste, no apareciendo tampoco 
que en la causa se hubiera controvertido y resuelto cuestión 
federal alguna, sino que se había limitado a la interpretación y 
aplicación de disposiciones de derecho común relativas a un con- 
trato de depósito, fundamentos extraños al remedio legal que 
instituyen los artículos 14 de la ley 48, y <\" de la 4055; agre- 
gándose, además, en cuanto a la invocación del articulo 17 de la 
Constitución hecha por el recurrente, que de acuerdo con la ley 
y la jurisprudencia, para la procedencia del recurso deducido 
no basta la invocación de una cláusula - (institucional, sino (pie 
es necesaria la relación directa e inmediata que prescribe el 
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articulo 15 de la citada ley 48. requisito que no se había cum- 
plido en el caso sub judkc. 



Kn cinco del misino no se liizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por Valentín Grande, en el pedido de revisión de la 
causa criminal seguida en contra, por el delito de homicidio, 
por no resultar tic la exposición del recurrente, qiie se hubiera 
interpuesto recurso alguno ]iara ante la Corte Suprema, que le 
hubiese sido denegado. 



V 

Kn la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de L,a Plata que declaró procedente el recurso de revisión inter- 
puesto |jor el procesado Antonio Martínez Diego, condenado a 
sufrir la pena de cinco años de penitenciaria de conformidad 
con lo dispuesto por la ley 4189 en su artículo 17, Capítulo 1, 
inciso 4.\ póf el delito de homicidio perpetrado en la persona de 
José Rosa Guerrero, en razón de que 110 procedia modificarse la 
calificación legal del delito, y porque la Cámara resolviendo el 
expresado recurso, substituyó la pena impuesta anteriormente 
por la tre< años y medio de reclusión, con arreglo a lo estable- 
cida j>or el articulo 81, inciso 1 letra ai del nuevo Código en 
vigencia, pena que dados los antecedentes del hecho delictuoso, 
era justa y estrictamente arreglada a derecho, como se obser- 
vaba por el señor Procurador General. 



l'.n el nvursu de revisión interpuesto por el procesado Juan 
de Dto^ Din/, condenado a sufrir la jwna de veinticinco años 
de presidio, o sea. el máximum de la establecida por el articu- 
lo 17. Capitulo I. inciso 1." de la ley número 4180. c otno autor 
del delito de homicidio peqietrado en la per<ona de Domingo 
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Guiroga, en Río Gallegos, Territorio Nacional tic Santa Cniz, ta 
Corte Suprema, con fecha odio de Octubre de mil novecientos 
veintitrés, en razón de que, siendo también de veinticinco años 
él máximum de privación de libertad que establece la disposi- 
ción análoga del articulo 79 del nuevo Código Penal, y debiendo 
aplicarse la pena en su grado mayor dadas las agravantes cir- 
cunstancias del delito y los antecedentes de su autor, declaró 
improcedente la revisión solicitada, en cuanto al tiempo de la 
camión impuesta, debiendo cumplirse, sin embargo, como de 
reclusión con los efectos legales determinados en el artículo 12 
de! misino Código y las costas del juicio. 



Kn la misma fecha, la Corte Suprema, de conformidad con 
lo dispuesto ]>or el Código de Procedimientos en lo Criminal, en 
su artículo 551. inciso 4.°, declaró procedente el recurso de revi- 
sión interpuesto |>or el procesado Kvaristo Torres condenado 
a sufrir la |)ena de doce años de presidio por el delito de 
homicidio perpetrado en la persona de (sabelino Niiuez, en el 
paraje denominado "Campos de Kchcgaray", jurisdicción del 
Territorio Nacional del Chaco, y dado que el nuevo Código Pe- 
nal reprime el mismo delito con reclusión o prisión de ocho a 
veinticinco años, pena indudablemente más benigna que la apli- 
cada con arreglo a la ley 4189* vigente entonces, y en atención 
a las circunstancias en (pie fué cometido el hecho delictuoso, 
resolvió substituir la sanción impuesta al reo, por la de once años 
de reclusión, que deberá cumplir con los efectos legales deter- 
minados en el artículo 12 del mismo Código y las costa* del 
juicio. 



En diez del mismo no se hizo lugar a la queja deducida por 
los señores Rouges y Rouges, en autos con el Poder Ejecutivo 
de ta Provincia de Tucumán, sobrt' cobro de impuesto, dado 
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que, según aparecía de ];t propia exposición del recurrente, la 
sentencia ile que habia interpuesto recurso extraordinario para 
ante la Corte Suprema, se había limitado a declarar improce- 
dente ta apelación llevada ante nqiic! tribunal, por aplicación de 
sus leyes procesales. Id que no (nidia ser revisado |>or la vía del 
recurso del articulo 14 de la ley 48, con arreglo a lo vdte adá- 
menle resucito. 



I\n la misma fecha no -c hizo lugar a la queja deducida 
por don Juan Bettinclli. en autos con don Cenemso Montero, 
sobre desalojamiento. j>or resultar de la exposición del rceu- 
rrcnie que la sentencia que confirmó la Cámara y dé que se 
interpuso el recurso extraordinario denegado, estableció que no 
podían aplicarse las leyes 11.150- y 1 1.157 en los casos que me- 
diare- contrato a plazo fijo y por escrito, celebrado con ante- 
rioridad ;i la vigencia de (licitas leyes: y, en consecuencia, la 
decisión recurrida 110 habia declarado la invalidez de las citadas 
leyes, sino que se habia limitado a interpretarlas, y en tales 
condiciones, el recurso extraordinario era improcedente, por 
t n.larsc de la interpretación y aplicación de dÍS|x>sicioues de 
derecho común, ajenas al recurso extraordinario, según lo reite- 
ra' lamente resuelto ¡«ir el tribunal. 



Con fecha quince no se b'im lugar a la queja deducida por 
don k i na !d<> Ueliella y otro, en la causa seguida contra Kndque 
Maldes y nims, por defraudación. por aparecer igualmente de 
la exposición de U» recurrentes, que en el pleito, o sea. con ante 
rioridad a la sentencia definitiva, no se hahia planteado eue- 
tion federal alguna, corno lo exige el articulo 14 de la ley nú- 
mero 48. para ta procedencia del recurso extraordinario en el 
previsto, 
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Con fecha diez y siete la Corte Suprema resolvió tener por 
resolución el dictamen del señor Procurador General, por el 
que se declaraba improcedente el recurso interpuesto por don 
.Miguel Garcia en la causa seguida contra don Franciscu L. Yc- 
nini. por cofato de una deuda garantida con hipoteca, en razón 
de eme la resolución apelada pronunciada por la Cámara Pri- 
mera de .Violaciones de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, 
se había limitado a fundar la denegación del fuero federal, en 
razones de hecho y de prueba sobre el domicilio, resolución irre- 
visible en el recurso de puro derecho federal que acuerda para 
¡inte el tribunal el artículo 14 de la ley 48 sobre jurisdicción y 
competencia, 



En la misma fecha, la Corte Suprema, de conformidad con 
lo expuesto y pedido por el señor Procurador General, declaró 
improcedente la enteja deducida por clon Pedro Darribcse, en 
autos con don Leandro González, sobre cobro de pesos, en razón 
de ijue la sentencia apelada no era definitiva como lo exige el 
articulo 14 de la ley 48, pues se trataba simplemente de un auto 
ititerlocutorío, dictado en una incidencia sobre nulidad de actua- 
ciones, promovidas después de terminado el juicio. 



En la misma fecha la Curte Suprema declaró procedente el 
recurso de revisión interpuesto por el procesado Santiago JH lie- 
dla, condenado a sufrir la pena de diez y ocho años de presidio 
por el delito de homicidio perpetrado en la persona de Feliciana 
Sacnniata, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 17, Capi- 
tulo I, inciso i * de la ley número 4189; y en atención a que el 
nuevo Código "Penal reprime el mismo delito en forma más 
benigna y dadas las circunstancias en que fué cometido el hecho 
delictuoso y lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 305 de dicho 
Código, resolvió substituir la pena de presidio impuesta al reo, 
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por la de diez y siete años de reclusión, que deberá cumplir con 
los efectos legales determinados en el artículo 12 y las costas del 
juicio. 



Kn ta misma f celia se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Juan Sanglar en jos autos sobre excepción del ser- 
vicio militar, por no desprenderse de la exposición del rcen- 
r rente. que se hubiera interpuesto recurso extraordinario para 
ame la Corte Suprema, el (pie, por otra parte, sería improce- 
dente, dado que la sentencia de la Cámara Federal se bahía 
limitado a declarar, en virtud fie consideraciones de hecho, que 
el conocimiento del juicio correspondía a la justicia federal de la 
Provincia de Hítenos Aires y no a la de la Capital, no existiendo, 
por lo tanto, denegación de un derecho fundado en ley nacional, 
ni encontrarse el caso comprendido en ninguno de los del ar- 
ticulo .V" de la ley número 4055, 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
doti Pedro D'ldia, en autos con don Antonio J. Huespe, sobre 
cobro de alquileres, por resultar de la propia exposición del 
recurrente, que el tribunal a qiw se había limitado a declarar la 
inapiieabilidad al caso de la ley número Ji.156, sin juzgar de la 
validez de la misma; y que siendo dicha ley modificatoria del 
Código Civil, su mera interpretación o aplicación no podía «lar 
lugar al recurso extraordinario, con arreglo a Tu dispuesto en 
el a riten lo 15 de la ley número 48. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida ]x>r la empresa del Fern carril del Snd. en autos con don 
Saturnino G¡L sobre daños y perjuicios, en razón de que el fallo 
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recurrido se había limitado a interpretar y aplicar disposiciones 
de la ley número i>688 sobre accidentes de] trabajo, que es mo- 
dificatoria del Código Civil y por tanto extraña al recurso ex- 
traordinario para unte la Corte Suprema ^artículo 15. ley 48 L 



Con fecha diez v nueve no se hizo lugar a la queja deducida 
ix>r don Amaro N. Detry, en los autos caratulados : "Tarragona 
de Sheplierd, doña ¡Elena, contra Shephcrd. don Herbert, sobre 
divnrcio". en razón de que la queja se fundaba, en que el recu- 
rrente había sido condenado sin ser oódo, con infracción del 
principio de inviolabilidad de la defensa en juicio de la persona 
y de los derechos (pie consagra el artículo 18 de la Constitución ; 
y de la relación de los antecedentes acompañados, resultaba que 
el apelante había ejercitado sn derecho de defensa en dos in>- 
lancias. triunfando en la primera y siendo vencido en la segun- 
da, Mpuiiiendo en ambas los reparos que entendió corresponder 
a su derecho para negarse a la entrega de la finca arrendada, y 
en tales condiciones no podía decirse que en el juicio se hubiera 
incurrido en el quebrantamiento de la garantía constitucional 
i nvocii da ; agregándose, además, que la sentencia que dió origen 
al recurso denegado, se fundaba en principios de derecho co- 
mún, cuya interpretación y aplicación no da lugar al recurso 
extraordinario, de acuerdo con lo que establece el artículo 15 
de la ley 48 y la constante jurisprudencia det tribunal. 



En la misma fecha, la Corte Suprema, de conformidad con 
lo expuesto y pedido por el señor Procurador General, declaró 
improcedente el recurso de revisión interpuesto por el procesado 
José Martin, en razón de no concurrir ninguna de las circuns- 
tancias que pudieran autorizarlo con arreglo a lo dispuesto por 
el artículo 551 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
dado que la sentencia dictada por el tribunal, con fecha 27 de 
Diciembre de H>22, al confirmar la pronunciada por la Cámara 
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Federal de Apelación de La Plata, en cnanto a la calificación 
del delito de homicidio, substituyó la pena de veinte años de 
presidio que le fué impuesta, por la de reclusión por el mismo 
termino, conforme a lo dispuesto en los artículos 41 y 70, del 
nuevo Código Penal, pena que debía cumplir con los efectos 
legales determinados en el artículo 12 del ttiHtyo Código. 



Ivn la misma fecha se declaro improcedente la queja dedu- 
cida i>or don Adolfo Silberstein en autos con Mizraji Herma- 
nos, sobre cobro de pesos, en razón de que la sentencia recurrida 
pronunciada por el Juez de Comercio de la Capital, se habla 
limitado a determinar los efectos legales de un desistimiento, 
aplicando :d efecto disposiciones supletorias de las leyes proce- 
sales, ío que 1» podía ser revisado en la instancia extraordina- 
ria, denle que no entrañaba una cuestión de carácter federal; 
y, además, porque las cuestiones constitucionales planteadas al 
interponerse el recurso para ante la Corle Suprema, lo habían 
sido extemporáneamente, pues no fueron hechas en el pleito.* 
o sea. antes de la sentencia definitiva, como lo exige el articu- 
lo 14 de la 48, y es de constante jurisprudencia. 



Con fecha veintidós se declaró improcedente la queja dedu 
cicla por don Bernardo lambiere, en autos con Abraham Knelei 
e Itijt», sobre consignación de alquileres, en razón de que aun 
que se admitiera que el recurrente había planteado en la debida 
o|mrtunidad la cuestión de la constitucionalidad de la ley 
U.157. era de observarse, sin embargo, que de la propia expo- 
sición del mismo, se desprendía que el juez a iftio había basado 
-11 decisión en consideraciones de hecho f de dereclio común, o 
sea, que '"jorque acepté cobrar durante vario? meses una suma 
" menor, el contrato ha sido modificado", ]o que no podía revi- 
rarse en la instancia extraordinaria I, articulo 15, ley 481. y 
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constituía funda monto suficiente para sustentar el fallo ape~ 
lado, cualquiera í^ne fuera la solución que correspondiera (lar a 
la cuestión federal planteada. 



Kn la misma fecha fué confirmada, por la Corte Suprema, 
en cuanto a la calificación del delito, la sentencia pronunciada 
por la Cámara Federal de Apelación de La Plata, que condenó 
a Antonio Oñate y José Cruz a sufir la pena de diez y siete 
años de presidio, accesorios legales y costas, por violación de las 
menores Angc!a y Elda Beccaria ; y en cuanto a la pena i in- 
hiesta, dado que no podia aplicarse en el caso la de presidiu. 
porgue ha sido suprimida por la nueva ley, ni considerarse tam- 
poco tpie ella sea más benigna que la de reclusión, en razón de 
lo dispuesto en el articulo 6i.de la ley 4189 y «riículas ú." y 305 
de la ley número 11.179, según los cuales una y otra pena adnu- 
ten Ja imposición de trabajos públicos que no fueren contratados 
con jrar titularen, resolvió, con arreglo a lo establéenlo por el 
artículo 122, substituir la ]>ena de presidio impuesta, por la de 
quince años de reclusión, la que deberá cumplirse con los efectos 
legales determinados en el artículo 12 det mismo Código y las 
costas del juicio. 



Con fecha veinticuatro se declaró improcedente la qnej'> 
interpuesta l>or don Antonio J. Petroni, en autos con la sucesión 
de don Manuel Pérez Leverato, sobre nulidad de procedimien- 
tos, por resultar de la propia exposición del recurrente, (pie en 
el caso se trataba de la interpretación de disposiciones del Có- 
digo Civil, extrañas al recurso extraordinario conforme al pre- 
cepto expreso al articulo 15 de ta ley 48. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
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¡ior «Ion Juan Alcántara y otro, en el juicio seguido jK>r "Jeró- 
nimo Ccvaseo contra Juan Alcántara, sobre tercería'*, por des- 
pnnderse de los antecedentes relacionados, cjuc el caso halan 
>¡dii resucito por interpretación y aplicación <le dis|x>siciones rk' 
derecho o mitin y procesal ajenas ;i la tercera instancia extraor- 
dinaria, y. además, [jorque e"u cuanto a la imoc.tción que hacia 
el apelante del artículo 18 de la Constitución, procedía observar 
que, según se expresaba por el mismo, el tribunal de apelación 
desestimó el recursi» de nulidad, invocando como causa legal que 
dicho recurso había sido objeto o motivo de un pronunciamiento 
anterior ppr el mismo tribunal, fundamento suficiente para sus- 
1 rutar el fallo, míe corito se hacia constar, no jxtdí:i -cr revisado 
por la Oírte Suprema (articulo 15. ley 481. 



Kn la misma fecha fecha no se hizo lugar, igualmente, a la 
queja deducida por don Joaquín !«. Haca, en autos con don An- 
drés Perro, sobre consignación, por resultar del certificado que 
se acompañaba, que el recurso extraordinario para ante la Corte 
Su ¡trema, fué interpuesto después de vencido el término sena- 
lado ]n>r el articulo 20X, de la ley número 50, sin que pudiera 
considerarse suspendido dicho término ]xtr et pedido de nulidad 
tic la sentencia de última instancia, dada la doctrina que informa 
i-l fallo del tribunal, registrado en el tonto ÍT3I, |»ágina ,1,14 de la 
cnlci cíiiii respetiva. 



l'.u la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
doña María C. V. de Serpa, en autos con don Pedro P. Nasi. 
$ottt* desalojamiento, por no proceder para ante la Corte Su- 
prema el recurso de nulidad, y no aparecer fundarlo, tampoco, 
el de apelación extraordinario en los términos establecidos por 
la primera parte del articulo 15 de la ley número 50. 
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En la misma fecha, la Corte Suprema, de conformidad eofl 
lo expuesto y pedido por el señor Procurador (leneral. declaró 
procedente el recurso de revisión interpuesto por el procesado 
Prudencia Brugues. condenado a sufrir la |K-na de diez y seis 
años de presidio por ct delito de homicidio perpetrado en la per- 
sona de Pedro Amargan, y en atención a que el nuevo Código 
IVnal reprime el mismo delito con reclusión o prisión de ocho a 
veinticinco años, pena más benigna que la aplicada, y dadas las 
circunstancias en que fué cometido el hecho delictuoso, resolvió 
substituir la pena de presidio impuesta al procesado, por la de 
quince años de reclusión, que dcl>erá cumplir con los efectos 
legales determinados en el artículo 12 del mismo Código. 



En veintiséis del mismo y en atención a lo dispuesto en el 
artículo 15, ley 48. se declaró improcedente la queja deducida 
por don Rodolfo M. FJizaldc. en autos con don Daniel Elia, 
sobre desalojamiento, por resultar fiel testimonio que se acom- 
pañaba, que el juez a quo había desestimado la queja que el 
recurrente interpuso ante el por apelación denegada, aplicando 
al efecto disposiciones de la ley local de procedimientos que DO 
fueron impugnadas como inconstitucionales. 



Con fecha veintinueve no se hizo lugar a la queja deducida 
por la Argentina I'ower And Radies Cornpany Limited, en autos 
con la empresa de "Luz y Fuerza", por nulidad de actos ilícitos, 
por resultar de la relación de los antecedentes consignados en 
el recurso deducido, que la sentencia de la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital, se había limitado a declarar nulos los 
decretos del Juez Federal de Mendoza, intimando a una de las 
partes, en el juicio aludido, no innovar en el estado de cosas 
existentes al tiempo de la demanda, "en razón de haberse dicta- 
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do culi posterioridad a la excepción de incompetencia deducida 
por la empresa demandada", y en esas condiciones era evidente 
la improcedencia de) recursu extraordinario, pues, aparte de que 
la decisión recurrida no era sentencia dcl'initKa. a los efecto* 
del expre.»ado recurso, ella se fundaba en la interpretación y 
aplicación de deposiciones <le derecho común y procesal, extra- 
ñas a la apelación deducida; observándose, además, que las ga- 
rantías constitucionales invocadas, no guardaban con la cues- 
tión debatida, la relación directa e inmediata legalmente reque- 
rida «articulo 14 de la ley 481. 



Kn la misma techa no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
interpuesta ¡Mir don Félix Neiman, en autos con doña Isabel 
Dasso» sobre desalojamiento, por resultar, tanto de las mam {es- 
taciones del recurso de hecho, eomo de los antecedente que con- 
signaban los recaudos que se acompañaban, que el recurrente 
había sido citado con reiteración a comparecer jjor si o ¡>or apo- 
derado, excusándose por tres veces con certificados médico», y 
juzgado en relieldia. se había resuelto el caso por interpretación 
y aplicación de precepto» de la ley 11.156, modificatoria del 
Código Civil, y, en consecuencia, por disposiciones ajenas al 
reeiir-n extraordinario, según lo reitearadamente resuelto. 



lili la misma fecha, la Corte Suprema, por las considera- 
ciones y fundamentos aducidos por el señor Procurador Gene- 
ral, ile laru bien denegado el recurso deducido por don liduardo 
Arieaga. en el juicio ipic se le -igue por cobro de una multa, cu 
raión de que el valor cuestionado en la causa no llegaba a los 
Cinco mil pesos exigidos por el articulo 3.". inciso _>. de la ley 
4055, para hacer procedente una tercera instancia ordinaria. 



Kn la misma fecha, la Corte Suprema, de conformidad con 
lo dictaminado \x>r el señor Procurador General, declaró ¡moro- 
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cetlente el recursu deducido por doña Ciriaca 1. de Gonzalia, 
en autos con don Eugenio Diunas y Compañía, sobre consigna 
ción, en razón de que las sentencias de primera y segunda in>- 
tancia, sin hacer distinción alguna entre las cuotas de alquileres 
correspondientes a! tiemjxi del contrato y las posteriores, habia 
condenado al pago de las diferencias de unas y otras, y cual- 
quiera que fuera la justicia de esa decisión, el tribunal carecía 
de facultades para reverla, porque durante el juicio, es decir, 
antes de la sentencia definitiva, no se había planteado alguna de 
las cuestiones federales que de acuerdo con el artículo 14 de la 
ley número 48. hicieran procedente d recurso extraordinario. 



Con fecha treinta y uno no se hizo lugar al )>edido formu- 
lado ]K>r don Juan Carlos Duarte. solicitando un pronuncia- 
miento, a raíz de una contienda de competencia que decía tra- 
bada entre nn Juez en lo Civil de esta Capital y otro de la ciudad 
del Rosario, en los autos sucesorios de. don Miguel Fox, por 
resultar del otro si del escrito presentado por el expresado -señor 
Duarte, no haberse trabado contienda alguna de competencia 
entre jueces de distinta jurisdicción que la Corte Suprema de- 
biera dirimir, ni haberse solicitado, tampoco, por ninguno de los 
mencionados funcionarios, la intervención del tribunal. 



Kn la misma fecha fué confirmada, ¡>or la Corte Suprema, 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de La Plata, la que. a su vez, confirmó ía dictada por el Juez 
Letrado del Territorio Nacional del Chubut. que condenó a 
Faddey Epírichik. a sufrir la pena de diez y seis años y seis 
meses de reclusión y accesorios legales, como autor del deÜto de 
homicidio perpetrado en la persona de José G. Groppo, en la 
esta-ción Holdich, Comodoro Rivadavia, jurisdicción del expre- 
sado territorio, el día 20 de Enero de 1922. 
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fhma liUtdiú V, de Alurralde y otros, en «im/oj com ta Provincia 
de Mendosa, sobre ineonstit¡ic¡otialidad di\ ley. Recurso de 
hecho. 

Sumaria: E) recurso extraordinario del articulo 14, ley 48, 
como todo lo que al fuero federal atañe, es de interpreta- 
ción restrictiva y nada autoriza a extenderlo hasta rever 
la interpretación y aplicación que a su Constitución y 
leves procesales den los tribunales de Provincia; por lo 
que no procede dicho recurso contra una decisión pronun- 
ciada en un juicio cuya finalidad se halla circunscripta al 
mantenimiento ríe una constitución loca!, y que se apoya 
exclusivamente en fundamentos de carácter procesal. 

í 'aso: Lo explica el siguiente: 
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I 

Buenos Air«. Noviembre 2 ic im 

Visto-i ett el Acuerdo y Considerando; 

Que de la propia exposición del recurrente se desprende 
(jue la sentencia de que reclama ha sido pronunciada en una de- 
manda de inconstitucionaKdad promovida ante la Suprema 
Corte de Justicia de la Provincia tk- Mendoza, esto es, en un 
remedio especial autorizado por las institucionales locales |xira 
jjoder impugnar la tnlidez de leyes, decretos, resoluciones o 
reglamentos que estatuyan sobre materia regida |>or la Consti- 
tución provincial (Fallos: tomo 136, página 200). 

Que dada la Índole peculiar de dicho juicio, cuya finalidad 
se halla circunscripta a! mantenimiento de la supremacía de la 
Constitución local en la actuación de los diversos departamen- 



DK JUSTICIA DE LA NACIÓN' 



* 

116 



tos del gobierno de aquella provincia, resulta indudable que la 
decisión recaída en el pleito, que >se apoya exclusivamente en 
fundamentos de carácter procesal, no contiene decisión expresa 
ni impíídtameme contraria respecto a las cuestiones federaba 
planteadas en la litis, desde que la naturaleza excepcional del 
juicio no pudieron ser examinadas y resueltas en él. 

Que en principio, la interpretación dada por los tribunales 
louales a las disposiciones de las leyes procesales de la Pro- 
vincia no puede ser revisada por esta Corte con arreglo a lo 
reiteradamente recito. 

'Que el recurso extraordinario, como todo lo que al fuero 
federal atañe, ea de interpretación restrictica (Fallos: tomo 07, 
página 285 ) y natía ¡autoriza a extenderlo hasta rever la inter- 
pretación y aplicación que a su constitución y leyes procesales 
den los tribunales de Provincia, a cansa de que una cuestión 
federal sea por esa interpretación afectada, porque esos tribu- 
nales están obligados a asegurar las garantías que acuerdan las 
leyes suprema* de la Nación y no es posible admitir que inven- 
ten subterfugios para eludirlas 1 ' (FaKos: tomo 131. página 196 1. 

Que a mayor abundamiento procede observar que la dis- 
posición del Código de Procedimientos local, que sirve de fun- 
damento al fallo recurrido, no puede decirse contrario a las 
disposiciones del Código Civil, desde que no establece término 
para el ejercicio de alguna acción regida por dieba ley nacional, 
sino para hacer valer un recurro o medio de defensa de carácter 
exclusivamente local, es decir, creado y legislado por las insti- 
tucionales provinciales. 

En su mérito se declara improcedente la queja deducida. 
Notifíquese y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. — j. Fic.ueroa Al- 
corta. — Ramón MésnEz. 
— Roberto Repetto. 
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/Jo» Gregorio G. lisperón contra ta Frtií'iMria de Btvnos Aires, 
sobre entrega del valor de mi terreno y. daños y perjuicios. 

Sumario; |> En los juicios de expropiación las conclusiones de 
la mayoría de los peritos no son obligatoria* para el juez. 

2." L,os intereses deben computarse a estilo de los que 
cubra el Banco de !a Nación, a partir de la fecba en que se 
tomó posesión de la tierra expropiada, pues ellos represen- 
tan el equivalente del uso y goce que el expropiante ha dis- 
frutado durante el mismo tiempo. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



HALLO DE L\ CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», Noviembre a de 10» 

V Vistos: 

fcos presentes autos de los que resulta: 

Que don Gregorio E. Esperón, a titulo de administrad! >r 
de la sucesión de don Diego Cliaves López, por su propio dere- 
cho y como representante de s»* coherederos. Alberto Gonzá- 
lez Chaves, Carmen Chaves de González Chaves. Clorinda Cha- 
ves de Aliones (hoy Ange! C. Aliones) e isabel Chaves de 
Esperón (hoy Julia. Carlos, Alejandro. Eduardo, Otilia y Elena 
Esperón y Chaves y Alejandra R. de Esperón I. entabla deman- 
da contra la Provincia de Rueños Aires, a fin de que se la con- 
dene a pagar, dentro del pUuo que oportunamente se señale: 
a) el valor del terreno de propiedad de la sucesión ocupado por 
la Provincia para !a realización de las obras a que se refiere la 
ley de aquel Estado, de ,$ de Octubre de 1905, y el de las plan- 
taciones que existían en él ; b) el de los daños y perjuicios deri- 
vados de la disminución del \t»lor de las fracciones restantes asi 
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como la depreciación ]wr el fraccionamiento >■ cambio de explo- 
tación; c) de los intereses que correspondan desde la fecha en 
que se tomó posesión de la tierra hasta él <lía en que se haga el 
pago, y las costas del juicio. 

Fundando la acción deducida expone : Que con fecha 30 de 
Octubre de 1885, Angel María Rodríguez vendió a don Agus- 
tín Vidal y a don Diego Chaves López, una superficie de tres- 
cientas sesenta y nueve hectáreas, cuarenta y dos áreas, treinta 
y cinco centiárcas situadas en el Partido de la Ensenada sobre 
d Ejido de la Ciudad de La Plata, comprendida entre ios linde- 
ros que expresa, la cual después de sucesivas transferencias 
quedó repartida entre don Diego Chaves López, el doctor Dar- 
do Rocha y don Julio Arditi Rocha, en la proporción de un mi- 
llón, doscientos veintinueve mil ochocientos treinta y siete me- 
tros cuadrados novecientos noventa y nueve milímetros cuadra- 
dos para el primero; un millón doscientos cincuenta y tre-; mil 
trescientos ochenta iretros cuadrados para el segundo, y un 
millón doscientos veinticinco mil ciento sesenta y dos metro* 
cuadrados para el tercero. 

Que fallecido don Diegt; Chaves López en 14 de Octubre 
de 1904 fueron declarados sus únicos y universales herederos 
doña María del Carmen, Clorinda, Benjamín e Isabel Balbina 
Chaves. Por muerte de esta última fueron a su turno declara- 
dos también únicos y universales herederas Gregorio Elíseo. 
Carlos. Alejandro. Otilia, Elena del Carmen y Julia Esperón : 
por muerte de Clorinda Chaves, fué heredero su hijo legitime; 
Angel C. Aliones; por deceso de don Benjamín Chaves 1c su- 
cedió su hijo Benjamín, quien, a su vez, instituyó como sucesor 
universal a don Alberto González Chaves. Y a todas estas per- 
sonas como continuadores de don Diego Chaves Lói>ez corres- 
iwnde la propiedad indivisa de la fracción compuesta tic un mi- 
llón doscientos veintinueve mil ochocientos treinta y siete metros 
cuadrados, con novecientos nóvenla y nueve milímetros cua-í 
drados, gráficamente demostrada en ef plano acompañado con 
la demanda. 
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Que el Üobicrno de la Provincia de Buenos Aires, necesi- 
tando expropiar para la realización del canal tic desagüe de las 
( Jbras de Salubridad de la Ciudad de La Plata, una extensión 
aproximada de ochenta y cinco mil setecientos cincuenta metros 
aladrados a tomarse de la propiedad en condominio entre la 
sucesión de Chaves Lójjcz y el doctor Dardo Rocha en la pro- 
porción aproximada de 3/5 para é! primero y 2/5 para el se- 
cundo, e invocando la urgencia del caso procedió por sí y ante sí 
a tomar posesión de la mencionada superficie, — ocho hectá- 
reas., cincuenta y siete áreas y cincuenta centiárcas, — el ló de 
Julio del año íyoó- 

Que el nombrado listado de Bueno- Aires no se ha ocupado 
de \ orificar los abonos correspondientes, no obstante encon- 
trarse determinado en expediente administrativo el precio de los 
nitros ftcupttdos y demás antecedentes necesarios para estable- 
eer las indemnizaciones correspondientes. 

Que convencido de la inutilidad de toda gestión extra judi- 
cial o amistosa, inicia formal demanda contra la Provincia de 
Unenos Aires, haciendo presente que si ésta no se halla confor- 
me con c! precio, indemnizaciones, etc.. determinadas en el expe- 
diente administrativo, acepta el que fijen por tales conceptos 
los peritos que al efecto se designen. 

Acreditada la jurisdicción originaria de la Suprema Corte 
\ notificada la demanda, fué ésta contestada |»or el doctor Pru- 
dencio M. Clariá. representante letrado de la Provincia de Bue- 
nos Aires, en los términos siguientes: 

Que niega no sólo que los hechos hayan ocurrido en la 
forma consignada por los actores, sino también que la Provin- 
cia haya desconocido el derecho que el ¡os se atribuyen. Deci- 
dida la ejecución de Jas obras del conducto general de desagües 
cloacales de la Ciudad de La Plata, con la urgencia que el caso 
requería, se resolvió expropiar el terreno necesario, previas las 
formalidades del caso y la publicación de edictos notificando a 
los propietarios. La Provincia no ocupó, pues, la tierra por sí 
y ante sí. 
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Que en 1906 se hizo la tasación y se consignó el valor de 
estimación y súlo diez años después se presentó uno de los pro- 
pietarios, el doctor Dardo Rocha, reclamando, administrativa- 
mente, el importe del terreno que se le había tomado. Cubiertos 
por él los retju ¡sitos indispensables, como presentación de títulos 
y planos, se hicieron las tasaciones y liquidaciones del caso, 
mandándose pasar los antecedentes a la Escribanía de Gobierno 
con fecha 31 de Diciembre de 1919. En Abril siguiente, se pre 
sentó Gregorio Esperón, alegando derechos como condómino y 
pidiendo que el precio no se entregase al doctor Rocha y se 
depositase. Las autoríades de la Provincia no llegaron a dictar 
resolución en la incidencia porque sólo hace dos meses pre- 
sentó Esperón algunos testimonios de escrituras con cí ohjelo 
de justificar su derecho. 

Que acerca del carácter y derecho invocado por los de- 
mandantes, a su tiempo se verá sí ellos son los sucesores de la 
tierra en cuestión y si ¡as escrituras presentadas se refieren o 
no a la totalidad del terreno cuyo precio se redama. 

Concluye afirmando que carecen los demandante de razón 
para formular cargos y agregan que pueden tener la certeza de 
que si justican su derecho, se les abonará la suma a que son 
acreedores en la cantidad que esta Corte considere justa, pre- 
vias las apreciaciones y liquidaciones de rigor. 

Abierta la causa a prueba (fojas 57 vuelta), prodújose la 
que expresa el certificado de fojas 155, alegando sobre el nit- 
rito de la misma únicamente la parte actora y llamándose autos 
l>íira sentencia a fojas 165. 

Y Considerando ; 

Que con el testimonio agregado a fojas 44 queda demos- 
trado que al fallecimiento de don Diego Chaves López le suce- 
dieron sus legítimos hermanos María del Carmen, Cloriuda, 
Benjamín e Isabel Balbína Chaves López; con el de fojas 50 
que itor muerte de esta última se declararon sus únicos y uní- 
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versales herederos a don Gregorio Elíseo, Carlos Alberto San- 
tiago, Máximo Alejandro Eduardo, Atila Tomasa Ascensión, 
Elena del Carmen y Julia Victoria Esperan y Chaves; con el 
de foja- 2C1 que la sucesión de doña Clorinda Chave,* de Aliones 
fue declarada en favor de su hijo legítimo don Angel Cipriano 
Aliones y Chaves, y con los de fojas 28 y fojas 30, respectiva- 
mente, <|ue a díin Benjamín Chaves lo heredó su hijo don Ben- 
jamín Chaves y Castro, y a este último, por disposición testa- 
mentaria, mi primo hermano don Alberto González Chaves, En 
vista de tales constancias debe reconocerse y declararse com- 
I probado el carácter de herederos de don Diego Chaves López, 
invocado por los actores al deducir la presente demanda. 

One los testimonios de escritura* públicas corrientes a 
fojas 8, u. r|; 16. 103 y 1 13, acreditan la constitución y exís 
tenefa del derecho de dominio en favor de don Diego Chaves 
López sobre la fracción de terreno situada originariamente en 
d partido de la Ensenada, hoy en el ejido de la ciudad de La 
fíat a. reducida en virtud de distintas enajenaciones y actos de 
di vi-ion de condominio al número de metros afirmado en la 
demanda y a la forma geométrica señalada en el plano de 
fojas 20, 

Que del carácter de herederos directos o mediatos de don 
Diego Chaves López, justificado por tos actores y de la de- 
mostración <1e1 derecho de propiedad en el autor común, se 
infiere la existencia entre ellos de una situación de indivisión 
asimilable al condominio y sujeto a sus regías (artículos 2673. 
J676, 2677 y 3449 del Código Civil). 

Qlte como Id demuestran las constancias del expediente 
administrativo agregado, el Poder Ejecutivo de ta Provincia de 
Buenos Aires, usando de la autorización que confiere el ar- 
ticulo 30 de la ley general de expropiación, dió un decreto el 
10 de Junio de 1000, resolviendo tomar posesión de una frac- 
ción de ochcp hectáreas, cincuenta y siete áreas, cincuenta cen- 
t ¡áreas necesarias para la realización de las obras de sanea- 
miento y ensanche del servicio de aguas corrientes ríe la Ciudad 
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de La Plata, conforme ai articulo 4." de Ja ley que las ordenara. 
La resolución quedó ejecutoriada con fecha 6 de Julio de 1906. 
Véase decreto de fojas \Z y acta de fojas 23. 

Que, por lo demás, el hecho de la toma de posesión y la 
obligación consiguiente de indemnizar a lós propietario* por la 
expropiación, ha sido expresamente reconocida por la Provin- 
cia demandada. 

Que el condominio existente en el momento de la toma de 
posesión entre don Diego Chaves López (hoy sus herederos), 
el doctor Dardo Rocha* y don Juüo Ardíti Rocha, fué dividido 
como consta a fojas 8, it. 13. 16. 103 y 113. correspondiendo 
a los actores una superficie de un millón doscientos veintinueve 
mil ochocientos treinta y siete metros con noventa y nueve cen- 
tímetros cuadrados, <Je ] a cual el Poder Ejecutivo de la Pro- 
vincia ha ocupado treinta y tres mil seiscientos ochenta y cinco 
metros cuadrados, y respecto de cuya extensión 110 media dis- 
crepancia, ni entre la* partes ni entre los peritos. Véase fojas 
144 y fojas 148. 

Que ¡os informes |jcr¡ dales de fojas 141 y fojas 148 no 
contienen ia misma uniformidad acerca del valor que debe se- 
ñalarse al metro cuadrado de terreno; y asi mientras el perit" 
ík-ranli. por las razones que expresa, lo fija a razón de quince 
centavos; lo* peritos Camera y Orfila hácenlo ascender a nó- 
venla centavos. Los demandantes, a su turno, entienden que ese 
precio no debe ser inferior a un peso veinte centavos el metro 
cuadrado, Y no siendo obligatorias para el tribunal las conclu- 
siones de la mayoría de !os peritos, procede el examen de los 
iinteccilentes que exponen con el fin de obtener el que en justi- 
cia corresponda. 

Que. desde luego, existe una circunstancia que impide atri- 
iniir importancia decisiva al antecedente representado por los 
precios de un peso veinte centavos el metro cuadrado abonado 
a lo* mismos herederos de Chaves en tas expropiaciones de la 
Compañía C.eneral de Ferrocarriles y de los propietarios linde- 
ros. En efecto, los tres gritos, de modo categórico, han sefia- 
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lado las diferencias de calidad o tic ubicación existentes entre 
ías tierras objeto de este juicio y 1*3 que motivaron las invoca- 
das expropiaciones. V esta consideración, a la vez que justifica 
una diferencia en el precio, cxp'.iea suficientemente que tratán- 
dose de tres lotes iguales de valor en conjunto, como lo prueba 
la división del condominio, pue:lan tener, en relación a ciertas 
fracciones de los mismos, un precio distinto a los fines de la 
expropiación. 

Que, en estas condiciones y en atención a las razones que 
informan la pericia de fojas 148, subscripta de común' acuerdo 
por los ¡ugenieros Orfila y Camera y a los antecedentes cu ella 
expresados, es equitativo fijar el precio de la tierra a razón de 
noventa centavos el metro cuadrado. 

Que en tuanto a la cantidad solicitada en concepto de in 
denmización, existiendo uniformidad entre los tres peritos res- 
pecto al ¡Htrcentaje que debe comprender y siendo, además, 
atendibles las causales en que se apoyan, se la fija conforme al 
precepto del articulo 16 de la ley número 189 en el diez por 
ciento del precio total. 

Que los intereses como lo pide el actor deben computarse 
a estilo de los que cobra el Banco de la Nación a partir de la 
fecha en que la Provincia de Buenos Aires tomó posesión de 
la tierra expropiada (16 de Julio de 1906). pues ellos represen- 
tan el equivalente del uso y goce que la Provincia ha disfrutado 
durante el mismo tiempo. Fallos de esta Corte: tomo 97, pá- 
gina 408. 

Que en cuanto a la^ costas, de conformidad con lo pres- 
eripto por el articulo 18 de la ley número 189 y teniendo en 
cuenta que la oferta del Poder Ejecutivo de la Provincia de 
Hílenos Aires, representada por la tasación verificada por la 
Dirección General de Rentas de aquel Estado a fojas 9 y 12 del 
expediente administrativo agregado, es visiblemente inferior a 
la cantidad que en esta sentencia se establece como precio e 
indemnización, ellas deJk-ti declarar-e a cirgo de la Provincia. 
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Por estos fundamentos se declara que Ja Provincia de Bue- 
nos Aires del* abonar a los demandante*, dentro del plazo de 
diez días la cantidad de ($ 33.348.15 ) treinta y tres mil tres- 
cientos cuarenta y ocluí pesos con quince centavos moneda na- 
cional, en concepto de preció é indemnización y sus intereses a 
estilo de los que cobra el Banco de la Nación a partir del ió de 
Julio de igoó hasta el di a de! pago, con costas, las cuales sólo 
comprenderán los honorarios de los peritos y el sellado de actua- 
ción conforme a la jurisprudencia de esta Corte. Notifíquese y 
previa reposición del sellado, archívese. 

A. Bermejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón- Méndez. 
— Roberto kepetto. 



Señores Otio FroHkc y Cía. contra la Provincia de Buenos 
Aires, por constitución del tribumj arbitral, rescisión de 
contrato e indemnización de danos y perjuicios. Incidente 
sobre cobro de honorarios. 

Sumario. 1." ta nulidad de un laudo arbitral, declarada exclu- 
sivamente por defectos del mismo, no ]>erjud¡ca e! derecho 
del letrado y del perito propuesto por ta parte, a que le 
sean regulados sus honorarios. 

2. a La anulación de los procedimientos de un juicio 
arbitral sólo puede producir efecto entre fas partes, por lo 
■pie el dereclto del perito designado con el consentimiento 
de las dos partes litigantes, para cobrar sus honorarios, no 
puede hacerse depender de las contingencias del pleito, que 
no le son imputables. 

3. " Kl arbitro que concurrió at pronunciamiento de un 
laudo declarando nulo por inóliservancia de las formas esta- 
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blecidas en la ley contrato que instituyó ct arbitraje entre 
las partes, carece de acción para reclamar honorarios, y, 
por consiguiente, para requerir su estimación. 

Cuso: Lo explica el siguiente: 

JALLO 1>E LA CORTE SUPREMA 

BKaot Airts. NorÉmbre h de MBB 

V Vistos: 

Los incidentes promovidos por ta razón social Otto Franke 
y Compañía con motivo de los pedidos de regulación de hono» 
ranos formulados por el doctor Ura, por el arbitro doctor 
Bianco y por tos peritos señores Selva y Caraba (fojas 1127, 
¡ 134. 1 146 y 1 i6i ). como asimismo la oposición de la Provincia 
-le Rucho* Aire* a ta regulación de tos honorarios del ingeniero 
Selva (fojas I142L 

Y Considerando: 

IJue el doctor Uara ha patrocinado, la parte de Otto 
Franke y Compañía en el juicio arbitral que sostuvo con la 
Provincia de Rueños Aires. 

Que ese patrocinio supone necesariamente la existencia de 
una locación de servicios de dicho letrado. 

Oue no hablen fióse invocado algún convenio sobre et pre- 
cio de los servicio- ni acreditado que et derecho del locador 
quedare subordinado al resultado del litigio, o que sus hono- 
rarios se involucrarían en los del arbitro doctor Bianco, resulta 
incuestionable el derecho para solicitar Ja estimación de aqué- 
llos, conforme a lo dispuesto en el articulo 2." de la ley nú- 
mero 3094. 

Que tu> puede considerarse perdido o perjudicado el derecho 
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del abogado por la circustancia de haberse anulado el laudo, 
desde que dicha nulidad ha sido declarada exclusivamente por 
defectos del misino Tallo, sin que aparezca culpa imputable al 
letrado patrocinante de la parte. 

Que análogas consideraciones son aplicables a la solicitud 
de regulación formulada |>or el perito señor Caraza propuesto 
por la parte de Otto Franke y Compañía. 

Que el perito señor Selva fué designado, con el consenti- 
miento de las dos partes litigantes que implícitamente se obli- 
garon a satisfacer el precio de sus servicios. La anulación de 
tos procedimientos del juicio arbitral, aún admitiendo que hu- 
biere sido declarada, sólo produciría efecto entre las partes. El 
derecho del perito para cobrar su salario no puede hacerse 
depender de las contingencias fiel pleito que no le son impu- 
tables. 

Que en cuanto a tos honorarios del doctor BU neo por su 
intervención como arbitro, basta tener en cuenta que el laudo 
por él dictado fué declarado ñuto por inobservancia de las for- 
mas establecidas en la ley, contrato que instituyó el arbitraje 
entre las partes, — para demostrar su falta de acción para recla- 
marlos, y, por consiguiente, para requerir su estimación judi- 
cial. El arbitro de que se trata ha concurrido al pronunciamiento 
de un laudo nulo, y si bien es indudable que al designarlo la 
parte quedó obligada a remunerar su trabajo, no lo es menos 
que dicha obligación fué contraída bajo la condición implícita 
de que se dictare un fallo eficaz para definir el derecho de los 
litigantes. — es decir, un laudo válido. 

Que aún .¡suponiendo que al otorgar el compromiso tas par- 
tes hubieran establecido regias de procedimiento incompatibles 
t-on ta de la tey contrato y que pudiesen haber inducido en error 
a los arbitros acerca de las formulidadcs para pronunciar el 
laudo, tal antecedente sólo podría tenerse en cuenta para juzgar 
de ta responsabilidad de estos últimos respecto a sus mandan- 
tes : nunca para evitar la anulación de la sentencia arbitral ni 
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para acordar a los arbitros derecho a remuneración, desde que 
tanto para las partes como para los jueces por ellos designados, 
la norma fundamental era la ley contrato, la que evidentemente 
no jiodria ser derogada ni modificada sino mediante un nuevo 
neto legislativo. 

Kn su mérito, se desestiman con costas la* observaciones 
formuladas en cuanto a los pedidos de regulación del doctor 
Lara y de los peritos Selva y Caraza, y se admite la relalhíi a 
lo.s honorarios del doctor José Bianco, por sus trabajos como 
arbitro, declarándose que carece de derecho para cobrarlos. 
Atenta la disconformidad manifestada en los escritos de fojas 
1127, fojas 1146 y fojas 11G1, practiquense, por el secretarin 
doctor Madero, la tt imación de Ice honorarios respectivos. Re- 
póngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Solar. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Don Toribfo Córdoba en los autos sucesorios de don Manuel 
L, Sangumstti. sobre nulidad de testamento. Recurso de 
hecho. 

Sumario: No pueden decirse vulnerados ¡os principios de la 
inviolabilidad de la defensa, ni el de que nadie puede ser 
obligado a hacer lo que la ley no manda, consignados en los 
artículos 18 y ly de la Constitución Nacional, por quien 
ha discutido ampliamente ¡su derecho en dos instancias y 
se encuentra, adc:rás. obligado por la> leyes del Código de 
Procedimientos de la Provincia de Santa Pe, según !a 
interpret ación que de ellas basan los jueces 1 lanudos a 
aplicarlas. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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FALfcO DE LA CORTE SUPREMA 

Bii«no* Airci, Nov|ea»r* b de líttv 

Autos y Vistos: 

Iwa presente queja solicitando se declare mal denegado el 
recurso extraordinario interpuesto en el juicio "Córdoba E, 
u-rais sucesun Manuel L. Sangninetti", sobre nulidad de tes- 
tamento" ante la Cámara de Apelaciones de la Segunda Cir- 
cunscripción Judicial de la Provincia ele Santa Fe, 

Y Considerando: 

Que la Cámara de Apelaciones de la Segunda Circunscrip- 
ción Judicial de la Ciudad del Rosario, a justando su pronun- 
ciamiento a los incidentes planteados por Córdoba, los ha deci- 
dido en los términos siguientes; "carece el recurrente de 
personería, por el momento, para intervenir en el juicio suce- 
sorio del señor Manuel L. Sanguinclti, sin perjuicio de su dere- 
cho para impugnar como lo ha hecho el testamento y hacer el 
juicio de nulidad consiguiente, el (pie debe substanciarse con 
independencia del sucesorio y por los trámites del juicio ordi- 
nario de mayor cuantía dentro de cuyo procedimiento cabe, 
como lo resolvió el inferior, la excepción dilatoria de arraigo". 

Que la simple lertura de la decisión transcripta revela que 
tanto la parte de ella, desconociendo personería al recurrente 
para intervenir en el juicio sucesorio como la relativa a la 
excepción de arraigo, se refieren a cuestiones de procedimiento 
basadas en la interpretación de tas leyes de la materia y ajenas 
por consiguiente al recurso de que se trata. 

Que a mayor abundamiento no pueden decirse vulnerado* 
los principios de la inviolabilidad de la defensa ni el de que na- 
die puede ser obligado a hacer lo que no manda la ley, con- 
signados en los artículos t8 y 19 de la Constitución Nacional 
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]n>r tjuien lia discutido ampliamente su derecho en dos instan 
cías y ¿e encuentra, además, obligado por las leyes del Código 
de Procedimientos de la Provincia de Santa Fe, según la inter- 
pretación que tle ellas hagan los jueces llamados a aplicarlas. 

Por ello, se desestima la queja interpuesta. Notiíiquese. 
archívese y repóngase laa fojas. 

A. Bermejo — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Ai- 
corta. — Ramón Méndez, 
— Rouerto Rkh-tto. 



Pon Antonio ¡-asomo tn los autos sucesorios de don Antonio 
Lobo y doña Genoveva Rodrigues; incidente sobre aproba- 
ción de mensura. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario autorizado por 
el inciso 2," del articulo 14 de la !ey 48, contra una resolu- 
ción de un Superior Tribunal de Justicia de una Provincia 
que omitió pronunciarle sobre la validez de tina ley local 
impugnada coito contraria a la Constitución Nacional, en 
razón de que la impugnación fué exteiiqxnáneamente he- 
cha, al alegarse de bien probado, es decir, cuando no podía 
ser objeto de prueba ni de solución, por no ser punto <k' 
la demanda o contestación. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire», Noviembre B de 1923 

Autos y Vistos: 

líl recurso de hecho por denegación del extraordinario itt- 
terpuesto pnr don Antonio La>cano contra sentencia de! Su- 
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pcrior Tribunal de Justicia de Santiago del Estero, recaída en la 
incidencia promovida en el juicio sucesorio de don Antonio 
Lobo y doña Genoveva Rodrigu z, sobre oposición fiscal a la 
aprobación de una mensura. 

Y Considerando: 

Que de los antecedentes que relaciona el precedente escrito 
de interposición del recurso de queja, resulta que las cuestione* 
planteadas y resueltas en el caso, lo han sido por invocación y 
aplicación de disposiciones del Código de Procedimientos local 
sobre el juicio de mensura y las actuaciones de prueba relativas 
al mismo; sobre preceptos del Código Civil en materia de pose 
•don y dominio, y sobre las excepciones de prescripción y de- 
fecto legal en el modo de proponer la demanda, puntos todos de 
derecho civil procesal, esto es. de derecho común, extraños a 
los que pueden deierminar la procedencia de la tercera instan- 
cia extraordinaria, según es de ley y de reiterada jurisprudencia 
(articulo rs, ley número 48; Fallos: tomo 136, página 131; 
torito 137, página 93. entre otros). 

Que invocada por el recurrente la disposición del inciso 2", 
articulo 14 ík la ley de jurisdicción y competencia de 1863, por 
haber impugnado como contraria a la Constitución una ley local 
y halarse declarado la validez de dicha ley, procede observar, 
<|ue la misma «ya citada exposición de! recurrente demuestra que 
no ha sido declarada en el juicio la validez de la ley local alu- 
dida, que la sentencia recurrida no se ha pronunciado al res- 
pecto, y que para omitir tal pronunciamiento, el tribunal se ha 
fundado en que la impugnación se hizo extemporáneamente, 
"líu cuanto a la impugnación de inconstitucionattdad de la ley 
de ventas de tierras públicas de la Provincia. — dice el fallo en 
la parte que transcribe el apelante. — ella ha sido extemporá- 
ticamente hecha en el capítulo tercero del alegato de bien pro- 
luido, de manera que no hiendo este punto de la demanda o con- 
testación, no puede ser objeui de la prueba y consiguientemente 
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de solución" (fojas ii del recurso de hecho; Fallos: tomo 94. 
página 95; tomo 95. página 43; tomo 108, página 167). 

ÍJiic, por lo demás, corresponde notar asimismo, que no 
sólo se ha omitido en el caso una decisión expresa sobre la va- 
lidez de la ley provincial, sino que no aparece tampoco el pro- 
nunciamiento implícito de que hace mérito el recurrente, pues 
según los términos de su propia exposición, la sentencia no ha 
versado sobre el pretendido derecho del denunciante, que es el 
relacionado con la ley ¡ocal de tierras, sino que "termina por 
declarar de propiedad fiscal el terreno en litigio", a cuyo efecto 
el Fiscal de Eslado no fundó tos ilerechos de la Provincia en la 
citada ley. sino en determinadas disposiciones del Código Civil 
l fojas 4 ht fine y 1 1 vuelta del recurso de hecho, las que bas- 
tan por si mismas para sustentar la sentencia apelada, inde- 
pendientemente de la constitucional idad o de la invalidez que 
pueda atribuirse a la ley local de referencia (Fallos: tomo 130. 
página 331 y otros). 

En su mérito se declara bien denegado el recurso y, po'r lo 
unto, improcedente la queja deducida. Xotifíquese y repuesto 
rl papel, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. tu: i. 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramúw Méndez. 
— Roberto Rfpetto. 



IU>$¡ Fortunato Sola en autos con don Víctor Foa. por cobra de 
alquileres. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48. contra una resolución denegatoria del fuero fedt; 
ral, fundada en la renuncia que de dicho privilegio hizo el 
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demandado en el contrato tle locación. (Se trataba de un 
caso en que la jurisdicción de los jueces locales es pr<>- 
rrogable). 

(aso; Lo explica el siguiente: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Airee, Noviembre ¿ de Ifttt 

Suprema Corte: 

La sentencia de fojas 97, que confirmó |>or sus funda- 
mentos la de fojas 88, se ¡imita a declarar la competencia de la 
justicia local de la Capital de la Nación para conocer en la 
causa "Sola Fortunato contra Foa Victor", por cobro de alqui- 
leres, en razón de que, de la prueba producida, el demandado 
aparece renunciando al fuero federal. 

Fundada esta sentencia en razones de becbo y en la inter- 
pretación de los términos de un contrato presentado, no co- 
rresponde a V'. E„ aunque se trate de ta denegación del fuero 
federal, conocer en la causa y revisar el pronunciamiento del 
tribunal apelado ya que éste 110 deniega dicho fuero por razo- 
nes de derecho federal. (Ley 48. artículos 14 y 15). 

Opino, por tanto, que la apelación es improcedente. 

Horado R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Btiuot Aire*, Noviembre 7 de 1«3 

Autos y Vistos: 

E\ recurso de hecho por denegación del extraordinario in- 
U rpnc'lo por don Victor Fuá en autos con «Ion Fortunato Solá 
nutra la sentencia pronunciada por la Cámara Segunda de 
.Violaciones en lo Civil de la Capital. 
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Y Considerando: 

Qíte la resol uciún denegatoria del fuero federal se funda 
en el presente caso en la renuncia que de dicho privilegio había 
hecho e! demandado en el contrato de locación. 

Que tratándose de un caso en que la jurisdicción de los 
jueces locales es prorroga ble y no >iendo rcvisible en el pre- 
sente recurso la interpretación que dichos Jueces hagan de las 
estipulaciones de los contratos relativos a la prorrogación. |)oi 
ser ello cuestión dé hecho y no de derecho federal, la apelación 
extraordinaria resulta bien denegada con arreglo a lo reiterada- 
mente resuelto. (Fallos: tomo 114. página 148. y tomo 117, 
página 73 entre oíros). 

Que, además, la cláusula contractual por la que el deman- 
dado renuncia a toda prerrogativa que !e conceda la ley, evi- 
dentemente comprende a) fuero federat a que le daba derecho 
su carácter de extranjero en los pleitos con argentinos, desde 
<¡uc esc era un privilegio o prerrogativa que le acordaba la ley 
nacional, y míe nada hace suponer que no se hallare compren- 
dido entre los renunciados. 

Kn su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara no haber lug:ir a la queja. No- 
lif iquese y repuesto e! papel, archívese, devolviéndose los autos 
remitidos (xir via de informe con transcripción de la presente. 

A. LJek.mkjo. — Nicanor G. del 
, Solar. — J, Fiüueroa Al- 

corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Kkpetto. 
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Don Carlos Gutiérrez r* autos con don Raúl M. Arce, sobre 
cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario: i." No procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14, ley 48, contra una resolución que, fundada en dispo- 
siciones del Código de Procedimientos, ordena la remisión 
de los autos de un juicio ejecutivo al juez que conoce en 
el juicio universal de concurso formado al deudor ejecu- 
tado ; resolución que, por otra parte, no reviste el carácter 
de sentencia definitiva indispensable para autorizar el refe- 
rido recurso, toda vez que no tiene otro alcance que deter- 
minar la comi>ctcncia del Juez de la Capital que ha. de 
entender en el juicio de que se trata. 

2. a La mera invocación de cláusulas constitucionales no 
es bastante para justificar la instancia excepcional, sino 
tienen relación directa e inmediata con la cuestión deba- 
tida en el pleito, de tal manera que la decisión de ésta de- 
penda de la inteligencia que se atribuya a las primeras. 

Caso: l„o explican las piezas siguientes; 



DICTAMEN UKL, SEÑOR PROCURADOR GEN ERA I, 

Buenof Afr*«. Septiembre ifUte 103. 

Suprema Corte: 

Don Carlos Gutiérrez demandó a don Raúl Arce por cobro 
de pesos ante el Juzgado en lo Comercial de la Capital de la 
Nación. 

Durante la tramitación de la causa fué abierto el concurso 
civil del deudor ante el Juez de i.' Instancia en lo Civil, tam- 
bién de la Capital. 

Remitidas a éste las actuaciones del juicio comercial para 
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ser agregadas a! universal del concurso, el actor se opuso, soste- 
niendo ] a competencia del Juez de Comercio. 

Y desestimado su pedido por el Juez y la Cámara de Ape- 
laciones interpuso para ante V. E. recurso de apelación, el que 
le fué asimismo denegado. 

Estimo ajustada a derecho esta resolución. 

KI recurso es improcedente porque no existe en autos nin- 
guna cuestión federal que autorice la intervención de la Corte 
Suprema, N*o basta que se invoque vagamente la Constitución 
de la Nación si resulta notoriamente en este caso, que la cita 
es improcedente, y que la cuestión planteada y resuelta no tiene 
con aquella relación directa c inmediata de ninguna especie. 

Por otra parte, la resolución apelada es interlocutoria y se 
limita a establecer cual de los dos. jueces locales de la Capital 
es competente para conocer en la causa, lo (pie. apoyándose en 
razones <le derecho procesal local no puede fundar el recursn 
deducido. 

Además, la apelación ha sido mal interpuesta, sin fundar- 
se la queja (articulo 15 de la ley 48 ). y sin invocarse siquiera 
disposición legal alguna que la justifique. 

Opino, por tanto, que ella ha sido bien denegada. 

Horacio R. barreta. 



FALLO T*F. I ( A CORTE SUPREMA 

Bucm* Aire*. Noviembre J de i 92.4 

Autos y vistos; 

KI recurso de hecho por denegación del extraordinario 
interpuesto jwr don Carlos Gul ierre* en autos con clon Rafael 
M. Arce, sobre cobro ejecutivo de pesos, contra la sentencia pro- 
nunciada por la Cámara Segunda de Agadones en lo Civil 
de la Capital, 
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Y Considerando; 

Que el pronunciamiento recurrido se limita a confirmar la 
resolución del juez de primera instancia que, fundado en las 
disposiciones del Código de Procedimientos local, dispone la 
remisión de los autos del juiáo ejecutivo al juez que conoce en 
el juicio universal de concurso formado al deudor ejecutado. 

. Que ta! disposición, basada exclusivamente en disposicio- 
nes de carácter procesal no puede ser revisada por esta Corte en 
el recurso extraordinario con arreglo a lo reiteradamente re- 
suelto. 

Que, además,* el fallo recurrido no tiene otro alcance que 
determinar ta competencia del Juez de la Capital que ha de 
entender en e) juicio de que se trata y, por consiguiente, no 
reviste el carácter de sentencia definitiva indispensable para 
autorizar el recurso interpuesto. 

Que, por otra parte, Ta mera invocación de cláusulas cons- 
titucionales no es bastante para justificar esta instancia excep- 
cional, sino tienen relación directa e inmediata con la cuestión 
debatida en el pleito, de tal manera que la decisión de ésta de- 
penda de la inteligencia que se atribuya a las primeras (Fa- 
llos: tomo 120, página 32*). y tomo 121 • página ! 44. otros). 
En el presente caso, la competencia para entender en la causa, 
así como los efectos de! fuero de atracción del concurso se en- 
cuentran regidos exclusivamente por las disposiciones del Có- 
digo de Procedimientos y subsidiariamente por los principios 
del derecho procesal, no relacionándose dichos puntos, ni con 
el derecho de propiedad, ni con la igualdad ante la ley, ní con 
las garantías de la defensa de que se ocupan los preceptos de la 
Constitución citados por él apelante, desde que por ello no se 
altera el carácter de acreedor reconocido al ejecutante en el 
juicio mandado acumular al concurso, ni lo coloca en situación 
distinta y menos favorable que a los demás acreedores del con- 
cursado, ni lo priva de ninguna de las garantías consagradas en 
materia judicial. 
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Pttf ello y de acuerdo con la dictaminado por et señor Pro- 
curador General, se declara no haber lugar a la queja. Notifí- 
quese y repuesto el papel, archívese, devolviéndose los autos re- 
mitidos por vía de informe con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta, — Ramón Méndez. 

— Roberto Repetto. 



(ton Alejandro Von H-rder H n autos con la Municipalidad de 
La Paz (Provincia de Entre Ríos), sobre imonstitucfamt- 
lidati de tota ordenanza. Recurso de hecho. 

Sumario: A los efectos del recurso extraordinario del artícu- 
lo 14. ley 48, no hasta invocar disposiciones de la Consti- 
tución o <le las leyes nacionales si ellas no tienen relación 
directa con las cuestiones debatidas en el litigio, de tal ma- 
nera que la solución de éste dependa necesariamente de la 
inteligencia que se atribuya a las primeras. 

Ctis»; Lo explican las piezas siguientes: 



dictamen del seño» procurados general 

Biienoi Air», A|0«o 2S de llft!» 

Suprema Corte: 

!>nn Alejandro Von Hardcr demandó a la Municipalidad 
de La I*.)/ díntre Ríos), por inconstitueionalidad de una orde- 
nanza. 

Dedujo ¡a acción ante ta justicia local de primera instancia 
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de L,a Paz, fundado en disposiciones del Código de Procedi- 
mientos de Entre Ríos, relativas a la tramitación* especial de las 
demandas de esa naturaleza. 

Sostenía el actor que la ordenanza impugnada era violatn- 
ria de los artículos t>.° y 234 de la Constitución de la Provincia. 

Substanciada la causa, el juez no hizo lugar a la demanda 
por considerar que ésta fué interpuesta fuera de la oportunidad 
que prescriben las leyes procesales y porque, en cuanto at fondo 
de la cuestión no se había demostrado la tncortstitucionalidad 
alegada por el actor. 

Ajelada la sentencia, la Cámara la confirmó en esta última 
jwrte, desestimando los fundamentos relativos a la aplicación 
de la ley procesal hechos por el juez. 

El actor dedujo recurso extraordinario para ante V. E., 
el que le fué denegado. 

Se ve, pues, que se trata de una causa que .sólo ha podido 
iniciarse y tramitarse ante los tribunales provinciales, ya que *¡e 
ha cuestionado la inteligencia de cláusulas de la Constitución 
local. lo que excluye la revisión de la causa por esta Corte Su- 
prema en la instancia extraordinaria que se solícita, como lo ha 
declarado V. E. invariablemente. 

No están en discusión, por no haber sido invocadas en la 
demanda, las garantías que acuerda la Constitución de la Nación. 

Esta omisión no ha podido suplirse posteriormente con el 
planteamiento extemporáneo, recién al expresar agravios, de un 
caso federal. 

Por lo expuesto, soy de -pinión que corresponde declarar 
bien denegado el recurso. 

Horacio Ji. Larrcla. 
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FAhW DK LA CURTE SUPREMA 

Bum* Airti, Noviembre 7 4m L«* 

Autos y Vistos: 

¡El recurso de hecho por denegación del extraordinario in- 
terpuesto por don Alejandro Von Harder en autos con la Muni- 
cipalidad de La Taz (Entre Rios), de la sentencia pronunciada 
por el Superior Tribunal de Justicia de dicha Provincia, 

Y Considerando: 

íjue en el expresado juicio el recurrente ha sostenido que 
la ordenanza dictada por la corporación municipal demandada, 
por la cual se crea un impuesto de puentes y caminos del ejido, 
es repugnante al artículo 17 de la Constitución Nacional y al 
precepto del artículo 351 1 del Código Civil. 

Que según se ha dicho insistentemente por esta Corte a los 
efectos del recurso extraordinario no hasta invocar disposicio- 
nes de la Constitución o de las leyes nacionales si ellas no tie- 
nen relación directa con las cuestione* debatidas en el litigio, 
de tal manera que la solución de éste dependa necesariamente 
dr la inteligencia que se atribuya i las primeras. 

Oue en el caso tal relación no aparece ni de lo expuesto 
en la presente queja ni de las constancias de los autos princi- 
pales remitidos por vía de informe por el tribunal jp qu». desde 
que ni siquiera se ha alegado que jx>r su monto exagerado en 
comparación con el valor de los bienes afectados por su falta de 
proiKirciouatidad con lo> Iwneficios que reportarán los propie- 
tario* del ejido ríe la conservación de !os puentes y caminos, el 
gravamen impugnado revista el carácter de confíscatorio. 

Que ta* cuestiones que puedan suscitarse acerca de las 
facultades de la Municipalidad para establecer el expresado 
impuesto o sobre la aplicación de la ordenanza en cada caso 
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lenticular, se encuentran exclusivamente regidos por la Cons- 
titución o leyes locales y por los termine* de la ordenanza mis- 
ma, cuya inteligencia no puede ser revisada por esta Corte en ei 
recurso extraordinario. 

Que, finalmente, no es exacto que el tribunal a quo haya 
decidido el caso por aplicación del artículo 308 del Código de 
Procedimientos Civiles de la Provincia, — como lo asevera el 
recurrente, — pues de la sentencia de fojas no de los autos 
principales se desprende con evidencia que el Superior Tribunal 
de Justicia declaró inaplicable en el caso sub lite, el mencionado 
precepto de la ley procesal. 

En su mérito y de acuerdo con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara bien denegado el recurso. Notifí- 
uuese y repuesto el papel, archtrese, devolviéndose los autos re- 
mitidos por vía de informes con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solas. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méni>Eü. 
— Roberto Repetto, 



Do» Nicodemo Pxúitano en atttos con don Pablo Cotone, sobre 
desalojamiento. Reatrso de hecho, 

Simujria: 1." Las resoluciones de los Jueces de Paz en loa casos 
del artículo 592 del Código de Procedimientos para la Ca- 
pital, tienen fuerza definitiva a los fines del recurso ex- 
traordinario del articulo 14, ley 48. En consecuencia, éste 
debe ser interpuesto ante dichos jueces, directamente para 
ante la Corte Suprema, y en el término legal. El recurso 
ordinario de apelación para ante el Juez de 1.' Instancia, 
no interrumpe ese término, por lo que es externarán eo el 
recurso extraordinario deducido de hecho, un mes y diez 
dias después de mitificada aquélla. 
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a," La Justicia Je Paz es competente para conocer de 
un juicio de un argentino contra un extranjero, por des- 
alojo, que reúne las condiciones previstas por el artículo i." 
fie la ley 927. 

Caso: Lo explican las pitias siguientes ; 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bihoi Air», Octubre 1» dt \9¡B. 

Suprema Corte: 

No es aplicable a los efectos del articulo 14 de la iey 48, 
la resolución de fojas 24 vuelta, dictada por el Juez de Primera 
Instancia en lo Civil de la Capital de la Nación como tribunal 
ile apelación, en la cau*a sobre desalojo que Pablo Colone 
siguió a Móndenlo Pulitano ante el Juzgado de Paz de la 
Sección jt. 

Dicha resolución se limita a declarar bien denegado un 
recurso de apelación que Pulitano interpuso ante el Juez de Paz. 

Dadu. pues, el carácter procesal que reviste la decisión 
recurrida, ella es i rre visible por esta Corte Suprema cuya juris- 
dicción extraordinaria no comprende (articulo 15 de la ley 48» 
la modificación de resoluciones de los tribunales locales que 
aprecian su propia competencia por aplicación de sus leyes de 
forma. 

Opinó, por tnntu. que la apelación ha S«to bien denegada. 

Horacio R. Larreta. 
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lucae» Aire». NoVltffbr* 7 de 1WB 

Autos y Vistos, Considerando : 

Que, demandado por desalojamiento ante la Justicia de 
Paz, opuso' el recurrente la excepción de incompetencia de 
jurisdicción, fundándola en ta doble circunstancia de existir 
contrato y ser él extranjero. 

Que el señor Juez de la causa desestimó la excepción, de- 
negó el desahucio, fijando a este último efecto el plazo de cua- 
renta días y denegó el recurso de apelación para ante ti señor 
Juez de i.' Instancia. 

Que entablado recurso de liciho ante este último, se de- 
claró bien denegó Ja la apelación por aplicación de lo dispuesto 
en el artículo 590 del Código de Procedimientos para la Capital. 

Que en presencia de los antecedentes expuestos es visible 
la improcedencia del recurso extraordinario. La sentencia dic- 
tada por el señor Juez de Paz tiene fuerza de definitiva con- 
forme a los preceptos de los artículos 590 y 592 del Código de 
Procedimientos para la Capital y entonces el recurso extraor- 
dinario interpuesto ante esta Corte, un mes y diez días después 
de notificada aquélla, es extemporáneo, por cuanto la presen- 
tación sin éxito ante el Juez de i.* Instancia, no ha interrum- 
pido el término de cinco días que !a ley señala para deducirlo. 
fFaMos; tomo 108, páginas 215 y 221). 

Que aún en la hipótesis de proceder el recurso y (te míe el 
recurrente tenga realmente el carácter de extranjero que invo- 
ca, la Justicia de Paz seria competente para entender en el cas*} 
si *e atiende a lo dispuesto por el artículo t" de la ley núme- 
ro 927 que excluyó del conocimiento del fuero federal las 
causas de jurisdicción concurrente cuando reunieran las con- 
diciones que ella preceptúa y las normas que a prima fas ác 
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hallan cumplida* eii el caso del presente recurso (.Fallos: 
torno 108, páginas 137 y 140). 

I'or ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General de la Xación. se declara improcedente la 
queja. Notifiquesc y repuesto los sellos, archívese, devolvién- 
dose los autos principales con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dei< 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



i 

Sociedad Comercial e industrial dr Maderas contra don Alfredo 
López, sobre rescisión (Ai contrato y daños y perjuicios. 
Contienda de competencia. 

Sumario: Siendo el demandado extranjero y domiciliado en la 
Capital Federal, por lo que se acogió al fuero federal, y 
determinado implícitamente Santa Fe como lugar del cum- 
plimiento del contrato, corresponde al Jticz Federal de 
dicha ciudad el conocimiento del litigio sohre rescisión del 
contrato y daños y i>cr juicios. 

Ca.«> Lu explican las piezas siguientes: 



miTAMKN DEL SEÑOH phocurador general, 

Biicmi Aíríi Octubre ]«> de IBT, 

Suprema Corte: 

La Sociedad Comercial e Industrial' de Maderas demandó 
a don Alfredo López, vecino de la Capital de Ta Nación, por 
resciMÓn de contrato y daños y perjuicios, ante el Juzgado de 
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Primera Instancia en lo Civil y Comercial de la Ciudad de 
Santa Fe. 

Solicitó que la demanda fuese notificada a López en sn 
dumtcilio de Buenos Aires, 

Asi lo ordenó el Juzgado con emplazamiento de \ tinte 
días para comparecer a juicio. 

Diligenciado el exhorto de notificación respectivo dentro 
del término del emplazamiento, el demandado requirió del Juez 
Federal de esta Capital trabara cuestión de competencia por 
inhibitoria con el de Santa Fe para conocer en ¡a causa, ale- 
gando que se trataba del ejercicio de una acción personal cuyo 
cumplimiento .solo podía demandarle ante tos jueces de su 
domicilio. 

Promovida la inhibitoria y sustanciada la cuestión de juris- 
dicción, ambos magistrados han mantenido su respectiva com- 
petencia, elevando las actuaciones para que V. Fi, dirima la 
contienda. 

El contrato cuyo cumplimiento o rescisión con dañus y 
perjuicios, según reza en la demanda, se reclama, es un con- 
venio de compra-venta de leña subscripto por los interesados en 
la ciudad de Santa Fe, y en e! que se establece la obligación de 
remitir ta leña desde la estación Cañada Ombú hasta la de 
Santa Fe, punto terminal éste fijado por el contrato, y en el 
cual, previo control del peso de la carga, debe verificarse el ^ 
pago definitivo de su precio. . 

Tal es la convención liabida entre lus contratantes y la 
interpretación posterior dada por !os mismos a los términos del 
contrato, lo que, según el articulo 2l8, inciso 4. del Código de 
Comercio, "constituye la irejor explicación de la intención de 
las partes al tiempo de celebrar el contrato". 

Así se infiere de las constancias agregadas al expediente 
tramitado en Santa Fe y muy especialmente de la carta de 
fojas 63, testimoniada por el Actuario, por la cual el deman- 
dado confirma el pago de sus obligaciones en la Ciudad de 
Santa Fe. 
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Aun subtiendo que el lugar del cumplimiento del con- 
trato no estuviese expresamente designado, la naturaleza del 
mismo supliría esta omisión. 

No basta, pues, aunque se trate del ejercicio de una acción 
personal, la circunstancia de tener el deudor su domicilio en 
esta Capital jiara atribuir el conocimiento de la causa a los 
jueces de dicho domicilio, si. como he dicho, el lugar donde se 
ha subscribo e1 contrato, su naturaleza, los términos expresos 
convenidos y la interpretación de los contratantes, han fijado 
la jurisdicción del Juez de Santa Fe. 

Opino, por tanto» que la presente contienda corresponde 
s;r dirigida «m favor de la oom|>et encía de dicho Juez. 

Horacio rY. Un-reta. 



J-AU.O UK i.A CORTE Sül'RKMA 

Buenoi A .reí. Noviembre ti de IMít 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia entre un juez de sección 
de ta Capital y el de primera instancia y segunda nominación 
en lo Civil y Comercial de la Ciudad de Santa Fe para conocer 
en ei juicio seguido por la Sociedad Comercial c Industrial de 
Maderas contra don Alfredo López, sobre rescisión de con- 
trata y ríanos y perjuicios, 

Y Considerando ■ 

Qtte de ¡as actuaciones sobre inhibitoria resulta que el de- 
mandado se acogió al fuero federal en razón de que la compañía 
demandante está domiciliada en Santa Fe. mientras el deman- 
dado tiene -u domicilio en la Capital Federal y es de nacionali- 
dad española {fojas tí vuelta, exiiedienle citado \. 
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Que las constancias de autos relativas al convenio que 
fundamenta la demanda, demuestran que se ha determinado 
implícitamente a Simta Fe como lugar de cumplimiento del con- 
trato* de suerte que debiendo por tal razón radicarse allí el 
pleito, y atento a que según queda dicho, ci demandado es 
extranjero y se coge al fuero nacional, el conocimiento del pre- 
sente litigio corresponde al Juez Federal de Santa Fe, 

Por ello y oído el señor Procurador General, se declara 
que el Juez competente para entender en esta causa es el Juez 
de Sección de Santa Fe. En consecuencia, remítansele los autos 
y avísese por oficio al Juez de Sección de esta Capital y al 
Juez en lo Civil y Comercial de ta Segunda Nominación de la 
Ciudad de Santa Fe. ke|>óngasc el papel. 

A. Bermejo, — Nicanor C. del, 
Soi^ar. — ■ J, FtcuKRoA Al- 
corta. — Kamón Mkndi-z. 
— R.ODERTO RkpEtto. 



Bmt Nicolás l'raria contra don Salvador Massa, por cobro 
ejecutivo de pesos: sobre cmbtfffo de jubilación ferro- 
viaria. 

Sumario; t." La excepción que contiene el articulo 53 de ¡a 
ley 10.650 no vulnera el principio de igualdad consagrado 
por el articulo 16 de la Constitución ni es violatoría del 
derecho de propiedad, y, por ende, incompatible con el 
articulo 17 de la misma. Tampoco existe incompatibilidad 
entre la citada ley y el artículo 28 de la Constitución. 

2," Siendo la ley ro.650, que rige en et caso, especial 

y de fecha posterior a la 951 1. es de preferente aplicación 
al mismo. 

i'aso: U* explican las siguientes piezas: 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL, 

■ 

U PJtu. Stptinfre ai d* i«i 

Y Vistos: 

Para resolver e¡ reuirsu de reposición deducido por ei 
interesado del auto de fojas 67 ( 1 ) , 

Y Considerando: 

l¿° Que substanciado el recurso con arreglo a derecho, y 
no habiendo el demandado contestado el traslado que se con- 
firió a fojas 69, corresponde dar!e por decaído el derecho de 
hacerlo, haciendo efectiva ta intimación decretada a fojas 72 
viu ha de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 12 de la ley 50. 

¿ * Que la providencia recurrida, lo ha sido por haber de- 
negado el subscripto el embargo que solicitara el actor de la 
jubilación ferroviaria de $ 148.84 moneda nacional de que goza 
el demandado, atenta la disposición terminante de] artículo 53 
de la ley número 10.650. 

3. * Fundamenta su pedido de revocatoria el recurrente, en 
ipic siendo general la ley 951 1 debe primar sobre la 10.650, sos- 
teniendo que no ha sido derogada por ninguna otra la disposi- 
ción de la primera que declara procedente el embargo de todas 
las jubilaciones. Que la 10.650 es inconstitucional, pues vul- 
nera los artículos 16. 17, 28 y 31 de la Constitución Na:ion;il y 
que, finalmente, ¡¡un cuando se la declarara constitucional, des- 
aplicarse de acuerdo con la 9511. 

Citando en apoyo de su tesis dos fallos de la Corte Supre- 
ma Nacional. 

4. " Que de los propios fallos de la Corte Suprema Nacio- 
nal citados por el recurrente de fecha 19 de Octubre de 1918, 
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dictados en los juicios; "Costa y Cía. Ernesto contra Julia M. 
Gadea de Biaus", y Coita y Cía. versus Vázquez, examinados 
con atención resuda que no tiene-derecho el actor para pedir el 
embargo que solicita, 

5° Los fallos citados contemplaban el caso siguiente: La 
ley 4707. en su titulo 4 6 - articulo 10, consagraba la inembarg.t- 
bilidad de las pensiones de los deudos militares, y la 9511, en 
su articulo 2,", la einbargabilidad de las mayores de cien pesos 
mensuales; primando la última como era natural; haciendo el 
agregado el Superior Tribunal de que aún cuando en doctrina 
una ley general como la 9511 no deroga una especial como 
seria en el sub-jtidiat\ la 10.650, esto debe entenderse cuando ta 
t xcepción puede subsistir al latió de la regla, porque el legis- 
lador ha querido mantenerla, pero no cuando ha querido com- 
prender el caso legislado por la ley especial dentro de la general. 

En nuestro caso a la tu versa : se trata de una ley especial 
posterior a una general, que deroga expresamente toda otra ley 
anterior, general o no. Siendo de observar que la mente del 
legislador ha sido establecer una excepción en favor de esta 
tlase de jubilados, que bien puede subsistir como tal, al lado 
de la 9511, aún cuando se entendiera que no la deroga. 

(\ a Que el juzgado considera que el artículo 53 de la ley 
10.650 no vulnera los artículos citados, ni otro alguno de la 
Constitución Nacional, pues el legislador puede excluir del em- 
bargo los bienes que crea conveniente como se ha hecho con Jos 
emolumentos menores de cien pesos (artículo i.*, ley 951 1), 
como se hizo con la disposición hoy derogada de la ley 4707 y 
como lo establee la ley de Ahorro Postal para ciertos depósitos. 
Que la Corte Suprema Nacional, en el fallo registrado en el 
tomo 114, página 33, reconoce también implícitamente la con* 
titucionalidad de esta clase de disposiciones. 

Por estos fundamentos se resuelve: dar por decaído al 
demandado el derecho de contestar el traslado y mantener en 
todas sus partes el auto recurrido, no haciendo lugar, en conse- 
cuencia, al recurso de reposición interpuesto y concediéndose el 
de apelación en subsidio que se deduce. — C Zavalia 
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U PUU, JlMk> B<H 

Autos y Vistos: 

Proveyendo al petitorio de embargo contenido en el escrito 
de fojas 65, atentos los términos del articulo 53 de la ley nú- 
mero 10.650, no tía lugar. — C. Zavalía. 

- ■ SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES 

L« PUU, Diciembre » de ititl 

Y Vistos: 

l\ir sus fundamentos, se confirma, con costas, et auto ape- 
lado de fojas setenta y .Hete ; y devuélvanse. — Marcenara. — 
Guido Lwotte. — José Marcó. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen» Airea, Nntaafen tí de UU 

Vistos y Considerando: 

Que en el curso del presente litigio el recurrente na sos* 
tenido qUC el articulo 53 de la ley número 10.650 es contrario 
a los artículos 16. 17, 28 y 31 de la Constitución y se halla, ade- 
más, en pugna con las disposiciones de la ley número 951.1. 

(Jue el precepto cuestionado de la ley número 10.650 esta- 
blece <|ue las jubilaciones y pensiones otorgadas a los empleados 
de empresas ferroviarias <erán inembargables. 

Que dicha excejición no vulnera el principio de igualdad 
ante la ley consagrado por el articulo 16 de la Constitución, 
eí que sólo importa la prohibición de establecer excepciones o 
privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a étro* 
en igualdad de circunstancias. (Fallos: tomo 123, página 106. 
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y lomo 124. página 122), y en el sub lite no se ha alegado que 
ía ley impugnada consigne excepciones o privilegios que no 
comprendan a todos los ferroviarios jubilados que se encuen- 
tren en las mismas condiciones, 

(¿ne 110 puede considerarse que la exención de que se trata 
sea violatoría del derecho de propiedad y, por ende, incompa- 
tible con el artículo 17 de la Constitución, entre otras razones, 
porque siendo la jubilación un derecho que tiene su origen en 
la ley exclusivamente, el legislador estaba facultado para acor- 
darlo en las condiciones que a su juicio fueren las más condu- 
centes para llenar los fines de la institución y, en consecuencia, 
ha podido excluirlo del embargo sin afectar por ello ningún 
derecho patrimonial adquirido por los acreedores del jubilado. 

Que tampoco existe incompatibilidad entre la ley aplicada 
en el caso y el articulo 28 de la Constitución que prohibe alte- 
rar los principios, derechos y garantías fundamentales por me- 
dio de las leyes que reglamenten su ejercicio, pues, además de 
lo precedentemente dicho respecto a la pretendida violación del 
artículo 17 de la Constitución, no puede desconocerse que la 
facultad de reglamentar los efectos de las obligaciones en el 
patrimonio del deudor, — comprendida en el poder de dictar 
los Código* (articulo 67, inciso n de la Constición), — auto- 
riza al Congreso para eximir de la ejecución y del embargo 
determinados bienes indispensables para la vida del deudor y de 
su familia, exenciones fundadas en consideraciones de humani- 
dad y que se encuentran consignadas con mayor o menor am- 
plitud en las legislaciones de todos los países civilizados (Fallos: 
tomo 138, página 240). 

Que el artículo 31 de la Constitución, también invocado 
por el recurrente, no tiene relación alguna con la cuestión de- 
batida, toda vez que por la ley aplicada en el caso es ley de la 
Nación. 

Que. finalmente, el sub jndke se encuentra regido por la 
ley 10.650 y especialmente por el articulo 53 de la misma, que 
es ley especial y de fecha posterior a la 9511. y, por lo tanto, 
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de preferente aplicación en el especie sub lite en que se trata 
de los bienes particularmente legislados por la primera; no 
siendo aplicables las consideraciones que hace el apelante apo- 
yado en los fundamentos de fallos anteriores de esta Corte 
(tomo 128, páginas 166 y 172), por tratarse en ellos de una 
situación muy ditfinta de la planteada en la presente causa. 
En efecto, como lo hace notar la sentencia de primera instancia . 
en Jos mencionados fallos no se había puesto en conflicto la 
ley 051 1 con la 10.650, sino con la 4707, y, en consecuencia, el 
argumento que ahora se hace valer en contra cíe la aplicación de 
la primera de dichas leyes, esto es, el de ¿er más antigua que 
la número 10.650, y haber sido, por lo tanto, modificada o de- 
rogada por ésta, favorecía entonces a la 951 1 (pie como ley más 
moderna debía primar sobre la 4707. 

Tin su mérito se confirma la sentencia ape'.ada. Notifiques»' 
y repuesto el papel, devuélvanse. 

A. Bermejo — Nicanor G. oel 
Solar. — J. Figüíroa Al- 
corta. — Ramón MénoEZ* 
— Roiierto Rípetto. 



Pon Hernán Aycrza contra ta Provincia de Buenos Aires, sobre 
devolución de una fracción de tierra. 

Svwtario: Reconocido» la< hechos en que se funda la demanda 
y el derecho del actor a retener en su dominio el terreno 
expropiado, sin oponer otro reparo que la ocupación pre- 
caria concedida por resolución de la demandada, correspon- 
de la fijación de un término prudencial para la efectividad 
del derecho invocado y reconocido (artículos 87 y 88, ley 50 
y 576, 720 y 751 del Código Civil). 

Cato: Lo explica el siguiente: 
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FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

■ 

Buenof Airti. Noviembre Vi de iffil 

Y Vistos: 

Don Hernán Ayerza interpone demanda contra la Provin- 
cia de Buenos Aires a fin de retraer a su dominio la fracción 
de tierra que le fuera expropiada en virtud de ta ley provincial 
de 14 de Enero de 1904 y expresa; 

Que esa ley autorizó la construcción del Canal de Nave- 
gación del Norte y la de tas obras necesarias para explotar el 
puerto natura! <ie ultramar, denominado Boca de Abajo en el 
Paraná de las Paliras. 

Que en virtud fie esa ley el Poder Ejecutivo de la Provin- 
cia, por decreto de Octubre 19 de 1905 le expropió las siguiente. s 
fracciones de tierra: i.\ un paralelógramo de 3.376 metros de 
largo por 25 de ancbo, destinado a camino de acceso al puerto 
y un cuadrilátero entrambos con superficie de 14 hectáreas 
38 áreas, 69 centiáreas, y 2.". un polígono de cinco lados que 
encierra una superficie de 8 hectáreas. 97 áreas, 92 centiáreas. 
Las dos primeras fracciones estaban situadas en el alto de la 
barranca del Paraná y la tercera en la pane baja. 

Que esas fraccione* fueron valuadas en trece mil nove- 
cientos \tintiocho pesos con treinta y nueve centavos moneda 
nacional, y habiendo aceptado ese justiprecio, se celebró la escri- 
tura de venta el 12 de Diciembre de 1905 ante el Escribano de 

Gobierno. 

Que es bien conocido el fracaso completo e irremediable 
del proyectado canal y puerto, bastando recordar que hace lar- 
gos anos que se decretó la suspensión de todos los trabajos y 
que posteriormente a esa suspensión el Poder Ejecutivo de la 
Provincia ha producido actos que demuestran e! propósito, no 
sólo de no llevar adelante los trabajos, sino de deshacer latí 
obras ya hechas a fin de emplear los materiales en otros sitio* 



PAÚOS m LA etjkTK SUPREMA 



v para otros usos, corito lo comprueba ta comunicación remitida 
al Honorable Senado de fecha 18 de Julio de 10,22 en el Diario 
ilc Sesiones que acompaña. 

(¿ue, además, la tierra que se le expropió ha sido destinada 
a otros usos del marcado en la ley de expropiación, habiendo 
sido arrendada a don Pedro García y don Arturo Hernaril, a 
razón de S 2 m/1. la Hectárea al año, por resolución de 28 de 
Diciembre de i<)*>. como consta en el Boletín Oficial que 
adjunta. 

Invoca la Ley General de Expropiación de la Provincia de 
Buenos Aires y acompaña la boleta de depósito en que consta 
haber consifmado a la orden de esta Corte la suma de jwsos 
i,VQ28..V;. que es lo que recibió como precio e indemnización 
por el terreno expropiado, 

Por lo que pide sea condenada la Provincia a retrotraer 
a >u dominio la tierra que le expropió, con costas, en caso de 
oposición. 

Acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte y co- 
rrido traslado de la demanda, el representante letrado de la 
Provincia, doctor Emilio Zorraquín, la contesta en los siguien- 
tes términos: 

' El evacuar el traslado de la demanda, cúmpleme mani- 
festar a V. E.. en virtud de instrucciones recibidas que, en 
efecto, la obra de la construcción de! Canal del Norte, ha resul- 
tado, en la realidad, prácticamente irrealizable, y en tal virtud 
**e han dictado los decreto- que menciona la demanda, y cuya 
autenticidad debo reconocer. 

"Siendo ello asi, no habría objeto en mantener la expro- 
piación del terreno del señor Ayerza, y para la entrega y devo- 
lución de cstf terreno sólo existe el inconveniente apuntado en el 
mismo escrito de demanda, en e! cual se menciona que por de- 
reto de 28 de Diciembre de 1920 el Poder Ejecutivo arrendó 
las tierras que fueron del señor Ayerza y que motivaron la 
expropiación. El Poder Ejecutivo tratará de salvar ese incon- 
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veniente y a esc fin realizará todas las gestiones que correspon- 
dan, pero antes de que ellas tengan el resultado correspondiente, 
v los arrendatarios abandonen esas tierras, no será posible 
llegar a la devolución del dominio que solicita el señor Ayerza 
y a la escrituración necesaria." 

Termina pidiendo se tenga por evacuado el traslado de la 
demanda "y haga conocer estas manifestaciones al señor Ayerza 
y quiera convocarnos a juicio verbal, para así poner término a 
este asunto, ya que, en realidad, no hay materia para un litigio". 

No habiéndose celebrado la audiencia que esta Corte señaló 
a fojas 32 para el juicio verbal solicitado, por inasistencia de 
las partes, se dictó ta providencia de autos para definitiva. 

Y Considerando: 

Que el representando tegaí de la Provincia ha reconocido 
expresamente los hechos en que se funda la demanda, o sea. 
la imposibilidad de llenar los finés que motivaron la expropia- 
ción, por lo que manifiesta "no habría objeto en mantener la 
t-xpropiación del terreno del señor Ayerza". 

Que ha reconocido igualmente el derecho del demandante 
de retraer a su dominio c! terreno expropiado sin oponer otro 
reparo que la ocupación precaria concedida por la resolución 
de 28 de Diciembre de 1020. corriente a fojas 4, inconveniente 
que trataría de salvar realizando todas las gestiones corres- 
pondientes, y agregando que "en realidad no hay materia para 
un litigio" i fojas 21). 

Que en vista de estos antecedentes sólo corresponde la 
fijación de un término prudencial para la efectividad del dere- 
cho invocado y reconocido, por aplicación de la doctrina.de los 
artículos 87 y 88 de la Ley Nacional de Procedimientos y 
artícüjos 570, 720 y 751 del Código Civil. 

Por ello se declara que la Provincia demandada debe cum- 
plir, dentro del término de treinta días, la obligación que.reco- 
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noce en su contestación de foja» 21, de restituir al dominio del 
demandante el terreno reclamado. Las costas por su orden, 
atento lo pedido al final de la demanda. Notifiques* y repon- 
Ka» 1 el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dkl. 
Solar. — J. Figubroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Rbfrtto. 



Pavo María Diiha de Mnracich. Recurso de habeos eorpus. 

Sumario: 1." Habiéndose cuestionado la autoridad de un direc 
tor de hospital jrara tener privada de sti libertad a una per- 
sona ]K>r supuesta clemencia, sosteniéndose que ella era 
repugnante a las garantías consagradas por el artículo 18 
de la Constitución Nacional, y habiendo sido la decisión 
de última instancia, dentro de ta justicia ordinaria, favo- 
rable a la autoridad del referido funcionario provincial, 
procede el recurso extraordinario del artículo 14. inciso 2.* 
-ele la ley 48. 

2. Es insostenible dentro de un régimen constitucio- 
nal que ofrece las garantías de no poder ser arrestado sino 
en virtud de orden escrita de autoridad competente o pe- 
nado sin juicio previo, y que asegura la inviolabilidad 
tic la defensa de la persona <y de los derechos, la facultad 
de un director de un l.ospicio de alienados para juzgar por 
si sólo de la insania de las personas internadas en el estable- 
cimiento y para mantenerlas recluidas por su propia auto- 
ridad. En consecuencia, procede el recurso de hahers eorpus 
interpuesto a favor de una persona recluida, que no apa- 
rece estarlo con mero carácter preventivo, ni que haya 
«ido puesta a disposición de algún juez, y en un caso en 
que no aparece, tampoco, que se haya iniciado procedí- 



DÍ JUSTICIA DE LA NACIÓN Itt 

miento judicial encaminado a obtener la declaración de 
insania, o, por lo menos, la autorización para mantener 
privada de su libertad a la supuesta insana. 

Caso: Lo explican las siguiente* piezas: 



SBNTSNCIA OÍh JUKZ l>K ti* INSTANCIA 

« 

Lm Plata, Mayo m <t« i 

Autos y Vistos: 

Resultando del informe precedente que la señora María I>. 
de Moracich. lejos de hallarse privada de su libertad o restrin- 
gida en SU derecho, se encuentra amparada por la acción técni- 
ca del director del hospicio de Melchor Romero, respecto de 
¡as dolencias que la afectan, no ha lugar al recurso interpuesto, 
con cosías, -- A. Nññcs Monasterio. — Ame mí; Ignacio J. 
fícrnascPíti. 



■ 

SENTENCIA m LA CAMARA fc* Dfi APELACIONES 

La Pina, justo lt4alttt 

Desprendiéndose de !o 5 propios términos del informe de! 
director del hospital de Melchor Romero, corriente a fojas 5, 
que doña María D, de Moracich fué internada por su esposo 
en el mencionado hospicio por estar afectada de enajenación 
mental según se desprende de los certificados expedidos por 
los doctores Lucas Benítez y Julio Roarenda ; como así tam- 
bién que fué admitida en el establecimiento después de haber 
llenado previamente los requisitos reglamentarios, se confirma 
el auto apelado por e¡ doctor Lázaro Nieto Arana. — Mactodo. 
Mstna. — Migues. — Ante mí : Víctor M. Ftmánin. 
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MCTAMRX DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Mnt, Jnlte w ** 

Suprema Corte: 

La Cámara y de Apelación^ en 1» Criminal y Cor receto- 
nal rUr La Plata ha denegado, al doctor Lázaro Nieto Arana, 
un recurso de habeos Corpus que interpuso en favnr dé doña 
María Duba de Moracich. la une. según el recurrente, había 
sido recluida contra su voluntad en el hospital Melchor Romero, 
con violación de lo dispuesto por el artícu:o 18 de la Constitu- 
ción Nacional. 

Contra la denegación ,[ c \ habeos Corpus, el doctor Nieto 
Arana ha interpuesto recurso para ante V. ÉL que también le ha 
SÍtÍQ denegado. 

Estimo ajustada á derecho tal resolución. 

Resulta de autos que el esposo de la interés:! da había hecho 
ingresar a esta en dicho hospital con el fin de atenderla de una 
afección mental que según informe de fojas 5 padecía. 

Lo que la Constitución Nacional invocada prohibe en su 
artículo 18 es el arresto de cualquier persona sin orden escrita 
de autoridad competente. 

IVro el tribunal apelado ha resuello, confirmando la sen- 
u ncia del juez, como una cuestión "de hecho", que la señora 
Moracich no *e encuentra detenida, sino sometida a un trata- 
miento médico en el hospital indicado. 

A|>artc de que la situación de la interesada no puede asi- 
milarse al arresto o privación de la libertad individual a que 
alude la cláusula constitucional indicada ; ante la resolución del 
tribunal que se funda en una apreciación de hecho y pruelw. 
resulta improcedente por vía de! recurso extraordinario de puro 
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derecho federal que acuerda el artículo 14 de la ley 48 la revi- 
sión por esta Corte Suprema del auto apelado. " • ■ 

Por lo que opino que el recurso lia -sido bien denegado. 

Horác't H. Larreta. 

■ 

\-MAJLi DK 1..S CoKTK SUl'KKMA 

Buetso* Airci. Noviembre I* de Wtí 

Autos v Vistos: 

■ r 

Kl recurso de hecho por denegación del extraordinario en- 
labiado por e! doctor liizaro Nieto Arana en las actuaciones 
sobre ¡tabeas corpus promovidas en favor de doña María Duba 
de Moracich, contra la sentencia dictada por la Cámara 3.* de 
Apelaciones de La Plata (Provincia de Unenos Aires). 

Considerando respecto a la [irocedencia del recurso: 

Que en el presente juicio y con anterioridad a la sentencia, 
se ha cuestionado la autoridad del director del hospital Mcl 
rhor Romero para tener privada de su liljcrtad a una persona 
[>or supuesta demencia, sosteniéndose que ella era repugnante 
;i las garantías consagradas por e! artículo 18 de la Constitución 
Nacional ; y la decWón de última instancia, dentro de la justicia 
local, ha sido en favor de la autoridad del mencionado funcio- 
nario de la Provincia, 

(Jue en tales condiciones el recurso extraordinaria para 
ante esta Corte es procedente con arreglo a lo est ¡unido en t-1 
artículo 14, inciso 2." de la ley número 48. 

(Jue no obsta a la concesión de este remedio ¡cgaí la cir- 
cunstancia invocada por el tribunal a quo, de ser inapelable su 
sentencia en virtud de lo dispuesto por el Código de Procedí - 
mientps local, porque, en primer tugar, la procedencia o impro- 
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cedencin del recurso de que ae trata no depende de las leyes que 
dicten las provincial con el propósito de reglamentar la acción 
de su* propios tribunales, sino de lo que establezcan la Consti- 
tución y ks leyes de la Nación acerca de la jurisdicción apelada 
de esta G>rte: y, además, porque precisamente él carácter de 
Inapelable que reviste el fallo impugnado dentro del orden judi- 
cial del listado, es condición indispensable para que pueda olor- 
tía rse el recurso interpuesto. 

Por ello, oído e! señor Procurador General, se declara mal 
denegado dicho recurso. 

( onsiderando en cuanto ai fondo del asunto ¡Ktr ser inne- 
cesario mayor substanciación atenta la naturaleza del juicio. 

Que corno fundamento del interdicto de habeos <orpn¿ se 
alega que: a raíz de la iniciación de un juicio de divorcio pro- 
movido por doña María Duba de Moracich, esta señora ha sido 
recluida contra su voluntad en el hospicio Melchor Romero; 
y el director de dicho establecimiento oficial de la Provincia de 
Huenos Aires la mantiene privada indebidamente de su libertad, 
so-pretexto de demencia, sin orden de juez competente y sin 
haberse siquiera iniciado los procedimientos del juicio de insania. 

(Jue resolviendo en última instancia el recurso de amparo 
de la libertad, el tribunal a quo lo declara improcedente en el 
caso, fundado en que del informe del director del hospicio se 
desprende que la señora de Moracich fué internada por su espo- 
so por hallarse afectada de enajenación menta:, según >e lo cer- 
tificaron dos facultativos, y que fué admitida en el estableci- 
miento después de haberse ¡leñado los requisito? reglamen- 
tarios. 

Que según sé infiere claramente de los términos del pro- 
nunciamiento, el tribunal local de apelación no examina ni apre- 
cia pruebas relativas al estado menta! de la recluida, ni formula 
una declaración sobre la demencia de dicha persona. Se Umita 
a declarar improcedente el recurso de habeos tarpus solamente 
porque el indi rector del hospital, que es el mismo funcionario 
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administrativo sindicato como autor de la detención ilegal, — le 
manifiesta que la persona recluida está afectada de locura mo- 
ra,' y que en el tasa se han observado lo* trámites, reglamen- 
tarios del asilo. — sin que aperezca que esa detención haya sido 
autorizada por alguna autoridad judicial, o sea, el resultado de 
un procedimiento de ese mismo carácter, en el cual la persona 
recluida o su defensor tuviera oportunidad de cuestionar el 
fundamento de la privación de la libertad; es decir, el hecho 
de la insania. 

Que, ¡x>r |t> tanto, lo que incuestionablemente establece el 
fallo recurrido es la facultad del director del hospicio de alie- 
nado, para juzgar por si sólo de la insania de las personas in 
temadas en el establecimiento y para mantenerlas recluidas por 
su propia autoridad. 

<J ue estas conclusiones aun insostenibles dentro <le un ré- 
gimen constitucional que ofrece las garantías de no poder ser 
arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad compe- 
tente, o penado sin juicio previo, y que asegura la invíolabilí* 
dad de la defensa de la persona y de los derechos. Dentro de 
ese mismo régimen de garantías, no existe otra autoridad com- 
petente para restringir la libertad de las personas que la de loa 
jueces designados por la ley. y esa norma es de más rigurosa 
aplicación aún en el presente caso, en que la causa invocada 
para la detención es la insania de la persona objeto de ella, 
desde que con arreglo a las leyes de la Nación ninguna persona 
puede ser tenida por demente sin que la demencia sea previa- 
mente verificada y declarada por juez competente (Código Ci- 
vil, articulo 140). 

Que si bien hay que reconocer, com« un inai necesario im- 
puesto por razones de humanidad, el derecho y aún el deber de 
mantener recluidos a los dementes, cuando así lo exige la pro- 
tección que se les debe a ellos mismos y la seguridad de los 
demás, tales medidas, de índole excepcional, no pueden justifi- 
carse sino en los casos en que sea estrictamente indispensable 
afectar la libertad de! enfermo y con los mismos recaudos que 
se exigen para cualquier otra detención, a fin de evitar que, 
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^-pretexto de curación o de seguridad de los insanos, pueda 
privarse impunemente de su liliertad a tos que no lo son. Y aur 
nutiMo en los casos de verdadera urgencia sea forzoso proceder 
H la internación inmediata del pregunto insano, la niedidr. de 
crActer policial sólo puede justificarse como preventiva, es de 
rir cotí los mismos caracteres con que las leyes procesales 
autorizan la ditención de los presuntos delincuente* ; llevando 
impli.ita la obligación de dar cuenta inmediatamente al juez 
respectivo. 

(Jw de lo- presentes autos no aparece que se ífíM * »«« 
reclusión con mero carácier preventivo, ni se haya puesto a la 
detenida a ilUposicióh tte-algún juez, ni míe se haya invado 
jirocedim lento judicial encaminado a obtener la declaración de 
íiwinía. o. |H>r lo menos, la autorización para mantener privada 
de su libertad a la supuesta insana, la cual tiene a su favor la 
presunción de no serlo mientras no se establezca lo contraria 
en el juicio correspondiente. El hecho de que dos facultativos 
havan informado al director del hospicio que se tralaha de 
pegona afectada de locura moral, según lo informa aquel fun- 
cionario, no suple los requisitos de orden constitucional prece- 
dentemente citad!.*: y la eircuiv-tan.ia, también consignada en 
el recunhdn informe, de haberse llenado previamente los reqiu 
síftís impuestos por el reglamento del asilo, n-ida significa en el 
titas, desde que ni siquiera se ha afirmado que dicho regla- 
mento acuerde a los detenidos como insanos el derecho a un 
procetfhmetrto judicial en el cual ellos o su* defensores sean 
nidos y puedan discutir la incapacidad que se les atribuye. 

Par ello se declara que la autoridad atrihuida en el caso 
a! director del hospital Melchor Romero es ¡ncom]>atihte con el 
irtieulo iH de la Constitución y, en consecuencia, se rcvMca la 
nicucia apelada, devolviéndose al tribunal a quo a lo- fine?, 
consigilados en la primer;, parte del artículo tí» de la ley nú- 
merfi 4^- 

A. líKKMKIO. — Nk,\NoR G, DEL 

Soi.ak. - J. Ticuiíroa Al- 
corta. — Ramón Mkndk?.. 

— RiMiK»To Hlíl'KTT". 
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Ptattinem tfi? Cótáoba coñttH tion Ramón Cónwp y otro, sobrt 

ivivimiicotión, 

Sn»inrit>: i." La excepción de pms#ipctóíí djefte ser resuelta en 
primer término. 

2." Hs de tey y jurisprudencia <|iie el demandado puede 
unir su propia posesión á la de sus antecesores o invocar la 
de estos al efecto de computar el tiempo hábil [ara la pres- 
cripción. 

.í." Hs improcedente tina demanda |«>r reivindicación 
en tur caso en que se din la pulsión a los anleeesores de 
los demandados, en tres de Febrero de mil ochocientos 
ochenta y la demanda fué interpuesta en diez y nueve de 
Febrero de mil novecientos diez, es decir, cuando había 
transcurrido el término t\w establecen los artículos 4015 
y 4010 del Código Civil. 

Caso: l.o explica el siguiente: 



\ w.\m nic i.a hírtk SUPÍÉMA 

Buenos Aires. Noviembre IH de > 

V V : stos: 

(ios seguidos ¡Mir la Provincia de Córdoba contra los seño- 
res doctor Ramón Gómez y ductor Pedro I-. Gornét, por reivin 
dicaeíón. de los q»e residía; 

Que a fojas <i y con tos documentos precedentemente agre 
gados, la Provincia fié Córdoba deduce [x>r apoderado ta de- 
manda de reivindicación <le un campo fiscal situado en el de- 
paríamentn Marcos Juárez, pedan i a Colonias, eximiendo: que 
por escritura pública de Marzo cuatro de mil ochocientos ochen 
ta. extendida en ¡a ciudad de Córdoba por ante el escribano 
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don Francisco Javier Figtteroa, el señor Octavio Gómez com* 
pró a los señores Javier M. Valladares y Eduardo Casa un 
eanigo en la pedania Colonias del departamento Mareo* Juárez, 
con superficie cíe cinco leguas cuatrocientas átenla y seis Vftas 
cuadradas y diez mil doscientas veintisiete varas cuadrada-. 

Qíte esta supéffitóSl fcsutta de la mensura practicada jwr el 
ayritiu-iiMjr don Man ■«•! indarte para hacer eiiirega del campo 
al señor Javier V'aljadareáj que eia el poseedor én a«jtielln 

época, 

(jue. según esa mensura, el campo tenia tos siguientes lin- 
deros; pur el Norte, propietarios del departamento San Justo; 
pur el Kste, la Cañada de San Antonio; por el Oeste, don José 
María Méndez: por el Sud. terrenos fiscales y las suertes nú- 
meros | [ y 12. 

Qite reducido al sistema métrico decimal lo comprado por 
H señor Octavio Gómez, con arreglo a su titulo, scria.de ca- 
torce mil trescientos diez y ocho hectáreas, tres mil ciento cua- 
renta y sei? metros cuadrados. 

Une algún tiempo después de la compra y encontrándose el 
señor Géínez en posesión de toda la superficie (pie le aeonhhan 
sus títulos* el señor José M. Méndez le reivindicó «los mil nove- 
cientos cuarenta y cuatro hectáreas, sesenta y nueve áreas, una 
centiárea. razón jnir la cual y como consecuencia de la reclama- 
ción del señor Gómez, la Provincia de Córdoba, enajenante 
originaria, le acordó una indemnización de treinta mil pesos 
por la ley de la Legislatura de Jó de Octubre de i88q, y la 
.«perfieie del campo adquirido por el señor Gómez quedó asi 
disminuida en la cantidad que reivindicó el señor Méndez. 

Que en la superficie restante él señor Octavio Gómez filu- 
da i4 establecimiento "Kl l'nrim", posteriormente subdiviclido 
entre sus sucesores, quienes pretenden adjudicarse sobre ta base 
del ti) u1« > del ■ , l ; ortin" l una superficie de veinte mil setenta y 
,-ualro hectáreas, en virtud de una mensura errónea <pic prac- 
ticó el agrimensor Agustín Villarroel en el año hjo?. 
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Que entre esos sucesores se encuentran los demandados, 
quienes pretenden apropiarse indebidamente y sin -título legí- 
timo una vasta extensión de tierra fiscal que se encuentra fuera 
de Ids límites asignados pnr la mensura de Indarte al título 
originario de don Octavio Gómez de quien los demandados 
tienen su derecho, a pesar de que los herederos que vendieron 
a los doctores Ramón Gómez y Pedro L. Cornct, no lian podido 
transferirles más tierras que las que hubiera correspondido por 
sus títulos en la estancia "El Fortín". 

Que el excédeme que ocupan ahora los doctores Ramón 
Gómez y Pedro Cornet, corresponde a la Provincia de Córdoba, 
que es el enajenante originario y que en virtud de su dominio 
eminente posee toda la tierra no enajenada, pues los demanda- 
dos carecen de titulo para ocupar y apropiarse esas tierras. 

Qué la extensión de tierra fiscal indebidamente ocupada 
por los demandados, es la que resulta del plano que se acom- 
paña, levantado de acuerdo con los antecedentes de la mensura 
del agrimensor Manuel Indarte, con arreglo a la cual se entre- 
gó el campo por el Gobierno de Córdoba al señor Valladares, 
causante inmediato del señor Octavio Gómez. 

Que el doctor Ramón Gómez ocupa ¡legalmente un lote de 
tierra fiscal, limitado; al N'nrte. por doña Cruz Gómez de So<a 
y don .Uartin Gómez; al Este, jwr ¡a línea divisoria con Santa 
Fe ; al Snd, con sucesores de don Octavio Gómez, y .-,] Oeste, 
con la linea trazada por el agrimensor Indnrte el año 1879, que 
es el límitL- Este de la estancia "El Fortín" de don Octavio Gó- 
mez ; y el doctor Pedro Cornil ocup, también ¡legalmente, un 
tote fiscal, limitado: al Norte, con doña Manueía Gómez de 
Ferreyra ; al Este, con la línea divisoria de límites de Santa Fe ; 
a! Sud. con don Juan y dnn Martín Gómez, y al Oeste, con la 
poligonal trazada por el agrimensor Manuel Indarte. como ya 
se ha expresado. 

Que el título seguido de la tradición, acredita a la vez la 
|Kisesióny el dominio sobre un inmueble y el hecho mismo de la 
ocupación material de una superficie determinada, y por eso el 
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articulo 24H fiel Código Civil dispone que la |josc*íóii fundada 
SObre un titulo comprende sólo la extensión del lítulo. 

Que, en tal virtud, los doctores Gomes y Coniet. cuyo de- 
neW emerge del título del señor Octavio Gómez, sólo tienen 
derecho a las tiejfás que este tenia por 5U titulo y no pueden 
aharcaí la tierra fiscal colindante que está fuera de lo que don 
( Jctavio Gómez poseyó. 

Qttfi, corito lo ha esiaUecido la jurisprudencia, el lwado o 
Provincia y los poderes que por delegación suya ejercen el de- 
recho de dominio eminente, no necesitan presentar títulos, cuino 
los particulares, para reivindicar sus inmuebles desde que les 
corresponden coiihj bienes privados, conforme al articulo J.U-; 
del Gódigo Civil, todas las tierras que estando -imadas dentro 
d<- mis límites territoriales, carecen de utru dueño. 

QOe de acuerdo con la> disjjosieiones legales contenida* eií 
el Capítulo í, litUlq IX. libro II del Código Civil y sus enrre- 
latívos, vienen a reivindicar la tierra fiscal a que ha hecho refe- 
rencia, v pide se condene a lo- demandado. 9 devolver a la Prór 
vincia de Córdoba el canil* 1 en cuestión, con costas. re -tit lición 
de í rulos y daños y [h-i juicios. 

One corrido traslado de ia demanda i fojas lói, comparece 
a c ,jiHe>tarla el doctor Juan K. §&fmz, tari representación de lo* 
demandados (fojas 33 ) y es|x>nc: 

One la simple relación de los título- de -ns representados, 
bastaría para demostrar la improcedencia de !a acción reivindi- 
catoría deducida. 

Qü4 *egmi se expresa en la- escrituras de venta y dona 
Ctón en jiago otorgadas a f;ivnr de los doctores Gome/, y Gornet 
por lo- herederos de dnn Octavio Gome*, éste hul>o en mayor 
área lo- campo-» en cuestión, por compra que hizo a los señores 
JavH-i M. V alladares y Kduardo <2asá, con fecha cuatro de 
Marai de mil oclioeicnt"- ochenta: a éstos les correspondieron 
jt.tr compra lit-i ha ,1 favor de Kdelmii'o Roja-, SOgítn escritura 
Otorgada en \0\1emhre jo de r*7 s - *« la ¿pie -e expresa que 
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Rujas los adquirió de Jos señores Agustín y Máximo Casá. quie- 
nes a su vez tos hubieron fio don Tomás Funes, corre spuudién- 
dolejs a Éste por permuta Jiccha con el Gobierno de Córdoba en 
Noviembre 24 de 180Ó. 

íjuc hace, pues cincuenta años que el Gobierno de Córdoba 
se desprendió del dominio de los terrenos en cuestión, y desde 
entonces han sido poseídos quieta y paxíficamertte jH>r todas 
las persona» que se lian sucedido en el derecho de propiedad y 
en tuda !a extensión que hoy los poseen los demandados, quie- 
nes los lian recibido en virtud de un titulo perfecto y de men- 
suras administrativas y judiciales aprobadas por las autorida- 
des competentes de (a misma Provincia demandarla. 

(Jue en las escrituras otorgadas a los señores Gómez y 
Córnet por los herederos de don Octavio Gómez, se hace cons- 
tar que el campo se encuentra mensurado y amojonado jKtr el 
agrimensor don Manuel ludarte desde el día 3 de Noviembre 
de iH/ij. con aprobación riel Departamento Tojxigráfieo, ha- 
biéndose con vi donado al agrimensor Tndarte a ese efecto, quién 
itió la posesión del campo al señor Javier M. Valladares, ante- 
cesor de don Octavie* Gómez. 

(Jue según resulta de los títulos de propiedad de los deman- 
dados, de^rle ta época de la mensura de Indarle. don Octavio 
Gómez, primero, y sn- hijos y sucesores después, han estado 
y están en quieta y pacífica posesión : a lo que sé agrega (pie el 
misino campo ha sido posteriormente mensurado, amojonado y 
dividido ]>or el agrimensor Agustín J, Villarroel. y las Opera- 
ciones de éste fueron aprobadas, por auto, del Juez de J," Instan- 
cia y 3." Nominación en lo Civil de la ciudad de Córdoba, doctor 
Angel Carranza Jofré. en Agosto 16 de 1907. 

(Jue la posesión de los demandados es tanto mas legitima 
si se considera que su derecho de propiedad emana del Gobierno 
de !a Provincia demandante, y que [a posesión la han tenido los 
doctores Gómez; y Gottlét y >us antecesores, con L interven- 
ción y aprobación de sus oficinas técnicas y autoridades judi- 
« iales. anlecedeiHes que, además de -u eficacia jurídica dentro 
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ik- las leyes generales, tienen este caso el carácter de actos ema- 
nados de una de las partes cti juicio, cuyos defectos tn> puede 
rc-istir ni desvirtuar ln parte que los fia producido. 

(Jue según las títulos de los demandados, el límite líale 
ile los terrenos en cuestión. e> la linea divisoria de la Provincia 
de Santa Fe, y el ingeniero Villarrocl. en la relación de su men- 
sura, deja claramente establecido este limite que la Provincia 
demandante muere arbitrariamente fijar mis liacia el Oeste 
como medio de justificar su demanda. 

Oiie según ln afirma el ingeniero Villarrocl, el eauqKt de 
referencia está comprendido dentro de líneas judiciales ad- 
ministrativas, esto es: por el naciente, linda con la Cañada 
de San Antonio, que la separa de la Provincia de Santa Fe. 
y cuyos limites fueron establecidos el año 1BH0 por la comi-dón 
que amitos gobiernos designaron al efecto, los cuales se encuen- 
tran marcados \*>r columnas de acero fijadas, más b menos en 

el centro de la Canadá. 
* 

Qu« el agriinen ¡O r ludarte fijó con claridad como limite 
Este la Provincia de Santa Fe. o sea; la Cañada de San Anto- 
nio, cuya demarcación fué niás precisamente llecba dos aiiOS 
después a consecuencia del latido de la Suprema Corle l'Yde- 
r.iL y en la mensura de Villarroe] se bace constar que todo el 
terreno ha estado alambrado desde el año 1S80 y su- vestigios 
son perfectamente visibles por poMes quebrados y hoyos que 
no dejan lugar a duda alguna. 

One. en consecuencia, no es exacto que el limite de los 
campos de los demandado- sea por el naciente el que pretendo 
la Provincia de Córdoba, sino el (jue lian mantenido sus ante- 
cesores v mantienen los reivindicados desde hace más de treinta 
años, o sea. 1u linea divisoria de limites a i|iie se ha hecho 
referencia. 

Que las afirmaciones del ingeniero Villarrocl a que alude, 
pueden eoiupn ibar-e [Mir la misma mensura del ingeniero lu- 
darte en que pretende fundarse la demanda tVín ayuda de 
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croquis ad hoc. cuya autenticidad desconoce en absoluto, porque 
el señor 1 miarte ha expuesto en la relación de su mensura que 
los limites por el Kste se colocaron en el centro de la Cuñada 
de San Antonio, que es precisamente la linca divisoria con la 
Provincia de Santa Fe, por cuya razón don Octavio rumie?, 
construyó alli sus alambrados hace más de treinta años como 
lo afirma el ingeniero Villarroel y como han de probarlo más 
ampliamente los demandados en el curso de esta litis, 

(¿uc asi lo ha considerado el (iobierno de Santa I ; e, según 
resulta de la conducta observada con los propietarios cuyo 
límite es la Cañada de San Antonio, y que, a pesar de tener 
su-i alambrados en la misma linea divisoria con la Provincia de 
Córdoba, no lian sido nunca molestados. 

Que la misma Provincia de C'irdoha ha consentido ese 
bniitc. pues, a pesar de que la Cañada de San Antonio tiene 
alrededor de cien leguas de desarrollo y de haber numerosos 
propietarios en la misma situación que los demandados, a nin- 
guno de aquéllos ba pretendido rectificárseles sus limites al 
naciente. 

Que, además, la permuta originaria a Funes no se hizo 
lijándose el precio por la medida, pues si bien adquirió con 
indicación de área, lo hizo por un [necio tínico y no a tanto la 
medida, puesto que dió en pago otro- inmuebles que la Pro- 
vincia de Córdoba aceptó como único y justo precio. 

Que. en tal Iñjíólcsis, el caso estaría regido por los artícu- 
los 1,178, inciso 5.", y ijHü del Código Civil, según los cuales 
cuando se compra con indicación del área, pero por un precio 
único y 110 a tanto la medida, la expresión de ésta no da dere- 
cho a -uplenientn de precio en favor del vendedor por exceso 
del área sino cuando fuera de un vigésimo, siendo el comprador 
el único qué puede optar por la disolución del contrato (artículo 
Código Civil )i 

Que hace cincuenta años que la Provincia de Córdoba cele- 
bró !a permuta con don Tomás Funes, y treinta y seis que alatli- 
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bró don Octavio Gómez la linea divisoria tiste que hoy se 
pretende modificar; tos demandados y su- antecesores han ejer- 
cido L'9 dominin y |;i posesión ciin justo titulo, aunque bastaría 
para, dar ta propiedad, el simple hecho de la prescripción trchi- 
tenaria, .-iun sin titulo ni buena (fe. 

<jue niega lodos los hechos expuesto* en la demanda o,uc 
e<tn vieren en contradicción con !o que lia relaciorado, y desco- 
riose la autenticidad del plano con t|uc $6 lia instruido, > en la 
lii[Hiti si> de i|nc hubiera aígún excedente en el área mié ¡>er- 
tenece a los demandados, sólo correspondería haber reclamado 
suplemento de precio si el exceso fuera del- vigésimo, pues la 
acción reivindi.aloria seria -iempre injusta en mérito de con- 
currir en fa\or de los demandados la prese rípCtÓn treintenaria 
sobre el terreno en cuestión, excepción míe u|>one para enervar 
la demanda entablada. 

(Jne corrido traslado de la excepción opuesta (foja- .íS*. 
la Provincia de Córdoba expuso: ijne ni el señor Gómez i don 
Octavio) ni sus sucesores pueden invocar otra po-estón mu* la 
• jue Ies dan sus titulo.-, o sea. !a míe fue otorgada por el tío- 
bienio de Córdoba eu i!-7*>. en virtud de la mensura de don 
Manuel hularte. pues no lian podido tener ni han tenido la po- 
sesión de ta tierra fiscal situada fuera del titulo y comprendida 
entre el limite Éste del .ampo vendido a Gómez y la línea divi- 
soria de límites con Sama Fe, |Hiri|ue ese trazado >e hizo en 
( 885-1886, ile acuerdo con el laudo arbitral de esta Guie dic- 
tado en 

Qüe lo* herederos y sucesores de don t letavio Gómez prac- 
ticaron recién en |i*>7 la división de las tierras en cuestión, 
comisionando al ingeniero AgnMm V'illarroel al efecto, y en 
1907 por primera vez >e 1 ra/11 la mensura y amojonamiento de 
la estancia de Gómez por la linea divisoria de límite- con 
Santa Fe, sujH;pj)oniéndose cit las tierras fiscales y dando ori- 
gen a este juicio. 

Qué la prescripción na sé habría operado, adema*, porque 
la Provincia entabló demanda eu ! ; ebrero 15 de 10,10 o mi ra 
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los heredero* y sucesores de dbn Octavió Góraez, y el tiempo 
necesario pura prescribir no había transcurrido todavia. 

Que asi resulta de los antecedentes (Je! título que irans- 
eribe y, ]>oi- tanto, ion arreglo al artículo 2411 del Código Civil 
la ]>o-esión fundada en 1111 título comprende sólo la extensión 
del título, y ¡deudo los demandados sucesores tic don í Mavto 
Gómez, no pueden invocar otra posesión, que la que éste tenía, 
pues su derecho no puede ser más extenso que el de su caígante. 

(Jue. no obstante, corresponder ; , don Octavio Gómez trece 
mil ochenta y nueve hectáreas, siete mil trescientos cuarenta 
y seis metros cuadrado-, incluyendo una fracción comprada :i 
don Bejtran Gómez, y deducido lo que reivindico el señor José 
M. Méndez, el agrimensor Villarroel. al reproducir en vya~ !a 
mensura de Indarte. incluyó una fracción fiscal entre la linea 
Kste trazada por el agrimensor citado y el límite divisorio de las 
provincias de Córdoba y Santa Fe, trazado en 1.HK5-1X8Ó. 

Q»e sobre esa zona de terreno fiscal la Provincia de Cór- 
doba lia ejercido actos de jurisdicción y de dominio, y que ¡a 
única posesión que pueden hiv<tcar los demandados es la que 
obtuviera e! señor Gómez en 187*;. de acuerdo con la mensura 
■le Indarte. y el cerco construido ahora y que corre por la linea 
divisoria de limites, no puede hal>er sido hecho en aquella época 
porque esa linea no era conocida entonces. 

Que en el mejor de los casos, ia posesión con ¡mimo de 
dueño no pudo ser anterior a la fecha en que se trazó esa linea, 
además de qne 1*'S sucesores y herederos de don < h lavio Gómez 
110 se atribuyeron la propiedad de c*as tierras sino a partir de 
la mensura de Villarroel, y en cualquier de los dos casos, el 
termino para prescribir no habría transcurrido 1 fojas 47*. 

Oue recibida la causa a prueba, se produjo la que expresa 
ef certificado de fojas .¡Kó, se presentaron lo- alegatos de fojas 
-iK8 y ,$05, y *e llamó autos para definitiva (fojas ¿02 vuelta ¡. 

V Considerando ; 
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(Jue los demandados han opuesto, entre otras defensas, la 
prescripción ireinienaria en el escrito de responde, la que fué 
substanciada en ftirnia, con arreglo al auto ríe fojas ¿8. en cuyo 
mérltó la paite adora evacuó el traslada de la referida exeep- 
ción ;t fojas 40. 

íjue según e-i de constante jurisprudencia, en las causas de 
jurisdicción originaria, la excepción de prescripción dclx.» ser 
¡VMit-lta ni primer término 1 Knllos : truno <A página J.y. entre 
otros), pues ilndo el carácter perentorio de esta excepción, si 
ella prosperase }K>r haberse justificado los extremos requeridos 
al efecto, extinguiría el derecho ejercitado por el actor, y care- 
cería dé objeto considerar y decidir las demás cuestiones pro- 
puedas en la demanda y en la contestación (Fallos: t«pio 100. 
■página 395 i. 

Que los demandados fundan la excepción aludida en la 
circunstancia de Italn-r estado en posesión del inmucHc epte mo- 
tiva la litis, por sí y jxir sus antecesores singulares, desde la 
fecha en que. efectuada la mensura por el agrimensor Indar te, 
éste puso éft posesión del eaiii|>o a los señores Valladares y 
Casá, vendedores posteriormente de dicho inmueble a don Octa- 
vio liómez. quien lo ha trasmitido a sus herederos universales, 
que de donde procede el ututo de tos demandados. Desde 
aquella fecha hasta la de interposición de la demanda, habría 
transcurrido, a juicio de los reivindicados, más de treinta anos 
y la acción rei vindicatoria, en concepto de los mi-mus. Seria 
improcedente con arreglo a lo qne detonen los ariiculos 4015 
v 4010 del Código Civil. 

Une al contestar el traslado de la excepción opuesta, la 
Provincia de Córdoba manifiesta que los demandados do han 
tenido ni pueden invocar otra posesión qué la que les acuerda 
$11 titulo y que les fué dada en d año 1X71* en virtud de la Itteft- 
rura y amojonamiento practicado por el agrimensor Manuel 
tildarte, la que llegó hasta la orilla de la Cañada de San Auto 
tiro, dejando un lote de tierras fiscales entre ¡a linea de >u men- 
sura y el limite cofi la Provincia de Santa I-V 
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íjue sin objetar el derecho que confiere el artículo 241 1 «luí 
Código Civil, invocado por el reivindicante, en cuanto dispone 
que ¡a posesión fundada en tul título comprende sólo la exten- 
sión del título, sin perjuicio de las agregaciones cjue por otr;is 
causas hubiese hecho el poseedor, es del ca»n examinar si se ha 
demostrado en autus la afirmación de la Provincia de- Córdoba, 
según la cual el agrimensor (miarte na din a don Javier M. V.* 1 
Hadare?, en el año 1XX0. la posesión de las tierras que motivan 
este litigio, Hasta el centro de la Cañada de San Antonio. 

(Jiie según resulta de ¡os antecedentes testimoniados a fojas 
<»K y siguientes, designado el agrimensor Indarte para practicar 
tu mensura del campo adquirido después que don Octavio Gó- 
mez solicitó, del pépartamento Topográfico, las instrucciones 
del caso para efectuar la operación aludida, y el referido depur- 
lamento le (lió, entre otras, la de levantar el plano "del centro 
de ta Cañada de San Antonio, que es el limite (|iie debe tener 
al Kste el terreno por medir" ^ fojas 75 vuelta). 

(¿uc en cumplimiento de las instrucciones de referencia, el 
agrimensor I miarte practicó Ja mensura que se le había enco- 
mendado, colocó, como se le indicara, un mojón en el centro 
de ta Cañada de San Antonio (Mojón J, diligencia de mensura 
de fojas 78 vuelta), y en Febrero ¡ de 1SH0 di/» la pose-ión del 
campo a don Javier M. Valladares, labrando un acta en la que 
hace constar que ha modificado algunos linderos para corregir 
un exceso de superficie, y entre ellos "el i¡ue está en el centro 
de la Cañada de San Antonio, se trasladó a trece cuadras cua- 
renta y sÍ0te varas sobre el costado Este, que es el centro de la 
Cañada de San Antonio, fijado como divisoria entre la Pro- 
vincia de Santa Fe y ésta de Córdoba" ( ledas ^> de autos). 

(Jue los antecedentes expuesto* están corroborados por la 
mensura posterior, efectuada por el agrimensor Agustín J. Vi- 
llarroe!, pues según resulta, en efecto, de las transcripciones 
que en I*» pertinente contienen los testimonios de fojas 104 a 1S0. 
el citado agrimensor hace constar que "lodo el terreno (pie mido 
ha estado alambrado desde ifW». y sus vestigios perfectamente 
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visibles, señalados por postea de quebracho y hoyos duran toda- 
vía muchos arios sin dejar duda áigtiria*' (fojas 154 vuelta Y, v 
cata operación aparece aprobada judicialmente i>ur auto tc--i- 
moníado a fojas 257 vuelta. 

<jue entre los instrumentos probatorios presentador por la 
paite actora. figuran las untas cambiada- sobre este asunto entre 
el Ministro de Hacienda «le !a Provincia demandante y el Fiscal 
de Gobierno de la misma. > ™ ivmis documentos *e deja impli- 
eítanieute reconpeido por los referido, funcionarios que los 
demandados estaban en po-vinn, por Ki menos desde el 4 de 
Marzo de iRSo. de la> tierra - que se reivindican, pues -e afirma 
en dichas notas míe la preseri]»ción -e operarla el 4 de Marzo 
dé u»i<>, y a fin de llenar "el fin principal de interrumpirla", 
se enlabio ante la justicia provincial 1,-j acción reivindícaioria 
algunos días antes de esa fechá, esto es. el H» de Febrero de 
aquel año 1 fojas K-r vuelta, ii.1> 114 de autos >. 

Que la prueba de testigos producida con el mismo objetó 
fie acreditar la pose-huí iniuternimpida de las tierra-; de refe- 
rencia, desde Febrero ,í de 18 V). fecha en que el agrimensor 
Inda ríe dio esa pose- ion a Valladares, ron firma la que resulta 
dfe los antecedentes precedentemente examinado., Y asi, el tes- 
tigo Lorenzo M i r contesta afirmativamente a fojas 203 vuelta 
la^ preguntas secunda y cuarta del interrogatorio de toja- J'n. 
y declara que la propiedad qíte fue dé don Octavio <t- nuez, 
catisahabtente de íps demandado*, estaba 1 indiada al ftste por la 
Cañada de Sán Antonio o Provincia de Santa Fe ; que la linea 
divisoria entre ambas provincia- pasaba por el centro de la 
Cañada de San Antonio, 1 -* t testigo Miguel Menaldi l foja- -70 
vuelta'. SC refiere también a esa posesión 1 preguntas 2,' \ 4.*. 
pliego fie fojas ¿08 1; menciona el número aproximado > clase 
de l::s hacienda > que existían en el campo, y agrega que esa- 
haciendas pastaban hasta los limites de la Provincia de Santa Fe. 
I'-l limite Kstc de! campo era también la linea limítrofe ,nn 
S. mía Fe. según el testigo Isabel Khanda i fojas .7,5 Micha 
y -.74. re-piK-ta a las preguntas Stí' y 4 *. pliego eifado'l, y en 
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igual sentido declara el testigo Anfesl Fuentes i preguntas 
3.* y 4.". .pliego citado, contestadas a. fojas 280 vuelta y 2S1). 

Une -1 bien se arguye que ' a <1¡ visoria entre las pro 

vincias de Sania Fe y Córdoba m» fue frazada en el terreno sino 
en 1<>s ano* v 1SK0 como consecuencia del laudo arbitral 

dictado l»*r esta Corte cu iS&í, es de obsennr que ese latido, 
al ile!ennin;ir el limite en el punto de referencia, tomó en cuenta 
una situación de hecho aceptada y consentida |»or ambas provin- 
■ i;i> desde el año 1H03. fecha en que ya la Cañada de San Anlo- 
pin era considerada como deslinde de las respectivas jurt-dic- 
ciones. Asi resulta, además, de tus propios antecedentes de la 
ntensttta de ¡miarte, pues como queda expresado, le fueron im- 
par! ida ~ instrucciones explícitas por el Departamento Topográ- 
fico ele la Provincia, en el sentido de trazar la linea liste del 
campo a medir por el centro de la Cañada de San Amonio, y, 
en consecuencia, tales instrucciones hubieran importado una in- 
va-ión jurisdiccional delibrada, si como ahora se pretende, él 
límite ite Córdoba no llegaba en aquella fecha al centro de la 
Cañada sino al borde efe la misma. 

Une a mayor abundamiento cabe considerar que en el 
supuesto de que entre !as lineas perimelrales del campo que 
perteneció a don Octavio (iótnez hubiera actualmente una su- 
perficie mayor que la atribuida a ese inmueble en el lindo otor- 
gado por la Provincia de Córdoba, tal circunstancia no podría, 
en el i-aso autorizar por si sola la acción reivindicatoría, sino a 
condición deque se demostrara también que cas líneas no coin- 
ciden con las de ta mensura en cuya virtud se dio en 1JW0 a los 
antecesores de los demandados la posesión del cam]HÍ en litigio. 
Y rsta prueba no lia sido intentada por la Provincia de Cór- 
doba, ni puede resultar de la Operación de simple mensura efec- 
tuada por el agrimensor Casa du intervención de los reivindi- 
cados y de consiguiente sin el contralor requerido para atribuirte 
eficacia legal {articulo 141 y siguientes de la ley nacional de 
procedimientos: Kilos: tomo tu. página .¥*>. 

Oue establecido, pues, como queda, que la posesión del 
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campo de que es ]>;*rit¡ el de propiedad de los demandado», se 
diú a don Javier M. Valladares en 3 de Febrero de J8S0 (fo- 
jas 70.) y es de ley y jurisprudencia que el demandado puede 
unir su propia posesión a la de sus antecesores o invocar la de 
estos al efecto de computar et tiempo hábil para la prescrijx-ióu 
1 Código Civil, articulo 40115; Fallos: tumo iti, página 65 1 ; y 
demostrado asimismo que la demanda reivindicatoría fué enta- 
blada ante li>s tribunales de Córdoba en Febrero 19 de lyio 
1 flojas 82 vuelta, de autos >, es evidente que cuando se interpuso 
!a demanda habia transcurrido el término que establecen los 
artículos 4015 y 4011» del Código Civil para la prescripción 
extraordinaria (Fallos: tomo 54, página 13a), 

Por estos fundamentos se declara improcedente la demanda 
interpuesta, sin especial condenación en costas atenta la natu- 
raleza de la cuestión debatida. Notifiquen* y repuesto el papel, 
archive», 

A. J b-RMKjo. — Nicanor G. ihíi. 
Sl>l,AR. — J. FlGUEROA At.~ 
corta, — Ramón MÉNDEZ. 
— Korkrto REpBTTO. 



Hinprcsa del Puerto del kostrto contra el Banco Nocional en 
ttqiddfuión, sobre expropiación. 

r 

Sumario: l* Tratándose de terrenos próximos a otros que fue- 
mu ya apreciados por la Corte Suprema y colindantes con 
otros que el expropiante se avino, en convenios privados, 
n pagarlo- al mismo precio, corresponde que a aquellos se 
les fije el misino valor que a estos últimos. 

2." Representando los intereses el valor de los irutos 
del inmueble ocupado, desde d momento de la toma de po- 
sesión hasta el día de la entrega del precio, su pago es pro- 
cedente. 



(/Vgro Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Rosftrio. Noviembre 14 de lito 

Y Vistos: 

Kste juicio sumario sobre expropiación de un terrenu afec- 
tado a la construcción del Puerto dé esta ciudad, seguido por la 
empresa concesionaria del mismo contra el Banco Nacional, hoy 
Manco de la Nación Argentina, declarado propietario de aquel 
tertendi 

Y Cunsideraiido : 

Primero: Que suspendidos los trámites de la expropiación 
I>or Imlierse cuestionado el dominio del terreno y fallado en 
definitiva, en el respectivo juicio ordinario, el pleito sobre la 
propiedad, se dictó el decreto de fojas 421 vuelta, reiterado a 
foja* -132. convocando a las partes a una audiencia para que 
designaran lits peritos que habían de justipreciar el hicn a ex- 
propiarse, conforme lo prescribe la ley de la materia. 

Segundo; Que realizada la audiencia (fojas 43$), el repre- 
sentante de la parte adora, doctor Carlos Silveyra, propuso al 
señor ingeniero don Allierto Schneidewind, y la expropiada, al 
-eflor Ovidio Rodríguez, a quienes, el juzgado, en el mismo acto 
tuvo por nombrados, disponiendo tomaran posesión de sus car- 
gos y procedieran a desempeñar su cometido. Asi se hizo (\vasc 
fojas 437 v 4¿8>, y los señores peritos se expidieron en seguida, 
presentando los dictámenes que corren agregados de fojas 439 
u 447. IW las razones invocadas en el decreto de fojas 447 
vuelta, el juzgado nombró perito tercero al señor Virgilio 
Sánchez ílranel. quien presentó, oportunamente, el informe pre- 
cedente. 

Tercero: Que con estos antecedentes. — que son los que la 
ley sobre expropiación indica reunir para decidir, en base de 
ellos, el precio que se manda pagar por el bien declarado de uti- 
lidad pública. — corresponde hacer la estimación aludida, para 
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concluir el trámite propio de esta clase de juicios. Dentro de! 
carácter sumario dé] juicio de expropiación, son bastante dichos 
antecedentes para fundar la concludón del caso, ta que surgi- 
rá con claridad y previsión di- un ligero aná!isi> de ellos. 

C ihirlti; One sobre la extensión v ubicación exactas del 
terreno, n,. hay dificultad ni duda alguna: han sido perfecta- 
mente determinada» en los planos resistivos y comentadas por 
los tres peritos une han intervenido. Interesa a I» presente reso- 
lución señalar h uní iormidad con que tos peritos han dictami- 
nado sobre la excelente situación del terreno: se halla en 1111 
paraje de la costa muy adecuado para cualquier instalación vin 
culada al comercio fluvial y a las industrias anexas ;i ; mismo; 
encontrándose, además, próximo al ¡xipuio-o barrio "Sáenz 
Peña 1 3 'as vías de comunicación que lig.'ui a éste con la citi- 
dail. -in ciar muy distante ilel centro de la misma, 

Quinto: Que aJ criterio resultante de ta ubicación y con- 
diciones del terreno, delie combinarse el qué proporcionan las 
• li versa.- operaciones de compra-venta de parcelas vecinas. I,a 
variedad de precios pagados por otras expropia. iones, intro- 
duce cierta confusión ,jue es preciso aclarar relacio, ando aque- 
llas con las e]»>cas en .que se realizaron y otros factores aceeso- 
ri - \si. no es ¡gua] expropiar una zona colindante con la 
dudad y las estaciones de ferrocarril, por ejemplo, y otras dis- 
tante» de ambas; ni puede pagarse lo rilismü por un terreno 
bajo que ¡)or otro situado arriba de las barrancas. La oscilación 
de loa valores de estas transacciones, bajo la precisión de cir- 
cunstancia» especiales fiel mercado, influye también en lo» pre- 
cios; explicándose, por ello, que estos hayan fluctuado en la 
forma «pie expresa el perito tercero, desde treinta jíesus el me- 
tro cuadrado, hasta sesenta centavo» en que »e estiman actual- 
mente algunos. 

Si-rio. (Jue ¡a comparación del terrena con oíros vecino» 
y la de] precio a asignársele con lus pagados anteriormente refe- 
rid.!» .t la época de ta toma de posesión provisoria ¡ku- la em- 
presa expropiante, da una ba»e de ©quietad muy apreciable para 
este pronunciamiento. También debe tenerse en cuenta lo que 
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el Banco abonó a su vendedor ti señor Canals en i8y8 y notar el 
progreso general creciente desde ese tiempo hasta njo?. inde- 
pendientemente (le la proyectada obra del puerto; para jxider 
afirmar que en ese intervalo de tiempo, ios valores aumentaron 
sensiblemente y sin violencia alguna, pasando el precio del 
terreno en cuestión, de ochenta centavos el metro cuadrado, al 
de casi dos |>esos en que lo estima el perito tercero, coincidiendo 
con el del Banco. 

I„as consideraciones cotncidentes de los señorea peritos, que 
el juzgado hace suyas en lo (jertinente, le permiten referirse a 
ellas para fundar la presente resolución, sin extenderse en más 
comentarios. 

Se pimío: Que no habiendo f raveionamiento ni otros per 
juicios causarlos por la expropiación, puesto que ésta abarca 
todo el terreno, no hay motivo de ocuparse de examinar las 
indemnizaciones cnrres]xindientes. Pero como la privación del 
bien, desde la fecha de la tuina tic posesión por ia empresa del 
puerto hasta su definitiva expropiación, implica perder la renta 
del mismo, u otros beneficios de que razonablemente puede dis- 
frutar el propietario, es de toda justicia compensarle esa pér- 
dida ; pudiendo, equitativamente, serlo con los intereses legales 
de la suma tota! representativa del juicio, al tipo del Banco 
de la Nación y computados desde la toma de posesión del terre- 
no basta la fecha. 

Por lo cual y de acuerdo con lo dispuesto por el artículo ft." 
de la ley número 180. definitivamente fallo: 

Declarando, (¡ue la sociedad adora debe pagar al expropia- 
do, por cada metro cuadrado del terreno motivo de este juicio, el 
precio (le un peso con noventa centavo* moneda nacional, o sea. 
la suma de cuatrocientos setenta y tres mil cuatrocientos sesenta 
y dos fx'sos con catorce centavos moneda nacional de curso legal, 
y los intereses sobre ésta, al tipo del Banco de la Nación, desde 
la fecha en (pie tomó posesión del inmueble. Con costas. Insér- 
tese, hága-e saber, repóngase y archívese. — Manuel Carrtifa. 
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SEN' TEN* CIA PE LA CÁMARA FEDERAL 

Roí* rio. Febrero W d« lt« 

Vistos en Acuerdo los autos -efíuidos por ta Kmprcsa del 
Puerto del Rosario contra el Ha neo Nacional bu (tgtiídaeióii 
-obre expropiación t F.xp. numero 574/221. 

Y Considerando: 

Para fijar el precio o valor de! inmueble cxp rupia do, 
ÚhiCa cuestión a resolver, pues el recurso de nulidad es impro- 
cedente desde que no lia sido fundado, hay Un antecedente del 
que m» se puede prescindir: la Suprema Corte, en lifc juicios de 
expropiación sentidos por la empresa demandnnlc contra ti 
F. C. C. y R. y los señores Pinero. Uacrozc y González sobre 
expropiación de terrenos destinados al Puerto de esta Ciudad, 
ha fijado definitivamente el premia de $ i.óo m/n. j>or cada 
metro cuatlrado 'Fallos: tonto 124. página 140, y toitto 127 
pagina 

2.' Ahora bien: según el plano de fojas 5. lo- terrenos 
expropiados al ferrocarril y a los señores Pinero y I.acrozt. 
que forman los IdtftS contiguos números 10 y ti. tienen mejor 
ubicación y están mas próximos ¡1 la ciudad, que el (JÜe se trata 
de expropiar al Banco Nacional, cuyo terreno queda mucho mas 
afuera y dictante del centro de esta ciudad, y. \\ny tanto, tienen 
iuvesarianu;nu- un valor interior. Hay nuicbas cnadras de dis- 
tancia entre iinní y otros terrenos. 

Por lanío, *e modifica la sentencia apelada fijando como 
precio de la indemnización la suma de Un peso y treinta centa- 
vos moneda nacional |>or cada metro cuadrado de terreno, con 
má> los interese*, que colira el Banco de la Nación desde el dia 
de la ocupación basta el del pago, y las costas del juicio consis- 
tentes en gastos de actuación y honorarios de peritos. Xotiti- 
quese y devuélvanse al juzgado de origen donde se repondrá el 
sellado que se adeude. — José tLi Horco. — ¿híj í'. Hoh~ú!í'c. 
— En disidencia: tosé M. fierro. 
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FALLO UK LA CORTE SUPREMA 

Bueng* Aitrt, Novltnfeit W de 1923 

Autos y Vistos: 

Qjíie ik' acuerdo con la reiterada jurisprudencia de esta 
O irle, ha tle ti miarse como f ce lia para justipreciar el valor del 
terreno de cuya expropiación se trata, !a de quince de Septiem- 
bre ile itwjj, día cu que la Empresa Constructora del Puerto del 
Rosario tomó posesión del mismo, según se comprueba con el 
acta curtiente a fojas id de estos autos. 

Une la cuestión traída al conocimiento del tribunal, o sea, 
la de determinar cuál ha de ser el valor que se fije al metro 
cuadrada de tierra a los efectos de la expropiación del inmueble 
ile propiedad del Rauco Nacional en liquidación, al cual estos 
autos se refieren, se batía facilitada en el hecho no sólo porque 
esta Corte (Fallos: tomo 124, página 140, y tomo 127, pá- 
gina 300 1 entendiendo en tos juicios de expropiación seguidos 
contra Pinero. Lacro/e y González y Ferrocarril Córdoba y Ru- 
sa rio. propietarios de inmuebles próximos al de que aquí se 
trata, estableció un peso sesenta centavos moneda nacional aquel 
valor, sino también porque el expropiante mediante convenios 
realizados con los herederos de Ortiz y Guerra, dueños de un 
terreno colindante por el Norte con el que motiva e*tas actua- 
ciones, se avino a satisfacerlo, a razón también, de un peso 
-esenia centavos moneda nacional la vara cuadrada. 

Que. con el misino criterio, en cuanto al valor del metro 
cuadrad/i de tierra, se ha satisfecho mediante convenios priva- 
dos las indemnizaciones concedidas a los herederos de Grandoli 
y de Irigoyen. propietarios de terrenos situados como los ante- 
riores en tos bajos del Rio Paraná, traslindcro el de los prime- 
ros cOn el terreno que motiva esta litis y más próximo a la ciu- 
dad del Rosario, el de los segundos. 

Que si bien es exacto que él terreno de propiedad del Ban- 
co Nacional en liquidación se encuentra más alejado de la ciu- 
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ISO FALLOS DE LA CURTE SUPREMA 

dad del Rosario que los otros dos que úi&coa ocasión Vi pro- 
nunciamiento de ésta Curte, no cabe deprender de tal cireuns- 
laticia unri causa de depreciación, no »úln porque existe ti ante- 
cedente invocado tic haberse salís fecho espontáneamente por el 
expropiante el valor fijarlo ¡>or esta Corte a los linderos here- 
deros <le Ortiz y Guerra, sino p©rqtí& además, la mayor distan- 
cia a que el terreno se halla fie la ciudad del Rosario, se com- 
pensa eoí) su proximidad al barrio "El Saladillo", existente ya 
en la época del des;i]mderainÍento y, jitntn al cual se encuentra 
emplazado. Corrobora esta afirmación la circunstancia apun- 
tada jwir el perito tercero de que el mismo expropiante, por 
a ni venin. haya pagado el metro cuadrado de tierra, a la Socie- 
dad Anónima "líl Saladillo'*, a razón de dos pesos ochenta mo- 
neda nacional. 

Qjié la circniistan ia de halarse adjudicado en págo al 
llanto Nacional en liquidación los setecientos ochenta y seis mil 
seiscientos noventa y siete metros cuadrados, dentro de los cua- 
les se halla comprendido el terreno de cuya expropiación se 
irata ahora, en la suma total «le seiscientos sesenta y tres mil 
novecientos sesenta y cinco peso- con veinticinco centavo- mo- 
neda nacional, esto es. *a razón de 0.844 el metro cuadrado, no 
puede servir de Índice predominante para establecer un precio 
inferior al de un peso setenta. Desde luego, porque la dación en 
pago tuvo lugar el año 180* v la ■ .capación del terreno por la 
Hmpresa del l'uerto del Rosario acaeció en Septiembre de 190.J. 
Y cabe ob-ervar. asimismo, cohonestando la anterior afirma- 
ción que el inmueble adjudicado en pago al Banco a un precio 
medio de 0.844 el metro cuadrado, lo había adquirido e'i deudor 
don Juan Cañáis a razón de dos jk-sos sesenta y seis centavos 
en Marzo del año 1890, antecedente demostrativo.de que aquel 
precio fué ta obra de la cri>is económica y de la consiguiente 
depreciación en el \ídor de la tierra* 

Que en mérito de tales antecedentes corresponde fijar como 
valor del metro cuadrado del terreno, objeto de esta expropia- 
ción, el mismo estattfecído por esta Corte en los Juicios men- 
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pe jivmcia di; la ación l *> 1 

eionados y e! ti jacio por el expropiante cu virtud del acuerdo 
fie parles, o sea. la suma de tm [)eso sc-enta centavos moneda 
nacional el metro cuadrado. 

Que en cuanto a los intereses representando éstos el valor 
de los frutos del inmueble ocupado por la Empresa Constructo- 
ra del Puerto del Rosario, desde el momento de la toma de 
posesión liasta el día de la entrega del precio, su pago es pro- 
cedente conforme Ir» establece el pronunciamiento afielado, con 
deducción de los correspondientes a la cantidad debitada por 
el expropiante. 

Que en cuanto a las observaciones formuladas por el re- 
presentante de la empresa cerca dei hecho de habérsela conde- 
nado a ésta directamente y no al Gobierno Nacional, esta Corte 
está impedida de pr< inundarse sobre el pimío en razón de no 
baliersc tomado en cuenta la cuestión por el tribunal a quo a 
mérito de una omisión de procedimiento y además pon pie ella 
ha de decidirse en definitiva de conformidad con ¡a ley de con- 
cesión y las convenciones existentes entre el Gobierno de la 
Nación y la Kmpresa. 

Por ello se reforma la sentencia apelada, declarándose que 
el precio del metro cuadrado debe pagarse a razón de un peso 
sesenta centavos moneda nacional, confirmándola en lo demás 
que resuelve, con costas. Notiííquese y devuélvanse, debiendo 
reponerse los sellos ante el Juzgado de origen. 

■ 

A. ttÉRMfijO. — NlCAVOR G. DÍL 

Solar. — J. Ficukkoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Koiii-KTo Kwirrrn. 
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Don Dominya Arbeh contra don Rafael Alearía, sobre con- 

s'ujmttión, 

S ntnarto: t * La apreciación de los contratos celebrados por las 
partes y agregados a los auto*, u sea, de la prueba produ- 
eida en la cansa, es ajena al recurso extraordinario del ar- 
ttcnlo 14 de la ley 48, 

_\" La denegación en el caso, de la aplicación tlel ar- 
ticula !.° de la ley 11.157, interpreta y aplica corred amenté 
l,i doarina consignada t- 11 el fallo de la Corte Suprema, 
publicado en la página 47 del tomo 137 de sus fallos. 

C«.f«: Ix> explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL SEÑOR JUEZ EX LO CIVIL 

Buenos Aires, Febrero SÉ de IWS 

Autos y Victos: 

Tratándose ele Un contrato — fojas 4 — que importa una 
prolongación del de fojas 8 y siendo este último de fecha ante- 
rior a la promulgación de la ley número 11.157, lo que iiu|>orta 
tener derechos adquiridos antes de su vigencia; por ello, se re- 
voca la sentencia apelada de fojas 47, declarándose las costas 
en el urden causado. Devuélvase al juzgado de procedencia con 
reposición de las fojas ante el misino. — Martín Abclemla. — 
Ante mí: Carlas (/. Marín. 
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lAU.n l*K LA CoKTR Sl'I'KfvMA 

Buenos Alret. Noviembre IB de Iflá 

Y Vistos: 

l.os seguidos i«>r don Domingo Arbelu ron ira don Rafael 
Atcorta sobre consignación de alquileres, \enidos en ablación 
exiranrdiuarií: de sentencia de un juzgado de primera infan- 
cia en l+i Civil de la Capital. 

Y Considerando : 

Que la sentencia «pelada de foja* 6l al revocar la del 
inferior, se funda en que el contrato ipie sirve de base a la 
demanda, importa la prolonvacinn de otro de fecha anterior a 
la promulgación de b ley número 11.157. I' 1 H l 111 ' ii"i H "' ,;i tener 
derechos adquiridos antes de su vigencia. 

Que la apreciación de los contratos celebrados i>or las par- 
tes y agregados a fojas 4 y 8, o *ea, de la prueba producida en 
la causa, es ajena al recurso extraordinario interpuesto según 
los artículos 15 y 16 de la ley número 4H y lo reiteradamente 
resuelto. 

Que eiI denegar en el caso ta aplicación del articulo 1." de 
la ley 1 1.157. invocado por el recurrente señor Arbclo. la sen- 
tencia apelada lia interpretado y aplicado correctamente la doc- 
trina consignada en el fallo de e-ta Curte en la causa Mnrta 
contra Harguindeguy. del tomo 137, página 47. 

Por ello, se confirma la sentencia apelada en La parte que 
Eia podido ser materia del recurso. Xotifíquese y repuesto el 
papel, devuélvanse. 

A. BéRMEJO. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Kigukkoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Rom-Rio RiU'HTio. 
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Sumarió incoado contra Rafael Racliclder y oíros, por tentativa 
de estafa. Contienda de competencia. 

Sumario: Corresponde a la justicia federal de la Capital cono- 
cer fie un proceso |>or tentativa de estafa cometida en el 
puerto «le la Capital. 

Caso: explican las siguientes piezas: 



PICTAMRN IMÍI. SKSOR PROCURADOR OKNRRAt. 

BMiut Aire», Noviembre 1 de \m 

Suprema Corte : 

Ue las constancias de la presente causa criminal que se 
inicia contra líafncl líachelder, Vicente Pascual Lentini y Car- 
mine Pittelli, aparecen los dos últimos como víctimas de una 
tentativa de estafa |x>r parte del primero. 

Consistiría el delito en haberles prometido Bachclder, con- 
tra entrega de tina suma de dinero, el hacerlos viajar con des- 
tino a Norte a América a bordo del vapor American Legión, 
al que transportó sus equipajes y a donde ellos cunen rrieron no 
siendo admitidos. 

Si ha existido o no una connivencia delictuosa entre tos 
tres sujetos nombrados para que dos de vi los viajaran defrau- 
dando los intereses de la Compañía Naviera, no lo encuentro, 
a la altura de este proceso, debidamente acreditado. 

Tero, lo evidente, es que Hacheldvr. tripulante del Ameri- 
can Legión, con el cargo de engrasador de máquinas, prometió 
a Lentini y EHtteHi su entrada a liordo y (¡ue tal promesa fué 
hecha en un despacho de bebida-- situado cu !a calle Viamontc 
N " 134, donde, prinm jacte, aquél recibió ima suma de dinero 
a cambio de las órdenes falsas de entrada al vapor. 
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Resulta de lo expuesto que se traía <Ie un delito común 
cometido en lugar ajeno a la jurisdicción federal. 

Por ello, soy de opinión que la presente contienda negativa 
de competencia planteada ante el Juez Federal y el de Instruc- 
ción en lo Criminal de la Capital de la Nación, corresponde ser 
dirimida en favor de la competencia de este último. 

Horacio R. Litrrtta. 



taimo dk la cortb sr i-rema 

■utn« Aire*. NotfJembrt 1» de lt*23, 

Autos y Vistos: 

Lo* de contienda negativa de comjíetemia cutre un juez 
de Sección de la Capital y uno de Instrucción de la misma para 
entender en el proceso seguido contra Rafael Uachelder, Vi- 
cente Pascual Lentini y Carmine Pittelli, por tentativa de estafa. 

Y Considerando : 

Que de las declaraciones prestadas por los procesados en 
e! sumario instruido por ta Prefectura del Río de la Piala 
( fojas i a 28), ratificadas en la indagatoria de fojas 39 a 41 
vuelta, resulta verosímil, pero no comprobada, la afirmación 
de Pittclti y Lentini, de que en el bar de la calle Viainonte que 
citan, entregaran dinero íi Baelieldcr, a fin de que este les pro- 
porcionara los medios fie realizar clandestinamente el viaje 
proyectado. 

Que, entretanto, de las mismas constancias sumariales de 
referencia se de-prende el hecho evidente que los tres procesa- 
dos intentaron realizar el acto delictuoso que se les atribuye, 
<-] uno llevando los equipajes y facilitando la entrada de sus 
copartícipes al American Legión, y los otros dos embarcándose 
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subrepticiamente en dicho tiuque, a cuyo bonlo fueron étt& 
nidos. 

*Juc !os procesados confiesan el propósito del viaje clan- 
destino, y los antecedentes relacionados demuestran que se eni- 
barcaron con tal fin, dando asi comienzo a la ejecución del 
delito que no consumaron por circunstancias ajenas a su vo- 
luntad (Código Penal, artículo 42!. 

Que. eh tales condiciones, es evidente que la tentativa de 
1 leí i lo de estafa, origen de este proceso, se ha cometido en el 
[ merlo de la Capital, en el que la jurisdicción federal es exclu- 
siva. (Ley número 48, articulo 3*, inciso 4."; Fallos: tomo 1 r8, 
pagina 140; ionio 128, página á0>; considerando 12, pági- 
na 307'- 

Por ello, oído el señor Procurador General, se declara que 
el Juez competente para entender en este proceso es el de Sec- 
ción de esta Capital, a quien, en consecuencia, se le remitirán 
los aillos, avisándose por oficio al Jucx de Instrucción. 

A. [ÍKhmiijo. — Xuwxor ti. míi. 

S"LAlt. - T PíGUBROA Al.- 

CQRTa. — Ramón Méndez. 
— líoi!i-«To kKi'imo. 



Pon Máximo d\ del Mármol contra- la Prarituia de Santa Fe. 
¿obre intérditio cíe obra nuera. Recurso de hecho. 

Sumario Xo reviste carácter definitivo « los fines del recurso 
extraordinario del artículo 14, ley 48, una resolución de 
una Cámara de Apelación provincial, que se limita a de- 
clarar ta hieom|>etencia del Juez de 1." instancia para co- 
nocer de un interdicto, estableciendo que ha debido acn- 
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dirse a la vta contencioso-administrativa con recurso para 
ame el Superior Tribunal de Justicia. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL, SEÍÍÜR PROCURADOR GENERAL, 

Buen» Alrei, Octubre 10 da 10!» 

Suprema Corte: 

Kn la presente causa sobre interdicto de obra nueva dedu- 
cido por don Máximo C¡. dei Mármol contra la Provincia de 
Santa Fe. que tramitó ante el Juzgado en lo Civil y Comercial 
del Rosario, no se ha dictado la sentencia definitiva sobre el 
fondo del litigio a que se refiere el artículo 14 de la lev 48, 
cuya revisión el mismo acuerda a V. R. en instancia extraor- 
dinaria. 

Só!o aparece discutida y resuelta una cuestión procesal 
sobre jurisdicción. 

La determinación contenida en la sentencia sobre cuál de 
los dos tribunales lócale* de ta Provincia, el de i.' instancia o 
el Superior Tribunal, debe conocer en la presente causa y la 
fijación del procedimiento a seguirse por demanda ordinaria 
o jwr via contenciosa administrativa, no es cuestión federal 
que corresponda revisar a esta Corte Suprema. 

La inlerprelación y aplicación de las leyes sobre procedi- 
miento que fijan la jurisdicción y competencia de los tribunales 
provinciales ha sido conferida exclusivamente a los mismos 
(artículo 105 de ta Constitución de la Nación) y excluida de la 
revisión por V. E. mientras 1 dichas leyes 110 aparezcan tachadas 
de inconstituciunaltdad, como sucede en c^te caso. 

Opino, por tanto, que ta apelación ha sido bien denegada. 



Horacio R. L,arrcia. 
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FALLOS líK LA CORTE SI-TREMA 



TALLO DE LA COkTE SLTREMA 

Bunoi Airea. N<m«mbre l» de ]«• 

Autos y Vistos: 

\i\ revulso de hecho por denegación del extraordinario 
interpuesto por don Máximo G. del Mármol en autos con la 
Provine^ de Santa Pe sobre interdicto de obra nueva, contra 
la sentencia dictada por la Sala de la Cámara de Apelación 
de la ciudad de Rosario; 

Y Considerando: 

Qüe e| pronunciamiento recurrido se limita a i tecla rar la 
incoui|>ciencia del Juez fie \.' Instancia para conocer en el inter- 
dicto, estableciendo (pie |>or tratarse de actos ejecutados por el 
gobierno provincial en su carácter de poder público, ha debido 
acudirse a la vía contencioso-adiuinistrativa con recurso para 
ante el Superior Tribunal de Justicia, todo ello de acuerdo con 
las disposiciones de la Constitución de la Provincia y de la ley 
de procedimientos. 

Otie de tales antecedentes se desprende que la decisión 
recurrida no reviste carácter definitivo en el pleito, desde (pie 
sólo resuelve (pie la reclamación cid demandante se substancie 
jMir los procedí míen tog del juicio conteiKioso-administrniivo en 
\e¡5 de los dél juicio ordinario. 

Que. por lo demás el procedimiento indicado en el fallo 
apelado no importa tampoco privar al actor del recurso para 
ante esta C^ric en el supuesto de mu? en la ultima instancia del 
res|iectivo juicio resultare desconocido algún derecho n garan- 
tía consagrados ¡>or la Constitución o la< leyes de la Nación. 

Kn su mérito y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el 
-crioi Procurador General >c declara no haber lugar a la queja. 
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Noliíiuuese y repuesto el ¡Kipel, arcliívese, devolviéndose tos 
autos remitid*»- por vía (le informe, con transcripción de & 
presente. 

A. Iíi-kmkj". — Nicanor G. i>i:i. 
Solar. — J, Fi curro a Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

— liOUERTO KEPETTU. 



Albora Hermanos en autos con do» Ramón Sttév#8, sobre imita- 
ción fraudulenta de marca. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48. contra una resolución que establece que entre las 
marcas cuestionadas 110 existen semejanzas suficientes que 

t autorice'» a establecer qtíe la una sea imitación fraudulenta 

' de la otra. (Conclusión de hecho, ¡rrevisible en el expre- 
sado recurso}. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buco** Air«, AfMt© 22 de 1K3 

Autos y Vistos: 

No conteniendo el fallo confirmado por este trihunat pro- 
nunciamiento alguno contra la validez del titulo invocado por 
los adores, va que la absolución a favor de los querellados ?e 
funda en cuestiones de hecho, c nya apreciación es ajena al re- 
curso extraordinario, como reiteradamente lo ha resucito la 
Corte Suprema, no ha lugar a la ablación deducida. (Fallos 
de ta C<»rte Suprema: tomo 123. I-aginas toi, 182 y 204). — 
Marcan* Kscatada. - T. Arias. - B. A. Nazar Ancharcna. - 
J. V. Luna. 
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DICTA M 15 N DEL SKÑOR PROCURADOR GENERAL 

But not Aires, Noviembre i <t* I9Í8 

Suprema Corte: ^ 

Adhiero a la* razones en virtud de las cuates !n Cámara 
Federa! de Apelación de la Capital ha denegado a fojas 1 16 el 
recurso extraordinario para ante V. E. que interpuso Albaca 
1 temíanos en la causa que siguió contra Ramón Suárez sobre 
imitación fraudulenta de marca de fábrica, y pido a V. K. se 
sirva asi resolverlo. 

Horacio R. Carreta. 



l'M.W HE L\ i'MKTE íl l'REMA 

f 

Suotoi Airef , Noviembre IH de usa 

Autos y Vistos: 

Ivl recurso de hecho por denegación del extraordinario, 
interpuesto contra la sentencia de la Cámara Federal de Ape- 
lación de la Capital por lo* señores Albaca Hermanos, en ta 
querella seguida contra Kamón Snárez. jwr imitación fraudu- 
lenta de marca. 

Y Considerando : 

Que la sentencia ¿petada confirmó por sus fundamentos 
los de i." Instancia, en la que se decide ipie entre las marcas 
cuestionadas no existen semejanzas suficientes que autoricen a 
establecer que la una sea imilación fraudulenta de la otra. — 
conclusión de hecho que es irrevisihle en et presente recurso, 
•vegün lo reiteradamente resuelto por este tribunal (Fallos: 
lomo 136, ]>ágina 15). 
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Que fundado el recurso en que el fallo lia desconocido el 
derecho del ;i pelante consagrado por la ley de marcas, cabe 
observar, desde luego. La i nsubsi stencia del argumento en el 
caso, pues dicha decisión no se funda en determinada inteli- 
gencia atribuida al precepto legal ¡iludido y que sea contraria 
a la que pueda asignarle el querellante, sino en que éste no ha 
demostrado que el certificado que acompaña se refiere a las 
etiquetas que pretende han de servir de términos de compara- 
ción con la etiqueta impugnada, - cuestión como la anterior de 
hecho y de prueba, y. |Kir lo tanto, extraña a ta jur^dkción de 
esta Corte en la tercera instancia extraordinaria. 

En su mérito y conforme enn lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se declara bien denegado el recurso 
y, en consecuencia, improcedente la queja deducida. Notifiquese 
v repuesto el pape!, archívese, devolviéndose Sos autos respec- 
tivos al tribunal de procedencia cotí tcstin-onio de esta reso- 
lución. 

A. Bermejo. — J. Figukroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Rokkkto Kkpétto. 



Compañía Argentina de Hierras y, Aceros Pedro Voseua e 
hijos contra la Sociedad Anónima Uoyd Royal Bclgc, por 
rescisión de contrato y cobro de pesos; sobre competencia. 

Sumario: Ui autonomía de la voluntad en materia de conven- 
ciones no reconoce otras limitaciones que las impuestas 
por el orden público y ¿-te no se halla afectado por una 
cláusula que establece : "tpie toda contestación que pudiese 
surgir con motivo o en ocasión del transporte objeto del 
presente conocimiento será sometido a los Tribunales de 
Amberes y juzgado exclusivamente «le acuerdo con las 
le ve - y usos belgas". 

C'.tffi. Uo explican las piezas siguientes: 
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Bueno* Ádíi. Miyo » 4c I1CJ 



V Vistos: 

r'* .. resolver scilire la excepción ríe incompetencia de juris- 
dicción opuesta a fojas ¿5 ]H>r los demandados. 

i- 

Y Considerando : 

Que la cláusula 19 del conocimiento agregado a fojas 42, 
traducido a fojas ir>, establece que toda reclamación que pueda 
plantearse con referencia u oca -ion del transporte, será some- 
tida a los Tribunales de Amlieres, y juzgada exclusivamente de 
acuerdo con la ley y usos Iwlgas. 

(Juc de ci informidad ci>n el dictamen fiscal de fojas 45 
vuelta y en mérito de la jurisprudencia invocada en el misnir., 
corres|Ktude declarar la incompetencia de este juzgado, 

Por ello, se hace lugar ¿ la exce|»cimi opuesta, sin cosías, 
atenta la naturaleza de la Cuestión debatida. Xotifiquese y re- 
putijiaM- el mellado. — Manuel B. de Anckoreña. 



SENTENCIA OJ- LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES 



Y Vistos: 

De acuerdo con lü dictaminad.! por el señor Procurador 
riscal de la Cámara y 1c» resuelto |H>r este tribunal en los casos 
de Contó y Cía. versUs Cap del "Nortlhnnd". Diciembre 4 de 



eiembre de í$2i. cutre otros, se confirma et autu afielado 
lie fojas 47 (pie hace lu^ar a la excepción de incompetencia de 



Buem>t Airei, Noviembre » de 



n>io y Miintepagano í^steba 



contra Cap del "Fixtjemc". Di- 
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jurisdicción opuesta en este juicio seguido ¡>or la Compañía 
Argentina de Hierros y Aceros Pedro Vasena e Hijos, contra 
el Lloyd Hoy ai Hetge. sin costas. — J. P. Luna. — Marcelino 
Escalad?. — T. Añas. 



DICTAMEN* m\. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buciioi Airo, Junio de 1WU 

Suprema Corte: 

Km numerosos casos — Fallos: lomo 25, página 235; 
tomo 49, página 450; tomo 6o, página 225: tomo i2Íí, pági- 
na 418; tomo 133. página 11 y otros — tiene V. E. declarado 
<|uc no es contrario a las leyes de ¡a Nación el pacto, como el 
•le la cláusula 19 del conocimiento cuya traducción corre agre- 
gada a fojas 19 y *iguicntes, por el cual las partes convienen 
someter a la decisión exclusiva de los tribunales extranjeros la 
solución de las dificultades que puedan surgir con motivo o en 
ocasión del transporte objeto de! contrato o póliza de fleta- 
mento. Tal doctrina acaba de ser reiterada por V. Ei con más 
extenso fundamento, en el fallo dictado el 21 de Mayo ppdo. 
en el propio caso de Esteban Montcpagano vtrsus el capitán 
Kricksen que el recurrente cita en su precedente memorial. 

Dicha eslipul ación importa, como ya lo be expresado en 
mi anterior ílktamen de fojas 54 producido ante la Kxcma. Cá- 
mara Federal de Apelaciones de esta Capital, una faltn de 
jurisdicción en los tribunales argentinos para conocer de la 
acción deducida en autos pues establece una prórroga de la 
jurisdicción de los tribunales de! lugar determinado para el 
juzgamiento de las cuestiones emergentes del cumplimiento de 
diclio contrato, conforme a lo dispuesto en los artículos 101, 
102 y 1 197 del Código Civil, y en tal virtud, estimo corresponde 
se sirva V. E. confirmar la sentencia apelada de fojas 58. que 
hace lugar a ta excepción de incompetencia de jurisdicción 
opuesta por la S, A. Lloyd Roya! Belge en autos con la Com- 
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pañi» Argentina de Hierros y Aceros Pedro Vasena c hijos. 
Limitada; sobre rescisión de contrato y cobro de pesos. 

Horacio R. Luneta. 

FAUO UK l.V CORTB SUPREMA 

Buenos Aírci, Novlembte 91 áe lfc!3 

V istos y Considerando: 

(Jue la sentencia apelada declara la incompetencia de la 
Justicia l : ederal de la Capital, para conocer en la presente causa 
fundándose en la cláusula H) del conocimiento vertido al idio- 
ma nacional a fojas i« y con arreglo a la cual se convino for- 
malmente por las partes "que toda contestación ojie pudiese 
<urgir con motivo o en ocasión del transporte objeto del pre- 
sente conocimiento será sometido a los Tribunales de Amlierc-s 
v juzgado exclusivamente de acuerdo con la* leyes y usos 
U-lgas". 

Que la aplicación al caso de lo dispuesto por el artículo 
vufj del Código Civil se ajusta a la jurisprudencia de esta 
Corte, recientemente reiterada y confirmada con fecha 2\ de 
Mayo del corriente año, en el juicio "Esteban Mtmtepagano 
solicitando reconocimiento pericial de mercaderías", la cual ha 
declarado que la autonomía de la voluntad en materia de con- 
venciones no reconoce otras limitaciones que las impuestas por 
e! o rrlen público y que éste no se halla afectado ¡xir el conte- 
nido de una cláusula análoga a la transcripta. Fallos: tomo 138, 
página 62 y los allí citados. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General se confirma la sentencia apelada. Nottfi- 
quese y devuélvanse, reuniéndose el papel en el juzgado de 
origen, 

A. liF.KMK.ro. — XíCASOR G- 1>EL 

Solar. — J. Fiüueroa Al- 
corta. — Ramón* MknuF.z, 
— Roberto Repetto. 
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Libarte Lucera, criminad, contra, por homicidio. Recurso de 

mvisión. 

Sumario: Condenado un procesado por homicidio, por aplica- 
ción de lo dispuesto en el articulo 17, capítulo inci- 
so 4, . letra a de la ley 4189 a la pena de seis anos y seis 
meses de penitenciaria, y reprimido ese delito en las con- 
diciones expresadas, por el nuevo Código Penal con la 
pena más benigna, de reclusión de tres a seis años o pri- 
sión de uno a tres, como lo dispone el articulo Si, letra a, 
procede la revisión de la sentencia, y la condena a la pena 
de cinco anos de reclusión, a cumplirse con los efectos léga- 
le* determinados en el articulo 12 del mismo Código. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



SENTENCIA DE LA CÁMARA ÍElíERAL 

U FUU, Junio 11 de IV» 

Y Vistos estos autos en revisión: 

• 

Considerando que Liborio Lucero fué condenado en ellos 
a la pena de seis años y seis meses de penitenciaría por el de- 
lito de homicidio provocado; que las circunstancias de ta causa 
que en detalle se refieren en la sentencia de primera instancia, 
permiten considerar este hecho comprendido en la disposición 
del artículo 81. inciso a) del nuevo Código; que en tal caso la 
pena que habría aplicado el tribunal, dadas las modalidades de 
la causa, habría sido la de reclusión, de tres a seis años; eme 
tal pena, por su naturaleza, es más grave que la de penitencia- 
ría (articulo 65. Código antiguo; artículo 6.°, 2." parte. Código 
en vigencia) ; que, en consecuencia, la nueva ley no beneficia 

al reo. / 

Por ello no ha lugar a la revisión, y hágase saber. — José 
M&cM — R. Cuido Latrite. — Antonio L. Marocnara. 
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Bueno» A(r«i, Noviembre -¡l út l«2H 
Vistos y Considerando: 

(Jul el proce-ado Liborio Lucero fué condenado por sen- 
tencié ele la Cámara de Apelaciones de La Plata, confirmando 
pqr sus fundamentos la del inferior, fojas 47 y 50, a sufrir ta 
nena de seis años y seis meses de penitenciaria por el delito de 
homicidio perpetrado en la persona de Herminio Villamil Gar- 
cía, teniéndose présente para su condenado lo dispuesto en el 
articulo 17, capítulo t.'\ inciso 4. letra íi dé la ley 4189. 

tjue el nuevo Código Pena) reprimí- el mismo delito co- 
metido en las condiciones eNpresadas en la referida sentencia, 
con la pena de. reclusión de tres a seis años prisión tic uno a 
tres, como se dispone en el articulo Sí, letra tt, pena <[ue es más 
benigna y en la que estaría comprendido el hecho delictuoso 
cometido por el procesado, como se observa por el señor Pro- 
curador y se sostiene por la defensa lo que hace procedente el 
recurso deducido con arreglo a lo dispuesto en el articulo 4." de 
ta ley 4055- 

Por ello y conforme con lo dispuesto en los artículos 2." 
y 305 del Código Penal, se revoca ta sentencia apelada de 
fojas 6fí substituyéndose la pena de penitenciaria impuesta al 
procesado por la de cinco años de reclusión, la que deberá cum- 
plirse con los efectos legales determinado- en el artículo 12 del 
mismo Código y las costas del juicio. Notifítpiese y devuél- 
vanse. 

Nicanor G. pkl Solar. — J, Fi- 
r.ui'ROA Alcorta. — Ramón 

M KNDKZ. — RnUKRTM fÍKPF.TTO. 
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Doña Inés Dorreqo </<• Vnsué cortra ¡a Sociedad AnÓHWia de 
Empresas UarHiuMs 'Italia América', por cobro ejecutivo 
de pesos: sobre competencia. 

Sumario: i." Conforme al principio que consagra et artículo 12, 
inciso 4" de la ley 48, debe considerarse renunciado el 
fuero federal por razón de la distinta vecindad, un un caso 
en que las patft*3 estipularon en el respectivo contrato de 
locación, que los efectos jurídicos del misino serian some- 
tidos a los tribunales ordinarios cuya jurisdicción prorro- 
gaban. 

2.° Las cuestiones relativas a los poderes de la socie- 
dad demandada para estipular la prórroga de jurisdicción 
y a la facultad de la demandada para impugnar en e! jui- 
cio ejecutivo ta \5ilidez de tal impugnación, son puntos de 
hecho y de derecho común y procesal extraños al recurso 
extraordinario, 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



SENTENCIA míL SKÑOR JUEZ EN LO CIVIL 

Bueno* Alr«. Julio * <le IW3 

Y Vistos: 

Kstos autos para resolver respecto de las excepciones de 
incompetencia de jurisdicción, inhabilidad de título >y pago 
opuestas a fojas 35, 

Y Considerando: 

1." Respecto de la incompetencia de jurisdicción, ttsta ex- 
ección la funda el ejecutado, en el hecho de que el conocí- 
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miento del presente juicio corresponde a la justicia federal, 
por ser mi [jane, una sociedad anónima, constituida en el ex- 
tranjero, siendo la actora de nacionalidad argentina; pero a 
renglón seguido reconoce, que si bien de acuerdo con las cláusu- 
las del contrato presentado, In justicia ordinaria seria compé- 
leme, dichas cláusulas son nulas, jior cuanto \»> mandatarios 
carecían de poder con facultades suficientes para prorrogar ta 
jurisdicción ( artículo r88i. inciso ,V del Código Civil). 

Que et demandado sólo discute la nulidad de la parte tlel 
contrato que prorroga la jurisdicción, pero olvida que siendo 
una escritura pública el documento habilitante, no es dentro del 
juicio ejecutivo donde ha debido promover la cuestión, pues el 
artículo 4S8 del Código de Procedimientos, no admite esa de- 
fensa. 

Q\e reconocida ¡>or el ejecutado la existencia de la cláusula 
que admite la competencia de la justicia ordinaria, y lo ex- 
puesto en el considerando precedente, es completamente inne- 
cesario entrar al análisis de la argumentación hecha por las 
parta sobre prórroga de jurisdicción. 

_»." Inhabilidad del títplo. F.stá basada en que el actor re- 
clama diferencias de alquileres: menciona que deben deducirse 
sumas correspondientes a pago de impuestos, y que. por lo 
tan! o, no hay cantidad líquida. 

Que el hecho de que se reclame una parte de los alquileres 
dejados de percibir con reserva, no puede fundamentar !a ex- 
cepción de inhabilidad de titulo, es evidente. FJ contrato cuya 
existencia han rcrouoddo las partes no ha sido modificado y 
en consecuencia c-* titulo inhábil. FJ mandamiento corresponde 
a las diferencias de alquileres citadas, que es la causa pricipal 
de ta ejecución, y no es óbice a la misma que a la terminación 
del juicio deban deducirle en beneficio del locatario las sumas 
que. de acuerdo con el contrato, haya pagado, 

.V'i F.xct'pción de pago. Se funda esta excepción en que iá 
compartía ha abonado los alquileres conforme a la lev 11.157. 
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Que la Suprema Corte de Justicia, en su fallo de fecha 
21 de Agosto de 1922, en la omisa seguida por José Horta con- 
tra Ernesto ltarguindcgu\\ ha resuelto que el artículo 1." de la 
lev 11.157 "° es apíicafelé en cuanto modifica el precio de loca- 
ción estipulado por los interesados en un contrato escrito, ante- 
rior a la misma. 

Oitc en el caso ele autos la situación es idéntica ; las |>artcs 
han establecido un precio para la locación y la ley invocada no 
puede modificar el acuerdo de voluntades resultantes de un con- 
trato escrito. 

I'or estas consideraciones y las ¡>ert mentes del estrilo de 
fojas 41 a 50 y lo (pie disponen los artículos 4^8 y 5°7 tlcl Có- 
digo de Procedimientos, fallo: rechazando las excepciones 
opuestas en estos auto* por la sociedad de Empresa Marítimas 
"Italia América", y mandando llevar la ejecución adelante hasta 
hacerse al acreedor íntegro pago del capital reclamado con inte- 
reses y costas. Regulo los honorarios del doctor Gaste! ú en la 
suma de un mil quinientos pe-os moneda nacional y los dere- 
chos prot oratorios de don Adolfo K. Gastclú en la de quinien- 
tos pesos de igual moneda. Notif ¡(píese, cópiese y repóngase el 
sellado dentro del tercer día. — J. Isaac Arriata, — Ante mí: 
D. del Castillo Quesada. 



viífía dku fisuau de cámaka 
Excnia, Cámara : 

•\ 

La excepción de incompetencia opuesta a fojas 35, se basa 
en ser la demandada una sociedad anónima extranjera y la 
actora, argentina. La sentencia de fojas 71 desestima la ex- 
cepción. 

Se trata del contrato de locación de fojas 2, cuyo ar- 
ticulo ó," dice: "Los efectos jurídicos de este contrato se some- 
terán a la jurisdicción de los tribunales ordinarios de esta Ca- 
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pita!, unte los que las partes prorrogan jurisdicción". Es cierto 
que a fojas 35 se dice f|iie tal cláusula es nula ; pero siendo el 
présenle un j tiicir> ejecutivo, tal excepción no están incluida 
cutre las única- que son admisibles: articulo 488, Código de 
Procedimientos. 

Ivl Fiscal es, por ello, de opinión que V, E. debe con firma r 
el pronunciamiento recurrido. — Ernesto Qucsttda. 



SKNTENClA DE LA CÁMARA SECUNDA 1>E A PEI, AC I ON ES EN LO CIVU. 

Bueaoi Aliei, Octubre 1 • de IffiS 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos >; los del precedente dictamen del 
señor Fiscal de Cámara, se confirma con costas la sentencia 

apelada. 

Regúlase en ciento vincuenia pesos los honorarios del doc- 
tor (lastclú y en cincuenta pesos los derechos procuratorios de 
Gastélú en esta instancia. Repóngase la foja. — Aurcliano G¡- 
f/aia. — /, lídgucra. — FcKfrt StniHom. — Ante mí: R, F. 
( Hmcdo. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenoi Airei, Noviembre i*> de WB 

Suprema Ciarte: 

El fuero federal ? parece denegado a la Sociedad de Em- 
presas Marítimas "Itali; América", en la presente causa que le 
iiíiic doña Inés Dorrego de Unzué por coliro ejecutivo de 
pesos; por entender el juez, míe atento tos términos de un con- 
trolo presentado, las ¡Kiries han prorrogado la jurisdicción ordi- 
naria de los Tribunales de la Capital de la Nación para cono- 
cer en el litigio. 
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V. E. lia resuelto reiteradas veces que ta denegación dd 
fuero federal por razones de hecho y prucha como la indicada, 
no autoriza la interposición del recurso extraordinario de puro 
derecho que acuerda el artículo 14 de la ley 48 

Opino, por tanto, que la apelación ha sido mal concedida 

Horacio R. Larrcta, 



FALLO DE LA CURTI- SU TREMA 

Bueno» Alrci, Noviembre 13 de IMI 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto por ta Sociedad "Ita- 
lia América'' en autos con doña Tnés Dorrego de Unzué contra 
la sentencia pronunciada por la Cámara 2.' de Apelaciones en 
lo Civil de la Capital que desestimó la excepción de inconqx*- 
tencia : 

Y Considerando: 

tjuc dicha excepción, fundada en que e) conocimiento de la 
causa correspondía a la justicia federal por razón de la dis- 
tinta nacionalidad de los litigantes ha sido desestimada en las 
dos instancias ordinarias del pletito por haber estipulado las 
partes en el respectivo contrato de locación que los efectos 
jurídicos del mismo serian sometidos a Ins tribunales ordina- 
rio* de esta Capital cuya jurisdicción prorrogaban. 

Que existiendo, efectivamente, dicha cláusula en el men- 
cionado contrato, según resulta del instrumento público de 
fojas 1 v siguientes, — y no de^ennociéndose que en el pre- 
sente litigio se controvierten efectos de la misma locación, — el 
fuero federal ha debido considerarse renunciado conforme al 
principio que consagra el artículo 12. inciso 4. de la ley nú- 
mero 48. 
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One l¡i> eilesl ¡cines relativas ;i lo- poderes ile lo> iraní lai Ti- 
rios de la sociedad demandada para i'stipulnr l:i prórroga de 
jurisdicción > a [a facultad fie la demandada para iirtjntjjpai" en 
el jukio ejecutivo 9a validez de tal estipulación son pinitos de 
lieclui y de derecho común y procesal, extraños al recurso ex- 
traordinario que autoriza el artículo 14 'le la ley precedente- 
mente citada con arreglo a lo dispue-to en el articulo 15 de la 
misma y a lo reiteradamente resuelto. 

Kn su mérito, nido al sefíof PrQCttfador General, se con- 
firma la sentencia apelada cu cuanto ha |*)dido ser materia del 
recurso, Xotifiijitese y repuestu él papel, devuélvanse. 

A. lití km Kjo. — Nica Non G. DSt 
Soi.sk. — f. Fn.rKKOA Ai.- 
CORfA. — Ramón Mkxi>iíz, 
— RoltKKTO Repktto. 



/><)» Alfredo l.aluisti- Ohímcndi contra la Provincia de Men- 
doso, sobre cobro fjeeutii-o de pesos. 

Sumario: No procede la via ejecutiva [tara el coliro de un titulo 
de un empréstito provincial a oro, si de la demanda y de 
la escritura de protesto, resulta que la Provincia demanda- 
da resistió el payo de ¡os cufxmes en moneda nacional oro, 
invocando las cláusulas consignada- en el misino instru- 
n-ento en (¡lie se funda la áeciój ejecutiva. 



Caso; Lo explica e! sigüiente: 
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l'.M.l/l m LA COKTE SUPKKMA 

Buenos Airo, Noviembre 23 de 1923 

Autos y Vistos : 

Que don Alfredo Lahaslié Otamcmli entabla demanda eje- 
cutiva centra la Provincia de Mendoza por cobro de la suma 
de ochenta y tres mil ochocientos noventa y siete pesos con se- 
senta y seis centavos moneda nacional y acompaña los siguien- 
tes documentos: 

El tomo correspondiente al 2.° cuatrimestre de 1909 del 
Boletín Oficial de la Provincia de Mendoza; un titulo núme- 
ro 27,429 del empréstito exterior tic 5 por ciento de 1909 de 
seis millones de pesos oro o francos treinta millones con cupón 
de 1 de Febrero de 1924 de la misma Provincia; un certifi- 
cado número 17.081 del Banco de la Nación Argentina por el 
depósito de un paquete conteniendo veintinueve mil quinientos 
treinta y dos cupones de títulos del Empréstito Exterior de la 
Provincia de Mendoza $ por ciento a oro, 1909. por treinta y 
seis mil novecientos quince pesos moneda nacional oro sellado. 

Y Considerando : 

Que con aneólo al artículo 253 de la ley nacional de pro- 
cedimientos, el juez del» examinar los documentos con que se 
deduce la acción ejecutiva para resolver si librará o no el man- 
damiento de embargo solicitado. 

Que según lo hace constar la demanda 3 Til y se comprue- 
ba en la escritura pública de protesta de fojas 5. la Provincia 
demandada ha resistido el pago de los cupones en moneda na- 
cional oro invocando las cláusulas consignadas en el mismo ins- 
trumento con que se funda la acción ejecutiva. 

Que de ello se infiere que éste no es bastante para autori- 
zar la vía ejecutiva, debiendo ventilarle en juicio ordinario la 
verdadera interpretación del título invocado (artículo 253 cita- 
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do de la ley número 50; argumento de los fallos del tófíw n. 
púgin;- 57- y tomo (Á página ib. Resolución de esta Corle de 
| u |j i? de 1921 en la causa de \Y. Barón contra la Provincia 
rte Tucumán). 

Por ello, teniendo por acreditada ta jurisdicción originaría 
de e<ta Corte, se declara no haber lugar a la vía ejecutiva de- 
ducida. Repóngase el papel y devueltos los documentos acom- 
panados, archívese. 

A, BehmI'Jo — Nh anor (*,. tn;i. 
Soi-ak. — J. Figueroa Al- 
corta, — Ramón* Mi;* hez. 
— Rohehto RBPETTO. 



Don Antonio ¡Meyas ni autos con la suivsttm ' ll,iriú 
'AureH: Novillo de Cordón, sobre rauoAón de int»r. Re- 
curso de heciw. 

Sumario: Xn pjfoeede el recurso extraordinariu del articulo 14. 
ley 4H. fundado en li.iherse cuestionado la inteligencia del 
articulo f* de la Constitución Nacional, e i'nterpnestó con- 
tra una sentencia pronunciada por la Cámara de Apelacio- 
nes en lo Civil ele la Capital t|ue. a mérito ile disposiciones 
del Código Civil, rechazó el pedido de remoción de un 
nitor nombrado por el Juez de 1.* Instancia > inantíene e-a 
designación. 

Casó: Lo explican la> piezas siguiente- : 
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Bueno* Airei. Junio 1+ de 

Suprema Curte: 

Ante el Juzgado de t.* Instancia en lo Civil de la Capital 
de. la Nación se tramitó un pedido de tutela para la menur Ma- 
rí;i Javiera Yidcla, el que íué acordado designándosele un nitor 
dativo. 

Posteriormente se presentó en el expediente don Antonio 
Villegas justificando ser también tutor, desde años atrás, de 
la expresada menor, en virtud de haberle discernido dicho car- 
go el 2." Juzgado de Letras de la ciudad de Mendoza. 

Pidió, por ello, la remoción del otro tutor sosteniendo 
fojas 33 y 179) que dicho nombramiento importaba revirar o 
anular las resoluciones del Juez de Mendoza con violación de 
lo establecido por el articulo 7." de la Constitución de la Nación 
en cuanto otorga validez en todo el territorio de la República a 
los actos y procedimientos judiciales ocurridos ante uno de sus 
jueces. 

Sustanciada ta demanda, el Juez hizo lugar a ella, entre 
otras razones, por ta de carácter constitucional indicada. 

Pero, la Cámara 2.* de Apelaciones la ha revocado decla- 
rando firme la designación del segundo tutor y ha denegado el 
recurso que para ante esta Corte Suprema interpuso el actor 
fundado en el articulo 14 de la ley 48. 

Kstimo errónea esta denegación. 

K.s evidente que se ha planteado un caso federal que auto- 
riza la intervención de V. K. por recurso extraordinario va que 
aparece invocado un derecho fundado en una cláusula consti- 
tucional el que ha sido discutido oportunamente y sobre el míe 
ha recaído una resolución que lo desconoce. 

Cumplidos asi los requisitos exigidos para la precedencia 



so; 
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fie la apelación ante V. E„ soy de opinión que corresponde 
entrar a conocer en la misma revocando la resolución denega- 
tnria de la Cámara. 

En cnanto al fondo del asunto : 

\*o encuentro que la resol ución dictada por la Cámara inv 
porte un desconocimiento de ta validez de los actos o proce- 
dimientos judiciales ocurridos en Mendoza. , 

La Cámara, ejercitando una jurisdicción que le es propia 
en asuntos de esta naturaleza, ha dispuesto mantener en su cargo 
al tutor nombrado por el Juez de la Capital; nombramiento 
i|tie, en igual forma, ha sido hecho en Mendosa respecto de 
otra persona por el Juez local de allí, dentro también de los 
limites de su jurisdicción indiscutible. 

I\l nombramiento hecho por los tribunales de la Capital no 
uii|Hiru anular el hecho en Mendoza. 

Lo que existe en el fondo, es una verdadera cuestión de 
Competencia, ya que ambos magistrados se atribuyen jurisdic- 
ción para la designación de tutor a la menor Videla. y en tal 
virtud, no seria aceptable un pronunciamiento de V. K. dentro 
de las i astricciones propias del presente recurso extraordina- 
rio, que resolviese la contienda trabada, la que, por otra parte, 
no ha sitio *us.taneiada como lo prescribe la I>ey Nacional de 
Procedimientos Federales número 50. en el titulo VI. 

Lo contrario, implicaría dar mayor valor e importancia a 
los actos \ procedimientos judiciales de una provincia (La 
Capital, en este caso"), que a los de otra, lo que contraria el 
espíritu y ta letra del articulo y. a de la Constitución Nacional 
míe dispone que dichos actos del»en gozar de entera fe en las 
demás provincias. 

Sí bien una provincia debe aceptar la validez de los actos 
públicos y procedimientos judiciales sucedidos en otra, no está 
obligado a reconocer dichos actos o procedimientos cuando éstos 
aparecen producidos sin jurisdicción o invadiendo la que eüa 
reputa le es propia. 
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Y, en ese caso, el conflicto jurisdiccional que se pruriuzca, 
ilche buscar su solución ante esta Corte Suprema por vía ele 
contienda tic competencia (artículo 9. de la ley 4055). 

I,o que, en el estado actúa! de este asunto importa la reso- 
lución de la Cámara de la Capital es un pronunciamiento solire 
su jurisdicción y es. a la vez. el antecedente necesario para el 
planeamiento de la contienda de competencia que pueda tra- 
barse entre los jueces en defensa de esa jurisdicción, asunto 
éste que no corresponde ser tratado. Corno lie dicho, en el pre- 
sente recurso, atento la« restricciones a que está sujeta la juris- 
dicción apelada de esta Corte Suprema. 

Por ello, soy de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia de ta Cámara en la parte que lia podido ser materia del 
recurso. 

Horacio R. Liwrcta. 



FALLO di: la costé suprema 

Buenos Aires, Noviembre 29 de (038 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por denegación riel extraordinario in- 
terpuesto de sentencia de la Cámara Segunda de Apelaciones 
en lo Civil de 1.9 Capital por el apoderado de don Antonio Vi- 
llegas en el incidente de la sucesión ele doña María Aurelia 
Novillo de Cordón, sobre remoción rie nitor. 

Y Considerando: 

Que para fundar la presente queja se alega que en el jui- 
cio se ha cuestionario la inteligencia del articulo "." de la Cons- 
titución, y la Camaya Segunda de Apelaciones en lo Civil, al 
revocar la sentencia del señor Juez de Primera Instancia, se 
lia pronunciado en contra del derecho fundado en la citada 
disposición. 
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Que el litigio ha versado ¡obre la anulación del nombra- 
miento de un tutor hecho por un juez de la Capital a solicitud 
de otro tutor designado con anterioridad para la misma menor 
por un juez de I» Provincia de Mendoza, Han basado los liti- 
gantes sus respectivas pretensiones en la determinación del 
domicilio de la madre de la menor al perder por sus segundas 
nupcias la patria potestad, atribuyéndolo el actor a la Ciudad 
tic Mendoza y e1 demandado a la Capital, como consta a fojas 4 
vuelta y fojas 179 de los autos remitidos por vía de informe. 

Que por ello la sentencia mantiene la designación hecha 
por el señor Juez de la Capital, admitiendo la comjtetcncia del 
mismo y desconociendo la de la Provincia de Mendoza a ese 
objeto, fundándose en disposiciones del Código Civil cuya in- 
terpretación y aplicación son ajenas al recurso extraordinario 
interpuesto (articulo 15 de la lev 48). 

Que, por lo demás, puede hacerse constar que no se ha 
trabado contienda de competencia que esta Corte deba resolver 
con arreglo al artículo o,." de la ley 4055, y que como se lia de- 
clarado en repetidos faltos, la entera fe que el articulo 7* de la 
Constitución atribuye a los procedimientos judiciales de una 
provincia, supone que éstos han sido dictados por los respecti- 
vos tribunales en ejercicio de su legítima jurisdicción (Fallos: 
tomo i02 t página 27; tomo 135, página 379 ; considerandos 5.'. 
6* y 7.", página 402). 

Por ello v lo expuesto )>or el señor Procurador Genera!, se 
dechua improcedente ta queja deducida. Notifíquese y repuesto 
el pajel. arcJiívese, devolviéndose los autos venidos j>or via de 
informe con transcripción de ta presente. 

A. Bermejo, — Nicanor C, del 
Solar. — J. Fit.ueroa Afc- 
corta. — Ramón Méndez. 

— RoBERTo KepETTO. 
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Don Domingo González en autos con la Compañía de Tranvías 
Eléctricos del Rosario, sobre defraudación a la renta fis- 
cal. Recurso de hecho. 

Sumarlo: La tercera instancia instituida por el artículo 3.", 
inciso 2. a de la ley 4055, tiene por fundamento el interés 
de la Nación en el resultado de los juicios en que ella sea 
parte; en consecuencia, un denunciante carece de persone- 
ría para interponer esc recurso, en una causa por defrau- 
dación a la renta fiscal en ta que por la apelación del Mi- 
nisterio Público y por la intervención del Procurador Ge- 
neral, el interés de la Nación se encuentra suficientemente 
protegido. 

Caso: Lo cxlican las piezas siguientes : 



DICTAMEN SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Air ti, tullo 3) de 1923 

Suprema Corte i 

Resultando de autos que el recurrente Alberto L. Mazza 
no ha fundado la apelación interpuesta contra la sentencia de 
fojas 229 dictada por la Cámara Federal de Apelación del Ro- 
sario, en la presente causa seguida contra ta Compañía de Tran- 
vías Eléctricos de dicha ciudad por infracción a la Ley de Adua- 
nas, como lo hace notar el tribunal al denegarle el recurso para 
ante ésta Corte Suprema, y ni siquiera indica qué apelación de- 
duce, si ordinaria o extraordinaria, y no siendo, por otra parte, 
admisible subsanar esa deficiencia ante Y. E. al recurrir de 
hecho, como se hace cu el escrito respectivo de fojas 1, opino 
qut* la apelación es improcedente. 

Horacio K. Larrcta. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*. Novicnibrc » de 1823 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por denegación del extraordinario in- 
terpuesto por don Domingo González, en autos con la Compañía 
de tos Tranvías Eléctricos del Rosario» por defraudación de 
la renta fiscal, contra la sentencia pronunciada en dicha causa 
]>or la Cámara Federal de Apelación del Rosario; 

Y Considerando: 

Que la tercera instancia instituida por el artículo 3.", inci- 
so 2. a de la ley número 4055, tiene por fundamento el interés 
de la Nación en el resultado de los juicios en que ella sea parte. 

Que dado ese antecedente, resulta indudable la falta de 
personalidad del denunciante para interponer en el caso el 
recurso para ante esta Corte, toda vez que aquél no repre- 
senta el interés fiscal y que por la apelación del Ministerio Pú- 
blico y por 1a intervención del señor Procurador General en la 
instancia, el interés de la Nación se encuentra suficientemente 
protegido. 

Por ello se declara bien denegado el recurso. Xotifíquese 
y archívese, devolviéndose los autos principales con transcrip- 
ción de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Fic.uekoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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Fisco Nacional contra ta ComPfmia General de los T ranvías 
I:lcctricos del Rosario, par defraudación a ¡a renta fiscal. 

Sumario: i." IÍI hecho de haberse substanciado en segunda ins- 
tancia tina causa sobre defraudación a la renta de Aduana, 
con arreglo al procedimiento señalado para los juicios co- 
rreccionales en los artículos 569 y siguientes del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, no constituye un vicio 
que pueda autorizar el recurso de nulidad del artículo 509 
del mismo Código, aún admitiendo que la causa haya de- 
bido substanciarse por los trámites ordinarios del juicio 
criminal. 

2." No es lícita la aplicación de las disposiciones del 
decreto reglamentario de la ley 53 15. de fecha 7 de Sep- 
tiembre de 1910, a título de interpretación analógica, en un 
'caso en que .las importaciones efectuadas con exención de 
derechos aduaneros, se hizo acogiéndose a los beneficios 
que las leyes generales de Aduana números 4933 y 10.362 
acuerdan a todo introductor de determinados materiales 
destinados a la instalación de vías férreas, sea quién fuese 
el importador. 

3. No hay base para un procedimiento criminal en un 
caso en que los materiales introducidos libres de derecho 
por una compañía de tranvías eléctrico-;, fueron vendidos 
cuando estaban ya inutilizados para los fines que motiva- 
ron su introducción, es íiecir, incorporados correctamente 
a la riqueza del país. 

4." Tratándose de artículos introducidos en virtud de 
las franquicias otorgadas por las leyes generales, la omi- 
sión del jiermiso de Aduana no podría tener el efecto tpie 
¿e perseguía en el juicio. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



'¿12 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL ■ 

Rosillo, Febrero 57 de IKS 

Vista esta cansa seguida por denuncia de parto e instan- 
cia fiscal c.mtra la Compañía General de los Tranvías Kléctri- 
cos del Rosario, sobre defraudación a ta renta de Aduana. 

Resulta: 

Kn 22 ile Junio de 1921. el señor Domingo González de- 
nunció al Administrador de Rentas local que la Compañía Ge- 
neral de los Tranvías KléVtricos del Rosario, venia vendiendo 
desde atVs atrás, sin pagar derecho?, materiales usados c|ue en- 
traron al país libres de impuesto por razón de su destino; y 
citaba concretamente las ventas de mil quinientos kilogramos 
de ahmbrc de cobre a la Refinería Argentina y más de cien 
toneladas de hierro y acero al señor Antonio F. Bozzi, efec- 
tuadas en el mes anterior a la denuncia (fojas 1 *. Llamado a 
ratificarse el señor González mencionó, sin precisar cantidades 
ni fechas, otras venta* hechas en condiciones parevidas. a los 
<cñnre* Edmundo 1>esnurox t Cazorta y Chaina, y Relwrd y Tur- 
eatli fojas I y 2). Kl señor gerente de la empresa acusada, ex- 
plicó, a su \vz, que lo vendido a la Refinería Argentina proce- 
día de compras hechas en plaza; que las operaciones con Ca- 
erla y Chaina, y Rel>ord y Turcalti, se redujeron a enviarles 
partidas de metal a fin de que fundiéndola hicieran piezas de 
repuesto para el servicio de los tranvías; y que otro lote más o 
menos de ciento setenta toneladas de hierro viejo, vendido al 
atnOr Rozzi, procedía en parte de compras en plaza y en parte 
de rieles viejos, inservibles, al punto de que se los cedió a dpCe 
pesoa papel la tonelada, cuando el precio corriente de hierm era 
de ciento treinta pesos oro (fojas 3 a 5). 

Habiéndose desprendido del conocimiento del asunto la Ar- 
mínisl ración de Rentas, pasaron los antecedentes a este juzga- 
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tjbj iniciándose el sumario de práctica (fojas 7). Después de 
formularse nuevas ampliaciones por el denunciante precisando 
otras ventas efectuadas sin pagar derecho* l fojas 11 vuelta a 
14. 54 a 56) ; de oírse al representante de la empresa tranviaria 
( fojas i Si y a diversos testigos (fojas 28, 33, 36 a 39, 65, 68) 
y de practicarse las demás diligencias aconsejadas por la natu- 
raleza del asunto, so'declaró cerrado el sumario (fojas 74 1 ) y la 
controversia vino a quedar planteada en estos términos: 

a) La parte acusadora solicita se aplique a la Compañía 
General de los Tranvías Eléctrico* del Rosario, y a favwr del 
denunciante, una multa igual al valor de los materiales introdu- 
cidos libres de derechos y vendidos a particulares, sin perjuicio 
del pago de los impuestos fiscales correspondientes, con costas, 
por haber violado las disposiciones del artículo ló del decreto 
de Septiembre 7 de 1910, y ser aplicables, en consecuencia, los 
artículos 1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana (peticiones 
del denunciante y del fiscal, fojas 88 a 100). 

b) La empresa acusada recuerda que buena parte de lo 
vendido a particulares fué adquirido en plaza, esto es. después 
de pagar derechos, y que las ventas de lo que entró libre de 
impuesto* se refieren a material ya inutilizado en el servicio; 
sostiene que el caso no se rige por el decreto de Septiembre 
7 de 1910. reglamentario de la lev 5315, sino por el de 31 de 
Mayo de 1906, reglamentario de la ley general de Aduanas, nú- 
mero 4933. cuyas prescripciones se han cumplido; y fundarlo 
en ello pide se dicte sentencia absolutoria, con costas al denun- 
ciante fojas 101-107). 

Abierta la causa a prueba se aportaron por ambas partes 
nuevos elementos de criterio (fojas 120 a 146). inspección ocu- 
lar de fojas 157, informes de fojas 159 a 197) y traído* a la 
vista el proceso "Hugo Ottman y Fedro Arévalo, estafa a la 
Empresa de Tranvía Eléctricos", quedó la causa en estado de 
semencia con fecha primero del mes en curso. 



Y Considerando, que : 
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Primero: Reconocida ¡ior l;i querellada, cuando menos en 
parte, haber vendido sin intervención fiscal materiales que en- 
traron al país libres de derechos, debe estudiarse previamente si 
con arreglo a la* disjiosiciones legales aplicables, ese hecho 
constituye o no infracción materia de pena. 

Sctfiindo: Las prescripciones del decreto de Septiembre 7 
de 1910. que sirve de base a la querella, no rigen el caso porque 
la empresa acusada obtuve exoneración o rebaja de derechos 
en virtud de las leyes generales de Aduana, números 4933 > 
1O.3&2, y no de la 5315 de las otras leyes especiales que a tal 
decreto reglamenta rio se refiere. Asi resulta del informe de la 
Administración de lientas obrante a fojas J23 vuelta y lo ©co- 
rrobora la circunstancia de halarse pagado por la empresa de 
tranvías derechos de 5 por ciento con arreglo a la ley 10.302 
(concordante con la 10.22o 1 ), los que por disposición expresa 
de la misma (articulo z?, inciso 4. ), no son exigí bles a las em- 
presas acogidas a la ley 5315 11 otras especiales. 

Tercero: Resta entonces determinar si hay infracción a las 
leve- generales de Aduana números 4933 y 10.362. reglamenta- 
rlas por el decreto de Mayo 31 de 1906 y Abril 10 de 1918. 
Como la primera de dichas leyes previno en su artículo 25 que 
Uis materiales libres de derecho, fuesen despachados con las 
precauciones que fijase el P. E., la cuestión puede referirse 
exclusivamente al decreto reglamentario de ella, reproducido en 
lo pertinente, por el de Abril 10 de 1918 (artículo 25 V 

Dicho decreto de Mayo 31 de toof). dice (articulo 8.°: "Los 
" artículos introducido-i «con el beneficio de franquicia condicio- 
" nal de derechos, de acuerdo con la ley de Aduana que se rc- 
" glamcnta, no podrán ser vendidos a otras empresas ni a par- 
" Hcularcs, sin la previa autorización del M misterio de Ha- 
" rienda". 

Desde (pie las ventas se hicieron sin pedir ni obtener per* 
miso del Ministerio, es evidente, pues, que se ha cometido una 
infracción por la Compañía lieneral de los Tranvías Eléctricos 
del Rosario. Sin embargo, ha de entenderse que no constituyen 
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venta* la? remesas de material inutilizado a empresas tk- fundi- 
ción para adaptarlo nuevamente al servicio que motivara la 
exención de derechos fiscales. 

Cuarto: Con arreglo a los artículos 1025 y 1626 de las Or- 
denanzas de Aduana, corresponde pena a todo acto contrario 
a las leyes que pudiera causar disminución a la renta fiscal si 
pasare desa)jcrcibidu. Entrando a estudiar la concurren na de 
esta segunda circunstancia en el caso sub jttdicc. parece razo- 
nable separar en dos grupos las infracciones cometidas: unas, 
relativas a la venta del material inutilizado en el servicio de los 
iranvia*; otras, correspondientes a materiales que no resulta de 
autos hubieran sido aplicados a dicho servicio. Autoriza tal se- 
paración I? jurisprudencia sentada por la Suprema Corte Na- 
cional en sus fallos tomo 79, ¡lágina 407, y tomo 95, página 277. 
declarando que no corresponde imponer pena cuando los mate- 
riales despachados libres de derechos, se venden después de 
inutilizarse en e) servicio a que se destinaron, y esa jurispru- 
dencia coincide con el criterio del Ministerio de Hacienda en el 
expediente administrativo de fojas 79 a 84. autorizando la venta 
de material viejo sin pagar derechos. Por otra parte, el cotejo 
de las diversas leyes de Aduana, muestra que el hierro y el acero 
viejo estuvieron exentos de derechos de entrada al pais desde 
1897 hasta [916 inclusive. 

Quinto: Para determinar el valor de aquellos materiales in- 
troducidos bajo franquicia que fueron vendidos sin inutilizarse 
previamente en el servicio, los elementos de apreciación resul- 
tan un tanto confusos, a causa de la forma deficiente en que 
lleva sus libros la empresa acusada, según e! informe del perito 
Fernández Romero, fojas 133 a 14Í1. Empero, el juzgado con- 
ceptúa aceptables las conclusiones de dicho perito a foja:» 145 
vuelta y las interpreta como sigue: 
Valor de las ventas de rieles viejos, hierro, co- 

, bre y bronce $ 56.400.— 

Valor de la venta de a n ionios que no consta se 
hubieran inutilizado en el servicio " 941 -3 1 



$ 57-34I.3I 
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C«m arreglo a esta clasificación que se apoya también en 
las conclusiones del píttto I-apone, fojas ta8 a i.íi f serían ma- 
tcria fie pena únicamente las operaciones relativas a la segunda 
partida, valor fie novecientos cuarenta y un pesos con treinta 
y un centavos ¡ y aunque esta interpretación resulta muy favo- 
rable a la acusada, ha fie tenerse en cuenta que las dudas se re- 
suelven siempre en favor del reo. 

Las otras venias a que se hace mención en el expediente 
traído ad effectum víáendi y no figuran en los libros, no están 
plenamente probadas o corresponden a material viejo, fuera 
de uso. 

Fallo: Condenando a la Compañía General de los Tran- 
vías Eléctricos del Rasa rio a pagar, dentro del tercer día y a 
favor de ta parte denunciante, una multa de novecientos cua- 
renta y un pesos con treinta y un centavos moneda nacional, 
con costas; y también a pagar al l ; i*co los derechos de Aduana 
que correspondan. Insértele, hágase saber, repóngase el sellado 
y devuélvase el expediente traído nd cffectum videmii. — Juan 
Alvares, 



SEN'TENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES 

ROBJirt», mía 2K de I823 

Vista en acuerdo la causa seguida contra la Compañía Ge- 
neral le los Tranvías Kléct ricos del Rosar io, por defraudación 
a la renta de Aduana ( Kxp. número 57--Í3 > . 

Por sus fundamentos se confirma la sentencia apelada de 
fojas 203 a 206. 

Nntifíquese y devuélvase al juzgado de su procedencia, 
donde se repondrá el sellado que se adeudare. - José del Barco. 
— Luis V. González. — José M. Fierro, en disidencia. 
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TMAX) DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Airn, Noviembre 28 de 1«3 

Y Vistos : 

Los recursos interpuestos por el Procurador Fiscal de Cá- 
mara a fojas 237. 

Considerando en cuanto al recurso de nulidad. 

Que sólo procede dicho recurso contra las resoluciones pro- 
nunciadas con violación de las formas substanciales prescriptas 
a su respecto por la ley procesal, o por omisión de las formas 
esenciales del procedimiento, o por contener éste defectos de 
los que, por expresa disposición del derecho, anulen las actua- 
ciones (Código de Procedimientos en lo Criminal, articulo 509), 

Que el hecho de haberse substanciado esta causa en la se- 
gunda instancia con arreglo al procedimiento señalado para los 
juicios correccionales en los artículos $óy y siguientes del Có- 
digo de Procedimientos respectivo, no constituye un vicio que 
pueda autódizar el recurso de que se trata, aun admitiendo que 
la causa haya debido substanciarse por los trámites ordinarios 
del juicio criminal, desde que la ley no impone en tales casos la 
sanción expresa de nulidad, ni se habrían alterado por ello las 
formalidades esenciales del procedimiento, ni se habría privado 
al recurrente en virtud de la supuesta transgresión de algún re- 
curso procesal indispensable para la defensa de los derechos 
que le estaban confiados. En efecto : si bien en los juicios correc- 
cionales el procedimiento caracteriza por su mayor brevedad 
y sumaridad, comparado con el juicio criminal ordinario, y las 
apelaciones se conceden solamente en relación, los litigantes tie- 
nen, sin embargo, oportunidad para hacerse oír en la segunda 
instancia, que es la impugnada, en el acto de informar i» vóct, 
y aún es posible conseguir que se produzcan las pruebas, nece- 
sarias que se hubieran omitido (Código de Procedimientos Cri- 
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minates, artículos 538, 582 y 583). lo que en substancia importa 
asegurar las formas primarias de la defensa en juicio, que es 
lo que la ley exige: 

Y Considerando; 
Kn cuanto al recurso de apelación. 

Que la Compañía General de Tranvías Eléctricos del Ro- 
sariu*se encuentra acusada de haber vendido, sin el permiso 
previo de la administración y sin haber satisfecho los respec- 
tivos impuestos de importación, materiales usados tpie había 
introducido libres de derechos, contraviniendo así lo dispuesto 
en el articulo 18 del decreto de 7 de Septiembre de 1910, regla- 
mentario de la ley 5315. y haciéndose, por lo tanto, pasible de 
las sanciones establecidas en los artículos 1025 y 1036 de las 
Ordenanzas de Aduana. 

Que, desde luego, procede observar que de conformidad 
con lo que establece el articulo i." del mencionado decreto re- 
glamentario, se encuentran sometidos a las disposiciones del 
mismo, las importaciones libres de derecho que efectúen las 
empresas de ferrocarriles y de tranvías eléctricos, que en virtud 
de ta ley número 5315 o de leyes especiales, disfruten de excep- 
ciones aduaneras. 

Que este solo antecedente bastaría para desvirtuar el fun- 
damento de la acusación que, según se lia visto, consiste en la 
omisión del requisito establecido en el artículo 18 del decreto 
de 7 ile Septiembre de 1910. desde que no se ha afirmado que 
l.i empresa procesada se hubiera álgido :1 los beneficios de la 
ley número 5315. ni se ha comprobado que las importaciones 
libres ile derechos las hiciera invocando las franquicias acor- 
dadas 0f dicha ley o por alguna otra que le otorgara exencio- 
nen especiales. l*or el contrario, en los autos existe la prueba 
concluyeme de que las importaciones que la acusada efectuó 
con exención de derechos, fué acogiéndose a los l»eneficios que 
las leyes generales de Aduana números 4933 > 10.362 acuerdan 
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a todo introductor de determinados materiales destinados a la 
instalación de vías férreas, sea quien fuere el importador (In- 
forme de fojas 123 vuelta). 

Que persiguiéndose en el presente juicio la imposición de 
tina inulta por vía de penalidad-,, no es lícito la aplicación de las 
disposiciones del decreto reglamentario de que Je trata a título 
de interpretación analógica (Código de Procedimientos en lo 
Criminal, articulo 12). 

Que no pudiendo imputarse a la empresa acusada la omi- 
sión de la formalidad exigida por «na disposición reglamenta- 
ria a ta cual no estaba sometida, sólo tendría fundamento la 
acusación si la "Compañía de Tranvías Eléctricos del Rosario 
hubiera vendido materiales introducidos libres de derechos sin 
hallarse inutilizados por el uso. ya que el hecho de vender ar- 
tículos viejos, inservibles para el objeto que dió lugar a su 
importación, es decir, verdaderos residuos de la industria, no 
puede constituir una infracción aduanera, atento lo que se ex- 
presa por el mismo Poder Ejecutivo en el decreto transcripto 
a fojas 84 de los presentes autos y lo declarado por esta Corte 
en decisiones anteriores ( Fallos : tomo 79, página 407 ; tomo 95, 
página 273). 

Que la prueba de los hechos que constituyen la infracción 
incunilw en todos los casos a la parte acusadora (Código de 
Procedimientos en lo Criminal, artículo 468). 

Que en el caso no se ha alegado que los materiales vendi- 
dos por la empresa acusada fuesen materiales nuevos o no usa- 
dos y tampoco se ha intentado la prueba de que, aunque usados, 
pudiesen todavía ser utilizados para los fines que motivaron su 
introducción al paU. En cambio, la afirmación de la acusada 
se encuentra robustecida por numerosas declaraciones de tes- 
tigos, por la pruelia ele libros y por la pericia de fojas 128. 

Que debiendo, por lo tanto, ai-optarse que los materiales de 
cuya venta ha sido absuelta la empresa demandada en la¿ ins- 
tancias precedentes, estaban inutilizados por el uso, es decir, 
incorjiorados correctamente a la riqueza del país, según la ex- 
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presión empleada por esta Corte en las decisiones precedente- 
mente citadas, necesariamente se llega a la conclusión de que no 
existe base para el procedimiento criminal. 

Que. por lo demás, tratándose de artículos introducidos 
en virtud de las franquicias otorgadas por las leyes generales, 
la omisión del "permiso de la Aduana no podría tener el efecto 
que se persigue en este juicio, atento lo resuelto en la causa 
Oca rersus Haucr y Cía. { Fallos : tomo 128. página 337)* 

Por e'.lt> y por los fundamentos concordantes del fallo de 
primera in-tancia (fojas 203) se- confirma el apelado de fojas 

Notiíiquese y devuélvanse. 

A, Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón' Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Municipalidad de Baítin Manca contra don José Godinho, sobre 
cobro de pffos. Excepciones de incompetencia de jurisdic- 
ción y falsedad de títtdo. 

Sumario; 1 ." Denegado el fuero federal por razón de la perdo- 
na, procede el recurso extraordinario del articulu 14 de 
la ley 48. 

2. u Los juicios por cobro de impuestos son de la com- 
petencia de los tribunales locales respectivos de las pro- 
vincias cuyas leyes u ordenanzas hayan establecido dichos 
impuestos, todo ello sin perjuicio del recurso del articulo 14 
de la ley 4& 

Caso: Lo exlican las piezas siguientes : 
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HCTAMEN DEL SfiSüJí PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Ais*», JnH* 10 de 1928 

Suprema Corte: 

La jurisprudencia constante y uniforme de esa Corte Su- 
prema ha declarado que tiene fuerza de definitivo el pronun- 
ciamiento de los tribunales locales sobre competencia de la jus- 
ticia federal y que procede, en consecuencia, el recurso auto- 
rizado por el artículo 14 de la ley número 48 y articulo 6.° de 
la ley número 4055. cuando dicha resolución es contraria a la 
garantía invocada por el recurrente, como sucede en el caso 
sub judice (Fallos: tomo 98, página 317: tomo 12 r * P*P na 74i 
tomo 125. página 125). 

Kn cuanto al fondo del asunto, es de observar que con 
arreglo a los artículos ro4 y 105 de la Constitución, articulo 2° 
de la ley número 48 y a lo reiteradamente declarado por V. E. 
los juicios por cobro de impuestos, son de la competencia de los 
tribunales locales respectivos de las provincias cuyas leyes u 
ordenanzas hayan establecido dichos impuestos, todo ello sin 
perjuicio del recurso extraordinario del articulo 14 de la ley 
número 48. Fallos : tomo 123, página 422 ; tomo 125, página £25- 

Pnxcde, pues, que V. E-, haciendo lugar al recurso dedu- 
cido, confirme la sentencia apelada en la parte que ha podido 
ser materia de dicho recurso. 

Hortv'to Ji. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buanol A fíe*, Novie»l>« 30 d* 1**23 

Y Vistos: 

El recurso de queja por apelación denegada deducido por 
don José Godinho contra la sentencia pronunciada por los tri- 
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bunales provinciales de Bahía Blanca en los autos seguidos por 
la Municipalidad de la misma ciudad, por cobro de un impuesto 
de pavimentación correspondiente a un terreno de propiedad 
del recurrente. 

Y Considerando: 

Que según resulta de ios autos remitidos por via de infor- 
me se lia hedió valer en el pleito por el recurrente una ley na- 
cional sobre competencia de la justicia federal para conocer en 
este juicio. la que le ha sido negada >* hace procedente, por lo 
tanto, el recurso deducido conforme a lo reiteradamente re- 
suelto. Fallos: tomo 98. página 317. y tomo 125, página 125, 
entre otros. 

Por e!lo asi se declara, 

(Jue, por lo que hace al fondo de la cuestión debatida, pro- 
cede observar que como se ha establecido también por esta 
Corte, el derecho de percibir sus impuestos, que tienen las pro- 
vincias y las municipalidades) no podría ser exigido con la am- 
plitud e independencia necesaria si hubiera de hacerse efectivo 
por autoridades que no fueran las propias, y de consiguiente las 
acciones j>or cobro de impuestos o contribuciones municipales 
son de exclusiva competencia de los tribunales provinciales, 
sin perjuicio del recurro extraordinario para ante esta Corte 
en los casos previstos en el artículo 14 de la ley número 48. 
Fallos: mino 114. página £)8; tomo 23. página 422: tomo [25, 
página 125 y jurisprudencia en los mismos citada. 

I'or ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Pn ¡curador General, se confirma la sentencia de fojas 
1 jo. un la parte que ha podido ser materia dél recurso. Noti- 
fiquese y repuesto el papel, archívese, devolviéndose los autos 
venidos |>or via de informe con transcripción de la presente, 

A. Bermejo — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez, 

— Roberto Rkpktto. 
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NOT A S 

Con fecha dos de Noviembre de mil novecientos veinti- 
trés, la Corte Suprema no hizo lugar a la queja deducida por 
don Francisco Saavedra, en auto-, con la sucesión de doña Ca- 
rolina Gucstón, sobre desalojamiento, por no aparecer de la 
expresada queja, que se hubiera planteado cuestión alguna de 
carácter federal que pudiera autorizar el recurso extraordina- 
rio para ante el tribunal. 



Kn la misma fecha se declaró bien denegado el recurso de 
hecho interpuesto por doña Magdalena Calleri, en autos con 
don Juan Conti, sobre entrega de un menor, en razón ele que la 
resolución de los tribunales locales sobre tenencia provisoria 
de un menor, mientras se substanciara y decidiera el litigio que 
¿ostentan los titulados padres del mismo, no reviste los carac- 
teres indispensables para la procedencia del recurso extraordi- 
nario, desde que no jionía fin al pleito sobre la tenencia, ni 
impedía su continuación. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Jorge F. Duc, cu autos con don José M. Ferro Fariña, 
sobre desalojamiento. ¡»or resultar de la propia exposición del 
recurrente que bahía sido oído y resuelta la causa por aplica- 
ción de disposiciones de derecho común y de carácter procesal, 
que no pueden ser revisadas por la Corte Suprema, en el rc- 
mrso extraordinario interpuesto, con arreglo al artículo 15 de 
la ley 48. 



F,n la misma fecha no ~e hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida ]>or don Marcel Porthelance, en el "Sumario instruido 
a la empresa y artistas del .Teatro Roya), por violación a lo 
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dispuesto en el artículo 29 del Código Penal", en razón de que 
de ta propia exposición del recurrente resultaba que la senten- 
cia apc!ada se había fundado en la interpretación y «aplicación 
de las leyes procesales y del Código Penal, ajenas al recurso 
extraordinario para ante el tribunal, según el articulo 15 de la 
ley 4 8 - OQ bascando, tampoco, para la precedencia del mismo, 
la invocación de artículos de ta Constitución si la solución de 
la causa no depende de la inteligencia que a los mismos se 
atribuya y, ademas, porque procedía observarse que el juicio 
previo a que se hacía referencia, admite diversidad de proce- 
dimientos que deluden de la naturaleza misma de las infrac- 
ciones que se trata de-, juzgar, o sea, de circunstancias de hecho 
ajenas al recurso extraordinario, como se infiere del articulo ió 
de la expresada ley 48, y la inviolabilidad de la defensa queda 
salvada con la observancia de las formas substanciales det jui- 
cio correspondiente. 



En la misma fecha la Corte Suprema, de conformidad con 
hj expuesto y pedido por el señor Procurador General, declaró 
improcedente la queja deducida por don Joaquín Acuña, en 
autos con la Sociedad Ganadera de Tucumán. sobre reivindica- 
ción, por resultar que la sentencia que motivó et recurso ex- 
traordmarto denegarlo, se notificó al actor en 26 de Abril y el 
recurso aludido se interpuso en Mayo 19, esto es, cuando había 
vencido con exceso el término establecido por el articulo 208 
de la ley nacional de Procedimientos : y, además, porque según 
es de constante jurisprudencia, el término para interponer et 
recurso extraordinario del artículo 14 de ta !ey 48. es fatal y 
corre aunque medie, como en el caso, un pedido ríe aclaración 
o rectificación. 



Con f«há cinco se declaró improcedente Ja queja dedil - 
* ida por don Javier N'oguer. en autos con Km Cocea, sobre 
consignación, por no resultar de las constancias acompañadas 



Dli JUSTICIA DE h.\ NACIÓN 



235 



ni de las manifestaciones del recurrente, que hubiera sido de- 
negado ante los tribunales de ta justicia local, el recurso ex- 
traordinario autorizado por el artículo 14 de la ley número 48, 
no procediendo tampoco el de hecho, cuya interposición supone 
como antecedente necesario el rechazo de aquél. 



Kn siete del mismo la Corte Suprema, de conformidad con 
ÍO pedido por el señor Procurador General, declaró improce- 
dente la queja deducida por los señores Stand y Cía., en autos 
con el Banco de la Piwincia de Buenos Aires, sobre rescisión 
de un contrato de cambio, en razón de que el articulo 14, 
inciso 3. de la ley 48. en el cual se fundaba el recurso, exige 
romo condición indispensable para su admisión la de que en el 
pleito haya sido cuestionada la inteligencia de alguna cláusula 
constitucional o de un tratado o de una ley del Congreso o de 
una comisión ejercida en nombre de una autoridad nacional y 
la decisión haya sido contraria al derecho, privilegio o exen- 
ción basada en dicha ctáusula ; y dentro del juicio seguido ante 
la jurisdicción comercial de la Capital, no se había discutido ni 
planteado con anterioridad a la sentencia de última instancia, 
cuestión federal alguna de las previstas en el inciso 3." del 
articulo y ley citada, y además porque eran de estricta aplica- 
ción al caso, los motivos y fundamentos aducidos por la Corte 
Suprema, para desestimar el recurso de queja interpuesto por 
la Municipalidad de la Capital en el juicio seguido por don 
Kugenio Diaz Vélcz contra aquélla, en 26 de Octubre último. 



Con fecha nueve no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Víctor M. Ibáñez, en los autos seguidos por doña Merce- 
des M. de Pescara contra don Severo G. del Castillo, sobre co- 
bro de pesos* rlado que. de la propia exposición del recurrente 
se desprendía que la resolución del tribunal a qno se fundaba en 
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disposiciones de carácter procesal, cuya inteligencia no puede 
ser revisada en el recurso extraordinario y, además, en el 
pleito, o sea, con anterioridad a la sentencia recurrida, no apa- 
recía planteada ninguna cuestión de las enumeradas en los tres 
incisos del articulo 14 de la ley 48; agregándose, que la invo- 
cación de precepto-; constitucionales que se hacía al interponer 
el recurso denegado, era extemporánea a los fines del mismo, 
según es de constante j imprudencia. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja interpuesta 
por doña Angela Rocca de Ummc, en los autos de su concurso 
civil, por resultar que la decisión recurrida se había dictarlo 
|>or interpretación y aplicación de disposiciones de derecho co- 
mún, extrañas a las que pueden determinar la procedencia del 
recurso extraordinario del articulo 14 de la ley 48, pues la ley 
11.077, invocada por la recurrente, no es ley especial del Con- 
greso, a los efectos del referido recurso, sino modificatoria del 
Código Civil c incor|)orada a él, según expresa disposición de la 
mtsma (articulo 3/'), y en tales condiciones, tratándose de la 
aplicación de preceptos de los Códigos Civil y de Procedimien- 
tos, la (jueja deducida era improcedente, según es de ley y ele 
constante jurisprudencia. 



En la misma fecha, la Corte Suprema, jmr los fundamen- 
tos del dktamen del >eñor Procurador General, declaró impro- 
cedente | ;1 queja deducida |*ir don Alterto Arigós Calderón, en 
autos con doña Dolores A. de Muñoz, sobre comodato, por re- 
sultar de las constancias de los autos remitidos por la Cámara 
Segunda de Apelaciones en lo Civil que. el recurrente promo- 
vió un incidente tendiente a sitsjieiider la tramitación de! jui- 
cio, fundado en que bahía deducido una acción de nulidad del 
mismo ante otro juez de la justicia local, pretensión que fué 
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resucita por auto de 5 de Diciembre de 1922, que quedó firme 
a mérito de declararse bien denegado los recursos interjRicstos 
contra ella: agregándose, además, que aún en el supuesto de 
que las cuestiones de ofden federal que se decían planteadas 
en el referido juicio de nulidad, pudieran ser invocadas comu 
fundamento .del recurso extraordinario deducido en ésta, era 
de toda evidencia que la oportunidad para entablarlo fué a 
raíz de la resolución mencionada de Diciembre 5 de 1922. que 
puso fin a la cuestión incidental, y no con ocasión de la sen- 
tencia definitiva dictada siete meses después y fundada úni- 
camente en el derecho común y por lo mismo fuera del alcance 
del recurso extraordinario del articulo 15 de la ley 4&- 



Con fecha doce no se hizo lugar al recurso de hecho dedu- 
cido por don Javier Noguer, en autos con don Noé Cocea, so- 
bre consignación, en razón de que el recurso de queja fundado 
en el articulo 275 y siguientes del Código de Procedimientos de 
la Capital, no procedía para ante la Corte Suprema, de con- 
formidad a lo dispuesto por los artículos 25 y 26* de la ley 
número 28Í*, notificada |xjr la ley número 3Ó70. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por don Luis D, Donato, en autos con don Félix 
Doblas, sobre desalojamiento, jx>r resultar ríe la propia exposi- 
ción del recurrente, que la sentencia apelada se habia limitado a 
declarar bien denegado un recurso llevado ante el mismo tri- 
bunal, aplicando sus leyes procesales que no habian sido im- 
pugnadas como violatorias de la Constitución y no j>odían ser 
revisadas por vía del recurso extraordinario interpuesto (ar- 
ticulo 15. ley 4§> ■ 
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En catorce del mismo se declaró improcedente la queja 
deducida por don Pedro Carpy, sobre entrega de Registro de 
Escribano, en razón de que. no existiendo recurso alguno de las 
sentencias o resoluciones dictadas por -las Cámaras de la justi- 
cia local de la Capital Federal, con excepción de los casos pre- 
vistos por el articulo 14 de la ley 48 sobre jurisdicción y com- 
petencia de los tribunales nacionales y articulo 90 de la ley de 
Organización de los Tribunales de la Capital, el fundado por el 
recurrente en el artículo 322 del Código de Procedimiento* 
para la Capital, era improcedente y así cumplía declararlo; 
agregándose, además, que tampoco sería viable el recurso ex- 
traordinario en la hipótesis de que fuera éste el deducido ante 
la Kxcma, Cámara Segunda, porque no siendo la !ey que orga- 
niza los tribunales de la Capital una ley federal sino de carác- 
ter meramente local, su interpretación y aplicación no da de- 
recho a aquel recurso, cuando como en el caso no se había 
sostenido que ella fuera contraria a la Constitución o a una ley 
fie la Nación. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducirla por 
Carlos Hernasconi, solicitando revisión de su proceso, por re- 
sultar de ta propia exposición del recurrente, no haberse inter- 
puesto recurso alguno para ante la Corte Suprema (pie le hu- 
biese sido denegado. 



Con fecha diez y seis fué confirmada por la Corte Su- 
prema la sentencia pronunciada *por la Cámara Federal de Ape- 
lación de La Plata, que condenó a la pena de veinte años de 
reclusión, en vez de ta de quince años de prisión, accesorias 
légale- v costas impuesta por el Juez Letrado del Territorio 
Nacional del Neuqucn, a Francisco Fuentes, por el delito de 
homicidio perpetrado en la persona de María Sabina Fuentes. 
en el paraje denominado "El cajón de los Chacayes", jurisdic- 
ción del expresado territorio, el día 6 de Diciembre del 
año 1921. 
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Kn l;v misma fecha la Corte .Suprema ordenó se estuviera 
a lo resuelto (véase nota del i." del mismo mes), en ta queja 
deducida por don Luis D. Donato, en autos con don Félix Do- 
blas, sobre desalojamiento, por considerar que la decisión, ma- 
teria del recurso, no resolvía ninguna cuestión de carácter fede- 
ral, limitándose el tribunal a quo a declarar en ella que la sen- 
tencia del Juez de Primera Instancia era inapelable, y, por con- 
siguiente, a establecer su falta de jurisdicción para conocer del 
recurso, aplicando e interpretando a tal fin. disposiciones pro- 
cesales de carácter local relativas a la competencia de dicho 
tribunal. 



Kn la misma fecha, la Corte Suprema, por las considera- 
ciones concordantes del dictamen del señor Procurador C.eiieral, 
declaró improcedente la queja deducida por don Isaac Fernán- 
dez en el juicio que le sigue la Sociedad Anónima Pedro Bignole 
Limitada, sobre desalojamiento, en razón de que el punto fede- 
ral en que se amparó el demandado, fué resuello negativamente 
jior auto del Juez de Paz. confirmado por el Juez de t * Ins- 
tancia, y ni contra éste ni contra la sentencia definitiva que 
ordenó el desalojo por falta de pago de cinco mensualidades de 
alquileres, y por aplicación del artículo 1507 del Código Civil, 
reformado por Ja ley 11.156. aparecía interpuesto el recurso 
extraordinario autorizado por el artículo- 14 de !a ley 48 y ó." fie 
la 4055- 



Kn diez y nueve del mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Manuel C. Salinas en autos con la Sociedad 
Anónima "La Hispano-Argenlina", sobre cobro de alquileres, 
por rcmltar de la propia exposición del recurrente que la sen- 
iencia. motivo de la queja, habla sido pronunciada en el juicio 
ejecutivo que le ha seguido la expresada Sociedad, y dicha re- 
solución, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 500 del Có- 
digo de Procedimientos de la Capital, 110 reviste el carácter de 
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definitiva a los fines del recurso extraordinario, tumo lo exige 
el artículo 14 de la ley 48. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida ]K>r don Juan Luis Poletti, en autos con don Manuel Srci- 
der, *obre desalojamiento, [>or no reunir los extremos reque- 
ridos por la primera parte del articulo 15 de la ley número 48. 



Con fecha veintiuno no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Esteban 0. Juárez en autos con don Julio Stapler, sobre 
desalojamiento, jtor desprenderse de la exposición del recurrente. 
i|uc la resolución de la Cámara de Apelaciones en lo Civil de la 
Capital se bahía limitado a declarar improcedente la apelación 
llevada ante ella, por haber sido interpuesta fuera de término; 
y tal resolución en la que sólo se aplicaban disposiciones de la 
ley local de procedimientos, no es susceptible det recurso ex- 
traordinario autorizado por el articulo 14 de la ley número 48, 
porque no resuelve ninguna cuestión de carácter federal como 
tampoco sería procedente el recurso extraordinario, que se decía 
interpuesto directamente de la decisión del Juez en lo Civil, 
toda vez (pie tal pronunciamiento no era de última instancia 
dentro de la jurisdicción local. Al pedido de reconsideración 
formulado ¡xjr el recurrente, la Corte SÍtprema con fecha vein- 
tiséis del mismo ordenó se estuviese a lo resuelto, por la- con- 
sideraciones precedentes y, además, en razón de que había 
sidi» oído en dos infancias, en las cuales había aducido defen- 
sas contra la demanda de desalojamiento, con lo que se habían 
llenado t-n lo substancial las exigencias de la libre defensa ga- 
rantida por la Constitución. 



Con fecha veintitrés no se hizo lugar a la queja interpuesta 
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por iliiii Carmelo V. Vklal en auto* con los doctores L,n¡s F. 
Soria, Dámaso L. Beltrán y otros, sobre responsabilidad civil, 
en razón de que según lo expresaba el propio recurrente, en el 
caso que había originado la apelación extraordinaria denegada, 
las cuestiones que se habían planteado y resuelto, lo fueron \mr 
interpretación y aplicación de disposiciones de derecho común, 
ajenas a las que el tribunal puede examinar en el expresado re- 
curso, según lo reiteradamente resuelto; agregándose, además, 
que en cuanto a las garantías constitucionales invocadas, no es 
bastante tal invocación, sino que es necesario que guarden con 
la cuestión resuelta ta relación directa e inmediata que esta- 
blece la ley y que no aparecía de los antecedentes del sub lite. 



En la misma fecha, no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por don Fermín Argana, en autos con doña Adela Ca- 
brera y otros, sobre desalojamiento, por deducirse de la propia 
exposición del recurrente que la Suprema Corte de la Provin- 
cia de Buenos Aires, se había limitado a declarar que carecía 
de jurisdicción para conocer de un recurso de inconstituciona- 
h'dad llevado ante ella, aplicando al efecto disposiciones de su 
ley local, que no fueron impugnadas como contrarias a la Cons- 
titución o leyes de la Nación, y que por lo mismo no hacen 
surtir ninguna cuestión de carácter federal y. además, por no 
corresponder al tribunal, el conocimiento de tales recursos cuan- 
do interponen respecto de los tribunales locales. 

^ 

Kn la misma fecha no se hizo lugar a 1n queja deducida 
por doña Celia Teña de Edreira, en autos con don Atilio Solé- 
gandí, sobre desalojamiento, darlo que, de la propia ex|m>Íción 
del recurrente, resultaba que en la causa de referencia, se había 
t miado tan sólo de la interpretación y aplicación de disposicio- 
nes de derecho común, como es la ley 11.156, 1MC n ° puede 
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autorizar el recurso extraordinario establecido por el articulo 14 
de la ley 48, como lo dispone el artículo 15 de la misma. 



Ivn la misma fecha la Corte Suprema, de acuerdo con la 
reiterada jurisprudencia, que. ha declarado, interpretando el 
articulo 14 de la ley 48, la improcedencia del recurso extraor- 
dinario cuando él se aplique a providencias que no tienen el 
carácter de definitivas, desestimó la queja deducida por don 
Felipe Julio Igartúa en el juicio "Mayer Pablo contra F. Y. 
Gutiérrez y Darío Solari'\ sobre embargo preventivo". (En el 
caso, la queja se interpuso con motivo de haberse denegado por 
la Cámara de Comercio de la Capital el recurso extraordinario 
deducido ante ella en un juicio ejecutivo, y con motivo de un 
auto por el cual se había declarado, confirmando otro de pri- 
mera instancia, que el recurrente sólo era parte en aquel juicio 
"liara vigilar la \enta de los bienes eml>argados"), 



líu la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Ablación 
de La Plata, que condenó a Luis Roberto Aviles, a sufrir la 
¡iena de dtez y ocho años de reclusión, accesorias legales y cos- 
tas del juicio, por el delito de homicidio cometido en la persona 
de Teodoro Coronado, en razón de que. la calificación legal 
dada por la sentencia recurrida al expresado delito, así como la 
reincidencia del mismo en la perpetración de otros, justificaba 
3a pena que se le había impuesto de conformidad con lo esta- 
blecido en Ks artículos 12, 19 y T) < lpl Código Penal. 



En veintiséis del mismo fué confirmada por la Corte Su- 
prema la semencia pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
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lación de La Plata, la que vondenó a Manuel Garín a sufrir la 
pena de diez y siete años de reclusión, en vez de diez años de 
prisión que le impuso el Juez Letrado del Territorio Nacional 
de la Pampa Central, por ei delito de homicidio perpetrado en 
!a persona de] agente de policía Timoteo (¿arria, en Cales. 
Jurisdicción del expresado territorio, el (lia 13 de Julio de 191 R. 



Con fecha veintiocho se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Alberto Monkcs, en autos con don José Prtni, 
sobre desalojamiento, por resultar de la propia relación hecha 
por el recurrente, que no había sido planteada ninguna cues- 
tión de carácter federal de las comprendidas en el articulo 14 
de la ley 48. con anterioridad al momento en que fué dictada 
la semencia de última instancia. 



Kn treinta del mismo se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Juan B. Larraburu en los autos "Rodríguez 
versua Miró, sobre cobro de pesos", por resultar de la propia 
exposición del recurrente, que la Suprema Corte de Justicia de 
la Provincia de Buenos Aires, en la decisión materia de la 
queja, se había limitado a juzgar de su propia jurisdicción apli- 
cando a tal fin disposiciones de las leyes locales que no habían 
sido impugnadas como contrarias a la Constitución o leyes de la 
Nación, lo que no hacia surtir cuestión federal susceptible de 
autorizar el recurso extraordinario deducido. 
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Señores Oito Franke y Compañía contra la Proiinciu de Híte- 
nos .'tires, sobre constitución de tribunal arbitral, resci- 
sión de contrato c indemnización da daños y perjuicios. 
Incidente sobre regulación de honorarios. 

Sumario: i* No habiéndose invocado convenio relativo al monto 
del honorario o <mc defiera su estimación a otra autoridad 
ei persona, la remuneración a un secretario de un tribunal 
arbitral, constituido ante la justicia federal, debe apreciarse 
en ta forma establecida en el articulo 2." y siguientes de 
la ley 3094. 

2." No puede juzgarse perdido o perjudicado el dere- 
cho, a ser remunerado por suí servicios, de un secretario 
(]c tribunal arbitral cuyo laudo fue anulado por ta Corte 
Suprema, por defectos de forma del mismo, eme no depen- 
dió de la acción del secretario a quien no se le había con- 
ferido la facultad de asesorar a los jueces ni corregir sus 
errores. 

Caso: Lo explica el siguiente ; 
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Bueno» Aires. Diciembre J de IK3. 

Y Vistos: 

Ka oposición del represéntame de la Provincia de Bue- 
nos Aires a la regulación de tos Honorarios solicitados por el 
doctor Kduardo &1 Za valia y por don Diego M. Coyar. 

Y Considerando : 

(Juv el doctor Zavalia fué designado por los tres arbitros 
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para desempeñar las funciones de secretaria del tribunal de 
Amigables Componedores (Acta de fojas 45 vuelta). 

ÍJue al efectuar esa designación, las arbitros ejercitaron el 
expreso conferido por las partes en el compromiso de 

U MC etl cl desempeño del cargo que le fué con fiado, el 
doctor Zavalía actuó como secretario durante todo el juicio 
arbitral, según lo acreditan las constancias de estos autos. 

Qué estos antecedentes comprueban suficientemente la 
existt-ncia de lina locación de los servicios del doctor Zavttlia, 
cuya remuneración debe apreciarse en la forma establecida en 
el articulo 2." y siguientes de la ley número 3004, puestn qué no 
se lia invocado convenio relativo al monto del honorario o que 
fie fiera su estimación a otra autoridad o persona. 

Que el derecho del doctor Zavalia a la remuneración no 
puede j tugarse perdido o perjudicado por la anulación del 
laudo, desde que en primer lugar, dicha nulidad ha sido de- 
clarada, exclusivamente, por defectos del misino fallo, no ha- 
biendo las partes objetado oportunamente los procedimientos 
del juicio y porque, además, la furnia defectuosa en (pie aquél 
fué diclado 110 ha podido depender de la acción del secretario 
a quien no se había conferido la facultar! de asesorar a los jue- 
ces, ni corregir sus errores. 

Que las precedentes consideraciones son aplicables, con 
mayor razón aún al auxiliar señor Coyar. dada la naturaleza 
de sus funciones. 

En su mérito, se declara improcedente la oposición for- 
mulada y atenta la disconformidad manifestada a fojas 1182, 
practíqtionsc las regulaciones por el secretario doctor Madero. 
Repóngase el papel. 

A. Br.RMEjo. — J. Figukroa Al- 
corta. — Ramón Mk.vdkx 
— RoiU-RTO Rkpkttm. 
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PÍSCO Nacional contra lá Compañía del Ferrocarril Midland, 

sobre expropiación. 

Sumario: r* El punto relativo a saber si una diferencia et¡ la 
superficie total fiel bien a expropiarse, corresponde al Fis- 
co Nacional, a la Provincia de Buenos Aires, a la Muni 
etpalidad de ¡a Capital o a la demandada y, en su caso, 
si es un bien del dominio público o del dominio privado, 
no puede ser dilucidado en un expediente iniciado como un 
simple juicio de expropiación sometido en su substancia- 
ción a trámites propios, de carácter breve y suniarto> muy 
distintos de las formas procesales del juicio ordinario en 
que c<irresi>onilt- controvertir los derechos de propiedad 
sobre inmuebles. 

2." La propuesta hecha al gobierno de resolver la ex- 
propiación mediante el pago de determinada suma, con 
exclusión de la indemnización correspondiente al traslado 
de las vías, instalaciones, etc.. formulada con ánimo "de 
evitar el juicio", y con la reserva categórica de <|iie su no 
aceptación, haría tener como no pedida esa suma a los 
efectos del artículo i; de la ley número 189 por ser exclu- 
sivamente precio de transacción, no constituye una esti- 
mación definitiva de indemnización en los términos seña- 
lados por la expresada disposición lega!. 

Casa: I>> explican las siguientes piezas: 



>):mi-m i,\ ni;i. señor jlkz ekoekai. 

La PUits, 5«pttf m&re 20 de 

V Vistos: 

Kste juicio promovido por el Fisco Nacional contra la com- 
pañía del Ferrocarril Midland, sohre expropiación, del pe re- 
bulla : 
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i 'limero: Que el señor Procurador Fiscal, en virtud del 
decreto del Poder Kjccutuw que acompaña, de 22 úc Xoviem 
hrtr de 1921, inicia juicio contra el Ferrocarril Midland de 
Sítenos Aires, por expropiación de tres fracciones d¿ tierra 
situadas en el partido de Avellaneda, y que son necesarias para 
la rectificación y ensanche del Riachuelo, a cuyo efecto invoca 
la ley 912*», que declara de utilidad pública los terrenos necesa- 
rio?: a la obra y disposiciones complementaria-: de la lev 189. 
Las fracciones aludidas se hallan deslindadas en la nota de 
fojas 1 como signe: la primera, linda por el Norte y Noroeste 
con el Riachuelo, por el Este con el Frigorífico Witson y por el 
Sud y Sudeste, con terrenos de la misma y tiene una super- 
ficie de 17.371.8 metros cuadrados; la segunda, linda al Norte 
y "Noreste con el Riachuelo, por el Sud con terrenos de la mis- 
ma y por el Oeste con terrenos expropiadas por las Obras Sa- - 
nitarias de la Nación. La parte descripta comprende también 
una pequeña isla en el vértice F del plano y la superficie total 
de e~ta fracción es de 5.046/*} metros cuadrados ; la tercera, 
linda |>or el Noreste con Agar Crnss y Compañía Limitada ;*pot 
el Sud, con terrenos de la misma y ])or el Oeste con el Ria- 
chuelo, con una superficie de 980.82 metros cuadrados, por 
todo lo cual ofrece la suma de $ 376.877.82 moneda nacional. 

Segundo: Que convocadas las jiartes a juicio verbal, de 
acuerdo con lo que dispone el articulo 6 de la ley 189. se llevó 
a cabo éste, como consta a fojas 12, en cuyo acto el represen- 
tante de la compañía demandada manifiesta que está de acuerdo 
con la tientan da en cuanto al carácter de la expropiación y a la 
declaración de utilidad pública invocada: pero no. en lo que 
respecta a la extensión del terreno que se expropia ni a la in- 
demnización que se ofrece. Que la fracción situada a inmedia- 
ciones de la estación Puente A! si na, tiene un área de 18.502,82 
metros cuadrados en vez de 17.37 1.8 metros cuadrados, como se 
dice en la demanda. Que su representada ha celebrado con- 
trato "ad referendum" del Poder Ejecutivo, por el cual serán 
trasladados, por cuenta del Gobierno Nacional, los galanes, sus 
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existencias y vías férreas que existan en la playa y rilara, al 
lugar <|ite indicará su inundante, por lo que no corresponderá 
se fije indemnización alguna por este perjuicio, si el mencio- 
narlo contrato fuera aprobado. Kn caso contrario, estima el va- 
lor de la tierra que se expropia y todos los perjuicios emer- 
gentes, incluso tos que comprende el contrato aludido, en la 
suma ile dos millones quinientos mil jiesos moneda nacional ; 
pcp*. a título de transacción, aceptaría el precio de S 2/ .38 mo- 
neda nacional ¡«ir cada metro cuadrado, en que dice se lia fija- 
do judicialmente a M terreno lindero como uno fie los que se 
demandan en este juicio, expropiado a Agar Cross y Compañía. 
Conviene rectificar, desdi* ya. esta afirmación inexacta que 
puede hacer incurrir en error. El precio fijado a la tierra alu- 
dida, es el de $ 20 el metro cuadrado y 110 el tjue <c afirma de 
S ¿7.38. y aun uniendo aquél a la indemnización fijada por la 
desvalorización del resto de la tierra que K* quedaba al propie- 
tario y la de otros perjuicios no alcanza ;l dar el resultado que 
si- menciona, sino el de S 24.38 con más id 30 ¡x>r ciento en 
aleación al mayor valor de la tierra que se expropia sobre la 
que sirve de base y la mayor extensión de ril»era 1 más de tos 
perjuicios considerables que irroga la expropiación, o sea. en 
toial. la suma de S 873.130.57 moneda nacional. Esta prodi- 
ción la spmetió el señor Procurador Fiscal al Poder Ejecutho. 
el qué no la aceptó, por lo que. a fojas 26. se reanudó el juicio 
verbal sus|jendido con aquel motivo, designando tas parles sus 
Irrito* a fin de estimar el valor fie la tierra y lo;; perjuicios 
emergente-.. 

Tercero: Que el convenio antes referido sobre tra-ladn 
dr galpones y vías, cuyo texto corre agregado a fojas 2¡j, fué 
aprobado por el Poder Ejecutivo según consta por el decreto 
que en copia autorizada corre a fojas 30. por lo que los peritos 
nombrados no han justipreciado la indemnización de este l>cr- 
j nieto. 

Cuarto: Que a fojas 155 se expide el perito del actor, esti- 
mando el valor de !a tierra en la suma de $ 3.VÍ //8-5Ó moneda 
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nacional y la indemnización por perjuicios cu la de S 1S.000 
moneda nncion.il. p sea, en total, en la suma de S 371.778.5fj mo- 
neda nacional, y el del demandado, a fojas r8o, estimando en 
total el valor dé la tierra y la indemnización en S 1. 276.383.08 
moneda nacional. Ante diferencia tan enorme, el Juzgado nom- 
bró — para mejor proveer — 1111 tercer perito que se expide a 
fojas 194. L-ít imando en $ 1.410,561.89 moneda nacional el valor 
de la tierra y la indemnización de perjuicios, después de lo cual 

— y previa la medida decretada para mejor proveer a fojas . . . 

— <e llamó autos para este pronunciamiento, 

Y Considerando: 

í. n Que reconocido por la compañía demandada el derecho 
que ejercita el actor, que emana de la ley 9126, el pronuncia- 
miento del Juzgado delw comenzar por fijar la verdadera su- 
snperficie de la tierra a expropiar, desde que el actor afirma 
que comprende un área de 23.398 metros con 59 decímetros 
cuadrados, mientras (pie la demandada asegura que es de 24.530 
metros con 33 decímetros cuadrados. Hay conformidad en la 
segunda y tercera fracciones deslindada* al principio y la disi- 
dencia esta en la primera fracción a la que el actor le asigna 
17.371 metros 8 decímetros cuadrados y la demandada 18.502 
nietrcs 82 decímetros cuadrados (fojas 12 vuelta), es decir, 
existe una diferencia de 1.131 metros con 74 decímetro* cua- 
drados, diferencia que según el perito tercero, proviene de la 
superficie que ocupaba un antiguo brazo del Riachuelo pie. de 
acuerdo con lo que dispone el articulo 12 de la ley de ferro- 
carriles agrícolas y económicos, de 6 de Septiembre de 11J04, 
fué concedido en propiedad mientras exista él ferrocarril; 
de donde resulta que la superficie ocupada por el ferroca- 
rril y que c> objeto de expropiación, es la de 18.502 me- 
tros 82 decímetros cuadrados, y 110 la de 17371 metros 
8 decímetros cuadrados. Xo se trata aquí de ditueiiár el de- 
recho de propiedad de esa diferencia desde que ello no se 
ha sometido a este fallo, y deberá demostrar en todo caso 
la demandada si el actor lo exigiere a los efectos de 3a e^erítu- 



aio 



FALLOS UK LA CORTE gUPRGMA 



ración, por lo que se da por hecho cierto qtie la superficie* de 
esa. primera fracción ?5 de 18.502 metros con 82 decímetros 
cuati ra dos. 

a.- (Jue en cuanto a! \xAot venal tic La tit-rra del* fijarse 
como ya se ha resuello en otros casos, — entre ellos, el que con 
frecuencia se cita en este expediente seguido por el actor con- 
tra Agar Cross y Compañía sobre expropiación, — con arreglo 
al que tenia en la fecha de la demanda, esto es, en noviembre 
próximo pasado: y a este efecto, debe ponerse de manifiesto la 
extraña ¡stuación que crea la disparidad de criterios de los peri- 
tos nombrados en este juicio, al hacer estimaciones que difie- 
ren del valor atribuid.» por las mismas partes al bien expro- 
piado. Así, mientras el actor ofrece por todo concepto ta suma 
de S .t70.H77.4K moneda nacional, su perito tasa éstos en jk-sos 
.i71.778.5i» moneda nacional, es decir, con una diferencia de 
Í 5.098.92 moneda nacional menos que aquélla; y en cuanto a 
:„s' n'ru, flus ionios, el del demandado y el tercero, se exceden 
en cuatrocientos y cerca de seiscientos mil pesos en números 
redondos, respectivamente, de lo que la compañía demandada 
ofrecía como transacción, Kl asesoramiento, pues, (pie necesita 
el Juez para fijar en justicia, el importe de la expropiación, 
es verdaderamente confuso y hasta perjudicial, desde que lo 
desorienta y del» buscar con su propio criterio la base equita- 
tiva del valor de ta expropiación. V esta deficiencia. 110 sólo se 
observa en este caso, sino que es general y muy frecuente y se 
tiene que el abogado defiende a la parte en él juicio verbal, y el 
|..-rito en <n informe, que Miele asemejar-e inris ;i un alefato 
que al verdadero informe pericial, únicamente técnico c impar- 
cial. Ksiudiaudo, pues, las constancias que arrojan estos autos 
y el mérito de los informes periciales, y lo (pie dispone el ar- 
ticulo 15 de la ley 189. estima el Infrascripto que la división 
que hace el perito del actor para fijar el valor de la primera 
fracción deslindada al principio, o sea, la de metros con 

K2 decímetros cuadrados. — con arreglo al plano de fojas 5, 
es equitativa. Kn efecto, la fracción A. con una superficie de 
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833 metros con 57 decímetros cuadrados, es de superior valor 
que las designadas en e! mismo plano con las letras ByC. 
Aquélla tiene la ventaja de estar sobre el Puente Alsina. la calle 
Real y el Riachuelo, mientras que las otras tienen frente sola- 
mente al Riachuelo. Y esta apreciación resulta corroborada con 
el precio de compra que pagó la compañía demandada, como 
se ve en el cuadro de la pericia de fojas 18 vuelta que es supe- 
rior al de las demás fracciones adquiridas separadamente. Por 
esio estimo que es equitativo fijar el precio de ? 30 moneda 
nacional el metro cuadrado a esta fracción que arroja en total 
$ 25.007.10 moneda nacional y, para el resto, o sea, las frac- 
ciones B y C del plano de fojas 5, con una superficie de 2.914.06 
metros y [3.623-45 metros, así como a la diferencia referida 
en el considerando anterior, de 1.131.74 metros, que en total 
forma un área de metros 17.669.25 el de $ 26 moneda nacional 
por cada metro cuadrado, que es término medio de la estimación 
que hacen los tres peritos, ¡injertando por este concepto la suma 
de $ 459.400.50 moneda nacional. Por lo que respecta a la se- 
gunda fracción de 5.046 metros con 69 decímetros cuadrados, se 
puede argumentar análogamente a lo que queda establecido. 
Esa fracción forma parte de la isla de los Chanchos y aún cuan- 
do queda próxima a la tercera fracción, que es de más valor 
como se dirá en seguida, no lo iguala, por lo que, de acuerdo en 
esta parte con la estimación que hace el perito tercero, se fija 
en $ 15 moneda nacional cada metro cuadrado, o sea, la suma 
de $ 75.700.35 moneda nacional. La tercera fracción de 980 me- 
tros con 82 decímetros cuadrados, linda con la expropiada a 
Agar Cross y Cía., la que en definitiva se estimó en la cantidad 
de $ 20 moneda nacional el metro cuadrado, no existiendo en el 
presente caso razones atendibles para modificar ese valor, desde 
que podría decirse que ambas forman nn solo bien, como puede 
verse en los planos presentados y especialmente en el que pre- 
cede, confeccionado para mejor proveer. Se fija, pues, en esa 
cantidad el metro cuadrado, o sea. para el total, en $ 19.616,40 
moneda nacional. El valor venal de los bienes expropiados as- 
ciende así a la suma de $ 579724 30 moneda nacional. 
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,V Que **" cuauin a los perjuicios emergentes, cabe ad ver- 
tir que tanto el j>erito del demandado auno el tercero, fijan una 
indemnización jHir la expropiación forzosa no autorizada |*or la 
ley, y que los lleva a la suma considerable a que en definitiva 
arriban. Y agrava ote extrañe» criterio, la errónea interpreta- 
ción que dan al fallí» recaído en el juicio contra Agar Cross. 
atribuyendo nn sentido (jue no tiene a la indemnización que se 
fijó i«ir la desvalorización del resto de la fracción no expro- 
piada, que era la que sufría los efectos de la expropiación, y no 
-ubre !,i fracción expropiada. í*"n efecto, ésta era ilc 5.022 me- 
tros cotí 75 decímetros cuadra*!"- y la indemnización mandada 
pagar lo fué sobre una aren de i.2,l<) metros que era la que se 
desvalorizaba a razón de ¡> X cada metro, según puede verse 
a fojas yo de dicho expediente que el prnveyente tiene pre 
senté en este acto. Debe, pues, de-echarse como se Ince ese rulitn 
pur el concejil o mencionado y fijarle, en cambio, el perjuicio 
que realmente sufre la compañía fíe acuerdo con lo prescriplo en 
el articulo i" de la ley 10$ K Kn qué consisten éstos? Ya se ba 
dichu al principio que Ins concernientes al tra-lado de vias y 
galpones, no m - comprenden en est;i decisión por(|iie ha sido 
objeto de un convenio entre las partes. Queda, en cambio, la 
disminución de fracciones de tierra como consecuencia de la 
ex pro] itación. disminución del frente sobre e! Riachuelo y, f>or 
consiguiente, la privación de la explotación que en la actualidad 
hace la demandada por esi vía fluvial. He las diversas fraccio- 
nes deslindadas, debemos descartar la lindera con Agar Cross 
y Compañía, cuya expropiación es total y. por consiguiente, nn 
sufre ningún ]>erjuieio ]for fraccionamiento, asi cuno ¡a seña- 
lada en el [daño que precede con las letras l> y K I N " 2 i ( Isla 
de los Chanchos i. pues si bien se disminuye su superficie a 
24,387,69 niel ros cuadrados, queda en tundiciones aceptables 
para su explotación. ]>or la ventaja que ha «le traer la profun- 
didad que se dará al canal que permitirá la más fácil navega- 
ción del misinii pur buques de mayor tonelaje que e! que actual 
mente puede hacerlo. i,¡ qtte se compensa con A pequeño per- 
juicio que pudiera atribuirse por la reflucción del área total. 
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Ks de advertir que la restricción tlcl tlominio impuesta ]*>r los 
artículos 2(\w y 2640 del Código Civil, ya la sufría esta frac- 
ción con anterioridad a la expropiación, y. \yor lo tanto, no es 
susceptible de apreciar en e! presente caso. No sucede lo mismo 
con fas fracciones A. B y C (N." 1) del plano que precede, en 
■ donde se encuentran las vías férreas y planchadas de embarque 
que utiliza actualmente el ferrocarril para sus operaciones y en 
donde la disminución del ancho de la actual fracción puede 
convertirse prácticamente en su pérdida total. En efecto, en la 
fracción señalada con la letra C en el plano tic fojas 30O tiene 
un ancho total de 50 metros en su extremo, de los cuales se 
expropian 40. quedando, por con sigu ¡ente, solamente 10. que 
en una distancia de 150 metros se aumentan a 20, lus que no 
podrán utilizarse por quedar totalmente afectados a la restric- 
ción del dominio que imanen los artículos 2639 y 2640 del Có- 
digo Civil. Esa fracción, si bien antes también estaba afectada 
a esa restricción, en una superficie de 20 metros de ancho de 
acuerdo con la ordenanza X." 22 de la Municipalidad de Ave- 
llaneda, <-r t cuya jurisdicción se encuentran los terrenos expro- 
piados, podían utilizarse como en efecto se hacía, en el resto 
de 30 metros (pie permitía el establecimiento de vía* férreas, 
como se ve gráficamente en lus diversos píanos de amos y espe- 
cialmente en el (pie precede. La superficie que se señala en este 
último de 2.000 metros cuadrados, considera el infrascrito que 
debe indemnizarse en su totalidad por la razón que queda ex- 
puesta, al mismo precio fijado como valor venal, o sea, a razón 
de $ 26 moneda nacional el metro cuadrado, esto es, cu total. 
$ 52.000 moneda nacional. Otro perjuicio grave, anexo a este 
último, es el de la privación del frente al Riachuelo que utiliza 
el demandado en el embarque de mercaderías que aun cuando 
en el precio de la tierra va de suyo incluida la ventaja de la 
situación que ocupa sobre el Riachuelo (Míe comprende, j»r lo 
tanto, su utilización, no puede dejarse de señalar que las diver- 
sas planchadas de que se verá privado el ferrocarril, dismi- 
nuirá la capacidad del desenvolvimiento comercial que actual- 
mente tiene, y puede juzgarse que prácticamente la disminii- 
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ción del frente ;il Riachuelo se producirá en la misma longitud 
antes señalada, o sea, de rso metros designados en el plano de 
fojas 206. Este rubro, así como los demás perjuicios que sufre 
el resto de esa misma fracción y las señaladas con las letras 
A y B comprendidas la remoción de los emliarcaderos y otros 
que señalan ¡os perito*, estima el infrascripto que equitativa- 
mente se indemniza con la suma de $ 200.000 moneda nacional, 
la que unida a las antes enunciadas, asciende en total a la 
Mima de $ 831.724.30 moneda nacional, (pie se aproxima a la 
(| iie el demandado pretendía al formular la transacción a fojas 12 
sobre la cual no le habría sido tampoco permitido al infras- 
cripto sobrepasarse en orden a lo que dispone el artículo 17 de 
la ley 180, disposición míe debieron haber tenido en cuenta los 
perito* al hacer el estudio encomendado: pues hay que tener 
en cuenta que nadie mejor que el propio damnificado sabe el 
perjuicio que sufre y el monto en dinero a que puede llegar 
aquél", máxime en el caso de autos en que se trata de una com- 
pañía que dispone del personal técnico competente y que antes 
de formular la transacción ofrecida, había, sin duda alguna, 
hecho el cálculo de todas las consecuencias que traería la reali- 
zación de la obra proyectada y en vías de realización. 

Por las consideraciones expuestas y definitivamente juz- 
gando, fallo; declarando expropiadas las fracciones de tierra 
ile que se ha hecho mérito por el precio total de $ 83i.724.30. 
(«rhocientos treinta y un mil setecientos veinticuatro pesos con 
treinta centavos moneda nacional, que comprende el valor venal 
de la tierra y perjuicio* emergentes, que deberán abonarse den- 
tro de diez días de ejecutoriarse la presente, y las costas del 
juicio, limitadas al honorario de los peritos y sellos de actua- 
ción, de acuerdo con la abundantísima jurisprudencia al res- 
peto, hecho lo cual se dará posesión de los bienes al actor 
librándose el oficio necesario. Notifiques* y archívese.— C. Za- 
valia. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

U ruta, Julio II 4* 1928. 

Y Vistos: 

Estos autos traídos por ambas partes en apelación de La 
sentencia dktada a fojas 209 ]>or el señor Juez Federal de La 
Plata. 

Y Considerando: 

Que en estos autos no ha sido materia de controversia la 
expropiación misma, ni ninguna otra cuestión que no verse so- 
bre uno de estos tres puntos: a) superficie que debe ser expro- 
piada; b) precio de la tierra; c) monto de los perjuicios emer- 
gentes de la expropiación. 

Que examinando, ante todo, la primera de esa* cuestione?, 
resulta de los antecedentes de autos, que la superficie que se 
toma a la compañía demanda para el ensanche del Riachuelo, 
es de veinticuatro mil quinientos treinta metros, treinta y tres 
decímetros cuadrados (24.530.33 metros cuadrado*} ; pues la 
demanda del Gobierno Nacional no ha incluido dos fracciones 
del antiguo lecho del Riachuelo que la compañía demandada 
ocupa de un modo efectivo con sus terraplenes y vías, según lo 
demuestran los planos y se ha constatado "de visu" en la ins- 
pección ocular. De esas extensiones es privada la empresa, no 
sólo en cuanto al uso actual se refiere, sino también al dominio 
que le «orresponde, mientras exista el ferrocarril, con arreglo 
al artículo 12 de la ley de ferrocarriles agrícolas y económicos, 
dictada por la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires en 
seis de Septiembre de mil novecientos cuatro. 

Que los precios fijados por el señor jue7 a tjuo a las dis- 
tintas fracciones de tierra cuya expropiación se persigue en 
estos autos, son equitativos y corresponden a ta importancia 
de su ubicación sobre el Riachuelo, el Puente Alsína y una 
estación ferroviaria; a las obras de terraplenamiento que en 
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ellas <e lian realizado para colocar las vías galpones y demás 
obras en explotación, y al valor de los terrenos próximos, esta- 
blecido ya por esta Cámara y confirmado por ta Corte Suprema 
en el juicio de Agar Cross y Cía. 

Que al ser fijados esos precios se ha tenido necesaria- 
mente en cuenta la circunstancia de tratarse ele una expropia- 
ción forzosa ; y no cabe asi una especial indemnización por este 
concepto, independientemente dé un precio material susceptible 
de ser avaluado, 

(J ne los perjuicio^ derivados de la traslación de vías e ins- 
talaciones de la empresa, lian sido ya arreglados directamente 
entre las partes, de modo que corresponde excluirlos de todo 
pronunciamiento, como lo han sido ya por el señor Juez a (¡uo: 
y en tal arreglo delien considerarse comprendidos los terraple- 
naruicntos que requiere la colocación de vias y gatpones. según 
expresa declaración hecha en auto-i por el representante del Fis- 
co Xaeional (acta de fojas J.U >. de manera .que tampoco cabe 
indemnización alguna por tal concepto. 

(Jite en el rubro de los perjuicios por fraccionamiento hay 
cpie tener en cuenta dos causales: la estrechez en que queda el 
F. C. M. para sus maniobras, restadas las Superficies a expro- 
piarse, y la inutilización de una faja de dos mil metros en la 
fracción C (plano de fojas 206), que implica, además, la reduc- 
ción de la línea de ribera en una extensión de algo más de 
ciento cincuenta metros fibidem). 

Que en lo referente a la primera causa, el jrerito de la em- 
presa demuestra claramente los inconvenientes de la reduc- 
ción que sufrirá en las fracciones A, D y C, y la imposibilidad 
de realizar en ellas las maniobras que hoy realiza, sin una am- 
pliación que compense las extensiones a expropiarse. No ava- 
lúa separadamente, sin embargo, el perjuicio, como no lo hacen 
tampiH-o los otros peritos; y este es el renglón más difícil de 
determinar, pues la solución que la empresa da al problema es 
de índole diversa y sometida a factores que no es posible prever, 
como lo reconoce el perito tercero. El Tribunal, tomadas en 
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cuenta las opiniones de tos pe ritos, las razones dadas por las 
partes y la propia apreciación del problema adquirida en la ins- 
peccion o. u lar que ha demostrado ser este el renglón más tm- 
potianie de los perjuicios reclamados, fija la indemnización, 
por tal concepto, en la suma de doscientos cincuenta mil pesos 
moneda nacional, en la que queda comprendida la consiguiente 
compensación por la privación del uso de las planchadas y su 
:amhio por otro sistema de carga. 

Que la inutilización de los dos mil metros cuadrados en la 
fracción C. está probada y reconocida por los tres («ritos; y 
debe ser indemnizada en forma que compense la privación de 
esa faja para el tráfico ferroviario y la consiguiente reducción 
de ta linea de ribera, ya que no entra en facultad de los jueces 
proveer a los medios necesarios para que esa faja sea ampliada 
y conjurado el doble perjuicio aludido. 

Que teniendo en cuenta el valor asignado a los terrenos 
contiguos y aplicando el criterio que en caso análogo usó este 
Tribunal en la causa de Agar Cross para apreciar el valor del 
perjuicio por reducción de costa, sin olvidar que la limitación 
del tráfico fluvial es de mayor trascendencia en este caso, que 
en e! recordado de Agar Cross, pues se trata, en autos, de una 
empresa ferroviaria, el Tribunal fija en ciento veinte mil pesos 
i.i indemnización por ese doble concepto. 

ñ 

(Jue la divergencia, realmente extraordinaria, entre la apre- 
ciación del perito del actor por una parte, y las del perito del 
demandado y él tercero, casi coiucidentes. \wr otra, sólo se 
explica por ser el primero empleado dé? (iobierno expropiante 
y cuyo celo firme le ha Nevado a fijar un ¡necio total de expro- 
piación inferior al ofrecido ¡Kir el señor procurador en su de- 
manda. Las otras dos pericias, que el Tribunal ha hallado exce- 
sivas, fundándose en el conoci miento propio del terreno, de sus 
antecedentes y de las consecuencias de la expropiación, son tam- 
bién estudios técnicos que han merecido detenida atención e 
influido en la presente resolución en mérito de su concordan- 
cia, con la- salvedades (pie quedan hechas precedentemente. 
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Que, por otra parte, el precio fijado por el demandado en 
el primer juicio verbal para el caso de <|iie el Gobierno lo acep- 
tara, no debe ser considerado como limite máximo de las pre- 
tcnsiones de la empresa demandada, sino como un precio de 
transacción, destinado a evitar las dilaciones del juicio, las de- 
moras consiguientes en su percepción y las consecuencias oca- 
sionales que esa parte señaló detalladamente en su informe ver- 
bal, ante esta Cámara, cuya "memorial" se agrega, asi como la 
del Ministerio Fiscal ]>ara mayor ilustración del caso y dada la 
importancia del asunto. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada, confírmase ésta en cuanto fija en la suma de qui- 
nientos setenta y nueve mil setecientos veinticuatro pesos con 
treinta y cinco centavos moneda legal, el precio de las fraccio- 
nes de tierra expropiadas y se reforma en cuanto al monto de 
los perjuicios que se fija. |ior los conceptos expresados prece- 
dentemente en la suma de trescientos setenta mil pesos moneda 
nacional. 

L,as costas a cargo del Gobierno Nacional, articulo i8, 
ley t8o. Notifique» y devuélvase. — José Marcó: en disidencia- 
— H. Huido LavaJU. — Antomo L. Marcenara. 

Ün disidencia: 

Vistos: Considerando: 

i." El lecbo antiguo del Riachuelo en la zona de esta expro- 
piación, conforme lo muestran gráficamente los planos de fojas 
3. 4 v 5. de veintinueve mil ochocientos óchenla y cuatro metros 
con cincuenta y dos centímetros cuadrados, transformado por 
los trabajos que está haciendo la Nación por su sola cuenta des- 
de mil ochocientos ochenta y uno. habiendo hecho antes algunos 
la Provincia de Buenos Aires, continúa siendo el limite divi- 
sorio que establecieron la ley de cesión de esta Provincia y la 
de la Nación, número mil veintinueve, respectivamente, tlel seis 
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de Diciembre y veintiuno de Septiembre <le mil ochocientos 
ochenta, no estando modificado o alterado por otras leyes ese 
límite como se requiere, entre esta misma Provincia y el muni- 
cipio de Buenos Aires, declarando a esta ciudad Capital de la 
Nación — Constitución Nacional, artículos 57 y toó, y Consti- 
tución de esta Provincia, articulo 3"; leyes números 820, 1124, 
'577 y 450f> de la Nación. 

2,° Por consiguiente, aunque el río aparece alli cegado par- 
cialmente ¡x>r la Nación, sus terrenos allí mismo de dichos vein- 
tinueve mil ochocientos ochenta y cuatro metros con cincuenta 
y dos centímetros, no han |>crdido el carácter de bienes públicos 
hasta el presente, de esta Provincia y municipio de la Capital, 
y má* pudiéndolos rectificar la Nación otra vez, por Ip menos 
en algo, a los fines siempre de la navegación, que es su derecho 
— artículo 2340, inciso 3." del Código Civil fver nota del doctor 
Vélez. al articulo 2644). 

,y Bienes píiblicos o bienes del pueblo de la Nación en este 
concepto, a la vez que de la Provincia y de la Capital Federal, 
v sólo aun si se quiere, de esta Capital Federal y la Provincia 
(artículo 2340, inciso 3." citado), no son bienes particulares o 
del dominio de los individuos o personas, inclusive ellas como 
sujetos del dominio privado sobre que legisla el Código Civil, 
y así tampoco los mil ciento treinta metros con treinta centí- 
metros comprendidos en aquellos, según la Dirección de Tvstu- 
dios del Riachuelo. 

4. a lístán sujetos a expropiación los bienes del dominio pro- 
vincial o (le panícula res. cuya ocupación se requiere para eje- 
cutar obras de utilidad nacional, articulo í.° de la ley núme- 
ro 189. y, pues, que esa parte de bienes (la de los 1131 metros 
con 30 centímetros), pertenece hasta hoy al dominio público y 
no al expropiado ¡wrticu lamiente, pero ni siquiera en su tota- 
lidad como queda demostrado, es improcedente a su respecto la 
expropiación. 

5. " Kstandn sujeto el resto de la demás tierra, de \cintitres 
mil trescientos noventa y ocho metros con cincuenta y nueve 
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centímetros, a esta expropiación, por hallarse justificado su do- 
minio con los títulos agregado*, forzoso se hace fijar su precio 
recurriendo a los tu formes de Ins tres peritos, única prueba de 
autos, a base de su "opinión fundada" (artículo T35 del Código 
de Procedimientos) o su "juicio motivado"; pero más en este 
caso de tanta disparidad sobre el particular (articulo 148, ley 
de Procedimientos ). y, pues, que corresponde hacerlo así, sin 
duda de la lectura sola de sus dictámenes, se ve que los de los 
perito 5 ; del expropiado y el tercero no se fundan o se fundan 
¡nal, mientras que el del expropiante ofrece valor probatorio en 
cnanto se refiere al que han tenido públicamente, bienes más 
próximos a la tierra de esta expropiación por la época de la 
iniciación del presente juicio, como debe ser, según anteceden- 
tes que no se observan, aunque yerra el peritn en la fijación de 
los precios, por cuanto no condicen, siendo excesivos. 

6, " A esta misma apreciación obliga el hecho de que el 
ferrocarril en el k aso de adquirir aquellos terrenos del anticuo 
lecho, una vez perdido definitivamente ante la ley. su destino, 
hoy en suspenso por lo que se deja dicho, fácil le será adqui- 
rirlo"; |)or el precio que obtenga en este juicio y por mucho me- 
nos, desde que estando ubicados dentro de sus rieles y otras de- 
¡Híiidencias, a nadie le convienen más que a él. 

7. " Esta consideración sugiere también la diferencia en 
cuanto a los perjuicios (pie se hacen consistir en la reducción 
del espacio de las vías por causa de esta des posesión, sobre una 
pane de la orilla del rio. porque a estar a los conocimientos 
que ofrecen a la vista los terrenos de la empresa y sus alrede- 
dores, nuda impide (pie echando mano de S» privilegio, obtenga 
ventajosamente su ensanche con los de sus vecinos, previa 
expropiación, con el mismo dinero también que se le ofrece en 
estos autos. 

I^r estos fundamentos, declárase improcedente la expro- 
piación de los un mil ciento treinta y un metros con treinta 
centímetros mencionados. > se hace lugar a la expropiación de 
la tierra restante, de veintitrés mil trescientos noventa y ocho 
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metros con cincuenta y nueve eentíme'ros cuadrados sobre la 
orilla del Riachuelo, fijándose por todo precio e indemnización 
los trescientos setenta y seis mil ochocientos setenta y siete pe- 
sos con ochenta y dos centavos moneda legal ofrecidos por el 
expropiante en esta causa, con las costas del caso, y dejándose * 
así modificada la sentencia de foja» 209. — José Marcó, 
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Bueno* Airea. Diciembre 10 de iess 

Y Vistos: 

El presente juicio seguido por el Fisco Nacional contra la 
Compañía del Ferrocarril Midland, subre expropiación. 

Y Considerando : 

Que el escrito de demanda asigna como superficie total de 
las tres fracciones comprendidas en la expropiación la de 
23-3")&59 roetfos cuadrados. Ha *ido, sin embargo, bien esta- 
blecido mediante las pericias de fojas 180 y fojas 194 que el 
terreno materia de la expropiación comprende, en realidad. 
24.530.33 metros cuadrados, explicándose la diferencia por ha- 
Iwr dejado de computar la parte actora do.-; secciones del anti- 
guo cauce del Riachuelo, emplazadas en la primera de las tres 
fracciones, que el ferrocarril ocupa con sus instalaciones y cuya 
extensión es de 1.13474 metros cuadrados. 

Que el punto relativo a saber si la aludida diferencia co- 
rresponde al Fisco Nacional, a la Provincia de Buenos Aires, 
a la M unicipalidad de la Capital o a la demandada, y, en su 
caso, si es un bien del dominio público o del dominio privado 
de aquellas entidades políticas, no puede ser dilucidado en el 
presente ex ludiente. Este, en efecto, ha sido iniciado como un 
simple juicio de expropiación sometido en su substanciación a 
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trámites propios de carácter sumario y breve, muy distintos de 
las fonna-i procesales del juicio ordinario en que corresponde 
controvertir tos derechos de propiedad sobre inmuebles. Da 
mayor fuerza a esta conclusión la circunstancia de que el Fisco 
Nacional ni en la oportunidad de su presentación ni después ha 
sostenido en forma precisa y categórica pretensiones al dominio 
de esa parte del cauce del Riachuelo, por donde, ni siquiera 
h:ihria litis trabada sobre el particular. 

Que en tales condiciones y hallándose acreditado con la 
prueba rendida en autos que el ferrocarril posee esa diferencia 
ocupándola con sus actuales instalaciones de vías y dependen- 
cias, corresponde como lo han hecho las sentencias de i.* y 2.* 
instancias fijar el valor y las indemnizaciones correspondientes 
a la susodicha diferencia, sin perjuicio de «|uc se discuta opor- 
tunamente por el demandante, si asi lo creyera conveniente, la 
verdadera condición legal de aquello en cuanto a su dominio. 

Que, si bien es cierto, que el Ferrocarril Midland en el 
acto del juicio verbal de fojas 1 2, propuso al Gobierno resolver 
la expropiación mediante el pago de la suma total de ochocien- 
tos setenta y tres mil ciento treinta pesos con cincuenta y siete 
centavos moneda nacional, con exclusión de la indemnización 
correspondiente al traslado de las vías, instalaciones, etc., tam- 
bién lo es, que ese ofrecimiento, por la forma en que fué reali- 
zado no constituye una estimación definitiva de indemnización 
en los términos señalados por el articulo 17 de la ley número 
i&>, cuyo limite máximo no pueda ser sobrepasado. Efectiva- 
mente, el demandado, al formular su oferta expresamente, dijo 
( pie lo hacia con ánimo "de evitar el juicio'*, agregando la re- 
serva categórica de que la no aceptación haría tener como no 
pedida esa suma a los efectos del articulo 17 de la ley 189 por 
ser exclusivamente precio de transacción. Y se halla fuera del 
poder de los jueces alterar el contenido de una manifestación 
de voluntad asi condicionada cuando como en el caso quien la 
formula, además de exteriorizarla con toda claridad y precisión, 
tenia plína liljcrtad para realizarla o abstenerse de ella. La 
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parte de la sentencia de ta Cámara Federal de La Plata que así 
lo decide, dclie, pues, ser confirmada. 

Que en cuanto al valor de las tres fracciones de terreno 
comprendidas en la expropiación, son inobjetables las tazones 
contempladas, tanto por el señor Juez de i.' Instancia como por 
el Tribunal de Apelación para fijarlo en la forma señalada en 
las sentencias respectivas, o sea, en la suma de quinientos se- 
tenta y nueve mil setecientos veinticuatro pesos con treinta y 
cinco centavos moneda nacional, si se advierte que las tierras de 
la primera fracción constituyen parte de la elación terminal del 
ferrocarril, tienen acceso directo en su mayor parte a la Capital 
Federal por caminos pavimentados y se encuentran enclavados 
en la zona más próspera y comercial de la región. Existen, ade- 
más, como antecedentes importantes respecto de todo lo expro- 
piado no sólo el precio de veinte pesos el metro cuadrado esta- 
blecido por esta misma Corte en el juicio seguido por el Fisco , 
Nacional contra Agar Cross, sino también los precios medios 
de diez y siete pesos, diez y ocho, catorce, treinta y dos. siete y 
veintiséis con sesenta y seis pagados por el ferrocarril durante 
los años igoy y tejió al adquirir en mayor extensión el dominio 
de esas tierras. 

Que la división de la primera fracción, en tres parcelas, 
con el fin de atribuir a cada una distinto valor, no sólo se justi- 
fica por la circunstancia de que el dominio de aquélla se ha 
obtenido por el ferrocarril en virtud de títulos de adquisición 
independientes con precios desigualen sino también, en razón 
de su mismo emplazamiento con frente al Riachuelo únicamente 
o con frente a éste y a la vez, a caminos- y calles públicas pavi- 
mentadas. 

Que la reducción de la linea del frente sobre el Riachuelo, 
la estrechez en que queda el ferrocarril por obra de la expro- 
piación respecto de su playa de maniobras y la inutilización de 
una faja de dos mil metros en la fracción C (plano de fojas 
2on), son hechos bien acreditados en autos por las pericias de 
fojas 180 y fojas- 104. q»e al significar consecuencias forzosa- 
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de la expropiación conforme al articulo tó de la ley número 189, 
deben ser indemnizadas por el actor. 

Que. de -de luego, y en cnanto atañe a la fracción de dos 
mil metros prácticamente inutilizada para su uso actual por la 
expropiación y a la consiguiente reducción en una extensión 
de ciento cincuenta metros de la línea de ribera sobre el Ria- 
chuelo, la suma de ciento veinte mi] pesos establecida por la 
sentencia apelada debe disminuirse a la cantidad de setenta mil 
pesos, teniendo en cuenta que a los efectos de la indemniza- 
ción no seria equitativo tomar como base el precio de veintiséis 
pesos señalado ni terreno sobre e! Riachuelo de que forma parte, 
pues éste vendría a ser e! frente y aquél el fondo, circunstancia 
•lite determina una diferencia en su estimación y además por- 
que !a referida faja de dos mil metros cuadrados, si bien se lia 
tornado inútil para la explotación ferroviaria actual, al man- 
tener a la demandada con su emplazamiento en la linea de la 
futura rilara del Riachuelo tienen en sí misma y debido a esta 
circunstancia un valor .ipreciable a los efectos de ulteriores ad- 
quisiciones complementarias. 

Que en cuanto a las perturbaciones ocasionadas al ferro- 
carril en -u playa de maniobras y a la prhtición del uso de las 
planchadas y su cambio por otro sistema de carga puestas de 
manifiesto por las pericias de fojas 180 y fojas 10,4, el tribunal 
.'iceptandi 1 el raciocinio de la sentencia apelada estima necesario, 
no obstante, reducir la -urna fijada en eonce|rto de tal indem- 
nización a la cantidad de doscientos veinte mil pesos moneda 
nacional, en atención a que este perjuicio y en una medida pro- 
porcional ha sido ya computado a! señalar la indemnización co- 
rrespondiente 71 la fracción C a que alude el párrafo anterior y 
dentro de la cual más que en las otras dos son visibles las per- 
turlwcioncs y di licit hades que en materia de maniobras y trá- 
fico interno apareja consigo la obra pública en cuestión. 

Que el tribunal, aplicando su prudente arbitrio, en vista 
de las opiniones discordantes de los tres peritos y teniendo pre- 
sente que las diversas causas de perjuicios- son. en realidad, 
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inseparables entre si. influyendo las unas sobre las otras, lo 
cual hace ittipóslblé dividirlas en capítulos independientes, esti- 
ma equitativa la suma global de doscientos noventa mil pesos 
moneda nacional que en su sentir corresjwnde a la importancia 
de los daños. 

En mérito de tales consideraciones y de sus fundamentos 
concordantes se confirma en lo principal la sentencia apelada, 
reformándosela en cuanto al monto del precio total, compren- 
dida la indemnización, el que se reduce a la cantidad de ocho- 
cientos sesenta y nueve mil. setecientos veinticuatro pesos con 
treinta y cinco centavos moneda nacional. Notifitjuese y devuél- 
vanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dBi. 
Solar. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Rohehto Repetto. 



KacH, Carlos Roberto, criminal, contra, por defraudación y 
substracción de correspondencia privada. 

Suntario: i." Corresponde a la juri^dicciún originaria de la 
Corte Suprema el conocimiento de una causa criminal por 
delitos que se dicen cometidos en. la Legación de Suiza 
por un empleado de la misma (articulo i.", inciso 3.", 
ley 48, y 2.1 del Código de Procedimientos en lo Criminal) , 

2." Al autor de los delitos de substracción de corres- 
pondencia privada y defraudación mediante el cobro bajo 
nombre supuesta de un giro contenido en dicha corre-pon- 
dencia, legislados, respectivamente, en los artículos 153 y 
IJ2 del Código Penal y perpetrados sin circunstancia agra- 
vante y con la atenuante de haher reintegrado el iludirte de 
la defraudación, y de su encomiable sinceridad durante el 
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juicio, corresponde se le aplique la pena de dos año? de 
prisión y el pago de las costas del proceso, con el beneficio 
de la condenación condicional. 

Cojo; IwO explican las piezas siguientes: 



AUTO t>F. LA CORTE St'PKfiM A ( FOJAS 34 > 

Buenof A i reí, Agosto II de 

Apareciendo del presente sumario de |í re vención que se 
trata de delitos que se dicen cometidos en la Ligación de Suiza 
por el archivero de la misma. Cario- Roberto Koch, de aquella 
nacionalidad, y atento lo dispuesto en el inciso 3. ". articulo r.° 
de la ley nacional mimen) articulo 21 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal y lo pedido por el señor Procurador 
General, se declara la competencia originaria de esta Curte para 
conocer de la presente causa. Encárgase de la instrucción del 
sumario al señor Ministro, doctor Ramón Méndez, y dése la 
intervención que corresponde al señor Procurador General. 

A. Hersiejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón- Méndez. 



FALU1 DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*, Diciembre 10 4* Ittl 

V Vistos: 

presente causa seguida contra Carlos Rolverto Koch. 
sin sobrenombre ni apodo, de «intidos años de edad, de nacio- 
nalidad -uizo, soltero, empleado y domiciliado én la calle Aya- 
eueho número 64J, \mr defraudación y substracción de corres- 
pondencia privada, de la que resulta: 
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Kl (l¡;i 30 ríe Julio de] corriente año 1923, se presentó ante 
la autoridad poHciál don Juan Alois Gerschwyley, Canciller de 
la Legación de Suiza, y manifestó que en nombre del señor Mi- 
nistro de dicha Nación, acreditado ame el Gobierno Argentino, 
denunciaba que el ex-emplcado de la Legación, don Carlos Ro- 
berto Kocb, había substraído de una carta dirigida al señor 
Max Peyer e) giro nú mero 1033 del Banco Comercial de Baldea 
conlra el Raneo Holandés de la América del Sud, por la suma 
de mil francos, y por medio fie un endoso hecho a nombre de 
un tal E> Widner, bajo la firma fraguada del destinatario Peyer, 
había conseguido cobrarlo del girado. 

Practicadas las diligencias sumariales preventivas, fueron 
elevadas al señor Jue¡t Federal de la Capital, quien, a su vez, 
las remitió a esta Corte fundado en que correspondía a ella 
conocer en {a causa por tratarse de un hecho delictuoso come- 
tido en el local de una Legación. 

Declarada por auto de fojas 34 la competencia originaria 
del tribunal, a mérito de !o dispuesto en el artículo 1 inciso 3* 
de la ley nacional número 48, y artículo 21 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal y de acuerdo con lo pedido por el 
señor Procurador General, se dispuso la instrucción del sumario 
judicial, en el cual se ratificaron la< declaraciones de los testi- 
gos que habían depuesto en el de prevención, se hizo traer y 
agregar a los autos el documento substraído (fojas 42 ). y se 
recibió la declaración indagatoria fiel procesado (fojas 43}, 
quien confesó lisa y llanamente hater realizado los hecho- ma- 
teria del proceso. 

A fojas 4Ó se dictó auto de prisión preventiva: y habién- 
dose agotado las diligencias del sumario, se le dió por termi- 
nado, pasándose los autos al señor Procurador General, quien 
formuló acusación a foja-; 50 contra el procesado Carlos Ro- 
berto Koch como autor res¡«>nsable de los delitos de defrauda- 
ción y de substracción de correspondencia privada reprimidos en 
los artículos 153 y 172 del Código Penal, pidiendo se le imponga 
la pena fie tres años y seis meses de prisión, accesorios legales y 
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costas del juicio, con más la obligación tic reparar los daños y 
perjuicios causados y restituir a su legítimo dueño el dinero 
obtenido por el delito. 

Oido el defensor oficial de ausentes, quien a su vez soli- 
cita que se aplique a su defendido el mínimum de la pena, o sea. 
un mes ele pri-ión, teniendo para ello en cuenta el monto de lo 
defraudado y la circunstancia de haber sido reintegrado al se- 
ñor f'eyer del importe del giro; se recibió la causa a prueba por 
autos de fojas 55 vuelta. Kn visia dé la renuncia que las partes 
hicieron del término señalado y de no haber aquéllas compare- 
cido a informar i» vocc, se llamaron lo* autos para pronunciar 
sentencia a fojas 56: 

Y Considerando: 

Que los hechos materia de ta acu -ación, esto es. la subs- 
tracción de la carta y el cobro bajo nombre supuesto del giro 
que ella contenía, han quedado plenamente comprobados en el 
curso del procedimiento por ¡a declaración del damnificado 
Peyer \ fojas 1 1 vuelta I y del testigo Julián Corvatán (fojas 14). 
por el giro substraído y que sirvió de instrumento para la de- 
fraudación í fojas 43) y por la confesión -imple del procesado 
( fojas 16 y fojas 43). 

Que esos hechos constituyen los delitos de substracción de 
correspondencia privada y defraudación, legislados, reqiecti- 
vamente, en los artículos 153 Y >7 2 (lel Código Penal, 

(Jue no aparece en contra del procesado ninguna circuns- 
tancia, agravante, favoreciéndole, en cambio, la de haber rein- 
tegrado el importe de la defraudación, según se comprueba por 
la nota oficial de fojas 54. lo que ha hecho desaparecer el per- 
juicio material ocasionado por los delitos, como asimismo su 
actitud durante el proceso, caracterizada por una encomiable 
>inceridad. 

One en vista de tales antecedentes, teniendo en cuenta que 
el delito de substracción de correspondencia ha sido sólo el 
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media empleado para realizar la defraudación que es el delito 
principal, y alentó, además a los buenos antecedentes del reo 
y a ¡o dispuesto en los artículos 4r y 55 del Código Penal, co- 
rrcsjwnde imponerle la pena de dos años de prisión y el pago 
de las cosías del juicio, con el beneficio de la condenación con- 
dicional (Código citado, articulo 26). 

Por estos fundamentos se impone a Cario- Roberto Koch 
la pena de dos años de prisión y el pago de todas fas costas del 
juicio, dejándose, sin embargo, en suspenso e! cumplimiento de 
la primera de dichas sanciones. Y encontrándose detenido el 
reo, a la orden de la Corte, póngasele inmediatamente en liber- 
tad. N'otifíqtiese y archívese. 

A. Bermejo. — Nicakor G. del 
Solar. — J. Figuekoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Jefatura de Policfa de Cüíxordia (Provincia de Entre Ríos) 
consulta si debe puntar la cooperación que le solicita el 
Banco Hipotecario Nacional, para efectuar el desalojo en 
una fracción de 35 hectáreas afeefaahs por el Battco. 

Sumario; i,° Invocada por el recurrente ante la justicia la !ey 
nacional número 8173 c on las modificaciones introducidas 
por la número 10/76, procede el recurso extraordinario 
contra la decisión definitiva dentro de la jurisdicción local, 
denegatoria del derecho fundado en ellas, sin que sea un 
1 íbice contra ello, la circunstancia de que el fal!o recurrido 
haya sido pronunciado en un juicio contenctoso-adminis- 
trativo, 

2." AI organizar la sección hipotecaria del Banco Na- 
cional, al esLihlecer sucursales de esa institución en todas 
las provincias y al reglamentar las operaciones, derechos y 
obligaciones del Banco por medio de leyes orgánicas, el 
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Congreso ha ejercitado poderes expresamente conferidos 
por U ConstitiKtón (artículo 67, inciso 5"), y ha podido 
dotar at Banco de todas aquellas prerrogativas que juzgare 
necesarias o sólo convenientes para el mejor resultado ile 
sus operaciones, y lia estado, también, capacitado para subs- 
traerlo a la jurisdicción de los jueces locales y a las nor- 
mas establecida, en las constituciones y en las leyes de las 
respectivas provincias, siempre que con ello no se afectare 
alguna prohibición constitucional. 

3." La aplicación de lo dispuesto en el artículo 73 de 
la ley 8172 en un caso en que el desalojamiento debe ha- 
cerse efectivo respecto de personas ijiic por circunstancias 
I articulares no pueden ampararse en los benef icios que 
acuerdan los artículos 1 7 y 1Ü de la Constitución, como son 
!os deudores del Banco, no es repugnante a las citadas 
cláusulas constitucionales. (Los deudores del Banco, al ce- 
lebrar el contrato hi¡>otcear¡o o al admitir la transferencia 
del dominio con el gravamen a favor del expresado esta- 
blecimiento, lo hacen en las condiciones determinadas por 
la ley orgánica: es decir, aceptando expresa o implisita- 
mente la facultad acordada al acreedor por la disposición 
legal en cuestión, que queda incorporada a la convención y 
renunciando, por lo tanto, a los beneficios que pudieran 
derivar de la substanciación de un procedimiento previo 
ante !a justicia ), 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL tMSCAl, DE ESTADO 

Paran*. Diciembre S6 de 1SIU 

Kxcmo. Sefli >r: 

Kl articulo 7^ de la ley número 8172. orgánica del Banco 
Hipotecario Nacional, dispone que aquél podrá. |sor si sólo, 
requerir él auxilio de la fuerza pública i»ara tomar posesión del 
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bien hipotecado, colocar banderas o carteles de remate, para 
hacer que los interesados o los rematadores lo examinen y para 
dar, en caso de venia, la ¡rosesion a los compradores no obs- 
tante la ojxjsÍcíóii de los dueños o fie los ocupantes. 

Kn virtud de la facultad que esta ley acuerda al Banco y 
tic conformidad con un pedido del mismo, el Poder I Ejecutivo 
dictó e! decreto de fecha 30 de Junio de 1914. por el cual hacia 
saber a los jefes de policía de los departamento» que debían 
prestar el auxilio de la fuerza publica al Banco Hipotecario en 
los casos autorizados por la ley y que eran los enumerados en 
el artículo citado, (pie se les transcribía. 

Posteriormente al decreto aludido, se dictó por el Congreso 
Nacional, modificando !a anterior, la ley número 10.676, cuyo 
articulo 71, inciso 4.", faculta al Banco, estando en situación üe 
venta una propiedad hipotecada, a tomar |Hisesión de ella y una 
vez realizado el remate del bien y aprobado por el directorio, a 
desalojar a los ocupantes, salvo que hubiera contrato de loca- 
ción aceptado por él. 

Y de la discusión de la ley en la Cámara fie Diputados, 
resulta que la trente de la disposición citada es acordar al Banco 
la facultad de desalojar |x>r si mismo, a los ocupantes, en el 
caso en ella previsto, pudieudo a ese fin solicitar el auxilio de la 
fuerza pública. 

Kn consecuencia de esto y por los fundamentos que in -pi- 
raron el de. reto aludido, opino que é! del>e ampliarse en el sen- 
tido de hacer salwr a los jefes de policía que el auxilio a (pie se 
refiere deben prestarlo, también, bajo la responsabilidad del 
Hanco. en el ca>o del inciso 4." del artículo 71 de la ley 10,676» 
que se \v» transcribirá, siempre que aquél lo solicitare por es- 
crito. — A. Htirtohm Ferro. 
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DICTAMEN DEt FISCAI. DE ESTADO "ai> HOC" 

Paraná, Mario 22 dr IDMi 

Exemo. Señor: 

El Fiscal de Estado orf hoc a V. E. dice: 

Qüe en el caso presente, dado los antecedentes que ilustran 
los obrados, se trata sencillamente de un error de interpreta- 
ción que en mi sentir V. \i. lia de reparar, abordando, efectiva- 
mente, lo que |Mir ley csj>ccial del Congreso de la Nación se 
consagra a favor de una institución de crédito de la Nación, 
como que sus intereses afectan, perjudicados, los propios inte- 
reses del Estado. 

En virtud de ello, la lev sanciona una facultad excepcional 
en su favw que si se (¡mere y mirada bajo el punto ríe vista 
constitucional tanqioco lo es tal, y por ella, y en su luniplimicn- 
to, u i se invaden jurisdicciones, ni se afectan garantías y dere- 
chos que emanen exclusivamente de la solieran ia. 

Tan es .isí que el Poder Ejecutivo dictó, en virtud de una 
cláusula de la ley reformada del Banco Hipotecario, el decreto 
que deroga ; dictó aquel decreto con criterio ilustrado, y en con- 
sonancia con el espíritu y letra de una sanción del Congreso, 
que no invadía — letra ni espíritu — de cláusulas constitucio- 
nales, mismos y los propios términos en que es dictada la 
ley de reformas del Banco, dándole a ésta amplitud en un re- 
quisito que parecía dq difícil interpretación, en cuanto a su 
existencia sulientendida, despejando así la situación de duda, 
sin que todo ello importara un privilegio, dentro del concepto de 
tal. relacionado con los derechos del particular, que bien lia po- 
dido dársele toda vez míe se trata de una institución del Estado 
general (jue arraiga y trabaja en los Estallos particulares. 

Ivos antecedentes administrativos, tanto en el orden pro- 
vincial como en el nacional, concuerdan con los antecedentes 
legales y a tal respecto viene traído el dictamen del señor Pro- 
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curador tic la Píación, ^in expresar categórica mente la facultad 
nuc te acuerda a la institución, la ley respectiva para la efecti- 
vidad de sus derechos sin lo cual se liarían ilusorios y lodo ello 
garantizado por la potestad de la Nación en todo sn territorio, 
inclusive las provincias, sin que ello signifique, como lie dicho 
ya. ni invadir jurisdicciones ni usurpar soberanías. Ha jo todo 
el concepto y criterio relacionado, huelga tratar el punto de a 
quién corresponde la aplicación de las leyes, puesto que las re- 
laciones establecidas entre un poder público y una institución 
de crédito, y pública, lian sido determinadas jxir una ley bajo 
todo aspecto encuadrada en las facultades constitucionales que 
la han inspirado, tanto en su cuerpo como en su forma y por 
lo une hace al origen ; puede terse su amplia y pública disensión. 

Todo jMtr ello repito a V. K. que con -ano criterio resol- 
verá el punto, que tanto en los obrados como en las fuentes 
administrativas y legislativas, encontrará !a razón que inspira 
la solicitación de la resolución (pie se impetra fie V. E. 

Dejando asi evacuado el traslado, pide a V, K. sé pronun- 
cie con la alta justicia míe siempre inspira sus decisiones. — 
Roque R, Ltingltascó, 



¿CUERDO i>kl SWFKWOf tumii n ai, di: jistkia 

lín la Ciudad de Paraná, Capital de la Provincia de Entre 
Ríos, a los veintiocho dias del mes de Junio de mil novecientos 
veintiuno, reunidos en el Salón ríe Acuerdos los señores miem- 
bros de! Superior Tribunal de Justicia, a salíer : Presidente, el 
doctor Rafael Avila Ca-tilla. y Vocales, los doctores Amadeo 
Pons. Eduardo La Rosa. Aureliano Koigt y Manrique Nágera. 
fueron traídos para resolver los autos caratulados: "Jefatura 
de Policía de Concordia. — Consulta si debe prestar la coope- 
ración i|ue le solicita el Manco Hipotecario Nacional para efec- 
tuar el desalojo de 25 hectáreas de terreno afectados por e! 
Knnco, F.xp. Letra G., \\° 927. folio 437 del libro 19". 
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Practicado el sorteo He ley resultó que la votación tendría 
lugar en el siguiente onlen: doctores Koigt, Nágera, Pons, 
Avib Castilla y La Ro-a. 

F.si lidiados los autns. el trítmnal planteó las siguientes 
cuestiones a resolver: 

1, " ¿ Corre-ponde al Superior Tribunal conocer en este 
a>unt« r 

2. ° En caso afirmativo, ¿es arreglada a derecho la resolu- 
ción recurrida del Poder Ejecutivo por lo cual no se hace lugar 
a la reconsideración solicitada por el gerente de la su tur sal del 
Banco Hipotecario Nacional de Concepción del Uruguay, para 
que se le preste directamente el auxilio de la fuerza pública a 
[11^ efectos que lo solicita ? 

Refiriéndose a la primera cuestión el señor Vocal, doctor 
Roigt. dijo; 

recurrente \iene a! Tribunal invrtcando que lo hace en 
mérito a que la resolución del Poder Ejecutivo es lesiva del de- 
recho que le otorga la ley orgánica del Banco Hipotecario Na- 
cional, articulo 73 de la ley nacional número 8172, que en subs- 
tancia autoriza al Banco a requerir. ¡x>r si el auxilio de la 
fuere* pública para tomar directamente ¡«sesión de los bienes 
liqjotecados a él. 

VA sóln hecho de invocar un derecho fundamentado en que 
-C lo acuerda una disposición legal. — la que he citado, — y 
que sostiene es violada por la resolución gidwrnamcntaT. tle la 
cual viene apelando, es suficiente para dar el carácter conten- 
cioso administrativo a esta contienda y encuadrarlo en lo que 
preceptúa el articulo 17. base letra a) de tas reformas a la 
Constitución de Entre Ríos. conf.. además, Da reste, "La j 11 si i ce 
administrativa en France". página 217 y siguientes; Colmeiro, 
tomo II, número 2156. párrafo III; Pradier Fodéré. "Droit 
administritf". página *»74: Paso y Delgado. "Procedimiento con- 
tencioso administrativo"*, página X y siguientes; (lallostra, "Lo 
contenctoso-administrativo". página 8 y siguientes ( 10. 120 y 
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siguientes, y XI del prólogo) ; Suprema Corte* de la Provincia 
de líuenos Aires, tomo 13, página 131. 

A la misma cuestión, el señor Vocal, doctor Nágcra, dijo: 

La resolución de fojas 6 a 7, apelada por el gerente del 
lianco Hipotecario Nacional, consta de dos partes: La primera 
deroga al decreto del 30 de Junio de 1916 que autorizaba el 
auxilio de la fuerza pública de la Provin ta a solicitud de los 
gerentes del Banco Hipotecario Nacional para los casos deter- 
minados por la ley número 8172; y la segunda parte, no hace 
lugar a la reconsideración solicitada por el señor gerente de 
dicho Banco de Concepción del Uruguay, de la comunicación 
del Ministro de Gobierno de esta Provincia at Jefe de Policía 
de Concordia, diciendo: "'En materia de procedimiento la juris- 
dicción de ta Provincia es exclusiva y, según sus leyes funda- 
mentales, la fuerza pública, en casos como el ocurrente, sólo 
debe acatar órdenes de las autoridades judiciales de la Provin- 
cia o nacionales, con jurisdicción inmediata en la misma. Me 
refiero a los Juzgados Federales. Hágalo notar así al señor 
apoderado del Banco y sírvase proceder en consecuencia *\ 

Atendiendo a la primera parte de la resolución, ella no 
puede ser materia de conocimiento de este Tribunal por no tra- 
tarse de caso contencioso administrativo; por cuanto así, como 
el Poder Ejecutivo dictó su decreto referido autorizando en 
general el auxJto de esa fuerza, con la misma facultad discre- 
cional ha resuelto dejarlo sin efecto, artículo 179, inciso 20, 
Constitución de Entre Ríos. 

Por ello y tratándose de una función de puro manilo, ejer- 
citando el Poder Ejecutivo actos de autoridad discrecional, que 
no hieren en concreto derechos de particulares, no corresponde 
al Superior Tribunal conocer y decidir sobre este punto, articulo 
179, inciso 27. 

Con respecto a la segunda parte de la resolución apelada, 
considero comitente a este cuerpo para entender en ella por vía 
de apelación, artículo 17. base 2.'; letra c) de la ley de reformas 
a la Constitución. 
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Kl Poder Ejecutivo aplicando ;il caso concreto las leyes 
tjue tita en su decreto, no ha aro nimio el auxilio de la fuerza 
pública solicitarla \*n el lía neo Hipotecario Nacional v como ta 
lev número modificada por la número 10.676 autoriza a 

esa institución, artículo 71, a "tomar ¡«sesión de la propiedad 
hipotecada, y una vez realizado ¿1 remate del bien hipotecado y 
aprobado que sea por el directorio del Banco" a desalojar inme- 
d latamente a lo* ocupantes del bien, salvo rpie hubiere contrato 
dé locación aprobado |Hir el Hamo", pudíendo por si sólo "re- 
querir el auxilio de la fuerza pública para tomar posesión del 
bien", articulo 73; la resolución recurrida ha sido contraria a 
los derechos del Hanco. 

Este acto definitivo de la administración pública, contrario 
al derecho del apelante, aplicando reglas <pie disponen sobre la 
materia: Constituciones u;.cÍonaI y provin. ¡al y leve- números 
Si 7.' y 10,676, resíiélvé una cuestión de materia contencioso 
administrativa. 

^ . aunque en general, las decisiones del Poder Bjéetitivó. 
sobre fuerza pública, sean disposiciones de facultad discrecio- 
nal y, por lo tanto, ajena- ;¡ los recursos contencioso adminis- 
trativo en cuanto la ley apareció acordando al Banco un 

derecho al uso de esa fuerza y la providencia administrativa no 
lo amparó o la negó al resolvfcr el pedido, surgió el caso con- 
lene roso administrativo. 

Por estas consideraciones corresponde al ÜU|»er¡or Tribu- 
nal conocer en esta secunda parte de la sentencia apelarla. Voto, 
en consecuencia, |«>r la afirmativa con respecto a esta parte y 
por la negativa en cuanto a la primera. 

\ la cuestión planteada, el señor Vocal, doctor Pons, dijo: 

El asunto viene a conocimiento del Superior Tribunal por 
vía de recurso contra la resolución denegatoria del Poder Fije* 
emivo dictada a fojas í», y por tal vía sólo le corresponde al 
Tribunal conocer de las resoluciones del Poder Kjeculivo en 
materia contencioso administrativa, articulo 179. inciso 27. y 
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artículo 17, base 2.\ inciso c | de la sección V de ta Constitu- 
ción de la Provincia. 

El recurso deducido por el Raneo Hipotecario Nacional 
tiende a establecer si el Poder Ejecutivo está obligado a prestar 
el auxilio de la fuerza pública para bacer efectiva la despose- 
sión pretendida ¡x>r el citado establecimiento sin formas de jui- 
cio, respecto de un inmueble gravado a su favor. 

Entre las atribuciones y deberes (pie la Constitución de la 
Provincia señala al Poder EjecutU* se halla la de prestar el 
auxilio de la fuerza pública a los Tribunales de Justicia, Presi- 
dentes de las Cámara^ Legislativas, municipalidades v demás 
autoridades, conforme a la ley y cuando lo soliciten.' articulo 
179, inciso 20. 

Apreciar la amplitud con míe el Poder Ejecutivo debe 
ejercitar sus facultades constitucionales o establecer si en un 
caso dado debe ejercitarlas en determinado sentido, nunca ha 
sido materia de lo contencioso administrativo, que sólo com- 
prende las reclamaciones que se deduzcan contra una resolu- 
ción del Poder Ejecutivo que viole mi derecho de canicter ad- 
ministrativo establecido por ley o decreto de ese mismo carác- 
ter — ver nota del doctor Várela al articulo 1» del Código de 
Procedimientos, Cont. administrativo de la Provincia de Bue- 
nos Aires, página 53 a 55. etc.. que condensa la opinión general 
sobre la materia. 

El derecbo que se dice acordado al Banco Hipotecario por 
ta ley nacional númern 10.676 en caso de asistirle, no sería por 
su naturaleza administrativo; y entonces el asunto no es de 
aquellos en los cuales corres|>onde conocer al Snperinr Tribunal 
por vía de recurso contra las resoluciones del Poder Ejecutivo, 
según las disposiciones citadas de la Constitución provincial. 

Por lo expuesto pienso que no le corres jwnde al Tribunal 
conocer en el asunto por vía de recurso. 

Asi voto. 

A la primera cuestión planteada el señor Vocal, ductor 
Avila Castilla, dijo: 
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La competencia del Tribunal ha sido aceptada |ior las par- 
tes, y el caso no es claro ni concluyen te como para decir que no 
sea contencioso administrativo, sino que por las razones y auto- 
res que cita el doctor Roigt, hay motivos suficientes para decir 
<|ue lo es. 

Quiero agregaj 1 que el doctor Várela, autor del Código de 
Procedimientos en lo contencioso administrativo de la Provin- 
cia de Buenos Aires, dice en las páginas 16 y 56, que el recurso 
«i acción contencioso administrativo »e da a los particulares para 
que cuando crean que el derecho que les acuerdan las leyes o 
reglamentos anteriores lia sido lesionado por la autoridad, ob- 
tengan ta reparación de los errores o injusticias cometidos; y 
de acuerdo con Vivien sostiene que la materia contencioso 
administrativa se conqxjne de toda* las reclamaciones fundadas 
en la violación de las obligaciones impuestas a la administra- 
ción por las leyes o reglamentos que lo rigen o por los contratos 
que ella subseril>e. "Definiendo de esta manera lo contencioso 
administrativo 1c bastará a la Suprema Corte, en cada caso, 
tomar la ley o disposición que se invoque y averiguar en ellas 
cuáles son las reglas que ella establece al criterio o la decisión 
administrativa, y si la decisión adoptada j>or el poder público 
puede dar lugar a una discusión contencioso administrativa". 

I\l Banco invuca la ley orgánica del Banco, que es una ley 
nacional que rige en todo el territorio de la República, la que 
en su articulo 73 autoriza a esta institución para recurrir |»r si 
seda al auxilio de la fuerza pública para tomar posesión de los 
bienes y darla a los compradores, no obstante la oposición de los 
dueños i» de Jos ocupantes. Dice que la autoridad pública de la 
Provincia le lia negado el auxilio en la resolución apelada, y 
demuestra <» pretende demostrar que esa resolución vulnera sus 
derechos. 

L.a disposición citada establece una obligación a cumplir 
por parte de la autoridad pública, y dejando aparte el carácter 
inconstitucional de la misma aducido ¡ior el Poder Kjccutivo, 
es indudable que esa obligación es de carácter administrativo 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



2B¡> 



porque es a cargo ríe una rama de la administración, la policía. 
Si es así y si con la resolución denegatoria aparece vulnerado 
un derecho, ¡Kira mi es evidente, como dicen los doctores Roigt 
y N agora, que se trata de un caso contencioso administrativo. 
Por otra parte, cuando como en Entre Ríos no hay leyes que 
definan lo que comprende esta materia, el mejor criterio, como 
ya lo he dicho en casos anteriores, es la voluntad de las parte* 
que intervienen que han reconocido la competencia del Tribunal 
¿sometiéndose a sus decisiones. 

Por ello, voto por la afirmativa. 

A la primera cuestión el señor Vocal, doctor La Rosa, dijo: 
Adhiero al voto del doctor Nágera. 

Quiero únicamente agregar a lo dicho por él que el recu- 
rrente sólo ha expresado agravios contra la parte de la resolu- 
ción del Ejecutivo que no hace lugar a la reconsideración solici- 
tada por el señor gerente de la sucursal del Banco Hipotecario 
Nacional de Uruguay, de que se declare y disponga que el señor 
Jefe de Policía de Concordia debe prestar, y preste, el auxilio 
de la fuerza pública al Banco para tomar posesión de los bienes 
hipotecados y vendidos por esa institución, lo cual hace de per- 
fecta aplicación al caso el precepto constitucional que cita el 
miembro aludido y las razones en que se apoya para votar en el 
sentido que lo ha hecho. 

Lo expresado implica que mí voto es también ]>or la afir- 
mativa. 

Refiriéndose a la segunda cuestión propuesta, el señor Vo- 
cal, doctor Roigt, dijo : 

El representante del Manco Hipotecario Nacional solicitó, 
directamente, al Jefe de Policía de Concordia, el auxilio de la 
fuerza pública con el objeto de desalojar a don Martin Macicl 
y a la señora viuda de Castignan de una fracción de terreno 
que se dice está afectada con hijjoteca al referido Banco, y de 
lo cual instruye el telegrama de fojas t, escrito de fojas 4 y 
otras constancias de autos. El Jefe de Policía de Concordia 
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consultó a S. S. el señor Ministro dé Gobierno de ta Provincia, 
le indicara sí debia prestar la üKíperacion de la policía a ese 
efecto. Kl señor Ministro contestó con el telegrama. que en co- 
pia autenticada corre a fojas j. denegando él auxilio de la iner- 
va pública por los fundamentos que en el misino expresa. Pedida 
reconsideración de esa orden, a fojas 4, se fundamenta aquella, 
en lo que disponen los artículos 73 de la tey nacional número 
H172 que autoriza al Banco a requerir por sj et auxilio de la 
fuerza pública para tomar posesión de los bienes hipotecados, 
y 71 de la ley número 10.676 que lo faculta también o tomar 
dicha posesión aun antes de vender los bienes afectados al Man- 
eo con hipoteca. Resolviendo la reconsideración andida, el 
Kxcmo, Gobierno de la Provincia dicta ei decreto de fojas 6. 
derogando otro anterior de fecha Junio 30 de 1916 por el cual 
se hacia saber a los jefes políticos de los departamentos que 
debían prestar la cooperación de sus píilícías. al llanto, en los 
casos a que se refiere el articulo 73 citado, y funda su decreto, 
entre otras consideraciones, en que la Provincia, en el uso de su 
soberania no reconoce más limitaciones que los preceptos de !:t 
Constitución Nacional y las le>i< y dis])os¡ciones que en con- 
formidad a la primera se dicten : que la aplicación de Ea> leyes 
corresponde a tos Tribunales Nacionales o de Provincia en los 
caso- de sus respectivas jurisdicciones y la facultad invocarla 
que concede al Hanco Hipotecario el articulu 73 es contraria al 
inciso 11 del articulo 67 de la Constitución Federal; y. final- 
mente, que la atribución y deber del Poder Ejecutivo de la 
Provincia de prestar el auxilio de la fuerza pública rige para 
cuando la >of ¡citación sea requerida ¡mr los Tribunales de jus- 
ticia y demás autoridades, carácter que no inviste el Manco lli- 
IHitccario N'acíonal por todo lo cual no hace lugar a la reconsi- 
deración solicitada. Tal es la forma en (pie ha quedado plan- 
teada la cuestión que ha sido traída a decisión del Tribunal por 
el recurro de apelación deducido a fojas 13 y concedido a 
fojas 15 de estos autos. 

Ahora bien; conu. u, demuestra el señor Fiscal del Tribu- 
nal etí su dictamen de fojas 22 vuelta a fojas 30, el cual hago 



I>K JUSTICIA I>K I. A NACIÓN 



271 



mió eii un todo, el artículo 73 de la ley número 817*. invocado 
]Mir el recurrente al legislar .sobre materia de forma, invade 
facultades privativas de jurisrlicción exclusiva de las provin- 
cia*, en mérito ,1 lo que preceptúan ios artículos 67, inciso 11, 
y 104 fte ta Constitución Nacional, Consecuente con e^tas dis- 
posiciones, la Provincia de Kntrc Ríos tía dictado su ley de pro- 
cedimientos y en ella, título VIII. capítulo IV. confiere a los 
jueces el conocimiento de las demandas por desalojo, con lo qtié 
queda implícitamente establecido tjtic para tal caso se requiere 
un juicio previo fundado en ley y es evidente que ello no ocurre 
en el siih judicc; y siempre y en todos los casos d auxilio de la 
fuerza pública a los efectos pretendidos por el afielante debe ser 
ordenado por )ns jueces. 

Por otra parte, pretender desalojar a un propietario o sim- 
ple oci!p.-.nte de un bien raíz, sin ser oído por Juez y ser vencido 
en juicio, es también contrario a lo dispuesto en e] artículo iK 
de la Constitución Nacional que preceptúa la inviolabilidad de 
la defensa en juicio de la persona y de los derechos, vale decir 
que se le baya puerto en condiciones de hacer efectivo el ejér- 
cieio de <us derechos: y. adcm:K 1a pretcnsión señalada de des- 
alojar, eii la forma qué lo solicita el recurrente, es violatoria 
de la garantía conferirla a la propiedad por el artículo 17 tic la 
Con>qituciÓ!í citada, pnes vendría si el Poder Rjecntho de la 
Provincia prestani la fuerza pública para esc objeto, a privar 
de su propiedad a un habitante de la Nación sin la previa con- 
dena de una sentencia fundada en ley. 

La claridad de las disposiciones citndas me inhibe para 
entrar en ci m sideraciones de detalle y por lo que dejo expuesto, 
los fundamentos de la resolución recurrida, en cuanto concuer- 
da n y los del dictamen fiscal citado, pienso que la resolución 
riel Poder fvjecutivu de la Provincia es 1. le rícela mente arreglada 
a derecho. 

Voto, en consecuencia. |>or la afirmativa, con las cortas en 
el orden causado en mérito a las causales que he invocado. 

Sobre la segunda cuestión planteada, el señor Vocal, doc- 
tor Xágera. dijo: 
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El Congreso Nacional ha dictado la ley número 10.676 mo- 
dificando la número 8172, cuyo artículo 71. inciso 4." autoriza 
al BanCú Hipotecario Nacional a "tomar posesión de la pro- 
piedad hi|K>tecada y una vez realizado el remate del bien hi|>o- 
tetado y aprobado que sea por el directorio del Banco, éste 
podrá desalojar inmediatamente a los ocupantes «leí bien, salvo 
iim- hubiere contrato de locación aceptado por el Banco", po- 
diendo dicha institución por si sola "requerir el auxilio de la 
fuerza publica para tomar | «sesión del bien'*, etc., articulo 73. 

l,a Constitución y las leyes de la Nación que en su conse- 
cuencia dicte el Congreso, son la ley suprema de la Nación y las 
autoridades de cada Provincia están obligadas a conformarse 
a ellas, no obstante cualquier disposición que en contrario con- 
tengan las leyes o constituciones provinciales, artículo 31 de la 
Constitución Nacional. 

Solicitado el auxilio de la fuerza pública al jefe de Policía 
de la ciudad de Concordia [>or el gerente del Üanco Hipotecario 
Nacional de esa localidad, para proceder al desalojo sin más 
trámite del ocupante del bien afectado al Banco, y consultado 
por el jefe referido al Poder Ejecutivo, gftti ™ Ha podido hacer 
negar el auxilio de la fuerza pública si estaban cumplidos los 
requisitos de las leyes números K17J y 10.676, y tanto iná^. no 
habiendo mediado o]>osícióii de parte interesada ni impugnación 
de inconstitucional idad de las mismas leyes en la forma auto- 
rizada jMir el articulo 17, base 1 .*, letra é), ley de reformas a la 
Constitución de la Provincia. 

Kn este momento toda discusión sobre facultad del Con- 
greso de la Nación de dictar la ley 10.676 es inoportuna, ya que 
se va a conocer y resol vvr en grado, y no se trata de las causas 
especificadas en la base 2.*, letra a ) del articulo 17 de la ley de 
reformas. 

Por estas consideraciones voto por la negativa, porque se 
revoque la resolución apelada >* se ordene al Poder Ejecutivo 
mande prestar el auxilio de la fuerza pública solicitado, siempre 
que se hayan cumplido los extremos de las leyes citadas. 
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A la segunda cuestión, el señor Vocal, doctor Pous. dijo: 

Atentas las conclusiones a tjtic I lejía la mayoría del Tribu- 
nal en la primera aiestión. debo necesariamente pronunciarme 
sobre el fondo del asunto, y & llago salvando mi opinión expre- 
sada de que el c;iso no es contcncioso-administrativo y. por ende, 
nef le corresponde al Tribunal conocer en el asunto por la vía de 
recurso contra lo resuelto |x>r el Poder Kjeeutivo a fojas íí, 
como lo expresé al votar la cuestión anterior. 

Con la salvedad indicada, adhiero al voto del doctor Koígt. 
pronunciándome afirmativamente en la segunda cuestión pro- 
puesta para el acuerdo. 

A la misma cuestión, el señor \ Val. doctor Avila Castilla, 
dijo : 

Adhiero al voto del doctor Roigt, porque todo lo que es 
contrario a los precepto* constitucionales es de insanable nuli- 
dad, como bien lo dice el artículo do de la Constitución de la 
Provincia. 

Pretender que el Banco que a! fin es un representante del 
propietario en cuanto a los bienes gravados, pueda tener dere- 
chos más amplios que aquél, es contrario a las disposiciones 
de la ley civil, y abordarle la facultad extraordinaria de arrojar 
a la calle a los poscef lores u ocupantes, haciéndose justicia |x>r 
su propia mano, será todo lo expeditivo que se quiera, pero es 
absolutamente inconstitucional y viólalo rio de los artículos 17 
y 29 de la Constitución Nacional. 

Por ello voto también por la afirmativa. 

KI señor Vocal, doctor ba Rosa, adhiere al voto del doctor 
Roigt por análogas razones. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la siguiente 
sentencia. - . Íí*r7/ir Castilla. — Pons, — Rmfji. — La Kosa. — 
Xáf/eru. — Ante mí : A. Porsiati. 
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Y Vis.n S ; P-«n Mu „ j0 ^ íemi 

Por ](»s fundamentos del precedente acuerdo, en mayoría, 
se declara que 3 este tribunal fe torr&fcondé conocer en el 
asunto, confirmándose la resolución apelada de fojas ó por ser 
arreglada a derecho. 

Kvgism-se. uotifitiuesc. publíquese y deviu-lvase oportuna- 
mente al Poder Rjecmivo, — R. Avila Castilla. — Amadeo 
Pons. — B, U, h'oiti. — A. Roiat. Manrique Náqera. — 
Ante, mí: Amjel Forziati. 
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Bueno* Air», Diciembre 10 dt \m 

Vistos y Considerando: 

Que la procedencia del recurso extraordinario es induda- 
ble, en el caso, toda vez que el reeurrente lia invocado ante ía 
justicia la Iry nacional número 8 1?? cotí las modificaciones 
introducidas por (a ley número ro/t-fi y la decisión definitiva 
dentro de la jurisdicción local lia sido contraria al derecho fun- 
dado en elja*. 

Que no constituye un óbice para la procedencia de dicho 
neins-s | a circunstancia de que el fallo recurrido haya sido 
pronunciado en un juicio conienetoso-administraUvY). desde que 
en tales pronunciamienl ós¿ como en cualesquiera oíros dictados 
en juicios de distima naturaliza, pueden haberse desconocido 
las garantías o derechos de carácter federal que ese recurso se 
projxmc salvaguardar en los casos de los ta-s incisos del artícu- 
lo 1 4 de la ley número 48 (Míos: tomo 76, página 351 : tomo 
H3. página -74, y lomo 114. página 350 entre otrosí.* 



1 



NK JUSTICIA DE la nación 27fi 

<Jut' en rtianto ;i1 fondo del asunto, es fie observar, desde 
luego, que at confirmar la resolución del Poder Ejecutivo de )a 
Provincia de Entre que denegó al líanco Hipotecario Na- 

cional et auxilio de la fuerza pública reí j Herida a loá fine- del 
artículo 7,í de ley número Hiy¿ t o sea. jmra tomar posesión 
de un inmueble vendido por el mencionado fían; o, el Superior 
Tribunal fie Justicia de la misma provincia apoya mi pronuncia- 
miento en las siguientes consideraciones: Primero: que !a cita- 
da disposición fie la ley 8172, al legislar -rihre materia fie forma, 
invade facultades privativas de jurisdicción exclusiva de las 
provincias a mérito de lo dispuesto en lr>s artículos inciso 1 1 
y 104 de la Constitución Nacional. Que, en virtud de e<tas 
cláusulas fundamentales, la Provincia ríe Km re Kíos lia dictado 
su ley de procedimientos y en ella confiere a los jueces el cono- 
cimiento de las demandas de desalojamiento, con lo que queda 
implícitamente establecido que para tales casos se requiere un 
juicio previo fundado en ley ; y. además, que siempre y en todos 
los casos en auxilio de la fuerza pública a los efectos pretendi- 
dos por el apelante, delw ser ordenado ¡km- los jueces. Segundo: 
que pretender desalojar a un propietario o a un simple ocu- 
pante fie un bien raíz, sin ser oido ]>or juez y ser vencido en 
juicio, es contrario a lo dispuesto en el artículo 18 de la Cons- 
titución Nacional que preceptúa la inviolabilidad de la defensa 
en juicio «le la persona y de tos derechos; y es. asimismo, viola- 
torio de la garantía conferida a la propiedad por el articulo 17 
de la misma, pues si el Poder Kjecuiivo de la Provincia pres- 
tara la fuerza pública con el objeto expresado, se privaría de su 
propiedad a un habitante de la Nación sin el requisito de la 
sentencia fundada en ley. 

(Juc respecto al primer fundamento. corre<qxjnde tener en 
cuenta que al organizar la sección, hqjolecaria del Banco Nacio- 
nal : al establecer sucursales de esa institución en todas las pro- 
vincias y al reglamentar las operaciones, derechos y obligacio- 
nes del líanco por medio de leyes orgánicas, — el Congreso ha 
ejereit; do ¡mu (eres. — expresamente conferido» por la Consti- 
tución (articuló 67, inciso 5/1 ; que si bien a! establecer el C,o- 



276 



FAttOS DK I.A fítRTE SUPREMA 



bienio Central los Constituyente!» — se propusieron señalarle 
una esfera ele acción limitada en cnanto a las personas y las 
cosas, entendieron, sin embargo, que dentro de dichos límites 
podría moverse con suprema autoridad, lo (pie era esencial 
]tara no anidar por ineficaces los mismo- poderes concedidos: 
y, finalmente, que para poner en ejercicio dichos poderes era 
indispensable autorizarlo para elegir los medios que a su juicio 
fuesen los más conducentes para el mejor desempeño de aque- 
llas, siempre que no fuesen incompatibles con alguna de las 
limitaciones impuestas por la misma Constitución. Por eso. 
en ef Último apañado del articulo 67, facultaron al Congreso 
para hacer todas las leyes y reglamentos que sean convenientes 
para poner en ejercicio los poderes enumerado- en tus incisas 
procedentes y todos ¡os otros concedidos por la Constitución al 
Gobierno Nacional . 

Que, en consecuencia, el Congreso ha podido dotar al Ban- 
co Hipotecario Nacional de todas aquellas prerrogativas que 
juzgare necesarias o sÓÍO convenientes para el mejor resultado 
ile sus operaciones, y ha estado también capacitado para subs- 
traerlo a la jurisdicción de los jueces locales y a las normas 
establecida* en las constituciones y en las leyes de ¡as respecti- 
vas provincias, siempre que con ello no se afe.lare alguna pro- 
hibición constitucional. 

Qnc en ese mismo orden de ideas se ha pronunciado esta 
Corle al decidir recientemente un caso regido por la ley númc 
ro ^144. diciendo que: "si bien las provincias tienen facultad 
constitucional para darse sus propias instituciones locales y. 
por ende, para legislar sobre procedimientos, ello sin perjuicio 
de las disposiciones reglamentarias que dicte el Congreso cuan- 
do considere del caso prescribir formalidades especióle- para el 
ejercicio de determinados derechos..." (Fallos: tonto pá- 
gina 157). 

tjue al sancionar ta disposición cuestionada de la lev Mi 72. 
el Congreso no ha pretendido reglamentar en general los liti- 
gios, sino solamente fijar normas expeditivas para los casos 
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especiales en t|iie el Banco inculcarlo Nacional tenga que apli- 
car t;is sanciones autorizadas por su propia ley orgánica, san- 
ciones cuya efectividad no ha creido e! legislador oportuno su- 
bordinar :i las reglas procesales de las provincias. 

Que en cuanto al segundo fundamento, o sea, que la omi- 
sión de un procedimiento judicial para obtener el desaloja- 
miento seria repúgname a las garantías consagradas en fa\*>i 
de la propiedad y de la defensa en juicio por los artículos 17 
v i& «le la Constitución, es del caso observar que en la especie 
¿11 f) lite la medida solicitada por el Banco debe hacerse efectiva 
respecto de personas que por circunstancias particulares no pue- 
den ampararse en los beneficios de las precitadas cláusulas 
pues del telegrama de fojas i y demás constancias de los autos 
se infiere que el inmueble se encuentra ocupado por lo- mismos 
deudores del Banco, quienes al celebrar el contrato hipotecario 
o al admitir la transferencia del dominio con el gravamen a 
favor del expresado establecimiento, lo hicieron en !as condicio- 
nes determinadas por la ley orgánica de la institución nacional; 
es decir, aceptando expresa o implícitamente la facultad acor- 
dada al acreedor por el artículo 73 de la ley 817J (pie quedó in- 
corporada a la convención y. renunciando, por lo tanto, a lo? 
Iwnef icios que pudieran derivar de la substanciación do un pro- 
cedimiento previo ante la justicia. 

Que, pur consiguiente, no puede sostenerse que la aplica- 
ción de la ley cuestionada sea. en el caso, repugnante a las pre- 
citadas cláusulas constitucionales. 

Kn su mérito y de acuerdo con lo dispuesto cu el articulo 
31 de la Constitución, se revoca la sentencia apeláoa de fojas 40. 
Notifiipiese y devuélvanse, 

A, Iíkrmkjo. — Nicanor G¿ dél 
. Somk. — J. Fmin-ROA Al- 
corta. — Ramón Ménukz. 

— R0UKKT0 klíHÍTTo. 
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!hm Anselmo Cisne ros en los autos "J. M. Tizado contra do» 
Pedro T. kegri t sobre tercerh, de dominio". Kec tirso de 
hecho. 

Sudario: Ka basta para ta procedencia tic! recurso extraordina- 
rio autorizado por el artículo 14 de la ley número 48 que se 
haya planteado en el juicio alguna de las cuestiones pre- 
vistas en el mismo, si éÜa 110 ha sido resuelta en la senten- 
cia uYíinitiva. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



Pallo de la corte suprema 

Buenos Airct, Diciembre 10 de IflCÍ 
Autos y Vistos. Considerando: 

Que según lo expresa el recurrente, la Cámara de Comer- 
cio de esta Capital, al fallar el juicio de tercería, ha dejado 
expresamente sentado, coincidiendo en eso con el Juez de I." 
Instancia que "la sentencia se limita a establecer la improce- 
dencia de la acción |H>r razones de orden procesal que no afecta 
los fallos de otros tribunales pasados en autoridad de cosa juz- 
gada ni desconoce el derecho de propiedad de los terceristas". 

Que esta Corte reiteradamente lia declararlo, que no hasta 
para la procedencia del recurso extraordinario autorizado por 
el artículo 14 de ln lev número 48 que se haya planteado en el 
juicio alguna de las cuestiones previstas en el mismo, si ella no 
ha sido resuelta en la sentencia definitiva. 

Que según >e infiere tic las propias afirmaciones de! recu- 
rrente, el tribunal de última instancia no ha decidido ni resueltn 
ninguna de las cuestiones de fundo planteadas en el juicio» ni 
tenido en consideración las garantías de orden constitucional 
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invocadas, ¡imitándose en su pronunciamiento a aplicar dispo- 
siciones de carácter meramente procesal, en mérito de las cua- 
les lia desestimado la demanda declarando (pie una tercería de 
dominio sobre un bien inmueble no puede ejercitarse después 
de la venta de aquél y de haberse dado su posesión. 

Que en tales condiciones y teniendo en cuenta que la solu- 
ción final que se diese a las cue-t iones federales no ludria mo- 
dificar las conclusiones de la sentencia, e! présenle recurso de 
queja es improcedente. 

Por ello, asi se resuelve. Xotifíquese. repóngase el mellado 
y archívese, 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón' Méndez.. 
— Roberto Repetto. 



Criminal contra Tomás San doral, por Iwtnit idio. Recurso '1c 

revisión. 

ti 

Sumario: Procede el recurso de revisión en un caso en que e! 
procesado fué condenado por aplicación de lo dispuesto en 
el artículo 17. capítulo i.", inciso 4", letra a> de la ley 
4i8í), como autor del delito de homicidio provocado, que 
el nuevo Código reprime en el articulo 81, inciso i. u , letra a) 
con la pena de reclusión de tres a seis años, pena más t>e- 
nigna; y su condena a la de cinco años de reclusión con los 
efectos legales determinados en el articulo 12. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*, Diciembre i? de 1923 

Vistos y Considerando: 

(Jite el procesado Tomás Sandoval al que Jos presentes 
autos se refieren fué condenado por sentencia de la Cámara Fe- 
deral de Apelaciones de L,a Plata en 2 tic Diciembre de 191 8 
a sufrir la ¡wua de seis años de penitenciaria, accesorios legales 
y costas del juicio, por el delito de homicidio provocado, come- 
tido en la persona de Manuel Gómez, teniéndose presente para 
su condena lo dispuesto en el artículo 17. capitulo t.", inciso 4.° 
letra a) de la ley 4189, 

Qtüé el nuevo Código IVnal vigente reprime el mismo de- 
lito en el articulo 81. inciso 1. a , letra al con la pena de reclu- 
sión de tres a seis años o prisión de uno a tres, pena que indu- 
dablemente es más benigna anuo se observa jwir el señor 
Procurador Oencral, invocando, al efecto, antecedentes de juris- 
prudencia establecido* en casos análogos, a lo que puede agre- 
garse lo de.'laradu por esta Corte en la causa seguida contra el 
procesado Ubotío Lucero, fallada en 21 de Noviembre próxi- 
mo pasado, todo lo «me hace procedente el recurso deducido 
con arreglo a lo dispuesto en el articulo 551, inciso 4." del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal. 

Por ello y con arreglo a lo establecido en los artículos 2.° 
y 305 del Código Penal, *c revoca la sentencia ajtelada de fo- 
jas 19 vuelta y haciéndose lugar al recurso de revisión inter- 
puesto se impone al procesado la pena de cinco años de reclu- 
sión, la que deberá cumplirse con los efectos legales determina- 
dos en el artículo i 2 del mismo Código y las costas del juicio. 
Xotifiqnese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — Ramón Méndi-z, 

— ROHERTO Rl-FETTO. 
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Don Eduardo AttjiiaroW contra Luis, Atjapito y José A. Bal- 
biani, por usurpación de nombre. 

Sumario: j* L¿ ley 3975 S e propane asegurar la propiedad y el 
uso de las marcas y de los nombres comerciales, y solo 
confiere acción para requerir la aplicación de las sanciones 
penales a los que han sido burlados por los querellados en 
sus derechos al uso de alguna marca de propiedad, o en el 
empleo de su nombre de agricultor, comerciante o fabri- 
cante, o en el de la razón social, muestra o designación de 
una casa o establecimiento que negocie en artículos o pro 
ductos determinados; por lo que, las cuestiones que pue- 
dan suscitarse con motivo del uso indebido del nombre de 
una persona que no revista la calidad de fabricante, agri- 
cultor o comerciante, son extrañas a la !ey número 3975 
y. por ende, a la jurisdicción de los tribunales nacionales, 

2. " Las disposiciones de Io-j incisos 7." y 8." del articulo 
48 de la ley 3975 tienen por principal objeto defender al 
público contra las tentativas tic engaño en cuanto a la ca- 
lidad, cantidad, procedencia y demás condiciones atribuidas 
a las mercaderías que se ofrecen en venta; por lo que. Eá 
acción para querellarse (articulo «A puede ponerse en mo- 
vimiento por toda persona que resulte perjudicada por las 
falsas enunciaciones qne la ley se ha propuesto reprimir, 
sea o no propietario de marca, comerciante, agrien Itor o 
fabricante, como lo es en el caso, una persona cuyo nombre 
se usa en una marca con falsas enunciaciones respecto a la 
procedencia del producto. 

3. " Es extraño a la jurisdicción de la Corte Suprema 
en el recurso extraordinario, el pronunciamiento sobre la 
cuestión de hecho relativa al carácter de comerciante que se 
atribuya al recurrente; 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 
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SKNTK\flA UVX SEÑOS JUEZ KKHEHAL 

Konrlo, Dicltmbrc so 4e I9J« 

Vista esta querella promovida por don ÉSdüárdo Acqua- 
n»iic contra los señores tiUts, Agapito y José A, Kalhiani. sobre 
violación a la ley 3975. 

Resulta : 

La acción se funda en que los querellador expenden al pú- 
Mico desde tiempo atrás una bebida que denominan "Fcnu-t 
Fortis", haciéndola figurar como fabricada en la ciudad de 
Milán, por un señor Ernesto Colombo, bebida de la cual Hacen 
aparecer como único concesionario para la América del Sud t al 
señor Eduardo Acquarone. Según el querellante, todas esas 
enunciaciones expresadas en la etiqueta de las botellas y en los 
cajones respectivos, son falsas, pues se trata simplemente de 
una bebida fabricada en el Rosario por los señores Luis. Aga- 
pito y José A. Balbiani, de ta cual Acquarone no ha sido jamás 
concesionario. A mérito de ello y considerando que hacérsele 
aparecer como concesionario de un producto falsificado lesiona 
su crédito comercial, pide se condene a los querellados a sufrir 
la pena de quinientos pesos de multa y un año de arresto, esta- 
blecida por los artículos 4*. 42, 48, incisos 7* y 8.°, 53, 54, 56 
y 67 de la ley 3975, con costas, y dejándosele a salvo las accio- 
nes que correspondan por concepto de daños y perjuicios: de- 
biendo int uñárseles también se abstengan de us:*r en lo sucesivo 
el nombre de Acquarone en las etiquetas y cajones, previa des- 
trucción de tos que hoy contengan las enunciaciones falsas re- 
feridas. 

A fojas 14 Acquarone amplió la querella expresando que, 
además de usarse su nombre. sin derecho, en el expendio det 
llamado "Fernet Fortis". hádasete figurar en las mismas con- 
diciones en envases de bizcochos fabricados por los señores Bal- 
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hiani y Frati, y exaudida por Balbiani Hermanos, o sea, Luis, 
Agapito y José A. Balbiani. Un inventario practicado por el 
señor Oficial de Justicia, evidenció la existencia en la fábrica 
de Balhiani y Frati de cuatro mil cincuenta etiquetas para ga- 
Itetitas y bizcochos marca 'Til Centauro", -y envases de lata, con 
la clara anunciación de ser únicos concesionarios en la Repú- 
blica Argentina, Balbiani Hermanos, del Rosario de Santa Fe, 
y para la República Oriental del Uruguay, Iv Acquarnne,' de 
Montevideo, fojas t5 a 18. 

Habiendo hecho uso los querellados del derecho de negarse 
a prestar declaración indagatoria, fojas 24, se Kevó a cabo la 
audiencia de acusación y defensa, fojas 26-29. e ^e acto, los 
señores Balbiani manifestaron que las enunciaciones, motivo de 
la querella, fueron puestas por uno de sus empleados hoy des- 
pedido. Atilio Acquarone. hermano de Eduardo, y consentidas 
y ratificada- por éste; que fué también Atiíio quien ordenó ]a 
impresión de las etiquetas; y que se las usó por expresa petición 
de] mismo. En consecuencia, y sosteniendo no haber tenido 
intención criminal, declararon que ya habían dejado de usar las 
etiquetas motivo de Ja acción y que no las usarían en lo suce- 
sivo. Pidieron el rechazo con costas de la querella. 

Abierta h causa a prueba, se produjeron la* que obra de 
Has 31 a 100. Después, ambas partes presentaron informes por 
escrito ( fojas 118 a 132). y como a esa altura opusiesen los 
querellado-; la excepción de prescripción, corrióse un nuevo 
traslado al querellante. I.a causa quedó en estado de sentencia, 
el día diez y seis del mes en curso. 

Y Considerando; 

1 Los artículos 48. inciso 8.°. y 56 de la ley número 3975 
castigan con multa de veinte a quinientos pesos > arre-to de un 
mes a un año a quienes a sabiendas pongan en venta productos 
con enunciaciones falsas respecto al lugar en que han sido fabri* 
cados o hagan u>o sin derecho del nombre de un -comerciante. 
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2. a Por confesión propia de los acusados hay en autos 
prueba plena, de que al presentarse la querella expendían en 
esta ciudad el "Ferriet Fortis" y los bizcochos "El Centauro", 
expresando en las etiquetas de venta tlel primero tratarse de 
una bebida fabricada en Milán, por Ernesto Colomho, siendo su 
ünico concesionario para la América del Sud el señor Eduardo 
Acquarone, y en las segundas, ser Acquarone concesionario para 
la venta en la República del Uruguay. Obran en secretaría y en 
el exjjediente las etiquetas respectivas ( fojas 15 a 17 y fo- 
jas 33). Además, el informe de fojas 59. expedido por el Tri- 
bunal de Comercio, prueba que la firma "Balbiani Hermanos", 
a que ellas hacen mención, se compone de los socios colectivas, 
Luis. A f*a pito y José A. Balbiani. 

3. d El informe de la Inspección de Impuestos Internos co- 
rriente a fojas 45. acredita plenamente que el "Fernet Fortis" 
se elabora en esta ciudad por los acusados, y es, por lo tanto, 
inexacto que proceda de Milán y sea fabricado por e! señor Er- 
nesto Colombo. Se trata de una falsedad cuyo visible propósito 
es atribuir procedencia extranjera y mejor calidad a una bebida 
preparada en el país, ocultando, al efecto, el nombre de los ver- 
daderos fabricantes. 

4. rt N T o hay prueba de que el señor Eduardo Acquarone se 
haya prestado a hacer verosímil tal falsedad consintiendo en 
aparecer como único concesionario de esa bebida en la América 
del Sud. Los acusados sólo invocan d efecto el hecho !c que 
fuese un hermano de Acquarone, quien ordenó imprimir las 
etiquetas en cuestión: pero aparte de que no consta que tal 
hermano tuviese poder de Eduardo o autorización bastante 
para usar su nombre, restan valor legal a esa mera presunción, 
dos hechos innegables i 

a) Los acusados, dueños de la fábrica, sabían y toleraban 
que fuesen ofrecidos al público productos con el nombre de 
Ivduardo Acquarone, como concesionario único, percibiendo, 
como es lógico, tas utilidades de la venta ; 

b) Continuaron vendiendo e¡ "Fernet Fortis*", bajo la ttns- 
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ma etiqueta, aún después ílo rotas sus relaciones con el herma- 
no de Eduardo. 

5. *" Por íd que respecta a los bizcochos y galletitas "El Cen- 
tauro", no resulla exista falsedad en las enunciaciones, pues se 
trata de etiquetas que no atribuyen al artículo la calidad de ex- 
tranjero, y, además, pueda admitirse que la conducta de Eduardo 
Acquarone significó prestar su consentimiento» tácito cuando me- 
nos, para que figurase su nombre como concesionario de la venta 
en el Uruguay. En ta) carácter figura en los anuncios de la 
revista "La Semana", presentada al juicio, revista editada en 
talleres de propiedad del querellante, según consta en los ejem- 
plares que obran en secretaría. • 

6. " Hay, pues, prueba de que los acusados violaron los ar- 
tículos 48. inciso 8.°, y 56 de la ley 3975. en lo relativo al "Fer- 
net Fortis" solamente. Ahora bien ; estaba prescripto el derecho 
de acusar, cuando presentó Acquarone su querella como los 
Balbiani lo pretende? El artículo 55 de la ley citada prohibe 
deducir acción después de tres años de cometido o repetido el 
delito o después de un año que el propietario tuvo noticias del 
hecho por primera vez; y con esta base fácil es solucionar el 
punto, pues ni hay prueba en autos de que Eduardo Acquarone 
conociera antes de la querella tas enunciaciones de las etiquetas 
del "Fernet Fortis", ni han transcurrido tres años desde que se 
produjo la última repetición del uso de dichas etiquetas por los 
acusados. En consecuencia, la excepción deducida no puede pros- 
perar. 

Fallo: Declarando que Luis, Agapito y José A. Balbiani 
han infringido la ley 3975, ofreciendo a la «nta, como bebida 
extranjera, el "Fernet Fortis", que fabrican en esta ciudad» 
y haciendo aparecer falsamente como concesionario de la mis- 
ma, para la venta en la América del Sud, al señor Eduardo 
Acquarone. Los condeno a sufrir, individualmente, un mes de 
arresto. y pagar cien pesos de multa, dejándose a salvo al que- 
rellante las acciones que por indemnización de perjuicios le 
corresponda, con costas. Procédase a la destrucción por el señor 
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í íficial de Justicia de las etiquetas y envases motivo de la quere- 
lla, intimándose ;i los querellados se abstengan en lo sucesivo de 
volver á mar los similares. Insértese, hágase saber y repónganse. 
— Juan silvarvjs. 



SENTENCIA DÍ LA CÁMAHA FEDERAL DE APELACIÓN 

Rosario. Febrero 2 de iflal 

Vistos en acuerdo la causa seguida por don Eduardo Acqtta- 
rone contra Luis y Agapito # Ba1biani y José A. líalhiani, por 
violación de la ley número 3975; 

Y Considerando: 

1." Que la querella de fojas 3 a 5. es por pretendidas 
infracciones ;i la ley 3^5 sobre marcas de fábrica, comercio y 
agricultura: lo que. lógica y necesariamente, imptica que el que- 
rellante ha sido bu rindo jtor lo* querellados en sus derechos al 
uso de alguna nía rea de su propiedad o en el empleo de su nom- 
bre de agricultor, comerciante o fabricante o en el de la razón 
social, muestra o designación de una casa o establecimiento que 
negocien en artículos o productos determinados, como dice el 
artículo 42 de la ley, por otros similares con que, fraudulenta- 
mente. >e baya tratado de reemplazarlos. Se pide en aquella la 
aplicación de los artículos 4K. incisos 7." y 8.", v 56 de la refe- 
rida ley 3975. 

2.* Que. sin embarco, ni en el poder de tojas i. ni en la 
querella de fojas 2 y 3. ni posteriormente, se mencínna de 
algún modo estas circunstancias esenciales por la parte qnere- 
fiante; no apareciendo de auto-, tampoco, que éste sea propie- 
tario de marea alguna, ni siquiera comerciante, agricultor o 
fabricante, ni que figure en alguna razón social, muestra o 
designación de una casa o establecimiento que se haya ]>erju- 
dieado por los hciho? alegados; no siendo má< que un exttan- 
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¡ero, domiciliado fuera del país, sin bienes, ni derechos cono- 
cidos en éste. 

3° Q»e la ley 3975 sólo da acción a los individuos enume- 
rados en el considerando T.°, como lo repite en sus artículos 
57. 59 y 63 de' titula IV "Procedimientos", en los que se habla 
exclusivamente de "todo propietario de una marca de fábrica'* 
o de "los dueños de las marcas usurpadas, falsificadas o imi- 
tadas" o del "dueño de la marca"; que no fué ni es el caso 
snb jttdice. 

4. Que habiéndose fallado éste y hallándose fuera de las 
prescripciones de la ley 3975, única que se ha tlicho aplicable, 
la justicia federal ha carecido de jurisdicción y es incompetente. 

Por tanto, se revoca la sentencia de fojas 143 a 147, del 
30 de Diciembre de 1918. declarándose improcedente la querella 
de fojas 335. con costas en ambas instancias. Notifiquese y 
devuélvanse al juzgado de origen donde se repondrá el sellado. 
— José M; Fierro. — Nicolás Vera Barros. — José del Barco. 
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Bwni Alna, Diciembre 12 4* 1028 

Vistos y Considerando: ? 

Que el recurrente, don Eduardo Acquarone, promovió que- 
rella contra los señores Luis, Agapito y José A. Da I Han i, miem- 
bros de la razón social "Balbíani Hermanos", de Rosario, por 
infracciones previstas en el artículo 48, incisos 7." y B.°, y ar- 
tículo 56 de la ley 3975 sobre marcas de fábrica, de comercio y 
agricultura. 

Que decidiendo la causa en última instancia, el tribunal 
a quo llega a la conclusión de que la querella es improcedente 
en e! caso, porque la ley 3975 se propone asegurar la propiedad 
y el uso de las marcas y de los nombres comerciales y, por con- 
siguiente, sólo confiere acción para requerir la aplicación de las 
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san- iones penales a lo* que lian sido burlados por los querella- 
dos en sus derechos al uso de alguna marca de su propiedad, 
o en el empleo de su nombre de agricultor, comercian le o fabri- 
cante, o en el ríe la razón social, muestra o designación de una 
tasa o establecimiento qi ■ negocie en articulo* o productos de- 
terminados, circunstancia, que a juicio de diebo tribunal, no 
concurren en la especie sub Ufe, desde que no aparece de los 
autos que el querellante sea propietario de marca alguna, ni 
siquiera comerciante, agricultor o fabricante, ni que figure en 
alguna razón social, muestra o designación tic una casa que se 
haya perjudicado por los htvbos alegados en la querella. 

Que en cuanto se refiere a la sanción establecida en el 
articulo 56 de la ley de marcas, esta doctrina es incuestionable, 
porque el propio contexto de la dispo-iciún legal mencionada 
se infiere necesariamente que lo que el legislador lia entendido 
reprimir es el uso indebido del nombre de un comerciante, de un 
agricultor o de un fabricante. Las sanciones que la ley impone a 
este respeto van dirigidas contra una de las variedades de la 
competencia desleal y, en consecuencia, su propósito es proteger 
él nombre de las personas únicamente del punto de vista comer- 
cial í Pouillet Traite des Marques de fabrique, número' 375). 
Que. por lo tanto, las cuestiones que puedan suscitarse con mo- 
tivo del uso indebido del nombre de una persona que no revista 
la calidad de fabricante, agricultor o comerciante, son extrañas 
a la ley número 3075 y, por ''"de* * h jurisdicción de 1os tribu- 
nales nantmnlcs ; siendo asimismo extraña a la jurisdicción de 
esta Corte en el presente recurso el pronunciamiento -obre ta 
cuestión de hecho relativa al carácter de comerciante que se 
atribuye el querellante. 

Que, en cambio, la doctrina en que se apoya el fallo recu- 
rrido no puede ser sustentarla, en lo que atañe a las sanciones 
establecida* eri los incisos 7. 1 ' y 8." del articulo 48, porque si 
bien, en general, !a ley ,v>75. responde al propósito de hacer 
de la marca una verdadera propiedad y de rodearla de garan- 
tia> electivas. hi S disposiciones cuya inteligencia se cuestiona 
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tienen por principal objeto defender al público contra la* tenta- 
tivas tic engaño en cnanto a la calidad, cantidad, procedencia y 
demáí con<liei0r»e3 atribuidas a las mercaderías que se ofrecen 
en venta. Son disposiciones ele un carácter peculiar dentro de la 
econontía de la lev de marcas, y desde que fueron intercaladas 
en la ley francesa de 1857. de donde las tomó el legislador na- 
cional ]>ara incorp f,r * rías sucesivamente a las leyes 1876 y de 
njoo. se ha reconocido <|iic estaban destinadas a satisfacer ne- 
cesidades de defensa del cuerpo social, más bien que a salva- 
gt1§rd|Lr el interés particular del gremio mercantil. (Exposi- 
ción ile rnotm* del proyecto de ta ley francesa anteriormente 
mencionada, transcripto por Bouillct, op. cit., págs. 944 y 951). 

Que. dado el propósito que ha inspirado ¡a* disposiciones 
de que se trata, y teniendo en cuenta la amplitud de los térmi- 
nos en que lia sido acordada la acción para querellarse (ar- 
tículo óYh, lógicamente se deduce que esta acción puede ponerse 
en movimiento por toda persona que resulte perjudicada por las 
falsas enunciaciones cjue la ley se ha propuesto reprimir, sea o 
no propietario de marca, comerciante, agricultor o fabricante. 

Que, en consecuencia, dicha acción corresponde en el caso 
a! querellante, ya que no puede jtonerse en duda que el uso 
indebido de su nombre en una marca con falsas enunciaciones 
respecto a la procedencia del producto, le confiere el carácter 
de damnificado y, por lo tanto, el de particular interesado a 
que alude el artículo 66 de la ley de marcas. 

Kn su mérito, oído el señor Procurador General, se con- 
firma la sentencia apelada en cuanto a la inteligencia que en 
ella se atribuye al articulo 56 de la ley número .Vj7> y ?e la 
revoca en la parte relativa a la querella fundada en el artícu- 
lo 48. incisos 7/' y 8." de dicha ley. Notifíquese y repuesto el- 
papel, devuélvanle al tribunal de procedencia a los fines de la 
primera parte del articulo 16 de la ley número 48. 

A. Bermkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — Ramón Méndez. 
— KOHERTO Rer-ETTO. 
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Don Edmundo Souhges contra el Ferrocarril de Rosario a 
Puerto BeigranOj sobre daños y perjuicios. Excepciones de 
incompetencia de jurisdicción y de defecto legal. 

I 

Sumario: t.f Desconocido el privilegio del fuero federal fun- 
dado en el artículo 100 de la. Constitución Nacional y en el 
articulo a& inciso i de la ley 48. procede el recurso del 
articulo 14 de la misma ley. 

J, a Corresixmde a la justicia federal el conocimiento 
de una demanda contra un ferrocarril nacional, tendiente 
a obtener que se condene a é*te a pagar el valor de los sal- 
dos que adeuda como consecuencia de la escritura de un 
contrato relativo a la construcción de ciento cincuenta kiló- 
metros de terraplenes y obras de arte de la línea de dicha 
empresa, y los daños y perjn icios emergentes, tanto de su 
incumplimiento parcial, como de la inmotivada interven- 
ción de la empresa demandada en el convento relativo a 
la construcción de diez estaciones que el actor había sub- 
contratado con otras personas. {Causa regida por el ar- 
ticulo 100 de la Constitución y ley de 14 de Septiembre de 
1863, dado que las obligaciones contraídas por el actor, con 
ocasión de ese contrato de locación de obra?, por su natu- 
raleza y contenido han debido someterse y se han sometido 
en su ejecución a la ley de ferrocarriles número 2873, que 
atribuye en los incisos 2. y 6.» del artículo 71 la inspec- 
ción y vigilancia de toda construcción de vías férreas, a la 
Dirección General de Ferrocarriles, creada por esa misma 
ley). La cláusula, en virtud de la cual, "para el caso ines- 
perado de (pie hubiere de recurrí rse a los Tribunales de 
Justicia, las partes renunciando a su propio fuero se some- 
ten o los Jueces y Tribunales del Rosario*', inserta en un 
contrato de la naturaleza del antes expresado, carece de 
olor de conformidad a lo dispuesto por el artículo 12 de 
la ley 48; y la cuestión de saber si la aludida cláusula auto- 
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riza una prórroga de jurisdicción territorial entre jueces 
del orden federal, no está comprendida dentro de las que. 
pueden ser resueltas por la via del recurso extraordinario. 

Coso: Lo explican las piezas siguiente» : 



t'k J AMlvX DEL SEÑOR PROCURADOR GENERA!, 

Buenos Afrei, Miyo 14 im 

Su pierna Corte : 

Don Edmundo Sonlage< demandó, ante el juzgado di* t* 
Instancia t-n lo Civil del Rosario, a la empresa del Ferrocarril 
Rosarlo a Puerto líelgrano por daños y perjuicios provenientes 
del incumplimiento fie un contrato relativo a ja construcción de 
terraplenes y obras de arte en la vía férrea de la citada em- 
presa. 

lista, sin contestar la demanda, «puso con otras excepcio- 
nes, la de incompetencia de jurisdicción, sosteniendo que ta 
causa debía tramitarse en Rueños Aires, por ser su domicilio y 
ante la Justicia Federal por razón de la materia. 

K! Juez, cuya re-oludñn confirmó !a Cámara de ApeUio- 
nes. no bizn lugar a la excepción interpuesta. 

Kstimo, sin embargo, que ella es procedente en cuanto se 
refiere a la jurisdicción federal por razón de la materia. 

■Se demandan daños y perjuicios por el incumplimiento de 
un contrato fel agregado a fojas 63) y en la causa va a discu- 
tirse y será motivo de pronunciamiento judicial si exigió o no 
ta! incumplimiento. 

Todo ello deberá juzgarse a través del contrato aludido y 
de las disposiciones que, con respecto a la construcción de vias 
férreas e inspección gulwrnativa, contiene la ley nacional de 
ferrocarriles número 2873. 
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T¿i I in-pecciún, por otra parte, ha sido prevista en varias 
cláusulas del contrato. 

Es, pues, indudable, que a la empresa te asiste el derecho 
de ampararse al fuero federal, ya que es federal la materia de 
esta causa (C. S. N„ tomo 137, página 113). 

En cuanto a la incompetencia de los Tribunales del Rosa- 
rio alegada por la empresa, ella es notoriamente improcedente 
ante lo convenido por las partes contratantes en el artículo 19 
del convenio agregado. 

Ellas han pactado en diclia cláusula, expresamente, el so- 
metimiento de sus divergencias a ios Tribunales de aquella ciu- 
dad, f la prorrogado en esa forma la jurisdicción territorial. 

No pudiendo esa prórroga referirse al fuero de dichos Tri- 
bunales y atento lo expuesto anteriormente, soy de opinión que 
forrcsjjonde rebocar la sentencia apelada, declarando que esta 
causa es de competencia de la justicia federal. 

Horacio R. Larrcta. 
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Bucan Aftw, DkteKbr* 14 de hu 

Y Vistos y Considerando: 

Que desconocido el privilegio del fuero federal fundado 
por el apelante en el artículo ioo de la Constitución Nacional y 
artículo 2. a , inciso t.° de la ley número 48, procede para ante 
esta Corte el recurso previsto en el artículo 14 de la misma ley 
aincedido por la Cámara de Apelaciones 2.* circunscripción del 
Rosario de Santa Fe, y así cumple declararlo. 

Que la demanda deducjda en la presente causa contra el 
Ferrocarril Rosario a Puerto Belgrano, es dirigida a obtener 
que se condene a éste a pagar el valor de los saldos que adeuda 
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como consecuencia de la escritura de un contrato relativo a la 
construcción de ciento cincuenta kilómetros de terraplenes y 
obras de arte de la linea de dicha empresa comprendida entre 
los kilómetros 387 a 541 y los daños y perjuicios emergentes, 
tanto de su incumplimiento parcial como de la inmotivada inter- 
vención de la demandada en el convenio relativo a la constnis- 
ción de diez estaciones que el actor había subcontratado con 
los señores Cabot, Bader y Malle. 

Que esta demanda ha sido entablada ante el Juzgado de 
1/ Instancia de la ciudad del Rosario y contra ella lia opuesto 
el Ferrocarril, además de las excepciones de arraigo y de de- 
fecto legal, la de incompetencia de la justicia local basada en ta 
doble circunstancia de que la cuestión por razón de la materia 
debe ser dilucidada ante la Justicia Federal de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 100 de la Constitución y disposicio- 
nes de la ley nacional número 2873, y tratarse, además, de una 
acción personal en razón de lo cual y teniendo como tiene la 
empresa su domicilio en la Capital Federal, son los jueces de 
este lugar los únicos competentes para conocer en ella. 

Que el artículo 100 de la Constitución Nacional atribuye 
a !a Corte Suprema y a los Tribunales inferiores de la Nación 
el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre 
puntos regidos por la Constitución y por las leyes de la Nación 
con la reserva hecha en el inciso 1 1 del artículo 67 y la ley de 
14 de Septiembre de 1863 en consonancia con aquélla, ha some- 
tido al conocimiento y decisión de los jueces nacionales todas 
aquellas causas que son especialmente regidas por la Constitu- 
ción o por las leyes que haya sancionado y sancionare el Con- 
greso, articulo 2. a , inciso 

Que la presente causa se encuentra regida por aquellos 
preceptos, pues aunque la demanda- ha sido fundada en el prin- 
cipio de derecho común consagrado por el articulo 1197 del 
Código Civil de que las convenciones encierran para sus otor- 
gantes una regla a la cual deben ceñirse como a la ley misma, 
debe observarse que las obligaciones contraída* por el actor con 
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ocasión de esc contrato de locación de ohras. por su naturaleza 
y contenido han debido someterse y se han sometido en su eje- 
cución a !a ley de ferrocarriles número 2873 que atribuye en los 
¡nasos 2° y 6. a del articulo 71 [a inspección y vigilancia de toda 
construcción de vías férreas a la Dirección Genera! de Ferroca- 
rriles creada )>or esa misma ley, Y como lo ha ex presado c<ta 
Corte, tomo io,í, página $3t, lo que determina la competencia 
federal no son los fundamentos legales aducidos por el actor 
míe pueden ser suplidos por el Juez, sin" tos puntos sobre que 
wrsan las causas promovidas, es decir, los hechos míe la? mo- 
tivan. 

Que t'l Tribunal a|>c?ado ha declarado, asimismo, que tam- 
poco resulta el fuero federal por razón de las personas desde 
que expresamente las partes lo han renunciado, como se des- 
prende de la cláusula décinianovena del contrato de fojas 17. 
Tal cláusula dice así : ' para el caso inesperado de que hubiere 
di- recurrirse a los Tribunales de Justicia, las partes renuncian- 
do a su propio fuero se someten a los jueces y Tribunales del 
Ko-ario". Corresponde observar sobre el punto que el conte- 
nida de ese pacto carece de valor de conformidad con lo dis- 
puesio por el artículo 12 de !a ley número 48 y lo anieriorniente 
expuesto para atribuir el conocimiento de la causa a los jueces 
del orden local por ser privativa la jurisdicción de los Tribuna- 
les Nacionales en todas las contiendas a que <c refieran tos 
artículos zr y J." ele la mencionada !ey. 

Que en cuanto a la cuestión de sal>cr si la aludida cláusula 
autoriza una prórroga de jurisdicción territorial entre jueces 
del orden federal, no está ella comprendida dentro de las que 
pueden ser remeltas por ta vía del presente recurso extraordi- 
nario, no s.'i!t. en razón ríe que admitido el fuern federal aquél 
no procede, sino también si se recuerda que el artkuln iy de la 
ley 4055. somete a las Cámaras Federales las cuestiono de com- 
petencia entre jueces del orden nacional. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General y lo establecido por e-ta Corte en casos aná- 
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!ogos (tomo 137. página 113, y los allí citados), se revoca la 
sentencia apelada de fojas í2¡ en la parte que ha podido ser 
materia del recurso, declarándose qne el conocimiento de esta 
causa corresponde a la Justicia Federal. Notifiquese y repuestos 
los sellos devuélvanse los autos al tribunal de su procedencia. 

A, BERMEJO. — Nicanor G. del 
Solah. — Ramón Méndez. 

— ROHEKTi) KlírKTT». 



Comp- ñia Azucarera Concepción contra h Provincia de Tucu- 
man, por devolución de smmts de ditu-ro proveniente de 
impuestos fiscales al azúcar. 

Sumario: i." Se encuentra plenamente tumpUdo el propósito 
perseguido por tos artículos 58 y 8." de la ley 50 y no puede 
dar fundamento a una defensa de falta de acción, la cir- 
cunstancia de haberse limitado el actor a entregar con la 
demanda, copia completa de una sola de las escrituras de 
protesta, agregando al pie de elta una nota en ta cual se 
expresaba los números, las cantidades y las fechas corres- 
pondientes a las escrituras no reproducidas en su conteni- 
do literal, en un caso en que el contexto de los demás tes- 
timonios de escritura de protesta era igual e idéntica la 
causal determinante de la misma. 

2. a La obligación que impone el artículo 10 de la ley 50 
es únicamente la de acompañar con la demanda las escri- 
turas y documentos que directamente justifiquen el dere- 
cho que se deduce, y no recibos que sólo contienen la prue- 
ba del pago y cuya presentación ulterior es admitida por la 
doctrina, cuando aquel hecho sea controvertido. 

3. No se requieren poderes especiales (artículo 188 1. 
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Código Civil i para protestar un pago realizado en^ejcrci- 
ciu de un mándalo concebido en términos generales y como 
inherente al mismo. No se consideran tras|>asados los limi- 
tes del mandato cuando se lia cumplido de una manera más 
ventajosa que la señalada por él (artículo Jíjoó. Código 
Civil ), La demanda, que constituye una ratificación de lo 
obrado por el representante, equivale al mandato con efecto 
retroactivo al día de la protesta (artículo igpS, Código 
Civil). 

4" No es verdadero impuesto el tributo que no tiene 
en mira costear gastos de administración pública, >¡no acor- 
dar privilegios a determinadas personas o instituciones pri- 
vadas dentro de una industria licita que puede ser libre- 
mente ejercida : ¡x^r lo que son repugnantes a la Constitu- 
ción Nacional las disposiciones de la ley de la Provincia 
de Tmnmán, de 24 de Junio de 1919, tjue permiten la apli- 
1 ación de una parte de los recursos obtenidos jwir el grava- 
men, a indemnizar a los plantadores de caña que no hubie- 
sen podido vender su cosecha. 

Oí.*»: Lo explican las piezas siguientes: 



1HCTAMKN m;i, SESok |'Ki.a-R.\nOR i-.i-nerai. 

Buen 01 Airei, Junio lf dt M'2S 

Suprema Corte: 

La cue-tión debatida en la presente demanda eontra la Pro- 
vincia de Tuctimán por la Compañía Azucarera Concepción por 
devolución <le sumas de dinero provenientes del cobro de im- 
puesto-; fiscales al azúcar, es idéntica a la resuelta ya por V. E. 
entre otros casos (tomo páginas 212, J47 y 250), y corres- 
ponde, de acuerdo enn lo pedido pin- la parte actora a fojas i8y 
aplicar a esta causa la doctrina allí sostenida por' la Corte Su- 
prema. 

Horacio fi, Larreta. 
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Buenos Aifci. Diciembre N de 1**3 

Y Vistos: 

Los seguidos por la Sociedad Anónima Compañía Azuca- 
rera Concepción contra la Provincia de Tueumán por devolu- 
ción de sumas de dinero procedentes de impuestas fiscales ai 
azúcar, de los que resulta: 

Que a fojas 45 comparece la Sociedad Anónima nombrada, 
por apoderado, con asiento en la Capital Federal, demandando 
a la Provincia de Tueumán ¡xir devolución de la suma de seis- 
cientos veintinueve mil ochocientos ochenta y dos pesos con ocho 
centavos moneda nacional ( O29.S82.a8 $> y ampliada a fojas 80 
hasta la cantidad de setecientos .sesenta y dos mi! cincuenta y 
tres pesos con noventa y tres centavos f7O2.053.93 $) pidiendo 
se la condene al pago de ta referida suma, sus intereses y costas. 

Fundando su demanda expone: 

Que la honorable legislatura de la Provincia de Tueumán 
sancionó, a propuesta del Poder Ejecutivo, con fecha 24 de 
Junio de 1919, una ley que grava los azúcares elaborados en 
aquélla desde su promulgación y hasta el l.° de Abril del año 
1920. con un impuesto de tres centavos un décimo por kilo de 
azúcar refinada, tres centavos por cada kilo de azúcar no refi- 
nada y dos centavos nueve décimos por la misma unidad de 
azúcares en bruto y bajos productos. 

Que esta ley, no obstante haberse promulgado el 2O de 
Junio, fué puesta en vigor el día mismo de su sanción, es decir, 
desde el 24 cíe Junio, contrariando así el precepto claro y ex- 
preso del artículo 2." de] Código Civil y efectuando en su mé- 
rito y en el supuesto hipotético de su constitucional idad un co- 
bro indebido por ser ilegal. 

Que la susodicha ley es inconstitucional. La industria azu- 
carera está sometida en el país a un régimen de protección en 
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consonancia con lo dispuesto por el articulo 67, inciso 16 de la 
Constitución. que inculta al Congreso Nacional a proveer lo 
conducente a la prosperidad del país y a promover la industria 
mediante leyes protectoras. 

One en uso de esta atribución fué dictada la ¡ey número 
8877 tpie combina intereses de productores y consumidores y 
l>ermite al Poder Ejecutivo desenvolver medios adecuados para 
actttar en el mercado cuando "se compruebe que el precio co- 
rriente de venta al |*)r mayor del azúcar en bolsas excede de 
cuatro pe^os con diez centavos los diez kilos en la plaza de Bue- 
nos Aires. Esta ley que mantiene fundamentalmente los propó- 
sitos "proteccionistas de la legislación tributaria", como lo ex- 
presó ¡a comisión de presupuesto ríe la Cámara de Diputados al 
dictaminar sobre ella, entraña un régimen protector de política 
íiJüicarera, amplio y comprensivo, de vigencia general en la Re- 
pública. 

Que los prOppSÍtps de la ley nacional 8877 se hacen nega- 
torios ron la sanción de la ley tucumana, y con el enorme gra- 
vamen que ella crea, el cual entraña una verdadera confisca 
ción en pugna con el artículo 17 de la Constitución Nacional. 
La política azucarera, adoptada por el Congreso con relación 
a la industria de todo el país, sufre así una enmienda en Tu- 
cumán. l*as autoridades lócale-, por acción propia, h:.n modifi- 
carlo el criterio de las autoridades que forman el Gobierno Fe- 
deral. 

0Ué la ley racional no actúa |Kir igual en todo el territorio 
de la Nación, pues mientras los azúcares de Salta y Jujuy se 
subordinan en un todo al sistema y al plan adoptado por el 
Congreso, el azúcar de Tucumán, por razón de la ley objetada, 
queda en situación distinta y especial cbn un recargo serio de 
gravámenes, todo lo cual contraria lo dispuesto por el artículo 31 
de la Constitución Nacional. 

Oue conforme a los precedentes de doctrina y de jurispru- 
dencia nacional y americana que invoca, sostiene que la ley de 
-'4 de Júnío de 1919 dictada por la Legislatura de Tucumán. 
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impide el cumplimiento de los propósitos cíe protección que 
inspiraron la ley XR 77 , contrariando la Constitución Nacional 
porque ésta atribuye al Congreso el fomento de las industrias v 
porque ella y las leyes nacionales dictadas en su consecuencia 
están por sobre las constituciones y leyes provinciales. 

Que jK>r la ley 8877 e! Congreso Nacional decidió que kx 
azucares importados no refiados para el año iqio abonarían en 
concepto de derechos de aduana 0.054 centavos oro |*>r kilo 
^ o sea, 12.3 centavos moneda nacional, con el propósito de pro- 
teger la industria nacional. La ley sancionada por la Legisla- 
tura de Tucumán, al establecer un impuesto de tres centavo? 
al azúcar, reduce la tasa protectora de 12.3 a 9.3 centavos, im- 
pidiendo así que se cumplan los propósitos de «na ley nacional. 

Que si no puede haber duda acerca de la inconstitucional!- 
dad de la ley bajo su aspecto general, menos puede existir cuan- 
do se consideran los artículos 3." y 5.° de la misma. El primero 
establece "de los fondos provenientes de esta lev se destinara 
medio centavo por cada kilogramo a los fines del articulo 5."". 
y éne dispone "de los fondos provenientes del medio centavo a 
que se refiere el artículo 3.» se indemnizará a razón de ocho 
centavos los diez kilos de caña en pie que no hubiera podido 
venderse por los plantadores a los ingenios o empresas explo- 
tadoras de ingenios o a terceros compradores intermediar ins 
para su molienda". 

Que. de acuerdo con un repetido apotegma de derecho po- 
lítico para que las facultades de decretar impuestos no violen 
el principio de la libertad de trabajo proclamado por el articu- 
lo 14 de la Constitución Nacional, es indispensable que sé ejer- 
cite en consonancia con normas precias de legislación y de 
finanzas. No es constitucional una ley que impone una contri- 
bución que sólo pesa sobre alguno, para beneficiar con su pro- 
ducido a particulares porque las rentas deben tener por único 
destino satisfacer las necesidades de la comunidad. 

Que no es posible admitir que las deudas de la Provincia 
a cuyo pago deben contribuir todos sus habitantes denlm de los 
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limites de su capacidad, se abonen creando impuestos especíales 
enormes para una sola clase de productores, olvidando los prin- 
cipios fundamentales de generalidad e igualdad sobre que re- 
posa la facultad de imponer. 

(jue su pane ha almnadn con protesta basta el momento de 
deducirse la de mam la la suma de seiscientos veintinueve mil 
ochocientos ochenta y dos pe-us con odio centavos mone- 
da nacional, setecientos sesenta y dos mil cincuenta y tres 
pesos con no\tnta y tres centavos, según la ampliación de 
fojas So, correspondiendo de esta suma la de ciento cuatro mil 
novecientos ochenta pesos con treinta y cuatro centavos a la 
indemnización de cañeros preceptuada por los artículos 3 ° y 5. 00 

(Jnc corrido traslado de la demanda y después de resol- 
verse la excejicwui previa opuesta por la Provincia de Tucumán 
de falta fie personalidad en el demandante y en su procurador 
en la forma de que instruye el auto de fojas 76, fué evacuado 
a fojas 85 por el doctor Luis Alvarcz Prado, en representación 
de aquélla, solicitando el rechazo de la acción, con costas, a mé- 
ritn ile las siguientes razones: 

(Jue la ley provincial invocada por la parte adora existe y 
lia regido durante el tiempo determinado en la misma. 

(Jue es cierto también que la ley referida fué promulgada 
el mismo dia que concluyó el trámite legislativo de su sanción, 
jwro no es exacto que con respecto de la compañía actora se 
haya puesto en ejecución inmediatamente, pues de los mismos 
términos de los testimonios acompañados, resulta que se. ha pro- 
testado con fecha 20 de Agosto de i*)20. fecha en ijue se pagó 
la suma de seis mil -eiscientos ochenta y dos jiesos con setenta 
y un centavos moneda nacional. ímpue.-to correspondiente al 
mes de Julio próximo pasado. 

(Jue la suma consignada en la protesta no forma parle de 
la reclamación de la demanda y es indudable también que las 
sumas anteriores consignadas en ta planilla de fojas 80, si han 
sido pagadas, lo fueron lisa y llanamente, sin protesta alguna. 
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Que la parte actora, al deducir esta demanda, no ha acom- 
pañado ningún recibo que acredite en forma auténtica los pagos 
que invoca, limitándose en el escrito de demanda a consignar 
en globo una alta suma aumentada pnsteriormente. 

Que la demantla ha sido iniciada en forma irreglar v vi- 
ciosa, contrariando lo dispuesto por el articulo 10 de la ley na- 
cional de procedimientos y hace expresa cuestión de la falta de 
presentación de los recibos de pago de impuestos, los cuales de- 
bieron acompañarse al deducir aquélla. 

Que la protesta presentada no tiene ninguna relación con 
esta litis y en el supuesto de que se hubieran acreditado los 
pagos, éstos habrían sido verificados sin cumplir con el requi- 
sito de la protesta. 

Que en mérito de tales razones opone como defensa prin- 
cipal la falta de acción. 

Que subsidiariamente y para el <aso de no prosperar la de- 
fensa anterior, entra a ocuparse de la faz constitucional del 
litigio en tos términos siguientes: 

Que la ley nacional número 8877 debe vincularse con la nú- 
mero 10.238, complementaria de aquélla. La primera establece 
un régimen prohibitivo en beneficio de la industria azucarera 
nacional y la segunda tiende a complementar sn espíritu, auto- 
rizando al Poder Ejecutivo, a comprar el artículo, a expro- 
piarlo y hasta a venderlo en forma beneficiosa para el público. 
Ambas leyes perfilan una política económica que el Congreso 
puede adoptar en uso y ejercicio de las facultades que íe con- 
fiere, no sólo e! inciso 16, sino otros varios del artículo 67 de la 
Constitución Nacional, 

Que si se examinan estas dos leyes y sobre todo la primera 
y se las compara con la dictada por la Provincia de Tucumán 
el 34 de Junio de 1919, no se notará la menor colisión, ni un 
rozamiento ni nada que pueda significar una contradicción en 
las disposiciones de sus articulados respectivos. Ambas san- 
ciones se desenvuelven dentro de sus respectivos círculos de 
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acción; la nacional contempla el interés general y vela |>or 
la protección ile la industria, y la provincial sólo afecta inte- 
reses locales dé carácter económico e industrial. 

Que no se puede sostener que porque una !cy nacional gra- 
ve la introducción de azucare-; extranjeros o establezca primas 
en favor de los nacionales qiictlc prohibido n las provincias gra- 
var con impuestos los azucares que sus ingenios elaboren* ccfttrxi 
lo pueden hacer con cualquier otro producto natural o de fabri- 
cación local. Kilo importaría abrogar por el Congreso las pre- 
rrogativas de las provincias en materia de impuestos. 

Que ríe los antecedentes de doctrina y jurisprudencia que 
invoca surge el principio incuestionable de que las facultades 
impositiva^ de orden nacional y de orden provincial son, en el 
caso, concurrentes y no excluyentes, no siendo de aplicación el 
articulo 31 de la Constitución Nacional ni tas consecuencias 
legales que se quieren hacer surgir del mismo. 

Que la facultad impositiva no tiene limites dentro del 
t-iumtum del impuesto y no puede tenerlo porque se trata de 
actos de soberanía, de acto* de gobierno tendientes a mantener 
la vida del listado y de la sociedad en un instante determinado 
en que el pueblo, por intermedio fie sus legisladores, fija las 
respectivas lasas del impuesto, ya sea en forma temeraria o 
permanente, pudiendo aumentarlos o disminuirlos. 

Que nada tienen que ver las prescripciones de la ley im- 
pttgnada con la litiertad del trabajo ni con el uso fie ia propie- 
dad privada, ni quedan afectadas por ella el articulo 4" de la 
Constitución Nacional ni la igualdad como base del impuesto 
a que se refiere la última parte del articulo l(x 

Que nu es inconstitucional la ley en la parte que acuerda 
una indemnización de ocho centavos |x>r cada diez kilos de 
caña en pie que no hubieran podido venderse ¡>or lo- plantado- 
res a tos ingenios, empresas explotadoras o intermediarios. Si el 
gobierno de una Provincia puede destinar el producido de suí 
impuestos ;i pagar empleados, cancelar empréstitos, hacer obra-; 
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públicas, sostener hospitales, escuelas, etc., etc., no se le puede 
desconocer el derecho para destinar una pane fie esc mismo 
producido a indemnizar una clase de agricultores, acordándoles 
una especie de prima para conjurar ¡os trastornos sufridos. 
Sirria uno de los tantos medios de promover Ja indu-tria a que 
alude la Constitución Nacional en el artículo 107. 

Que, por último, observa acerca de las escrituras de pro- 
testa que al nolificársele la demanda sólo se le ha acompañado 
copia de la Otorgada el 20 de Agosto de 1920 con una nota al 
pie referente a Jas demás escrituras de la misma índole, vio- 
lando los aniculos 10 y 8." del Código de Procedimientos Na- 
cionales que impone la obligación de dar copra de cada uno de 
esos documentos. Deja a 8 alvt» su derecho para oponerse á pre- 
sentaciones posteriores. Y agrega, que si realmente existieran 
las protestas y ellas hubieran sido hechas en la misma forma 
que las presentadas, serian írritas y nulas por cuanto no consta 
que fueren resueltas por d Directorio de ta Sociedad, a quien 
únicamente corresponde Ja representación de aquélla. El presi- 
dente, por si sólo, carece de facultades para realizar tal acto. 

Que abierta la causa a prueba, Sé produjo la que expresa el 
certificado de fojas 185, alegando arnb; iS partes «obre su mé- 
rito a ¡Fojas 187 y fojas (91. 

V Considerando: 



Que conforme lo disponen los artículos 59 y 8.° de la ley 
nacional de procedimientos, el actor tienen a su cargo la obli- 
gación de entregar firmada, a los efecto* del emplazamiento, 
una copia en paj>c| simple de todos los documentos con los cua- 
les se instruye la demanda. 

Que, en estos autos, el demandante, en lugar de extraer un 
duplicado de los once testimonios de escrituras de protesta 
acompañados con la demanda para cumplir aquella obligación 
legal, limitóse a entregar la copia completa de una sola de ellas, 
agregándole al pie una nota en !a cua! se expresaban los nú- 
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meros, las cantidades y las fechas correspondientes a las escri- 
turas no reproducidas en su contenido literal. 

Que siendo igual el contexto de los once testimonios alu- 
didos e idéntica la causa legal determinante de la protesta, el 
propósito perseguido |x>r ta regla procesal de los artículos men- 
cionados, tendiente a obtener que el demandado se instruya de 
las peticiones del actor, se encuentra plenamente cumplido en el 
caso y no podría dar fundamento a una defensa de falta de 
acción a menos que se empleara en ¡a interpretación de las 
leyes de enjuiciamiento un estrecho criterio formulista reñido 
con los fine* razonables de aquéllas y con los principios de una 
buena hermenéutica jurídica. 

Que, por lo demás, habiéndose evacuado por la Provincia 
de Tucumán el traslado de la demanda, desapareció con ello y 
¡>or acto de su propia voluntad, la única sanción implícitamente 
autorizada por los artículos 8." y 59 para el supuesto de incum- 
plimiento, que era la de pedir la entrega de las copias de los 
instrumentos individualizados en la nota aludida, sin que, entre- 
tanto, le corriese término para comparecer al juicio. 

Qlte la Provincia ha hecho también cuestión acerca de (a 
no presenl ación por el actor cotijú ni amenté con la demanda, 
de lo-; recibos demostrativos de los jKtgos sobre cuya repetición 
ella versa v. consiguientemente, se npoflfc a que se consideren 
los acompañados durante la prueba, invocando lo dispuesto por 
el artículo 10 de ¡a ley nacional de procedimientos. 

Que fie adíenlo con este articulo la obligación del actor es 
únicamente la de acompañar con la demanda, las escrituras y 
documentos que directamente justifiquen el derecho que de- 
duce, en tanto que los recibos en cuestión sólo contienen la 
prueba del pago y su presentación ulterior es admitida por la 
doctrina ; véase de ta Colina, tomo 2.", pñgina¿,<tf4. cuando aquel 
hecho sea controvertido o desconocido. 

Que aún cuandn así no íuena e. ingreso a la Tesorería de 
la Provincia tic diversas sumas de dinero como consecuencia 
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de la aplicación de la ley sobre los azúcares, 3e hallaría palma- 
riamente acreditada sin el auxilio de tales recitas, no sólo en 
razón del silencio guardado por el Gobernador del Estado, so- 
bre el hecho del pago en el momento de serle notificada cada 
una de las protestas acompañadas con la demanda, sino tam- 
bién y sobre todo por el contenido cié los informes de fojas 142 
y fojas 159, expedidos por la Dirección General de Rentas de 
la Provincia de Tucutnán a requerimiento del actor. 

Que igual suerte debe correr ta defensa fundada en la cir- 
cunstancia de que las protestas formuladas por la compañí;* 
actora con ocasión de cada pago son nulas, por no haberse jus- 
tificado la existencia de una autorización expresa conferida 
por su directorio con ese fin. El mandato concebido en términos 
generales comprende, sin duda alguna, la facultad de protestar 
el pago realizado en ejercicio de el y como inherente al mismo, 
ya que es ese un acto para el cual no se requieren poderes espe- 
ciales conforme al precepto del artículo 18S1 del Código Civil 
y, además, porque no se consideran traspasados los limites del 
mandato cuando se ha cumplido de una manera más ventajosa 
que la señalada por él (artículo 1906 del Código Civil). Por 
otra parte, toda deficiencia del poder en este particular aún en 
la hipótesis de existir, habría quedado definitivamente subsa- 
nada por el hecho mismo de la introducción de la demanda, la 
cual al constituir una ratificación de lo obrado por el repre- 
sentante, equivaldría al mandato, con efecto retroactivo al dia 
de la protesta (artículo 1936 del Código Civil). 

Que la compañía actora, a fojas 189 de su alegato de bien 
probado, ha modificado su acción como consecuencia de las sen- 
tencias dictadas por esta Corte en los juicios Hileret y Cía. Li- 
mitada. Compañía Azucarera Padilla Hermanos y Griet Her- 
manos contra la Provincia de Tucumán análogos al presente, 
limitándola a solicitar "se condene a esta última a pagar la can- 
tidad que represente la parte aplicada a indemnizar a los cañe- 
ros de lo cobrado por el medio centavo a que se refieren los 
artículos 4.° y 5.* de la ley d* 24 de Junio de 19 19, con sus inte 
reses desde el día de ta demanda". 
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Oue la procedencia de la demanda en esos temimos es indis- 
cutible. Esta Corte, en efecto, decidiendo el juicio seguido por 
Griet Hermanos contra la Provincia de Tucumán dijo lo si- 
guiente enn fecha 3 de Noviembre de 1922: "Que establecida 
la legitimidad y validez lega] del impuesto de referencia en lo 
relativo a lo* diversos conceptos ya considerados, no es posi- 
ble llegar a la misma conclusión con las disposiciones de la ley 
rmc permiten la aplicación de una parte de los recursos obteni- 
dos por el gravamen, a indemnizar a los plantadores de caña 
que no hubieren podido vender su cosecha. Esta Corte Suprema 
ha establecido en casos análogos al de autos que no es verda- 
dero impuesto el tributo epte no tiene en mira costear gastos de 
la administración pública, sino acordar privilegios a determi- 
nadas personas o instituciones privadas, dentro de una idustria 
licita que puede ser libremente ejercida (Fallos: tomo 128, pá- 
gina 435; considerando 16, página 454; tomo 131, página 2IQ; 
segundo considerando de la página 228). y no modifica los efec- 
tos ele e-la jurisprudencia aplicada al caso la circunstancia de 
que el remanente de los fondos destinados a indemnizaciones a 
los plantadores de caña, se aplique a mejoras de caminos, higie- 
nización y saneamiento en !a Provincia y asistencia médica 
(artículo 11 de la ley provincial^, porque, en todo ca<*> y a mé- 
rito de líií consideraciones expuestas, la ilegitimidad afecta 
siempre a la parte del tributo no destinada a fines públicos 
(artículo 5. , ley citada)". 

Que tal razonamiento es de estricta aplicación a la única 
cuestión que ha quedado subsistente en estos autos y procede, 
en -u mérito, hacer lugar a la demanda en esa parte. 

Por estos fundamentos y de conformidad con ¡o dictami- 
nado por el señor Procurador General se declara que la Pro- 
vincia de Tucumán está obligada a restituir a ja actora. en el 
término de diez días, la parte aplicada a indemnizar a los ca- 
ñeros de lo culi ra do por el medio centavo i que se refieren los 
artículos 4." y 5. de la ley ele 24 dfc Junio de h>i<j con sus inte- 
reses desde el día de la notificación de la d/mi;.nda y sin costas, 
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atenta !a naturaleza ríe la cuestión debatida y el desistimiento 
formalizado por el aitor respecto ele los demás puntos compren- 
didos en la litis contestación. Notifiques^, repóngase el papel y 
archívese. 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar, — j. Ficueioa Al- 
corta. — . Ramón Méndez. 

— ROBERTO RKPfiTTO. 



t)vn francisco Ctmaftach, su convocatoria tic acreedores. 

Recurso de hecho. 

Sumario; [;.* Un;i cuestión planteada y resuelta por aplicación 
de preceptos de la ley 4156 que ha quedado incorporada al 
Código de Comercio por disposiv ión expresa de la misma, 
no puede ser materia del recurso extraordinario riel ar- 
tículo 14. ley 48. 

2." Iva resohtción que manda reabrir el juicio de con- 
vocatoria a solicitud de un ¡¡creedor, sin oír al recurrente, 
deudor convocatario, no reviste el carácter de definitiva en 
él respectivo juicio, a los fines del recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48. 

Caso: Lfl explica el siguiente: 
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1 

Buenos Air**, Diciembre 1* de iwa 

Autos y Vistos : 

Que ríe la propia exposición del recurrente resulta que la 
cuestión planteada y resuelta en el juicio lo ha sido por aplica- 
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ción de preceptos de la ley número 4156 que lia quedado incor- 
porada al Código de Comercio por disposición expresa de la 
misma y, por lo tanto, no puede ser materia del recurso extraor- 
dinario anle esta Corte con arreglo al articulo 15 de la ley nú- 
mero 48. 

Que si bien el aislante afirma haberse violado la garantía 
consagrada por el artículo 18 de la Constitución en cnanto ase- 
gura la libre defensa en juicio de la persona y de !os derechos, 
jjor el hecho de haberse reabierto el juicio de convocatoria a 
solicitud de un acreedor, sin oir al recurrente que era el deudor 
eonvoeatario. procede observar, sin embargo, que la resolución 
de que se trata no reviste carácter de definitiva en el respectivo 
juicio y, por consiguiente, no es susceptible del recurso extraor- 
dinario autorizado por el articulo 14 de la citada ley número 48. 

Que a mayor abundamiento puede agregarse que, aún cuan- 
do se tratase de sentencia definitiva, de lo expuesto en el escrito 
de queja se desprende que el reeurrentee, ha sido oído acerca 
de la reapertura de los procedimientos del juicio durante la 
substanciación del recurso de reposición, y ha tenido asimismo 
oportunidad de exponer y hacer valer sus derechos en la se~ 
gitnda instancia a que fué llevada la incidencia de que se trata, 
llenándole así las exigencias de la garantía constitucional. 

En su mérito, se declara improcedente esta queja. Noti- 
fíquese y archívese. 



A. B KHME.ro — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
curta. — RAMÓ^RfÉWBfiZt 

— Roberto Rki'ETto, 
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Don Oscar liloy Potrera, en ta causa seynida a Francisco Ma- 
nir / Santos Juárez díceres , por homicidio. Recurso de 
hecho. 

Sumario: i" Nu tienen tí carácter de cuestiones federales a los 
fines del recurso extraordinario dei articula 22 del Código 
de Procediiriientós eñ lo Criminal, las de determinar si hay 
recurso legal en el caso, contra una sentencia que se de- 
clara ¡usada en autoridad de cosa juzgada, y la de estable- 
cer si en un proceso criminal, el hermano de la víciima 
tiene ó no personería para asumir, como querellante, la 
representación de ¡a misma» puntos ambos de derecho co- 
mún, fundados y resueltos por aplicación del mismo, y aje- 
nos, en consecuencia, a la jurisdicción de la Corte Suprema 
en la tercera instancia extraordinaria. 

2, n La decisión que confirma la de primera instancia, 
denegatoria de la apelación, no autoriza el recurso extraor- 
dinario, dado que se limita a interpretar y aplicar las leyes 
procesales de carácter local en la parte que fijan las ins- 
tancias para !a tramitación. 

3. A los efectos del recurso extraordinario no basta 
citar preceptos de la Constitución o de leyes federales, re- 
qu i riéndose, además, que el derecho que se pretende hacer 
valer se halle directa e inmediatamente regido ¡jor las dis- 
posiciones invocadas, de tal manera que la decisión de! 
pleito dependa necesariamente de la inteligencia que se les 
atribuya. 

.4. La Corte Suprema no puede rever las decisiones 
de las Cortes provinciales respeto al alcance de la juris- 
dicción que les luyan atribuido las constituciones y leyes 
locater-f^jqiccUvas ; y la garantía del articulo 18 de la Cons- 
titución según la~cu^TTrH^p!uiJiabJtante de la Nación puede 
ser sacado de los designados ¡inr 1 1 ln 1UI1 1 nvl ''njio dr 
la causa, directamente acordada a los procesados, no auto- 
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riza -a la Corle Suprema a rever medíante el recurso ex- 
traordinario del artículo 14, ley 48. y 6¡r% ley 4055. la inter- 
pretación de las leyes comunes o de carácter local, hecha 
por los trihu nales de Provincia en cuánto deslinda la com- 
l>etcncta de sus propios jueces. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Butn«» Alr«a Octubrt lo dt lKt 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado de 1,' Instancia en lo Criminal y Correc- 
cional de la ciudad de Santiago del Estero se tramitó la causa 
seguida contra Francisco Juárez Cáceres. por homicidio, en la 
persona del subteniente del Ejército de la Nación, don Alfredo 
Pare ra. 

Concluida la misma por sobreseimiento definitivo, se pre- 
sentó como parte querellante el doctor Manuel Alonso, invo- 
cando su carácter de representante de don Eloy Oscar Parera. 
tutor y hermano de fa víctima. 

Solicitó la nu:idad de la sentencia absolutoria fundado en 
que el Juez la había dictado sin jurisdicción, violando disposi- 
ciones de la Ley Orgánica de los Tribunales de la Provincia. 

El Juez de la causa, por resolución que fué confirmada por 
la Corte de Justicia de Santiago del Estero, desestimó el pedido 
fundándose para ello en la falta de personería de! recurrente 
y en la inoportunidad de la presentación de éste. 

Tal resolución fué tomada interpretando y aplicando dis- 
jx^iciones de los Códigos Civil y Penal y del de Procedimien- 
tos lócale» en lo Criminal; disposiciones que, por otra parte, no 
fueron tachadas de inconstitucionalidad. 

Se ve, pues, que en la causa no aparecen discutidas cues- 
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an 



t iones de derecho federal que autoricen la interposición para 
ante V. E. del recurio extraordinario que acuerda el articulo M 
de la ley 48. 

No luasta a tal fin que ei interesado ha invocado la Cons- 
titución de la Nación para alegar la falta de jurisdicción del 
juez que dictó el sobreseimiento definitivo, sino demuestra la 
relación directa e inmediata existente entre la cláusula consti- 
tucional que supone violada y la cuestión resuelta, máxime 
cuando ésta se refiere a la aplicación de reglas de carácter pro- 
cesal local que fijan la jurisdicción de los magistrados, que 
éstos pueden interpretar para apreciar sti propia competencia y 
que no aparecen alegadas de inconstitucional i dad. 

Opino, ¡>or tanto, que la apelación ha sido bien denegada. 

Horacio Jt. Larreta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucnoi Aire», Diciembre 17 de im 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por denegación del extraordinario, in- 
terpuesto por don Eloy Oscar Parera contra la sentencia de la 
Corte de Justicia de Santiago del Estero, en el proceso seguido a 
Francisco Manuel Santos Juárez Cácercs, por homicidio. 

Y Considerando: 

Que el recurrente funda la procedencia ele la apelación 
extraordinaria interpuesta en que se han vulnerado en el casn 
las garantías que consagra el artículo 18 de la Constitución en 
cuanto establece que nadie puede ser casado de los jueces de- 
signados por la ley antes del hecho de la causa, y en lo relativo 
a la inviolabilidad de la defensa en juicio* preceptos en los que 
afirma que amparó su derecho en tiempo y forma. 
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Que las constancias de auto, y la misma exposición del 
recurrente dejan establecido \ que concluido d proceso por so- 
breseimiento definitivo dictado a petición del defensor del reo 
y del fiscal, compareció el recurrente solicitando en calidad de 
querellante diversas medidas de seguridad y de prueba, e im- 
pugnando el auto de sobreseimiento, interpuso contra el mismo 
los recursos de inconstitucionalidad. apelación y nulidad, soste- 
niendo que el Juez de Feria no había tenido jurisdicción en el 
caso y que ello importaba halier sacado a las partes de sus jue- 
ces naturales. Desestimados tales recursos por el juez de la cansa 
en razón de la falta de personería del querellante, y confirma- 
da esa decisión por la Corte de Justicia de la Provincia, el ape- 
lante entabló el recurso extraordinario para ante esta Corte, 
y denegado que le fué éste, interpuso la queja que se examina. 

Que asi definidos los antecedentes del caso, procede obser- 
var, que a fin de impugnar de nulidad et auto de sobreseimiento, 
el recurrente sostuvo, como queda dicho, ser parte en c] litigio 
y en ta! carácter promovió la querella de que instruye el expe- 
diente respetivo de los autos venidos por vía de informe, fun- 
dando su derecho a ser parte, así en el escrito inicial de la que- 
rella como en las actuaciones ulteriores de la misma y en él de 
interposición riel recurso, en determinados preceptos de derecho 
civil, penal y procesal, en antecedentes de jurisprudencia y en 
disposiciones de leyes orgánica* locales, deri vanelo a su vez las 
decisiones que han dado origen al recurso interpuesto, de ¡a 
interpretación y aplicación de prescripciones legales de la mis- 
ma Índole, no impugnadas como inconstitucionales, v en tale* 
condiciones es evidente la improcedencia de la apelación ex- 
traordinaria intentada, segén es de ley y de constante jurispru- 
dencia (artículo 15, ley 48; Fallo; tomo 136, «ágina 131; tomo 

página 93. entre otros). 

Que la sentencia recurrida no plantea ni resuelve cuestión 
federal alguna, pues no tiene tal carácter la de determinar si 
hay recurso legal en el sub Ulcm contra una sentencia que se de- 
tiara pasada en autoridad de cosa juzgada, ni la de establecer si 
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en el proceso criminal aludido, el hermano tiene a no personen, 
m ; «nimr la representación de la victima como parte quere- 
llante puntos ambos de derecho común, que como ¿,ed* Jicho 
tan «do fondado y resulto* por aplicación del mi.no y son en 
consecuencia, ajenos a la jurisdicción de esta Corte en la tercer, 

! TT- eXt T rdÍnana (Fa,I ° S: ÍOm ° »* W* W; «orno 

«derar ademas, que el falto recurrido no sólo decide que aquel 
nbuna, carece „ jurisdicción para rever m ^ *g 

sentía y ejecutor. ada, sino que confirma la resolución apelada 

uní est : bIecido esta corte ' ia deci ^ ón 1« 

la de primera instancia, denegatoria de la apelación, no auto- 
ra el recurso extraordinario, porque se limita a interpretar v 
aplicar leyes procesales de carácter local en la parte que fijan 
las mstancas para la tramitación de los juicios ( Fallo.; tomo 
*m pagina 49 y otros). 

Que respecto a la garantía constitucional a que se acoge el 
recurrente en este punto, es de aplicación la jurisprudencia rei- 
terada de esta Corte por la que se establece que a los efectos 
del recurso extraordinario no basta citar preceptos de la Cons- 
unción o de íeye* federales, requi riéndose, además, qne el de- 
recho que se pretende hacer valer se halle directa e inmediata- 
mente regí do por las disposiciones invocadas, de tal manera que 
Ja decisión del pleito dependa necesariamente de la inteligencia 
que se Ies atribuya. En el *,* jndkc la cláusula constitucional 
aludida no lia sido materia de interpretación, pero aunque lo 
fuera e, evidente que dicha cláusula no tiene relación directa 
con el punto controvertido, subordinado de inmediato a la in- 
tehgencia de las disposiciones de los códigos de fondo y de 
forma en que el mismo recurrente amparó su derecho y que han 
servido de hase fundamental a la decisión del caso (Fallos- 
tomo 138, página 400). 

Que establecida la improcedencia del recurso deducido con- 
tra la sentencia definitiva que desconoce al recurrente el dere- 
cho de ser parte en el juicio, es innecesario examinar el ¿tro 
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aspecto de la litis, esto es. el que se refiere a la iumugnaeióti 
del auto He sobreseimiento j*or haWrse dictado por el Juez de 
Feria, punto sobre e! que, jmr lo dcmá*, se ha omitido toda 
decisión en el pronunciamiento recurrido. Ello, no obstante, 
cabe considerar, desde luego, el aspecto que esta cuestión, como 
ta anterior, tiene su solución legal, irrevisible en esta instancia» 
en preceptos y disposiciones de leyes de organización y de pro 
cedi míen tus locales no argüidas en autos como contrarias a la 
Constitución ; y si bien se invoca c*ta al sostenerse que substan- 
ciado el proceso |>or el Juez de Feria, se ha sacado a las partes 
de sus juece> naturales, es de pertinente aplicación al raso la 
jurisprudencia de esta Corte estableciendo que ella no puede 
rever las decisiones de las Cortes Provinciales respecto al alcan- 
ce de la jurisdicción que les hayan atribuido las constituciones 
y leyes locales respectivas; y que la garantía del ariiculo 18 de 
la Constitución, según la cual ningún habitante de la Nación 
puede ser sacado de los jueces designados por la ley ante-* del 
hecho de la causa, directamente acordada a los procesados, no 
autoriza a la Corte Suprema a rever mediante el recurso ex- 
traordinario del artículo 14, ley 48. y 6», ley 4055. la interpreta- 
ción de las leyes comunes o las de carácter local, hecha por !os 
tribunales de Provincia en cuanto deslindan la conq>etencia de 
sus propios jueces. (Fallos: tomo 123. pagina 82; tomo 134» p£" 
gjhá 28 y los allí citados). 

Por estos fundamentos y los concordantes del dictamen de 
f<>j;is 4i>. se declara bien denegado el recurso y, en consecuencia, 
improcedente la queja deducida. Molifiqúese y archívese, devol- 
viéndose a: tribunal de procedencia los autos venidos a requisi- 
ción del señor Procurador General, con transcripción de la 
[i re-ente. 

A. Iíehmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figuerqa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

— RoHKRTO KEI'ETTO. 
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Dan Vicente del Cueto contra el Gobierno de la Nación, sobre 

jubilación. 

Sumario. r> Procede el recurso ordinario de apelación contra 
una sentencia definitiva que declara improcedente una de* 
manda contra la Nación, sobre jubilación, por entenderse 
que ella debía ser dirigida contra la Caja Nacional de Jubi- 
laciones y Pensiones Civiles, y no contra la Nación. 

2" El Gobierno Nacional tiene personería para ser de- 
mandado por un empleado nacional para que se le reco- 
nozca el derecho a ser jubilarlo que le fué desconocido en fa 
Via administrativa. (Émth h venta del Congreso ). 

Cq$ó: Lo explican tas piezas siguientes 



SÍNTKXCIt OKL JUF.Z l'RUKRAI. 

Sbcma Airet, Dletenibre 10 4t J922 

V Vistos: 

Estos autos seguidos jhsr don Vicente del Cueto contra el 
Gobierno fie la Nación, sobre jubilación, de cuvo estudio re- 
sulta: 

Que a fojas 7 el actor entabla demanda contra el Gobierno 
de la Nación, a fin de que le acuerde la jubilación que le corres- 
ponde, con cosías, por ser empleado de la Administración de 
Correos, como buzón ¡sta y cartero de clasificación, desde Julio 
de i8yo, y que el Poder Ejecutivo le ha negado la jubilación, 
por lo que a pesar de llevar más de treinta años de servicios, 
tener mala salud, y su edad avanzada, continúa en su empleo. 

Que al principio prestó ¿us servicios con el nombre de José 
Muñiz y luego administrativa y judicialmente, dejó establecido 
que era el mismo emplearlo rpie venia figurando con aquel nom- 
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bre. La Caja Nacional de Jubilaciones, el 10 de Enero de tyifi, 
rechazó su petición y luego la reconsideración que dedujo a pe- 
sar de las explicaciones que dió de por qué al principio figuró 
con el nombre de José Muíüz. Manifiesta que con los instru- 
mentos públicos que acompaña, ¿c ha rectificado el error que ha 
servirlo de único fundamento para negársele la jubilación. 

Corrido traslado de la demanda, lo evacúa a fojas 20 el 
>eñt>r Procurador "Fiscal en representación del Gobierno de ia 
Nación, pidiendo el rechazo de la acción, con costas. 

Que la Caja de Jubilaciones Civiles denegó al actor la jubi- 
lación por la falsedad notoria en que había incurrido hasta 
Junio 18 de 1913, en que el Director de Correos, por un acto de 
humanidad más que de derecho, rectificó el nombramiento de 
José Muíiiz, extendiéndolo a favor de Vicente del Cueto. 

Que la resolución «le ta Caja está bien fundada y de acuer- 
do con lo resuelto por la Corte Suprema en los tomos 107. pá- 
gina 13$ y tomo 11 8, página 347, dada la forma delictuosa en 
que e] actor prestó la mayor parte de sus servicios, son de apli- 
cación los artículos 5.", 18, 502, 935 y 931 del Código Civil, y 
mal puede del Cuelo reclamar de ta Nación el cumplimiento a mi 
favor de la obligación emergente de ¡a ley N. u 4349, puesto que 
se funda en una causa ¡lícita como es el hecho de prestar sus 
servicios bajo nombre supuesto. 

Abierto el juicio a prueba se produjo la que certifica el 
actuario a fojas 55 vuelta, habiendo alegarlo sobre su mérito 
ambas partes a fojas 57 y 62. con lo que estos autos quedaron 
en estado de dictar sentencia. 

Y Considerando : 

(¿ue a fojas 2 corre testimonio de la resolución judicial 
aprobando la información sumaria producida por el actor, de- 
clarando que don Vicente del Cuelo, figura en su empleo de 
cartero con el nombre de José Muñiz y por Vicente del Cueto, 
tratándose siempre de la misma persona. 
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Que a fujas 3 del expediente de Correos y Telégrafos, 
número 5772. corre la resolución dictada |>or el Director con 
fecha Junio 18 de 19 13 por la que, habiendo comprobado el 
cartero de primera de la oficina de clasificación, José Muñiz, 
que su verdadero nombre es Vicenie del Cueto, se rectifica el 
nombramiento de! referido empleado, extendiéndolo a favor de 
Vicente del Cueto. 

Que la junta de administración de la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones Civiles, resolvió desestimar el pedido 
de jubilación ordinaria interpuesto por don José Muñiz, por no 
haberse justificado que stn servicios ¡jertenezcan a don Vi- 
cente del Cueto, resolución que fué confirmada por decreto del 
Poder Ejecutivo de la Nación el 4 de Marzo de 1916, según 
consta a fojas 13 del expediente agregado. 

Que los testigos José Iglesias, a fojas 26; José E. Gilvo, 
a fojas 28: Agustín Rey. a fojas 28 vuelta; Nicolás Molina, a 
fojas 30; José Sola, a fojas 30 vuelta; Manuel Balaguer, a 
fojas 31 vuelta; Adolfo Girado, a fojas 32. y Francisco Trc- 
vino, a fojas 35, declaran que Vicente del Cueto entró como bu- 
zonista en reemplazo de José Muñiz, sin tener el nombramiento 
a su nombre, observando siempre buena conducta, y continuó 
sirviendo en ese puesto sin fines ilícitos y por conservar el em- 
pleo hasta obtenerlo a su nombre, como después lo consiguió. 

Que de las actuaciones producidas resulta comprobado que 
Vicente del Cueto ha desempeñado durante más de veintidós 
años su empleo en el Correo, con el nombre de José Muñiz, 
como !o .reconoce la Caja de Jubilaciones y lo explica satisfac- 
toriamente el actor a fojas 41, manifestando que, habiendo con- 
seguido don José Muñiz, en el mes de Junio de 1890, un nom- 
bramiento en el Correo, al ver su situación desgraciada y ha- 
biendo resuelto regresar a España, le cedió su puesto, quedando 
en su reemplazo, prestando los servicios en nombre del mismo, 
por no contar con relaciones que le dieran el nombramiento a 
su favor, hasta que para acogerse a los beneficios de la jubi- 
lación tuvo que regularizar su situación iniciando el expediente 
de la referencia. 
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tjue de lo expuesto se evidencia <|uc en !a repartición de 
Correos, eni público y notorio que, el actor prestaba sus servi- 
cios en que figuraba José Müfiiz, por las razones de orden per- 
sonal a que se ha hecho referencia y las cuales no importaban 
ningún prtpósito ¡licito que lo comprendiera dentro de las dis- 
posiciones enunciadas en los articulo* 1066 y 1067 det Código 
Civil al establecer el primero que, ningún acto voluntario tendrá 
el carácter de ilícito sí no fuera expresa mente prohibido por las 
leyes ordinarias, municipales o reglamentos de policía y a nin- 
gún acto ¡licito se le podría aplicar pena o sanción de e-te Có- 
digo si no hubiese una disposición de la ley que la hubiera iin- 
pue.uo. y el úflimo. que no habrá acto ¡lícito punible sí no 
hubiera daño causado y sin que a sus agentes se les pueda im- 
putar dolo, culpa o negligencia. 

One. por otra parte, no constituyendo el acto realizado 
por del Cueto, un acto ilícito sino una simple irregularidad, se 
baila amparado en el artículo «jsj del Código Civil, al disponer 
que la simulación no es reprobada por la ley. cuando a nadie 
perjudica ni tiene un fin ilícito. 

V como la ley nú mero 434*). establee*; en c! articulo 37 que, 
el derecho a la jubilación se pierde por haber sido separado del 
■iervicin por mal desempeño de los delieres de su cargo, <i pnr 
Haber -ido condenado por sentencia o por no haberla solicitado 
dentro de los cinco años de su retiro, forzoso es concluir que, 
no hallándose comprendido el actor en ninguna de las situacio- 
nes enumeradas, tiene derecho a ampararse en las prescripcio- 
nes de la citarla ley, tanto más cuanto que la Dirección de Co- 
rreo-, al rectificar su nombramiento, ]e reconoció en el carácter 
indicado. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que el Gobierno 
de la .Nación, deberá amparar a don Vicente del Cuelo, dentro 
de las diaposiciones de la ley número 4341) a los efectos de su 
jubilación, con las costas en el orden causado, Notifíquese y 
re]Hingan-e las foja*. — Manuel B. de AiKharena. 
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SKXTIiNCTA DK L\ CAMARA FgnfttAI. 

ButBM Aires, AlOltO 6 dt Wé 

Vistos y Considerando i 

Que se demanda a! Gobierno de la Nación para que acuer- 
de la jubilación extraordinaria que to Caja Nacional de Jubi- 
to, iones y Pensiones con fecha 10 de Enero de roj6 negara a 
Vicente de? Cueto, negativa, que fué confirmada por decreto 
del Poder Ejecutivo en acuerdóle Ministros de fecha 4 de 
Marzo del mismo ano, 

Une este Tribunal, en el caso de Ballenero contra la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, fallada con fecha 
-'- Diciembre de 1922, estableció que to Caja es una insti- 
tución aurárquica que puede estar en juicio sin necesidad de 
intervención del Poder Ejecutiva; que e! Fisco no tiene ínteres 
en él manejo de la Caja ; que los fondos y rentas de ésta no son 
de propiedad del Fisco, sino de las personas comprendidas en 
tos deposiciones tle la iey (artículo i>, ley número 4349) ; que 
h» fondos y reutas no ingresan a! Fisco sino a la Caja, la que 
j >erc i he las asignaciones que forman el fondo de la misma f ar- 
ticulo 4.*) ; que el Fisco no tiene intervención en ta recauda- 
ción y manejo de los fondos y rentas de la Caja, y que ello es 
tan cierto que le está vedado al Fisco disponer de ¡jarte alguna 
de ellos (argumento del articulo 10), y que es la Caja y no el 
Poder Kjecutivo la que invierte los fondos y reutas en títulos 
de la deuda nacional u otros que tengan la garantía solidaria 
fíe la Nación, adquiriendo dichos fondos o enajenándolos. 

Que siendo elfo así y reclamándose en el caso la concesión 
de una jubilación que de proceder debiera pagarse por la junta 
de la Caja (articulo 9") y con sus fondas propios (articulo 4."}, 
es a ella y no al Poder Ejecutivo a quien ha debido demandarse 
para hacer efectivas tas disposiciones de la ley referente que se 
suponen violadas por ésta. 
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Que a esta conclusión no obsta el hecho de que la concesión 

el rechazo de la pensión según el articulo 29 deberá ser ele- 
vada al Poder Ejecutivo para su aprobación o desaprobación, 
ni tampoco el de que en el caso tjue la junta no haya acordado 
una jubilación o pensión, el Poder Ejecutivo, oí tío el Procura- 
dor de ta Nación, "resolverá el caso en acuerdo de ministros'* 

1 articulo 57), porque estas facultades fiel Poder Ejecutivo son 
meras facultades de contralor o superintendencia de cuyas ulte- 
ríoridades responde ésta y no el Poder Ejecutivo, de tal modo 
que en caso de acordarse una jubilación o pensión debe su ser- 
vicio ser satisfecho con los fondos de la Caja y no con los del 
Fisco. 

Por estas consideraciones, se rcvmca la sentencia apelada 
de fojas 64. declarándose improcedente la demanda entablada 
por Vicente del Cueto contra el Gobierno de la Nación, por 
jubilación. — Marcelino Escalada. — T, Arias. — B. A. Nazar 
Anchorcna. — /. P. Luna. 



FALUO de la corte suprema 

■acm» Air», D|c(e*brc 17 di 1023 

Vistos y Considerando: 

Que desestimada por la Junta de Administración de la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, y más tarde 
por el Poder Ejecutivo, ta solicitud de jubilación del empleado 
don Vicente del Cueto, éste promovió demanda contra el Go- 
bierno Nacional a fin de que le fuese reconocido el derecho que 
fe habia sido denegado en la via administrativa, habilitado al 
efecto por venia especial del Congreso (ley número 10.671). 

Que la sentencia de primera instancia hizo lugar a ta de- 
manda, declarándose en ella que et recurrente se hallaba com- 
prendido en los beneficios acordados por la ley número 4349; 
pero apelado dicho pronunciamiento por el representante del 
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Gobierno, la Cámara Federal de Apelación lo revocó fundada 
en que la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles es 
mía institución autárquica, que puede estar en juicio sin nece- 
sidad de intervención del Poder Ejecutivo, y que reclamándose 
en el caso la concesión de una jubilación que de proceder de- 
biera ser pagada por la Junta de la Caja y con sus fondos pro- 
pios, es a ella y no al Poder Ejecutivo a quien ha debido de- 
mandarse para hacer efectivas las disposiciones de la ley refe- 
rentes, que se supone violada por ésta. 

Que el recurso ordinario de apelación para ante esta Corte 
es procedente en el caso por revestir ta sentencia apelada ca- 
rácter definitivo en cuanto absuelve a ta Nación de la presente 
demanda. • 

Que respecto al fondo del asunto procede observar, desde 
luego, que si bien es a la Junta de Administración de la Caja 
a la que incumbe resolver en primer término «obre las solicitu- 
des de jubilación o de pensión, en cambio el pronunciamiento 
del último resorte dentro de la jurisdicción administrativa co- 
rresponde dictarlo al Poder Ejecutivo de la Nación en acuerdo 
de ministros, de conformidad con lo estatuido en los artícu- 
los 29 y 57 de la ley citada, número 4349, procedimiento que 
se ha observado en la especie suh lite, como puede notarse a 
fojas 29 y fojas 32 del expediente administrativo que corre 
agregado. 

Que las disposiciones de la ley orgánica de la Caja prece- 
dentemente citadas, no se limitan a conferir al Poder Ejecutivo 
meras facultades de contralor o de superintendencia como se 
expresa en el fallo recurrido, sino por el contrario importan 
reconocerle autoridad jurisdiccional definitiva, reglamentando 
así la atribución que le ha conferido el inciso 7. del artículo 86 
de !a Constitución de conceder jubilaciones, retiros, licencias y 
goce de montepíos conforme a las leyes de la Nación. 

Que estos antecedentes bastan por si solos para dejar esta- 
blecida la personería del Gobierno Nacional para ser deman- 
dado en juicios de la naturaleza del presente. — cualesquiera 
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qu| sean la extensión de la autonomía de la Caja y las facili- 
ta < les de la Junta púa la administ ración de sus fondos pro- 
pios, — desde que en lo relativo a las solicitudes de Jubilación 
y de pensión es el Poder Kjecntivo ipiien admite o desconoce 
definitivamente «*1 derecho pretendido (argumento de los af- 
ilados i." y de la ley $)$¿i, y habría evidente incongruencia 
en encargar a la Junta Administradora de la misión de sostener 
los litigios motivados por resunciones dictadas por el Goliierno 
de la Nación. 

gm*. por lo demás, esta in te rpret ación es la que surge del 
hecho fie haber el Congreso autorizado al recurrente para de- 
mandar al Gobierno Nacional por razón de su jubilación. 

Kn su mérito, se revoca la sentencia apelada y devuélvanse 
los amos al Tribuna] de su procedencia para que se pronuncie 
sobre el derecho redamado, Notifíijucse y repóngase el pape!. 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Kei'ETTO. 



tüon Tomás Hcll contra L, Provincia de Buenos Aires, sobre 
cobro de pesos. lUeepcitíiq de incompetencia de juris- 
dicción. 

Sumario: Corresponde a ta jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema el conocimiento dé una demanda contra una Pro- 
vincia, pin- devolución de impuestos locales, en el caso, de 
adoquinado, impugnados como violatnrios de la Constitu- 
ción Nacional, 

Caso: Lo explica el siguiente : 
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DICTAMEN DE t, SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bucuof Aires, Dtcttnbrc 14 de wat 

Suprema Corte: 

Don Tomás Bell demanda a la E'ruvineia de Buenos Aires 
por devolución de sumas de dinero pagadas en concepto ríe im- 
puestos de pavimentación del camino de Avellaneda a La Plata 
que él conceptúa establecidos con violación de preceptos de la 
Constitución Nacional en cnanto ésta protege la propiedad 
privada. 

La Provincia lia opuesto la exección previa de incompe- 
tencia de jurisdicción sosteniendo que el conocimiento de esta 
causa no corresponde a esta Corte Suprema en instancia origi- 
naria, -*ino a le- tribunales locales en la misma Provincia, por 
tratarse del cobro de impuestos, función ésta cpie, como acto de 
solieranía concierne a la demandada con prescindencia de ía 
intervención de las autoridades federales. 

De lo expuesto resulta que la presente demanda está ivtí: 
dada en principios de carácter constitucional y que el impuesto 
ha sido abonado bajo protesta de afectarle la tacha aludida. 

Es evidente, pues, que la materia de la causa es federal, 
y siendo jíarte una Provincia y un vecino de otra, corresponde 
a esta Corte Suprema conocer en la misma originariamente, de 
acuerdo con lo 'dispuesto por los artículos 100 y ioi de la Cons- 
titución y !o reiteradamente resuelto por V. E. 

■ Tal es mi dictamen. 

Horacio R. Larreta. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Btteaoi Alna, Diciembre 21 de 1K8 

i 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que Ta demanda deducida \x>t don Tomás Bell contra la 
Provincia de Buenos Aires tiende a obtener la declaración de 
inconstitucionalidad del impuesto de adoquinado del camino de 
Avellaneda a La Plata y la devolución consiguiente de la suma 
alionada por ese concepto bajo protesta. 

Que tratándose de una causa dentro de la cual la parte 
ríen lauda da es la Provincia de Buenos Aires, la jurisdicción y 
competencia de esta Corte por razón de la materia, se encuentra 
claramente establecida por los artículos ioi de la Constitución 
Nacional, y i.", inciso i.° de la ley de 14 de Septiembre de 18(13. 

Que si bien esta Corte ha establecido que las accione* por 
cobro de impuestos o contribuciones municipales son de la com- 
petencia exclusiva de los tribunales locales, también ha dicho 

el!o es asi mientra* el impuesto no haya sido satisfecho jior 
el contribuyente, pues cuando éste verifica el pago reserván- 
dose el derecho mediante la consiguiente protesta, de ejercitar 
las acciones encaminadas a obtener la devolución, queda cu- 
bierto el interés de la Provincia representado por el cumpli- 
miento de la ley con el consiguiente ingreso de la renta a la* 
arcas fiscales y expedita la acción de los particulares para de- 
mandar la repetición de lo indebidamente pagado. 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte esa 
acción de repetición corresponde a la justicia federal cuando 
ella tiende a obtener la declaración de que el impuesto es vio- 
I a torio de la Constitución o leye* nacionales. Tomo 125, pá- 
gina 8 y los casos en éste citados. 

Por estos fundamentos y lo pedido por el señor Procura- 
da General de la Nación, sé desestima la excepción de incom- 
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petencia y contéstese derechamente la demanda. Sin cortas, 
atenta la naturaleza de la cuestión debatida. Notifiquese y re- 
póngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repütto. 

lín la misma fecha se dictó igual resolución en los juicios 
seguidos contra la misma Provincia de Buenos Aires por doña 
Matilde Mackenzie de Davidson, don José Augusto Otamendi, 
don Juan Tomás Ta sano y don Teodoro Rojo, por idéntica 
causa. 



Doña Nicohsa Barrera Arias contra la empresa del Ferrocarril 
del Sitd, por indemnización de dmtos y perjuicios. 

Sumario: La disposición del artículo 5.°, inciso 8," de la ley 2873 
establece categóricamente la obligación de colocar barreras 
en los pasos a nivel, y su falta importa negligencia culpa- 
ble aún en los casos en que la autoridad administrativa no 
exija el cumplimiento de la obligación aludida ; y ya sea 
que el accidente se produzca por no existir barreras o por 
no bajarse éstas cuando corresponde, hay, en tales casos, 
una violación de la ley. que basta a determinar la respon- 
sabilidad de la empresa. 

Caso: Lo exlican las piezas siguientes: 
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SKNTKNCIA itVA, SEÑOR J UKÜ FKUlvRAI, 

Babüi Blnu, julio M ét 

V Vistos, Resulta: 

U* líl Procurador, don Luciano F. González, en represen- 
tación dé la señora doña Nicolasa liar re ra de Aria- y sus me- 
nores hijos F.ncarnación y Juan, se presenta en Diciembre n 
fie ujty demandando a la empresa del F. C del Sttd por indem- 
nización de ríanos y perjuicios que dice ocasionados como con- 
secuencia de la muerte de Jacinto Aria-, esposo y padre, 
respectivamente, de sus representados y ocurrida ella en un 
accidente ferroviario. 

Alega (pie esc accidente ocurrió el 15 de Abril de UjIíj des- 
pués de la nueve de la mañana, en circunstancias de dirigirse el 
-eñor Arias en una americana con capota por el camino general 
de Juárez a Laprida. indicado en el croquis que adjunta. Im- 
presa, que al llegar al paso a nivel señalado en dicho croquis y 
-.miado como a trece cuadras de la estación Juárez, el vehículo 
que ¿1 guiaba fué cmliestido jKir la locomotora del tren de pasa- 
jero», que corría con atraso, siendo arrastrado el carruaje va- 
rio- metro- y deteniéndose el tren recién a las dos cuadras de- 
bido a la velocidad que llevaba. Agrega que, a consecuencia del 
accidente, quedó muerto el señor Arias, y de st rozarlo el ve- 
bienio. Sostiene que no existiendo en el paso a nivel barreras ni 
guarda-ganado, ni haliiendo fiarlo el maquinista un toque pro- 
longa di > con el silbato fie la locomotora al acercarse a aquel 
puní*», la resiionsabifidad de la empresa és indi -entibie |>or ha- 
berse violarlo el articulo 5.", inciso 8." de !a ley ríe ferrocarri- 
les, y el artículo 87, inciso 1." de su decreto reglamentario. 

Descarta la imprudencia de la victima aduciendo que h 
arboleda diseñada en la chacra número 64 al costado del caminí» 
pub'tCO y 1<» de-monte* que existen en la via al atravesar esa 
chacra impedían a aquélla percatarse de la proximidad del tren 
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que avanzaba a gran velocidad. Dice también qut el convoy fe- 
rroviario llegó al paso a nivel con algún alra-o, pudieudn Arias 
halier creído que el tren había pasado ya. Hace notar, además, 
además, que el día del accidente fué muy frío, reinando un 
fuerte viento en dirección contraria a la que llevaba el convoy, 
circunstancias que impedían oir la, trepidación producida por 
su marcha. Afirma qiiQ )a muerte del -eñor Arias ha ocasiona- 
cio a su mandante e hijos menores perjuicios considerares, 
pues el extinto cultivaba jicrsonalmentc una chacra de su pro- 
piedad en el ejido de Juárez, sembrada de avena, (jüe le produ- 
cía anualmente de mil quinientos a dos mil j>csí^ moneda nacio- 
nal, con cuya suma atendía a las necesidades de la familia. 
4**stima ese daño en quince mil pesos moneda nacional y en tres- 
cientos pesos de igual moneda el valor del coche destrozado, 
alegando que la rcs|KJnsabilidad de la empresa y su obligación 
fie indemnizar surge de lo dispue-to en los artículos 1084, 1 109. 
1113 y concordantes del Código Civil; terminando por solicitar 
que en oportunidad se condene a ta empresa al pago de las sil- 
. mas preindicadas, con costas. 

2." Conferido el correspondiente traslado, don Anselmo fi. 
Cwieros, como representante de la empresa del Ferrocarril del 
Suri, contesta la demanda a fojas K. pidiendo su rechazo, con 
cortas. 

Admite el fallecimiento fie don ¿actiifo Arias en las cir- 
cunstancias expresadas por el actor; pero niega que se huya 
producido |xir imprudencia, negligencia o inobservancia de los 
reglamentos del per-onal fiel ferrocarril. Afirma que en el paso 
a nivel había guarda -gana dos y que el maquinista dió oportu- 
namente el silbato reglamentario. 

Sostiene que el cul]jable único del desgraciado suceso fué 
el mismo señor Arias, que cometió la imprudencia de pretender 
cruzar metido en un coche, completamente cerrado, con corti- 
nas y sín tomar las más elementales medidas fie precaución 
antes de aventurarse en el paso a nivel» imprudencia tatito más 
grav'e cuanto que, siendo sordo, no debió confiarse a ese sólo 



028 



FAU/lS DK t.A CORTE SUPREMA 



sentido. Invoca por t-IJo la doctrina emergente del articulo un 
.leí Código Civil. 

En cuanto a los perjuicio*, ¡llegados los desconoce y recha- 
za, además de reputarlos excesivos. Aduce, además, que la ac- 
ción está prese ripia por haber sitio iniciada en este tribunal, at 
año y ocho meses de producido el hecho. Al respecto expresa 
fpie la víspera de cumplirse el año, o sea. el 14 de Abril de 
t9l§i hoy actora se presentó ante el Juzgado de l*az de Juá- 
rez demandando a la empresa y une habiéndose declarado in- 
competente el Juez de Paz, recién el 16 de Abril, o sea, un día 
después de cumplirse el año, la demandante pidió se notificara 
a la empresa su presentación, cuya notificación se hizo al Jefe 
de !a estación Juárez, que no es el representante legal de la com- 
l>añia, no teniendo tampoco ésta allí su domicilio. Fundamenta 
su excc|)ción de prescripción en e] artículo 4037 del Código 
Civil. 

3. " Abierta la causa a prueba se produjo por uno y otro 
litigante la que expresa el certificado puesto por el actuario a 
fojas if\J vttelta. y agregado, sin acumularse el sumario de 
naturaleza criminal instruido a consecuencia del accidente ferro- 
viario, y practicada por e! infrascripto una ins|ieec¡ón ocular 
sobre el teatro del suceso, de cuyos resultados instruye el acta 
de fojas |68, actor y demandado, alegaron sobre el mérilo de 
las proba nns a fojas 171 y 180, respectivamente. 

4. " Ratificado a fojas 1H8 por el Defensor de Incapaces 
lodo lo actuado, a lindo de la intervención ineludible dispuesta 
por el articulo 41)4 del Código Civil se llamó autos para defini- 
tiva a fojas 189. 

Y Considerando; 



1." U uc este juzgado es el competente para entender eu la 
lilis por derivarse la acción de obligaciones impuestas en la lev 
general de fcm>earriles número 2S73. y que debían de cuín- 
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plir-e en jurisdicción territorial de este jugado (artículo 100 
de la Constitución Nacional, v articulo 2.". inciso 1." de la ley 
«toe™ 48). 

2, " Que la excepción de prescripción opuesta a la demanda 
nu puede prosperar, toda vez que según el mismo exccpcionanle 
lo reconoce la acción de indemnización había sido ya entablada 
|K>r la hoy actora antes de cumplirse el término establecido por 
el articulo 4037 del Código Civil, L,a circunstancia de que esa 
acción se entablara ante él Juez de Paz de Juárez, no es óbice 
para la conclusión arriba apuntada, ya que según el articulo 
3<>8í> del mismo Código, la prescripción se interrumpe por de- 
manda contra quien se beneficia de aquélla aunque esa deman- 
da sea nula por defecto de forma o porque el actor haya care- 
cido de capacidad legal para presentarse en juicio o aunque se 
interponga ante juez incompetente. 

Tamjtoco es óbice en el mismo sentido la falta de capacidad 
legal del jefe de la estación Juárez para representar a la empresa 
demandada, ni el hecho de que ¡a notificación se le hiciese recién 
después de cumplido el año del accidente, pues que siendo ta 
prescripción lilteratoria una exccj>ción fundada en la presunta 
intención de la renuncia de sus derechos por la parte del acree- 
dor, esa ¡►resunción está destruida en el caso por la manifesta- 
ción expresa de voluntad en pro del ejercicio de sus derechos 
formulada por la actora antes de transcurrido el término legal 
de la prescripción, siquiera esa manifestación de voluntad sea 
fehaciente aunque presentada a juez incompetente. 

3. " Que derivándose la acción de un accidente ferroviario 
el demandante ha debido probar haber sido la causa de aquél el 
incumplimiento — por parte de la empresa o de sus empleados — 
de alguna disijosición legal o reglamentaria, pues que, tratando 
de aquella materia la Kxcma. Cámara Federal de La Plata ha 
sentado la jurisprudencia de eme la imprudencia, negligencia o 
inobservancia de los reglamentos no se presumen ( véase causa 
contra Pedro Mandolín i y otros). 
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Entretanto, las dos alegaciones fundamentales hedías al 
respecto por el actor están desautorizadas por las constancias 
de autos: en el paso a nivel donde murrio el accidente, la línea 
férrea se encuentra en las condicionen dispuestas por el ar- 
ticulo 5.'*, inciso 8.", de la ley general de ferrocarriles y lejos 
de haberse acreditado que el maquinista omitió dar la señal que 
prescribe el articulo 87, inciso i." del decreto reglamentario, no 
sólo hay testigos de que cumplió con esa obligación, sino que 
hasta los presentados por la parte achira, con una única excep- 
ción, — se limitan a decir que ellos no oyeron silliato. — falta 
de percepción ésta que tanto puede provenir de ¡a omisión del 
silbato, como de la circunstancia del fuerte viento reinante en 
dirección contraria a la marcha del convoy, según los mismos 
testigos lo reconocen y Ja expresa también el actor. Ello sin con- 
tar con que el propio hijo de la victima, mozo de veinte años, 
tiene declarado a fojas 4 vuelta, del srmario policial, agregado 
]ior cuerda floja, que su padre era casi completamente sordo. 

Todos los testigos están contestes en reconocer — contra lo 
afirmado en la demanda — que en el paso a nivel habla aguar- 
da-ganado, i igual constatación ha liedlo de visu el infrascripto, 
haciéndolo asi consignar en el acta de fojas 168. En consecuen- 
cia la obligación impuesta a las empresas ferroviarias por el 
artículo 5,", inciso 8." de la ley número 2873. estaba cumplida 
en c! caso, porque esa disjxisición legal plantea una disyuntiva: 
"establecer ha rieras o gualda -ganado", disyuntiva que responde 
a las distintas necesidades circunstanciales explicadas en el ale- 
gado de fojas 180. 

* 

l*or lo demás, la mayoría de los testigos presentados por la 
parte adora reconocen que la indicación contenida en e] croquis 
a fojas ,í,i acerca de la dirección seguida por el carruaje arro- 
llado, es inversa á la que realmente llevó, pues que el señor 
Arias iba «le Juárez a Laprida. Por consiguiente, la arboleda 
marcada en ese croquis en ningún momento ha podido ser obs- 
táculo a la visual que la victima debía dirigir a la vía férrea. 
Y en cuanto al desmonte señalado en el costado izquierdo de la 
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via su desnivel con el ifcl camino público no e.s tan grande como 
[>;tra impedir la vista del tren. 

4." Que. por consiguiente, debiendo atribuirse el accidente 
ferroviario a la falta de previsión de don Jacinto Arias, que se 
aventuró a cruzar el paso a nivel sin cerciorarse de vi su de que 
tto se aproximaba ningún tren o locomotora, el caso está regido 
por el articulo un del Código Civil, según el cual el hecho 
qué 110 causé. daño a la persona míe lo sufre, -¡no por un;: falta 
imputable a ella, no importé responsabilidad alguna, 

Por estos fundamentos y concordantes del alegato de fojas 
180. fallo rechazando la demanda formulada a fajas 3, con cos- 
tas a la parte actora (articulo 241, Código de Procedimientos 
Supletorio!. Xotifkpicse con el original, regístrese y en opor- 
tunidad archívese, previa reposición del sellado. — B. J. Ma- 
renco. 



SliM KNCIA Olí 1„\ CÁMAkA KKDKKAL PK A FUI. ACIÓN 

Li PUla, Julio 20 dt 

Vistos: 

Por sus fundamentos y no habiéndose probado que la Di- 
rección General de Ferrocarriles baya impuesto a la empresa 
la obligación de colocar barreras en el paso a nivel de autos, se 
confirma la sentencia en lo principal, y se la modifica en cuanto 
a las costas (pie se pagarán en el orden causado, en atención a 
la naturaleza del asunto y la causa qu« lo ha motivado. De- 
vuélvase. — Aiitonio L. Mane tiara. — R. Guido Lavalk, — 
José M\rcó. 
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HALLO DE LA CORTE SUPKEMA 

Iumoi Aír«t, Dicicmbrt M d* l«3 

Vistos y Considerando: 

Que la acción (Je indemnización que se ejercita en el pre- 
sente juicio -c ha fundado principalmente en la falta de insta- 
lación de barreras en el paso a nivel en que ocurrió el acci- 
dente, o sea. en el incumplimiento de la obligación impuesta a 
las empresas ferroviarias por el artículo 5*. inciso 8. fl , de la ley 
número 2873 de colocar barreras o guarda -ganados en los sitios 
en que ta- lineas férreas atraviesan calles o caminos públicos. 

Que la sentencia recurrida al hacer suyo los fundamentos 
de la de primera instancia establece que en el mencionado paso 
a nivel la empresa demandada no ha colocado barreras, pero 
que la ausencia de dichos aparatos de seguridad no importa una 
infracción al mencionado precepto ele la ley 2873, desde que no 
se ha demostrado que la Dirección General de Ferrocarriles 
haya impuesto a la empresa la obligación de colocarlas. 

Que las conclusiones de la sentencia apelada son ¡nconsi- 
fiables con la inteligencia que esta Corte ha dado insistente- 
mente a la ley invocada por el recurrente, pues el tribunal a quo 
hace depender la obligación de instalar las barreras de seguri- 
dad ile la orden respectiva emanada de la Dirección General de 
Ferrocarriles, en tanto que reiteradas decisiones del tribunal 
han dejado establecida la obligación categórica de instalarlas 
y que su falta importa negligencia culpable aún en los casos en 
que la autor i fiad administrativa no haya exigido el cumplimien- 
to de la obligación expresada (Fallos: tomo 138, página 365 
y lo* alli citados). 

Que esta obligación era tanto más imperiosa en el caso, 
cuanto que el jaso a nivel de que se trata se encuentra en el 
camifto general entre Juárez y l^aprida, el cual constituye la 
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principal artería de comunicación entre esos distritos de la 
Provincia de Buenos Aires, y. por consiguiente, e* muy transi- 
tado. (Informe de fojas 30). 

En su mérito y atento lo dispuesto en el artículo 16 de la 
ley número 48, se revoca la sentencia apelada de fojas 237, de- 
volviéndose, en consecuencia, estos autos para que de acuerdo 
con la» precedentes conclusiones sea nuevamente juzgada la 
cansa. 

A, Bermejo — Nicanor G. del 
Solar. — J. Fi güero a Al-, 
corta. — Ramón Méndez. 



Don Nicolás Umttw contra do» Héctor Delhpiane y otro, sobre. 

consignación. 

Sumario. No es contrario a la Constitución Nacional el ar- 
ticulo 1." de la ley número 11.157 aplicado al caso de una 
locación regida por un simple convenio verbal sin término 
definido. {Véase los sumarios de los Fallos, tomo 136, pá- 
gina 161, y tomo 138, página 122). 

C«c: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL SEÑOR JUEZ EN LO CIVIL, 

Buenos Airee. Pebre re 7 de l(C3 

Y Vistos: 

Estos autos de los que resulta: Que a fojas 2 se presenta 
don Nicolás Urrutia entablando demanda contra los señores 
Héctor Detlepiane y José fie Marzi, fundado en el ilereclio que 

t 
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le acuerda la ley número 11.157, > ■ además, en los siguientes 
hechos; Kn Enero de 1920 la finca ocupada por el actor estaba 
arrendada n don línrique Firnkorn. quien paga lia un alquiler 
de 300 pesos moneda nacional. Debiendo satisfacer por adelan- 
tado el alquiler y negándole los locadores a aceptarlo y a res- 
petar tas prescripciones de la ley mencionada, ha depositado el 
peticionante, en e! Canco de la Nación Argentina, a la orden 
del Juzgado, el alquiler correspondiente al mes de Octubre de 
192*, Termina pidiendo se condene a los demandados a no co- 
l.rar un alquiler mayor de 300 pesos moneda nacional durante 
el plazo estatuido por la lev 1 1.157, en Sil articulo 1", y se de- 
ntaren válidas las consignaciones efectuadas, con costas. 

Coi ritió a fojas 3 traslado de ¡a demanda, lo evacúan a 
fu jas 7 los señores Héctor Dellcpianc y José de Mam. solici- 
tando se recluiré la demanda, con costas. Respecto de los hechos, 
manifiestan que son exactos; pero sostienen la inconstitucíona- 
lídad de la ley número 11.157, parque repugna a las garantías 
del artículo [4 ile la Constii ución Nacional. 

Declarada a fojas 14 vuelta la cuestión de puro derecho, 
>e corrió un niirvo traslado por su orden a las partes que fué 
evacuado a fojas 15 por la parte actora; habiéndose dado por 
fleca i do a la parte demandada el derecho de hacerlo, a fojas 20. 
y se llamó antOS para sentencia, 

Y Considerando: 

Que en el caso de autos se trata de una locación sin con- 
trato la que se rige en oíanlo a mi término por la disposición 
pertinente de la ley 11.156. y en cuanto a su precio |>or el esta- 
blecido por la ley 11.157. *J ut -' al pretender el acior pagar el pre- 
cio de alquiler que le autoriza la ley 11.157. los locadores se 
han negarlo a aceptarlo, hecho admitirlo como exacto por los 
demandado- a fojas 7. 

Que la defensa alegada por éstos es la iticonstitnciona- 
lidad de la ley y por ende su i na pl ¡calididad al caso sttb judicc. 
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fjue existiendo al rispe;. ti > una sentencia de la Suprema Corte 
tle Justicia de la Nación, decía raudo que los principios susten- 
tados por la lev 11.157. no csl ^ n 1,11 pugna con el articulo 18 
de la Constitución Nacional, cu los caso* que como el stih 
judicc no existe contrato escrito, considera el infrascriptu 
innecesario examinar esta cuestión constitucional desde que 
existe un pronunciamiento definitivo del más alto Tribunal del 
pais. (pte fija normas definitivas para la solución dé ca-os como 
el presente. 

Por estos fundamentos y las constancias de autos, declaro 
válidas las consignaciones, con costas (artículo 700 del Código 
Civil), a cuyo efecto regulo los honorarios del doctor Angel 
Sosa en la suma de 1.000 pesos moneda nacional de curso legal. 
Molifique el empleado Rodríguez Lubary y repónganse las 
fojas. — Martín Abelcnáa. — Ante mí: I-dttardn Hojas. 

ACUERDO DE l<A CÁ.MAKA l." IMv APELACIONES EN l.O CtVlL 

En Huenos Aires. Capital de la República Argentina, a 
seis de Junio de mil novecientos veintitrés, reunidos los señores 
Vocales de la Cámara 1." de Apelaciones en lo Civil en su Salí* 
de Acuerdo», |>aia conocer del recurso interpuesto en los autos 
caratulados "Urmtia Nicolás contra Dcllepiane y otro", sobre 
consignación, respecto ele la sentencia corriente a fojas 52, el 
tribunal estableció la siguiente cuestión : 

¿Ks arreglada a derecho la sentencia apelada de fojas 52? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía tener 
tugar en el orden siguiente: señores Vocales, doctores Colmo, 
Repetto, Pera. Juárez Ce Imán y de la Torre. 

Acerca de la cuestión planteada, el señor Vocal, doctor 
Colmo, dijo: 

No hay controversia en cuanto a los hechos (demanda y 
contestación de fojas 2 y 7); el actor, locatario de los deman- 
dados, consigna el alquiler mensual que pagaba c! anterior in- 
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quilíito en ig^o; no media contrato escrito ni plazo fijado, Todo 
csirtlia. entonce-, como se dice al contentarse la demanda, en un 
punto tle inero derecho: la consignación procede si la ley 11,157, 
en cuya virtud se efectúa la consignación, es constitucional, 
cbino intuía el demandante; debe ser rechazada si es inconsti- 
tucional, según alega con erudición e insistencia el demandado. 

N'ada de nuevo lie hallado en los argumentos de las dos 
partes, que. fuera de alguna cita de autores, se reducen a liara- 
jar lo que res|tcetivaincntc conviene a sus puntos de mira de 
los dos fallos que nuestra Suprema Corte lia dictado al res- 
pecto, y en uno de los cuales, el primero, el alto Tribunal de- 
claró la constitucionalidad para los casos de locación sin con- 
trató escrito, al paso que en el segundo decidió lo contrario 
para los supuestos de mediar contrato escrito. 

Por eso me limito a referirme a lo que ya tengo expuesto 
en casos análogos, particularmente en el de Wat son contra Cen- 
turión ; la ley es, en lo aqui pertinente, perfectamente, plena- 
mente constitucional. IV ahí que la consignación de autos re- 
bulle llanamente legal. 

Consecuencia: la decisión recurrid;) dclw ser confirmada en 
lo principal. 

Ya no digo lo mismo ni punto a cristas, impuestas a los 
demandados. 

Sostengo ál respecto mi criterio: media una ley nueva, de 
interpretaciones encontradas, que. por lo mismo, sujxine por 
sobre todo apreciaciones jurídicas y controversias explicables. 
Y es de elemental sentido que en plintos de derecho no calíe. en 
principio, ni mala fe ni nada que autorice la imposición de cos- 
tas, que, en nuestro derecho, siempre implican, ya como indem- 
nización. >a como penalidad civil, imputabilidad culpable o 
«lo losa. 

Nada arguye la circunstancia de que la Suprema Corte se 
haya pronunciado en aquel fallo. L'na decisión jurisprudencial 
no es derecho estable ni general, sea cuál fuere la autoridad 
moral de] mismo, y que en el caso cuadra hacer resallar, no es 
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menos verdad que sólo es derecho firme para el juicio resuelto, 
Tanto es ello asi que el mismo Tribunal jxMlría \olvcr sobre sus 
pasos, anle motivo* y razones atendibles, para cambiar su orien- 
tación. 

I\n otras palabras, los fallos judiciales están sujetos a una 
permanente eventual revisión. De ahi lo inmediato del derecho 
de los litigantes para controvertirlos, cuando, como en el su- 
puesto de autos, se lo hace con altura intelectual. 

No concilio, pues, las cosas, en situaciones así, en contra 
de ninguna de las partes. 

Efe ahí mi conclusión: deben ellas correr por su orden en 
ambas instancias. 

El íeñor Vocal, doctor Repetto, dijo ; 

Después del fallo de la Suprema Corte Nacional que admi- 
tió la constitucionalidad de la ley número n.157» cuando no 
media contrato escrito y por ende derechos adquiridos por el 
locador, la solución de este juicio no puede ser otra que la 
establecida en la sentencia de 1." instancia. Así lo declaró, por 
otra parte, este mismo Tribunal, en el juicio Wat son contra 
Centurión, fallado el r." de Diciembre de 1922. 

Creo, pues, como el señor Vocat preopinante, que la sen- 
tencia debe con f i miarse en lo principal. 

En cuanto a las costas, como lo tiene resuelto el Tribunal, 
en múltiples casos, corresponde declararlas por SU orden, con- 
forme lo sostiene el señor Vocal, doctor Colmo. 

Los señores Vocales, doctores Pera. Juárez Celman y cíe 
la Torre, por análogas razones a las expuestas por los señores 
Vocales, doctores Colmo y Re|ieUo, votaron en igual sentido. 

Con lo que terminó el acto, miedaiido acordada la siguiente 
sentencia. — Repetto, — Pera. — De la Torre. — Juárez Col- 
man. — Colmo. — Ante mí: Jorge Pigucroa .Ifcorta. 

Ks copia fiel del acuerdo original que, redactado |>or mi, 
existe en el libro respectiui. — Jorye Fitjucroa Alearla. 
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Bueno» Aíth, Junto 6 de lfttt 

Y Vistos: 

l»or Lti que resulta de la votación de que instruye el acuer- 
do precedente, se confirma en !o principal la sentencia recu- 
rrí «la y se la reforma en punto a cortas, que serán satisfechas 
por su orden en las dos instancias. Dcv., repónganse las fojas. 
— Huberto Repetía, — Julián V. Pera. — Jorge de la Torre. — 
Tomás Juárez Celmtut. — A. Colmo, — Ante mi: Jorge Fiyue- 
roa Alcor ta. 
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Bátaos Air», Diciembre 2C d« l«B 

Y Vistos, Considerando: 

(J¡u* el caso de autos guarda completa identidad con el re- 
suelto iMir esta Corte en Abril 28 de 1032. en la demanda pro- 
movida por don Agustín Kreolano contra doña Julieta Lantén 
ríe Ucnsliaw. sobro consignación de alquileres, en el que se esta- 
bleció que no es contrario a la Constitución él artículo 1* de la 
ley 1 1.157 aplicado al caso dé una locación regida |>or un sim- 
ple convenio verbal sin término de finido í Fallos: lomo 136, 
¡xágina 

yue la -emenda recurrida interpreta y aplica debidamente 
en el suh judke la doctrina y la< conclusiones de la precitada 
jurisprudencia, reiterada por este Tribuna] en diversos casos 
análogos 1 Fallos: tomo ijS. página 12J; considerando 4.", pá- 
gina 128 entre otros >. 

En mi mérito y por los fundamentos de los fallo- de refe- 
rencia, que es innecesario reproducir \n extenso en la presente 
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causa, se con firma la sentencia apelada en cuanto lia si (jo ma- 
teria dd recurso extraordinario interpuesto. Xotifiquese. re- 
póngasíe él papel y devuélvanse. 

J. Figui-koa Alcorta. - Hora- 
cio R. Larreta. — p, Ol\e- 
ciiea v Ai, corta. — Tris- 
tán M. Avellaneda. — A. 
Bermejo: Kn disidencia. 



Ampliación de fnttdtnnctitos de ios conjttctvs doctores Ohechrn 

y Alearía y Avellaneda. 

Y Considerando: 

Que irisándose de la aplicación de prescripciones de la 
carta fundam ental de la Nación (pie es la le.v kgum la- primera 
qire deben aplicar los jueces, corresponde, desde luego, contem- 
plar las situaciones distintas un que debe hacerse aquel la apli- 
cación : sit unciones regulares, accidentales y transitorias o de 
v " ms. que se producen debido a la actuación de factores exter- 
nos c inipre vistos, que ejercen, sin embargo, una poderosa in- 
fluencia en el medio -ocia! y económico ambiente y que traen 
como consecuencia la sanción de leyes que se denominan de 
cmerjíeiicK! p:ira distinguirlas de las ordinarias: Que, además, 
no puede perderse de vista que en ]>aíses como la Argentina en 
pleno desenvolvimiento, en forma que puede llamarse vertigi- 
nosa porque su desarrollo excede a todo cálculo y previsión, 
se comprende que se produzcan situaciones que no han podido 
preverse ni por los constituyentes, ni por los legisladores, situa- 
ciones tales que plantean problemas graves y de urgente e inme- 
diata só%ctón como ha ocurrido con la cuestión de la habita- 
ción; esa situación puede aseverarse sin peügro de incurrir en 
exageración, ha sido engendrada por las complicaciones econó- 
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micas que trajo consigo h conflagración euro|*ca. que tuvo, -in 
iluda, influencia refleja, sobre todas p la mayor parte de las 
naciones dadas las vinculaciones comerciales <jiic ligaban a las 
naciones beligerantes con la República Argentina y otras nacio- 
nes ; Que fué. de»de luego, una consecuencia inmediata de esa 
conflagración, la suspensión de la edificación originada jtor la 
crisis inte se produjo y el encarecimiento de la vivienda ; Que se 
cre í a?í una situación tan complicada y ocasionada a desastres 
que obligó a los jMxlere^ públicos de la Nación a dictar leyes de 
emergencia como la 1 1.157 en tela de discusión, y que respon- 
dían a la satisfacción de necesidades inmediata- y de imprescin- 
dible atención: Que en casos tales no es dable, por regla gene- 
ra!, a los poderes públicos proceder con el criterio del más abso- 
luto rigorismo, en la aplicación de los principios fundamentales 
de nuestro gobierno, en cuanto a la mayor amplitud y eficacia 
de todos y cada uno de los derecbos consagrados en nuestra 
tarta fundamental : pues asi se explica que mu- -tro país coinn 
otros, ha tenido que dictar la ley 1 1.157, que se taclia de incons- 
titucional I*>r conceptuarla repugnante a las disposiciones de los 
artículos 14. 17 y 28 de ¡a Constitución Nacional : Que para 
pronunciarse sobre e-te punto, corresponde examinar: si las 
limitíii-toiu's que e^a ley impone a! ejercicio del derecho de pro- 
pirdad hacen ilu-oria ?>u inviolabilidad consagrada por el ar- 
ticulo t- de la C N.. o >i son. por el contrario, limitaciones 
tales que no comprometen su existencia misma, y si sólo ponen 
una valla jara evitar el abuso de los propietarios que hubiera 
producido un monopolio virtual con tudas sus consecuencias, 
creando -.ituacioue- que han debido preocupar a lo- ] aderes pú- 
blicos y ocasionar ta sanción de las medidas transitorias como 
la de que se trata; Que siendo exacto que los derechos recono- 
Ctdos p>r el arti.uki 14 de ía C. N.. deben ejercer-e con arreglo 
a lai leye> que reglamenten su ejercicio, el poder legislativo en 
USO de e-a atribución ha dictado la ley que se discute que ini]Ki- 
ue un limite accidental y transitorio al más amplio ejercicio del 
derecho ile propiedad, sin comprometer en manera alguna su 
existencia misma : Que es verdad que al reglamentar la Consti- 
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ilición delic tenerse siempre muy presente que la reglamenta- 
ción no del* comprometer el principio mi-tno que se trata de 
reglamentar; no lo es menos, que en el caso sub jndice no suce- 
de asi, es flecir. no se crea una limitación al principio (le la invio- 
labilidad de la propiedad, que haga desaparecer esa garantía 
constitucional desde que el propietario conserva lodo su domi- 
nio sobre -u propiedad con la única limitación del precio dH 
alquiler por un término transitorio y pasajero; <Jue asi con; i 
esta limitación, existen las creadas por el mismo Código Civil 
al dominio, sin que se hagan desaparecer la preciosa garantia 
de la inviolabilidad ; el régimen sucesorio vigente en nuestro 
país, importa también una verdadera limitación impuesta al 
autor de la sucesión sin que se haya discutido su constituciona- 
lidad, por cuanto esas limitaciones se han creado inspirándose 
en el interés colectivo, según el criterio fie los poderes públicos 
quC las establecieron; Que no debe perderse de vista, según lo 
establece nuestro Código Civil en su articulo 5.': no hay dere- 
chos irr(i*>cahlementc adquiridos contra una ley de orden pú- 
blico como debe estimarse la 1 1 . f 57 i Que. por otra parte, es 
muy de tenerse en cuenta, como en diversos casos, las leyes 
mismas fijan procedimientos especiales, que importan verda- 
deras lim ilaciones a la libre convención de las partes como su- 
cede, por ejemplo, en los casos de lo* aforos a los efectos del 
pago de impuesto-, sujetos a tarifas que se fijan previamente 
¡jor íeyes de comediones para servicios públicos; (Jue. asimis- 
mo, existe el procedimiento fijado por la ley de la materia tra- 
tándose de las expropiaciones, para la fijación del precio de las 
cosas expropiadas y no del» perderse de vista que la expropia- 
ción apareja una verdadera ¡imitación a la inviolabilidad del 
derecho de propiedad impuesta, como todas las demás limitacio- 
nes, en un 1 ubre del interés público, según el criterio del legis- 
lador, (pie no puede rever el Poder Judicial. \n>r regla general, 
¡afro los casos de exección fie singular gravedad en i|ue se 
perciba prínui facie una flagrante; violación de las garantías 
o.n-titiK-iMiiak- : <Jnc además, debe tenerse en vista que !os 
Tribunales pueden y debe proceder strkti pmi, cuando se trata 
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de solucionar cuestiones que se producen en situaciones nor- 
males y regulares : peni, cuándo como en el caso sttb judíce se 
trata de la aplicación ele leyes de emergencia de carácter tran- 
sitorio y c.vicpciouui, ocasionadas por situaciones íttí tjencris, 
como la que existia cuando se dictó la ley en difusión, y <|iie 
aún existe, en casos tales, por regla general, deben resolverse 
ex íif tjuo ct hotto, es decir, con criterio de equidad más que de 
estricto derecho; |w»r lo mismo que se trata de la solución de 
problemas económicos y sociales que plantean las situaciones 
eventuales surgidas de causas externas de carácter universal 
puede decirse de*de que lian afectado al mundo civilizado ente* 
n>: One la Constitución de la Nación al establecer que: "Todos 
los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos 
conformé a fas leyes (pie reglamenten su ejercicio, a saber: de 
usar y di-poner de su propiedad,..", no ha de entenderse ese 
derecho en un sentido literal y absoluto, de manera que des- 
truya los poderes necesarios del listado, o impida su eficaz ejer- 
cicio de intervención a que ta misma Constitución le obliga al 
darle la facultad de dictar leyes reglamentarias ion objeto de 
proveer al bien común, tajes leyes n*> son repugnantes a su 
espíritu, como no lo es la <|Uc reglamenta et precio de la loca- 
ción de la vivienda considerada de interés público, y en la que 
m> se nota un exceso evidente de autoridad legislativa que la 
anule o pueda servir de base a una posible revisión, 

Kn los fallos de esta Corte, tomo 130, página 180. de Abril 
de U)22, y 21 de Ago-to del mismo año. los fundamentos en 
virtud de los cuales declara que el articulo I.° de la ley 11157 
es compatible con el derecho de usar y disponer de la propie- 
dad, en las convenciones verbales, sin término, sobre arriendo 
de viviendas, contempla en sus diversos aspectos el caso some- 
tido 11 decisión. Nada nuevo se agrega en el .mb jutüce capaz de 
modificar las conclusiones de equidad a que llegó esta Corte ai 
considerar la situación creada por ¡a éstaseí de viviendas que 
dio origen a la alza del precio de los alquileres por los propie- 
tarios en un grado ya de opresión que* excedió los limites de una 
razonable tolerancia. Cuando una perturbación de esta natura- 
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leza compromete el bienestar común, encareciendo los medios 
más indi-pensables para el sostén de la vida, ya se trate de obje- 
tos de vestir, de alimentos, y con mayor razón de la vñienda, 
no es dudosa la facultad constitucional del Congreso para san- 
cionar leyes reglamentarias que devuelvan a la población su 
tranquilidad comprometida por el encarecimiento de las cosas 
(latinadas a proveer necesidades de interés colectivo. Un el 
caso ocurrente, la ley U.157 feSÉNlí «* una medida de emer- 
gencia, que el precio del arriendo de ía vivienda quede librado 
a la voluntad arbitraria y unilateral del propietario, fijando el 
qtíe tenían las casas el l." de Enero de toso, durante un lérmt- 
no transitorio, c ou cuya medida no vulnera el derecho del pro- 
pietario de usar y disponer de su propiedad, tampoco es una 
confiscación, como lo ha juzgado esta Corte en el recordado 
fallo Kroolano Agustín v. Julieta Lanteri de Rensliaw. tomo 
136, página 180. 

No existe el temor que manifiesta el recurrente de que la 
aplicabilidad de la expresada ley sea su consecuencia la 'para- 
lización parcial o total de la edificación de casas de renta . si 
como es público v notorio, desde que la ley está en v.gcncia el 
aumento de la edificación es considerable: pero este tampoco 
seria un argumento atendible capaz de detener y anular la facul- 
tad legislativa, ni causal suficiente para declarar la mconstitu- 
cionalidad de la lev i>or cuanto ya no se disputa que todos los 
derechos que emanan de los contratos están sujetos a los regla- 
mentos de listado, como lo está toda propiedad, según Coolcv. 

Fn la abierta contradicción de intereses entre propietaria 
con ca^a para renta y los inquilinos, la ley económica de la 
oferta v la demanda reguladora del precio de locación, puede 
en ciertas circunstancias quedar anuida, en cuyo caso se pro- 
duce la carestía v el desenfreno de la especulación con caracte- 
res de grave |>e"rtiirhación para !a |>oblación, la ley interviene 
entonces no para impedir al propietario el derecho sagrado de 
usar y disponer de su propiedad, ni constituir un pmnlegio en 
favor de 1»> inquilinos, sino ^rn reglamentar las relaciones de 
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derecho que se establecen entre locador y locatario cu cuanto al 
preélü <Ie la locación con objeto dé proveer al servicio recla- 
mado tic casas para habitación. "Ya no se considera discutible 
el poder del Kstado para ejercer eficaz contralor sobre los pre- 
cios de aquéllos servicios que interesan en alto grado a la socie- 
dad y que por su naturaleza o por las condiciones en que se 
prestan con M huyen necesariamente negocios monopolizados", 
lia establecido esta Corte en el fallo recordado. 

¡Solo que este jioder, al juzgarlo en su extensión, se justi- 
fica |>or extremas exigencias de leves defensivas contra los 
excesos de monopolios reales o virtuales ejercidos sobre cosas 
esenciales para la vida que constituyen verdaderos servicios pú- 
blicos obligatorios para el Kstado en cuanto debe atenderlos 
como función social en virtud de la existencia de una obligación 
de orden jurídico impuesta a bis gobernantes de asegurar sin 
interrupción el cumplimiento de cierta actividad, no ya para 
mantener la defensa, el orden y la tranquilidad, sino que obe- 
deciendo a las transformaciones del derecho público, interviene 
en numerosos servicios reclamados por los goliernados. necesa- 
rios para el bienestar común. Entre esos servicio- se encuentra 
comprendida la vivienda. 

Xo puede negarse sea este un elemento esencial pata la 
vida y que el crecimiento económico e industrial la encarece que- 
dando expuesta a las combinaciones frecuentes de !a esjxxula- 
cióti y a todos tos artificios de monopolios que producen el alza 
del precio de! alquiler sin control, obedeciendo única y exclusi- 
vamente a la voluntad de los propietarios una vez creado aquel 
estadOí p de las empresas constituidas para su explotación. 

La facultad del Congreso para intervenir en esos casos no 
e-tá fuera de sus atribuciones constitucionales por cuanto toda 
propiedad, lo mismo (pie todos los derechos, dentro de la juris- 
dicción de un Estado, como lo sostiene Coolev, están sujetos a 
I"- reglamentos y restricciones de un poder de policía, exepto 
cuando han sido eximidos de ellos por disquisiciones expresas e 
itnpikitas de la Constitución Federal, comprendiendo en este 
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|K>íicr la facultad de prc>cibir el modo y la manera en que cada 
uno debe usar y gozar de lo que es suyo, stn impedir el uso y el 
goce correspondiente de lo propio a los demás. El articulo i." de 
la ley 1 1.157 provee u una necesidad apremiante de orden social ; 
Que es necesario, más que necesario, indispensable, tener muy 
presente al pronunciarse sobre el caso jttib judice t que si el Po- 
der Legislativo tiene la facultad de dictar leyes de expropia- 
ción con el más amplio criterio legal, según se ba establecido en 
luminosas discusiones suscitadas con motivo de ta ley que auto- 
rizó la apertura de las avenidas diagonales ; ley en cu/a virtud, 
en nombre del interés público, se priva a tos propietarios, no 
sólo de la zona indispensable para la apertura de las avenidas, 
sino también de los sobrantes de uno y otro lado; con tnnla más 
razón lia podido el mismo |*jder legislativo, en situaciones sin- 
gularmente complicadas, dictar leyes como la 11.157. P or cuanto 
quien puede lo más puede lo menos; pero se dice, que la Cons- 
titución autoriza la expropiación previa indemnización. Esta 
sólo se bace efectiva previo los trámites de la ley de ta materia, 
y en realidad de verdad, los propietarios sólo reciben el precio 
fijado por los jueces a sus propiedades, una vez terminado el 
juicio respectivo en todas sus instancias ; Que siendo esto asi, 
no hay razón para poner en tela de juicio la facultad con que el 
Poder Legislativo dicta leyes como la que se discute, desde qué 
no te es dado, prescindir de contemplar y procurar resolver los 
graves problemas que pueden comprometer el mismo orden pú- 
blico y el bienestar general del país que está obligado a garan- 
tizar a la sociedad toda; Que, por tanto, no existiendo dentro 
de nuestro régimen institucional derechos absolutos desde que 
iodos están sujetos en su ejercicio a las leyes (pie !o reglamen- 
ten (artículo 14 de la C, N.) ( ta ley 11.157 ha podido y debido 
ser dictada respondiendo a la satisfacción de una necesidad 
«cutida y apremiante; Que tratándose det ejercicio de la facul- 
tad más delicada y trascendental que tiene el Poder Judicial 
que lo coloca en cierto modo en un rol prominente respecto de 
los otros ¡K)dcres públicos del listado, cuando debe pronunciarse 
sobre la constilucionalidad o inconstitucional i dad de las leyes, 
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es lilUy digna de Sér tenida ni cuenta la opinión que a esle res- 
pecto tenia el eminente juez John Marshall, cuando decía : "La 
cuestión de que una ley sea nula, porque viola la Constitución, 
es, en todos los tiempos, una cuestión muy delicada que debe 
ser decidida casi siempre, si no siempre en favor de la ley". 
"La Corte, cuando está llamada gol pu deber a dar su juicio. 
'C a indigna de su posición y n»!vid¡mn las solemnes ohligacio- 
iii ^ue esa posición le impone, si no tuviera presente aquello". 
"No es sobre las lase* de una ligera implicancia ni de vagas 
conjeturas que la legislatura ha ultrapasado sus poderes y que. 
por lo tanto. la ley parlamentaria sea nula". "La oposición entre 
!a Constitución y la ley deltc ser tal. que el Juez tenga ta con- 
vicción clara y fuerte «te ta incongruencia que hay entre ellas. 
(Jue aplicando el éasú sith judicc. opinión tan autorizada como 
la que de i irnos consignada, no encontramos |>or nuestra parte 
esa oposición e incongruencia entre nuestra Constitución Na- 
cional y la ley número 11.157. para motivar la declaración de la 
invalidez de está última |*»r ser repugnante a la primera ; Que 
exponiendo en substancia la argumentación aducida por csía 
Suprema Corte en su fallo de 28 de Abril de 1922, que concep- 
tuamos de riguro-a aplicación al caso stih jttdicé, dijo el Tribu- 
nal : Que la reglamentación transitoria del precio de la locación 
estaba en principio justificada por el intenso interés publico 
que hahian llegado a revestir la locación de habitaciones y por 
el monojfoüo Orinal que ejercían los propietarios; Que no se 
había demostrado (como ocurre en el caso presente) que el 
límite del precio establecido por la ley, no fuera razonable con 
relación al valor locativo del inmueble en condicione- normales : 
\. finalmente, que la reglamentación del alquiler podía apu- 
rarse a los arrendamientos vigentes que no tuvieran un término 
de duración prefijado, sin vulnerarse |*>r ello la gara ut i a de la 
inviolabilidad de la propiedad, desde que tales contratos no eran 
de cumplimiento exigible en et futuro, no habían incorporado al 
patrimonio del locador, derecho alguno que pudiera resultar 
perjudicado jpOr la aplicación de la nueva ley: Que, por fin. 
encontramos ]>ertinente las consideraciones que ha formulado 
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la parte actora ^ol>re la diferencia existente entre los casos en 
que existe contrato escrito sobre la locación y aquellos en qui- 
no existe; no siendo, por tanto, tina simple sutileza su diferen- 
ciación para los efectos de ¡a aplicación de la ley 11.157. 

Por estos fundamentos y concordante- del fallo de la Su- 
prema Corte, fecha 28 de Abril de 1922, tomo 136, página 180 
y los de la sentencia aislada de la Cámara Civil, fojas 79. se 
confirma ésta en todas sus partes. 

P. Qi.akciika v Alcor ta. — Tris- 
tAn M.- Avm-LAxi:n \. 



Disidencia 

Y Vistos: 

Por los fundamentos de mi voto en la eau?a que se cita 
( Fallos: tomo 130, página 180, y tomo 137. página '7>- 

Y Considerando, además: 

Que el locatario don Nicolás Urrutia inicia su demanda dé 
consignación manifestando que en Septiembre de 1921 se hizo 
cargo de la casa 25 de Mayo número 134. "mediante el precio 
de locación de $ 800 mensuales", y que en Octubre 13 se aco- 
gió a la ley 1 1.157 y consignó el alquiler de 300 pesos qne i ra el 
que devengaba la casa en Enero de 1920. 

Que si ese era el contrato lihremente celebrado ]*>r las par- 
tes, ningún poder extraño podia alterarlo, sino únicamente el 
acuerdo de voluntades de los mismos contratantes. 

Que el respeto* a la palabra empeñada y el fiel cumplimien- 
to de las obligaciones contraída*, ya sea en convenciones escri- 
tas o verbales, es la base del orden moral y económico de la 
sociedad a punto tal que aún en el estado excejxrional de guerra 
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permite estratagemas contra el enemigo, hay una, univer- 
íalmente reprobada, y es la de faltar 3 la palabra empeñada, 

Que toda ley que pretenda fijar arbitrariamente el precio 
de las cosas o del uso de la- mismas, asi entilo el de los servi- 
cios, fuera de los casos de monopolio o de industrias afectadas 
a un scrxicio público, a que se refieren las consideraciones Zi 
a 30 del voto en disidencia citado (tumo 13G, página t8o), es 
liolatoria de las garantías constitucionales consagradas en lo* 
artículos 14. 17 y 28 de la Constitución. 

Que si es innecesario reproducir esos fundamentos, corres- 
ponde hacer constar que en los fallos recientes, del corriente 
año, la alta autoridad de la Suprema Corte de la Unión Ame- 
ricana ha reconocido el alcance transitorio y circunstancial de 
sus decisiones en los denominados Rent Cases Í256 U. S. 135 
y 170), al declarar, por mayoría, en fallo pronunciado el g de 
Abril de 1923 la inconstitucionalidad de la ley del Congreso de 
9 de Septiembre de 1918 sobre salario mínimo en el distrito de 
Columbia, fundándole en que el derecho de contratar sobre los 
propipa intereses es parte de la libertad individual protegida 
ptar la Constitución Federal, \\ posteriormente, en Junio it, al 
decidir, por unanimidad la inconstitucionalidad de una ley del 
Estado de $f antas, de 19,20. haciendo constar por el órgano de 
<u Chief Justice Caft. que esa ley de Kansas, ftrdttstri i Court 
.4rr. en tanto cuanto permite la fijación de salarios en ta f abri- 
rá det recurrente, está en conflicto con la enmienda 14* y la 
priva de su propiedad y libertad de contratar, sin la debida 
forma de juicio, wiíhout duc ftocess af law (U. S. Sup. Court., 
Advance Opinión- 1022-1923. páginas 440 y 756). 

Por ello se declara que el articulo 1." de la ley número 
«i-T 57 es violatorio de los artículos 14. 17 y 28 de la Consti- 
tución y en su consecuencia se revoca la sentencia apelada. Re- 
puesto e! |>apel. devuélvanse. 
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Ferrocarril Central Córdoba cohttra los Ferrocarriles del lista- 
do, por interdicto posesorio: sobre competencia. 

Sumario: Corresjwndc a la justicia nacional el conocimiento 
de una controversia entre dos ferrocarriles nacionales con 
motivo del cruzamiento de sus vías, por tratarse de tm caso 
especialmente regido por la ley nacional número 2873 y 
atento lo dispuesto en el artículo 2/', incido i." de la ley 48. 

Caso: Lo exlican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Córdobi. Aiotto 4 dt 1*3 

Y Vistos. Considerando: 

Que la cuestión traída a esta instancia en virtud de los 
recursos deducidos por la empresa del F. C. C. Córdoba, es un 
incidente del interdicto posesorio por él entablado, pero habien- 
do el representante de la Administración de los Ferrocarriles 
del Estado sostenido la incompetencia de la justicia federal 
para entender en el juicio y siendo, por otra parte, un deber de 
los jueces apartarse aún de oficio del conocimiento de las cau- 
sas que no estén llamados por la ley a resolver, corresponde 
tratar en primer término esta cuestión ya que seria inútil pro- 
nunciarse en la incidencia si el tribunal fuera incom|>etente res- 
pecto a lo principal. 

Que la Constitución Nacional, en su articulo 67, inciso ió. 
atribuye at Congreso la facultad de proveer lo conducente a la 
prosperidad del país y al adelanto y al bienestar de las provin- 
cia* , promoviendo la industria, la inmigración, la construcción 
de ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras 
de propiedad de ía Nación, la introducción y establecimiento de 
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nupvas industrias, la ¡ni|x>rtación de capitales extranjeros y ía 
explotación de los ríos interiores. dictando al efecto leyes pro- 
tectoras de estos fines de gohierno y acordando concesiones 
trmpor'ale* de privilegios y reconi[>ensns de estímulo. 

Oue cumpliendo ese mandato constitucional en lo referente 
a comunicaciones |x»r vi a férrea, el Congreso ha autorizado en 
di versas leyes la construcción (le Ir. gran red de ferrocarriles 
del K^tado, ha estahlecido la administración autónoma de los 
misinos, ha acordado concesiones a empresas particulares para 
establecer otras lincas y ha dictado una ley general que rige "ta 
construcción y explotación de todos los ferrocarriles de la Re- 
pública, asi como la- relaciones de derecho a que ellos dieren 
lugar" i articulo i ", ley 2873. 

(Jtte bastan estos anteceden les para establecer que por núes 
tro derecho los ferrocarriles, ya sean de propiedad de la Na- 
ción o de las provincias o que su explotación pertenezca a 
empresas particulares, sólo pueden establecerse en el país en 
virtud de una autorización gubernativa, porque constituyen vías 
de comunicación destinadas a un servicio público y a impulsar 
el comercio, las industrias y la prosperidad nacional, realizan 
un fin de administración y son, en consecuencia, cosas públicas 
y en tal carácter están fuera del imperio de la ley común y han 
debido subordinarse a una legislación especial, lo que no im- 
1 Mirla desconocer, como tampoco lo hace la ley, que las eompa- 
ñia> particulares que explotan líneas férreas y aún los mismos 
ru rrocarriies del Estado, son desde el punto de vista de sus 
relaciones c«>n el público como empresarios de transporte, per- 
donas del derecho comercial y que esas relaciones están regidas 
por su* preceptos l ley 287.1. títulos III y IV, con las modifica- 
ciones introducidas j>or la ley Ó320. y Otto Maycr, Derecho 
Administrativo Alemán. tomo III. párrafo 35. número IV. y 
tomo IV. párrafo 49). 

IJue de acuerdo con estos principios la ley 287 ¿ citada, ha 
sometido a los ferrocarriles nacionales en su calidad de cosas 
pública? a la jurisdicción del poder administrador, creando al 
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efecto la Dirección General de Ferrocarriles dependiente tk*l 
Ministerio de Obra? Públicas y un tribunal compuesto en la 
forma qué indica sis articulo 72. cuyas atribuciones prolija 
tncnte enumeradas en los artículos 71 y siguientes, consisten en 
bacer cumplir las leyes relativas a los ferrocarriles, ejercitar 
en forma amplísima I¡* inspección y policía de los mismo?, sea 
en su construcción o explotación, conocer en el juicio adminis- 
trativo correspondiente de las reclamaciones que contra ellos se 
presenten e imponerles en su caso las multas ¡.olorizadas por 
dicha ley y los reglamentos respectóos. 

Que de la expuesto se desprende que la posesión o propie- 
dad que tienen las empresas ferrocarrileras sobre sus respecti- 
vas vias es de derecbo público y que. por lo tanto, éstas contó 
cualquier otro camino o cosa destinada a nn servicio público, 
se encuentran fuera del comercio ( artículos tyffit J.137 y 
del Código Civil), y no pueden constituir el objeto de un des- 
pojo, aún cuando pudieran serlo de un alentado de hecho para 
cuya represión es obvio que sólo proceden medidas de policía. 

Que la interiKisici ín de un interdicto posesorio siqionc, 
desde luego, la posibilidad de que la justicia declare su impro- 
cedencia confirmando la posesión del demandado y e-a hipóte- 
sis no es admisible tratándose de una vía férrea que jtor su 
afectación a un servicio público, no puede tener otro destino ni 
admite otra ocupación ni otro uso que ¡os necesarios para el 
ejercicio de la función de orden administrativo y de interés co- 
mún a que ha sido destinado. 

(Jue sobre !a Wse de estps principio- aplicados a contraria 
*yMii. la jurisprudencia ha establecido que ni aún el propieta- 
rio no indemnizado de un terreno ocupado jjor una vía férrea o 
destinaiio de cualquier otro modo a un servicio público, puede 
reivindicarlo con el efecto de obtener su devolución, sino tan 
solo su pago. 

Que, en consecuencia, el apelante no ha podido acudir ante 
el Poder Judicial para ejercitar el derecho que pretende tener 
a impedir el cruce de su linea por los Ferrocarriles del Kstado, 
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cuestión ajena a su jurisdicción por más qtic se le haya dado el 
nombre de una acción posesoria. 

(Jue aún cuando así no fuera, el conocimiento de la catira 
nu c orre sjwnde ría a la jurisdicción federal, ni por razón de la 
materia, ni por razón de las personas: lo primero, porque se 
trata de un interdicto posesorio regido exclusivamente por el 
derecho común, y; Segundo, porque demandante y deman- 
dado tienen su domicilio legal en la Capital de la República y 
detten ser considerados a los efectos del fuero, ciudadanos ar- 
gentinos (artículo 15, ley 5315). 

I 

í'or estos fundamentos se declara que la justicia federal 
es incompetente para entender en esta causa, quedando, en con- 
secuencia, sin efecto todo lo actuado en ella, sin especial con- 
denación en costas, llágase, saber, transcríbase, devuélvase y 
repóngase, — Nemesia González, — A. G. Possc. — lUeodom 
Fierro, en disidencia de fundamentos. 

IHsítli'HCÚl 

Tratándose de una cansa entre la empresa del F. C. C. Cór- 
doba contra la Administración de los FR CC. del Estado y no 
habiéndose acreditado la diversa vecindad, no procede la com- 
petencia de la justicia federal por razón de las personas ( ar- 
ticulo ->.', inciso 2.", y artiailo 9." de la ley 48). Y no procede 
por razón de la materia por cuanto la acción se funda pura y 
exiclusfvaittente en disposiciones de la ley común. Y si a pesar 
«le esto el caso debiera reputarse es|iecialuiente regido por la ley 
nacional ¿H73. él delie ser resuelto por la entidad creada por 
dicha ley. al efecto, la Dirección de Ferrocarriles < artículos 69, 
71, inciso* 1.", ífc* 6. a y to; 72, 74, 76 y artículo 16). 

Kn consecuencia, debiendo declararse la incompetencia, 
huelga ocuparse de !a nulidad desde que ella queda implícita- 
mente resuelta, pues todo lo obrado sin jurisdicción es nulo y 
«le ningún valor y debe, desde luego, reponerse todo en el estado 
anterior a los actas o resoluciones quedadas sin valor. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN" 368 

Por ello, se declara que tanto el juez e quó como e! jue?, 
a t/ticm carecen de jurisdicción en el caso, debiendo, desde lue- 
go, dejarse sin efecto la orden de suspensión de las obras inde- 
bidamente dictada. — tiicotforo Fierro. 



DICTAS! Kíf Ol-X SKÑOR PROCURADOR ÜKNKRAI, 

Bu«bm Airei. Octnbr* de mu 

Suprema Corte: 

Al iniciarse la demanda interpuesta ante el Juzgado Fede- 
ral de Tucumán por el F. C. Central Córdoba contra la Admi- 
nistración de los Ferrocarriles del Estado, sobre interdicto po- 
sesorio se invocó el fuero federal i>or razón de la persona del 
demandado y por tratarse de puntos regidos por leyes especia- 
les, en cuya virtud se declaró la jurisdicción del Juzgado y se 
dtó curso a la demanda sin observación alguna. 

Posteriormente, con motivo de una incidencia producida, 
se elev;tn los autos en apelación a la Excma. Cámara Federal 
de Córdoba y en el acto de la audiencia para informar m vocc, 
la parle demandada opone especialmente la excepción de incom- 
jjetencia de jurisdicción, pidiendo al tribunal un pronuncia- 
miento previo sobre ella (fojas 86). 

Aceptada por la Excma. Cámara la excepción alegada, de- 
clara que la justicia federal es incompetente para entender en ta 
causa y deja sin efecto todo lo actuado. Esta decisión motiva 
el recurso extraordinario que autoriza el articulo 14 de la ley 
número 48 y artículo 6- de la ley número 4°55. interpuesto y 
concedido a fojas 92 y <>3- *\ q»e procede por estar ella sujeta a 
la revisión de V. E. (Fallos: tomo 59. página 389 y otros). 

1.a incompetencia pronunciada por la Kxcma, Cámara no 
está justificada, por tratarse de una acción; que cae bajo la 
prescripción del artículo 2.". inciso 1 • de la ley número 48. 
atribuye al fuero federal el conocimiento de las causas espe- 
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raímente regidas ¡Sor leyes del Congreso como es la número 
2K73, y ¡«ir afectar el Iráíico y las relaciones fie tíos ferroca- 
rriles nacionales, cuyos derecho» y gravámenes están estableci- 
da en la misma ley. < Fallo: ionio (rj. página 443), 

Dados los términos expresos de ;¡i ley número 48. la de- 
manda interpuesta fojas 25 se encuentra comprendida en el 
citadu artículo 2.", inciso i:\ lo que demuestra que no -on apli- 
cares al caso de autos las consideraciones en que se funda- 
menta dicha incompetencia, que es el punto traído a mi dicta- 
men, por tu que -oy de opinión que V. K. debe revocar el fallo 
recurrido. 

Horacio fi. Larreta. 



I AU.o HK \.\ COHT1-: Sl'l'KKMA 

Buenos Airo, Diciembre de 1«B 

5f Vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto por la empresa del 
Fércdcarril Central Córdoba, en autos con h>> Ferrocarriles del 
l-'Xado sobre intenlíciu. a mira la sentencia de la Cámara Fe- 
ileral de Apelación «le Córdoba que de-laró la incompetencia de 
la Justicia Nacional para conocer en dicha causa; 

Y Considerando- 

Que 1 ralándose de una controversia suscitada entre dos 
ferrocarriles nacionales con mo(m> del cruzamiento de sus vias 
el caso se encuentra especialmente regido por las disposicio- 
nes de la ley nacional número 287-3, con arreglo a lo estatuido 
en el articulo l.° de la misma. 

Qtote «>*ñ0 consecuencia de lo precedentemente consignado, 
el conocimiento del a -unto corresponde a la justicia nacional de 
acuerdo con lo que disjíone el artículo 2.", inciso i." de la ley 
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número 48, siendo de observar, además, que por tener origen la 
presente cuestión en un decreto del Poder Ejecutivo Nacional 
que concedió autorización para el cruzamiento de ¡as vías de la 
empresa demandante, la jurisdicción de la justicia nacional, 
surge también de acuerdo con el inciso 4." del citado artículo 2. a . 

Que no se opone a esta conclusión la circunstancia de ba- 
ilarse' dedicadas la* propiedades de los ferrocarriles a objetos 
de interés público, pues si bien ello puede determinar un mayor 
contralor del gobierno en ejercicio del i>oder de policía, las 
cosas afectadas a tales servicios no adquieren, sin embargo, el 
carácter de bienes públicos aún en el caso de pertenecer al 
listado (Código Civil, artículos 2342, inciso 4". >' 2347>- Con- 
tinúan siendo bienes privados del Estado o de los particulares, 
a pes;.r de sn dedicación esjíecial ; pueden ser objeto de todos 
los actos jurídicos de que son susceptibles las cosas que se en- 
cuentran en el comercio, mientras no bayan sido declarados ]>or 
lev innena jenables : y nada, se opone a que las empresas pro- 
pietarias ejerzan respecto de ellos todas las acciones encamina- 
das a conservar o recuperar su posesión, promoviendo ante los 
tribunales de jnsticia interdictos posesorios tendientes a impe- 
dir los despojos o las simples turbaciones que consideren arbi- 
trarias. « 

Que si bien el hecho de (pie el funcionamiento y la utili- 
zación de los ferrocarriles interesan a la sociedad en general, 
les da el carácter de acarreadores públicos; que esta circuns- 
tancia los distingue fundamentalmente, ante el derecbo de los 
acarreadores privados, que tienen libertad para contratar los 
transporte*, pudiendo aceptarlos o descernirlos, lo que no pue- 
den bacer aquéllos; ello no obsta, sin embargo, para (pie los 
ferrocarriles, ya pertenezcan a. la Nación, a las provincias o a 
sociedades particulares, sean bienes privados, afectados por el 
derecho civil y el derecho penal argentino (A. E, líunge. Fe- 
rrocarriles Argentinos, página 41 : Kubianes, Deslinde de las 
jurisdicciones en materia de concesiones ferroviarias, § 81). 

Que el último de los autores citados, tratando con deteni- 
miento la situación jurídica de las propiedades de las empresas 
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ferroviarias, dice en el número 112 de SU recordaba obra: " IV»- 
"drá objetarse, y ésta objeción se ha Hecho a vece*, que siendo 
"un ferrocarril de i nterés- general requiriendo una expropia- 
" ción jx»r causa de Utilidad pública para ser construido, este 
" carácter lo i*>ne fuera del comercio y lo utclve inalienable. 

" Ks un error. Si bien es cierto que un ferrocarril es de 
interés general y que su construcción determina expropía.in- 
" ne.s |Mir can*;, de utilidad pública, también lo es que aquel ca- 
" ráeler y esta circunstancia ño bastan para colocar fuera del 
" comercio a las vías férrea-, t "na colunia también, interesa a 
" la coi' inidsd, y sude dictarse expropiaciones \h>v causa de 
"utilidad pública para fundarla. Poro no ¡«ir e-to los terrenos 
" que foin\ri lia colonia. i|itedan inalienables ni fuera del co- 
"mercio: ¡>or el confario, ellos caminan de dueños sin alterar 
"'esas cualidades. venta de un ferrocarril o de los terrenos 
"de dicha colonia, sólo tiene una restricción: no puede variarse 
"el destino dé la cosa» porque, de otra manera, los antiguo 1 ; 
" propietarios desposeídos |wr la expropiación, tendrían dere- 
"cbo a pedir que los inmuebles, que va no sirven a la utilidad 
" pública, vuelvan a sus respectivos dominios. 

" l'eio lo Único que coloca a una cosa fuera del comercio, 
" y ]mr lauto la vuelve inalienable, es el uso público permanente 
" y gratuito, lo cual no pasa en los ferrocarriles, uno de cuyos 
*' aspectos es servir precisamente a la especulación privada "' 

(Jiie el hecho de que jas empresas de ferrocarriles se ba- 
ilen sometidas a una vigilancia y contralor excepcionales de 
parte de la autoridad administrativa, no importa tampoco erigir 
a ésta en su juez natural relativamente a las diferencias con 
otras empresas O con (os particulares Dichas compañías tienen, 
como cualquier habitante de la Nación, el derecho de someter 
sus controversias a la justicia y de requerir el amparo de la 
misma en defensa de su patrimonio. |xir ser ello un corolario 
de las garantías consignadas en el articulo 17 de la Constitu- 
ción, sin perjuicio de que a! decidirse los litigios se tengan en 
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cuenta Jas reglamentaciones y gravámenes establecidos por leyes 
especiales en \irlud de encontrarse afectadas sus propiedades 
a objetos de interés general. 

(Jue en ese mismo sentido se ha pronunciado la Suprema 
Corte de los Estados Unidos, declarando en el caso de »Sm¡th 
versus Ames (tf«) U. S. 4***), <|iic si bien las compañías ferro- 
viarias deben ser consideradas tomo habiendo aceptado sus 
derechos o concestones sujetos a la condición de que la legisla- 
tura pueda proteger al pueblo contra la exación de cargas irra- 
cionales por !os servicios prestados, se bollan a su vez sujetas 
a ta garantía constitucional para la protección de su propiedad. 
La empresa ferroviaria — agrega la Corte Americana — es 
una persona protegida por la garantia de la enmienda 14-" de la 
Constitución, -egim la cual no se privará a ninguna persona de 
su vida, libertad o propiedad sin el debido procedimiento de ley. 
Este principio, en lo (pie atañe a la propiedad, ha sido incorpo- 
rado a la Constitución Argentina al declararse en su artículo 17 
que la propiedad es inviolable y que ningún habitante de la 
Nación puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia 
fundada en ley. 

Rn su mérito, de acuerdo con lo resuello reiteradamente 
por esta Corte (Fallos: tomo 62, página 443. y tomo 93. pá- 
gina 328, entre otrosí, y lo dictaminado por el señor Procura- 
dor General, se declara que la presente causa es de la compe- 
tencia de la justicia nacional. En consecuencia, se revoca la re- 
solución apelarla de fojas N?, devolviéndose los autos al tribu- 
nal de procedencia para (pie «e pronuncie sobre la materia del 
recurso que le fué llevado, debiendo hacerse ante el mismo tri- 
bunal la reposición del papel. 

A, BgRMejO. — XlCASOR C. DEL 

Solar. — J. Fichero a Ai.- 
corta, — Ramón Méndez. 
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DpH í ; rttihisctt Póssera contra la Provincia tic Mendosa, sobre 

restitución de dinero. 

Sumario: i." Xn es impuesto el tributo que no tiéjilü |wr mira 
costear gastos de la administración publica, sino acordar 
privilegios a determinadas ¡Krsonas o instituciones priva- 
das dentro de una industria licita que puede ser libremente 
ejercida. 

2." A la ley 759 de ía Provincia de Mendoza. !c son 
aplicables las consideraciones y fundamentos del fallo de 
l;t Corle Suprema que declaró a la ley número 703 de la 
misma l'rovincía, contraria a los artículos 14. ií» y 28 de 
la Constitución Nacional (véase tomo 128, página 435). 
Por lo que ¡a ley 758 y decreto reglamentario respectivo, 
que grava con un impuesto de diez centavas cada quintal 
métrico de uva, contrarían la- garantías establecidas en la 
Constitución «articulo 14) relativas a la libertad de tra- 
bajo, industria y comercio, etc.; y la número 759 y de- 
creto reglamentario correspondiente, que autorizan a gra- 
var cpn una contribución extraordinaria máxima de doce 
y medio 1HH- .iento el precio oficial fijado a la uva míe se 
coseche y vinitique en la Provincia (articulo 19 >: que res- 
tringe la producción de vino, gravando el exceso admitido 
con un impuesto adicional de dos centavos por litro (ar- 
ticulo 201 y destinado ese impuesto a fine- que no son los 
fines públicos que podrían justificarlo, y. además, impone 
mi seguro t |c Kstado (artículos 22 y 23 1, contrarían, igual- 
mente, fas garantías constitucionales ante» citadas, (Cons- 
titución, artículos 14 y iíj). 

Goéo: I«o explican las piezas síguUirtfeps; 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



DICTAMEN DEL SE&OR PROCURADOR fiKNERAL 

Buisoi Altes, Scpltfmbic 10 4* ¡m 

Suprema Corte; 

El señor Francisco Passera. representado por el procura- 
dor tlon Manuel D. Cabrera, entabla demanda contra ia Pro- 
vincia ile Mendoza, por restitución de sumas de dinero pagada" 
i lugítí mámente bajo protesta, solicitando, al mismo tiempo, se 
declare la inconstitucional i dad de las leyes números 758 y 759- 
dictadas por la Ugislatnra de dicha Provincia el 6 de Noviem- 
bre de 19UJ. por estar en pugna las cláusulas que indica y su 
reglamentación con los principios consagrados en los artículos 
14, 16, 17 y 28 de la Carta Fundamental. 

La par^ demandada sostiene la constítueionalidad de las 
leyes impugnadas por las consideraciones que aduce en el escrito 
de contestación de fojas 64. no acepta !a exactitud de los hecho, 
expuestos por (a luirte actora ni la aplkabilidad del «lerecho que 
invoca, por lo ([ue solicita el rechazo de la acción. 

El examen de estas cuestiones constitucionales delie cir- 
cunscribirse al caso que lo motiva, del punto de vista jurídico, 
con el fin de llegar a establecer si existen o no Jas incompatibi- 
lidades que se alegan entre los preceptos de las mencionadas 
leyes y los de la Constitución, como lo tiene consagrado la juris- 
prudencia. 

Dentro de este orden y dada la organización política de la 
Nación es indudable que las provincias gozan de autonomía 
propia, pudiendo dictar sus leyes b:ijo él régimen de gobierno 
adoptado: pero bien entendido, que deben conformar la est na- 
tura de ellas a los principios enunciados en la Constitución Na- 
cional que no admite ningún monopolio, particular o fiscal, por- 
que de admitirlo importaría destruir ese régimen de libre 
concurrencia o competencia en el trabajo privado que preconi- 
za, como resultaría si se mantuvieran las cláusulas impugnadas 
de las leyes 75» >* 759- 
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Declarada por V. K. la inconstiiucionalidad de la ley nú- 
mero 703 de i.° de Diciembre de 1916, la Legislatura de Men- 
doza sancionó la ley número 759, reproduciendo en el artículo 20 
de ésta el 18, derogado de la anterior, como así resulta de autos, 
que establece la obligación de reponer excesos de prorrateo. Se 
desconoce de este motlo la libertad de comercio, limitando al 
productor el derecho de vender su mercancía : gravándose, ade- 
más. |>or el citado articulo jo, con un impuesto adicional de dos 
centavos jx>r litro, todo porcentaje mayor de vino tjne el auto- 
rizado inie se entregare al consumo y no fuere repuesto en el 
mes siguiente, destinándose su producido a los fines que esta- 
blece el articulo 18. 

Los doctores Joaquín V. (González, Osvaldo Magnasco y 
Manuel A. Montes de Oca, de notoria autoridad como consti- 
tucional islas y jurisconsultos, han clasificado a la ley 759 como 
la de un mono¡x>Iio público incompleto, "desde que no abares 
— dice — la totalidad del ramo industrial ni la producción, ~i 
bien, en el hecho, con virtiendo a los viticultores c,i cultivadores 
para el Estado, éste los reemplaza en el grado de comerciali- 
zarse el producto, o en parte también, en el momento de su ela- 
boración, pues los incisos c) y d) del artículo ij convierte al 
Listado en fabricante y expendedor de vino", llegando a la 
conclusión en el estudio que se Tes encomendara, por las razo- 
nes (pie expresan y jurisprudencia y autores que citan, que la 
mencionada ley número 759 es violatoria de tos artículos 15 y ló 
de la Constitución Federal y sus concordantes. 

Este trabajo se encuentra impreso en el folleto agregado a 
fqjas 29 del juicio análogo al presente seguido por ¡a Sociedad 
Anónima "Hodegas y Viñedos Domingo Tomba, Limitada", 
contra la misma Provincia de Mendoza, en el cual ha dictamina- 
do trimbién el subscripto. 

Es indudable que el monopolio oficial que establece la ley 
número 759 lo ha comertido en guber nativo, después de dero- 
gada la ley número 703, en lugar del corporativo que ¡e dalia 
esta última, agravando de este modo los caracteres del mono- 
polio. 
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Teniendo en cuenta que la igualdad es la base del impuesto 
y de las cargas públicas, resulta contrario a este precepto la 
contribución extraordinaria del doce y medio por ciento que 
fija el artículo 19 sobre e! valor total de la producción de uva. 
-in ninguna deducción. |q que importaría más bien un despojo o 
confiscación, aparte de ser improcedente la facultad que con- 
fiere a la Comisión de Fomento, con autorización del Poder 
Ejecutivo, para imponerla. Es delegar en el Poder Ejecutivo 
facultades legislativas intransferibles, tales como la de fijar 
la materia imponible, el objeto a que se determinan y la tasa o 
qudnhrín fie la contribución t jersonal. 

En las mismas condiciones respecto al monopolio y demás 
incompatibilidades denunciadas, se encuentra la ley numero 758 
v tos decretos reglamentarios., siéndoles también aplicables las 
consideraciones precedentes por ser contrarios al texto y al 
espíritu de la Constitución tos artículos impugnados. 

En el fallo de esa Suprema Corte que se registra en el 
truno 128.- pagina 445. en que se declaró la inconstitucional ¡dad 
de la ley número 703 citada, y en otros análogos, ba quedado 
establecido "que una ley que prohiba con un impuesto el expen- 
dio dentro de la República del producto (pie se fabrica má* 
allá del límite que esa ley prescribe, es contraria a la franquicia 
acordada a todos lo^ habitantes del país por el articulo 14 de la 
Constitución", y que. de aceptarse tina reglamentación tendiente 
a restringir la producción de nn artículo determinado, "podría 
hacerse extensiva a toda actividad industrial y la vida econó- 
mica de la Nación con las libertades que la fomentan, quedaría 
confiscada en manos de legislaturas o congresos que usurparían 
por ingeniosos reglamentos todos los derechos individuales. Los 
gobiernos se considerarían factt Hados para fijar al viñatera Ja 
cantidad de uva que le es licito producir: al agricultor, la de ce- 
reales ; al ganadero, la de sus productos, y asi, hasta caer en un 
comunismo de Estado en que los gobiernos serian los regentes 
de la industria y del comercio, y los árbitros del capital y de la 
propiedad". 

En mérito de lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar 
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inconstitucionales, a los efectos ele este pleito, las leyes núme- 
ros 758 y 759 de la Provincia de Mendoza, por contrariar cláu- 
sulas de la Constitución Nacional 

Horacio R. Larrcta. 
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8M01 Metí. Dfcteakrt » <■ ins 

Y Vistos: 

I»s seguidos por don Francisco Passera contra la Pro\in- 
cia de Mendoza, sobre restitución de la suma de cuarenta mil 
setecientos setenta y cinco pesos con ochenta y dos centavos 
moneda nacional, le los que resulta : 

Que a fojas 29 y con Ic& documentos precedente agregados. 
H actor deduce su demanda exponiendo: 

. Que ha pagado bajo protesta la suma indicada' que le ha 
sido cobrada [K>r la Provincia de Mendoza en virtud de lo dis- 
puesto por los artículos 19. 11. 12 y 30 de la ley local número 
759 y artículo 13 de la número 758 y decretos reglamentarios 
correspondientes. 

Que las leye- citadas no hacen sino reproducir el régimen 
qtje imponía a la industria vitivinícola la anterior número 703 
que se declaró inconstitucional por esta Corte Suprema; crea 
un monopolio de Estado contrario a disi>os¡ciones expresas de ta 
Constitución, imponiendo el seguro oficial contra el granizo y 
las heladas; restringe la libertad de industria fijando límites a 
la elaltoración y aplica gravámenes en mira de intereses gre- 
miales para fomentar monopolios. 

Que la libertad de trabajar garantizada por la Constitución 
es inconciliable optl las leyes que, como las aludidas, suprimen 
la libre concurrencia y establecen un seguro obligatorio, crean- 
do gravámenes para pagar la uva destruida a la vinificación por 
la Provincia que se convierte asi en industrial. 
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Que la sola fijación di* un precio oficial a determinado pro- 
ducto, importa un monopolio que afecta fundamentalmente la 
libertad dc'eomerciar y trabajar, y encarece el consumo en los 
intereses |>crmanentes de la industria. 

Que demanda, en tal virtud, la inconstitucional idad de la 
última parte del artículo 19 de la ley provincial número 759. 
y artículos 48 y 49 del decreto reglamenta rfcj de la mi*ma, (|tte 
especifican la forma abusiva en que se realiza la recaudación y 
el monopolio de referencia, inconstitueionalidad que hace ex- 
tensiva al artículo 20 de la 759 y artículos 31 y 32 del decreto 
reglamentario citado, y como consecuencia, la devolución de las 
sumas pagadas con la impropia calificación de impuestos. 

One acompaña las escrituras de protesto, recibos y escri- 
turas públicas que comprueban el pago del pretendido impuesto 
aplicado para conservar el prorrateo destinado a gravar la liber- 
tad del trabaje» y el ejercicio del comercio y de la industria, y a 
quebrantar el principio de la igualdad ante la ley. 

<Jue el derecho a reclamar la devolución de Ui ]xigado se 
funda en que el articulo 20 de la ley 759 es una reproducción 
del articulo 1 8 de la ley número 703, declarada inconstitucional 
por esta Corte Suprema. Aparentemente, agrega, esta segunda 
disposición resulta derogada por el articulo i.° de la lev núme- 
ro 759. i?ero el artículo 20 establece ei prorrateo, incurriendo 
así en la violación constitucional ya declarada i*>r sentencia 
firme. Dá por reproducidas sobre el punto las consideraciones 
del fallo dictado por este tribunal en Diciembre 28 de nji8. 

Que el impuesto establecido \tor las leyes, impugnadas es 
atentatorio del derecho de propiedad garantizado por la Consti- 
tución, pórpe no responde a fines públicos, pues el seguro con- 
tra el granizo y las heladas corresponde a la actividad privada 
ipte llena es:;s funciones en forma mucho más ventajosa para la 
economía individual, y el impuesto de doce y medio por ciento 
del producto bruto de la uva producida en la Provincia se aplica 
a fomentar la creación de nuevas bodegas, a pesar de que ya 
existe por millares las que antes de la sanción de esas leyes esta- 
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ban libradas al juego regular de la libre competencia que lia per- 
mitido mejorar la producción y abaratarla. 

Que el impuesto es. además, confiscatorio relacionado con 
el costo de la producción y las utilidades, pues el doce y medio 
por ciento calculado sobre un precio oficial ficticio, da por re- 
sultado que no queden utilidades en circunstancias determina- 
das, porque aquellas son absorbidas por el costo de produc- 
ción y el impuesto, además de que éste, según se ba dicho, se 
;i]ili-a a fomentar y establecer un monojtolin oficial. 

{¿ue d impuesto, en los hechos, tampoco es tmi forme, Con 
prescindencia del precio oficial fijado a los efectos de liquidar 
el doce y medio |>or ciento aludido, la uva se vende crin sujeción 
al precio económico de la oferta y la demanda. En el año 1922 
* ario de pesos dos cincuenta moneda nacional basta pesos cua- 
tro cincuenta moneda nacional. Entretanto, mantenido uniforme 
el tipo de precio oficial y el monto del impuesto, ello ha dado 
|)or resultado que quien había vendido el producto a pesos dos 
cincuenta monería nacional, pagara igual impuesto que aquel 
que lo habia vendido a pesos cuatro cincuenta moneda nacional. 

Que. en resumen, las leyes 758 y 759 privan a los indus- 
triales del derecho de trabajar libremente, garantido por la 
Constitución, crean nronppolips de Estado y gravan la indus- 
tria con impuestos que no se aplican a fines públicos sino en 
beneficios de intereses particulares y afectan el principio de 
igualdad exigido por la Constitución, fundamentos por los que 
solicita se condene a la provincia de Mendoza a devolver la 
suma reclamarla, más sus intereses, costas y daños y |>cr juicios. 

Que corrido traslado de la demanda, la Provincia de Men- 
doza la contesta a fojas 64, pidiendo su rechazo, con costas, 
■urque la suma cuya repetición se demanda fué pagada en letras 
de tesorería, una parte, y el resto en documentos no vencidos 
en la fecha en que se deduce la demanda. 

Que. j>or lo demái, niega todos los hechos de la demanda, 
como asimismo el derecho que se pretenrle aplicar al caso. 
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Que los impuestos por seguro obligatorio han sido acepta- 
dos por el actor, ei que ha redado daños i»r ese concepto, y. 
en consecuencia, lía sometido el contrato, de seguro voluntario 
y no por imposición de ia ley. 

Que sin perjuicio de demostrar en el alegato que la* leyes 
impugnadas no son inconstitucionales como lo sostiene el actor, 
debe hacer presente que todas las garantías que la Constitución 
acuerda son relativas, ¡mes están sujetas a las leyes reglamen- 
tarias que se dictan por razones de orden público o de bienestar 
general ; y en el caso no puede negarse al poder público la 
facultad de amparar una industria que es la base de la prospe- 
ridad de la Provincia. 

Que las disposiciones de las leyes locales que se han traído 
a examen, tienden a amparar intereses colectivos y no son aten- 
tatorias a la Constitución. 

Que recibida la causa a prueba (fojas 67), se produjo la 
que expresa el certificado de fojas 1 16, se presentó por el actor 
el alegato de fojas i 18 y con el dictamen de fajas 127, se llamó 
autos para definitiva (fojas 129!, 

Y Considerando : 

Que la ley húmero 758, corriente a fojas 12 de autos, cons- 
tituye por las disposiciones de torio su articulado, como por su 
conexión y referencias a la ley número 759, el plan fundamental 
de esta última para asegurar el propósito bien definido de some- 
ter la industria vitivinícola de la Provincia a la regencia del 
Gobierno de la misma, por los medios directos e indirectos que 
ambas leyes determinan. 

Que a los efectos de la consecución del fin enunciado, se 
crean por el artículo 13 de dicha ley 758 los recursos que se 
destinan a comprar o construir bodegas y depósitos, instalar 
destilerías y fábricas cooperativas, habilitar a industriales o vi- 
ñateros que quieran construir o ampliar la capacidad de sus 
bodegas, etc., operaciones que mediante el mecanismo de ta ley 
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se realizan, auno todas las que de ella derivan, con la interven- 
ción directa y la fiscalización inmediata de la Comisión de Bit* 
mentó que representa ¿d Cobíemo en su doble carácter fiscal e 
industrial 

tjue en tales condiciones la creación iiujiositiva del artícu- 
lo 13 de la ley 758 n« presenta los caracteres esenciales del im- 
puesto en su sentido legal y jurídico. Para 110 abundar en con- 
>ideracione- doctrinarias al rcs¡>ecto. Untará hacer constar una 
vea irás que esta Corte Suprema lia establecido en casos análo- 
gos a) snl' j infice que no es impuesto el tributo que 110 tiene por 
mira costear gastos de la administración pública, sino acordar 
privilegio- a determinadas personas o instituciones privadas den- 
tro de un;¡ industria lícita que puede ser libremente ejercida 
tF..llos: tomo 137. página 212; considerando ift, página 245. 
> jurisprudencia que allí se cita Y, 

Que dictada la ley número 751; a los fines que en ella se 
expresa de derogar las disiK>sicioncs de la ley número 703 de- 
claradas incoit-tiiucionalcs pur cst;. Corte, y de intervenir en la 
H(|u i ilación de la Cooperativa Vitivinícola de Mendoza, se im- 
ponía, cuino lógica deducción de tales ajitecedentes. la seguri- 
dád de (pie la nueva legislación se apartaría naturalmente de lus 
errores de la anterior y ajustaría sus preceptos a los principios 
fundaméntale- que aquella desconociera. ¡impero, el examen de 
esa nueva lev. impugnada en esta causa, demuestra que sólo ha 
derogado e! procedimiento, la forma de transgresión, mante- 
niéndose snhstaneialntentc la misma con idénticos caracteres de 
gravedad. 

Qtie. en efecto, la invalidez coustiiucional de la ley 703 fué 
de. huela porque importaba en su estructura y aplicación el 
i|iielirantamiento de derechos y garantías relativas a la libertad 
del trabajo y ele la industria, a la igualdad básica del impuesto 
y a ta libre concurrencia comercial y económica, por cuanto ha- 
L*ia obligatoria la reserva. ex]>ortacii'in o destilación de una palie 
del vino, fijaba precios de compra-venta, de elaboración, etc.. 
y eximia a determinados productores del impuesto que en igña- 
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Ies condiciones se exigía a otros. Y Lien ; la ley 750,. que se dice 
derogatoria tle la 703. fia hecho desaparecer la Cooperativa, y 
el cheque compensador, instrumentos principales de aquel inge- 
nioso mecanismo, pero ha creado, en cambio, la Comisión de 
Fomento (articulo 3;*), más directamente representativa de) 
fisco comerciante, industrial o fabricante, asegurador, etc.. y 
por su intermedio fija precios a !a uva, y la compra (artícu- 
los 11 y 12 K la vende, la elat>ora por cuenta propia, fabrica vino 
para la exportación al extranjero o productos derivados de la 
industria cnológica. sobre los cuales puede establecer primas 
diferenciales en el precio de la uva (artículos 13 y 18) ; la refe- 
rida comisión administra los fondos proveniente* de estas ope- 
raciones, y si tales recursos resultan insuficientes, está auto- 
ri zaila para imponer una contribución extraordinaria que pueda 
gravar la producción hasta con un tloce y medio por ciento del 
precio fijado :i la uva (pie se coseche y vini fique en el territorio 
de la Provincia (articulo 19); de los mismos recursos se dis- 
imile también, para t-stablecer seguros contra et granizo y con- 
tra la helada (artículos 22 y 23): y, por último, para que el 
cuadro de atribuciones sea más completo, para que sea más 
acentuada la identidad entre la ley abolida y la que la substi- 
tuye, para que se defina con mayor precisión !a subsistencia en 
ésta de 1;,s transgrerones constitucionales de aquélla, se esta- 
blece que la Comisión de Fomento fijará el porcentaje de vino 
que podrá entregarse mensualmente al consumo en cuotas pro- 
porcionales a la e\..4ene¡a de cada iKidega. y todo porcentaje 
mayor de vino que se entregue al consumo y que no sea repuesto 
en el mes siguiente, será gravado con un impuesto adicional de 
dos ventavos por litro (artículo 20). 

Que la sola enunciación de las cláusulas precedentemente 
enumeradas, demuestra (pie la ley que en esta causa se impugna 
como inconstitucional, atenta, en efecto, contra los mismos prin- 
cipios y garantías que fueron quebrantados por la ley anterior, 
y en consecuencia le son aplicables las consideraciones y funda- 
mento-; del fallo de esta Corte que declaró aquella ley contraria 
a los artículos 14. ió y 28 de la Constitución Nacional. Asi 
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>ubre ta base ríe una organización legislativa visiblemente mo- 
nopolista, puesto que el Kstado gravita sobre la industria en 
iodo su desenvolvimiento, desde el seguro de la cosecha a ta cute 
le fija precio, para adquirirla y para venderta. basta la elabo- 
ración del producto y sus derivados, sobre esa base se estable- 
cen primas diferenciales y contribuciones extraordinarias y se 
-u prime la libre concurren fia industrial y comercial, con viola- 
ción, por consiguiente, de explícitas garantías y derechos con- 
sagrados por el artículo 14 de la Constitución. 

One las disposiciones del articulo 20 de la ley que se exa- 
mina, en cuanto limita la producción y expendio del vino fijan- 
do el porcentaje que en proporción o la existencia de cada bo- 
dega ¡nidrá entregarse al consun o, y que reproduce en otros 
k-rmiuns la restricción equivalente que contenía la ley 703. son 
la mbi én atentatorias del mismo articulo 14 de la Constitución, 
(porque mediante el procedimiento referido y el impuesto con que 
lo sanciona, establece una limitación incompatible con ta garantía 
^institucional recordada, según se ha dejado establecido en los 
considerandos 10. 11 y \2 del fallo de esta Corte reca'do en el 
caso de ta ley 703. 

íjue el principio de igualdad como base del impuesto, que 
consagra el articulo 16 ik> la Constitución aparece violado en la 
contribución cNtraordinaria del articulo 19 de la ley, pues como 
se demuestra en autos, y es forzoso que ocurra, sometido el 
producto a precios diferentes regidos por leyes económicas in- 
violables, es evidente que. tratándose de un impuesto de tanto 
(mu- ciento del precio fijado «¿fiatmente a la uva» pagará más 
proporeiouíilmente el que la ha vendido a un precio inferior al 
establecido por el arbitrio de la Comisión, que aquel que obtuvo 
i-sé jprecio oficial u otro mayor. 

<Jue a este respecto cabe reiterar las consideraciones ex- 
presadas por esta Corte Suprema en casos análogos, esto es, que 
aunque sean incuestionablemente amplias las facultades imposi- 
tivas de las provincias, no son ilimitadas; este poder está sujeto 
al contralor de ciertos principios que se encuentran en su base 
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misma: delie ejerterse de buena te, para Objetes públicos y 
no privados, y establecidos con arreglo a un sistema <lc impar- 
--iahdnd y uniformidad a fin de distribuir ¿on justicia la carga. 
Toda imposición que se apoye en otras razones o responda a 
"►tros propósitos, no sería impuesto sino despojo. (Palios: tomo 
u8. página 435: considerando 19, u agina 455). 

Que el informe corriente a fojas 108 demuestra qué el actor 
lia pagado, efectivamente, las suma* que reclama, y las escritu- 
ras de fojas 1, 4 y 8 comprueban que los pagos se hicieron con 
protesta y reserva de derecho a repetir. Cabe observar, sin 
embargo, que una parte de esa simia fué pagada en letra* de 
tesorería, hecho admitido por la ]>artc actora (fojas 120 vuelta) 
y que. por tanto, hace innecesario examinar la prueba rendida 
para acreditarlo. Esos pagos en letras están detallados en el 
informe citado de fojas 108 (punto 4.") y ascienden a la suma 
fie ihteo mii diez y seis pesos ton tincuenta y cuatro centavos. 
cor respondiendo qué se abonen al tipo de cotización que regía 
en la fecha de pago y que no resulta debidamente establecido en 
los informes de fojas 112 y 11$, 

I'or estos fundamentos, los del dictamen del señor Procu- 
rador General y los del citado fallo tomo 128, página 435. 
sé declara : 1." Que la ley 758 y decreto reglamentario respectivo 
que grava con un impuesto de diez centavos cada quintal mé- 
trico de uva con el objeto y en las condiciones precedentemente 
expuestas contrarían las garantías establecidas en la Constitu- 
ción (articulo 14) relativas a la libertad de trabajo, industria y 
comercio, etc. : 2." Que la ley número 759 y decreto reglamen- 
tario correspondiente, que autorizan a gravar con una contri- 
bución extraordinaria máxima de doce y medio por ciento el 
precio oficial fijado a la uva que se coseche y vinifique en la 
Provincia (articulo 19) ; que restringe la producción de vino, 
gravando el exceso admitido con un impuesto adicional de dos 
centavos por litro (artículo 20) y destinando ese impuesto a 
fines que no son los fines públicos que podrían justificarlo, y 
que. además, impone un seguro de Estado (artículos 22 y 231, 
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contrarían, igualmente, las garantías constitucionales antes cita- 
das (Constitución, artiailus 14 y ifil. Ivn consecuencia, la Pro- 
vincia de Mendoza delw devolver al actor, en el término de diez 
dias. la suma que demanda, |>agada en moneda nacional, así como 
la une se ha abonado en letras de tesorería que será devuelta con 
arreglo a la cotización que regía en ta fecha del pago, todo con 
sus intereses a estilo del Banco de la Nación Argentina, con- 
tados desde la fecha cíe la notificación de la demanda, con cos- 
tas. Notifíquese y repuesto el papel, archívese. 

A, Bermejo — Nicanor G. del 
Solar, — J. Figuf.roa Ai- 
corta. — Ramón Méndez. 



Sumario incoado contra el cabo del ejercito Hictomd. Melchor 
Piuhcliitio, por violación de correspondencia y sttbsinte- 
ciótt de valores. Contienda de competencia. 

Sumario: Corresponde al fuero ordinario entender en un delito 
de defraudación cometido jxir 11 n militar, si aquél se ha 
llevado a cabo en una oficina ajena a la jurisdicción a que 
están sometidos p.ir el articulo 117. inciso 2." del Código 
Militar, aún cuando la falsificación dala firma de un do- 
cumento — medio preparatorio de stí impetración — se 
haya cometido en un Hospital Militar. 

Caso: L11 explican las piezas siguientes: 
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mi'TAMKN ikl. SlíÑOR I'KOCL'R.MKm C.KXIÍR U. 

Bunoi Aires, Diciembre l" de tííí 

Suprema Corte; 
•\ 

Se procesa a Melchor Pocheüiiio. cabo tlcl .ejército na no- 
na!, Regimiento 4.'' de Artillería de Montaña, ante el Juez «le 
Instrucción, 3.? Nominación de la ciudad de Con I* iba y a ule el 
Juez Militar de ¡goal clase en la misma ciudad. 

Consistiría el delito imputado a PochettinO, según las cons- 
tancias de este proceso, en haberse ajKiderado. mientras ejercia 
las funciones de Comandante de la Guardia del Hospital Mi- 
litar, de una carta, dirigida a tttPO soldado. ja que abrió, reti- 
rando de ella un giro. Dicho giro aparece cobrado por el acu- 
sado, posteriormente, fuera del Hospital, previa falsificación 
de la firma del destinatario. 

Se trata, como se ve, de la comisión del delito de defrau- 
dación previsto y castigado por el Código Penal. 

La jurisdicción competente para el juzgamiento de tal de- 
lito es la criminal ordinaria de la ciudad de Córdoba. 

No obsta a ello la circunstancia de ser militar el autor del 
lucho imputado si resulta que el delito no es esencialmente mi- 
litar ni aparece cometido dentro de la jurisdicción militar I Có- 
digo de Justicia Militar, articulo 1171. 

Ka justificación de aparecer cometidos dentro del Hospi- 
tal los actos preparatorios del delito de defraudación, no es su- 
ficiente para atribuir jurisdicción a las autoridades del ejército 
a los fines del juzgamiento de Pochettino. porque, como lo ha 
resuelto V, K. en la causa que se registra en el lomo i (jS, pá- 
gina 430, análoga a la presentí*, "corresponde al tuero ordinario 
entender en un delito de defraudación cometido por un militar 
si él se ha llevado a cabo en un;, oficina ajena a la jurisdicción 
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,i (jttc otan sometidos jxir el articulo 1 17, inciso 2." del Código 
Miltlar. aún cuando la falsificación (fe la firma de un documen- 
to, medio preparatorio de su perpetración, se haya cometido en 
un cuartel del ejército". 

iW vmto, soy de opinión que la presente contienda tra- 
bada entre los jueces indicados, quienes se atribuyen jurisdic- 
ción para conocer en la causa, corresponda ser dirimida en 
favor de la competencia del Juez de Instrucción de la Pmvin- 
cia «le Córdoba. 

Horacio R. Ltrrrcta. 



I-A LU> 1>K L\ CdkYi: SUPREMA 

Bueno* Aírct. Dlcfenbrc ?r 4* W2B 

Autos y Vistos: ^ 

I>l- acuerdo uin lo resuelto |K>r esta Corle en el casu (pie 
se registra en el lomo 1 it\ i>ágina 430 de la colección de sus 
fallos \ de acuerdo con lo expuesto por el señor Procurador 
1 .enera!, >e declara que el conocimiento de esta causa corres- 
ponde al señor Juca de Instrucción de la ciudad de Córdoba, a 
quien se le remitirán los autos, haciéndose saber por oficio esta 
resnliníóii ;d señor Juez Militar de igual clase en la misma 
riudad, 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 



DB JUSTICIA t>6 LA NACIÓN 



873 



hon Toníós Zahuriin contra la Provincia de Entre Rtos, tohre 

# 

dmohieión de sutnas de dim-ro. • 

Sumario: i." Las actuaciones de expedientes administrativos tie- 
nen e! valor de instrumento auténtico y hacen plena fe de 
los hechos a que se refieren mientras no sean argüidas de 
falsa*. 

¿ " Las provincias pueden gravar el acto directo de ia 
venta de sus productos en el momento en que la transac- 
ción se celebra, como un aíto de comercio, pero no cuando 
la extracción del producto se efectúa a nombre del dueño 
mismo y sin que medie transacción. 

3" La aplicación de las Leyes de Tablada de la Pro- 
vincia de Entre Ríos. númcro> 2189 y su modificatoria 
¿508. en - la ¡jarte que grava con un impuesto todo ganado 
r» sus productos "que se extraigan de la campaña por ra- 
zón de venta o negocio", sin establecer previamente "ta 
venta o negocio", a que está circunscripta la facultad im- 
positiva de la Provincia, importaría la creación de un de- 
recho ilc exportación, contrario a tos artículos 10. 11 y 67 
de la Constitución Nacional, 

Caso: Lo explica ei siguiente: 



FALLO 1>K |.A OWTi: SUPKKMA 

Bueno» Airtt. Dicltfliftfi SI de 194a 

Y Vistos : 



Los seguidos por don Tomás Zahuriin contra la Provincia 
de Entre Kíos sobre devolución de impuestos, de los que re- 
mita : 
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Que a fojas 3 y con los documentos precedentemente agre- 
gados, duii Arsciiin S. liul lia ncs. como mandatario del señor 
Toiná> Zabnrlin. demanda a la Provincia de Kntre Ki«i- la de- 
volución de setecientos sesenta' pesos nacionales con sus inte- 
reses y costas, alegando en lo siib-taucial. 

(Jue en Muero 25 ile to,J9 extrajo del territorio de la Pro- 
vincia c<üi destino a Zarate, trescientos ochenta animales vnen- 
11- >s. extracción que no pudo verificarse sin antes alionar dos 
peso- de impuesto por cabeza, pues el articulo 4." de la ley de 
tablada dispone <|ue en los casos en (pie los animales deben ser 
transportados por ferrocarril directamente al exterior de la 
Provincia, el impuest.» debe pagarse jior medio de estampillas 
adheridas a la* guías ]>ov los interesados. 

Que por conceptuar inconstitucional el impuesto, formuló 
la protesta del caso ante el escribano de Villaguay. señor Nata- 
lio Sotts, 1 latiéndola notificar al receptor de rentas y jefe de 
labiada de la referida localidad, sosteniendo que se trata de un 
gravamen a la exportación, contrarió a los artículos 10, it y 31 
de I;. Ginsiitneióii que no jienuileu que lo- gobiernos provin- 
ciales perciban impuestos de carácter aduanero, jxir todo ió cual 
solicita se condene ¡i la Provincia de Entre Ríos n devolverle 
las -unías pagadas, sus intereses y COStas. 

Qne corridn traslado de la demanda, la Provincia la con- 
testó a fojas 20, man i fes lando (pie el impuesto de referencia 
-e cobra eoino tributo provincial por servicio- ( le policía, segu- 
ridad, etc.; 110 afecta la circulación territorial, 110 es contrario 
a ninguna garantía constitucional y no resulla en el caso (fue el 
ador [o |>agara sin que haya habido transacción o negocio con 
esa hacienda, por lo cual la protesta es ineficaz. La lev impug- 
nad;: como contraria a la Constitución Nacional, ha sido modi- 
ficada; un obstante, la Provincia mantiene los concepto- expre- 
sados en casos análogos, en el sentido de (pie al sancionarse la 
le\ aludida 111* lia hecho sino ejercitar prcrrugalivas consagra- 
das |Hir los artículos 104. 105 y 107 de la Constitución, inheren- 
tes a los poderc- no delegados á la Nación, Kntiende. en 
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consecuencia, que no exísje dentro de nuestra organización 
constitucional, facultad en olro poder para jmder limitar las 
atrilmcionc-i impositivas tic la Provincia con relación a SU ri- 
queza y comercio internos. Y agrega que si et actor no justi- 
fica que el snb jitdicc se ajusta a alguno de tos casos ya juzga- 
dos en que se han discutido cuestiones análogas, pide el' rechazo 
de ¡a demanda, con co-tas. 

(Jue recibida la causa i prueba, .se produjo la que expresa 
el certificado ele fojas 40 y la mandada agregar por auto de 
fojas 60 vuelta, se presentaron los alegatos de fojas 43 y 
fojas 48, y con el dictamen de fojas 51, se llamó autos para 
definitiva. 

Y Considerando: 

Que la Provincia no ha negado categóricamente los hecho* 
funda mentales <le la demanda, esto es. la extracción de hacien- 
da en la Techa, cantidad y lugar indicados por el actor, lo que 
sería bastante jKira darlos por admitidos (artículo 86 de la 
ley 50: Fallos: tomo 103, página 430; tomo 107, página 63: 
considerando 3.°, página 71, entre ntros). 

Que tampoco ha negado la existencia de las disposiciones 
legales en cuya virtud se ha exigido el pago del impuesto cuya 
devolución se demanda, y antes bien, la ha reconocido implí- 
citamente al pretender, según se ha expuesto, que la ley de 
tablada no contraría las disposiciones fie la Constitución Na- 
cional en que funda su derecho la parte actora. 

La prueba que resulta de las circunstancias enunciadas pre- 
cedentemente, está corrolwirada |Hir e! informe de fojas 3S y 
certificado de fojas 53 vuelta, de los que se desprende que el 
actor embarcó en la estación Villaguay, con destino a Zarate, 
las haciendas que expresa la demanda, en la fecha y cantidad 
allí consignada, como asimismo que las haciendas se despacha- 
ron con la guía número 2157, en la que se lian adherido las 
estampillas fiscales |*>r la suma cuya devolución se reclama. 
El certificado de fojas 53. resjieclo del cual, así como de la pro- 
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cedencia de su agregación con carácter de prtielia cor rescinde 
en esta oportunidad con firmar las consideraciones qlíe funda- 
mentaron el auto de fojas Oo vuelta, tiene el \ídor de una ver- 
dadera confesión, pues emana de la propia demanda, además 
de ser instrumento auténtico |)orcjiie se ha expedido sobre la 
liase de* constancias existentes en los libros «le la administración 
provincial (Fallos: tomo 130, página 24 y otros), 

Que ln legitimidad del cobro del impuesto de tablada, en 
las condiciones en qué se ha hecho efectivo en el caso, ha sido 
declarada reiteradamente por esta Corte en causas anteriores 
en que se ha examinado con toda aptitud la misma cuestión que 
sé delate en el stth jtuike (Fallos; tumo 127, página 383; tomo 

página 3741 : y en aquellos casos, como en otros de la mis- 
ma espede, se ha hecho constar : ti) que el impuesto de tablada, 
aplicado a las haciendas, que no hubiesen sido objeto de venia 
u negocio en jurisdicción de la Provincia, y que se cobra en el 
acto de la extracción y con motivo de ella, es violatorio de los 
artículos <V' y 10 de la Constitución, que no admiten aduanas 
interinres y prescrilnm la libre circulación de los productos; 
b) que el mismo impuesto de tablada establecido por una Pro- 
vincia para gravar la iteración directa de la venta o negocio de 
Jos ganados y |>erctbidn al celebrarse la transacción como un 
acto de comercio interno, es un gravamen legitimo, determinado 
por el ejercicio de facultades constitucionales no delegadas por 
las piovincias al gobierno federal, de acuerdo con lo que pres- 
criben los artículos 104 y 105 de la Constitución : c) que. en 
consecuencia, la contribución aludida creada por un estado pro- 
vincial como impuesto de exportación que afecta la libre circu- 
lación territorial, es contrario a expresas disposiciones de la 
Constitución, en tanto que 110 tiene tal defecto legal el grava- 
men a la circulación económica, esto es. el que se impone a tos 
actos de comercio realizados en ta jurisdicción de la Provincia 
y. por consiguiente, al alcance de su potestad iiuposimsi ( Fa- 
llos: tomo 137. página 321). 

(Jue dadas las consideraciones precedentes, y resultando 
probado, además, cu ct ca*i» de autos, que el pago aludido fué 
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protestado en oportunidad, como consta en el testimonio de 
escritura pública corriente a fojas I, debe estimarse que !a parte 
actora lia acreditado debidamente el derecho que invocó en su 
demanda. 

Por estos fundamentos y oido el señor Procurador General, 
se declara que el impuesto cobrado a don Tomás Zaburlm es 
violatorio de la Constitución Nacional, y que, en consecuencia, 
la Provincia de Entre Ríos debe devolver al actor, en el tér- 
mino de diez dias, la suma reclamada con sus intereses desde la 
notificación de la demanda, con costas, 

Y notando el tribimal que los escritos, de fojas 58 y 64 
contienen expresiones y conceptos que no armonizan con la 
serenidad que corresponde a los debates judiciales, llámase la 
atención de los firmantes para que en lo sucesivo guarden eátilo. 
Notifíquese y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. FicuEhoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
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En tres de Diciembre de mil no vedemos veintitrés, la 
Corte Suprema no hizo lugar a la queja deducida por Antonio 
V relia y Genaro Bregna, en la causa seguida en su contra, por 
infracción a ta ley número 4097, por resultar de lo expuesto por 
los mismos recurrentes. t|Uc en la decisión materia de la queja, 
el tribunal ti t¡uo *o babia limitado a establecer la inteligencia 
del articulo 26 del Código Penal, cuestión extraña al recurso 
extraordinario para ante el tribunal, con arreglo al artículo 15 
de la ley número 48. 



lín la misma fecha se declaró improcedente el recurso de* 
dneido por don Vicente Signorclli. en autos con don Luis Co- 
míaso, sobre consignación de alquileres, por cuanto la sentencia 
apelada no había desconocido la validez de las leyes nacionales 
números 11.150 y 11.157. habiéndose fundado en la apreciación 
de la prueba producida y en los efectos de la transacción reali- 
zada )>or las itartes, — fundamentos ¿le derecho común ajenos 
al recurso extraordinario interpuesto, — según el articulo 15 
tle la ley 48. y que bastaban por si sólo para sustentar el fallo. 



En cinco del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
|Hir don Esteban Caprile, en autos con don Bartolomé J, Gafi- 
haldi, sobre desalojamiento, jior deducirse de la propia expo- 
sición del recurrente, que la cuestión federal que podía dar 
lugar a) recurso extraordinario para ante la Corte Suprema, 
habia sido planteada después de pronunciada ta sentencia defi- 
nitiva de última instancia, es decir, extemporáneamente a los 
fines de dicha apelación, con arreglo a lo dispuesto en el ar- 
riquin 14 de ta ley número 48 y a lo reiteradamente resuelto. 
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En la misma fecha se declaró improcedente ta queja dedu- 
cida por doña Serafina Coltini de Bellucci. en la causa seguida 
contra José Fraga pane, por homicidio, contra un auto de los 
tribunales de !a Provincia de Mendoza, que habia declarado qui- 
la cónyuge supérstite y sus lujos menores carecian de derecho 
]>ara hacerse |>arte querellante en la tramitación del juicio, en 
razón de que no sólo <e trataba de la interpretación y aplicación 
por los expresados tribunales de Mendoza de disposiciones del 
Código de Procedimientos en lo Criminal (artículo 15 de la 
ley 48. sino también porque no existía una relación directa e 
inmediata entre las garantías constitucionales que se decían des- 
conocidas y el punto coturo veri ido sobre falta de personería. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema declaró improce- 
dente el recurso de revisión autorizado por el artículo 551, 
inciso 4." del Código de Procedimientos en lo Criminal, dedu- 
cido por el procesado Clemente Benitez, condenado por senten- 
cia pronunciada por la misma, con fecha 7 de Septiembre de 
19". a sufrir la pena de veinticinco años de presidio, acceso- 
rios legales y costas, de conformidad a lo establecido por el 
artículo 17, capítulo 1.% inciso letra a) de la ley 4189, vi- 
gente entonces, como autor del delito de homicilio perpetrado en 
la perdona de Silveria Ortega, en razón de que e) nuevo Có- 
digo Penal, refiriéndose al misino delito, dispone en sn ar- 
tículo 80, inciso 2,". que se aplicará la reclusión perpetua, ¡wn:i 
que no es más Iwnigna que la establecida, por la referida 
ley 4189: y de conformidad a lo dispuesto por el artículo 
305 del mismo Código, resolvió substituir la pena de presi- 
dio impuesta por la de veinticinco años de reclusión, que de- 
berá cumplirse con los efectos legaíes determinados en el 
articulo 12 y las costas del juicio. 
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Kn r-iete del mismo no se hizo lugar a la queja interpuesta 
l>t>r don A tilia ¡Sentinelli, en autos cun don Manuel Rodríguez, 
sobre cobro de pesos, por demostrar la propia exposición del 
recurrente que el caso a (pie se refería, había sido resuello por 
interpretación y aplicación de diversas dispusiciones del Código 
de Procedimientos, ajenas a las que pueden dar lugar al recur- 
so extraordinario del articulo 14, de la ley 48: a lo que cabía 
agregar, que el auto recurrido, no era la sentencia definitiva 
legalmente requerida. 



Con fecha diez se declaró improcedente la queja deducida 
por don Benito Pérez, en tos autos seguidos por don Félix 
Aguirre contra Augusto I„atur, sobre consignación, por resul- 
tar de la propia ex|JOsición del recurrente, que en el caso, se 
trataba de la interpretación y aplicación de una !ey de derecho 
común, como es la 11,156, acerca de la cual no se planteaba nin- 
guna cuestión federal de las comprendidas en el articulo 14 de 
la ley número 48. 



Kn doce del mismo se declaró improcedente el recurso de 
hecho inter] tuesto por don Ramón I. Agüero, en autos cun Julio 
C. Ran-era, |>or devolución de un depósito, por aparecer de la 
propia exposición del recurrente que en la causa llevada ante la 
Suprema Corte de la Provincia de Mendoza, se habían sola- 
mente discutido puntos relacionados con la irregularidad de los 
■ nombramientos judiciales y con la relación de reglas procesales, 
cuestionen ambas del resorte exclusivo de la justicia local ( ar- 
ticulo 15, ley 48). 



Kn ta misma fecha la Corte Suprema declaró improcedente 
el recurso de revisión deducido por el procesado Rcgino Avala, 
condenado a sufrir la pena de veinticinco años de presidio. 
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accesorios legales y costas, como autor (té) delito de homicidio 
perpetrado en la persona de Juan Vígtiolo, en razón de que el 
hecho delictuosa mencionado está comprendido en las sancio- 
nes establecidas jxir el nuevo Código Penal en su artículo Xo. 
inciso 2. a , fijando una penalidad más grave como es la de reclu- 
sión perpetua ; y en .atención a lo dispuesto en el artículo 305 de 
dicho Código, resolvió substituir la pena impuesta ;il reo por la 
del mismo número de años de reclusión, que deberá cumplirse 
con los efectos legales determinados en el artículo 12 y las cos- 
tas del juicio. 



Con fecha catorce se declaró improcedente el recurso de- 
ducido por don Juan Pedretti. en autos con el Fisco Nacional, 
sobre desalojamiento, en razón de no tratarse en el caso de una 
sentencia definitiva en el sentido requerido por el artículo 3." 
de la ley 4055, esto es que pusiera fin al pleito, y. además, por 
aparecer de la propia exposición del recurrente, que la resolu- 
ción de última instancia pronunciada por lia Cámara Federal de 
Apelación de ¡a Capital, 110 le había desconocido el fuero fede- 
ral, fundado en la Constitución y ley número 48. ya que el 
expresado tribunal había mantenido su competencia l articulo 1 \ 
fie la última ley citada). 



Tín veintiuno del mismo no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida por don Julio Senefart. en la causa seguida en su contra 
por substracción y falsificación de valores fiscales, por des- 
prenderse de lo expuesto i»or e! mismo recurrente, que se tra- 
taba de una resolución que n« era definitiva como lo requiere 
el artículo 14 de la ley 48. para que proceda la vía extraordi- 
naria. 



En la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la (pie ja 
deducida por don Miguel C. Hcarne. en autos con los señores 
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Saiabcrry y Bercelche* sobre cobro de pesos |xjr desprenderse 
Oe la propia cx¡«>sidón de] recurrente, que la cuestión resuelta 
por el juez a qito. materia ele la queja, había versado sobre la 
íntcrnqición de la prescripción y sobre los efectos de la peren- 
ción de la instancia, esto es, sobre punto* extraños al recurso 
extraordinario con arreglo al articulo 15 de la ley 48; siendo 
¿idemás de observar, que los artículos 18 y 10, de la Constitución 
que se decían invocados en el juicio no tenían relación alguna 
con las cuestiones debatida* en el mismo, como se requiere para 
la procedencia del remedio excepcional deducido. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Martiniano Mcndicoa en los autos "Borthiry Ra- 
món contra Martiniano Mcndicoa, sobre remoción de tutela". 
|Hir inferirse claramente de lo expuesto por el recurrente, que 
la decisión, motivo de la queja, no era definitiva en el pleito, y 
se- fundaba en la interpretación y aplicación de disposiciones 
del Código Civil, extraña* al recurso extraordinario por ex- 
presa sanción de la íey. 



Con fecha veintiséis no se hizo lugar a la queja deducida 
|ior don litigo Koggero, en los autos "Roggero Hugo, tercería 
fie dominio en el juicio seguido por don Juan Walter Davics 
contra -Arturo Manini. cobro de pesos", por aparecer de la pro- 
pia exposición del recurrente que el recurso extraordinario in- 
terpuesto y denegado *e había fundado en el desconocimiento 
del derecho, que según se afirmaba, había fundado en los ar- 
tículos 247. 287 y 288 de la ley 12 de Noviembre de 1880. nú- 
mero que es ley de carácter local para la Capital y, por 
to mismo, su interpretación y aplicación es ajena al recurso 
extraordinario previsto por el articulo 14 de la ley número 48. 



r 
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Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Manuel J. Marino, en autos con don Héctor Fv 
Hors. sobre desalojamiento, por resultar de la propia exposi- 
ción del recurrente rpie se había tratado en el juicio de refe- 
rencia de cuestiones de hecho y de derecho común, cuya solu- 
ción en la sentencia pronunciada no |)odia autorizar el recurso 
extraordinario deducido con arreglo a lo dispuesto por el ar- 
tículo 15 de la ley número 48. 



En ta misma fecha fué confirmada, por la Corte Suprema, 
la sentencia pronunciada por Ja Cámara Federal de Apelación 
de La Plata, que condenó a Esteban Flores a sufrir, doce 
años de reclusión, en vez de diez y seis y medio de la misma 
iwna. que le impuso el Juez Letrado del Territorio Nacional del 
Chubut. como autor del delito de homicidio perpetrado en la 
persona de José Figucroa, el día 20 de Noviembre de 1921, en 
el paraje denominado Pastos Flancos de Guenguel. jurisdic- 
ción de! expresado territorio. 



Con fecha veintiocho no se hizo lugar a la eme ja dedu- 
cida por don Pedro P. Padilla y otro, en autos con don Domin- 
go Isasmcndi y otro, sobre reivindicación, en razón de no ha- 
berse cumplido, en el reñir so de queja, con lo dispuesto por el 
articulo 15 de la ley 48, pues si bien se afirmaba que desde la 
iniciación del litigio "se ha puesto en discusión la falla de apli- 
cación de leyes de la Nación, así como de las garantías que la 
Constitución acuerda para la defensa en juicio", se omitía indi- 
car concretamente cuálc-; eran esas leyes y garantías y señalar 
su relación directa e inmediata con las cuestiones debatidas en 
ia causa ; apareciendo, además, de los testimonios que se acom- 
unaban que la causa había sido resuelta i»or aplicación de dts- 
{lostción del Código Civil y de carácter procesal, ajenas al re- 
curso extraordinario según el articulo 15 de la ley número 48. 
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Con lecha treinta y uncí no se hizu lugar a la (¡neja dedií- 
Cida \mr el Jíaneo ríe la Provincia de Hítenos Aires, en autos 
cota la sucesión de don Rodolfo I, Dobarán. por cobro de pesos, 
«ti razón de no haberse llenado los requisitos establecidos por eí 
artículo 15 de la lev número 48. 



Kn la inferna fecha fué confirmada, por la Corte Suprema, 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de L,a Plata, la que. a su vez, confirmó la dictada por el Juez 
Letrado det Territorio Nacional del Chubut, que condenó a 
Kufcmto Medina Peralta, a sufrir la pena de reclusión perpe- 
tua, accesorios legales y costas, como autor del delito de homi- 
cidio perpetrado en la persona de Rosa Cárdenas, el día cinco 
de Mayo de mil novecientos veintidós, en el paraje denominado 
"La Loma", en Comodoro Rivadavia, jurisdicción de dicho 
lerri torio. 



Kn la misma fecha la ü>rte Suprema decían» improcedente 
el recurso de revisión deducido por el procesado Desiderio Baez, 
condenado a sufrir (á pena de diez y ocho años de presidio, 
accesorios legales y costas con arreglo a lo dispuesto por la ley 
número 4189, en su artículo 17, capítulo t.", inciso i.\ como 
autor de) detito de homicidio perpetrado en la persona de José 
Cura, el 12 de Enero de 10,12. en la Capital del Territorio Na- 
cional de Forinosa. en razón de que, juzgada la responsabilidad 
del procesarlo con arreglo a las disposiciones de! nuevo Código 
Penal, ta pena que éste impone por el expresado delito, no seria 
más henigna que la que se le había impuesto con arreglo a la 
legislación anterior vigente en la época en que se cometió el 
hecho delictuoso, dado lo dispuesto por los artículos 40. 46 y 80. 
inciso 3.", con arreglo a los cuales se aplicaría una jx;na mayor : 
y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 305 del Có- 
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digo Penal en vigencia, resolvió substituir la pena de presidio 
impuesta al reo, por la de reclusión por el mismo término, míe 
deberá cumplir con los , efectos legales del artículo 12 y las 
costas del juicio. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
clon Bartolomé No varo, en autos con don Manuel Souza. sobre 
desalojamiento, por no revestir la providencia reclamada, que 
mandaba pasar las actuacibties a un cobrador fiscal, el carácter 
de sentencia definitiva, indispensable para que fuera proce- 
dente el recurso extraordinario para ante la Corte Suprema. 



En ta misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por don Pablo Arena, en mitos con la compañía "La 
Nueva Zelandia", sobre cobro de pesos, por resultar de la pro- 
pia exposición del recurrente, que en el caso no se había plan- 
teada ni resuelto cuestión federal alguna, sino que se había deba- 
tido y fallado un asunto regido por disposiciones del derecha 
común, ajenas a las que pueden determinar la procedencia del 
recurso extraordinario de que instruye el artículo 14 de la 
ley 48 y 6." de la 4055. 



En la misma fecha no se hizo lugar a !a queja deducida por 
don Juan Casanovas en los autos seguido* por don José S. Ma- 
1 ligan i contra Francisco Matroberti, sobre desalojamiento, en 
razón de que los recursos de inaplicabilidad e inconstituciona- 
lidad del Código de Procedimientos de la Capital, que se invo- 
caban, no proceden para ante la Corte Suprema y, además, poí- 
no aparecer tampoco, que para ante la mi>ma, se hubiera inter- 
puesto recurso alguno que le hubiese sido denegado. 
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Un ta mfeWl* fecha la Corte Suprema declaró procedente el 
recurso de revisión fundado en el articulo 551, inciso 4.* del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, interpuesto por el 
procesado Juan Oliveira. condenado por sentencia de la mis- 
ma, ile fecha 11 de Diciembre de 1917, a sufrir la pena fie ca- 
torce años de presidio, accesorios legales y costas, de conformi- 
dad con lo dispuesto en el articulo 17, inciso capitulo l. u de 
ta ley 41&), vigente entonces, por el delito de homicidio perpe- 
trado en la persona de En rico Mauritz; y dado que el nuevo 
Código Penal reprime en forma más benigna en su articulo 79, 
los delitos contra ta vida que la citada ley 4189 >' en «tención a 
la menor edad del procesado al cometer el hecho delictuoso, así 
como lo dispuesto en el articulo ¿7, inciso b). y artículos 41 y 44, 
resolvió substituir la pena impuesta por la de orne años de re- 
clusión, con los efectos legales determinados en el articulo \Z 
del mismo Código y las costa? del juicio. 



En la misma fecha no se hizo lugar a ta queja deducida por 
don Ambrosio García, en autos con Pascual Hermanos, sobre 
desalojamiento, por resultar de la propia exposición del recu- 
rrente, que "elevarlos los autos a primera instancia, la parte de- 
mandante objetó lo- recurso? fuera de oportunidad, alegando 
qite ellos habinn sido mal concedidos. Y el señor juez, doctor 
Lagos, así lo declaró, a pesar de haber demostrado yo lo con- 
tra r i u". y de tal resolución no procedía el recurso extraordina- 
rio para ante la Corte Suprema, según lo reiteradamente re- 
suelto, pues coito 1 lo hacia constar el señor Juez en su auto 
denegatorio. se había fundado exclusivamente en la aplicación 
é interpretación de las leyes locales que habían determinado su 
jurisdicción lo que no autorizaba el recurso exrtaordinarío in- 
terpuesto (articulo 15, ley 48). 
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En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
el penado Antonio Montes, recluido en ta cárcel de Resistencia 
(Chaco), por el delito de homicidio, por no aparecer de la 
exposición del recurrente, que se hnhicra interpuesto contra la 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación y para ante la 
Corte Suprema, recurso alguno que le hubiese sido denegado ; 
agregándose, además, que la pena impuesta era la de ocho años 
de prisión y ella no autoriza la apelación para ante el tribunal, 
según lo dispuesto en el artículo 3. , inciso 5." de la ley 4055, 
que sólo comprende "todos los casos en que la pena impuesta 
excediera de diez año* de presidio", o sea, de reclusión, según 
el articuló 305 de la nueva ley penal, número 11,179. 



limbo jada dp lis paña solicita h detención dv Ulitis Abraham 
Li'rw imputado d,i delito de estafa. 

Sumario; ifi Procede ta habilitación del feriado para conocer 
de un recurso de queja por denegación del recurso extranr- 
dinariii. interpuesto contra una resolución que no hace 
lugar a la libertad de una pterstíná detenida a solicitud de 
un ministro extranjern. por él delito de estafa cometido 
en su país. 

2. No tiene carácter de sentencia definitiva a los fines 
del recurso extraordinario del articulo 14. ley 48, y su 
correlativo articulo 6.° de la ley 4055, una resolución que 
deniega la libertad de una persona detenida a solicitud de 
1111 ministro extranjero, por el delito de estafa, mientras 
esté pendiente la, detención de los elementos que establez- 
can la existencia de los delitos que se imputan al causante y 
su participación en él, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 
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Al/Tu DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Bueno* Alrei, Noviembre Su d« 1923 

íjue si bien el Tratado con el Reino de España, en su 
attioiüo 3.° dice que, "la obligación de la extradición no se 
extiende en caso alguno a los nacionales di* los dos países" ¿ no 
quiere decir que el ciudadano argentino a quien se !e impute un 
delito cometido en España, previsto por el Tratado, juzgante y 
¡mni ble |>or nuestras leyes, debe ser puesto en libertad, invo- 
cando su carácter de argentino. 

Que siendo procedente el pedido de detención, es deber de 
las autoridades de los dos países, en caso que la persona reque- 
rida íuera ciudadano de la Nación, a la cual se te baya pedido 
de extradición, hacer procesar y juzgar, según sus legislaciones 
los respectivos nacionales: en el presente caso, estando pen- 
diente la detención, de los elementos que establezcan (a existen- 
cia tic los delitos que se imputan al causante y su participación 
en él no ha lugar a la libertad solicitada. — Jontus, 



VISTA DEL FISCAL DE CÁMARA 

Buenos Aíte*. Diciembre U de 1923 - 

Excma. Cámara ; 

Estimo que son ajustadas a derecho las consideraciones que 
sustentan la resolución denegatoria pronunciada por el señor 
Juez y en su consecuencia soy de opinión que corresponde se 
sirva V. E. confirmarla. — Manuel B. de Aneltorctta. 
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AUTO DE LA CÁMARA FKDRRRAI. 

Buenos Airet, Diciembre 'Jtí de 19» 

Por sus fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador Fiscal de Cámara, se confirma ta resolu- 
ción apelada de fojas 26 vuelta, que no hace ítigár a Ja libertad 
de Elias Abraham Levy. Devuélvase. - MvtrccHno Escalada. 
— T. Añas. — B. A. Nácar Anchorcna. — I. P. tuna. 



AUTO DE I.A CÁMARA FEDERE AL 

Buíro* Airee, Diciembre W de 1923 

Autos y Vistos: 

De acuerdo con lo dispuesto por el articulo 14. inciso 3* «lu- 
la ley número 48 y su correlativo articulo 6," de la ley núme- 
ro 4055, concédese el recurso interpuesto para ante la Corle 
Suprema, — Mprccímo Escalada. — T. Arias. — /. P. Luw. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airee, Enero * de 1924 

Autos y Vistos; 

Atenta la naturaleza del asunto, habilitase el feriado piará 
resolver sobre la procedencia de los recursos interpuestos par;i 
ante esta Corte. 

Y Considerando: 

Que la decisión final sobre la libertad del detenido don 
Elias A. Levy sólo podría dictarse una vez que se presentasen 
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los recaudos ofrecidos para la extradición según se desprende 
del auto de fojas 26 vuelta. 

Que en tales condiciones. la resolución apelada, confir- 
matoria de aquélla, no reviste el carácter de sentencia definiti- 
va, indispensable para la procedencia de los recursos interpues- 
tos con arreglo a lo que se dispone en la primera parte del 
articulo 14 de la ley número 4055 y en el articulo íi," de la 
misma ley" 

Kn su mérito y de acuerdo con lo resuelto en casos análo- 
gos, tomo 116, página 188 entre otros, se declara no haber lugar 
a los recursos deducidos. Notifiquesc y devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicaxor G. del 
Solar. — Ramón* Méndez. 



Snif-L-s Mucio. $cíá Miguel y Compañía contra Manuel Tomas! , 

sobre desaloja. 

Sumario: Xo procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48, contra una sentencia que establece que las leyes de 
emergencia números 11.156 y 1 1.157 son inaplicables al 
caso, no porque ellas carezcan de validez constitucional, 
sino porque son de fecha posterior al contrato en litigio, 
que se declara de precio determinado y término vencido. 
( Caso de interpretación y aplicación de preceptos y dispo- 
siciones de derecho común, de estipulaciones contractuales 
y de cuestiones de hecho). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Butnoi Aire», Febrero II de IftM 

Y Vistos, Considerando: 

Que el recurso extraordinario interpuesto se funda en 
que la sentencia en apelación, confirmatoria de la de primera 
instancia, ha declarado la invalidez de las leyes rUgé >' U.I57- 
y. en consecuencia, se deriva !a procedencia de dicho recurso 
de lo que establece el inciso u* del artículo 14 de la ley nú- 
mero 48. 

Que así planteado el caso, procede determinar, desde luego, 
sí el fallo recurrido tiene en efecto el alcance y decía rae iones 
que se le atribuyen, pues en tal supuesto, la procedencia de la 
apelación extraordinaria intentada seria evidente. 

Que del examen de la decisión de referencia, como riel 
fallo que ésta confirma, no aparece, entretanto, ni la declara- 
ción expresa de la invalidez de las leyes citadas, ni la implícita 
deducción del propósito de declarar tal invalidez legal. La ex- 
presión concreta y precisa de la sentencia, establece que las 
leyes de emergencia aludidas son ¡naplkabfcs al caso, no porque 
dichas leyes carezcan de validez constitucional, sino porque son 
de fecha interior al contrato en litigio, que se declara de pre- 
cio determinado y término vencido. 

Que en la hipótesis de que en algún caso fuera posible, 
acepta como equivalentes los términos "inaplicabilidad" y "va- 
lidez" de una ley, no lo es, sin la menor duda, en el de autos, 
caracterizado por los antecedentes en general de la litis y en 
especial de los que han servido de base a la declaración de 
inaplicabilidad de la sentencia recurrida, en la que no se han 
interpretado las leyes de emergencia invocadas del punto de 
vista de su constitttcionalidad, sino de su aplicación a un con- 



KA LIOS K LA CORTE SUPREMA 



trato de término vencido y de fecha anterior a su promul- 
gación. 

Que, en realidad, lo que ha constituido en Jas decisiones 
del sub judite, el verdadero factor de interpretación es el con- 
trato, y de sus cláusulas se han deducido no sólo relaciones de 
derecho de las partes, sino también la aplicación de la !ey en lo 
que se ha considerado pertinente por razón de circunstancias 
de hedió, extrañas a la validez de la ley misma, tales como la 
féchá de ésta y la del contrato, y las relativas a las condiciones 
del precio y término de ene último. 

Que establecido, pues, que en el sub íitem no se ha juzgado 
y resuelto cuestión alguna que importe declarar la invalidez de 
las leyes invocadas, queda el caso circunscripto a su verdadera 
conformación legal y jurídica, esto es, al de interpretación y 
aplicación de preceptos y disposiciones de derecho común, de 
estipulaciones contractuales y de cuestiones de hecho, todo ello 
declarado por ¡a ley y la jurisprudencia extraño a la tercera ins- 
tancia extraordinaria que autoriza el articulo 14 de la ley 48 
y ó." de la ley 4055. 

Kn su mérito, se declara improcedente el recurso deducido. 
Notifiqttese y devuélvanse, debiendo reponerse el papel ante el 
juzgado de origen. 

A. Bermejo — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 

corta. 
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Plutarco Stitta y Ministerio Fiscal contra cí Frigorífico La 
Plata Cold Storage (hoy Sizvft, por defraudación a ta renta 
de Aduana). 

Sumario: i.° El derecho de estadística establecido por los ar- 
tículos 8. p de ta ley número 4933 y 2t de la número 8r2i, 
no es mi derecho a la exportación ni tampoco a la impor- 
tación, ni está asimilado a éstos en cuanto a las penalidades 
creadas para editar en ellos las falsas manifestaciones ten- 
dientes a disminuir su producido ; por lo que no le son apli- 
cables las Ordenanzas de Aduana, si bien no queda librado 
en absoluto el pago de los derechos de estadística a la bue- 
na o mala voluntad de los particulares a quienes afecta 
(artículos 1029 y 1030 de las Ordenanzas de Aduana; Fa- 
llos: tomo 99, página 31 7- y IP& página HS>. 

2? No es legalmente admisible la compensación entre 
las sumas pagadas de más y las pagadas de menos en con- 
cepto de derechos de estadística, hasta donde alcance la 
cantidad menor (articulo 823 del Código Civil). 

3." Dado que únicamente tenian una designación es)Je- 
ciat en ta Tarifa de Avalúos las lenguas conservadas y sala- 
das, careciendo de toda indicación tas tenguas congeladas 
y enfriadas ; atento el informe de la Aduana, según el cual 
las lenguas enfriadas o congeladas se incluyen entre las 
"menudencias" y se aforan como tales y no existiendo en 
autos prueba alguna que permita establecer que se exportó 
lenguas conservadas y saladas como congeladas y enfria- 
das, a fin de hacerlas figurar entre las menudencias, co- 
rresponde, en el caso, declarar que no hubo infracción al 
respecto; no asi, en cuanto a los óleos denunciados como 
sebo, es decir, el producto que abona menos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

La PUta, Mayo Ití de 1U0 

Y Vistos: 

Para resolver esta causa seguida por el Ministerio Fiscal 
y por Plutarco Sácnz contra el Frigorífico La Plata Cold 
Storagc (hoy Swiít'. por defraudación a la renta aduanera, 

Resulta : 

Primero: <Jue el 10 de Febrero de 1915 se presentó ante 
este Juzgado don Plutarco Sáenz. ratificando la denuncia de 
fojas 1 <jue había presentado en Diciembre de 191 4 ante la 
autoridad aduanera de esta ciudad, según la cual la compañía 
demandada, denomina en sus conocimientos o relaciones de 
carga todos lo< productos nobles que fabrica y exporta con el 
nombre de "menudencias", no obstante estar especificados en la 
tarifa de avalúos con otras denominaciones cuwo impuesto es 
superior que el de las menudencias. Según el denunciante, los 
cargamentos que efectúa el frigorífico son siempre mayores que 
los confesados a ta aduana, produciéndose de esta manera una 
defraudación no interrumpida desde el año 1906, la que i>odrá 
ci>mprol»arse mediante la confrontación de las relaciones de 
carga (pie la aduana y la Contaduría General guardan en sus 
archivos con las listas de embarque que el frigorífico pueda 
presentar. 

Segundo; Que habiendo hecho suya el Ministerio Fiscal 
esa denuncia, se !c djtó el trámite correspondiente, producién- 
dose, una amplia y extensa investigación, a raíz de la cual, en 
la estación oportuna del juicio, el querellante particular y el 
Ministerio Fiscal acusan al frigorífico de haber defraudado la 
renta de aduana y piden sea condenado al jago de la multa de 
que resulte pasible según diferencias que aparezcan constata- 
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das i>or la pericia ordenada, según se aprecie la mercadería em- 
barcada de acuerdo con las denominaciones de la tarifa de ava- 
lúos o se acepte la de menudencias empleada por el frigorífico. 
La multa, que tanto el querellante como el Ministerio Fiscal 
solicitan, consiste en el duplo de los derechos que se dejó de 
abonar al Fisco como consecuencia de la improcedente deno- 
minación con que se exportaron los productos. 

Y Considerando: 

Que, desde luego, la investigación ha debido limitarse 
aí período comprendido entre el i." de Enero de 1907 y el 31 de 
Diciembre de 191 5, en vista de que la documentación corres- 
pondiente al año 1906 hahia sido ya destruida por la aduana: 
y en cuanto al limite fijado en Diciembre de 1915. él tiene por 
objeto la necesidad legal de fijar en una suma ordinaria la 
multa a que puede ser condenado el frigorífico. En efecto, no 
es jxísible dictar una sentencia sin que ésta tenga parte dispo- 
sitiva; y cuando se trata, como en este caso, de cantidades, la 
parte dispositiva debe condenarlas de una manera precisa o, por 
lo menos, las bases para determinarlas, para lo cual la fijación 
de un lapso de tiempo es indispensable. 

2. u ) Que es imprescindible, después, averiguar la cantidad 
exacta de los diversos subproductos enumerados en la tarifa de 
avalúos, que han sido, sin embargo, exportados durante aque- 
llos nueve años con la denominación de menudencias, asi como 
también poner de manifiesto la improcedencia de otras deno- 
minaciones usadas por el frigorífico en <us embarques y de las 
que puede resultar algún perjuicio para la renta fiscal, 

3. ") Que el arancel vigente hasta Enero de igil, estable- 
cía un derecho de estadística de uno por mil (artículo 8.°, 
ley 4933). sobre los valores que representen las operaciones 
comerciales estén a no sujetas las mercaderías a derechos de 
aduana, derecho que fué aumentado al dos por mil, por el ar- 
ticulo 21 de la ley 81 31. 

4. "> Que '.a prueba de la infracción denunciada, consiste, 
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en la pericia practicada por los contadores nombrados, lo* que, 
en su infprme fie fojas 098 a 721 y los <juc preceden, estable- 
cen dos clases de infracciones, a saber; primero, productos 
exportados como menudencias y que debieron serlo como ar- 
tículos aforados especialmente por la Tarifa de Avalúos, y, 
segundo, productos exportados de más en relación con los per- 
misos de cmliarque solicitados a la Aduana. De manera, que en 
el primer caso, se habría hecho pasible et denunciado del pago 
en concepto de derecho de estadística de !a diferencia que existe 
entre lo abonado como menudencias y lo que debió abonar como 
producto- aforados, y en el segundo, de lo que importa ese 
mismo derecho por lo exportado de más. 

5>* i Que el impuesto que se dice defraudado es el que de- 
terminan los artículos 8." de la ley 4933 y 2\ de la 8l2t. es 
decir, que 110 se trata de los derechos de aduana a la importa- 
ción, desde que la exportación estaba libre de gravamen por el 
articulo 5." de la primera ley citada. El derecho de estadística 
lo abonan "las cofas que ejerzan el comenta de importación y 
exportación de mercaderías, haciendas, frutos y productos de 
cualquier clase que sean, sobre tos valores que re fin-salten sus 
operaciones estén o 110 sujetas a derechos de aduana". Es decir, 
que ese impuesto es independiente del que fija la misma tey. 
'.ubre ]ms derechos propiamente llamados de aduana, et que re- 
cae directamente sobre la mercadería importada y cuya trans- 
gresión tiene su -anción en las Ordenanzas de Aduana, ya im- 
poniendo el pago de dobles derechos, ya multa equivalente al 
doble de los derechos o ya con el comiso de la mercadería (ar- 
ticulo* 102Ó y siguientes). Tratándose, pues, de un impuesto 
es])ecial a las operaciones de importación y ex|>ortacíóri, y re- 
sultando de la compulsa practicada que aquél se ha dejado de 
pagar en unos casos y se ha abonado de más en otros, es preciso 
averiguar el total de las operaciones realizadas y lo pagado en 
definitiva, pues es de estricta justicia admitir la compensación, 
desde que. como se deja establecido, e! impuesto grava el valor 
total de las operaciones realizadas. 
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6.") Que el artículo 36 del decreto reglamentario de la ley 
de aduana, número 4933. cstahlcce que en la aplicación de las 
partidas del arancel, no se harán distingos ni se procederá juz- 
gando los casos por analogía. Los despachos deberán efectuarse 
con estricta sujeción a la letra de cada partida bajo la respon- 
sabilidad personal del respectivo empleado, disposición que con- 
cuerda con el articulo 580 de las Ordenanzas en su inciso 3." 
que ordena, en los frutos no tarifados. hagan el aforo del caso 
los Vistas de Aduana. No estando, pues, especificado expresa- 
mente en la Tarifa de Avalúos las "lenguas enfriadas" y ni la 
"estearina" quedaba librada o ¡a determinación de los \istas de 
aduana el tarifar esos artículos, y por lo que resulta de los 
informes de foja* 132 y 196, las "lenguas enfriadas" fueron 
incluidas en la denominación de ''menudencias", por cuyo aforo 
se pagaron los derechos de estadística. Lo mismo puede de- 
cirse de la estearina que lia sido aforada por el valor del sebo. 
Luego, |>or estos productos no se ha incurrido en infracción. 
No sucede, sin embargo, lo propio con los "óleos" que se ha 
denunciado como sebo ; es decir, el producto que abona menos 
según la partida 3.763 de ia tarifa que fija en pesos 10 oro loa 
cien kilos, cuando la partida 3.762 lo afora a razón de pesos 
1.50 los 10 kilogramos, arrojando, pues, una diferencia de 5 pe- 
sos cada cien kilos y como los óleos exportados en el primer 
período ascienden a 8.317.170 kilogramos (ver fojas 762), de 
los cuales hay que deducir 5.933.164 que corresponden a lo 
exportado de más sin pagar derechos ( ver planilla de fojas 762. 
rubro grasa y sebo), tenemos que los que hay que aforar comu 
diferencia entre 1o pagado como sebo y lo que debió pagarse 
como grasa es de 2.384.006 kilogramos, a razón de uno por mil. 
lo que nos da j>esos 1 19.20 oro. En el segundo período se exjior- 
taron 43.593.1 1 1 kilos de óleos, de los cuales hay que deducir 
31.321.847 que no han pagado derechos, resultando una dife- 
rencia de 12.271.264 kilogramos que deben aforarse a razón 
de 2 j>or mÍ1« lo que arroja una suma de pesos 1.227.13 oro. 

7") Que í° s productos exportados sin pago de derechos 
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de estadística son los que especifica ta planilla de foja- 762 en 
la cantidad siguiente: astas, 1.859 ^i\os en el primer periodo, 
aforadas por ¡a partida 3 714. a razón de S 76 oro sellado los 
mil kilos, que importa al uno por mil catorce centavos oro se- 
llado. Carne vacuna congelada, 5.904.187 kilos en el primer pe- 
ríodo* aforados por la partida 3.718 en S io oro los cien kilos, 
que importan S 500.42 oro sellado: y en el segundo periodo. 
5.044.871 kilos, que al 2 por mil, asciende a S 1,008.97 oro se- 
llado; carne ovina congelada, partida 3.720. aforada en $ 8 oro 
los cien kilos, 1.776.465 kilogramos en el primer periodo y 
hjo.241 en el segundo, que iigporta $ 142.12 y 3043 oro sellado, 
respectivamente ; carne en extracto, 3.455 y 18.477 kilogramos 
en el primer y segundo período, aforados por la partida 3.71*5 
en $ 2 oro el kilo, importa S 6.91 y 73.91 oro; cerda. 52,5114 
kilos en el segundo período, aforada por la partida 3727 en 
$ 48 ctro Ins cien kilos. S 50.49 oro; cilindros vacíos, 187 en el 
primero y 88 en el segundo período, aforado por la partida 
3 7*>3 $ - oro lílf la uno. importa 37 y 35 centavos oro; ga- 
rras, 422.017 kürK en el segundo período, aforadas en $ 2 oro 
los cien kilos por la partida 3.750. importa 9 16.91 oro; guano 
artificial. 535.632 kilos en el primer período, aforados en pesos 
25 oro los mil kilos por la partida 3.766. importa $ 13,39 oro 
sellado; grasa, 443 524 kilos y 5.204.127 kilos en el primero y 
segundo periodos, aforadas en $ 1.50 oro sellado los to kilos 
;k»|- ia partida 3-7 fi - J . rugió ría S do y S 1.501.24 oro sellado; 
hueso-, 250.115 kilos en el segundo jn'noüo. atóranos eh ]>csos 
35 oro los mil kilos por la partida 3.771. importa $ 17.50 oro; 
lana, 560.7N5 kilos en el primer periodo, aforada por la partida 
3.773 en i> 3 oro !os 10 kilos, importa S 168.24 oro sellado; me- 
nudencias vacunas, 562.636 y 175.829 kilos en el primero y 
segundo periodos, aforadas en $ 7 oro los cien kilos por la par- 
tida 3.721 tver informe de fojas 134 y 190), importa pesos 
39-38 y 24.42 oro sellado; menudencias ovinas, 22.501 kilos cu 
el primer período y 68.953 en d segundo, aforadas por la misma 
partida anterior en S oro los cien kilos, importa $ 1.35 y 8.27 
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oro sellado ; sangre seca, 164.554 en el primer periodo, aforada 
en S 50 oro los mil kilos por la partida 3799. importa $ 8.22 oro 
sellado; tripa, saladas, 25.130 kilos, aforadas por la partida 
3.807 en $ 50 oro los mil kilos, importa $ 1.26 oro sellado: 
<'>!cos, 5.933.164 y 3 1.321.847 kilos en el primero y segundo pe- 
riodo, aforados de acuerdo con la interpretación antes dada por 
la partida 3.762 en $ 1.50 oro los 10 kilos, importa $ 889-97 X 
9.396.55 oro sellado, respectivamente; cueros secos. 1.836.372 
kilos en el primer j>ertodo, aforados en S 38 n ™ los cien kilos 
por la partirla 3730. importa $ 697.82 oro sellado ; y su producto 
menudencias. 824.450 kilos en el segundo periodo, aforados por 
la partida 3.721 e informe de fojas 132 y ro6 en $ 7 oro los 
&éñ kilos, importa $ 115.43 oro sellado; todo lo que asciende a 
!a suma de $ 14.930.05 oro sellado. 

8."| Que las diferencias cu favor del frigorífico por los 
dérechOkS pagados de más, se expresan también en la planilla de 
fojas 702 como sigue: aceite de patas, 3.896 y 95-9*2 kilos en 
d primero y segundo periodo, aforados por la partida 3.701 en 
S 18 oro los cien kilos, importa el primero, el 1 y el 2 por mil. 
$ 0.70 y $ 345 52 oro. respectivamente; astas, 46.123 kilos en el 
segundo periodo, aforadas por -la partida 3.714. en $ 7 6 oro 
los mil kilos, importa | 7 oro sellado: cerda, 19.370 kilos en el 
primer periodo, aforada ¡»or la partida 3.727, en $ 48 oro los 
cien kilos, importa $ 88.1)7 oro sellado : cueros \ ácimos salados. 
2.244.469 y 5.380/189 küos en el primero y segundo periodos, 
a f onMo s j iii r li i partida 3 73'. en $ 22 oro los cien kilos, importa 
S 493.18 y 2-363.50 oro sellado; garras. 173.285 kilos en el pri- 
mer período, alorados por las partidas 3-759 «1 § 2 oro los cien 
kilos, importa $ 346 oro aliado; guano artificial. 1.2132.380 
kilos, aforados por la partida 3.766 en $ 25 oro los mil kilos, 
importa $ 64.60 oro: huesos. 36.143 kilos en el primer periodo, 
aforados por la partida 37'»' en ? 35 oro, los mil kilos, importa 
S 12.64 oro; lana, 20.756 en el segundo período, aforados por la 
partida 3.773 en S 3 oro lo* 10 kilos, importa $ 12.44 oro sellado ; 
pezuñas, 20417 y 16.572 kilos en el primero y segundo periodos. 
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i forados por ta ¡»artida ,1.792 en $ 12.50 oro los mil kilos, ini- 
|«iru $ 0.25 y 0.20, respectivamente ; set>o derretido, 5.659.421 
y 45.520.054 kilos en e! priirero y según dn periodos, aforados 
por la partida 3.763 en S 10 oro los cien kilos, importa $ 565. (>4 
y <>. 105.80 oro; sangre seca. 1,398.810. kilos en el segundo pe- 
ríodo, aforados por la partida 3.799 en $ 50 los mil kilos, im- 
porta $ 139 oro; tripas salada?, 501.261 kilos en el segundo 
periodo, aforadas por la partida 3.807 en $ 50 oro los mil kilo?, 
importa S 50.12 oro sellado; y tripas secas, 151.974 kilos en el 
segundo período, aforadas [Mr la partida 3.806, en S 40 oro los 
mi] kilos, importa $ 12.14 oro sellado; lo que hace en total. 
$ 10.259.56 oro sellado pagados de más. En el detalle de pro- 
ducto-; no se ha incluido ta partida de "cueros curtidos", por la 
razón dada por los gritos en su otro, si del escrito de fojas 762, 
si bien debe dejarse constancia que la diferencia del kilaje es 
en favor del frigorífico. 

9.*) Que, como se ve. entre to pagado de menos por dife- 
rencia del producto, 5 1.346, 33 oro; .0 no pagado. $ 14.930.05 
oro. y lo pagado de más, $ 10.259.56 oro, existe una diferencia 
de $ 6.016,82 oro en contra del frigorífico, es decir, que en los 
nueve años que comprenden las operaciones compulsadas, re- 
sulta un término medio de $ 658. 53 oro por año, monto insig- 
nificante si se tiene en cuenta !a cantidad que representan los 
productos exportados que ascienden a más de nueve millones 
de pesos oro sellado. Si a esta cantidad se agrega lü que repre- 
-ruta el valor de m ercaderías exportadas con derechos paga- 
ílos. que t?, sin duda, muy superior, tcfllkrlSflftJS 1 Hlli; «I fundí. 
iittt nanml no se llevó a cabo, máxime cuando la compulsa prac- 
ticada arroja a favor del frigorífico sumas pagadas de más por 
concepto de derechos de estadística, y es indiscutible que para la 
aplicación de |)ena debe existir la prueba o semiplena prueba 
de la intención de delinquir, y como se ve en el caso de autos, 
no sólo no existe, sino que. por el contrario, resalta la buena 
fe de la compañía acusada que aparece pagan lo sumas de más 
de las que la correspondía en ciertos casos. 
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io). Que en malcría penal no pueden ini]xinersc penas 
por analogía y el infrascripto no encuentra en la ley 4933. q l,c 
es la que fija el derecho de estadística— ya tjitc la ley 8l2l. en su 
articulo ai no hace más que modificar el quantum del im- 
puesto — pena para los que infrinjan su artículo 8," y las 
Ordenanzas de Aduana, sólo se refieren a los infractores de los 
" derechos de Aduana", cuando pretenden introducir (ya se ha 
visto que la expiación, en el periodo que comprende; la de- 
nuncia era libre, artículo 5.", ley 4935), mercadurías por luga- 
res no habilitados al efecto, o cuando se denuncia un articulo 
l>or otro con el fin de pagar mcno> derechos. Y el impuesto de 
estadística, como ya se ha dicho, grava a las operaciones co- 
merciales, independientemente de tos "derechos de Aduana* 1 , a 
la importación, y en el capitulo VI de la ley 4933- al hablar de 
las disposiciones penales, no se establece que las ordenanzas de 
aduana se apliquen a los que infrinjan el artículo 8." citado, 
como lo hace en otros casos (ver articulo 56), por lo que con- 
sidero que las disposiciones de 'as Ordenanzas de Aduana no 
son aplicables al caso de autos. 

Por las consideraciones que preceden y definitivamente 
juzgando, fallo: absolviendo al frigorífico Swift de la pena 
pedida, debiendo, no obstante, |>agar, dentro de diez días, la 
suma de 6.016 pesos con ochenta y dos centavos oro sellado a 
que asciende el impuesto no pagado, con sus intereses a estilo 
de Manco desde la fecha de la denuncia, ¿o de Diciembre de 
1914, y las costas del proceso, por haberse comprobado déficit 
en e. [ i ' t^ 1 i l u tea di p obon <ki e.'.lotl í ri i tu dummiuduj. 01 1111 ^ 1 * 
do, arvhivesc. — C. Zartifía. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Li Plata. Septiembre K de 1B21 

Y vistos estos autos traídos por el Ministerio Fiscal, el 
quercH;.nte particular y el querellado en ablación de la sen- 
tencia dictada por el señor Juez Federal de La Plata: 
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V Considerando: 

Que el derecho de estadística establecido por el articulo 8." 
de ta ley número 49.13, es un derecho de Aduana : no sólo por- 
que es la ley cíe Aduana ja que lo ha establecido, sino también 
porque grava las operaciones de importación, de exportación y 
de tránsito, y se cobra por tas oficinas receptoras de los dere- 
chos de Aduana, conjuntamente con tos demás renglones de la 
renta aduanera: "Las casas qtic ejerzan el comercio de impor- 
tación y ejqwrt ación de mercaderías, haciendas, frutos y pro- 
ductos de cualquier clase que sean y tas qiie se ociqwn de ope- 
raciones de tránsito para el exterior, armarán un derecho ríe 
estadística de uno por mil sobre los valoa-s que representen 
sus operaciones, estén o no sujetas a derechos de Aduana. Las 
A < luana- de !a República comprenderán este impuesto en las 
liquidaciones de los diversos ramos de la venta, y se cobrarán 
conjuntamente con ésta. La cuenta de su producido se llevará 
en Ja forma establecida por cada uno de tos ramos de la venta" 
i articulo 8." citado). 

Que siendo asi. las infracciones a la ley que perjudiquen la 
percepción del derecho de estadística, caen tía jo la sanción det 
artículo 1025 de las ordenanzas, según !a cual "en bis aduanas 
de ta República será considerado como fraude, y, por consi- 
guiente, materia de pena, toda falta de requisito, toda falsa 
declaración o todo hecho, que despacharlo en confianza por 
ellas o que si pasara desapercibido, produjera menos renta de 
la que legít i mámenle se adeude". 

Que en materia de Aduana, las infracciones, para que sean 
punibles, no requieren ta concurrencia del dolo; pues basta la 
existencia de un hecho contrario a la ley o reglamentos, o una 
omisión a lo que éstos establecen, con más el perjuicio real o 
lH»sib!e al erario público, sin consideración alguna a la inten- 
ción de su autor, y sólo se consideran exentos de pena, los 
errores evidentes que traen consigo la imposibilidad de pasar 
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desapercibidos, y, por ende* de causar mcnoscalto de la renta 
aduanera (artículos 1025, 1026, 1037. 1057 de las Ordenanzas 
de Aduana). 

Que la compensación, como regta general, es inadmisible 
en materia de impuestos : y en lo que respecta a los derechos de 
Aduana, abiertamente contraria al espíritu de las ordenanzas, 
de las cuales numerosas disposiciones mandan cobrar los dere- 
chos por lo manifestado a la Aduana, y señalan la forma, con- 
diciones y términos para que los interesados gestionen la devo- 
lución de 1° pagado indebidamente por error. 

Que en el caso de autos, la compensación no aparece, si- 
quiera, prestigiada por razones de equidad, dados los resulta- 
dos a que han llegado los peritos primero, y (a liquidación prc- 
dentc después; de los que se deduce que las diferencias descu- 
biertas han debido ser establecidas como un mínimum de las 
que podrían extraerse de numerosos elementos de convicción 
cuya constatación 110 ha podido completarse, sea por deficien- 
cias de los asientos de los libros de la empresa, como en el cuso 
de las kntjuas; sea por no poderle establecer, actualmente, en 
forma legal, el valor de los productos no tarifados, como en el 
de la estearina. 

Que la liquidación precedente practicada por la Aduana 
sólo ha respondido a una mayor ilustración del Tribunal, perú 
.... .. T1 Hp ser definitiva, ya que ha carecido del contralor de las 

partes, y no ha respondido conipie timirntL al oonr i stmi a 1 ¿mlg , 
de fojas 853, ya <|ue la Aduana* ha establecido, al parecer, una 
compensación que aquel no autorizaba. 

Que la infracción de autos, aplicando las disposiciones 
recordadas en forma equitativa y benigna, llevan una sanción 
equivalente al importe de los derechos pagados de menos, sin 
admitirse compensación alguna y dejando a salvo el derecho de 
la empresa a gestionar la devolución de lo pagado demás por 
error» si correspondiese. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de fojas se- 
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tenentos sesenta y cinco y se comlena a la empresa «leí Frigo- 
rífico Swift al pago de dobles derechos, uno para el Fisco y 
otro a favor del autor del parte de foja primera (articulo Ipjp), 
debiendo practicarse la definitiva «liquidación sobre la mani- 
festado de menos cu contra del Fisco, con arreglo a la planilla 
de fojas 762, y a las clasificaciones establecidas por la Aduana 
a fojas 85-' excluida toda compensación, con costas. 

Y en cnanto a los honorarios del perito Beckmau. ¡jara me- 
jor proveer, comparezca al Tribunal un día y hora de acuerdo, 
a <lar las explicaciones que le serán requeridas. Xotifíquese y 
devuélvanse. — Antonio L. Marcenara. ~ R. Guido Lmntk. — 
José Marcó. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Alrti. Febrero IS <*• ItfM 

V Vistos : 

listos autos venidos al conoci miento del Tribunal por ape- 
lación del Ministerio Fiscal, en cuanto la sentencia de la Kxcma. 
Cámara Federal de La Plata sea desfavorable a los intereses 
que representa al tenor de lo solicitado a fojas 812, capitulo II 
y jKir el querellado por apelación y nulidad, a mérito, uno y 
"tro, de lo dispuesto por el articulo 3". inciso 2." de !a ley 4055. 

Y Considerando: *** " 

ÍJue de las constancias de los autos y de la parle disposi- 
tiva de las sentencias de primera y segunda instancia resulla 
acreditada la competencia de esta Corte para conocer de aque- 
llos recursos conforme a lo dispuesto por el articulo 3.", inci- 
do 2," de la lev 4055, pues se traía en el caso del derecho de 
estadística establecido i>or ¡a ley 4933 como un impuesto gene- 
ral para u>das las Aduanas de ta República, y, además, el valor 
de ¡o disputado en concepto de aquellos derechos, excede, osten- 
siblemente, de la cantidad de cinco mil pesos. 
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Que en cuanto al recurro de nulidad interpuesto por el 
querellado, la sentencia de !a Exenta, Cámara Federal de 
Plata se ajusta en su forma a las solemnidades proscriptas por 
la ley objetiva. 

Que la acusación consiste en atribuir al Frigorífico Swift, 
durante el i>eríodo comprendido entre el t.° de Enero de 1907 y 
el 31 de Diciembre de 1915, dos clases de infracciones eti per- 
juicio de la recaudación de los derechos de estadística estable- 
cidos, respectivamente, por los a rúenlos 8." y 21 de las leyes 
4933 y 8 12!, a saber: a) exportación de productos sin declara- 
ción de valor alguno, y b) exportación de productos con decla- 
ración de una calidad inferior y distinta de la que realmente 
correspondía de acuerdo con la tarifa de avalúos. 

Que la pericia practicada por los contadores señores Núñez 
y Beckmann, corriente a fojas 701, complementada con los in- 
formes y planillas de fojas 760 y 762, basada en el examen de 
los libros y documentos del Frigorífico Swift y en su confron- 
tación con las constancias de embarque presentadas por aquél 
a la Aduana de La Plata, demuestra que durante el período 
comprendido entre el i." de Enero de 1907 y e! 31 de Diciembre 
de 1915 la empresa acusada exportó: a) bajo la denominación 
de "menudencias", huesos, trozos de carne, pezuñas, lenguas en 
vinagre, grasa, carne conservada y lenguas; b) bajo la denomi- 
nación de "sel» derretido", grasa natural, estearina y óleos, 
fojas 760. 

Demuestra, también, el aludido informe, que durante el 
mismo lapso de tiempo el frigorífico ha exportado demás en 
relación con los permisos de embarque solicitados a la Aduana, 
los productos y cantidades señaladas en la planilla complemen- 
taria de fojas 762. Sobre la exactitud de estos hechos como tales 
110 inedia duda alguna no sólo por la conformidad existente 
entre amitos peritos, uno de los cuales ha sitio nombrado a pro- 
puesta de la empresa denunciada, sino también porque ésta no 
ha formulado observación alguna concreta tendiente a desvir- 
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tuar o desconocer las conclusiones establecidas por aquéllos en 
vft particular. 

Que ta cuestión relativa a saber *i tales hecho» definen o 
no una defraudación a la renta de Aduana, legislada y prevista 
¡n>r las ordenanzas de la materia en sus artículos 1025, 1026, 
1057 y 1058, se encuentra subordinada a ta de dilucidar previa- 
mente, si el derecho de estadística establecido por los artícu- 
los 8* de la ley número 4933 y 21 de la ley número 8121, ha 
sido sancionado jx>r el Congreso en concepto de que las accio- 
nes u omisiones encaminadas a disminuir su producido o a elu- 
dir *u pago se hallan regidas directamente por las disposiciones 
de excepción consagradas en los artículos citados. 

(¿ne el articulo 8° de la ley 4.933 se encuentra concebido 
en estos términos: "Las casas que ejerzan el comercio de im- 
portación y exportación de mercaderías, haciendas, f ni tos y 
productos de cualquier clase que sean y las que se ocupen de 
ngieraciones de tránsito para el exterior, abonarán un derecho 
de estadística de uno por mil sobre los valores que representen 
sus Miraciones estén o no sujetas a derechos de aduana. 

Las aduanas de la República comprenderán e*te impuesto 
en tas liquidaciones de los documentos de tos diversos ramos de 
ta renta y se cobrarán conjuntamente con éste. La cuenta de su 
producido se llevará en !a forma establecida para cada uno de 
los ramos de la renta*'. El articulo 21 de la ley 812 1 se limita 
simplemente a aumentar este derecho de estadística al dos por 
mil, sin alterar fundamenta] mente el texto reproducido. 

Y bien: claramente se infiere de ta redacción del articu!. 
quj el derecho de estadística no es un derecho a la exportación 
ni tampoco a la importación. No es lo primero, ¡x>rquc él se 
cubra aún tratándose de frutos, productos o manufacturas del 
país, cuva salida del mismo se declare libre de derechos; no lo 
es a Ui importación, ¡mrque se encuentran sujetas a él las mer- 
caderias, manufacturas, etc., que entren a la República sin pa- 
gar aquel impuesto. Y f finalmente, jtorque también correspon? 
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(le su pago a las casas que se ocupen de operaciones de trán- 
sito para el exterior. El impuesto de estadística gravita sobre 
los valores (pie representen esas tres clases ele operaciones, 
aunque no estén sujetas a derechos de Aduana, pero es impo- 
sible asimilarlo o confundirlo con ninguno de ellos. Representa 
la retribución de un servicio, es una tasa vinculada a! movi- 
miento de valores que por cualquier causa pasen por las adua- 
nas. Y este concepto legal coincide con el concepto doctrinario 
que se tiene de este impuesto en la ciencia financiera. "El cono- 
cimiento exacto del estado del comercio con el extranjero es 
para los poderes públicos de una importancia capital ; es el 
punto de partida de toda la política comercial internacional. Es 
necesario entonces que los agentes de la Aduana comprueben 
los movimientos de este comercio y confeccionen las estadísticas 
del comercio exterior. En esta ocasión son percibidas tasas mó- 
dicas llamadas derechos de estadística" (Jese. Cnrso de finan- 
zas, página 713). Y aunque sea cierto como lo dice el autor 
citado, que esta contribución tienda poco a poco a transformarse • 
de tasa en impuesto, en q\ texto de la ley número 4933 mantiene 
el primer carácter y su finalidad ha consistido puramente en 
obtener, por intermedio de los funcionarios de la Aduana, los 
fondos necesarios para cubrir las exigencias del servicio a que 
su creación respondía. 

Que, por otra parte, las Ordenanzas de Aduana sanciona- 
das el 30 de Septiembre de 1876 y puestas en vigor desde él 
I ° de Enero de 1R77. en el capítulo II, artículos 10 y 15, seña- 
lan como las únicas operaciones a las cuates se aplican sus dis- 
posiciones, tas de importación, exportación y tránsito. Encua- 
draba con eso ¡a ley sus previsiones dentro de lo que constituía 
el objeto primordial y fundamental de las aduanas definido por 
el contenido de los artículos 4.", 9." y 67 de la Constitución Na- 
cional y que es, en esencia, el de recolectar los derechos de im- 
IMjrtación y exportación aplicando tarifas uniformes en toda la 
República. 

El hecho de que la ¡íercepción del derecho de estadística se 
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realice por las aduanas de ta Nación entre tos demás ramos de 
ta renta o aisladamente en su caso, no induce ]>or si sólo su asi- 
milación a los derechos de ¡injertación o exportación en cuanto 
a las penalidades creadas para evitar en éstos las falsas mani- 
festaciones tendientes a disminuir su producid». La aplicación 
de acuellas sanciones, sería a menudo prácticamente imposible. 
Kl artículo 1026 establece, en efecto, la pena de comiso cuando 
la defraudación se intente sobre la cantidad o la especie de la 
mercancía. El comiso es la pérdida o la confiscación de la mer- 
cadería que se pretende introducir o exportar en violación de 
las ordenanzas. Y bien: ¿cómo aplicar el comiso tratándose de 
derechos ríe estadística si la contravención que los afecta supo- 
ne la misma inf rarción respecto del de recito principal ; es decir, 
de ta importación o de la exportación? El decomiso se habría 
producido jxir causa de la infracción al derecho de Aduana 
propiamente dicho y no existiría el medio de hacerlo efectivo 
respecto del derecho accesorio que es el de estadística ya que. 
como es sabido, aquella pena tienen un carácter impersonal y se 
dirige en cierto modo contra la mercadería cuyo valor no puede 
sobrepasar. Y en la actualidad de la legislación aduanera, la 
verdad de tal observación seria exacta tanto respecto de la im- 
ponación como de la exportación. 

Que en presencia del silencio observado por la ley número 
493*3 respecto de la vigencia de las ordenanzas de Aduana en 
cuanto al derecho de estadística, teniendo en cuenta las dife- 
rencias cs|)ecíficas existentes entre este derecho y los de impor- 
tación y exportación, así como las dificultades mencionadas 
acerca de la aplicación de la pena de comiso a casos particula- 
res, la cuestión planteada delie ser resuelta en el sentido de la 
no ap! i cabilidad de aquellas ordenanzas a los derechos de esta- 
dística conforme al principio de (pie en materia penal no es po- 
sible crear delitos ni imponer sanciones por vía de analogía, 
artículos 1 2 y 13 del Código de Procedimientos Crimínales. 

Que concurren a robustecer esta conclusión las siguientes 
obse naciones deducidas de las propias leyes de Aduana: Cuan- 
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do se dictó la ley de Aduana número 4933, la exportación era 
libre de derechos y fué. sin "duda, por eso que sus disposiciones 
de carácter penal contenida- en los artículos 52 y siguientes en 
cuanto dejan vigentes o modifican las Ordenanzas de Aduana, 
se refirieron puramente a las infracciones vinculadas con la 
importación. Nada se dispone en ellas sobre el particular res- 
pecto de la exportación ni del derecho de estadística. El 19 de 
Enero de 191 8 se dictó la ley número 10.349 de derecho* a la 
exportación y ésta en su artículo 6.* dispone expresamente: 
"Que todas las operaciones que se realicen con los frutos o pro- 
ductos del país durante la vigencia de la presente ley delíerán 
ajustarse estrictamente a las disposiciones de las Ordenanzas de 
Aduana en lo que concierne al procedimiento y a las penalida- 
des establecidas en las mismas". Este articulo demostraría que 
durante todo el tiempo en que no existieron derechos a la ex- 
|H>rt ación, y es en esta época que se habría producido la infrac- 
ción imputada at frigorífico, las Ordenanzas de Aduana, al 
menos respecto de las penalidades, no se encontraban en vigor 
r> estaban en desuso en relación a aquellos derechos. 

Que abundando en el mismo orden de raciocinios, es digno 
de mencionarse el hecho de que tratándose de otros derechos de 
carácter accesorio cobrados por las aduanas y caracterizados 
también por la existencia de una contra-prestación, como son 
los de almacenaje y eslingaje, y servicios de guinches y pescan- 
tes hidráulicos organizados por las leyes números 4928 y 493 a - 
el Congreso ha creído necesario establecer expresamente en los 
artículos 13 y 12, respectivamente, "que las infracciones a esas 
leyes serán juzgadas con arreglo a las Ordenanzas de Aduana 
como si se tratase de falsas manifestaciones". 

Que, no conteniendo, pues, como se ha dicho la ley número 
4933 disposición alguna que haga extensivas a los derechos de 
estadística las previsiones de las Ordenanzas de Aduana, en 
cuanto a las penalidades, es evidente que el frigorífico no ha 
incurrido en el delito que de acuerdo con aquellas se le imputa, 
correspondiendo su absolución en este particular. 
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Que esta conclusión no importaría do jar librado en abso- 
luto vi pago de los derechos de estadística a la buena o mala 
voluntad de los particulares a quienes afecta por la ausencia 
de una sanción legal a su respecto, porque, por una parte, liqui- 
dándose aciuél sobre la base de los valores declarados o fijados 
de antemano con ocasión de las importaciones o de las exporta- 
ciones, las penalidades en vigor acerca de éstas garantizan de 
una manera indirecta la exacta percepción de aquéllos, y por- 
que, además, nada impide que el Congreso, si asi lo cree nece- 
sario, en uso de facultades propias establezca las sanciones que 
la exi>ericncia hiciera indispensables. 

Que la circunstancia de que deba absolverse al Frigorí- 
fico Swift de la querella por defraudación deducida contra él, 
tío es óbice, para examinar la cuestión en el punto de vista de la 
acción ci\il sobre cobro de los respectivos derechos aduaneros, 
tanto porque estos últimos, conforme al precepto general de los 
artículos 1029 y tojo de las Ordenanzas de Aduana deben re- 
putarse comprendidos en la acción penal, cuanto porque, en el 
caso, la denuncia autorizada por el artículo 69 de la ley nú- 
mero 4933 ha sido acompañada con la del Procurador Fiscal 
Federal, Y en ese sentido se ha pronunciado esta Corte en el 
tomo ijr), página 317, y 106, página 11$ de su colección de fallos. 

Que del informe pericia! citado aparece que el frigorífico, 
en el curso de las exportaciones realizadas entre el i." de Enero 
de 1907 y 31 de Diciembre de 1915, ha abonado en concepto de 
derechos dé estadística y en relación a alguno de los rubros 
constituidos por sus embarques, sumas mayores y menores de 
las que en realidad correspondían. Asume carácter previo, en- 
tonces, la cuestión de saber si es o no legalmente admisible la 
compensación entre las sumas pagadas demás y las pagadas de 
menos, en concepto de derechos de estadística hasta donde 
alcance la cantidad menor. Partiendo de la base autorizada por 
el lexto mismo del articulo 8." de la ley 4933, inciso 2. a , y según 
el cual el derecho de estadística debe liquidarse con ocasión de 
cada una de las operaciones de importación, exportación o trán- 
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silo y no sobre el valor total de las Duraciones realizadas, «] 
punto se hal!a expresamente resuelto por el articulo 833 del 
Código Civil al disponer "que las deudas y créditos entre parti- 
culares y el estado no son compensables en los casos siguientes : 
i." Si las deudas de los particulares proviniesen de remates de 
cosas del Estado o de rentas fiscales o si proviniesen de con- 
tribuciones directas o indirectas o de alcance de otros pagos 
que deban hacerse en las aduanas, como derechos de almacenaje, 
depósito, etc.". El inciso 2? de este artículo, que se refiere a la 
hipótesis de créditos y deudas que no fuesen del mismo depar- 
tamento o ministerio, sólo autoriza la compensación, cuando y 
siempre que no se trate de alguno de los supuestos enunciados 
en el inciso La prohibición fundada, como dice Aubry Rau 
"en las reglas sobre ia organización de las finanzas públicas" 
es de estricta aplicación a los derechos de estadística motivo del 
presente juicio. 

Que el Procurador Fiscal ha deducido recurso contra la 
sentencia de la Cámara Federal de La Plata en cuanto no se 
accede a lo pedido por él en el capítulo II de la expresión de 
agravios de fojas 812, relativos a las "lenguas" y a la "esteari- 
na" exportadas bajo el rubro de "menudencias", siendo así que 
esos productos tienen un aforo especial en la tarifa de avalúos. 
Acerca de las primeras cabe observar: a) Que únicamente 
tenían una designación especial en la tarifa las "lenguas con- 
servadas y saladas", careciendo de toda indicación las lenguas 
"congeladas y enfriadas" ; b) que según el informe de la aduana 
de La Plata, de fojas 196, "las lenguas enfriadas o congeladas" 
se incluyen entre las menudencias y se aforan como tales: 
c) que de acuerdo con tas conclusiones de los peritos no es po- 
sible determinar por los libros de! frigorífico si la gran canti- 
dad de ese articulo exportado durante el tiempo de la denuncia 
corresponde a "lenguas conservadas", "saladas" o "congeladas 
u enfriadas'', por aparecer en ellos bajo el simple rubro de "len- 
guas". En tales condiciones y no existiendo en autos prueba 
alguna que permita establecer fehacientemente que el frigorí- 
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{ico exportó lenguas conservadas y saladas como congeladas y 
enfriadas a fin de hacerlas figurar entre las menudencias, co- 
rresponde confirmar la parte de la sentencia de de primera ins- 
tancia que así lo decide. 

En cuanto a la estearina cabe decir lo ni i sitio en atención a 
i¡ue caree i a de aforo especial, y a la conclusión asentada por la 
oficina de liquidaciones de ta Aduana a su respecto a fojas 854 
vuelta. 

Que en cuanto a los "óleos" que tamjHJco tenían un rubro 
especial en la clasificación aduanera y acerca de los cuales pro- 
vee el considerando 6." de la sentencia de primera instancia, 
cabe observar : a) que toda la cuestión a su respecto consiste en 
decidir si ellos deben ser aforados como "grasa" o simplemente 
como "sebo", que tiene una estimación menor; b) que el frigo- 
rí f ico sólo ha declarado como "grasa" la de la riñonada, inclu- 
yendo en el rubro "sebo" el óleo» óleo oil, extra óleo oil, prime 
óleo oil, premier juss, prime premier juss, extra premier juss 
y extra premier juss seleccionado; c ) que como se desprende de 
lo i 11 formado a fojas 448 por la Aduana de esta Capital, el Tri- 
bunal de Vistas, por resolución de fecha 27 de Mayo de 1913, 
en la denuncia Bianchi, dejó establecido que la cuestión debía 
decidirse por la naturaleza del envase, debiendo reputarse bien 
hecha ta clasificación como sebo cuando el óleo "fuera expor- 
tado en cascos y no cuando lo fuera en envases específicos de 
lata". Pero como este informe alude únicamente al premier 
jttss. o sea, al procedente de la primera depuración de la grasa 
bruta, queda por saber cómo ha de decidirse el caso respecto 
de tos flemas óleos. 

Y en este sentido, si bien es cierto que los otros óleos, según 
el informe de los contadores, han sido exportados como "sebo 
derretido" y en cascos, es evidente que la sola circunstancia del 
envase no {Hiede predominar, cuando, según tos propios libros 
del frigorífico, se trataría, en realidad, de grasas finas y ar- 
tículos más nobles que la substancia declarada. La clasificación 
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practicada por el señor juez en el considerando 6.° debe ser 
mantenida. 

Que en cnanto a la exi»rtación de productos en una pro- 
porción mayor que la declarada, o sin declaración alguna, co- 
rresponde admitir las conclusiones asentadas por los peritos en 
* la planilla complementaria de fojas 762. 

Que en lo referente a las costas impuestas al frigorífico, 
si bien es cierto que la sentencia de primera instancia y la de 
esta Corte absuelven al denunciado del delito aduanero que se le 
imputara, ello se debe a la consideración de no existir penali- 
dad alguna establecida en las leyes en vigor aplicable directa- 
mente a las infracciones relacionadas con el derecho de esta- 
dística; pero eso no impide que. en realidad, haya sido compro- 
bado en autos que el frigorífico exportara productos con una 
denominación de calidad inferior y una cantidad mayor que la 
declarada en el momento de la salida, en detrimento del refe- 
rido derecho de estadística. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
la Cámara Federal de La Plata, en cuanto declara a la Empresa 
del Frigorífico Swift. culpable del delito de fraude previsto por 
los artículos 1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana y se la 
confirma en todo lo demás que dispone acerca de los derechos 
del Fisco y de las costas, con declaración de que en la liquida- 
ción que ella ordena han de tenerse en cuenta los aforos que 
regían en el lapso de tiempo comprendido entre los años 1907 
y 1915, con costas. -Notifíquese y devuélvanse, debiendo repo- 
nerse ios sellos ante el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — J. Ficuehoa Al- 
corta. — RüUEkTt» Repetto. 
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Paiitalcón Citares, criminal, cotitfa, por lesiones graves. Recurso 

de revisión. 

Sumario: Procede fa revisión de una sentencia <|uc condenó al 
retí |xir el delito tic lesiones gravas con ta agravante de rein- 
cidencia, a la pena de cinco años de penitenciaria con arre- 
glu a los artículos 15 y 17, capítulo 1.", inciso 2.* de la ley 
4189, de reformas al antiguo Código Penal» dado que la 
pena de uno a seis años de prisión o reclusión <]ue señala 
el artículo 90 del mismo Código para ese delito,, es dis- 
tinta y más benigna, ya por razón del tiempo, como por la 
calidad de la misma. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

La Plata. Mayo Sito IOS. 

Visto, Considerando: 

Que !a pena aplicable al caso de autos, lesiones graves, 
seria la de reclusión o prisión de uno a seis años, del artículo go 
del Código Penal. 

Que dentro de estas penas y con arreglo a las modalidades 
del delito de autos, juzgado definitivamente a fojas 74, no 
habría porque optar por la pena más benigna, ni en la calidad 
ni en el tiempo; de modo que no puede decirse que el cambio 
de legislación favorezca al reo. 

For estos fundamentos no se hace lugar a la revisión soli- 
citada. — José Mareó, — /?. Guido Lava/fe. — Antonio L. Mor- 
cvnaro. 
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hnoi Airee. Fifcrera 18 de 18» 

Vistos y Considerando : 

Que. según resulta de autos, el penado Pantaleúii Chaves 
fué condenado por ta sentencia ejecutoriada a fojas 76 a cinco 
años de penitenciaría por el delito de lesiones graves cometido 
en la persona de Ramón Contreras. con la agravante de reinci- 
dencia, teniéndose presente para su condena lo dispuesto en ta 
ley 4189 de reformas al Código Penal en sus artículos 15 y 17, 
capítulo I, inciso 2.\ vigente en la época en que se cometió el 
delito. 

Que el nuevo Código Penal reprime el mismo delito dts- 
I* «niendo en el artículo 90 que se impondrá reclusión o prisión 
de uno a seis años, pena que indudablemente es distinta y más 
benigna, ya por razón del tiempo, de uno a seis años de prisión 
o reclusión que señala, como por la calidad de la pena de peni- 
tenciaría derogada por el artículo 305 del mismo» disponiendo 
<|iie debe ser reemplazada por la de reclusión o prisión, to que 
hace procedente el recurso de revisión deducido con arreglo a lo 
dispuesto por el Código de Procedimientos en la Criminal (ar- 
tículos 551, inciso 4. . y 554), como se reconoce por el señor 
Procurador General. 

Por ello y atento lo dispuesto en los artículos 2°, 40 y 41 
del mismo Código citado, se revoca ta sentencia apelada, substi- 
tuyéndose la pena de penitenciaría impuesta al reo por ta de 
cuatro años de prisión, ta que deberá cumplirse con los efectos 
determinados en el articulo 12 y tas costas del juicio. Notifí- 
quese y devuélvanse. 

A. Bermejo — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta, — Roberto Repetto. 

ti) Anátogi rtMloclóa lecha ió en ao de Febrera « rteureo de *e»UMi tatci- 
puulú por Jué Parto, (aponiéndole le pena de cinco ifloe de rechislde. 
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Pon Enrique Dondena contra doña Octavia Bouvier, sobre 
desteto jo. Recurso extraordinario. 

Sumario: Constituyen puntos de hecho y de prueba y sólo com- 
prenden cuestiones que se resuelven por interpretación y 
aplicación del derecho común, y, por consiguiente, fuera del 
alcance jurisdiccional de la Corte Suprema en el recurso 
extraordinario del artículo 14 de la ley 48. los de si el recu- 
rrente es o no parte en el juicio, si es propietario, posee- 
dor o subinquilino de ta casa en litigio y ¿i se demostró o 
no el título de dominio que se imoca. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Íiiüim Aires. Febrero 90 <U IftM 

Y Vistos, Considerando: 

ÍJuc desestimado por esta Corte el recurso de hecho dedu- 
cirlo por don Miguel Martínez y que se acredita a fojas 41, en 
raxón de que se trataba de una providencia de orden procesal 
por la que se declaró que el recurrente no era parte en el juicio 
i le desalojo seguido contra Octavia Bouvier, se prosiguió dicho 
juicio y se dictó la sentencia de fojas 45 vuelta que condena a 
la demandada a desalojar ta casa en litigio. 

Que al efectuarse el lanzamiento de los ocupantes de m 
finca no se encontró a la demandada y se hizo extensivo a Mar- 
tínez como subinquilino ; ¿*te intentó nuevamente intervenir en 
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el juicio, lo que le fué denegado por no ser parte, recurriendo 
de hecho ante el Juez de i." Instancia para pedir la nulidad de 
las actuaciones de desalojo como subinquilino, siendo él propie- 
tario, recurso al que no se hizo Jugar "por no haber justificado 
el recurrente, su calidad de propietario de lo finca locada" 
(fojas 29 vue'.ta). De esta providencia se ha deducido el re- 
curso extraordinario que se concede por auto de fojas 62. 

Que estos antecedentes carecen de toda eficacia legal para 
determinar la procedencia del recurso interpuesto y que apa- 
rece concedido en mérito de actuaciones que debieron servir 
precisamente de -base para desestimarlo. 

Que el recurrente sea o no parte en el juicio aludido, como 
que sea propietario, poseedor o subinquilino de la casa en liti- 
gio, y que se haya o no demostrado el título de dominio que se 
; nvoca, constituyen puntos de hecho y de prueba y sólo com- 
prenden cuestiones que se resuelven como lo han sido en el 
caso, por interpretación y aplicación del derecho común y, por 
consiguiente, fuera del alcance jurisdiccional de esta Corte en 
el recurso extraordinario (artículo 15, ley número 48; Fallos: 
tomo 115. página 274; tomo 1 16, página 30; tomo 109, pá- 
gina 154 entre otros). 

Que invocados por el recurrente los artículos 17 y 18 de In 
Constitución, es de aplicación procedente al sub judice la juris- 
prudencia reiterada de esta Corte por la que se ha establecido, 
que no basta la invocación, aunque ésta sea precisa y determi- 
nada, de la inteligencia de alguna cláusula de la. Constitución 
para autorizar el recurso extraordinario, si éste, como en el 
caso de autos, no tiene una relación directa e inmediata con la 
cuestión planteada y resuelta por el tribunal de cuya sentencia 
se recurre (Fallos: tomo 121, página 144 debiendo notarse, 
por lo demás, que como se observa en el dictamen acreditado 
a fojas 41 , la decisión de estos autos no afecta los derechos reía- 
mos a las garantías constitucionales invocadas y que al apelante 
te sea dado hacer valer en el juicio correspondiente. 
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En mérito de e-tas consideraciones, se declara mal conce- 
dido el recurso. Notifiquese y devuélvanse. Repóngase el papel 
ante el juzgado de origen. 

A. Bermejo — Nicanoi G. del 
Solar. — J. Ficueroa Al- 
cista. — Roberto Rkfetto. 

■ 

Ministerio Fiscal y don i-ustaquio Soria contra *y frigorífico 
Sunft, sobre defraudación a la renta 'aduanera. 

Sumaría: i.« Atento lo dispuesto en el artículo 535 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, no procede el recurso 
de nulidad fundado en la circunstancia de que por haberse 
producido la excusación de un miembro del tribunal des- 
pués de la audiencia en que tuvo lugar el informe in voce. 
el conjuez no tuvo oportunidad de concurrir con su pre- 
sencia a ese acto de procedimiento. 

2," No existe en las ordenanzas de Aduana ni en otra 
íey. ni en los decretos reglamentarios, disposición alguna 
<(uc desconozca a los cargadores el derecho de cancelar un 
permiso de embarque cuando se trata de operaciones de 
exportación, siempre que el desistimiento, si es total, se 
produzca antes de la iniciación de la carga, pues cuando 
ésta ha dado comienzo, el boleto queda cumplido respecto 
de lo embarcado y anulado en lo demás ( artículo 558 cíe 
las OO. de Aduana). F,l derecho de cancelar los permisos 
no involucra la jwsibilidad de dar efecto retroactivo a la 
cancelación, respecto a ios productos ya embarcados, en 
cuanto al aforo, pues ello importaría violar lo dispuesto 
por el artículo 3/' de la ley número 10.349, que ordena pa- 
gar los derechos con arreglo al aforo vigente en la fecha 
de la expedición del Meto de embarque. 
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3. Aún admitiendo que el frigorífico hubiera afirma- 
do inexactamente ante la Aduana en el momento de pre- 
sentar los respectivos documentos, de que el embarque de 
todos los productos se había realizado conforme al certi- 
ficado expedido en reemplazo de los cancelados, es decir, 
conforme al certificado con aforo menor, ese hecho no 
constituiría un acto susceptible de caer hajo las sanciones 
establecidas por las OCX de Aduana, si como es de ley y 
jurisprudencia los jueces no pueden crear penas ni apli- 
carlas por analogía, puesto que la falsa declaración impu- 
tada a! frigorífico, no tenía relación ni con la cantidad de 
los productos embarcados, ni con la especie, ni menos con 
la calidad de los mismos, sino con la tarifa, variable cada 
mes en e! índice det impuesto, y dado que toda cuestión 
sobre aforo y sobre dilucidación de las particularidades de 
su aplicación al caso singular, es de la incumbencia exclu- 
siva de la administración aduanera, y que. cualquiera pre- 
tensión públicamente expresada a los funcionarios aduane- 
ros sobre la procedencia de un determinado arancel más 
que de otro cuando no promedia error en la cantidad, cali- 
dad o especie, lejos de constituir un acto de fraude o de 
contravención, representa el ejercicio de un derecho legí- 
timo. , 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTliJíCíA DEL SEÑO* JUEZ FEDERAL 

U Pllti, Junio H <ft 1922 

Y Vistos: 

Ksta causa iniciada ix>r don Eustaquio K. Soria y continua- 
da i>or éste y el Ministerio Fiscal contra el Frigorífico Swift. 
|Kjr defraudación a la renta aduanera, en el puerto de esta ciu- 
dad, de la que resulta : 
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i'rimero: Que don Eustaquio K. Soria se presentó ;A Juz- 
gado denunciando que el Frigorífico Swift, Había cometido una 
defraudación a la renta aduanera, que en síntesis, consistía en 
haber |>cdido y obtenido dos boletos de embarque números 933 
y 940, por veintiún mil cuartos de \íicuno congelados, los 
días 29 y 30 de Septiembre de 1919, los que dejó sin efecto, 
para hacer uso uso de otro obtenido por la misma cantidad el 
dia 2 de Octubre del mismo añn. Los aforos para el pago de lo? 
derechos de exportación de la mercadería citada del mes de 
Septiembre, era de nueve peso* sesenta y ocho centavos oro se- 
llado los mil kilos, y el de Octubre de cinco pesos setenta y seis 
centavos oro sellado. Como no cumplió los primeros, el pago de 
los derechos lo efectuó por el segundo, cuando la ley dice que 
tales derechos deben pagarse por el aforo vigente al solicitar el 
boleto. Considera que tal procedimiento es ilegal, no autorizado, 
que ha dado por resultado una disminución de la renta fiscal 
pasible de la pena que tas ordenanzas de Aduana establecen en 
el artículo 1026, o sea. el comiso de la mercadería o una multa 
equivalente a su valor, ya que ésta había salido para el exterior. 

Segundo: Que el Ministerio Fiscal adhirió a las conclusio- 
nes de la denuncia, y. levantando el sumario de práctica, ha 
quedado probado: a) Que el frigorífico acusado, solicitó los 
días 29 y 30 de Septiembre ele 1919 los boletos de embarque 
números 933 y 90 por diez y siete mil y cuatro mil cuartos de 
carne vacuna congelada, con un millón trescientos cincuenta mil 
y trescientos treinta mil kilos respectivamente (fojas 10 y 11). 
para embarcar en el vapor inglés Va sari, que debía llegar al 
puerto de un momento a otro: b) Que el día 1." de Octubre se 
solicitó otro nuevo Iwleto que lleva el número 951, por igual 
cantidad que la contenida en los otros dos anteriores y por la 
misma mercadería ( fojas 12 del expediente principal y 28 vuelta 
del administrativo agregado) ; c) Que la mercadería embarcada 
en el \apor Vasar i fué de veinte mil ciento sesenta y ocho cuar- 
tos de carne vacuna congelada con un |>eso total de un millón 
quinientos sesenta y cinco mil cuatrocientos veintidós kilos 
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(fojas 12); d) Qtie los derechos que debían abonarse por la 
mercadería embarcada, de acuerdo con los aforos de Septiem- 
bre, eran de treinta y cinco mil setecientos cincuenta y ocho 
pesos con veinte centavos moneda nacional, y los del mes de 
Octubre, de veintiún mil novecientos siete pesos con noventa y 
tres centavas moneda nacional (fojas 3, expediente adminis- 
trativo y fojas 87 del presente; e) Que los derechos pagados 
fueron los liquidados por la Aduana con arreglo a los aforos de 
Octubre (fojas 14, 15 y i&) \f) Que por resolución ministerial, 
se abonó la diferencia entre los aforos de Septiembre y Octu- 
bre (fojas 33 vuelta, expediente administrativo) ; g) Que el 
vapor Vasari entró al puerto el dia 30 de Septiembre, a las 
trece horas (fojas 111 vuelta), y comenzó sus operaciones de 
carga el día l¿ de Octubre a las ocho de la mañana (fojas 10, 
26 vuelta, 28 vuelta, expediente administrativo) . 

Tercero: Que tanto el Ministerio Fiscal como el denun- 
ciante, acusan al Frigorífico Swift de halier defraudado la 
renta aduanera, y piden, de acuerdo con lo dispuesto en la? 
disposiciones legales que citan, de las ordenanzas de Aduana, se 
declare el comiso de la mercadería exportada o se imponga una 
multa igual al valor de la misma, y las costas del proceso. 

Cuarto: Que corrido traslado al acusado, por intermedio 
de su representante, solicita a fojas 77 se le declare libre toda 
culpa o responsabilidad, mandándose hacer una nueva liquida- 
ción a fin de que le sea devuelta la suma de trece mil ocho- 
cientos cincuenta pesos con veinte y siete centavos moneda na- 
cional pagada en virtud de la resolución del señor Ministro de 
Hacienda de la Nación, imponiendo las costas al denunciante. 

Y Considerando: 

i,° Que está reconocido por la acusada y probado en autos, 
que con fechas 20 y 30 de Septiembre y i." de Octubre de 1919. 
solicitó y obtuvo aquella, tres "boletos de embarque", por vein- 
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tiun mil cuartos de carne vacuna, los dos primeros, y por igual 
cantidad el último, cantidad que se pedía, no para embarcar 
los cuarenta y dos mil, sino unos veinte mi!, según la propia 
manifestación del representante de la empresa { fojas 64 jh fine 
y 65), como en efecto se embarcaron, según la Tonstancia de 
fojas 12 vuelta. El objeto de pedir el tercer boleto, no tuvo otro 
fin que el de acogerse a los l>enef icios que le brindaban los nue- 
vos aranceles de Octubre que disminuían notablemente !os de 
Septiembre, bajo los cuales debían efectuar el pago con los l>o- 
lelos yj3 y 040, operación que según la denunciada, es lícita, 
desde que no existe, según ella, ninguna disposición que se lo 
prohiba. Y esta maniobra es precisamente la que el denun- 
ciante y el Ministerio Fiscal reputan delictuosa desde qu%t ¡en- 
de — como en efecto sucedió — a substraer el pago de !os de- 
rechos por los boletos de Septiembre que eran superiores a los 
de Octubre. Es indudable. — y asi lo deja entender la empresa 
acusada, — que si los aforos de Octubre hubieran aumentado, 
no se habría pedido el tercer boleto y la operación se habría 
realizado con los de Sc|rticnibre. De manera que el presente pro- 
ceso gira alrededor de saber si el frigorífico ha podido o no, 
pedir, obtener y cumplir a su elección los boletos en cuestión. 
Veámoslo. El nrticulo 549 de las ordenanzas de Aduana, esta- 
blece que para el embarque de frutos del país, el cargador pre- 
sentará a la oficina de registros un permiso por duplicado ex- 
presando la especie y cantidad de frutos, etc. el cual le será 
concedido |>ara que efectúe el embarque (artículo 550), no 
siendo obligatorio que *e embarque toda la cantidad pedida, 
porque puede dejarse sin embarcar parte de ella, en cuyo caso 
el Resguardo dc\olverá el permiso con las notas puestas cuan- 
do el cargador declare haber concluido la carga (artículo 558J . 
Son estas las disposiciones que autorizan al cargador a reducir 
el pedido de embarque, y, esto, como es natural, está establecido 
en beneficio del comercio, desde que no seria posible obligar a 
los cargadores a embarcar toda la cantidad de productos solici- 
tados cuando la capacidad del buqué no lo permitiera o por otra 
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causal. Pero, si bien esto es así, ¿se deduce de esas disposicio- 
nes tjue el cargador esté autorizado para solicitar tres o más 
boletos y cumplir el (me más le convenga? No habría dificultad 
en responder afirmativamente la pregunta, si la exportación no 
estuviese gravada ; pero la ley 10,349 prorrogada por las leyes 
10.649, 10.(151 y 1 0.653 en vigor en la f celia del caso denuncia- 
do, que grava ta exportación de productos del país, establece 
otra cosa. Dice el artículo 3." que: "las aduanas liquidarán los 
" derechos de cx[)ort ación con arreglo al aforo vigente en la 
" f celia en que fué expedido el respectivo boleto de embarque o 
" permiso de depósito", de donde resulta que el que solicita 
embarcar frutos para exportar debe pagar los derechos respec- 
tivos con arreglo a los aforos vigentes en la fecha de la expedi- 
ción del boleto cualquiera que sea 9a del embarque, y es preci- 
samente la consecuencia de esta disposición la facultad que se 
acuerda por el artículo 2," para fijar mensual mente los avalúos 
de los productos. 

2. Que una vez expedido un boleto él debe ser cumplido, 
y sólo puede dejarse sin efecto en la parte que no haya sido 
pasible cargar. En el presente caso, el frigorífico pensaba car- 
gar solamente veinte mil cuartos, solicitando permiso por veín- 
liun mil, cantidad aproximada a aquélla, la que duplicó por el 
tercer boleto, con el único fin de dejar sin efecto los dos prime- 
ros, procedimiento no autorizado por las disipaciones legales 
citadas. 

3." Que, además, el embarque que se empezó a efectuar el 
día i.° de Octubre, a las ocho de la mañana, con los dos prime- 
ro,s boletos números 933 y 940, que no habían caducado por 
haber entrado el vapor \eiut ¡cuatro horas después de solicitad' 
el primero (tolerancia establecida por el decreto impreso agre- 
gado a fojas Jl del expediente administrativo), y en el mismo 
día del segundo, y si la operación de targa se empezó a efectuar 
con esos boletos, es posible dejarlos sin efecto? Indudablemente, 
no. 151 representante del frigorífico, se ha empeñado en afirmar 
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que el boleto 951, se presentó aí Resguardo el dia 1* de Octu- 
bre, a las 8 de la mañana, U» que no ha justificado ; pero, en 
cambio, ha quedado acreditado que tal boleto fué presentado 
esc mismo día a última hora, cuando las oficinas de la Aduana 
estaban cerradas. Asi resulla del mismo boleto de fojas 12, 
que ¡leva la fecha 2 de Octubre y los informes del Resguardo 
de fojas 28 vuelta, de! expediente administrativo. Luego, si la 
i>j>e ración de carga se comenzó con los boletos 933 y 940, de- 
bían abonarse los derechos con arreglo a los aforos vigentes en 
la fecha de su expedición, y si como lo afirma el representante 
ilc la compañía en su declaración de fojas 64, el embarque se 
efectuñ dejando en vigor aquellos boletos cuyas copias tenían 
los guardas igualmente debían pagarse los derechos por aque- 
llos desde que hacían uso de los mismos. ¿Si querían acogerse 
a los nuevos aforos, por qué no dejaron sin efecto tos boletos 
'J.l.l >" antes de comenzar a cargar? La razón la da muy 
explícita el representante del frigorífico a fojas 65. No querían 
pagar el mayor derecho que aquellos boletos importaban sobre 
el i>5 1 que pidieron después. 

4. " Qnc la infracción resulta así justificada como también 
lo reconoció el señor Ministro de Hacienda en la resolución de 
fojas 18 de? expediente administrativo, — que aunque carece 
de valor legal por no haber tenido jurisdicción como se ha de- 
clarado a foja*; 37 y 57, en cuanto sobresee la causa, — mandó 
se cobrara lo dejado de pagar, esto es, la diferencia entre el 
aforo dé Septiembre y el de Octubre. 

5. " Que siendo esto así, no se explica aquel sobreseimiento, 
desde que, como es muy sabido las penalidades aduaneras no.se 
establecen ni se imponen por la buena o mala fe con que se co- 
meten las infracciones, sino por el mero hecho de haberlas co- 
metido (ver artículos 1025 y 1026, ordenanzas de. Aduana). 

ó." Que el articulo 6." de la ley to.049, establece que todas 
las ojKíracíoncs que se realicen con frutos o productos del país, 
deberán ajustarse estrictamente a las disposiciones de las orde- 
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lianzas de Aduana en lo que concierne al procedimiento y a las 
jwnas establecidas en las mismas, y el artículo 1026 de estas 
últimas, dispone que: "todo hecho que tienda a disminuir inde- 
" bida mente la renta, aunque no tenga en estas ordenanzas una 
" sanción estadal, será penado con la pena de comiso si la 
" defraudación se intenta sobre la cantidad o la especie de las 
" mercaderías, y con el pago de dobles derechos si e* sobre la 
" calidad'*, — disposición aplicable al caso desde que se castiga 
el hecho de haber tendido a disminuir indebidamente la renta 
aduanera. 

7.' 1 Que e! artículo citado, contiene dos sanciones, la del 
comiso de la mercadería y la de dobles derechos. ¿Cuál corres- 
ponde aplicar al caso? El artículo 18 de la ley 10.362 facilita la 
contestación. En efecto, dice que las diferencias de especie y 
calidad serán tratadas con arreglo al valor de las mercaderías 
exclusivamente, aplicándose dobles derechos si esas diferen- 
cias representan hasta el cincuenta por ciento del valor asignado 
a las mercaderías en el respectivo documento y comisándose si 
exceden de este cincuenta por ciento. Las planillas de fojas 3 
del expediente administrar/no y fojas 87 del presente, estable- 
cen el valor de la mercadería en cuatrocientos cuarenta y un 
mil seiscientos treinta y cuatro pesos con noventa y siete cen- 
tavos moneda nacional, y la diferencia de derechos pagados de 
menos, en trece mil ochocientos cincuenta pesos con veintisiete 
centavos, esto es, cantidad que dista mucho al cincuenta por 
ciento del valor de las mercaderías. Luego la sanción a aplicar 
es la de dobles derechos. 

Por las consideraciones que preceden y definitivamente 
juzgando, faltó: condenando a la compañía Frigorífico Swift. 
al pago de dobles derechos de exportación, con arreglo a las 
disposiciones legales citadas, que deberán oblarse dentro del 
tercer día y ¡as costas del juicio. — C. ¿avalla. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDF.RAL 

I 

La Plati, Diciembre S» de ÍK¿ 

Vistos y Considerando : 

Que- de tas constancias <íe auto* resulta plenamente consta- 
tado que el Frigorífico Svvift, después de solicitar y obtener, 
con fechas 29 y 30 de Septiembre, respectivamente, los Imletos 
de embarque números 935 y 940, de fojas 10 y ji, y aún des- 
pués de halier comenzado a cargar con ellos la mercadería que 
expresan durante el din i" de Octubre en el vajwr inglés Va 
sari, solicitó y obtuvo un nuevo IkjIcio. — el de fojas 12, nú- 
mero 0,51. — para la misma mercadería, esto es. jrara los vein- 
tiún mil cuartos de carne de vaca congelados que lia sido objeto 
de los recordados boletos de embarque números 933 y 940; 

(Juc el representante del frigorífico declarando a fojas 65 
de esta causa manifiesta que este nuevo boleto fué solicitado 
cuando ya se tenía conocimiento del aforo que debia regir para 
el mes de Octubre, y que al solicitarlo se uno precisamente en 
cuenta las ventajas que é! presentaba para el frigorífico con 
relación al anterior de! mes de Septiembre; 

<¿ue fijados estos antecedentes corresponde juzgar si el 
frigorífico aJ proceder en la forma que queda relatada ha usado 
de un legítimo derecho como lo pretende o si i>or el contrarío 
como sostienen el Ministerio Fiscal y el denunciante, lia incu- 
rrido en una infracción prevista y penada por la legt dación 
aduanera : 

Qpe planteada en estos términos la cuestión a resolver, su 
solución no es dudosa, a juicio del Tribunal, ante las disposi- 
iione> legales que rigen la materia; 

íjue, en efecto, el artículo 1026 de las ordenanzas de Adua- 
na, declara punible todo hecho que tienda a disminuir indebi- 
damente la renta aduanera y es de todo punto indudable que a 
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esos fines ha tendido la recordada maniobra del frigorífico: 
a disminuirla porque no otra cosa importa el hecho por él con- 
fesado de sacar tm nuevo permiso para beneficiarse con las 
ventajas del nuevo aforo; indebidamrute, porque esas ventajas 
no podian ser lícitas para el frigorífico desde el momento que 
venían a redundar en perjuicio del Fisco que tenía ya derechos 
adquiridos sobre los impuestos de exportación adeudados por ia 
mercadería conforme al aforo del mes de Septiembre, de acuer- 
do con el cual debían liquidarse esos derechos por mandato 
expreso de la ley (articulo 3.", ley 10.349) ; 

Que a lo expuesto cabe todavía agregar que no es exacto 
lo manifestado por el representante del frigorífico cuando afir- 
ma que el boleto número 951 fué presentado al Resguardo el 
día 1." de Octubre, a las ocho de ta mañana, porque él fué pre- 
sentado recién a última hora del día expresado, estando cerra- 
das las oficinas de la Aduana, corno así resulta de la fecha que 
lleva ese boleto (2 de Octubre }, y de los informes del Resguar- 
do, de fojas 28 vuelta, del expediente administrativo agregado; 

Que, en consecuencia, se hace más inadmisible, si sabe, la 
defensa que lia sustentado el representante del frigorífico a 
base de que la carga en el vapor Vasar i se comenzó con el nuevo 
boleto, [jorque es evidente que si la carga se principió él 1° de 
Octubre por la mañana, mal pudo comenzarse con este boleto, 
que como se ha \isto, fué presentado al Resguardo recién a 
última hora del expresado dia; 

Que establecida asi la infracción, corresponde fijar su | te- 
na i i dad que no es otra que la del comiso que prescriben los 
artículos o/jS y 102Ó de las ordenanzas de Aduana : 

(Jue ello, no obstante la existencia de las prácticas admi- 
nistrativas invocadas por la defensa, y la misma conducta equi- 
vocada tle los empleados de la Aduana o l'refeclura de Puertos 
que hizo |M>sible la realización de la acción fraudulenta, son 
circunstancias que autorizan al Tribunal, — conforme a la am- 
plitud de criterio que le acuerda el artículo 105Ó de las orde- 
nanzas de Aduana. — a atenuar Ins rigores de la petiáí 
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Por ello, se condena a la sociedad anónima Frigorífico 
Swift al comiso de las dos terceras partes de la mercadería que 
ha motivado el presente juicio, y en su defecto al pago del valor 
correspondiente fie esas dos terceras partes, a cuyo efecto se 
tendrán en cuenta las constancias de fojas 3 del expediente 
administrativo agregado, debiendo deducirse las sumas abona- 
das por e! frigorífico por concepto de derechos, reformándose 
en estos términos la sentencia recurrida de fojas 146, con costas. 
— José Marcó. — O. Rodrigues Saráchaga, — Antonio L. Mar- 
cenara: en disidencia. 

DISIDENCIA 

Y Vistos: 

Estos autos 1 nudos por el Ministerio Fiscal, el querellante 
particular y el querellado, en apelación de la sentencia dictada 
a fojas 146 por el señor Juez Federal de L,a Plata, 

Y Considerando: 

Que no hay disposición legal alguna por la cual los expor- 
tadores, que piden j>erniiso para embarcar una partida de fru* 
tos del país con destino al extranjero, no puedan desistir de ese 
ludido; y si tal desistimiento no está prohibido, fluye de sí que 
puede hacerse, según el conocido principio ele rpie nadie puede 
ser privado de In que la ley no prohibe. 

tjue citrrolKira esta apreciación, la ausencia en las ordenan- 
zas de Aduana, al reglamentar la exportación, de una disposi- 
ción terminante como la establecida para las operaciones de 
importación, segúrt la cual, después de presentado el manifiesto 
de despacho ,1 plaza, no puede dejarse sin efecto el todo o parte 
de él. sino es para retornar los efectos, o para transbordarles, 
mientras rio hayan salido del buque (artículo 19Ó) ; disposición 
ijüe se explica en la importación porque la mercadería existe o 
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debe existir en los almacenes fiscales o a bordo, documentada 
desde el extranjero y consignada a plaza ; y su falta o desapa- 
rición tiene la presunción de fraudulenta ; y no se explica en la 
exportación en que los fruto» no han sido aún objeto de opera- 
ción alguna, y que si no son presentados a embarque ningún 
perjuicio a la renta puede irrogarse. 

Que, por último, la práctica seguida en las aduanas lia sido 
favorable al derecho del exjiortador a desistir de sus permisos 
de embarque dejándole sin efecto, como resulta de estos mismos 
autos. 

Que siendo así, la compañía querellada, que habia presen - 
tado en 29 y 30 de Sq>tieinbre de mil novecientos diez y nueve, 
los permisos de fojas 10 y 11 (números 933 y 940), ha podida 
dejarlos sin efecto y presentar el t.° de Octubre un nuevo bo- 
leto (el número 951, fojas 12), por la misma cantidad y especie 
de frutas de los dos primeros, aún cuando esta operación tuvie- 
ra por mira acogerse a los derechos menores que debian regir 
desde el t¿° de Octubre, 

<Jue. tanto más legítima ha sido la operación, cuanto que 
ella ha sido manifiesta y clara de parte del cargador, y fué se- 
cundada por la Aduana que anuló los dos permisos primitivos 
y cumplió c! tercero por la cantidad embarcada, con arreglo a 
las comunicaciones escritas del cargador (fojas 10 a 16), y 
cobró los derechos por el tercer boleto, pudiendo haberte hecho 
por los dos primeros, si creyó que asi correspondía. 

Que, por lo tanto, no son aplicables al caso los artículo* 
1025, 1026 y 1037 de las ordenanzas de Aduana que se invocan 
por los querellantes y por la sentencia apelada; pues el hecho 
realizado por la Compañía Swiít no constituye una transgre- 
sión a las leyes aduaneras, ni se ha privado al erario fiscal, ile- 
gítimamente, de una parte de la renta qué le correspondiera. 

Por esos fundamentos se reuwra la sentencia de fojas 146 y 
se absuelve de la acusación a la Compañía Swift. — Antonio L. 
Marcenara. 
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FALLO .DE LA COSTE gL'FREMA 

B«e«6» Air». 2¡i Febrero d« 14M 

Y Vistos: 

1í>tos autos para conocer de lo.s recursos tic apelación y 
mi! ¡dad interpuestos [m>t el Frigorífico Swift conira la senten- 
cia dictada por la Fxcma. Cámara Federal de L,a Plata en la 
querella iniciada ]mr el Ministerio Fiscal y don Eustaquio So- 
ria contra aquél |wr defraudación de la renta aduanera; 

Y Considerando: 

Que el recurso de nulidad se funda en la circunstancia de 
que por haberse producido la excusación del doctor Guido La- 
valle, después de la audiencia en que tuvo lugar e! informe 
in vote, el doctor Hodriguex Saráchaga, llamado a integrar el 
tribunal en reemplazo de aquél, no ha tenido oportunidad de 
concurrir con su presencia a e-e acto de procedimiento, 

(Jue, entretanto, y conforme a lo dispuesto por el artículo 
5J5 del Código de Procedimientos en lo Crimnal el informe in 
vqce es un medio de defensa de carácter meramente facultati- 
vo, al punto de que los jueces se bailan autorizados a prescin- 
dir de él cuando las partes no manifiestan dentro de término- 
perentorioa referidos a la providencia de autos un designio 
contrario, 

(Jue estando llamados 'autos" en el presente juicio cuando 
se dictó la providencia ordenando la integración del tribunal, 
si el propósito del representante del frigorífico hubiera sido 
rea miente ejt de producir un segundo informe in iock\ en vista 
de aquél hecho, debió expresarlo asi en el acto de serle notifi- 
cada la resolución de fojas 191, que le hacia saber la modifica- 
ción en la composición del tribunal. 

(Jue la falta de esa manifestación autorizó al tribunal para 
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resolver sin dicho informe, de acuerdo con lo dispuesto por la 
última parte del citado artículo 535 del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal y en tales condiciones la nulidad es impro- 
cedente, como así cumple declararlo. 

Y considerando en cuanto a la apelación ; 

Que el Frigorífico Swift solicitó y obtuvo de la Aduana 
de La Plata, con fecha 29 y jo de Septiembre de 1919 los bole- 
tos de embarque números 933 y 040, respectivamente, para 
exportar veintiún mil cuartos de vacunos en el \apor Vasari 
mn destino a Nueva York (véase fojas 10 y fojas 11). 

Que entrado dicho vapor al puerto de La Plata dentro de 
las veinticuatro horas de la ex|>edición de aquellos boletos de 
embarque, y, por consiguiente, en tiempo habU para hacerlos 
valer conforme al decreto de 5 de Agosto de 1918. se inició 
la carga de los productos el 1." de Octubre, a las ocho de la 
mañana, según asi lo comprueba el informe corriente a fojas 28 
vuelta del expediente administrativo agregado. 

Que el frigorífico, movido por el propósito confesada 
i fojas 65), de aprovechar el beneficio emergente de la exi.- 
1 encía de un aforo menor para el mes de Octubre, el cual de 
acuerdo con el articulo 2." de la ley número 10.349 había sido 
disminuido en un cincuenta por ciento con relación al del mes 
de Septiembre, solicitó y obtuvo de la Aduana de La Plata un 
nuevo boleto, el número 951, por idéntica mercadería y para el 
mismo vapor y destino. La solicitud respectiva fué presentada 
al Resguardo conforme a prácticas administrativas en vigor, el 
1 11 de Octubre a última hora, remitiéndose jK>r aquél a la Adua- 
na al siguiente día. Véase informe de fojas 1 1 j vuelta. 

Qtu . en consonancia con esto, terminada la carga y ya 
fuera del puerto el vapor Vasari, el Frigorífico Svrift mani- 
festó al Resguardo, que había cargado los 2o.t68 cuartos de 
carne vacuna congelada con arreglo al boleto número 951 otor- 
gado el 2 de Octubre, como asimismo que habían quedado sin 
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efeétó los isletos nú meros 933 y 940, correspondientes al mes 
de Septiembre, Véase fojas 14, 15 y 16. El Resguardo aceptó 
sin observaciones la anulación de los boletos ex¡)eit¡dos el rae? 
fie Septiembre y la Aduana liquidó los derechos de exportación 
cmi arreglo al permiso otorgado el 2 de Octubre y, por ende, 
de acuerdo con el aforo menor en vigor para ese mes. Con ese 
procedimiento, admitido tanto por la Aduana como por el Res- 
guardo, el frigorífico evitó un desemliolso (pie en vista de la 
liquidación practicada a tojas 3 del ex|>cdieme administrativo, 
asciende a la suma de trece mil ochocientos cincuenta peso» con 
veintisiete centavos moneda nacional, 

Quv puntualizados como quedan loa hechos que sirven de 
base a la denuncia formulada contra el frigorífico, para juzgar 
de su procedencia, corresponde verificar el examen tanto de laí 
disposiciones pertinentes de las Ordenanzas de Aduana como 
del precepto del articulo 3." fie la ley iO-34»>. *?n el cual aquélla 
concretamente se a|w\va. 

(Jue. desde luego, la Compañía Swiít se encontraba facul- 
tada pitra desistir de los permisos de embarque números 933 
v 040 solicitados por ella eit las postrimerías de! mes de Sep- 
tiembre. En primer término, porqtte no existe en las ordenanzas 
de Aduana ni en otra dey. ni en los decretos reglamentarios, 
disposición alguna que desconozca a los cargadores el derecho 
de cancelar un permiso de embarque cuando se trata de oi>era- 
ctinie- de exportación. K] (.•samen de las disposiciones contenidas 
en articulo* 5^0 y siguientes y ftyí y siguientes de aquellas 
ordenanzas asi lo comprueba, y siguiendo la regla de que todo 
lo que las leyes no vedan es [jenuitido, las prácticas administra- 
tivas han autorizado, siempre, esa cancelación como se infiere 
de las resoluciones del Ministerio de Hacienda y del Adminis- 
trador de ta Aduana de La Plata, corriente a fojas í>i y fojas 22 
del sumario agregado. 1*1 disposición del articulo 558 de las 
ordenanzas de Aduana al decir míe "no es indispensable (pie el 
cargador embarque toda la cantidad |wdida. pudiendo dejar sin 
embarcar parte de ella", no importa prohibir lo permitido para 
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el caso de que se deje de embarcar ta totalidad de los productos, 
porque las restricciones de los derechos deben ser expresa y 
iwrque, además, la mente del precepto ha sido ían sólo ta de 
autorizar el uso parcial o fraccionado de tos boletos de embar- 
que con mira de facilitar las operaciones a que se aplican, sin 
antici]»ar ninguna solución sobre el derecho que queda intacto 
de dejarlos totalmente sin efecto. En todo caso, el hecho de que 
con un boleto se pueda cargar una pequeña parte y anular el 
resto, demostraría que la tendencia o la regla es en el sentido de 
autorizar el desistimiento. 

Que es, efectivamente, cierto, de acuerdo con el articulo y 
de la ley número 10.340, que las aduanas deben liquidar los 
derechos de exportación con arreglo al aforo \ígente en la 
fecha en que fué expedido el respectivo boleto de embarque o 
Itermiso de depósito, aforo que se determina manualmente con- 
forme a lo estatuido en el artículo 2." de la misma ley. pero 
también lo es que el susodicho articulo 3." evidentemente se 
refiere a boletos de embarque que no hayan quedado ¿in efecto 
por voluntad del cargador en ejercicio de un legítimo derecho. 
Igual raciocinio corresponde aplicar al decreto del Ministerio 
de Hacienda que ordena cumplir los boletos de embarque en el 
orden cronológico, según el cual fueron expedidos. 

Que, si, pues, el frigorífico usaba de su derecho al dejar 
sin efecto los permisos ele embarque pedidos por él durante el 
mes de Septiembre, es forzosa la consecuencia de que también 
. y por necesaria implicancia, podía lieneficiarse con el menor 
arancel señalado para el mes de Octubre. Y es otro corolario el 
de (pie no hubo perjuicio al Fisco : éste no tenia derechos adqui- 
ridos sobre los impuestos de exportación conforme al aforo del 
mes de Septiembre, por cuanto el precepto del artículo 3 ° de 
la ley número 10.34*^ que los hace nacer, presupone la subsis- 
tencia de los permiso* de embarque eti relación a ese mes. No 
hay derecho contra derecho. 

Que ello, no obstante las constancias de autos prueban que 
la denunciada no usó. en tiempo hábil, al menos en cuanto a una 
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parte de la mercadería, cíe su derecho <íc cancelar los búlelos 
de Septiembre. El desistimiento, en efecto, de un permiso de 
embarque puede ser total o parcial. En el primer caso debe 
necesaria mente producirse con antelación a la iniciación de la 
carga de la mercadería. Cuando esta última lia dado comienzo, 
el boleto queda cumplido respeto <le lo emliarcado y anulado 
en lo demás, c omn lo dispone el articulo 558 de las Ordenanzas 
de Ai luana, 

Ahora bien: consta de autos ijnc el querellado obtuvo el 
tercer permiso de embargue el día 2 de Octubre, como asimis- 
mo que dió comienzo a ta carga el 1." de aquel mes. a las ocho 
ile la mañana. Y de la aproximación de estos dos hechos se 
infiere la siguiente conclusión : O el frigorífico había comen- 
zado la carga de frutos del país sin el correspondiente permiso, 
el dia 1 . l> de Octubre, violando el articulo <»8 de las Ordenan- 
zas ile Aduana y haciéndose pasible de la pena de comiso, o la 
inició y la continuó durante todo el dia i," de Octubre con unu 
de aquellos dos boletos correspondientes al mes de Septiembre, 
que ciertamente fueron entregados al Resguardo, como aparece 
de los autos. Admitido lo último, porque además de ser más 
favorable al acusado es también la expresión de la ventad legal, 
es de loda evidencia: a) que acerca de fas mercaderil embar- 
cada^ el dia i. 1 de Octubre no ludio desistimiento del permiso 
de eml»arque: b) Qik esa mercadería debió alionar el derecho 
de exjiortación y el de estadística* con arreglo al articulo ,V de 
la ley número lO.JMt) y al aforo del mes de Septiembre; c) <¿ue 
el resto de la mercadería, es decir, la embarcada durante los 
fjja* v 3 de Octubre, debió alionar el impuesto a mérito det 
desistimiento parcial constituido |>or el nuevo boleto, con arre- 
zo u\ aforo rorres|M mdiente a este mes. 

tjue la circunstancia de halarse entregado al Resguardo el 
pedido respecto riel tercer permiso de embarque al concluir el 
dia 1." <te Octubre, de acuerdo con una práctica autorizada por 
la Aduana, iiu modifica las anteriores conclusiones: a) porgue 
dentro de esas prácticas la presentación al Resguardo de las 
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solicitudes tle embargue debe hacerse antes tic dar comienzo a 
la carga y en el caso de autos tuvo lugar al finalizar el dia mis- 
mo en qué ella había sido iniciada, y b) jxirque si según el infor- 
me de la Aduana corriente a fojas 1 1 1 vuelta, la práctica de 
presentar las solicitudes de permisos de embarque directamente 
al Resguardo tiende a dar facilidades al comercio evitando la 
demora en las operaciones de exportación, no era ese el caso en 
que se hallaba el frigorífico desde que tenia "11 su poder dos 
boletos que ío habilitaban a comenzar la cat^ de inmediato, 
como en realidad lo hizo. . 

Que aún en la hipótesis de (pie los cargadores carecieran 
tlel derecho de cancelar totalmente los permisos de exportación, 
contrariamente a lo sostenido en la primera parte de este pro- 
nunciamiento, las conclusiones precedentes al establecer que el 
frigorífico embarcó sus frutos el día !.° de Otuhrc con arreglo 
a los boletos números 933 y 940 colocarían el caso dentro de lo 
dispuesto y autorizado por la letra clara y terminante del ar- 
tículo 558 de las Ordenanzas de Aduana .cuyo texto dice asi : 
"No es indispensable que el cargador embarque toda la canti- 
dad pedida, puede dejar sht embarcar parte de ¿Ma y el Res- 
guardo devolverá el permiso con las notas puestas cuando ci 
cargador declare haber concluido ¡a carga''. El mismo denun- 
ciante reconoce que el desistimiento sólo es viable resjjecto de 
una |>arte de la carga y como la ley no señala cantidad a tal' fin, 
bastaría lo embarcado el i,° de Octubre para dar validez al 
de si si i n liento en relación a lo no cargado ese dia. 

Que con arreglo a lo expuesto; si el tercer boleto solicitado 
al Resguardo a última hora del 1." de Octubre no *c aplica a la 
mercadería cuya carga se inició a las ocho de la mañana de ese 
dia. es evidente que el frigorífico adeuda a la Aduana la dife- 
rencia entre el aforo del mes de Septiembre y e! del mes de 
Oetuhre en cnanto a la referida mercadería. Kl derecho de can- 
celar los permisos no involucra ni comprende la posibilidad de 
dar efecto retroactivo a esa cancelación respecto de los pro- 
ductos ya embarcados, pues ello importaría violar lo dispuesto 
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l»or el artículo 3." de la ley número 10.349 que ordena pagar 
los derechos con arreglo ai afora vigente en la techa de la expe- 
dición del boleto de embarque. 

Qué aún admitiendo qtte el frigorífico haya formulado 
ante la Aduana una afirmación inexacta al expresar en el roo- 
¡íviun de presentarle los tres certificados <|ue el embarque de 
todos los productos, se habría realizado conforme al expedido 
el _> de Octubre, ese hecho no constituiría un acto susceptible 
de caer bajo las sanciones establecidas por las Ordenanzas de 
Aduana, si como es de ley y jurisprudencia los jueces no pue- 
den crear ¡«mas ni aplicarlas por analogía (artículos i.» y 13 del 
Código de Procedimientos Criminales). 

Que no hallándose especialmente previsto en las Orde- 
nanzas de Aduana como un acto partteufer de fraude o contra- 
vención, él hecho realizado por el frigorífico, la cuestión queda 
reducida a establecer si él encuadra dentro de lo*¡ preceptos ge- 
nerales contenidos en lo* artículos 10J5 y 10.2O de aquéllas. IV1 
contesto de estos articulo., cuyas normas se complementan reci- 
procamente. de^prénde-e que toda falta de requisito, toda falsa 
declaración » todo hecho que tienda a disminuir indebidamente 
la renta, será penado con comiso o con pago de dobles derechos. 
Peto es además indispensable para la procedencia de una u 
01ra pena (condición mantenida ]>or el artículo 18 de la ley 
número 10.362) que la falsa declaración, la falta de diligencia 
o el lu cho se relacionen con la cantidad o la especie de las mer- 
caderías o con ía calidad. Si e<e nexo entre la mercadería y el 
hecho no existe, no puede haber pena. Y bien, en el caso de 
estos autos es evidente que la falsa declaración de! frigorífico 
no tiene relación alguna con la cantidad de los | productos desde 
que nadie ha sosten ido que se embarcaran más o menos cuartos 
congelados de vacuno que los manifestados; ni tampoco con la 
esjHn'ie, pues ta individualidad de los cálculos no es distinta de 
la que hacia el objeto del |>crntiso; y menos con su calidad o su 
valor, acerca de lo cual media conformidad. l,os productos han 
sido bien ma ni f estallos en cuanto a ta cantidad, a la especie y a 
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la calidad; lo únicu que positivamente existe es una cuestión 
de aforo. V ésta no emerge en la hipótesis de una diferencia 
de calidad, sino simplemente de las contingencias de una tarifa 
variable cada mes en el indine del impuesto. Cuando el cara- 
dor ha puesto la mayor exactitud en la descripción de la mer- 
cadería objeto de una operación de aduana, su obligación ha 
quedado cumplida y nada más puede eximírsele. Toda cuestión 
sobre aforo y sobre dilucidación de las particularidades de su 
aplicación al caso singular es de la incumbencia exclusiva de fe 
adir mist ración aduanera. Cualquiera pretensión públicamente 
expresada a los funcionarios aduaneros sobre la procedencia 
de un determinado arancel más que de otro cuando no promedia 
error en la cantidad, calidad o especie, lejos de constituir un 
acto de fraude o de contravención, representa el ejercicio dr un 
derecho legitimo. 

Kl frigorífico Swift que ha cumplido, pues, cotí las obli- 
gaciones reglamentarias de la exportación al manifestar la car- 
ga, se halla excluido de las sanciones de comiso o de dobles 
derechos, establecidos |*jr los artículos 10J5 y ioa<> de las Orde- 
nanzas de Aduanas. 

tjue ello no obstante la inexacta aseveración del frigorí- 
fico de que había cargado la totalidad de la mercadería fon- 
forme al lnoletu del mes de Octubre, debe hacerlo pasible de las 
costas de este proceso. 

I'or estos fundamentos n© se hacr lugar a la nulidad y se 
revoca la sentencia apelada, declarándose que el Frigorífico 
Swift sólo está obligado a pagar la diferencia de derechos entre 
el mes de Septiembre y Octubre de njio, -obre la mercader i a 
embarcada et primero del último mes, a cuyo efecto la Aduana 
practicará la respectiva liquidación, con costas. .Molifiqúese y 
devuélvanse, debiendo re¡x>nerse tos sellos ante el juzgado de 
origen. 

A. BERMEJO. — XlCANuíR 0. DEL 

Solar. — J. Ficuerua Al- 
corta. — Roberto Riíí*etto. 



